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Do11 losé De Gregario contra. don Alfredo Bar:::i,,wnci/lcr di' la

República, del Uruguay, sobre cobro de pesos. 

Sumario: No corresponde a la jurisdicción originaria de la Cor­
te Suprema, el conocimiento de las causas o negocios par­
ticulares ele un Cónsul extra_njero. (Tomos 12, pág. 437;
122, pág. 129; 137, pág. 23). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTA::\rEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte : 

Se demanda ante V. E. por cobro de pesos ( pagaré agre­
gado a fs. 1) al Canciller del Consulado de la República Orien­
tal del Uruguay y se invoca para acreditar la jurisdicción origi­
naria y exclusiva de esta Corte, el art. l 9, incisos 39 y 49 de la 
ley N' 48. 

La precitada disposición legal no acuerda dicha jurisdicción. 

Sólo puede conocer V. E
'.
, en virtud ele ella, en las causas 

concernientes a diplomáticos o en las que versen sobre privilegios 
o exenciones de los Cónsules y Vice-Cónsules extranjeros, en :m

carácter público.

En 11ingu11a de esas dos disposiciones _está comprendido el 
cancil1er de un consulado que, como en el caso de autos, es ele-

Don José De Gregorio contra don Alfredo Barsi, canciller de la 

Repitblica del Uruguay, sobre cobro de pesos. 

Sumario: No corresponde a la jurisdiccion originaria de la Cor- 

te Suprema, el conocimiento de las causas o negocios par- 

ticulares de un Consul extranjero. (Tomos 12, pag. 437; 

122, pag. 129; 137, pag. 23). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

PICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

Se demanda ante V. E. por cobro de pesos (pagaré agre- 

gado a fs. 1) al Canciller del Consulado de Ja Republica Orien- 

tal del Uruguay y se invoca para acreditar la jurisdiccién origi- 

naria y exclusiva de esta Corte, el art. 1°, incisos 3° y 4° de la 

ley N° 48. 

Jia precitada disposicién legal no acuerda dicha jurisdiccién. 

Sélo puede conocer V. E., en virtud de ella, en las catisas 

concernientes a diplomaticos o en las que versen sobre privilegios 
o exenciones ce los Consules y Vice-Cénsules extranjeros, en su 

earacter ptthblico. 

In ninguna de esas dos disposiciones esta comprendido el 

canciller de un consulado que, como en el caso de autos, es de-
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mandado por acción que concierne solamente a sus asuntos par­
ticulares. 

Es la doctrina uniforme de V. E. (Torno 137, pág. 23.). 
Soy. por ello, de opinión que no corresponde a· la Corte Suprema .. 
intervenir en esta causa. 

1 -[oracio R. Larreta.. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931 . 

.. Autos y Vistos: 

Xo corrcsponclicndo a la jurisdicción originaria de esta Cor­
te Suprfma, el conocimiento de las causas o negocios particula­
res de un Cónsul extranjero, corno lo tiene declarado entre otras 
causa�,' en las que se registran en los tomos 12, página 437; 122, 
página 129, considerando 5'1; 137, página 23 de los Fallos de es­
te Tribunal, y de confonn'idac\ c011 lo expuesto y pedido por el 
se1]or Procurador General. ocurra clonde corresponda. Repón­
gase el papel. 

J. FIGUEROA ALCOR.TA. - R. Gurno
LAVALLE. -ANTONIO SAGARN,\,-·· 

TuLIAN V. PERA .

. \ri/orcs Cés¡,cdrs, Tctlawanti y Cía. contra la pro·vi11cia de 1lf en­

dosa, por cobro de pesos. 

Su111ario: No es admisible la observación formulada por la de­
mandada en un caso de incumplimiento de contrato, de que 
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mandado por accién que concierne solamente a sus asuntos par- 

ticulares. 

Es la doetrina uniforme de V. E. (Tomo 137, pag. 23). 

Soy, por ello, de opinién que no corresponde ala Certe Suprema | 

intervenir en esta causa, 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

. Autosy Vistos : 

No correspondiendo a Ja jurisdiccién originaria de esta Cor- 

te Suprema, el conocimiento de las causas o negocios particula- 

res de un Consul extranjero, como lo tiene declarado entre otras 

causas en las que se registran en los tomos 12, pagina 437; 122, 

pagina 129, considerando 5'; 137, pagina 23 de los Fallos de es- 

te Tribunal, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 

sefior Procurador General, ocurra donde corresponda. Repon- 

gase el] papel. 

J. Frourroa Axtcorta. — R. Guipo 
LAVALLE. — ANTONIO SAGARNA.— 

Jurian V. Pera. 

Seiiorcs Céspedes, Tetiamanti y Cia, contra la provincia de Aten- 

dosa, por cobro de pesos. 

Sumarto: No es admisible la observacién formulada por la de- 

mandada en un caso de incumplimiento de contrato, de que
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no se ha acompañado a los autos el contrato de licitación v 

la prueba de su cumplimiento, si ele los mismos resulta que 

aquéll�\ suscribió el contrato y recibió los efectos licitados. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:\L\ 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Y Vistos: 

Los seguidos por Céspedes. Tettamanti y Cía. contra la 

pnwincia de Iviem\oza por cobro ele pesos, ele los que, 

Resulta: 

Une a fs. 8 se presenta don Germán i\. Frese por los ac­

tores. iniciando demanda ordinaria contra la provincia de J.\iien­

doz,i. por cobro de la suma de tres m;il -novedcntos pesos moneda 

1w.cioiwi, importe de la licitación que obtuvieron sus mandantes 

pan:1
, la adquisición de calzado y del depósito que se les exigió 

u1 g-a1 antía del fiel cumplimiento ele sus compromisos. Dice que 

hizo entrega de los ck:·tos adquiridos sin objeción alguna de 

parte de la provincia y que luego reclamó insistentemente ei pa­

go rk b cantidad debida. sin haber obtenido ni siquiera la devo­

lución de los mil pesos depositados como garantía. 

Que en virtud ele tales antecedentes y en razón ele lo dis­

puesto por los arts. 450, 465 y 575 del Código de Comercio y 

?182 y sus correlativos del Código Civil, pide que oportunamen­

te se haga lugar a la acció11 instaurada, condenfo1close a la pro­

vincia ele 1Iendoza al pago de la cantidad que se reclama, con más 

los intereses correspondientes y las costas del juicio. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte Su-
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no se ha acompafado a los autos el contrato de licitacion v 

la prueba de su cumplimiento, si de los mismos resulta que 

aquélla suscribid el contrato y recibidé los efectos licitados. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1981. 

Y Vistos: 

Los seguidos por Céspedes, Tettamanti y Cia. contra la 

provincia de Mendoza por cobro de pesos, de los que, 

Resulta: 

Que a fs. 8 se presenta don German A. Frese por los ac- 

tores, iniclando demanda ordinaria contra la provincia de Men- 

doza por cobro de Ja suma de tres ail novecientos pesos inoneda 

nacional, importe de la heitacién que obtuvieron sus mandantes 

para la adquisicign de calzado y del depdsito que se les exigid 

en garantia del fiel cumplimiento de sus compremisos. Dice que 

hize entrega de los efestos adquiridos sin objecién alguna de 

parte de Ja provincia y que luego reclamé insistentemente el pa- 

go de Ja cantidad debida, sin haber obtenido ni siquiera la devo- 

lucién de los mil pesos depositados como garantia. 

Que en virtud de tales antecedentes y en razon de lo dis- 

puesto por los arts. 450, 465 y 575 del Codigo de Comercio y 
2182 y sus correlativos de! Codigo Civil, pide que oportunamen- 

te se haga lugar a la accién instaurada, cendenandose a la pro- 

vincia de Afendoza al pago de la cantidad que se reclama, con mas 

los intereses correspondientes y las costas del juicio. 

Que acreditada Ja jurisdiecién originaria de esta Corte Su-
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prcma
,. 

se corrió a fs. 15 vta. traslado de la demanda, y a fs. 26 
se presenta don Dalmiro Terán en representación de la provin­
ci;:i. de lVIendoza, manifestando que por no haber recibido de las 
autoridades ele la provincia que representa los antecedentes re­
lacionados con este juicio se encuentra en la imposibilidad de 
reconocer o desconocer los hechos articulados en la demanc!a 
qut contesta y que en conse:.:uencia se remite a la pn�eha qttc 
sobre el particular deberá aportarse por la actora en la estación 
oportuna. 

Que producida la prueba a que se refiere el certificado de 
fs. 69 y agregados los alegatos se llamó a fs. 76 vta. auto5 para 
definitiva; y 

Considerando : 

Que ele los expedientes administrativos remitidos por las 
autoridades ele l\rfendoza, resulta establecida la existencia del cré­
dito ele los actores en forma concluyente . 

Que dichas constancias demuestran la celebración del con­
trato que se invoca por los actores y el cumplimiento del mismo 
en todas sus partes mediante el suministro de mercaderías a que 
se refiere la factura ele fs. 54, como también el depósito de la su­
ma clada en garantía, según boleta de fs. 60. 

Que en razón ele tal cumplimiento se dictaron las órdenes de 
pago de fs. 59 y 63 por las sumas de $ 2. 900 y $ 1 .000 respec­
tivamente, cuyo importe total no hecho efectivo por las autorida­
des de la provincia, se reclama en esta demanda. 

Que la parte demandada no obstante referirse a dichas cons­
tancias, cuya autenticidad no ha objetado 'Y sin producir prueba 
alguna en contra de los hechos aducidos por los a'..::tores, se li­
mita a observar _en el alegato, que no se ha acompañado el con­
trato ele la licitación y la prueba de su cumplimiento, lo que na. 
es aclmisihle se aduzca por la misma parte que suscribió aquel 

8 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

prema, se corrié a fs. 15 vta. traslado de la demanda, y a fs. 26 

se presenta don Dalmiro Teran en representacion de la provin- 

cia de Mendoza, manifestando que por no haber recibido de las 

autoridades de la provincia que representa los antecedentes re- 

lacionados con este juicio se encnentra en la imposibilidad de 

reconocer o desconocer los hechos articulados en la demanda 

que contesta y que en conseztiencia se remite a fa prueba qite 
sobre el particular deberé aportarse por la actora en la estacién 

oporttuna. 

Que producida la prueba a que se refiere el certificado de 
fs. 69 y agregados los alegatos se llam6 a fs. 76 vta. autos para 

detfinitiva; y 

Considerando : 

Que de los expedientes administrativos remitidos por las 

autoridades de Mendoza. resulta establecida la existencia del cré- 

dita de los actores en forma concluyente. 

@ue dichas constancias demuestran la celebracién del con- 

trato que se invoca por los actores y el cumplimiento del mismo 

en todas sus partes mediante el suministro de mercaderias a que 

se refiere la factura de fs. 54, como también el depdsito de la su- 

ma dada en garantia, segtin boleta de fs. 60. 

Que en razon de tal cumplimiento se dictaron las érdenes de 

pago de fs. 59 y 63 por fas sumas de $ 2.900 y $ 1.000 respec- 

tivamente, cuyo importe total no hecho efectivo por las autorida- 

des de la provincia, se reclama en esta demanda. 

Que la parte demandada no obstante referirse a dichas cons- 

taucias, cya autenticidad no ha objetado y sin producir prueba 

alguna en contra de los hechos aducidos por los axtores, se li- 

mita a observar en el alegato, que no se ha acompafiado el con- 

trato de la licitacién y la prueba de su cumplimiento, lo que no 

es admisible se aduzca por la misma parte que suscribid aquel
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contrato y recibió los efectos licitados, como se ha justificado 
en la forma concluyente que queda expresada, 

Por estas consideraciones y lo dispuesto por los arts. -f.65, 
575 y concorclantes del Código de Comercio se declara qne la 
prov'incia de 1-íencloza debe pagar a los actores en el término de 
diez días la suma ele Tres mil novecientos pesos moneda nacio­
nal, con sus intereses desde la notificación ele la demanda y las 
costas del juicio. Notifíquese, repóngase el papel y en su 
oportuniclad archívese 

J. FIGUEROA ALCOR1"A, - ROBERTO 

REPETTO. -- R. Gurno LA VALLE. 

- ANTONIO SAGARN.A. - JuLIA.N 

V, PERA. 

Pro'Vi11cia de Bueno�\-- Aires contra la Sociedad A11ó11ima "Crédi­
to Fcrroca,rrifcro ln,nabiliarfo'', sabre rcill'uidicació11. Inci­
dente sabre ·medidas de prueba. 

S�w,wrio: No procede admitir medidas de prueba, en un ca�o. en 
que ellas fueron propuestas, vencido el término probatorio. 

Caso: Lo explica el sigt1iente: 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:\f,,\ 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Vistos y Considerando : 

Que con arreglo a lo dispuesto en el artículo 118 del Có­
dig·o de Procedimientos de la Capital, supletorio en lo federal. 
las diligencias de prueba clChen de ser pedidas dentro del término. 
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contrato y recibid los efectos licitados, como se ha justificado 

en la forma concluyente qtte queda expresada. 

Por estas consideraciones y lo dispuesto por los arts. 465, 

575 y concordantes del Codigo de Comercio se declara que la 

provincia de Mendoza debe pagar a los actores en el término de 

diez dias la suma de Tres mil novecientos peses moneda nacio- 

nal, con sus intereses desde la notificacién de ta demanda y las 

costas del juicio. Notifiquese, repdngase el papel y en su 

oportunidad archivese 

J. Frcurroa Atcorta. — Roserto 
Repetto. — R. Guipo LaAvaLte. 

— ANTONIO SAGARNA. — JULIAN 
V. Pera, 

Provincia de Buenos: Aircs contra la Sociedad Anénima “Crédi- 

to Ferrocarrilero Ininobiliario”, sobre reinvidicacién. Inci- 

dente sobre medidas de prueba. 

Sumario: No procede admitir medidas de prueba, en un caso, en 

que elias fueron propuestas, vencido el término probatorio. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMSA 

Buenos Aires, Agosto 19 de 19381. 

Vistos y Consideranco: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el articulo 118 del Cé- 

digo de Procedimientos de la Capital, supletorio en lo federal, 

las diligencias de prueba dében de ser pedidas dentro del términa,
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Que el término convenido por 1as partes para la produc­

ción de sus respectivas pruebas según escritos <le fs. 102 y fs. 

117 se encontraba vencido en la fecha en que la actora solicit{1 

las medidas a qt1e se refiere el escrito de fs. 55 de su cuaderno 

de prueba, según lo informa en este acto el Secretario. 

Por ello y a mérito de la oposición formulada al respecto 

por la demandada. cléjase sin efecto el auto de fs. 55 vta. del 

presente cuaderno de prueba, con costas. Hágase saber y re­

púng·ase el papel. 

J. FIGUEROA ALCORT A. -- ROBERTO 

REPETTO. -·- ANTONIO SAGARNA.­

J CUAN V .. PERA. 

El auto de fs. 55 vta. mandó se tuviera ·como elementos de 

r:rutha las constancias acumuladas al <:xpedíente en trámite, se­

guido por la misma provincia contra la Compañía General de Co­
niercio e Industria, por reivindicación. 

Fisco Nacional contraía Sociedad Antuiia y Comj>aiiía, :rnbrc ex­

propiación. 

�'/1u11ario: 1'-' 'Para fijar el precio del inmueble a expropiar, debe 

tenerse en cuenta en un caso, su ubicación privilegiada por 
stt proximidad a un puerto y lindar con importantes vías de 

acceso, su orientación, superficie, valor del rellenamiento. 

edificio e instalaciones, y no las ganancias hipotéticas cal­

culadas. 

2v Los honorarios del abogado y procurador del expro­

piado, no son a cargo clel expropian te. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 
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Que el] término convenido por las partes para la produc- 

cion de sus respectivas pruebas segtin escritos de fs, 102 y fs. 

117 se encontraba vencido en la fecha en que la actora solicitdé 

las medidas a que se refiere el escrito de fs. 55 de su cuaderno 

de prueba, segtin lo informa en este acto el Secretario. 

Por ello y a mérito de la oposicién formulada al respecto 

por la demandada. déjase sin efecto el auto de fs. 55 vta. del 

presente cuaderno de prueba, con costas. Hagase saber y re- 

pongase el papel. 

J. Ficurroa Atcorra. ~~ RoBerro 

REPETTO. — ANTONIO SAGARNA.— 
Juiian V. Pera. 

El auto de fs. 55 vta. mandd se tuviera como elementos de 

prucba las constancias actmuladas al expediente en tramite, se- 

guido por la misma provineia contra la Compafiia General de Co- 

mercio e Industria, por reivindicacion. 

Fisco Nacional contra ia Sociedad Antuiia vy Compaiita, sobre cxr- 

propiacion, 

Sranarto: 1° Para fijar el precio del mmmueble a expropiar, debe 

tenerse en cuenta en un caso, su ubicacién privilegiada por 

stt proximidad a un puerto y lindar con importantes vias de 

acceso, st orientacion, superficie, valor del rellenamiento, 
edificio e instalaciones, y no las ganancias hipotéticas cal- 

culadas. 

2° Los honorarios del abogado y procurador del expro- 

piado, no sen a cargo del expropiante. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes :
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SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Resistencia, Marzo 17 de 1930. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por d Fisco Nacional contra la socie­
dad .-\ntuií.a y Cía., sobre expropiación ele los que resulta: 

a} Que el actor por intermedio del Procurador Fiscal del
tenitoríu, inicia demanda sobre expropiación de la propiedad si­
tuada en el puerto de Barranqueras, solar A de la manzana 9, 
compuesta ele· una superficie de 2.434,41 m. c., según el plano 
que adjunta, bien de pertenencia de la firma Antufta y Cía. y que 
estú comprendido en el ensanche del puerto ele Barranqueras, 
cclbtrucción a cargo del" l\finisterio ele Obras Públicas de la Na­
ción. Deposita en el Banco de la Nación Argentina la suma de 
$ 128.066.07 mjn. que es el precio fijado por el Fisco como valor 
del inmueble. 

h) Fijada la audiencia exigida por la ley 189 la demanda­
da por intermedio de apoderado, manifiesta su disconformidad 
con d valor estimativo del Fisco, aduciendo consideraciones so­
bre el precio actual ele la propiedad en las inmediaciones del te­
rreno �1• expropiarse que contiene- una edificación importante que 
la coloca como el nuís valioso inmueble de Barranqueras .. Esti­
ma que la demandante no ha tenido en cueti.ta diversos factores 
vitak�; para hacer la apreciación del valor de la propiedad dadas 
las t-xcepcionales condiciones que reune, su esmerada construc­
éión y el perjuicio que irroga a su dueña la disposición del P. E. 
de hacer efectiva la expropiación ele aquél. Abunda en diversos 
conceptos y termina solicitando medidas de pruebas como así 
la designación de perito tasador de su parte que recae en la per­
sona del señor Gaspar De Nicola. El Fisco a su vez propone al 
ingeniero R .. Fernández Ruiz que luego fué reemplazado por el 
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SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Resistencia, Marzo 17 de 18380. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por el Fisco Nacional contra la sucie- 

dad Antuia y Cia., sobre expropiacién de los que resulta: 

a) Que el actor por intermedio del Procurador Fiscal del 

territoric, inicia demanda sobre expropiacién de la propiedad si- 

tuada en el puerto de Barranqueras, solar A de ta manzana 9, 

compuesta de una superficie de 2.434.41 m.c., segtin el plano 

que adjunta, bien de pertenencia de la firma Antufia y Cia. y que 

esta comprendido en ef ensanche del puerto de Barranqueras, 

censtruccién a cargo def Ministerio de Obras Pulblicas de la Na- 

cin. Deposita en el Banco de ta Nacion Argentina Ja suma de 
$ 128.066.07 m|n. que es el precio fijado por el Fisco como valor 

del innitteble. 

b) Fijada la audiencia exigida por la ley 189 la demania- 

da por intermedio de apoderado, manifiesta su disconformidad 

con ¢l valor estimativo dei Fisco, aduciendo consideraciones so- 

bre el precio actual de la propiedad en las inmediaciones del te- 

rrena a exproplarse que contiene: una edificacién importante que 

la cotoca como el mas valioso inmueble de Barranqueras, Esti- 

ma que la demandante no ha tenido en cuenta diversos factores 

vitales para hacer la apreciacioén del valor de la propiedad dadas 

las excepcionales condiciones que reune, su esmerada construc- 

cién y el perjuicio que irroga a su duefia la disposicién del P. E. 

de hacer efectiva la expropiacién de aquél. Abunda en diversos 

conceptos y termina solicitando medidas de pruebas como asi 

la designacién de perito tasador de su parte que recae en la per- 
sona del sefior Gaspar De Nicola. El Fisco a su vez propone al 

ingeniero R, Fernandez Ruiz que luego fué reemplazado por el
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señor Pedro Fiaccadori, quienes evacúan sus informes a fs. 111 
y fs. 82 respectivamente y el tercero nombrado de oficio señor 
Eduardo lviiranda Gallino, lo hace a fs. 131. 

e) Abierta la causa a prueba las partes producen la que
obra en los cuadernos respectivos _, agregados los cuales se corre 
un traslado por su orden, llamándose autos para sentencia a 
fs. 48 vta.; p 

Considerando: 

1 � Que a pesar de la cuestión previa hecha por la ciernan­
dada en la audiencia de fs. 27, la única divergencia ele fondo exis­
tente entre las partes, consiste en el precio dado por el Fisco al 
inmueble a expropiarse, y el estimado por el propietario. 

Parn establecer justicieramente el valor del inmueble_. de­
bemos recurrir a los informes periciales y en subsidio a las dnniis 
pruebas aportadas a los autos. 

Le. prueba pericial presenta variante notable en la aprecia­
ción d'el mont·o total del valor de la propiedad, pues el perito del 
actor calcula el valor actual de aquél en la suma de $ 189.372.60 
mJn., el ele la demandada en la de $ 250,434.25 m!n. y el tercero 
en $ 220. 878. 32 de igual moneda, comprendiéndose el terreno 
en sí, las mejoras hechas sobre el mismo y los edificios levan­
tados con sus instalaciones, etc. 

2'' Que analizados separadamente los diversos rubros abar­
cados en los peritajes, resulta: 

a) Que en cuanto al terreno cuya superficie es de 2.434.41
m. c. se nota una apreciable diferencia en su valor, desde que el
perito oficial lo tasa en$ 14 m)n. el metro cuadrado, el de parte a
$ 24 m/n. el 111. c. y el tercero ·a $ 20 m ]n. el .tn_. c. Pero apartúni­
dose de estos cálculos y teniendo en cuenta el precio fijado por
la Excma. Cámara en el juicio "Fisco Nacional c. A�1tt1fía•· Ni­
canor s. expropiación" y la mejor ubicación del inmueble objeto
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seor Pedro Fiaccadori, quienes evactian sus informes a fs. 111 

y fs. 8Z respectivamente y el tercero nombrado de oficio sefor 

Eduardo Miranda Gallino, lo hace a fs. 131. 

c) Abierta la causa a prueba las partes producen la que 

obra en los cuadernos respectivos, agregados los cuales se corre 

un traslado por su orden, llamandose autos para sentencia a 

fs. 48 vta.; p 

Considerando: 

1" Que a pesar de la cuestion previa hecha por la deman- 

dada en la audiencia de fs. 27, la tinica divergencia de fondo exis- 

tente entre las partes, consiste en el precio dado por el Fisco al 

inmueble a expropiarse, y el estimado por el propietario. 

Para establecer justicieramente el valor del inmueble, de- 

bemos recurrir a los informes periciales y en subsidio a las demas 

pruebas aportadas a los autos. 

La prueba pericial presenta variante notable en la aprecia- 

cién del monto total del valor de la propiedad, putes el perito del 

actor caleula el valor actual de aquél en la suma de $ 189,372.60 
mJn., el de la demandada en la de $ 250.434.25 mln. y el tercero 

en $ 220,878.32 de igual moneda, comprendiéndose ej terreno 

en si, las mejoras hechas sobre el mismo y los edificios Jevan- 

tados con sus instalaciones, etc. 

2” Que analizados separadamente los diversos rubros ahar- 

cados en los peritajes, resulta: 

a) Que en cuanto al terreno cuya superficie es de 2.43441 

m. c. se nota una apreciable diferencia en su valor, desde que el 
perito oficial lo tasa en $ 14 min. el metro cuadrado, el de parte a 

$ 24 mjn. el m. c. y el tercero a $ 20 mln. elm. c. Pero apartae 

dose de estos calculos y teniendo en cuenta el precio fijado por 

la Excma. Camara en el juicio “Fisco Nacional c. Anttfia” Ni- 

canor s. expropiacién” ‘y la mejor ubicacién de) inmueble objeto
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de esta litis el precio ele $ 14 m\n. por 111. c. es equitativo � in­
cli�ct1tibk. de acuerdo al metraje su precio de $ 34.081.74 m\n.; 
b) Edificación. Este rubro, comprendiendo todo lo que ha siclo
objeto de mano de obra, sufre ele la elasticidad apreciatoria de
los peritos. El Fisco la estima en$ 145.306.60 m\n., el ele la par­
te en$ 170.591.25 mln. y el tercero en$ 159.942.38 mJn. Co­
mo todos. estos peritos hacen sus cálculos sobre bases perfecta­
mentc aceptables, el término medio del precio es el que debe pri­
mar como valor únicO y que según cálculos, arroja un valor ele
$ 158.613.41 mjn.; e) Relleno. Aquí igualmente hay diferen­
cia y son: Fisco$ 7.200 mln.; demandada$ 20.007 m\n. y ter­
cero$ 8.948.24 mjn. Equitativamente y dada la tmiform,idad de
cálculos, debe tomarse el valor del relleno ele tierra en el término
medio ele los precios calculados por los peritos Ficcadori y lvii­
ran<la Gallino o sea en$ 8.024.12 m]n.; J)\ Instalaciones varias.
Esta parte se rstima así: Fisco $ 2.790 m\n.; demandada $
6. 279 y tercero en $ 3. 300 m!n. Por iguales razones a las· ex�
puestas en el apartado b), el término medio de los precios elche
primar en el cálculo . Total del rubro, $ 4.123 111 In.

3'1 Que entrando a la otra prueba producida ella es ele re­
lativo val01·, aunque más efic.,.'lz la del demandado porque con­
signe demostrar que el valor de la propiedad en el puerto Barran­
queras ha ido ·en cot�stante y rápido aumento de muchos allos 
a esta parte en mérito de factores ele .orden económico por su si­
tuación privilegiada como puerto de activo movimiento comer­
cial. 

La actora en su memorial ele fs. 140 se declara alarmada por 
los giros del informe del perito de su parte, llegando a entrever 
una connivencia de carácter clelictual, en contra ele los intereses 
que representa, circunstancia ésta que en el peor de los casos no 
puede llegar a afectar el derecho ni la situación del dem�nclac\o, 
pues si el representante del Fisco Nacional creyó hallar en el in­
forme ele la persona que propuso una connivenc�a inmoral tuvo 
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de esta litis el precio de $ 14 mjn. por m. ¢. es equitativo e in- 

discutible, de acuerdo al metraje su precio de $ 34,081.74 m|n. ; 

lb) Edificacién. Este rubro, comprendiendo todo lo que ha sido 
objeto de mano de obra, sufre de la elasticidad apreciatoria de 

los peritos. El Fisco la estima en $ 145.306.60 m(n., el de la par- 

te en $ 170,591.25 mn. y el tercero en $ 159.942.38 mln. Co- 

mo todos, estos peritos hacen sus calculos sobre bases per fecta- 

mente aceptables, el término medio del precio es el que debe pri- 

mar como valor tinico y que segiin calculos, arroja un valor de 

$ 158.613.41 mjn.; c) Relfeno. Aqui igualmente hay diferen- 

cia y son: Fisco $ 7.200 m|n.; demandada $ 20.007 mjn. y ter- 

cero $ 8,948.24 m|n. Equitativamente y dada la wniformidad de 

calculos, debe tomarse el valor del relleno de tierra en el término 

medio de los precios calculados por los peritos Ficcadori y Mi- 

randa Gallino o sea en $ 8.024.12 m]n.; d} Instalaciones varias. 

Esta parte se estima asi: Fisco $ 2.790 m|n.; demandada $ 

6.279 y tercero en $ 3.300 m|n. Por iguales razones a las ex- 
puestas en el apartado b), el término medio de los precios debe 

primar en el caleulo. Yotal del rubro, $ 4.123 m|n. 

3” Que entrando a la otra prueba producida ella es cle re- 

lativo valor, aunque mas eficaz la de] demandado porque con- 

sigue demostrar que el valor de la propiedad en ef puerto Barran- 

queras ha ido ‘en constante y rapido aumento de muchos aiios 

a esta parte en mérito de factores de orden econémico por su si- 

tuacion privilegiada como puerto de activo movimiento comer- 

cial. 

La actora en su memorial de fs. 140 se declara alarmada por 

los giros del informe del perito de su parte, Hegando a entrever 

una connivencia de caracter delictua), en contra de los intereses 

que representa, circtinstancia ésta que en el peor de los casos no 

puede llegar a afectar el derecho ni la situacion del demandado, 
pues si el representante del Fisco Nacional creyé hallar en el in- 

forme de Ja persona que propuso una connivencia inmoral tuvo
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tie1npo ele sobra en su doble carácter de parte litigante y rqirc­
sentante de la vindicta pública para pedir y reclamar las sancio� 
nes del caso. 

En cuanto a las observaciones que hace sobre la capacidad 
técnica ele los otros informantes, no pueden .ni tenerse en cuenta 
desde ·el momento que los aceptó en la estación oportuna. sin 
observación alguna, 

4'1 Que en mérito ele las razones ya expuestas en los const­
derandos precedentes el infrascripto, considera equitativo fijar 
como toda inclem_nización incluído terreno y edificio, así como 
cualquier otro perjuicio que pudiera causar a la razón social . -\11-
tuña y Cía. la privación de su propiedad en la suma de pesos 
204. 842. 27 moneda nacional.

Por estos fundamentos y disposiciones legales pertinentes,
fallo: declarando transferido el inmueble solar A manzana N�' 9 
ele Barranqueras, de este territorio, con una superficie de 2.434.41 
m. c. a favor del Superior Gobierno ele la Nación, previo pago <.k
la suma de doscientos cuatro mil ochocientos cuarenta y clos pe�
sos con veinte y siete centavos m)n. en concepto de toda indem­
nización, con interesE:s desde el día <le la toma de posesión y
costas (art. 18, ley 189). R _egulo los honorarios del abogado
Eu<loro Vargas Gómez y procurador Félix A. ¡\ria� en las su­
mas de trece mil pesos mjn. y de cinco mil pesüs ele igual mo­
necfa respectivamente. - ]_11a11 ], Scssarcgo. - Ante mí: F.duar­
do C. Escobar.

SENTENCIA DE LA c:urARA FEDERAL 

Paraná, Junio 10 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del juicio seguido por el Fisco Nacional contra �..\ntulla 
y Cía, por expropiación, venidos por los recursos de nulidad y 
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tiempo de sobra en su doble caracter de parte litigante y repre- 

sentante de la vindicta ptiblica para pedir y reclamar las sancio- 

nes del caso. 

En cuanto a las observaciones que hace sobre la capacidad 

técnica de los otros informantes, no ptieden ni tenerse en cuenta 

desde ‘el momento que fos acepté en la estacién oportuna. sin 

observacién alguna. 

4" Que en mérito de las razones ya expuestas en los consi- 

derandos precedentes el infrascripto, considera equitativo fijar 

como toda indemnizacion incluido terreno y edificio, asi como 

cualquier otro perjuicio que pudiera causar a la razén social An- 

tufia y Cia. la privacién de su propiedad en la suma de pesos 

204,842.27 moneda nacional. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales pertinentes, 

fallo: declarando transferido el inmueble solar A manzana N° 9 

de Barranqueras, de este territorio, con una superficie de 2.434.41 
m.c. a favor del Superior Gobierno de la Nacién, previo pago de 

la suma de doscientos cuatro mil ochocientos cuarenta y dos pe- 

sos con veinte y siete centavos m|n. en concepto de toda indem- 

nizacion, con intereses desde el dia de la toma de posesién y 
costas (art. 18, ley 189). Regulo los honorarios del abogado 

Ieudoro Vargas Gomez y procurador Félix A. Arias en las su- 

mas de trece mil pesos mjn. y de cinco mil pesos de igual mo- 

neda respectivamente. — Juan J, Sessarego. — Ante mi: Eduar- 

do G. Escobar. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Parana, Junio 10 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del juicio seguido por el Fisco Nacional contra Antuiia 

y Cia. por expropiacién, venidos por los recursos de nulidad y
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apelación interpuestos por el Procurador Fiscal a fs. 161 y por 
el de apelación solamente por el expropiado a fs. 165, y conce­
didos respectivamente a fa. 161 vta. y 165 vta.; y 

Considerando 

En cuanto al recurso de nulidad: 

Que el representante del Fisco en esta instancia, no lo ha 
fundado, ni de autos aparece vicio alguno que motive un pro­
ntmciamiento de oficio, por lo que corresponde clesdtimal'lo y 
así se declara. 

En cuanto a la apelación: 
Que promovido este juicio por expropiación ele la fracción 

A, manzana 9 del plano ele Barranqueras ohrante a fs. 2. con 
una superficie en rnetrcs cttaclraclos <los mil cuatrocientos treinta 
y cttatro con cuarenta y un centímetros, el expropiantc, Fisco 
Nacional, practica la avaluación del mismo estimándolo en la su­
nrn ele ciento veintiocho mil sesenta y seis pesos con siete centa­
vos moned<.1. nacional, canticlacl que se deposita en el Banco ele la 
Nación Argentina a la orden ele! Juez Letrado en h1 sucursal de 
Resistencia.· 

Que celebrada la audiencia a fs. 27 la dunandada no obs­
tante 12. observación formulada en el primer parágrafo del me­
morial agregado como exposición en dicha audiencia, se aviene a 
b demanda y por las causales que expresa en detalle. se c.liscon­
forma con el precio atribuído al inmueble y lo edificado. plan­
tado y mejoras realizadas y la indemnización equitativa que a. su 
}mrtc le corresponde y propone se efectúe un peritaje a cnyo 
efecto designa a don Gaspar De Nicola y el Procurador I�"'iscal 
del J uziaclo propone al ing-eniero Ramón ·Fernández Rttiz por la 
parte del Fisco, los cuales se tienen por nombrados a fs. 28. 

Que abierto el juncia a prueba por resolución ele esta Cá­
man1. Federal de fs. 45, la producen actor y <lemanclaclo. ele fs. 
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apelacién interpuestos por el Procurador Fiscal a fs. 161 ¥ por 

el de apelacion solamente por el expropiado a fs. 165, y conce- 

didos respectivamente a fs. 161 vta. y 165 vta.; y 

Considerando 

En cuanto al recurso de nulidad: 

Que el representante del Fisco en esta instancia, no lo ha 

fundads, ni de autos aparece vicio alguno que motive un pro- 

nunciamiento de oficio, por lo que corresponde desestimarlo y 

asi se declara. 

En cuanto a Ja apelacion: 

Que promovido este juicie por expropracién de fa fraccién 

A, manzana 9 del plano de Barranqueras obrante a fs. 2. con 

una superficie en metros cuadrados dos mil cuatrocientos treinta 

y cuatro con cuarenta y un centimetros. el expropiante, Fisco 

Nacional, practica la avaluacion del mismo estimandolo en la su- 

ma de ciento veintiocho mil sesenta y seis pesos con siete ccnta- 

vos moneda nacional, cantidad que se deposita en el Banco de la 

Nacion Argentina a la orden del Juez Letrado en la sucursal de 

Resistencia . 

Que celebrada la audiencia a fs. 27 Ja demandada no obs- 

tante la observacion formulada en el primer paragrafo del me- 

morial agregado como exposicién en dicha atdiencia, se avienc a 

la demanda y por las causales que expresa en detalle, se discon- 

forma con el precio atribuido al inmueble y lo edificado. plan- 

tado y mejoras realizadas y la indemnizacién equitativa que a su 
parte le corresponde y propone se efecttte un peritaje a cuyo 

efecto designa a don Gaspar De Nicola y el Procurador Fiscal 

del Juzgado propone al ingeniero Ramén Fernandez Ruiz por la 

parte del Fisco, les cuales se tienen por nombrados a fs. 28. 

Que abierto el juncio a prueba por resolucién de esta Ca- 

mara Federal de fs. 45, la producen actor y demandado, cle fs.
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58 �l fs. 119, habiendo el representante del Fisco a fs. 48 solici­

tado se deje sin efecto el nombramiento de su perito ingeniero 
Ramón Fernández Ruiz y se designe en su reemplazo a don Pe­

dro Fiacca<lori. 

Que a los efectos ele determinar el justo precio que el cx­

pro¡°)iante debe abonar a la sociedad Antuña y Cía. dentro de lo 
que comprende el art. 16 de la ley N\' 189, debe tenerse en cuenta 

principal.mente los estudios practicados por los peritos por ha­

berse realizado esos estudios especialmente sobre el bien objeto 

de la expropiación y tener en cuenta tainbién las demás pruebas 
aportadas, en cuanto ellas puedan contribuir a fijar la aprecia­
ción más justa. 

Que a los efectos antes expresados debe considerarse que 
los peritos señores De Nicola y Fiaccadori son constructores y 

el designado tercero por el H quo señor Angel Eduardo ?vfiranda 

Gallino es procurador, como asimismo lo que preceptúan los 
arts. 161 y 164 del Código de Procedimientos en lo Civil y Co­
mercial e igualmente lo dispuesto en el art. 172 del mismo, n lo 
cual los peritos de las partes, no han dacio cumplimiento, dl' 

donde ha resultado en estas actuaciones, que en los estudios que 

han practicado se encuentran innúmeras cliscrepanCias tan mar­

cadas. no solamente sobre los valores que aprecian y atribuyen a 
las diferentes secciones del bien que valúan sino también a cómpu­

tos aritméticos sobre el edificio y los precios unitarios que apli­
can, asimismo en lo que se refiere a instalaciones, sin tener en 

cuenta sus estructuras, y en lo que se refiere a los rellenamien­

tos sin expresar datos precisos y menos numéricos; y en cuanto 

al ·perito tercero ( fs. ] 30), se rt:fiere a generalidades y elatos de 

los otros peritajes
) 

sin aclarar nada eÍ1 realidad y en vista de tan­

ta disparidad la Cámara se vió precisada a designar un cuarto pe­

rito el ingeniero Juan F. Cavallo, cuyo estudio de análisis y com­

paración de los anteriores, pruebas ele autos, cómputos detalia­

dos--que realiza y fundamentos que aduce, decide al Tribunal a 
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58 a fs. 11%, hahbiendo el representante del Fisco a fs. 48 solici- 

tado se deje sin efecto el nombramiento de su perito ingeniero 
Ramon Fernandez Ruiz y se designe en su reemplazo a don Pe- 

dro Fiaceadori. 

Que a los efectos de determinar ef justo precio que el ex- 

prepiante debe abonar a la sociedad Antufia y Cia. dentro de lo 

que comprende el art. 16 de la ley N’ 189, debe tenerse en cuenta 

principalmente los estudios practicados por los peritos por ha- 

berse realizado esos estudios especialmente sobre el bien objeto 

de la expropiacion y tener en cuenta también las demas pruebas 

aportadas, en cuanto ellas puedan contribuir a fijar la aprecia- 

cién mas justa. 

Que a los efectos antes expresados debe considerarse que 

los peritos sefiores De Nicola y Fiaccadori son constructores y 

el designado tercero por el a guo sefor Angel Eduardo Miranda 

Galline es procurador, como asimismo lo que preceptian los 

arts. 161 y 164 del Codigo de Procedimientas en lo Civil y Co 

mercial e igualmente Jo dispuesto en el art. 172 del mismo. a fo 

cual los peritos de Jas partes, no han dado cumplimiento, de 

donde ha resultado en estas acttaciones, que en los estudios que 

han practicado se encuentran inntmeras ciscrepancias tan mar- 

cadas, no solamente sobre los valores que aprecian y atribuyen 2 

las diferentes secciones del bien que valiian sino también a cOmpu- 

tos aritméticos sobre el edificio y los precios unitarios que apli- 
can, asimismo en lo que se refiere a instalaciones, sin tener en 

cuenta sus estructuras, y en lo que se refiere a los rellenamien- 

tos sin expresar datos precisos y menos numéricos; y en cuanto 

al-perito tereero (fs. 136), se refiere a generalidades y datos de 

los otros peritajes, sin aclarar nada en realidad y en vista de tan- 

ta disparidad la Camara se vid precisada a designar un cuarto pe- 

rito el ingeniero Juan F. Cavallo, cuyo estudio de analisis y com- 

paracion de los anteriores, pruebas de autos, cOmputos detalla- 

dos que realiza y fundamentos que aduce, decide al Tribunal a
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ttnerlo en cuenta y referirse a él en cuanto sea apreciable para 
resolver en más exacta justicia. 

Que en cuanto al valor del terreno, apreciado por unidad de 
medida, debe tenerse en cuenta el fallo de la Corte Suprema de 
Diciembre 5 de 1930, confirmando el de esta Cámara ele 27 de 
Junio del mismo año, confirmatoria, a su vez de la del a q110 en 
autos ''Fisco Nacional v. Antonio Lanteri s.! expropiación''. 
En este juicio se trata de la misma manzana N9 9, lote D, con 
exacw ubicación con respecto a la traza del pueblo, igual orien­
tación geográfica, igual distancia del muelle ele Barranqueras, 
( ver plano de fs. 2), y casi idéntica superficie, pues solamente 
se diferencian en setenta y un metros cuadrados con diez y ocho 
centímttros en más para Lanteri; que este terreno fué valuado en 
doce pesos moneda nacional el metro cuadrado y no se ha jus­
tificado en autos, con las pruebas aportadas, elevar el precio a 
catorce pesos mln. el metro por lo que se considera justo estimar­
lo en doce pesos la unidad <le medida de superficie o sea un total 
ck pesos veintinueve mil doscientos doce con noventa y dos cen­
tavos m j n. y su costo ele rellenamiento por los dos mil setenta 
y cinco metros cúbicos, computados por el perito Cavallo, en el 
valor que ést� le atribuye ele ses mil doscientos veinticinco' pesos 
ck igual moneda. 

Que, en cuanto al valor del edificio e instalaciones los cua­
tro peritos, se pronuncian con sumas que arrojan diferencias ele 
totales que Varían entre pesos unas cuarenta y seis mil y unas 
veintiod10 mil 1111!11., expidiéndose los tres primeros con precios 
unitarios para las distintas construcciones, sin hacer descrip­
ción de cada una ele ellas y no expresan su estado alctual de con­
servación, ni el tiempo que tienen desde que fueron hechos los 
edificios; en cmnbio el perito ingeniero Cavallo, aparte de ser 
un profesional con título universitario, tiene en cuenta las cir­
cunstancias antes observadas y procede con un método aceptable 
como se desprende de su exposición de fs. 205 y siguientes y de 
sus planillas ele comprohació�1 agregadas a su informe, anexos ele 
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tenerlo en cuenta y referirse a é] en cuanto sea apreciable para 

resolver en mas exacta justicia. 

ue en cuanto al valor del terreno, apreciado por unidad de 

medida, debe tenerse en cuenta el fallo de ta Corte Suprema de 

Diciembre 5 de 1930, confirmando el de esta Camara de 27 de 

Junio del mismo afio, confirmatoria, a su vez de la del @ gio en 

autos “TFisco Nacional v. Antonio Lanteri s.| expropiacién’’. 

En este juicio se trata de la misma manzana N’ 9, lote D, con 

exacta ubicacién con respecto a la traza del pueblo, igual orien- 

tacién geografica, igual distancia del muelle de Barranqueras, 
(ver plano de fs. 2). y casi idéntica superficie, pues solamente 

se diferencian en setenta y un metros cuadrados con diez y ocho 
centimetros en mas para Lanteri; que este terreno fué valuado en 

doce pesos moneda nacional el metro cuadrado y no se ha jus- 

tificado en autos, con las pruebas aportadas, elevar el precio a 

catorce pesos mJn. el metro por lo que se considera justo estimar- 

lo en doce pesos la unidad de medida de superficie 0 sea un total 

de pesos veintinueve mil doscientos doce con noventa y dos cen- 

tavos m,n. y su costo de rellenamiento por los dos mij setenta 

y cinco metros cttbicos, computados por el perito Cavallo, en el 

valor que ésté le atrilbuye de ses mil doscientos veinticinco pesos 

de igual moneda. 

Que, en cuanto al valor del edificio e instalaciones los cua- 

tro peritos, se pronuncian con sumas que arrojan diferencias de 

totales que varian entre pesos unas cuarenta y seis mil y unas 

yeintiocho mil mm|n., expidiéndose los tres primeros con precios 

unitarios para las distintas construcciones, sin hacer descrip- 

cién de cada una de ellas y no expresan su estado actual de con- 

servacion, ni el tiempo que tienen desde que fueron hechios Jos 

ecdificios; en cambio el perito ingeniero Cavallo, aparte de ser 

un profesional con titulo universitario, tiene en cuenta las cir- 

cunstancias antes observadas y procede con un método aceptable 

como se desprende de su exposicién de fs. 205 y siguientes y de 

sus planillas cle comprobacién agregadas a su informe, anexos de
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fs, 212 a 219, todo lo cual decide al Tribunal a aceptar sus con­
clusiones en la suma ele pesos ciento treinta mil setecientos no­
venta -y ocho con ochenta y seis centavos moneda nacional por 
concepto ele valor ele edificios e instalaciones. 

En cuanto a J:::1 indemnización y perjuicios de este rubro 
debe desecharse, desde que se ha estimado el valor del terreno, 
d valor de sus mejoras por rellenamiento. el valor de los edifi­
cios e instalaciones en el mismo, La casa comercial ele la socie­
dad Antuza y Cía. ha permanecido y permanece en la posesión 
de fa propiedad que se le expropia; el perito ingeniero Ca vallo, 
con 16s propios libros de comercio ele la sociedad ha comprobado 
que ésta ha practicado la liquidación de sus m_ercaderías desde el 
afio 1928, habiendo tenninado esa liquidación en tres años, an­
tes de Febrero del afio en curso; del examen de sus balances sur­
ge que ha realizado ganancias líquidas de un cinco por ciento 
y una fracción, y si bien ellas pueden apreciarse en una porción 
'menos ele las ganancias en los años normales, - pérdida de 
poca importancia -, no es posible olvidar la actual crisis eco­
nómica que afecta la vida de los negocios en la economía mundial 
por lo que la disminución apuntada debe comprenderse fil esa 
causal que gravita desde el año 1929 y aun subsiste; y si bien 
durante el año 1930 no se han realizado ganancias, no se ha 
probado en autos que ellas obedecieran a la liquidación, clehien­
clo por el contrario estimarse que liquidada toda la mercadería 
ramada noble o de fácil sal.ida por ser más comerciahle, durante 
los dos años anteriores a 1930, los restos de ella han sufrido los 
efectos de la crisis reinante, lo que explica las liquidaciones a 
precio ele costo y aun a menos de él, sin que esto ,haya sucedido 
con la sociedad Antuña y Cía: desde que no se han comprobá<lo 
pérdidas durante el expresado año 1930, sino simplemente "ni 
beneficios ni pérdidas"; computar, pues, este rubro, sería co­
locarse fuera de lo expresado en el citado artículo 16 de la ley 
número 189, que pone al margen de las indemnizaciones por 
expropiación "las ventajas o ganancias hipotéticas"; la casa _ \n-
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poca importancia —, no es posible olvidar la actual crisis eco- 

nomica que afecta la vida de los negocios en la economia mundial] 
por lo que la disminucién apuntada debe comprenderse en esa 

causal que gravita desde el afio 1929 y aun subsiste; y si hien 

durante el afio 1930 no se han realizado ganancias, no se ha 

probado en autos que ellas obedecieran a la liquicacién, clebien- 

de por el contrario estimarse que liquidada toda la mercaderia 

tamada noble o de facil salida por ser mas comerciable, durante 

los dos afios anteriores a 1930, los restos de ella han sufrido los 

cfectos de la crisis reinante, lo que explica las liquidaciones a 

precio de costo y aun a menos de dl, sin que esto haya sucedido 

con la sociedad Antufia y Cia! desde que no se han comprobado 

pérdidas durante el expresado afio 1930, sino simplemente “ni 
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tuíia y Cía. había tenninado la liquidación total e.le sus nwr­
caderías, antes de febrero del año en curso. 

Que. en cuanto a los intereses, es justo confirmar la reso­
lución del ''a quo" que los impone desde el día que el Fisco 
Nacional tome posesión del hien expropiado, pero esos intereses 
sólo corresponden a la diferencia entre la smha depositada de 
pesos ciento veintiocho mil seseüta y seis con siete centavos 
monede. nacional (fojas 3J,, y la -que arroje esta sentencia en 
su partt:: dispositiva, suma que se liquidará al interés que abona 
el Banco de la Nación Argentina. 

Que los honorarios del abogado patrocinante doctor Var­

�as Gómez, y los del procurador Arias, ambos del demandado,
atento la jurisprudencia constante de la Suprema Corte Na­
cional ( ver fallo de esta Cámara y de la Suprema Corte en 
juicio Antonio Lanteri con Fisco Nacional, citada en esta sen­
tencia) no van incluídos en las costas que debe ahonar el ex­
propian te. 

Por las consideraciones expuestas se resuelve: modificar la 
sentencia ele fs. 157, en cuanto manda al Superim: Gobierno ele 
la Nación pagar a la sociedad Antuña y Cía. por el solar. A ele 
la manzana 9 del plano de Barranqueras en el territorio nacio­
nal del Chaco la suma de pesos doscientos cuatro tnil ochocientos 
cuarenta y dos con veintisiete centavos moneda nacional y se de­
clara que esa suma es ele pesos ciento sesenta y seis mil doscien­
to�; treinta y seis con setenta y seis centavos moneda nacional, 
con los intereses de esta suma en la forma declarada en los con­
sidt ranclos ele esta sentencia: se revoca el fallo del a- quo en cuan­
to incluye en las costas los honorarios del doctor Vargas Gómez 
y procurador Arias, ambos de la sociedad expropiada y se man­
da dar intervención a Antuña y Cía. a los efectos ele la expresa­
d,:,. regulación que se declaran a su cargo; se de•dara que las 
costas de esta instancia se paguen en el orden ·causado, en virtud 
de desestimarse las pretensiones de las partes.� 111. Ruiz il1ore110. 

- A. Roigt. - Julio A. Bcnítez.
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tufia y Cia. habia terminado la liquidacién total de sus mer- 

caderias, antes de febrero del afio en curso. 

Que. en ctianto a los intereses, es justo confirmar la reso- 

lucién del “a quo” que los impone desde el dia que el Fisco 
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Que los honorarios del abogado patrocinante doctor War- 

gas Gomez, y los del procurador Arias, ambos del demandado, 
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cional (ver fallo de esta Camara y de Ja Suprema Corte en 
juicie Antonio Lanteri con Fisca Nacional, citada en esta sen- 
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Por las consideraciones expuestas se resuelve: modificar la 

sentencia de fs. 157, en cuanto manda al Superior Gobierno de 

la Nacion pagar a la sociedad Antuiia y Cia. por el solar. A de 
la manzana 9 del plano de Barranqueras en el territorio nacio- 

na) del Chaco la suma de pesos doscientos cuatro mil ochocientos 

cuarenta y dos con veintisiete centavos moneda nacional y se ce- 

clara que esa suma es de pesos ciento sesenta y seis mil doscien- 

tos treinta y seis con setenta y seis centavos moneda nacional, 

con los intereses dle esta stuma en la forma declarada en los con- 

siflcrandos de esta sentencia; se revoca el fallo del @ gue en cuan- 

to incluye en las costas los honorarios de! doctor Vargas Gomez 

y procurador Arias, ambos de la sociedad expropiada y se man- 
da dar intervencién a Antufia y Cia. a los efectos de la expresa- 

da regulacion que se declaran a su cargo; se declara que las 

costas de esta instancia se paguen en el orden catusado, en virtud 

de desestimarse las pretensiones de las partes. — M. Ruiz Moreno. 

— 4. Roigt, — Julio A, Benitez.
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FALLO DE L,\ CORTE SL'PRE;\fA 

Buenos Aires, Agosto 19 <le 1931. 

Y Vistos: 

Los de apelación ordinaria, deducida por ambas partes 
contra la sentencia de la Cán;ara Federal de Paraná en el juicio 
seguido por el Fisco Nacional contra Antuña y Cía. sobre ex­
propiación ; y 

Considerando 

Que según los distintos antecedentes de autos, se trata en 
este caso ele la expropiación ele un terreno de ubicación privi­
legiada en el puerto de Barranqueras, en razón de su proxil11i­
dad inmediata del mismo y de lindar con sus más importantes 
vías ele acceso, es decir, en condiciones exactamente iguales a 
las que se tuvieron en cuenta por esta Corte Suprema en el 
fallo ele fecha diciembre 5 del año próximo pasado (Tonw 159. 
páigna 351 ). 

Que a esas circunstancias se agregan las demás que atina­
clamente considera la sentencia apelada con respecto a su orien­
tación, superficie, etc., por todo lo cual corresponde aceptar el 
precio fijado en la misma para el terreno. 

Que en lo relativo al costo del relknamiento, valor del edi­
ficio e instalaciones, han sido también prudencialmente fijados 
en el fallo con refen:ncia en tal sentido a las conclusione:-- fun­
dadas del dictamen de fojas 198., cuyo perito fué designado de 
oficio por el tribunal, a causa ele las disparidades que existían 
en las apreciaciones anteriores y de las demás deficiencias que 
se consignan a fojas 221 vuelta y 222. 

Que no procede indemnización alguna ele perjuicios
_, 

porque 
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Buenos Aires, Agosto 19 de 19381. 

Y Vistos: 

Los de apelacién ordinaria, deducida por ambas partes 

contra la sentencia de la Camara Federal de Parana en el juicio 

seguido por el Fisco Nacional contra Antufia y Cia. sobre ex- 

propiacion; y 

Considerando 

Que segtin los distintos antecedentes de antos, se trata en 

este caso de la expropiacién de un terreno de ubicacien privi- 

legiada en el puerto de Barranqueras, en razén de su_proximi- 

dad inmediata del mismo y de lindar con sus mas importantes 
vias de acceso, es decir, en condiciones exactamente iguales a 

las que se tuvieron en cuenta por esta Corte Suprema en el 

fallo de fecha diciembre 5 del afio préximo pasado (Tomo 159, 
paigna 351). 

Que a esas circtnstancias se agregan las demas que atina- 

damente considera la sentencia apelada con respecto a su orien- 

tacién, superficie, etc., por todo lo cual correspande aceptar el 

precio fijado en la misma para el terreno. 

Que en lo relativo al costo del reflenamiento, valor del edi- 

ficio e instalaciones, han sido también prudencialmente fijados 
en el fallo con referencia en tal sentido a las conclusiones fan- 

dadas del dictamen de fojas 198, cuyo perito fué designacdo de 

oficio por el tribunal, a causa de las disparidades que existian 

en las apreciaciones anteriores y de las demas deficiencias que 

se consignan a fojas 221 vuelta y 222. 

Que no procede indemnizacién alguna de perjuicios, porque
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k1, liquidación del negocio se ha hecho según lo informado a fo­
jas 210 vuelta sin que puedan atribuirse, razonablemente, dacio el 
largo tiempo transcurrido. pérdidas en ese' concepto, causadas 
por la expropiación, y tampoco cahen apreciarse en tal sentido 
las que pudieron referirse a la ventajosa uhica:ión del local 
ele que se privara a la demandada, porque ya han sido compu­

. tados al fijar el precio del terreno.

Que en cuanto a las costas, la resolución se ajusta a la rei­
terada jurisprudencia de esta Corte Suprema. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia ape­
ladp, de fojas 221 en todas sus partes. Notifíquese y en su opor­
tunidad devuélvanse al tribunal de procedencia. clond� se re­
pondrá el papel. 

J. FIGUEROA ALCORTA, - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

� ANTONIO SAGARNA. 

Don A11to11io Cara (sn sucesión) contra la Caja fladonal de 

Jubilacion.es :Y Pensiones de Enrpleados Ferroviarios, sobre 
ú1dcmnizació11. 

Sumario: Procede acordar los beneficios instituídos por el ar­
tículo 46 de la ley 10.650 a los herederos del causante, en 
un caso en que, si hien aquél no formaba parte del personal 
ferroviario de una empresa, en el momento del deceso, ha­
bía sido separado con anterioridad, por razones ajenas a su 
voluntad. 

Ca.so: Lo explican las piezas siguientes: 
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la, iquidacion del negocio se ha hecho segtin lo informado a fo- 

jas 210 vuelta sin que puedan atribuirse, razonablemente, dado el 

largo tiempo transcurrido, pérdidas en ese. concepto, causadas 

por la expropiacién, y tampoco cahen apreciarse en tal sentido 

las que pudieron referirse a la ventajosa ubicaciOn del local 
de que se privara a la demandada, porque ya han sido compu- 

‘tados al fijar el precio del terreno. 

Que en cuanto a las costas, la resolucién se ajusta a la rei- 

terada, jurisprudencia de esta Corte Suprema. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia ape- 

lade de fojas 221 en todas sus partes. Notifiquese y en su opor- 

tunidac’ devuélvanse af tribunal de procedencia. donde se re- 

pondra et papel. . 

J. Ficuzroa Atcorta, — RosBerto 

Repetto. — R. Gummo LAVALLE. 
— ANTONIO SAGARNA. 

Don Antonio Cara (sw sucesién) contra la Caja Nacional de 

Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviartos, sobre 
mdenmnisacion, 

Sisnario; Procede acordar los beneficios instituidos por el ar- 

ticulo 46 de la ley 10.650 a los herederos del causaute, en 

un caso en que, si bien aquél no formaba parte del personal 

ferroviario de una empresa, en el momento del deceso, ha- 
hia sido separado con anterioridad, por razones ajenas a su 

voluntad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes:
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RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1930. · 

Vistas estas actuaciones, por las que don lvlanuel Cara en 
representación ele los menores Antonio Secundino, Arminia 1\far..: 
tina y Dolores Crcscencia Cara, en su carácter de hijos del ex 
empleado del ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, don An~ 
tonio Cara, solicita la indemniza,;:ión del artículo 46 de la !<:'y 
10.650; y 

Considerando 

Que de las constancias de autos se con1prueba que el cau­
sante a la fecha ele su deceso, ocurrido el 28 ele mayo de 1927, 
no formaba pai·te del personal ferroviario, habiendo dejado de 
pertenecer al mismo con fecha 2 de enero de 1925; 

Que cid texto clel artículo 46 de la ley 10.650, se despren­
de que para que el causante deje a sus herederos derecho a b 
indemnización, es necesario que a la fecha de su fallecimiento 
forme parte del personal de las empresas comprendidas en el 
régimen de la precitada ley, desde que textualmente dkc el re­
cordado artículo que tendrán derecho a tal beneficio los su­
cesores del empleado u obrero fallecido que no deje derecho a 
pensión, es decir, cuya antigüedad de servicios no alcance al 
míniinum que establece la ley 11.074. 

Qt_te siendo la indemnización del artíeulo 46 un beneficio 
que tiene el carácter ele subsidio y es de naturaleza especial, no 
puede ser discernido a los deudos de una persona que, habiendo 
dejado ele formar parte de la empresa con antelación a su muer­
te, no revestía la condición de empleado u obrero requerida por 
ese precepto

_. 
y estaba, por otra parte, desligado del régimen ju­

bilatorio. 
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RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1930. - 

Vistas estas actuaciones, per las que don Manuel Cara en 

representacion de los menores Antonio Secundino, Arminia Mar- 

tina y Dolores Crescencia Cara, en su caracter de hijos del ex 

empleado del ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico, don An- 

tonio Cara, solicita ta indemnizacién del articulo 46 de la ley 

10.650; y 

Considerando 

Que de las constancias de autos se comprueba que el cau- 

sante a la fecha de su deceso, octrrido el 28 de mayo de 1927, 

ne formaba parte del personal ferroviario, habiendo dejado de 

pertenecer al mismo con fecha 2 de enero de 1925; 

Que del texto del articulo 46 de Ja ley 10.650, se despren- 

de que para que el causante deje a sus herederos derecho a Ia 

indemnizacién, es necesario que a la fecha de su fallecimiento 

forme parte del personal de las empresas comprendidas en el 

régimen de la precitada ley, desde que textualmente dice el re- 

cordado articulo que tendran derecho a tal beneficio los su- 
cesores del empleado u obrero fallecido que no deje derecho a 

pension, es decir, cuya antigtiedad de servicios no alcance al 

minimum que establece la ley 11.074. 

Que siendo la indemnizacién del articulo 46 un_beneficio 

que tiene el caracter de sttbsidio y es de naturaleza especial, no 

puede ser discernido a los deudos de una persona que, habiéndo 

dejado de formar parte de la empresa con antelaci6n a su muer- 

te, no revestia la condicién de empleado u obrero requerida por 

ese precepto, y estaba, por otra parte, desligado del régimen ju- 

bilatorio.
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Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Asc­
�J;ría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Hacienda y de 

ronformidad con lo acordado por el Directorio en su sesión del 
19 del corriente, 

Se Resuelve : 

1" No hacer lugar al pedido de indenmización del artícttlo 
46 de la ley número 10.650, formado por don :Manuel Cara, en 
representación de los menores Antonio Secunclino, Ar111inia :Mar­

tina y Dolores Crescencia Cara en su carácter de hijos legíti­
mos del ex empleado del ferrocarril de Buenos Aires al Pací­
fico, don Antonio Cara. 

Z' Notifíquese y archívesc. - L. Bard. 

SENTENCIA DE LA CA1-IARA FEDERAL DE APEL\CION 

Buenos Aires, 20 de Marzo de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Se trata de un obrero que a la fecha de su deceso (28 de 
mayo de 1927) no formaba parte del personal ferroviario, ha­

biendo dejado de pertenecer al mismo el 2 de enero de 1925, 
porque su estado de salud no le permitía reanudar el servicio ; 
es decir, que si bien no se encontraba en el ejercicio del puesto 
en el momento de fallecer, fué despedido por una causa ajena 
é\ su voluntad y a su conducta. 

Quiere decir, entonces, que Cara tenía clere.d10 a pedir la 
indemnización que establece el artículo 24 ele la ley número 
10.650. 

La Corte Suprema, en el caso de Argelia Ruiz ele Salguero, 
fallado el 5 de julio de 1929, estableció: "Que las leyes especiales 

‘DE JUSTICIA DE LA NACION 23 

Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Ase- 

soria Legal, lo aconsejado por la Comision de Hacienda y de 

conformidad con lo acordado por el Directorio en su sesién del 

19 del corriente, 

Se Resuelve: 

1? No hacer lugar al pedido de indemnizacion del articulo 

46 de la ley némero 10.650, formado por don Manuei Cara, en 

representacion de fos menores Antonio Sectindino, Arminia Mar- 

tina y Dolores Crescencia Cara en su caracter de hijos legiti- 
mos del ex empleado del ferrocarril de Buenos Aires al Paci- 

fico, don Antonio Cara. 

2° Notifiquese y archivese. — L. Bard, 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, 20 de Marzo de 19381. 

Vistos y Considerando: 

Se trata de un obrero que a la fecha de su decese (28 de 

mayo de 1927) no formaba parte del personal ferroviario, ha- 

biendo dejado de pertenecer al mismo el 2 de enero de 1925, 
porque su estado de salud no le permitia reanudar el servicio ; 

es decir, gue si bien no se encontraha en el ejercicio del puesto 

en el momento de fallecer, fué despedido por una causa ajena 

a su voluntad y a su conducta. 

Quiere decir, entonces, que Cara tenia derecho a pedir la 

indemnizacién que establece el articulo 24 de la ley ntimero 
10.650. 

Ila Corte Suprema, en el caso de Argelia Ruiz de Salguero, 
fallado ef 5 de julio de 1929, establecio: “Que las leyes especiales
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de jubilaciones y pensiones de obreros y empleados ferroviarios 
números 9653, 10.650, 11.074 y 11.308, no ha rectificado el prin­
cipio general

_, 
según el cual, los parientes suceden al causante 

en sus derechos trasmisibles, y simplemente ha introducido al­
gunas modificaciones circunstanciales, como surge de los -ar­

tículos 33 y 38 a 42 de la segunda de las leyes mencionadas", 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 
l;:1

• Corte Suprema en el caso citado y en el de Ponciano Zuleta. 
fallado el 10 ele julio de 1929, se revoca la resolución ape­
lada de fojas 59. y se actfercla a los sucesores de Antonio Cara 
h,, indemnización que solicitan. Devuélvanse sin más trámite. 
H. A. Na.zar Ancliorena. - il1arceli110 Escalada. - José A1arcó. 
� l?odolfo S. Fcrrer. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 9 de 1931. 

Suprema Corte: 

En fa presente causa seguida por los sucesores de don An­
tonio Cara contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
de Empleados Ferroviarios, sobre indemnización, ha sido mate­
ric1. ele discusión la interpretación ele disposiciones contenidas en 
la ley número 10.650, habiendo sido la decisión final dictada 
por la Cámara Federal de Apelación contraria al derecho invocado 
por la Caja, fundada en dicha ley. 

Existe así el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto por 
Vuestra Excelencia en casos análogos, el recurso extraordinr,rin 
de apelación procede, atento a lo dispuesto por el artículo 14 de 
la ley 48. 

Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido para ante 
V. E.
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de jubilaciones y pensiones de obreros y empleados ferroviarios 

numeros 9653, 10.650, 11.074 y 11.308, no ha rectificado el prin- 

cipic general, segtin el cual, los parientes suceden al causante 

en sus derechos trasmisibles, y simplemente ha introducido al- 

gunas modificaciones circunstanciales, como surge de los -ar- 

ticulos 33 y 38 a 42 de la segunda de las leyes mencionadas”. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 

la Corte Suprema en el caso citado y en el de Ponciano Zuleta. 

fallado el 10 de julio de 1929, se revoca la resolucién ape- 
lada de fojas 59, y se actierda a los sucesores de Antonio Cara 

la indemnizacion que solicitan. Devuélvanse sin mas tramite. 
B. A. Nasar Anchorena, — Marcelino Escalada. — José Marco. 

— Rodolfo S. Ferrer. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aives, Junio 9 de 1931. 

Suprema Corte: 

Jen la presente causa seguida por los sucesores de don An- 

tonio Cara contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 

de Enipteados Ferroviarios, sobre indemnizacion, ha sido mate- 

ria de discusién la interpretacién de disposiciones contenidas en 

la ley ntmero 10.650, habiendo sido la decision final dictada 

por la Camara Federal de Apelacion contraria al derecho invocado 
por la Caja, fundada en dicha ley. 

Existe asi el caso federal, y de actterdo con lo resuelto por 

Vuestra Excelencia en casos analogos, el recurso extraordinario 

de apelacién procede, atento a lo dispuesto por el articulo 14 de 

la ley 48. 

Ha sido, pues, en mi opinién, bien concedido para ante 

V_E.
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En cuanto al fondo del asunto, adhiero a los fundamen­
tos que sirven de base a la" resolución dictada por la Cámara 
Federal, por considerar que la aplicación que en ella se hace de 
las disposiciones pertinentes de la ley número 10.650, que rigen 
el caso, es ajustada a derecho y conforme a la jurisprudencia 
sentada por Vuestra Excelencia en los casos que se registran en 
el tomo 154, página 421 y tomo 155, página 9, de la colección 
de fallos respectiva. 

Soy por ello de op11110n que corresponde confirmar la sen­
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del re­
curso. 

Hora-do R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1931. 

Y Vistos : Considerando : 

Que careciendo el causante don Antonio Cara de derechos a 
la jubilación, sus herederos han impetrado el beneficio acorda­
do por el artículo 46 de la ley 10.�50, concebido en los términos 
siguientes: las personas enumeradas en el artículo 38 tendrán 
derecho a una indemnización igual al 5 por ciento de las sumas 
percibidas en concepto de sueldos por el empleado u obrero fa­
llecido que üo deje derecho a pensión. 

Que la frase "empleado u obrero fallecido que no deje de­
recho a pensión" alude en principio a los que revistan la ca­
lidad de "empleado" u "obrero" en el momento de producirse 
el fallecimiento, pues si el propósito de la ley hubiera sido com­
prender a los que, si bien tienen servicios prestados, no figu­
raban al momento de su deceso en ninguno de los cuadros del 
personal ferroviario, se habría referido tanto a los obreros co­
mo a los ex empleados, o de un modo má,s general a todos aque-

DE JUSTICIA DE LA NACION 25 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a jos fundamen- 

tos que sirven de base a la resoluciOn dictada por la Camara 

Federal, por considerar que la aplicacion que en ella se hace de 

las disposiciones pertinentes de Ja ley niimero 10.@50, que rigen 

el caso, es ajustada a derecho y conforme a la jurisprudencia 

sentada por Vuestra E-xcelencia en los casos que se registran en 

el tomo 154, pagina 421 y tomo 155, pagina 9, de la coleccién 

de fallos respectiva. 

Soy por ello de opinion que corresponde confirmar la sen- 

tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del re- 

curso, 
Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1931. 

Y Vistos: Considerando: 

Que careciendo el causante don Antonio Cara de derechos a 
la jubilacién, sus herederos han impetrado el beneficio acorda- 

de por el articulo 46 de la ley 10.650, concebido en Jos términos 

siguientes: Jas personas enumeradas en el articulo 38 tendran 

derecho a una indemnizacion igual al 5 por ciento de las sumas 

percibidas en concepto de sueldos por el empleacdo u obrero fa- 

Necido que iio deje derecho a pension. 

@ue la frase “empleado u obrero fallecido que no deje de- 

recho a pensién’” alude en principio a los que revistan la ca- 

lidad de “empleado” u “obrero” en el momento de producirse 
el fallecimiento, pues si el propdsito de la ley hubiera sido com- 

prender a los que, si bien tienen servicios prestados, no figu- 

raban al momento de su deceso en ninguno de los cuadros del 

personal ferroviario, se habria referido tanto a los obreros co- 

mo a jos ex empleados, o de un modo mas general a todos aque-
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IIos que hubieran realizado los aportes seííalaclos por el inciso 
2', artículo 9 de la ley. 

Que, ello no obstante, otras disposiciones de la misma ley 
( artículo 2'-', incisos 2'J y 24), considerados en stt letra y en su 
espíritu, autorizan una excepción a aquel principio general, pa­
ra d supuesto de que un empleado u obrero fallezca después de 
haber sido declarado cesante por no requerirse sus servicios o 
por razones ele economía, pues en cualquiera de esas dos hipó­
tesis es razonable suponer que a no señalar cualquiera de esas 
circunstancias, ajenas a su voluntad y a su conducta, la muerte 
lo habría tomado al obrero eq el ejercicio de su cargo. 

Que esta Corte en varios casos análogos ha declarado que 
b familia de un obrero despedido con anterioridad a la vigen­
cia de la ley orgánica (artículo Z', inciso 29 de la ley 10,650), 
tenía derecho al beneficio señalado por el artkulo 46, pero tal 
declaración ha sido hecha en concepto de que ese empleado de­
bía ser asimilado al que falleciera en el ejercicio del cargo, pues 
no se había retirado de éste por propia determinación ni por 
su inconclucta, sino como consecuencia de una resolución ele la 
empresa fundada f11 el hecho de no requerirse sus servi<:ios. 

Que en el caso actual, se trata de un obrero que en 13- fe­
cha ele su deceso (28 ele mayo de 1927), no formaba parte 
del personal. ferroviario) habiendo dejado ele pertenecer al mis­
mo el 2 ele enero ele 1925, por ser innecesarios sus servidos, es 
decir, que si hien no se encontraba en el ejercicio del puesto en 
el momento ele fallecer, fué dcspecliclo por una causa <lJena a 
su voluntad y a su conducta. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
sellar Procurador General, se confirma la sentencia apelada. en 
la parte que ha podido ser. materia del recurso. Notifíquese y
devuélvase. 

J. FrGUEROA ALcoRTA. -- R. Gurno

LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

� JuLIAN V. PERA. 

26 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Hos que hubieran realizado los aportes seiialados por el inciso 

2', articulo 9 de la ley. 

Que, ello no obstante, otras disposiciones de la misma ley 

(articulo 2°, incisos 2’ y 24), considerados en stu letra y en su 

espiritu, atttorizan una excepcion a aquel principio general, pa- 

ra el supuesto de que un empleado u obrero fallezca después de 

haber sido declarado cesante por no requerirse sus servicios o 

por razones de economia, pues en cualquiera de esas dos hipd- 

tesis es razonable suponer que a no sefialar cualquiera de esas 

circunstancias, ajenas a su voluntad y a su conducta, la muerte 

lo habria tomado al obrero ery el ejercicio de su cargo. 

Que esta Corte en varios casos andlogos ha declarado que 

la familia de un obrero despedido con anterioridad a la vigen- 

cia de la ley organica (articulo 2°, inciso 2° de la ley 10.650), 

tenia derecho al beneficio sefialado por el articulo 46, pero tal 
declaracién ha sido hecha en concepto de que ese empleado de- 

hia ser asimilado al que falleciera en el ejercicio del cargo, pues 
no se habia retirado de éste por propia determinacién ni por 

st mconducta, sino como consecuencia de una resolucién de [a 

empresa fundada en el hecho de no requerirse sus servicios. 

Que en el caso actual, se trata de un obrero que en la fe- 

cha de sti deceso (28 de mayo de 1927), no formaba parte 

del personal ferroviario, habiendo dejado de pertenecer al mis- 

mo el 2 de enero de 1925, por ser innecesarios sus servicios, es 

decir, que si bien no se encontraha en el ejercicio del puesto en 

el momento de fallecer, fué despedido por una causa ajena a 
sit voluntad y a su conducta, 

Fen su mérito y de conformidad con lo dictaminacdo por el 

sehor Procurador General, se confirma la sentencia apelada.en 

Ja parte que ha podido ser materia del recurso. Notifiquese y 

devuélvase. , 

J. Ficurroa Arcorta. -- R. Guipo 

LavaLte. — ANTONIO SAGARNA, 
— JuLIAN V. Pera.
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Do11 Leonardo lvlartino contra, el Ferrocarril Central Argeuti110, 

sobre 1·epet,íc-ión de pago. 

S11,1ua-rio: Una empresa ferroviaria- a la que el cargador deman­
da por devolución de lo que ha cobrado de ,más, está fa­
cultada para alegar la prescripción de un año (artículo 9\>, 
inciso 6', ley número 10.650), desde que después de ese pla­
zo, ya no es el cargador quien puede exigir su devolución, 
sino la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 

Caso : Lo explican las' pie.Zas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Agosto 22 de 1930. 

Y Vistos: 

Los caratulados "Leonardo l\tiartino contra Ferrocarril Cen­
tral Argentino, sobre repetición ele pago"; y 

Considerando 

l 9 Que el procurado don Juan 'Traba, en representación 
del actor, den,auda a fojas 5 la cantidad ele 1.145.87 pesos mo­
neda nacional, que dice cobrados de más por la demandada, en 
concepto de fletes en la oportunidad que indica, a su mandan­
te; agrega que ante esté Tribunal en fecha 16 de agosto de 
1922, interpuso demanda por la cantidad de 2.984.18 pesos mo­
neda nacional por fletes indebidamente cobrados, pero que en 
el curso del juicio se apercibió - por un infürlme de la Direc­
ción General de Ferrocarriles - "que el derecho de su mandante 
alcanzaba al valor de 4.130.05 pesos moneda nacional, superior, 

DE JUSTICIA DE LA NACION 27 

Don Leonardo Martino contra el Ferrocarril Central Argentino, 

sobre repeticion de pago. 

Suimario: Una empresa ferroviaria.a la que el cargador deman- 

da por devolucién de lo que ha cobrado de amas, esta fa- 

cultada para alegar la prescripcién de un afio (artictlo 9°, 

inciso 6°, ley ntmero 10.650), desde que después de ese pla- 
zo, ya no es el cargador quien puede exigir su devolucién, 

sino la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Agosto 22 de 1980. 

Y Vistos: 

Los caratulados “Leonardo Martino contra Ferrocarril Cen- 

tral Argentino, sobre repeticién de pago” ; y 

Considerando 

1* Que el procurado don Juan Traba, en representacién 

del actor, demanda a fojas 5 la cantidad de 1.145.87 pesos mo- 
neda nacional, que dice cobrados de mas por la demandada, en 

concepto de fletes en la oportunidad que indica, a su mandan- 

te; agrega que ante esté Tribunal en fecha 16 de agosto de 

1922, interpuso demanda por la cantidad de 2,984.18 pesos mo- 
neda nacional por fletes indebidamente cobrados, pero que en 

el curso del juicio se apercibié — por un informe de la Direc- 

cin General de Ferrocarriles — “que el derecho de su mandante 
alcanzaba al valor de 4.130.05 pesos moneda nacional, superior,
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por cierto, al reclamado; y viene, en consecuencia, a repetir 
ahora, fa diferencia respectiva. 

2'·' A fojas 17 don Ricardo Zeballos, en nombre de la em­
presa del ferrocarril Central Argentino, pide el rechazo, con 
costas, ele la acción dcclucida, reproduciendo los argumentos que 
expuso al contestar la demanda anterior, y opone la prescrip­
ción liberatoria legislada por el artículo 4030 del Código Civil, 
expresando que por propia confesión del actor, hace más de dos 
años que conoció el error - base ele la acción - y que la ig-, 

norancia de lqs hechos aducidos por la contraria - tarifas apli­
cables, etc. - sería inexcusable de acuer_clo a lo dispuesto por 
el artículo 929 del Código Civil. 

3\' Habiéndose opuesto por la demandada la prescripción 
liberatoria, debe estudiarse previamente esta defensa. Debe de­
cirsC.', ante todo, que la disposición legal que se invoca por el 

oponente - el artículo 4030 del Código Civil -, es inaplicable 

en el sub judice, desde que aquélla se refiere a la nulidad de 
los actos jurídicos, y no a la repetición ele lo pagado sin causa 
o sin causa lícita - caso que contempla el artículo 792 del cuer­

po de leyes citado ( ver considerando 4v ele la sentencia ele pri­
mera _instancia, recaída en los autos ''Levnardo J\Iarino contra
Ferrocarril Central Argentino - Repeti:::ión ele fletes", expedien­
te número 277, año 1922, páigna 262 vuelta): No habiendo dis­
posición especial sobre término de prescripción respecto al ca­
so, debe aplicarse la norma general del artículo 4023, que es­
tablece el término de 10 años, término que, por lo demás, no ha

corrido en el caso de autos. Debe rechazarse, pnes, la defensa
ele prescripción y así se resuelve.

4'·' También debe declararse la improcedencia de la alega­
ción que hace la demandada en su alegato de fojas 29 a 32, 
cuando pretende invocar la cosa juzgada, basada en el pronun­
ciamiento judicial a que alude, ya que como lo ha resuelto la 
Suprema Corte, con arreglo a la terminante disposición del 
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por cierto, al reclamado; y viene, en consecuencia, a repetir 

ahora, la diferencia respectiva. 

2' A fojas 17 don Ricardo Zeballos. en nombre de la em- 

presa del ferrocarril Central Argentino, pide el rechazo, con 

costas, de la accién deducida, reproduciendo los argumentos que 

expuse al contestar la demanda anterior, y opone la prescrip- 

cién liberatoria legislada por el articulo 4030 del Cédigo Civil, 

expresando que por propia confesién del actor, hace mas de dos 

afios que conocid el error — base de la accidn — y que la ig- 

norancia de los hechos aducidos por la contraria —- tarifas apli- 
cables, ete. — seria inexcusable de acuerdo a lo dispuesto por 

el articulo 929 del Cédigo Civil. 

3° Habiéndose opuesto por la demandada la prescripcidn 

liberatoria, debe estudtarse previamente esta defensa. Debe de- 

cirsc, ante todo, que la disposicién legal que se invoca por el 

oponente — el articulo 403@ del Codigo Civil —, es inaplicable 

en el sub jucice, desde que aquélla se refiere a la nulidad de 

los actos juridicos, y no a la repeticidn de lo pagado sin causa 

o sin causa licita — caso que contempla el articulo 792 del cuer- 

po de leyes citado (ver considerando 4° de la sentencia de pri- 

mera instancia, recaida en los autos “J.eunardo Marino contra 

Ferrocarril Central Argentino - Repetizién de fletes”, expedien- 

te ntmero 277, afto 1922, paigna 262 vuelta): No habiendo dis- 

posicion especial sobre término de prescripcién respecto al ca- 

so, debe aplicarse la norma general del articulo 4023, que es- 

tablece el término de 10 afios, término que, por lo demas, no ha 

corrido en elf caso de autos. Debe rechazarse, pues, la cdefensa 

de prescripcién y asi se restelve. 

4" También debe declararse la improcedencia de la alega- 

cién que hace la demandada en su alegato de fojas 29 a 32, 

cuando pretende invocar la cosa juzgada, basada en el pronun- 

ciamiento judicial a que alude, ya que como lo ha resuelto la 

Suprema Certe, con arreglo a la terminante disposicion del
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artículo 85 de la misma ley número 50, es inadmisible la ex­
cepción de cosa juzgada opuesta en el alegato, es decir, des­
pués. ele estar trabado el pleito. Fallos tomo 115, página 159. 

5'1 Desechadas las defensas opuestas
1 

corresponde hacer lu­
gar a la acción deducida. En efecto, en su contestación a la de­
manda. fojas 17, la empresa del ferrocarril Central Argentino 
dice: "doy por reproducidos los argumentos que expuse al con­
testar la demanda anterior a que se refiere el escrito en tras­
laclo'1; pero cabe establecer que en el expediente aludido - ofre­
cido como prueba -

1 
está demostrada la procedencia del recla­

mo , y en modo especial, en el obrante 349!52, y .cuya copia fi­
gura agregada a estos autos a fojas 214. Se trata de ahí, que 
la empresa cobró de más la suma de 4.130.05 pesos :moneda na­
cional, y como en ese expediente ya ·aquélla devolvió al actor 
la suma de 2.984.18 pesos, se llega a la conclusión de que la de­
mandada debe aún devolver a lviartino la suma reclamada a fo­
Jas 516, y así se declara. 

Por estas consideraciones, fallo: 
Haciendo lugar a la demanda y condenando a la empresa 

dtl frrrocarril Central J\rgentinn, a devolver dentro de cinco 
días, a don Leonardo J\Iartino, la suma de ttn mil ciento cu.a-. 
renta y cinco pesos con ochenta y siete centavos moneda nacio .. 
na\ (pesos 1.145.87 moneda nacional). Con intereses desde el 
e.lía de la demanda y las costas del juicio. Insértese, hága:;e 
sahe1 y repóngase.-·· P. 111 orcillo S11árc::.

SENTENCIA DE LA CÁ:MARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario, Diciembre 27 de 1930. 

Vistos en acuerdo los antos Leonardo lVIartino contra Fc­
rro::arril Central Argentino, si repetición de pago (Expediente 
número 39lj30): y 
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articulo 85 de la misma ley ntimero 50, es inadmisible la ex- 

cepcion de cosa juzgada opuesta en el alegato, es decir, des- 

pués de estar trabado el pleito. Fallos tomo 115, pagina 159, 

5" Desechadas Jas defensas opnestas, corresponde hacer lu- 

gar a la accion deducida. En efecto, en su contestacion a la de- 
manda, fojas 17, la empresa del ferrecarril Central Argentino 

dice: “doy por reproducidos los argumentos que expuse al con- 

testar la demanda anterior a que se refiere el escrito en tras- 

lado”; pero cabe establecer que en el expediente aludido — ofre- 

cido como prueba —, esta demostrada la procedencia del recla- 

mo , y en modo especial, en el obrante 349|52, y cuya copia fi- 
gura agregada a estos autos a fojas 2|4. Se trata de ahi, que 

la empresa cobré de mas la suma de 4.130.05 pesos moneda na- 

cional, y como en ese expediente ya aquélla devolvid al actor 

fa suma de 2.984.18 pesos, se llega a la conclusién de que la de- 

mandada debe atin devolver a Martino la suma reclamada a fo- 

jas 5|6, y asi se declara, 

Por estas consideraciones, fallo: 

Haciendo lugar a la demanda y condenando a la empresa 

del ferrocarril Central Argentina, a devolver dentro de cinco 

dias, a don Leonardo Martino, la suma de un milf ciento cua- 

renta y cinco pesos con ochenta y siete centavos moneda nacio- 
nal (pesos 1.145.87 moneda nacional). Con intereses desde el 

dia de la demanda y Jas costas del juicio. Insértese, hagase 

saber y repéngase.—- P. Morcillo Sudres. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, Diciembre 27 de 1930. 

Vistos en acuerdo los autos Leonardo Martino contra Fe- 

rrocarril Central Argentino, s| repeticién de pago (Expediente 

30) iy   
numero 391
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Considerando: 

Con respecto a la prescripción alegada por la demandada 

en el infor1ne in voce: 

Que tratándose en este caso de sumas que fueron abonadas 

por tarifas declaradas ilegítim,ns por el Poder Ejecutivo de la 

Nación, es improcedente y por lo menos dudosa la aplicación 

del artículo 9, inciso 69 de la ley número 10.650, dados los tér­

minos en que está concebido, debiendo en consecuencia recha­

zarse la prescripción opuesta. 

Por tanto y fundamentos ele la sentencia apelada ele fojas 

37 a 38, se la confirma, con costas. Notifíquese y devuélvanse 
al juzgado de origen, donde se repondrán los sellos. � Juan 
A/7.,arc:::, - Bc11ig110 T. J11artínc:;. - Julio Jltlarr. 

DICTAJ>.·IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1931. 

Suprema Corte : 

El recurso deducido es procedente por haberse itwocado 

una exención fundada en lo dispuesto por una ley nacional y 
ser 12, decisión recaída contraria a esa exención ( Artículo 14, 

inciso 3'-', ley número 48). 

La interpretación que se hace de la sentencia de fojas 66 
ele lo establecido en el artículo 9\ inciso 6'1 de la ley número 

10.650, 110 se ajusta a los términos de dicha disposición le�al. 

Las palabras con que comienza el inciso citado, "El importe de 

las sumas pagadas de más", tienen un sentido claro y e�1uivalen 

;:i. todo exceso en el pago, sin entrar en distingos con respecto al 

motivo que lo determinó, de manera que sea cual fuere la causa 

por la que se pagó de n1cís, se aplica al citado precepto, que fija 
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Considerando: 

Con respecto a la prescripcién alegada por la demandada 

en el informe in voce: 

Que tratandose en este caso de sumas que fueron abonadas 

por tarifas declaradas ilegitimas por el Poder Ejecutivo de la 

Nacién, es improcedente y por lo menos dudosa la aplicacién 

del articulo %, inciso 6° de la ley numero 10.650, dados los tér- 

minos en que esta concebido, debiendo en consecuencia recha- 

zarse la prescripcion opuesta. 

Por tanto y fundamentos de la sentencia apelada de fojas 

37 a 38, se la confirma, con costas. Notifiquese y devuélvanse 

al juzgado de origen, donde se repondran los sellos. — Juan 

Alvures. — Benigno T. Martinez. — Julio Marc. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso deducido es procedente por haberse invocado 

una exencién fundada en lo dispuesto por una ley nacional y 
ser la decisidn recaida contraria a esa exencién (Articulo 14, 

inciso 3", ley numero 48). 

La interpretacién que se hace de la sentencia de fojas 66 
de lo establecido en el articulo 9*, inciso 6" de fa ley numero 

16.650, no se ajusta a los términos de dicha disposicién legal. 

Las palabras con que comienza el inciso citado, “El importe de 

las sumas pagadas de mas’’, tienen un sentido claro y equivalen 

a, todo exceso en el pago, sin entrar en distingos con respecto al 

motivo que lo determind, de manera que sea cual fuere la causa 

por la que se pagé de mas, se aplica al citado precepto, que iija
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a lo� cargadores el plazo para efectuar el reclamo correspon­
diente. El propósito que persigue la ley es que el cargador que 
se apercibe de que ha sufrido un cobró indebido. intente sn 
reclamo en un plazo breve, ·fenecido el cual quedan prescriptos 
sus derechos, debiendo pasar el exceso pagado a formar parte 
dc.-1 fondo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 
Siendo así, no es dudoso que la q1n_presa ferroviaria a la que 
el cargador demanda por devolución de lo que ha cobrado de 
más, está facultada para alegar la prescripción operada por el 
�rascurso de un año a contar de la fecha del pago, desde que 
después de ese plazo, ya no es el cargador quien puede, exigir 
esa devolución, sino la mencionada Caja, que hará valer sus de­
rechos como corresponde. 

Por lo expuesto, creo que debe ser revocada la sentencia 
de la Excelentísima Cámara Federal en cuanto no hace lugar a 
la prescripción alegada. 

Horado R. Larrcta .. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Afres, Agosto 21 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Por los fundamentos del dictamen del señor Procurador 
General, que establece los hechos y la apreciación legal ele los 
mismos con arreglo a las constancias de autos, se revoca la sen­
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recur­
SG. Notifíquesc, repóngase el papel y en su oportunidad archí­
vese. 

J. FrcuEROA ALCOR.TA. ·- R. Gl·mo 

L/\VALLE. -- ANTO:::'\JO S.-\(;.\RXA.­

- JULIAN v. PERA. 
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a los cargadores el plazo para efectuar el reclamo correspon- 

diente. El propésito que persigue la ley es que el cargador que 

se apercibe de que ha sufrido un cobro indebido, intente su 

reclamo en un plazo breve, fenecido el cual quedan prescriptos 

sus derechos, debiendo pasar el exceso pagado a formar parte 
del fondo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 

Siendo asi, no es dudoso que la empresa ferroviaria a Ja que 

el cargador demanda por devolucién de lo que ha cobrado de 
mas, esta facultada para alegar la prescripcién operada por el 

trascurso de un afto a contar de la fecha del pago, desde que 

después de ese plazo, ya no es el cargador quien puede, exigir 

esa devolucion, sino la mencionada Caja, que hara valer sus de- 

rechos como corresponde. 

Por lo expuesto, creo que debe ser revocada la sentencia 

de la Excelentisima Camara Federal en cuanto no hace lugar a 

la prescripcién alegada. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1981. 

Vistos y Considerando: 

Por los fundamentos del dictamen del sefior Procurador 

General, que establece los hechos y la apreciacién legal de los 

mismos con arreglo a las constancias de autos, se revoca la sen- 

tencia apelada en la parte que ha pocido ser materia del recur- 

sc. Notifiquesc, repdngase el] papel y en su oportunidad archi- 

vese, 

J. Frourroa Atcorta. — R. Gurpo 
LavaLce. —- ANTONIO SacarNa.— 

-— Jutian V, Pera.
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Sociedad "La, Plata Cereal Co . ..s·. A.", c11 la causa seguida en su 

contra., J;or infracáón a las ordenanzas de Aduana. 

Snwari'.o: No existe error punible que pueda encuadrar en los 

artículos 1025, 1026 y 1037 ele las Ordenanzas de Acluaua, 
cuando de los antecedentes del caso aquél no ha afectado la 

renta fis,cal y aparece rectificado con posterioridad ante la 
mis;ma Aduana. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Diciembre 24 de 1930. 

Autos y Vistos: 

La presente causa por infracción a las Ordenanzas de Adua­
na, seguida a instancia fiscal y por denuncia ele parte inttre:-ada 
contra la Sociedad "La Plata Cereal Co., S. A.'', y 

Considerando 

1'-' A fos, 1 se presenta Isaac Eblagon y denuncia: ''que la 
firn12, comercial "La Plata Cereal Co., S. A.", con domicilio en 
esta ciudad, calle San Lorenzo N9 1338, por boleto ele embarque 
número 1657 ele 18 ele Octubre ele 1929 cargó setenta y <los mil 

kilos ele lino en mil ciento cuarenta bolsas en el vapor "Simón 
Van Utr�d1", sin haber pagado los derechos correspondientes; 
que ele conformiclacl con el art, 1025 de la ley N' 810 (Ordenan­
zas de Acluan�l), este hecho constituye un fraude, que refirién­

dose 8. la cantidad está castigado con la pena de comiso,. de acuer­

do a lo establecido por el art. 1026 de la citada ley; y que ha- -
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Sociedad “La Plata Cereal Co. S. A.”, en la causa seguida cn su 

contra, por tnfraccién a las ordenangas de Aduana. 

Sumario: No existe error punible que pueda encuadrar en los 

articulos 1025, 1026 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana, 

cuando de los antecedentes del caso aquél no ha afectado la 

renta fiscal y aparece rectificado con posterioridad ante la 
misma Aduana. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Diciembre 24 de 1930, 

Autes y Vistos: 

La presente causa por infraccién a las Ordenanzas de Adua- 

na, seguida a instancia fiscal y por denuncia de parte interesada 

coutra la Sociedad ‘‘La Plata Cereal Co., S. Aw", y 

Considerando 

1: A fos. 1 se presenta Isaac Eblagon y denuncia: “que la 

firma comercial “La Plata Cereal Co., S. A.", con domicilio en 

esta ciudad, calle San Lorenzo N* 1338, por boleto de embarque 

niimero 1657 de 18 de Octubre de 1929 cargé setenta y dos mil 

kiles de lino en mil ciento cuarenta bolsas en el vapor “Simon 

Von Utrech”’, sin haber pagado los derechos correspondientes : 

que cde conformidad con el art. 1025 de la ley N® 810 (Ordenan- 

zas de Aduana), este hecho constituye un fraude, que refirién- 

dose a la cantidad esta castigado con la pena de comiso, de acuer- 

do a lo establecido por el art. £026 de Ja citada ley; y que ha- .
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bien do salido ya la mercadería, corresponde a este juzgado el coN 
nocimiento ele la causa (Art. 1034 de la ley número 810). 

2 1
' Llamado a declarar el gerente de la Sociedad denunciada 

manifestó: "que la :cantidad embarcada en el vapor "Simón Von 
Utrech'', lo fué ele quinientos mil kilos de lino en bolsas, de 
acuerdo a la docunentación de la Aduana y del vapor; que el día 
18 ele Octubre, por error se extendió una papeleta parcial por se­
tenta y dos mil kilos de lino, que luego se anuló, practicúndose
una por 71. 54-4 kilos; que la cantidad referida está comprendida 
dentro ele los quinientos mil kilos embarcados; y finalmente que 
la boleta oi-iginaria anulada existe en poder ele la compañía que­
rellada. 

3� Previa agregación ele antecedentes y documentos que las 
partes conceptuaron oportuno acompañar se celebra la audiencia 
para acusación y defensa ele fs. 53, y en la misma ofrecen la 
prueba que hace a su derecho y que corre en estos autos de fs. 
11 e. 34; 36 y 37; fs. 61, 62, 65169, 70172, 75182, 93196 y fs. 99, 
e informando las partes sobre su mérito en la audiencia de fs. 120. 

4t' Que dado estos antecedentes, es indudable la responsa­
bilidad ele la querellada, pues se encuentra plenamente justifica­
do en autos que la partida ele verdad cargada en el vapor men­
cionadq lo fué la que da cuenta el boleto de embarque de fs. 33 
re�·tificado, rectificación que se efectúa dentro de los términos 
prescriptos por las Ordenanzas de Aduana ( Art. 545) . • 

Que esta conclusión se hace más verosímil si se atiene al 
informe Consular ele fs. 94-96, en el que se da cuenta que la 
partida de lino descargada en Rotterdam por el "Simón Von 
Utrech". es la que se justifica por la documentación ele la A.dua­
na; debiéndose agregar que toda presunción de fraude desaparece 
si se tieite en cuenta la rectificación hecha por el encargado del 
Resguardo, Flavio Pereyra, conc9rdante con el certificado de 
C:.�mJJarque expedido por el mismo ele fs. 24, rectificada por su 
declaración ele fs. 65 e informe ele la Aduana de fs. 36. 
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biendo salido ya la mercaderia, corresponde a este juzgado el co- 

nocimiento de la causa (Art. 1034 de la ley numero 810). 

2° Liamado a declarar el gerente de !a Sociedad denunciada 

manifesto: “que la :cantidad embarcada en el vapor “Siméon Von 

Utrech”, lo fué de quinientos mil kilos de lino en bolsas, de 

acuerdo a la docunentacién de la Aduana y del vapor ; que el dia 

18 de Octubre, por error se extendid una papeleta parcial por se- 

tenta y dos mil kilos de lino, que luego se anuld, practicandose 

una por 71.544 kilos; que la cantidad referida esta comprendida 

dentre de los quinientos mil kilos embarcados; y finalmente que 

la holeta originaria anulada existe en poder de la compafiia que- 

rellada. 

3* Previa agregacion de antecedentes y documentos que las 

partes conceptuaron oportuno acompafiar se celebra Ja audiencia 

para acusacion y defensa de fs. 53, y en la misma ofrecen la 
prueba que hace a su derecho y que corre en estos autos de fs. 

11 a 34; 36 y 37; fs. 61, 62, 65|69, 70|72, 75|82, 93|96 y fs. 99, 

e informando las partes sobre su mérito en la audiencia de fs. 120. 
  

4" Que dado estos antecedentes, es indudable la responsa- 

bilidad de la querellada, pues se encuentra plenamente justifica- 

de en autos que la partida de verdad cargada en el vapor men- 

cionadg lo fué la que da cuenta el boleto de embarque de fs. 33 

restificado, rectificacién que se efectiia dentro de los términos 

prescriptos por las Ordenanzas de Aduana (Art. 545). - 

Que esta conclusién se have mas verosimil si se atiene al 

informe Consular de fs. 94-96, en el que se da cuenta que la 

partida de lino descargada en Rotterdam por el “Simén Von 

Utrech”. es la que se justifica por la documentacion de la Adua- 

na; debiéndose agregar que toda presuncion de fraude desaparece 
si se tiete en cuenta la rectificacién hecha por el encargado del 
Resguardo, Flavio Pereyra, concordante con el certificado de 

embarque expedido por el mismo de fs. 24, rectificada por su 

declaracién de fs. 65 e informe de la Aduana de fs. 36.
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Por estas consideraciones, fallo: 

Rtchazando la querella instaurada contra la Sociedad ''La 
Plata Cereal Co., S. A.'', por infracción al art. 1025 de las Or­
denanzas de Aduana, con costas. Insértese, hágase saber,, repón­
gase y e!1 su oportunidad archívese. - P. 111orcil!o S)tárc:::. 

SENTENCIA DE LA CA�JARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, 1fayo 15 de 1931. 

Vistos los autos '·La Plata Cereal Co.", infracción adua­
nera (denuncia ele Isaac Ehlagón), exp. N'-' 90!31 de entrada: 
y Considerando que: 

a) Como lo expresa el señor Juez "a quo", en el caso ac­
tual existe prueba plena de que el vapor "Simón Von Utrech" 
no cargó el exceso de lino que sirve de hase a la querella. 

h) En consecuencia, no es aplicable a! caso la jurispru­
dencia su1tada ''in re" v!Louis Dreyfus y Cía., sentencia ele fe­

cha 22 de Julio de 1921 (expediente 375121',, que se cita por el 
apelante. 

e) Parece excesivo imponer costas al querellante desde que
le, ocurrido se debe eclusivamente a un olvido del querellado, que 
no dió cuenta oportunamente a la Sociedad Puerto del Rosario, 
dt b. anulación de una boleta ele embarque, 

Se resuelve: 

Confirmar en lo principal el fallo apelado, obrante a fs. 121. 
moclificán<lolo en cuanto a las costas, qu� deberán pagarse las 
ele ambas instancias en el orden causado. Hágase saber y devuél­
vanse, debiendo reponerse el sellado ante el inferior. - Rcniyno 
T. J[M-tínr:::. -Julio Jli[arc. - Juan A/,varez.
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Por estas consideraciones, fallo: 

Rechazando la querella instaurada contra la Sociedad ‘‘La 

Plata Cereal Ce., S. A.’, por infraccién al art. 1025 de las Or- 

lenanzas de Aduana, con costas. Insértese, hagase saber, repén- 

gase y en su oportunidad archivese. —- P. Aforcillo Sudres. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEBERAL DE APELACION 

Rosario, Mayo 15 de 1931. 

Vistos los autos “Ina Plata Cereal Co.”, infraccién adua- 

nera (denuncia de Isaac Eblagén), exp. N* 90/31 de entrada: 

y Considerando que: 

a) Come fo expresa el sefor Juez “a quo”, en el caso ac- 

tual existe prueba plena de que el vapor “Simon Von Utrech” 

no cargd el exceso de lino que sirve de base a la querella. 

b) En consecttencia, no es aplicable al caso la jurispru- 

dencia sentada “in re” vllLouis Dreyfus y Cia., sentencia de fe- 

cha 22 de Julio de 1921 (expediente 375/21, que se cita por el 

apelante. 

¢) Parece excesivo imponer costas al querellante desde que 

lo ovurrido se debe eclusivamente a un olvido del querellado, que 

no dié cuenta oportunamente a fa Sociedad Puerto del Rosaria, 

de la anulacién de una boleta de embarque. 

Se resuelve : 

Confirmar en lo principal el fallo apelado, obrante a fs. 121, 
modificandolo en cuanto a las costas, que deberan pagarse las 

de ambas instancias en el orden causado. Hagase saber y devuél- 

vanse, debiendo reponerse el sellado ante el inferior. — Benigno 

T. Martines, —Jutio Marc. ~ Juan Alvares.
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DICTAJ\fEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 6 de 1931. 

Suprema Corte: 

Por las consideraciones aducidas por el -Iviinisterio Fiscal. 
concorclantes con las constancias administrativas agregadas a los 

autos, cuyo análisis se hace a fs. 138 por el señor Procurador 
Fiscal ele Cámara con las conclusiones a que en el mismo se lle­

g·2 y a las cuales adhiero por encontrarlas ajustadas a derecho, 

pido a V. E. revoque la sentencia apelada ele fs. 145 y haga lu­

gar 2. la. presente denuncia formulada contra "La Plata Cereal 
Company'', S. A., sobre infracción a las leyes ele Aduana, conde­

nando a la misma a pagar una 11111lta igual al valor ele dobles de­
rechos ele exportación por 72.000 kilos de lino, sin perjuicio 
de las demás penalidades a que se ha hecho acreedora por la dis­

conformidad entre la cantidad exportada y lo expresado en la 
p�peleta. Con costas. 

Horado R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE�fA 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1931. 

Y Vistos: 

Los recursos ordinarios ele nulidad y apelación fundados en 
el art .. ·r-. inciso 2'-' de la ley 4055, interpuestos y concedidos con­

tra la sentencia ele la Cámara Federal ele Apelación de Rosario 

que absuelve a "La Plata Co., S. A." en la causa que se le sigue 
por infracción a las leyes ele Aduana; y 

Considerando 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenes Aires, Agosto 6 de 1931. 

Suprema Corte: 

Por las consideraciones aducidas por el Ministerio Fiscal. 

concordantes con fas constancias administrativas agregadas a los 

autos, cuyo analisis se hace a fs. 138 por el sefior Procurador 

Fiscal de Camara con las conclusiones a que en el mismo se lle- 
ga y a las cuales adhiero por encontrarlas ajustadas a derecho, 

pido a V. E. revoque la sentencia apelada de fs. 145 y haga lu- 

gar a la presente denuncia formulada contra “Ta Plata Cereal 

Company”, S. A., sobre infraccién a las leyes de Aduana, conde- 

nando a la misma a pagar una nuulta igual al valor de dobles de- 

rechos de exportacién por 72.000 kilos cde lino, sin perjuicio 

de las demas penalidades a que se ha hecho acreedora por la dis- 

conformidad entre la cantidad exportada y lo expresado en Ja 

papeleta. Con costas. 

Horacio R, Larreta., 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agoste 26 de 1931. 

Y Vistos: 

Los recursos ordinarios de nulidad y apelacion fundados en 

el art. 3°, inciso 2* de la ley 4055, interpuestos y concedidos con- 

tra la sentencia de la Camara Federal de Apelacién de Rosario 

que absuelve a “La Plata Co.. S. A.” en la causa que se le sigue 

por infraccion a las leyes de Aduana; y 

Considerando
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Xo se ha demostrado ninguna causa ele nulidad ni en el 

pro:::eclimiento ni en 1?-s sentencias ele primera y segunda instan­
cia, por lo que es improcedente el recurso que preven los arb. 
23.) y siguientes de la ley N" 50. 

L<. sentencia absolutoria se funda en que hay plena prueba 

ele que la querellada sólo embarcó 71. 544 kilos ele lino en el va­
por "Simón Von Utrech", eli Rosario, con destino a Rotterclam 

por el boleto parcial de fs. 15 p.or 72. 000 kilos que, además del 

correspondit.nte a aquella cantidad, apareció como duplicado en 
la empresa del Puerto de Rosario, lo que se debió a un error, 
alarclt o negligencia del empleado que debió retirarlo canjeán­

dolo por el que expresaba la cantidad real exportada. 

En efecto ) en el dorso del "Boleto de Embarque" de fs. 33 

esti1 hecha, en Octubre 18 de 1929, la pertinente y clara recti­
ficación; en el informe de la Jefatura del Resguardo de Rosa� 

rio de- fa. 36 vta. se determina la cantidad ele 71. 544 kilos ele li­

no embarcado; en el informe del Administrador ele Aduana de 
fs. 70 y 71 se precisa esa misma cantidad; en las declaraciones 
ele: f-lereyra - empleado de Resguardo, fs. 67 vta. - y en el 
informe del Consulado Argentino en Rottenlam - fs. 94 y 95 -­

se confirma ese resultado probatorio. 

Xo hay, en consecuencia, hecho u omisión punible porque 

no hay ningún daño a la renta fiscal que pueda encuadrarse en 
los arts. 1025, 1026 y 1037 ele las Ordenanzas ele Ad nana; ei 
error es punible cuando, no percibidos, él pudiera ocasionar dis­
minución de la renta, pero la omisión del retiro de un certificado 

ele embarque de mercaderías con derechos afianzados, cuando 
se demuestra que no correspondió a una operación efectiva y que, 
ante la misma Aduana fué rectificado y substitttído, carece ele 
consecuencias punibles . Aunque el error no se hubiera descu­

bierto el Fisco nada habría perdido. 

En su mérito y por los fundamentos ele las sentencia� ele 

fa. 121 y 145, nó se hace lugar a la nulidad y se confirma la 
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No se ha demostrado ninguna causa de nulidad ni en el 

procedimiento ni en las sentencias de primera y segunda instan- 

cia, por lo que es improcedente el recurso que preven los arts. 

233 y siguientes de la ley N° 50. 

la sentencia absolutoria se funda en que hay plena prueha 

de que la querellada sdlo embarcd 71.544 kilos de lino en el va- 

por “Simén Von Utrech", en Rosario, con destino a Rotterdam 

por el boleto parcial de fs. 15 per 72.000 kilos que, ademas del 
correspondiente a aquella cantidad, aparecié como duplicado en 

a empresa del Puerto de Rosario, lo que se debid a un error, 

alarde o negligencia del empleado que debid retirarlo canjean- 

dole por el que expresaba la cantidad real exportada. 

En efecto, en el dorso del “Boleto de Embarque” de fs. 33 

esté hecha, en Octubre 18 de 1929, la pertinente y clara recti- 

ficacién; en el informe de la Jefatura del Resguardo de Rosa- 
ric de is. 36 vta. se determina la cantidad de 71.544 kilos de li- 

no embarcado; en el informe del Administrador de Aduana de 

{s. 70 y 71 se precisa esa misma cantidad; en Jas declaraciones 

de Pereyra — empleado de Resguardo, fs. 67 vta. — y en el 

informe del Consulado Argentino en Rotterdam — fs. 94 y 95 -— 

se confirma ese resultado probatorio. 

No hay, en consecuencia, hecho u omisién punible porque 
no hay ningun dafio a la renta fiscal que pueda encuadrarse en 

los arts. 1025, 1026 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana; el 
error es punible cuando, no percibidos, él pudiera ocasionar dis- 

minucion de Ia renta, pero la omisién del retiro de un certificado 

de embarque de mercaderias con derechos afianzados, cuando 

se demuestra que no correspondid a una operacion efectiva y que, 

ante Ja misma Aduana fué rectificado y substituido, carece de 

consecuencias punibles. Aunque el error no se hubiera descu- 

bierto el Fisco nada habria perdido. 

En su mérito y por los fundamentos de las sentencias de 

fs. 121 y 145, no se hace tugar a la ntlidad y se confirma la
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resolución recurrida en todas sus partes, sin costas. Hágase sa­
ber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el j uzg·aclo 
ele origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO, - ANTONIO SAGARNA 

- JULIAN V. PERA. 

Don JI ateo Aln11so Do111í11g11c::: contra !a Caja 1Vacio11al de J11bi­
foc-io11cs y PcnsiOncs de Empleados Fcrro·viarios, so[lrc dc-
7.•olució11 de a/Jorfes. 

Sumario: 1'-' Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
inciso 1 9 ele la ley número 4R, en un caso en que se decide 
y aplica el artículo 24 ele la ley número 10. 650, en contra 
del alcance que le atribuye la demandada. 

2'-' 'No procede la devolución de los aportes a que alude 
el artículo 24 de la ley número 10. 650, en un caso en que 
el actor fué despedido pot· la empresa en que prestaba ser­
\'icios por no "levantar embargo de sueldo'', ya que aquél 
restringe dicho beneficio a un determinado número de cir­
cunstancias. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA. CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1931. 

Visto que el ex-empleado ferroviario, don :Mateo Alfonso 
Domínguez solicita la indemnización prevista por el a1Jícnlo 24 
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resoluci6n recurrida en todas sus partes, sin costas. Hagase sa- 

ber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 

de origen. 

J. Froveroa Axcorta, — Rosperto 

Reprerto. — ANTONIO SAGARNA 

— Juiian V. Pera. 

Don Mateo Alouso Domingues contra la Caja Nacional de Jubt- 

laciones y Pensiones de Einpleados Ferroviarios, sobre de- 

volucion de aportes. 

Sumario: 1° Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

inciso 1° de la ley nimero 48, en un caso en que se decide 

y aplica el articulo 24 de la ley nttmero 10.650, en contra 

del alcance que le atribuye la demandada. 

2" 'No procede la devolucién de los aportes a que alude 

el articulo 24 de la ley nimero 10.650, en un caso en que 

el actor fué despedido por la empresa en que prestaba ser- 

vicies por no “levantar embargo de sueldo”, ya que aquél 

restringe dicho beneficio a un determinada ntitmero de cir- 

cunstancias . 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA> CAJA  FERROVIARIA 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1931, 

Visto que el ex-empleado ferroviario, don Mateo Alfonso 

Dominguez solicita la indemmizacién prevista por el articulo 24
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de la ley 10 .650, fundado en la circunstancia de ha her sido de­

claracld cesante ele su empleo; y 

Considerando: 

Que, como lo acredita el certificado de fs. 1, el presentante 

fué exonerado por embargo de sueldo 1 vale decir, que su separa­

ción del servicio no fué motivada por razón de economía o por 

no requerirse sus servicios, 

Que el art. 24 de la ley en que se apoya la gestión del in­

teresado, estatuye expresamente que la indemnización equivalen­

te al monto de los aportes efectuados para la Caja, correspon­

der{\ al empleado u obrero que declarado cesante por razones ele 

economía o por no requerirse sus servicios, o lo que es lo mismo, 

que el derecho ·a tal indemnización está limitado a situaciones 

de cesantía que tengan por causa uno ele los motivos estableci­

dos en ese precepto. 

Que la situación del recurrente, no encuadra en la disposi­

ción aludida desde que la separación -·· como ya se expresa •­

no ha obedecido a ninguna de las causales que con toda precisión 

<leterminc. su texto y por el contrario la decisión tan grave adop­

tada en su contra tiene los caracteres ele una sanción por hechos 

que contrarían cláusulas de reglamentación interna de la em­

presa, cuyo conocimiento no podía ignorar el empleado. 

Que dado el carácter de la legislación sobre jubilaciones y 

pensiones y en principio de obligatoriedad consagrado por · el 
artículo 9'-', es indudable que los descuentos creados por esta 

disposición y que constituyen uno de los recursos de la ler. tie­

nen todas las características de un impuesto al empleo y no a la 

persona y por consiguiente su repetición procede por excepción 

y no como regla general. Siendo ello así, debe entenderse que 

lv. causal ele 11 110 requerirse más los servicios" que exige el artícu­

lo 24 no puede ser otra que aquella que afecte al empleo y no

al titular del mismo.
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de la ley 10.656, fundado en la circunstancia de haber sido de- 

claradd cesante de su empleo; y 

Considerando: 

Que, como lo acredita el certificado de fs. 1, el presentante 

fué exonerado por embargo de sueldo, vale decir, que su separa- 

cion del servicio no fué motivada por razon de economia a por 

no requerirse sus servicios, 

Que el art. 24 de Ja ley en que se apoya la gestion del in- 

teresado, estatuye expresamente que la indemnizacién equivalen- 
te al monto de los aportes efectuados para la Caja, correspon- 

dera al empleacdo u obrero que declarado cesante por razones de 

economia 0 por no requerirse sts servicios, 0 lo que cs lo mismo, 

que el derecho ‘a tal indemnizacion esta limitado a situaciones 
de cesantia que tengan por causa uno de los motivos estableci- 

dos en ese precepto. 

Que la situacién del recurrente, no encuadra en la disposi- 

cion aludida desde que la separacion —- como ya se expresa -— 

no ha obedecido a ninguna de las causales que con toda precision 

determina su texte y por el contrario la decision tan grave adop- 
tada en su contra tiene los caracteres de una sancién por hechos 

que contrarian clausulas de reglamentacién interna de la em- 

presa, cuyd conocimiento no podia ignorar el empleado. 

Que dado el caracter de la legislacién sobre jubilaciones y 
pensiones y en principio de obligatoriedad consagrado por ‘el 

articulo 9", es indudable que los descuentos creados por esta 

disposicidn y que constituyen uno de los recursos de la ley. tie- 

nen todas las caracteristicas de un impuesto al empleo y no a la 

persona y por consigitiente su repeticion procede por excepcidn 

y no como regla general. Siendo ello asi, debe entenderse que 

la causal de “no requerirse mas los servicios” que exige el articu- 

lo 24 no puede ser otra que aquella que afecte af empleo y no 

al titular del misino.
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Por otra parte, y tratándose de una disposición de excep­
ción, su interpretación debe ser estricta y restrictiva y tal cir­

cunstancia hace inadmis1ble la equiparación de una equiparación 

por contravención a medidas internas de la empresa con la ce­

santía por no requerirse los servicios que expresamente establece 

el recordado artículo 24. 

Por todos estos fundamentos y los demás que constan en 

autos_, y de conformidad con lo resuelto por el Directorio en la 
sesión del 23 de Diciem,bre pp<lo. : 

1'., Deniégase la indemnización del art. 24 de la ley 10,650, 
solicitada por el ex-empleado del Ferrocarril Central Argentino, 

don :Mateo Alfonso Domínglez,

2:.' Notifíquesc al interesado y archívese. - Lucio V. L6¡,cz. 

SENTENCIA DE LA e,\1rARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aii-cs, Julio 17i ele 1931. 

V is tos y Considerando : 

Según informa la empresa a fs. 1 el recurrente fué cleda­

radu cesante "a raíz ele los frecuentes embargos que se trabahau 

tn su sueldo''. 

Los embargos de sueldos no pueden imputarse a actos que 
dependan exclusivamente ele la voluntad ele los empleados desde 

que ;;cm acciones qnc ejercitan terceros y su levantamiento está 
snptditaclo únicamente a la solvencia del embargado y no a las 
disposiciones que a ese respecto adopte el patrón. 

Por consiguiente, pueden 111otivnr, como ocurre en el caso 

"suh juclicc", la cesantía del empleado, pero no es razonable que 
ocasione también la pérdida de los aportes efectuados por éste 
a la Caja. 

Est8. situación, a juicio del tribunal, en equidad es equiva­
lente a la cesantía por no requerirse sus servicios y, en conse-
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Por otra parte, y tratandose de una disposicién de excep- 

cion, su interpretacién dlebe ser estricta y restrictiva y tal cit- 

cunstancia hace inadmisible la equiparaci6n de una equiparacion 

por contravencién a medidas internas de la empresa con la ce- 

santia por no requerirse los servicios que expresamente establece 

el recordado articulo 24. 

Por tedos estos fundarmentos y los demas que constan en 

autos, y de conformidad con lo resuelto por el Directorio en fa 

sesion del 23 de Diciembre ppdo.: 

1" Deniégase la indemmizacion del art. 24 de la ley 10.650, 

solicitada por ef ex-empleado de! Ferrocarril Central Argentino, 

don Mateo Alfonso Dominglez. 

2° Notifiquese al interesado y archivese. — Lucio V’, Lopes. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Julio 17: de 1931. 

Vistos y Considerando : 

Segttn informa la empresa a fs. ] ef recurrente fué decla- 

rado cesante “a raiz de los frecuentes embargos que se trababan 

en su sueldo”. 

Los embargos de sueidos no pueden imputarse a actos que 

dependan exclusivamente de la voluntad de los empleados desde 

que son aeciones que ejercitan terceros y su levantamiento esta 

supeditade tnicamente a la solvencia del embargado y no a las 

disposictones que a ese respecto acopte el patrén. 

Por consiguiente, pueden motivar, como ocurre en el caso 

“suh judice’, la cesantia del empleado, pero no es razonable que 
ocasione también la pérdida de tos aportes efectuados por éste 

a la Caja. 

Esta situaci6n, a juicio del tribunal, en equidad es eqttiva- 

lente a la cesantia por no requerirse sus servicios y, en conse-
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cuencrn, la solicitud de fs. 2, encuadra en la disposición del art. 

2,J de la ley 10. 650. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 

este Tribunal en los casos de Alberto Torres y Vicente l\I. Ra­

mírezJ fallados en 19 de Junio de 1925 y 10 de Julio del mismo 

año, respectivainente, se revoca la resolución apelada ele fs. 7 y 

se hace lugar a la devolución de los aportes solicitada por lHaten 

Alfonso Domínguez. Devuélvase sin más: trámite. - B. �4. Na­

:::ar .,dnchorena. -- 1.l1arceHno Escalada. - José 111w�có. - En 

disidencia: Rodal.fo S. Fcrrer. 

DISIDENCIA : 

Vistos y Considerando : 

El embargo de sueldos pone, en principio, de manifiesto una 

vida desarreglada del empleado que no limita sus gastos a sus 

entradas ordinarias. 

No resulta ele autos circunstancia alguna imprevista que 

justifique el exceso en las erogaciones y que haya lle\'aclo al 

empleado contra su voluntad a la situación de verse embargado 

en su sueldo. 

Por ello y sus fundamentos voto por la confirmatoria de la 

resolución apelada. - Rodolfo S. J-<errer. 

DICTAi\lEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agost? 22 de 1931. 

Suprema Corte : 

En la presente causa sobre devolución de aportes hechos a 

la Caja Nacional ele Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe­
rroviarios por fdateo Alfonso Domínguez, se ha invocado por 

el representante de la Caja el art. 24 de la ley 10. 650 para sos-
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cuencia, la solicitud de fs. 2, encuadra en la disposicién del art. 

24 de la ley 10.650. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 

este Tribunal en los casos de Alberto Torres y Vicente M. Ra- 

mirezj fallados en 19 de Junio de 1925 y 10 de Julio del mismo 

aho, respectivamente, se revoca la resolucién apelada de fs. 7 y 

se hace lugar a la devolucién de los aportes solicitada por Mateo 

Alfonso Dominguez. Devuélvase sin mas tramite. — B. 4. Na- 

sar Anchorena. — Marcelino Escalada. — José Marcé. — En 
disidencia: Rodolfo S. Ferrer. 

DISIDENCIA : 

Vistos y Considerando : 

El] embargo de sueldos pone, en principio, de manifiesto una 

vida desarreglada del empleado que no limita sus gastos a sus 

entradas ordinarias. 

No resulta de autos circunstancia alguna imprevista que 

justifique el exceso en las erogaciones y que haya Ilevado al 

empleado contra su voluntad a la situacién de verse embargado 

en su sueldo. 

Por ello y sus fundamentos voto por Ja confirmatoria de la 

resoluciOn apelada. — Rodolfo S. Ferrer. 

DICTAMEN DEL PR®CURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1931. 

Suprema Corte: 

En la presente causa sobre devolucién de aportes hechos a 

la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe- 

rroviarios por Mateo Alfonso Dominguez, se ha invocado por 

el representante de la Caja el art. 24 de la ley 10.650 para sos-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 41 

tener qu� dentro de los beneficios que el mismo acuerda, no estú 
comprendido el que solicita el recurrente, que fué separado ele 
su cargo por razón de los frecuentes embargos· que se trataban 
en su sueldo. 

La sentencia definitiva dictada por la Cámara Federal ele 
Apelación de la Capital, interponiendo y aplicando el referido 
artículo 24 en contra del alcance que le atribuye la Caja

1 
ha acor­

dado la devolución de aportes pedida. 

Tanto la procedencia del recurso extraordinario ele apela­
ción ( art. 14 de la ley 48), comb el fondo de la cuestión debatida, 
han sido resueltos por V. E. con fecha 17 de Julio ppdo., en 
camrn análoga seguida por Delio Hipólito Niarote, estableciendo 
fa procedencia del primero y revocando la sentencia apelada en 
razón de no se11 aplicable al caso de autos la preindicada disposi­
ción de la ley 10. 650. 

De acuerdo con la doctrina de dicho fallo, corresponde re­
solver esta causa revocando la sentencia de fs. 19, en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. 

H ora.cio R. La.rreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1931 . 

Vistos y Considerando : 

Que el presente caso guarda completa analogía por la ma­
teria que lo constituye y los antecedentes que le dan origen con 
el resuelto por esta Corte Suprema con fecha' 17 ele Julio del 
corriente año en los autos i(J\1arote Delio Hipólito contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones ele Empleados y Obreros 
Ferroviarios siclevolución ele aportes.., , cuyos· fundamentos y con­
sideraciones, que siendo innecesario transcribir in extenso se 
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tener que dentro de los beneficios que el mismo acuerda, no esta 

comprendido el que solicita el recurrente, que fué separado de 

su cargo por razon de los frecuentes embargos que se trataban 

en su sueldo. 

La sentencia definitiva dictada por la Camara Federal de 

Apelacién de la Capital, interponiendo y aplicando el referido 
articulo 24 en contra del alcance que le atribuye la Caja, ha acor- 

dado la devolucién de aportes pedida. 

Tanto la procedencia del recurso extraordinario de apela- 

cin (art. 14 de la ley 48), com el fondo de la cuestion debatida, 

han sido resueltos por V. E. con fecha 17 de Julio ppdo., en 
causa andloga seguida por Delio Hipdlito Marote, estableciendo 

la procedencia del primero y revocando la sentencia apelada en 

razon de no ser aplicable al caso de autos la preindicada disposi- 

cién de la ley 10.650, 

De acuerdo con la doctrina de dicho fallo, corresponde re- 

solver esta causa revocando la sentencia de fs. 19, en la parte 

que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Que el presente caso guarda completa analogia por la ma- 

teria que lo constituye y los antecedentes que le dan origen cen 

el resuelto por esta Corte Suprema con fecha 17 de Julio del 

corriente afio en los autos “Marote Delio Hipdlito contra la Caja 

Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados y Obreros 

Ferroviarios s{devoluctén de aportes”, cuyos fundamentos y con- 

sideraciones, que siendo innecesario transcribir in extenso se
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dan aquí por reproducidos atento su pertinente aplicación al 

{{sub-lite". 

Por tanto y de conformidad con lo dictaminado por el señor 

Procurador General, se revoca la sentencia apelada en la parte 

que ha podido ser materia del recurso. 

Notifíquese y en su oportunidad devuélvanse. 

ROBERTO REPETTO, - ANTONTÓ SA­

GARNA. - JuLIAN \T. PERA. 

5'cfíorcs Curt Bcrgcs y Co1npcúiía, apelando de uua resolució11 de 

Adua11a. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14 

de la ley número 48, en un caso en que las cuestiones sus­

citadas se han resuelto por razones de hecho y prueba. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1931. 

Suprema Corte: 

Se discute en la presente causa sobre infracción aduanera 

imputada a la sociedad Curt Berger y Cía., si una mercadería in­

troclucicla al país y denunciada como papel común para diarios 

lo es, efectivamente, o si, en camhio, por su composición. ella 

se debe considerar como papel para obra. 
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dan aqui por reproducidos atento su pertinente aplicacién al 

“sub-lite”’. 

Por tanto y de conformidad con lo dictaminado por el sefior 

Proctrrador General, se revoca la sentencia apelada en la parte 

que ha podido ser materia del recurso. 

Notifiquese y en stt oportunidad devuélvanse. 

Rosperto REPETTO. — ANTONTO Sa- 

GARNA. — JULIAN V. PERA. 

Sentores Curt Berges » Conpaiiia, apelando de una resolucion de 

Aduana. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14 

de la ley nttmero 48, en un caso en que las cuestiones sus- 

citadas se han resuelto por razones de hecho y prueba. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1931. 

Suprema Corte: 

Se discute en la presente causa sobre infraccién aduanera 

imputada a la sociedad Curt Berger y Cia., si una mercaderia in- 

troducida al pais y denunciada como pape! comun para diarios 

lo es, efectivamente, 0 si, en cambio, por su composicion. ella 

se debe considerar como papel para obra.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 43 

La decisión pronunciada no puede ser revisada por esta 
Corte Suprema en el recurso extraordinario acordado por el 
artículo 14 de la ley número 48, toda vez que la misma se re­
fiere a cuestiones de hecho y prueba y no a las de puro derecho 
federal a que alude la disposición legal preinclicada. 

Es por ello que, en mi opinión, ha siclo bien denegado el 
recurso por la Cámara Federal de Apelación ele la Capital, a 
fojas 89. 

En cuanto a la facultad ele reglamentación por parte del 
Poder Ejecutivo, ello es indudable atentos los términos del ar­
tículo (i8, inciso 2!' de la Constitución Nacional. 

Y al hacerlo procede, como dice la referida Cámara a fo­
jas 65, en uso de atribuciones que le son propias. 

Xo existe, pues, caso federal en autos que pueda motivar 
b intervención ele Vuestra Excelencia, poi: lo que considero im­
procedente 1a apelación cleclr�cicla para ante esia Corte Su­, 

prema. 
Horac·io R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1931. 

Autos y \listos:· 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro­
curador General que establece los hechos y la apreciación le­
gal" de los mismos con arreglo a las constancias de autos, se de­
clara no haber lugar al recurso y en consecuencia improcedente 
el de hecho interpuesto ante esta Corte Suprema. Notifíquese 
y ar,chívest\ previa reposición del papel, devolviéndose los au­
tos principales al tribunal de procedencia con transcripción de 
la presente resolución y del dictamen de referencia. 

J. FIGUEROA ALCORTA. ANTONIO 

SAGARNA. - JuLIÁN V. PERA. 
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La decision pronunciada no puede ser revisada por esta 

Corte Suprema en el recurso extraordinario acordado por el 

articulo 14 de la ley ntimero 48, toda vez que la misma se re- 

fiere a cuestiones de hecho y prueba y no a las de puro derecho 

federal a que alude la disposicién legal preindicada. 

Es por ello que, en mi opinion, ha sido bien denegaclo et 

recurso por la Camara Federal de Apelacién de la Capital, a 

fojas 89. 

En cuanto a la facultad de reglamentacion por parte del 

Poder Ejecutivo, ello es indudable atentos los términos del ar- 

ticulo G8, inciso 2° de la Constitucién Nacional. 

Y al hacerlo procede, como dice la referida Camara a fo- 

jas 65, en uso de atribuciones que le son propias. 

No existe, pties, caso federal en autos que pueda motivar 

la intervencion de Vuestra Jexcelencia, por lo que considero im- 

procedente la apelacién dedifcida para ante esta Corte Su- 
prema. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1981. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sefior Pro- 

curador General que establece los hechos y la apreciacién le- 

gal de los mismos con arreglo a las constancias de autos, se de- 

clara no haber lugar al recurso y en consectiencia improcedente 

el de hecho interpuesto ante esta Corte Suprema. Notifiquese 

y archivese, previa reposicién del papel, devolviéndose los au- 

tes principales al tribunal de procedencia con transcripcién de 

la presente resolucién y del dictamen de referencia. 

J. Frcuzroa ALCcORTA. ANTONIO 

SAGARNA. — JULIAN V. PERA.
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,Virolás .Jiartínc:;, e11 la musa seguida en su contra, por homi­

cidio. Ncrurso de liccllo. 

Smuario: En el concepto legal, se reputan tribunales superiores 

a los efectos dfl recurso extraordinario del artículo 14, 

ley número 48, los llamados a pronun,ciarse en última ins­
tancia y sin recurso alguno para ante otro tribunal local. La 
Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires, que dene­
gó los recursos de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de 
le_y, no es el tribunal de última instancia a f!llC se refiere 
el artículo 14 de la ley número 48, pues carece de juris­
dicción para resolver las cuestiones referentes a la Consti­
tución y leyes nacionales. En el caso, lo es la Cámara dtl 
Crimen quien se pronunció en última 1nstancia sobre el de­
lito imputado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DTCTA:lfEK DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurrente fué condenado por la Cámara del Crimen de 
h•. ciudad ele La Plata, a sufrir la pena ele reclusión perpetua

_, 
y 

contra el fallo dictado interpuso para ante la Corte Suprema 
de la provincia los recursos de inconstitucionalidad e inaplicahi­
lidad de ley, los que fueron desestimados por este tribunal. 

En estas condiciones, el recurso extraordinario que se for­
mula en base de la violación de preceptos de la Constitución 

Nacioi1al, es improcedente desde que, dentro de la jurisdicción 
provincial, el tribunal superior a que se refiere el artículo 14 

44 FALL@S DE LA CORTE SUPREMA 

Nicelds Martines, en la causa seguida en su contra, por homi- 

cidio. Recurso de hecho. 

Sumario: En el concepto legal, se reputan tribunales superiores 

a los efectos de] recurso extraordinario de! articulo 14, 

ley nimero 48, los Hamados a pronunciarse en tltima ins- 

tancia y sin recurso alguno para ante otro tribunal local. La 

Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires, que dene- 
¢6 los recursos de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de 

ley, no es el tribunal de Ultima instancia a que se refiere 

el articulo 14 de Ja ley ntimero 48, pues carece de juris- 

diccidn para resolver las cuestiones referentes a la Consti- 

tucién y leyes nacionales. En el caso, lo es la Camara del 

Crimen quien se pronuncié en ultima instancia sobre el de- 

lito imputado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURABOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurrente fué condenado por la Camara del Crimen de 

la ciudad de La Plata, a sufrir la pena de reclusién perpetua, y 

contra el fallo dictado interpuso para ante Ja Corte Suprema 

de la provincia los recursos de inconstitucionalidad e inaplicahi- 

lidad de ley, los que fueron desestimados por este tribunal. 

En estas condiciones, el recurso extraordinario que se for- 

mula en base de la violacién de preceptos de la Constitucion 

Nacional, es improcedente desde que, dentro de la jurisdiccidn 

provincial, el tribunal superior a que se refiere el articulo 14
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de la ley número 48_, no es la Suprema Corte, sino la Cámara 
del Crimen, y por consiguiente, el mencionado recurso debió 

interponerse contra el f�llo ele dicha Cámara, si, en concepto del 
recurrente, al dictarlo se había incurrido en las violaciones cons­

titucionales que ahora invo.ca. 

En atención a 10 expuesto y a la reiterada jurisprudencia 

de Vuestra Excelencia sentada en casos análogos (Fallos, tomo 

158, página 197 y los citados en el mismo), solicito se declare 
improcedente la queja deducida. 

Iloracio R. Lartcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso ele hecho por denegación del extraordinario in­
terpuesto por el propio recurrente Nicolás Iviartínez en los 

autos que se le sigue por homicidio en la persona de su esposa, 
contra sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provin­

cia de Buenos Aires 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor Pro­
curador General y por tratarse en los agravios que se expresan 

ele cuestiones de hecho y prueba, así como de normas procesa­
les extrañas a los fines del artículo 14 de la ley número 48, 
se declara bien denegado el recurso e improcedente la queja. 

Hágase saber y nrchívese, devolviéndose los autos principales 

remitidos como mejor informe con transcripción ele la presente 
resolución y del dictamen ele referencia al tribunal ele origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gúrno LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. - Jt_TLI:Í.N

v. PERA. 
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de la ley numero 48, no es la Suprema Corte, sino la Camara 

del Crimen, y por consiguiente, el mencionado recurso debid 

interponerse contra el fallo de dicha Camara, si, en concepto cle! 

recurrente, al dictarlo se habia incurrido en las violaciones cons- 

titucionales que ahora invoca. 

En atencién a lo expuesto y a Ja reiterada jurisprudencia 

de Vuestra Excelencia sentada en casos analogos (Fallos, temo 

158, pagina 197 y los citados en el mismo), solicito se declare 

improcedente la queja deducida. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1981. 

Autos y Vistos: 

EI! recurso de hecho por denegacién del extraordinario in- 
terpucsto por el propio recurrente Nicolas Martinez en los 

autos que se le sigue por homicidio en la persona de su esposa, 

contra sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provin- 

cia de Buenos Aires 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sefior Pro- 

curador General y por tratarse en los agravios que se expresan 

de cuestiones de hecho y prueba, asi como de normas procesa- 

les extrafias a los fines del articulo 14 de Ja ley numero 48, 

se declara bien denegado el recurso e improcedente la queja. 

Hagase saber y archivese, devolviéndose los autos principates 

remitidos como mejor informe con transcripcién de fa presente 

resolucién y del dictamen de referencia al tribunal de origen. 

J. Ficurroa Atcorta. — Roserto 

Repetro. — R. Guino Lavatwe. 

ANTONIO SAGARNA. — JuLIAn 

V. PERA,
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Ferrocarriles del E:'llado contra los sc,/Orcs Co111pa[Jnc Hcr111a11os,

sobre r.rpropiación. 

Sumario: La garantía conStitucional que exige la calificación 
por ley para que haya lugar a la e:xpro.piación, no importa la 
obligación del Congreso, de dictar una ley especial para ca'" 
de. una ele las propiedades que sea afectada por la obra pú­
L!irn a realizar, pues hasta la autorización general para 
expropiar que haga la ley nacional respectiva. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Santiago Agosto 12 de 1930. 

Y Vistos: 

Que a fojas 4 se presenta don Braulio Pereyra en represen­
tación de los Ferrocarriles del Estado acompañando una boleta ele 
depósito en el Banco de la Nación Argentina por la suma de 
ciento cuarenta y un pesos con cuarenta y ocho centavos nacio­
nales en que aprecia el valor de ,ciento treinta y un mil quinien­
tos ochenta metros cuadrados de tierra que afecta la forma di:. 
sellada en el plano que también adjunta; que en ese sentido ini­
ci,i. juicio de expropiación fundado en las disposiciones ele los 
artículos 7'', 3'' y l '' de las leyes 5513, 5757, 6369 y 5703. Ter­
mina su exposición pidiendo se fije definitivamente en caso 
de no ponerse de acuerdo las partes, el precio que debe pa­
garse y oportunamente �e ordene la escrituración a favor de
su representado con las costas en el orden establecido pür el 
artículo 18 de la ley 189. De conformidad con el trámite sumario, 
se convocó a las partes a la audiencia que tuvo lugar a fojas 21 
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vuelta habiendo el actor ratificado su demanda y el demandado 
·deducido en su escrito de fojas 22 una excepción previa de

• falta de acción y colocándose en la hipótesis de que fuere via­
Ue la expropiación, manifiesta disconformidad en virtud de las
razom:s qué ·aduce solicitando en definitiva que se le abone la

suma de diez y ocho mil pesos moneda nacional o la que en
definitiva fije el juzgado. En esta misma audiencia las partes

ofrecieron sus respectivas pruehas, las que uirn vez produci­
das informaron sobre su mérito respectivamente a fojas 81 y

fojas 84, llamándose autos a fojas 87 para dictar sentencia, y

Considerando : 

Que el demandado opone como defensa previa la falta dt' 
acción en el demandante basado en el hecho de no haberse dic­

tado una ley especial por el Congreso que haga viable la proce­
dencia de la expropiación en el presente caso. 

Que el proveyentc tuvo oportunidad de pronunciarse sobre 

el caso en el juicio seguido contra don Carmelo V. V.idal por 
la misnrn. empresa, resolución que fué Confirmada por la Cá­
man1. Federal y la Suprema Corte de la Nación. 

Que, en síntesis, el recordado fallo sostiene que el requisito 
constitucional de que la utilidad pública ele la expropiación de­

he ser calificada por ley. no obliga al Congreso a dictar una 
ley especial por cada una de las propiedades afectadas por la 

obra de utilidad pública, bastando la autorización general pa­

r;:\ expropiar que haga la ley calificando la obra de cuya cons­
trncción se trata. 

Que en este sentido, de acuerdo con lo dispuesto por el ar­
tículo ¡,., de la ley número 6369, 12 <le la ley número 6757 que 
detfrmina precisamente la calificación por tratarse de la sim­

ple prolongación de la vía férrea del mencionado ramal, y lo 

dispuesto además por la Suprema Corte N aciana! en el tomo 

120, página 333, resulta improcedente la excepción opue:-ta y 
por ello así -=r- declara. 
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Que entrando al estudio de los antecedentes relativos a la 

expropiación y a la fijación del precio que corresponde por los 

distintos con,ceptos enunciados en la ley de la materia número 

189, debe advertirse que ninguno de los dictámenes periciales: 

Palmeyro, fojas 30; Ríos, fojas 35, y :Moisés Caro!, perito ter­
cero, fojas 42, satisface la necesidad judicial, desde el momen­

to qt1e el primero determina una suma muy exagerada, el se­

gundo reduce al extremo dicha cantidad, y el terc:ero no annoni­
Z<'. l;:1 contradicción que nace de la diferencia de esos criterios, 

por cuanto la indemnización que fija es elevada y no está de 

acuerdo con los antecedentes que sirven ele hase para la apre­

ciación. 

Qm-'. en efecto, el mismo perito Palmeyro, que dictamina 

por la parte de los señores Compagno Hermanos, aprecia en trein­

t<1. pesos moneda nacional la hectárea del terreno expropiado, la 

qul', multiplicada por las trece hectáreas, diez y seis áreas que 

forman toda la extensión ele la superficie ocupada por el fe­

rrecarril, im,portan la cantidad de cuatrocientos noventa y cua­

tro pesos .con ochenta centavos moneda nacional. 

Que en cambio por indemnización de daños y peqmc10s 

justiprecia el mismo perito en la cantidad de catorce mil sete­

cientos setenta y un pesos con veinte centavos moneda nacional. 

Que en esta indemnización excluye los daños que pueden 

producir las chispas de las locomotoras, que de ninguna ma­
nera son perjuicios reales, y sí solo hipotéticos, que en caso 

de resultar podría dar lugar a la ac,ción correspondiente, pero que 

· en este juicio no puede formar parte de materia a los efectos

de indemnización.

Qüe en cuanto al fraccionamiento debe ella comprender {mi­

camente, dada la depreciación ele la propiedad por dicha causa­

una cantidad equitativa y que guarde armonía con el precio fi­

jado por hectárea, no debiendo tomarse en consideración el alam­

brado que puede colocar el duefio del terreno, desde el momen-
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to que lit empresa está obligada por la ley respectiva ele ferro­
carriles a cerrar con alambrado durante todo el trayecto re­
corrido por los trenes a uno y otro lado dd la zona de la vía con 
el fin de mantener la seguridad del tráfico ferroviario y evitar 
accidentes. 

Que el tercer perito, lvloisés Carol, repite y determina en 
su informe estas mismas causas de indemnización y llega tam­
bién a la conclusión a una suma exagerada. 

Que por esta razón el juzgado se aparta• de los referidos 111-

formes, porque no están además de acuercjo con el artículo 16 
ele la ley número 189 que fija los puntos sobre que dehe versar 
la expropiación. 

Que por estas circunstancias considera el proveyentc, lmi­
camentt como justa, el valor del terreno a razón de la suma ele 
treinta pesos moneda nacional por hectárea, la depreciación de 
la propiedad qtle sufre a consecuencia del fraccionamiento, que 
se fija prttdenc.ialmente en la suma ele trescientos pesos de igual 
moneda. 

Que, en consecuencia. debe abonarse a los señores Com­
pagno Hermanos, por la expropiación de las trece hectáreas, quin­
ce áreas, o.chenta centiáreas por los conceptos que acaban de 
enunciarse, la cantidad que ello importe previa la operación arit-
1nética corrrespo11dientc. 

Por estas consideraciones, resuelvo: no haciendo lugar a la 
excepción de falta de acción y declarando procedente la expro­
piación demandada, declaro: que la empresa de los Ferrocarri­
les del Estado, está obligada a pagar a los, señores Compagno 
Hermanos la suma de seiscientos noventa y cuatro pesos con 
setenta y cuatro centavos moneda nacional, con los intereses le­
gales desde el día de la ocupación, dentrb del término ele diez 
días, con costos debiendo éstos limitarse a las actuaciones del 
juicio y a los honorarios de los peritos (S. C. N., tomo 26, pá­
gina 421, y tomo 28, página 205). - J. 1. Cáccrcs.·
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SEXTEXCTA DE f,A c.\),!ARA FEDERAL 

Córdoba, Junio 16 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por ambas parte..; cn11-

tra la sent(:'ncia de fecha 12 de agosto del allo próximo pa:--ado. 

corriente a fojas 88, dictada por el se\lor J nez Ft"dcral de San­

tiago del Estero. en el juicio seguido por los Fcrrocarrile� del 

Estado contra los selJ.ores Compagno Hermanos, sobre expro­

piación, y en la que se resuelve declarar que la empresa actora 

c�;tá obligada a pagar a los demandados la suma ele seiscientos 

noventa y cuatro pesos con setenta y cuatro centavos moneda 

nacional con los intereses legales desde el día ele la ocnp<�ción, 

dentro del ténnino de diez días con costos, dehiendn ésto� limi­

tarse a las actuaciones del juicio y a los honorarios de lo:-; peri­

tos; y 

Considerando 

Que, como lo ha eshlhleciclo la Corte Suprema l'n la cau�a 

seguida poi· el actor contra don Carmelo V. Viclal. citada por 

el "a quo'' la garantía del artículo 17 de 1a Constitución :'\acio­
nal en cuanto establece que la expropiación por causa ele uti­

lidad pública debe ser calificada por ley y previamente indem­

nizada, no importa la obligación del Congreso ele dictar una ley 

especial para cada una de las propiedades que sea afectada por 

el tntzado de una línea férrea u otra obra pública cualquiera 

de utilidad nacional, por cuanto no incumbe al Congreso Xa­

cional entrar al detalle o estudio de los terreno.e; que fueren ne­

cesarios para la realización de aquéllas, siendo todo esto, del 

resorte de las autoridades administrativas, bastando, en conse­
cuencia, la autorización general . para cxpropmr tp1e se conten­

ga en la ley- al calificar la ohra de que se trate,. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA PEDERAL 

Cordoba, Junio 16 de 19381. 

Y Vistos : 

El recurso de apelacién interpueste por ambas partes con- 

tra la sentencia de fecha 12 de agosto del afio préximo pasado, 

corriente a fojas 88, dictada por el sefor Juez Federal de San- 

tiago del Estero. en el juicio seguido por los Ferracarriles cel 
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esta obligada a pagar a los demandados la suma de seiscientos 

noventa y cuatro pesos con setenta y cuatro centavos moneda 

nacional con los intereses legales desde el dia de la ocupacidn, 

dentre del término de diez dias con costos, dehiendo éstos limi- 
tarse a las actuaciones del juicio y a tos honorarios de los peri- 

tos; y 

Considerando 

Que, como lo ha establecido la Corte Suprema en la causa 

seguida por el actor contra don Carmelo V. Vidal. citada por 

el “a qua” la garantia del articulo 17 de la Constitucién Nacio- 

nal en cuanto establece que la expropiacién por causa de uti- 

lidad pttblica debe ser calificada por ley y previamente indem- 

nizada, no importa la obligacion del Congreso de dictar una ley 

especial para cada una de las propiedades que sca afectada por 
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de utilidad nacional, por cuanto no incumbe al Congreso Na- 
cional entrar al detalle o estudio de los terrenos que fueren ne- 

cesarios para Ja realizacién de aqueéllas, siendo todo esto, del 
resorte de las autoridades administrativas, bastando, en conse- 

cuencia, la autorizacién general .para expropiar que se conten- 

ga en Ja ley al calificar la obra de que se trate,.
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Que el artículo l '1 de la ley número 6369 y el 12 de la 
k·y número 6757 son suficientes para justificar la presente ex­
propiación, exigiendo simplemente esta última disposición que 
lo� ferrocarriles que se construyan por cuenta de la Nación, 
c�tl'n ele acuerdo con los planos que en cada caso apruebe el 
POfkr Eje,nttivo. 

Urn.: mediante el auto dictado por esta Cámara
1 

para me­
jor proveer, y de Jo infnnnado por su mérito por, el l\tiin.isterio 
de ( )bras J >úblicas ele la Nación a fojas 118, se acredita, que 
el ramal del kilómetro 644 a El Bravo, y progresivas kilomé­
tricas ú48 y G52j386 ele propiedad de los señores Compagno 
I-frrmanos, está comprendido dentro <le los inmuebles sujetos
c:i. expropiación según los planos aprobados por el Poder Eje­
cutivo. 

Que siendo esto así, no procede la excepción de falta de 
acci<'m opuesta por el demandado. 

Qtw entrando a considerar el valor del terreno, que se ex­
propia y el de los daños consiguientes, el tribunal encuentra 
equitativas las sumas que por esos conceptos manda pagar la 
sentencia. 

En cuanto al prc.c10 de treinta pesos por hectárea que cs­
tabkcc, ce el que corresponde a la avaluación ele dos de los 
perito.-; que han dictaminado, el propuesto por el actor y el 
tercl'ro nombrado por el "a quo", y respecto a los perjuicios, el 
úniu, causado por la vía férrea, insignificante sin eluda, por 
tratarse ele un campo sin cultivo ele ninguna especie y hasta 
inadecuado para la ganadería por stt falta de agua. elestinad(i 
casi en absoluto para explotación forestal. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma en todas su:-: 
partes el fallp apelado, con los costos ele ley. 

Hágase saber, transcríhase y <levuélvaüse. 11/iguc/ .·-/ . 
. ...Jliayu. - JJastor Achá'l1al. - R. Vi/lar Palacio. 
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JHCTAJ\IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Ail'es, Agosto 21 de 1931. 

, Suprema Corte : 

El recurrente ha fundado el presente recurso en la cir­
cunstancia de que la expropiación promovida por la Administra­
ción ele los Ferrocarriles del Estado no está autorizada por ley 

1 

como lo exige el artículo 17 de la Constitución, invocando t'ste 
artículo para oponerse a la cxprofJiación decretada en la sen­
tencia recurrida. En su mérito considero procedente el recurso 
el educido. 

En cuanto al fondo del recurso, debo recordar la doctrina 
sl!ntacla por Vuestra Excelencia .en un caso semejante, estable­
ciendo que la garantía constitucional que exige la calificación 
por ley para que haga lugar a la expropiación, no importa la 
obligación �\el Cong1;eso de dictar una ley especial para cada 
u112. de las propiedades que sea afectada por el trazado de una 
líne?. férrea u otra obra púhlica cualquiera de utilidad nacional, 
por cuanto no incumbe al Congreso entrar al detalle o estudio 
ck los terrenos que fnei-cn necesarios para la realización ele 
aquéllas, siendo todo esto del resorte de las autoridades admi­
nistrativas: hasta para salvar el principio ele la inviolabilidad 
ck la propiedad, la autorización general para expropiar que ha­
g<'. h•. ley nacional respectiva, calificando la obra de cuya cons­
tn1cción se trata como lo ha enseñado la práctica y la j uris­
pntdencic, constante de esta Corte Suprema (Fallos: tomo L�O. 
página 333 y los allí citados). En el mencionado caso agrega­
h2. Vttestra Excelencia una consideración que también es apli­
cable al prescnk, cuando decía que tanto el artículo l '1 de la ley 
número 6369, como el attículo 12 de la ley número 6757, es­
pecialmente este último, son suficientes para justificar la ex¡1ro­
piación de autos, según se desprende del texto de cli.'..:ho artículo 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 21 de 19381. 

‘Suprema Corte: 
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nistrativas; basta para salvar el principio de la inviolabilidad 

de la propiedad, la autorizacion general para expropiar que ha- 
ga le ley nacional respectiva, calificando la obra de cuya cons- 

truccion se trata como lo ha ensefiado la practica y la juris- 

prudencia constante de esta Corte Suprema (Fallos: tomo 120. 

pagina 333 y los alli citados). En el mencionado caso agrega- 
ha Vuestra Excelencia una consideracion que también es apli- 

cable al presente, cuando decia que tanto el articulo 1" de la ley 
ntimero 636S, como el articulo 12 de la ley ntimero 6757, es- 

pecialmente este dltimo, son suficientes para justificar la expro- 

piacion de autos, segiin se desprende del texto de dicho articulo
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12. al declarar de utilidad pública y sujetas a expropiación las
tierras que sean necesar'ias para las vías, estaciones, talleres,
galpones de carga, etc., de los ferrocarriles (]_ue se construyan
por cuenta de la Nación de acuerdo con los planos que en cada
caso apruebe el Poder Ejecutivo, siendo a cargo ele la Admi­
nistración General gestionar la expropiación con arreglo a l�t
ley de la materi� (Fallos, tomo 150, página 354).

En atención a la doctrina re::orclacla, corresponde la con­
firmación del fallo apelado, en cuanto ha podido ser materia 
del recurso deducido. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor 
Procurador General, que establece los hechos y la apreciación 
legal ele· los mismos con arreglo a las constancias ele autos, se con­
firma la sentencia apelada en la parte que ha pocldio ser materia 
del recurso. 

Notifíquese y devuélvanse_. debiendo reponer los sellos en el 
juzgad() de origen. 

J. FIGUEROA ALCORT.A. - ROBERTO 

REPETTO, - R. Gumo LAVALLE, 

ANTONIO SAGARKA, - Jvr.r.\N 

V. PERA. 
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firmacién del fallo apelado, en cuanto ha podido ser materia 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 81 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sefior 

Procurador General, que establece los hechos y Ja apreciacién 

legal de'los mismos con arregio a las constancias de autos, se con- 
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Notifiquese y devuélvanse, debiendo reponer Jos sellos en el 
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J. Figueroa Atcorta. — Ropertro 

Repetto. — R. Guipo LavaLir. 

ANTONIO SAGARNA. — JurrAn 

V. Prra.
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Carlos Pastor Rodríguc::; (su sucesión), contra. la Ca,ja 1\Tacio-

11al de J11bilacio11cs Bancarias, sobre devolución de aportes. 

S'1t1na.rio: No procede acordar el beneficio establecido por el 
artículo 52 de la ley número 11.175 solicitado por la hija del 
empleado fallecido, en un caso en que si bien éste tenía más 
de diez años c1e servicios, no dejó derechos a lJensión. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCIÓN llE LA CAJA 

Acta número 289 del 16-3-1931. Devolución de apor­
te:- (Denegada). 

Vistos el expediente R.13252!1930, en el cual la señorita 
E:-:ther Rodríguez solicita la devolución de los aportes efectuados 
por sn padre fallecido, don Oarlos P. Rodríguez, ex empleado 
ele la Sociedad Bancaria de Hacendados, y atento a lo acon5c­
jadu por la Comisión, el Directorio resuelve no hacer lugar a 
lo solicitado en razón de que el h.eneficio de la devolución de 
aportes establecido por la ley 11.575, corresponde únicamente 
a los afiliados a la Caja y debe ser ejercido por ellos mismos, 
no correspon.diendo tampoco el beneficio del artículo 52, por 
tl'ner el ,causante más de diez años ele servicios.� J. H. 111artín.

SEKTENCJA DE LA CJ\).I,\RA FEDERAL DE .APELACION" 

Buenos Aires, Mayo 11 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

::.Jo hay discrepancia entre las partes acerca de los sigwen­
tes puntos: a) Don Carlos Pastor Rodríguez, padre de la pe-

54 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Carlos Pastor Rodrigues (su suceston), contra la Caja Nacio- 

nal de Jubilaciones Bancarias, sobre devolucién de aportes. 

Sumario: No procede acordar el beneficio establecido por el 

articulo 52 de la ley nimero 11.175 solicitado por la hija del 

empleado fallecido, en un caso en que si bien éste tenia mas 

de diez afios de servicios, no dejé derechos a pensien. 

Case: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DE LA CAJA 

Acta nttmero 289 del 16-3-1931. Devolucién de apor- 

tes (Denegada). 

Vistos el expediente Rj3252|1930, en el cual la seforita 
Esther Rodriguez solicita la devolucién de log aportes efectuados 

por st. padre fallecido, don Oarlos P. Rodriguez, ex empleado 

de Ja Sociedad Bancaria de Hacendados, y atento a lo aconse- 

jada por la Comisién, el Directorio resuelve no hacer lugar a 
Jo solicitado en razon de que el heneficio de la devolucion de 

aportes establecido por la ley 11.575, corresponde tinicamente 

a los afiliades a la Caja y debe ser ejercido por ellos mismos, 

no correspondiendo tampoco el beneficio del articulo 52, por 

tener ef causante mas de diez afios de servicios. — J. B. Afartin. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Mayo ji de 1981, 

Vistos y Considerando: 

No hay diserepancta entre las partes acerca de los sigtien- 

tes puntos: a) Don Carlos Pastor Rodriguez, padre de la pe-
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ticicnante falleció estando aún en ejercicio de sus funci(l\lt'S 
y después ele haber prestado más de veinticinco años de servi­
cios; h) Cuando ocurrió el fallecimiento, la hija Esther tenía 
más ck veintidós al1os ele edad, y 110 ha comprobado hallarse 
absolutamente imposibilitada para el trabajo. 

El causante tenía derecho a juhilación y, en consecue11.(m.
dejó derecho a pen�ión a las personas mencionadas en el artícu­
lo 48 de la ley número 11.575. ep el orden que establece el ar­
tículo 49. 

Sentado que el sc11or Rodríguez dejó a su muerte derecho 
a pensión, debe declararse que la solicitante no puede pretender 
el beneficio del importe de un mes del promedio de todos los 
sueldo�: percibidos por cada año de aportes a que se refiere el 
artículo 52, porque ese beneficio se establece únicamente para 
los casos en que el empleado falleció sin dejar derecho a pen­
sión. 

Pero aún en la hipótesis de que don Carlos P. Rodrí�uez 
hubiera fallecido sin dejar aquel derecho, tampoco podría la ¡w­

ticionante invocar en su favor el artículo 52 de la ley, porque 
ésta no acuerda beneficio alguno a las hijas mayores de Yeinti­
dós años de edad que no estuviesen absolutamente imposibilita­
das para el trabajo (Ley 11.575, art. 53, inc. C). 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 
este tribunal en el caso de Carlos V, Sourigues, contra la Caja 
Nacional ele Jubilaciones y Pensiones Civiles, fallado el 28 de 
Diciembre de 19281 se confirma la resolución apela'da de fs. 21 
que deniega el beneficio pedido por Esther Rodríguez. Den1él­
vaúse sin más trámite. - R. A .. J\Ta:::ar A11c/1orc1ia. - 1liarcrli110 
Escalada.�� fosé 1l1arcó. - Rodolfo 5'. Ferrcr. 
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ticionante fallecid estando aun en ejercicio de sus funcicues 
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lo 48 de Ja ley ntimero 11.575, en el orden que establece el ar- 
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el heneficio del importe de un mes del promedio de todos los 
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articulo 52, porque ese beneficio se establece tnicamente para 

los casos en que el empleado fallecié sin dejar derecho a pen- 

sion. 

Pero atin en la hipdtesis de que don Carlos P. Rodriguez 
hubiera fallecido sin dejar aquel derecho, tampoco podria la pe- 

ticionante invocar en su favor el articulo 52 de la ley, porque 

ésta no acuerda beneficio alguno a fas hijas mayores de veinti- 

dos afios de edad que no estuviesen absolutamente imposibilita- 
das para el trabajo (Ley 11.575, art. 53, inc. c). 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto por 

este tribunal en el caso de Carlos V. Sourigues, contra la Caja 

Nacional de fubilaciones y Pensiones Civiles, fallado el 28 de 
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DJCTAi\·IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

�ucnos Aires, Julio 3 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso que se trae a conocit1,iento ele V, E, es proce­
dente en mérito ele haberse puesto en cuestión la inteligencia que 
debe darse a una ley de caráctet· federal, como lo es la número 
11. 575 y ser la decisión dictada contraria a1 derecho fundado
en esa ley ( Art. 14, iuciso 3", ley 48) .

Para resolver la cuestión legal que se plantea en estos autos, 
hay que recordar que, dentro del régimen de la ley 11. 575: 1 \', 
e\ tiempo mínimo para dar derecho a jubilación es de diez años 
(art. 43); 2'·', que cuando fallece el empleado que tiene derecho 
a gozar ele jubilación, corresponde pensión a las personas enume­
i-aclas en el art. 48; 3"', que cuando estas personas no puedan 
disfrutar de pensión, por haber fallecido su .causante con menos 
ele diez años de servicios tienen derecho a una indemnización 
igual a un mes de sueldo por cada año de aporte; 4\ que el de­
recho a la pensión se extingue por las causales mencionadas en 
el artículo 53, 

La recurrente que está comprendida en una de las causales 
que extinguen el derecho a pensión, solicita que Cn. reem¡?lazo 
ck ésta se le acuerde la indenmizació11 ele un mes de sueldo por 
cada año de servicios, sosteniendo que esta indemnización ha si­
do acordada como compensación a las personas enumeradas en 
el artículo 48 que gozan de pensión. Sin embargo, no es esa la 
interpretación que corresponde dar a la ley 11. 575, pues el bene­
ficio de la indemnización prevista en el artículo 52 se concede 
como sustitutivo del derecho a. pensión cuando el causante no ha 
llegado al mínimum de años de servicios. Pero para hacer efec­
tivo uno u otro beneficio es indispensable estar en condiciones 
ele obtenerlo, vale decir, hallarse .comprendido en la enumeración 
que hace el artículo 48 y que el derecho a pensión no se haya 
extinguido por alguna de las causales que menciona el art. 53. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso que se trae a conocinvento de V. E. es proce- 

dente en mérito de haberse puesto en cuestion la inteligencia que 
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(art. 43); 2", que cuando fallece el empleado que tiene derecho 
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radas en el art. 48; 3°, que cuando estas personas no puedan 

disfrutar de pension, por haber fallecido su causante con menos 

de diez afios de servicios tienen derecho a una indemnizacién 

igual a un mes de sueldo por cada afio de aporte; 4°, que el de- 

recho a la pension se extingue por las causales mencionadas en 

el articulo 53. 

La recurrente que esta comprendida en una de las causales 
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de ésta se le acuterde la indemmizacién de un mes de sueldo por 
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do acordada como compensacién a las personas enumeradas en 

el articulo 48 que gozan de pensién. Sin embargo, no es esa la 

interpretacién que corresponde dar a la ley 11.575, pues el bene- 
ficio de la indemnizacién prevista en el articulo 52 se concede 

come sustitutivo del derecho a pension cuando el catisante no ha 

Ilegado al minimum de afios de servicios. Pero para hacer efec- 

tivo uno u otro heneficio es indispensable estar en condiciones 

de obtenerlo, vale decir, hallarse comprendido en la enumeracién 
que hace el articulo 48 y que el derecho a pension no se haya 

extinguido por alguna de las causales que menciona el art. 53.
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Se sostiene que si se acuerda la indemnización cuando el 
cmplrndo falleciere con menos de diez a0os de servicios, con 
mayor razón debe ser concedida si hubiere trabajado más de 
diez años, pero al decir esto se olvida que e.n este segundo c�so 
los deudos tienen derecho a pensión, de suerte que es nor esta 
caus2, que no le corresponde la indemnización. Es asimismo, 
inadmisible el argmnento que limita el alcance del artículo 53 a 
!;;,, extinción del derecho a la pensión sin afectar el b.eneficio de
le. indemnización, porque ello conduciría a comprender dentro 
del régimen de la Caja creada por la ley 11. 575 a personas que 
expresamente han sido excluídas de las ventajas que concede a 
sus afiliados. 

Por ello, creo que corresponde la confirmación de la sen­
tencia apelada. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1931. 

Vistos y considerando : 

Que el art. 38 ele la ley N"' 11. 575 determina las tres clases 
de jubilaciones a que pueden acogerse los beneficiarios de la 
misma. 

Que los arts. 39 a 43 establecen las condiciones para que 
pueda concederse la jubilación ordinaria, los siguientes hasta el 
48 fijan las que corresponden, a la jubilación por invalidez y 
retiro. voluntario. 

Que el art. 48 expresa que la viuda, viudo inválido. los hi­
JOs, o en su defecto los padres y a falta de éstos los hermanos 
solteros del causante que hubieran estado a cargo de éste, ten­
drán derecho a solicitar pensión en los casos en que con arreglo 
ti. la ley haya derecho a gozar de jubilación y ocurra el falleci­
miento del empleado. 

DE JUSTICIA DE LA NACION 57 

Se sostiene que si se acuerda la indemnizaci6n cuando el 
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diez afios, pero al decir esto se olvida que en este segundo caso 

les deudos tienen derecho a pension, de suerte que es por esta 
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jos, o en su defecto los padres y a falta de éstos los hermanos 
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miento del empleado.
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Que el ai-t. 52 establece un beneficio especial para las per� 

s<mas enumeradas en, el 48 en el caso que el empleado falleciera 

con, menos de 10 años ele servicios.

::.Jo existe en todo el articulado ele la ley, disposición alguna 

de la cual se infiera que el beneficiq acordado por el art. 52, sea 

extensivo a aquellos que teniendo más ele 10 años ele servicios 

fallezcan sin dejar derecho a pensión. 

Que, si el precepto legal que se analiza consagra situaciones 

que pudieran ser mús o menos inequitativas, es una cuestión que 

en todo caso puede ser resuelta por el Poder Legislativo, a lo que 

procede agregar, no sólo que esta Corte no está facultada para 

hacerlo, pues ella se limita a aplicar e interpretar la ley
1 

sino 

que, además y en estos casos de aplicación de leyes de previsión 

social, las interpreta en forma restrictiva, según lo tiene decla­

rado reiteradamente, a fin el.e que las Cajas de Juhilaciones ¡me­

clan ser ''estables y duraderas''.. 

Qm:. en cuanto al art. 16 de la Co11stitució11 Nacional, cuya 

inohservancia se alega, procede mencionar que esta Corte ha 

dejado establecido en constante jurisprudencia que, el principio 

de igt1aldad qlle consagra el referido ai-t. 16 de la Ley Funda­

mental, no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan 

excepciones o privilegios que excluyan a unos ele lo que se .con­

cede. <1• otrns en iguales concliciones o circunstancias. 

En su mérito y por los fundamentos preccctentemente ex­

puestos pnr el señor Procurador General, se confirma la sen­

l(:_ ncia recurrida en la parte qt1e ha podido ser materia del re­

cur.-;c:. Notifíquese y en su oportunidad devuélvanse al trihunal 

de prncedencia. 

J. F1cc1mO,\ .:\L(_'ORTA. ]:<oBERTO 

REPETTO. - R. GUIDO LAVALLE 

- ANTONIO SAGARNA. - JuuAN

V. PERA. 
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No existe en todo el articulado de la ley, disposicion alguna 

de la cual se inftera que el beneficiq acordado por el art. 52, sea 

extensivo a aquellos que teniendo mas de 10 afios de servicios 

fallezcan sin dejar derecho a pension. 
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rado reiteradamente, a fin de que las Cajas de Juhilaciones pue- 

dan ser “estables y deraderas”’. 

Que, en cuanto al art. 16 de la Constitucién Nacional, cuya 

inabservancia se alega, procede mencionar que esta Corte ha 

dejado establecido en constante jurisprudencia que, el principio 

de igualdad que consagra el referido art. 16 de la Ley Funda- 

mental, no es otra cosa que ef derecho a que no se establezcan 

excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se.con- 

cede, a otros en ignales condiciones o circunstancias. 

En su mérito y por los fundamentos precedentemente ex- 

puestos por el sefior Procurador General, se confirma la sen- 

tencia recurrida en la parte que ha podido ser materia del re- 
curse. Notifiquese y en su oportunidad devuélvanse al tribunal 

de procedencia. 

J. Ficueroa ALcorta. Roserro 

Reretto. — R. Guipo Lavabie 
— ANTONIO SAGARNA. — JULIAN 

V. Pera,
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NOTAS 

Con fecha tres ele Agosto de mil novecientos treinta y uno, 
fué confirmada por la Corte Suprema, la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelación del Paraná, la que confir­
mó, a su vez, la dictada por el Juez Letrado del Territorio Na­
cional de Misiones, que condenó a Federico Ramírez a sufrir 
la pena <le quince años de prisión, costas, accesorías Jegale� e 
inhabilitación absoluta por el tie111¡po de la condena ( art. 22, Có­
digo Penal), como autor del delito ele homicidio perpetrado en 
la persona de Filomena Gómez, el día 11 de Julio de 1928: en 
Puerto Naranjito, Departamento Corpus, jurisdicción del ex­
presado territorio. 

En siete del mismo, fué confirmada, igualmente, la sentt:'n­
ci� pronunciada por la Cámara Federal de Apelación del Paraná, 
12, que, a su vez, confirmó la dictada por el Juez Letrado del 
Territorio Nacional del Chaco, que condenó a Daniel Insaurral­
de, a sufrir la pena ele doce afios ele prisión, costas y accesorías 
legales, como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
perona de José Rivas. el día 15 ele Septiembre ele 1929, en Los 
Gansos, jurisdicción Villa Angcla de dicho territorio. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Guillermo Fagalcle y otros en autos con la Sociedad Poaz, 
Possc: (hoy Banco Español), sobre nulidad y reivindicación, por 
aparecer de las copias acompañadas por los recurrentes, que ha­
bían intervenido en las instancias ordinarias de la causa, con lo 
·que aparecían llenados en lo substancial los requisitos de la de­
fensa; a lo que se agregaba, que la cuestión debatida había :-;ido
resuelta, en el caso, aplicándose e interpretándose disposiciones
ele derecho común_, lo cual es ajeno al recurso ele puro derecho
federal,
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NOTAS 

Con fecha tres de Agosto de mil novecientos treinta y uno, 
fué confirmada por la Corte Suprema, la sentencia pronunciada 

por la Camara Federal de Apelacion del Parana, la que confir- 
m6, a su vez, la dictada por el Juez Letrado del Territorio Na- 

cional de Misiones, que condend a Federico Ramirez a suirir 

la pena de quince afios de prisién, costas, accesorias Jegales e 

inhabilitacion absoluta por el tienypo de la condena (art. 22, Co- 

digo Penal), como autor det delito de homicidio perpetrado en 

la persona de Filomena Gomez, el dia 11 de Julio de 1928, en 

Puerto Naranjito, Departamento Corpus, jurisdiccién del ex- 

presado territorio. 

En siete del mismo, fué confirmada, igualmente, fa senten- 

cla prontunciada por la Camara Federal de Apelacién del Parana, 

la que, a su vez, confirméd la dictada por el Juez Letrado del 

Territorio Nacional del Chaco, que condend a Daniel Insaurral- 

de, a sufrir la pena de doce afios de prision, costas y accesorias 

legales, como autor del delito de homicidio perpetrado en la 

perona de José Rivas. el dia 15 de Septiembre de 1929, en Los 
Gansos, jurisdiccién Villa Angela de dicho territorio. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Guillermo Fagalde y otros en autos con la Sociedad Poaz, 

Posse (hoy Banco Espafiol), sobre nulidad y reivindicacién, por 
aparecer de las copias acompafiadas por los recurrentes, que ha- 

bian intervenido en las instancias ordinarias de Ja causa, con 1p 

que aparecian Henados en lo stbstancial los requisitos de la de- 

fensa; a lo que se agregaba, que la cuestidn debatida habia side 

resuelta, en el caso, aplicandose e interpretandose disposiciones 

de derecho comm, lo cual es ajeno al recurso de puro derecho 

federal.
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Con fecha diez y siete no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Carlos Brunetti en autos con don Alfredo Haefliger, 
sobre rendición de cuentas, en razón ele que, aparte de que el 
auto recurrido no era definitivo, requisito indispensable a los 
efectos de la procedencia del recurso extraordinario intentado. 
cabía agregar, y a mayor abundamiento, que la resolución apela­
da se limitada a dar po.r aprobado un remate realizado y que 
no había sido observado, todo lo cual es ajeno al remedio fede­
ral

) 
art. 14, ley 48, ya que se trataba de cuestiones regidas por 

el derecho común, 

En diez y nueve del mismo y de conformidad con lo dicta­
minaclo por el señor Procurador General, nó se hizo lugar a la 
queja deducida por don Lindar Funes, curador "ad litem" de la 
incapaz Demófila del Carmen Funes, en el juicio ele mensura 
y reivindicación de la "Estancia Grande", promovida por Ninfa 
C. c.k Sosa y otros. contra los hoy herederos- ele doña Demófila
N úñez de Funes, en razón de que el Superior Tribunal de
Justicia. de la l-'rovincia de San Luis, al denegar el recurso ex�
traordinario para ante la Corte Suprema, sostuvo la improce­
dencia del mismo, dado que no se bahía p1·ivaclo a la parte in­
teresacfa el derecho de defensa en juicio, a que ha-cía referencia:
y

) 
además

) 
porque para la procedencia del recurso acordado por el

art. 14 de la ley 48, no basta la simple afirmación de que deter­
tninadas garantías constitucionales han sido vulneradas, si no
se demuestra dicha violación.

Con fecha veintiuno de Agosto fué confirtnada por la Cor­
te Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
Apdación del Paraná

) 
que confirmó, a su vez, la dictacla por el 

Juez Letrado del Territorio Nacional de :Misiones, que condenó 
a Alejandro Larrahuru o Larraburo

) 
a sufrir la pena de veinte 

años de prisión, accesorias legales y CO$tas del juicio, como autor 
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Con fecha diez y siete no se hizo lugar a la queja deducida 

por don Carlos Brunetti en autos con don Alfredo Haefliger, 

sobre rendicién de cuentas, en razon de que, aparte de que el 

auto recurrido no era definitivo, requisito indispensable a los 

efectos de la procedencia del recurso extraordinario intentado, 

cabia agregar, y a mayor abundamiento, que fa resolucién apela- 

da se limitada a dar por aprobado un remate realizado y que 

no habia sido observado, todo lo cual es ajeno al remedio fede- 

ral, art. 14, ley 48, ya que se trataba de cuestiones regidas por 

el derecho comtin. 

En diez y nueve del mismo y de conformidad con lo dicta- 

minado por el sefior Procurador General, no se hizo lugar a la 

queja deducida por don Lindor Funes, curador “ad litem” de Ja 

incapaz Demdfila del Carmen Funes, en el juicio de mensura 

y reivindicacion de la “Estancia Grande”, promovida por Ninfa 

G. de Sosa y otros. contra los hoy herederos. de dofia Deméfila 

Nufiez de Funes, en razon de que el Superior Tribunal de 

Justicia, de la Provincia de San Luis, al denegar el recurso ex- 

traordinario para ante la Corte Suprema, sostuvo fa improce- 

dencia del mismo, dado que no se habia privado a la parte in- 

teresada el derecho de defensa en juticio, a que hacia referencia; 

y, ademas, porque para la procedencia del rectirso acordado por ej 

ari. 14 de la ley 48, no basta la simple afirmacion de que deter- 

minadas garantias constitucionales han sido vulneradas, si no 

se demuestra dicha violacion. 

Con fecha veintiuno de Agosto fué confirmada por la Cor- 

te Suprema la sentencia pronunciada por la Camara Federal de 

Apelacion del Parana, que confirmd, a su vez, la dictada por et 

Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, que condend 

a Alejandro Larraburu o Jarraburo, a sufrir la pena de veinte 
afios de prisién, accesorias legales y costas del juicio, como autor



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 61 

ele! delito de homicidio perpetrado en la persona de :iVIanuel H.i­
vero, el día 10 ele Junio del año 19281 en Posadas, Capital del 
expresado Territorio. 

En la misma fecha, fué confirmada por la Corte Suprema, 
ia sentencia pronunciada por la Cámani1 Federal de Apelación de 
La Plata. la que, confirmó, a su vez, la dictada por el Juez Le­
trado del 'Territorio Nacional de la Pampa Central, que con­
denü a Ernesto Fuentes o Carlos Riú o Pedro López, a sufrir 
la pena de diez y seis años y seis meses de reclusión, acceso.rías 
legah•s y costas, como autor del delito ele homicidio perpetrado 
en la persona de Juan Arvelo, el día 8 de lviarzo de 1925, en 
Larruudé, jurisdicción del expresado territo1:io. 

En b misma fecha no se hizo lugar a la queja declucicla por 
d011 Pedro Aquino en autos con clon A. Ferraris, por aparecer 
de lc)s autos venidos por vía de informe que la sentencia del 
Juez en lo Civil, al confirmar por sus fundamentos la del Juez 
de l)az, se limitó a apreciar puntos ele hecho y de derecho común, 
lü cual es ajeno al recurso extraordinario; agregándose, a mayor 
a'1undamiento1 que el recurrente había sido oído en las instan­
cias ordinarias del pleito, llenándose así en lo substancial el rc­
qnisito de la defensa en juicio. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don J. P. l\ilercier,, en autos con los señores Griet y Cía., sobre 
oposición al registro de una marca, por aparecer de las copias 
acompañadas por el recurrente, que la Cámara Federal de Ape­
lación ele la Capital había resuelto las cuestiones planteadas por 
apreciación de puntos de hecho, lo cual es ajeno al recurso ex­
traordinario de puro derecho federal. 
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del delito de homicidio perpetrado en la persona de Manuel Ri- 

vers, el dia 10 de Junio del afio 1928, en Posadas, Capital del 

expresado Territorio. 

fn la misma fecha, fué confirmada por ta Corte Suprema, 

la sentencia pronunciada por la Camara Federal de Apelacién de 

La Plata, la que, confirméd, a su vez, la dictada por el Juez Le- 

trado det Territorio Nacional de la Pampa Central, que con- 

dené a Ernesto Fuentes o Carlos Ritt o Pedro Lopez, a sufrir 

la pena de diez y seis afios y seis meses de reclusién, accesorias 

legales y costas, como autor del delito de homicidio perpetrado 

en la persona de Juan Arvelo, el dia 8 de Marzo de 1925, en 
Larruudé, jurisdiccién del expresado territorio. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 

don Pedro Aquino en autos con don A. Ferraris, por aparecer 

de los autos venidos por via de informe que la sentencia del 

Juez en lo Civil, al confirmar por sus fundamentos !a del Juez 

de Paz, se limité a apreciar puntos de hecho y de derecho comtn, 

Jo cual es ajeno al recurso extraordinario; agregandose, a mayor 

abundamiento, que el recurrente habia sido oido en las instan- 

cits ordinarias del pleito, Henandose ast en lo substancial el re- 

quisito de la defensa en juicio. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 

don J. P. Mercier, en autes con los sefiores Griet y Cia., sobre 

oposicion al registro de una marca, por aparecer de las copias 
acompafiacas por el recurrente, que la Camara Federal de Ape- 

facion de la Capital habia resuelto las ctiestiones planteadas por 

apreciacién de puntos de hecho, lo cual es ajeno al recurso ex- 

traordinario de puro derecho federal.
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En la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado por 

el señor Procurador General, se declaró improcedente la queja 
deducida por la Sociedad Anónima </Ciudad ele Quequén", en 

autos con la :i.\1unicipaliclad de Lobería, por cobro ele imptte'..;tus, 

en razón ele no aparecer de los autos venidqs por vía ele infor­
me, haberse interpuesto recurso alguno ele apelación para ante 

la Corte Suprema ele la Nación, ele la sentencia definitiva pro­
nunciada por la Cámara ele Apelaciones del Departamento de 

Costa Sud, y porque la apelación extraordinaria ( artículo 14, 

ley 48), deducida lo fué contra el auto de la Suprema Corte ele 
12. Provincia de Buenos Aires que sólo decidía una cuestión ele

derecho procesal, ajena a la revisión que la Corte Suprema ¡me­
dc hacer en los términos del recurso extraordinario, acordado

únicamentt para cuando se controvierten cuestiones de pnn I de­

recho federal.

Con fecha veintiocho no se hizo lugar a la queja dcclucida 

por Vicente P. Squadroni, en 1a causa seguida en su contra, 
por el supuesto delito ele cheque doloso, por aparecer de los au­

tos principales, que la Cámara de Apelaciones en lo Criminal 

y Correccional de la Capital, al revocar la rcrnlttción del infe­
rior, porque el procesado no se encontraba ''en las condiciones 

del art. 26 del Código Penal". se ha limitado a interpretar dis­

posicíones de derecho común, lo cual es ajeno al rccur;;u ex­
traordinario ele puro derecho federal. 

Con fecha treinta y uno de Agosto de mil novecientos trein­

ta y uno fué confirmada por la Corte Suprema la sentencia pro­

nunciad2. por la Cámara :Federal ele Apelación del Paraná, la que, 
a su vez, confirmó en todas sus partes, la dictada por el Juez 

Letrado del Territorio Nacional de :Misiones. que condt-rn') a 

1'.'Jartín Gómez, a sufrir la pena de dieciséis años y seis meses 
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En la misma fecha y de conformidad con lo dictaminade por 

el sefior Procurador General, se declaré improcedente la queja 

deducida por la Sociedad Anénima “Ciudad de Quequén’. en 

autos con la Municipalidad de Loberia, por cobro de impuestos, 

en razon de ne aparecer de los autos venidos por via de infor- 

m¢, haberse interpuesto recurso alguno de apelacién para ante 

la Corte Suprema de la Nacién, de la sentencia definitiva pro- 

nunciada por la Camara de Apelaciones del Departamento de 

Costa Sud. y porque la apelacion extraordinaria (articulo 14, 

ley 48), deducida lo fue contra el auto de la Suprema Corte de 

2 Provincia de Buenos Aires que sdlo decidia una cuestién cde 

dereche procesal, ajena a Ja revision que fa Corte Suprema pue- 
de hacer en los términos del recurso extraordinario, acordado 

imicamente para cuando se controvierten cuestiones de puru de- 

recho federal. 

Con fecha veintiocho no se hizo lugar a la queja deducida 

por Vicente P. Squadroni, en la causa segtida en su contra, 

por el supuesto delito de cheque dofoso, por aparecer de fos au- 

tos principales, que la Camara de Apelaciones en to Criminal 

y Correccional de la Capital, al revocar la resolucién del infe- 
rior, porque el procesado no se encontraba “en las condiciones 

de! art. 26 del Codigo Penal’. se ha limitado a interpretar cis- 

posiciones de derecho comun, lo cual es ajeno al recursy ex- 

traordinario de puro derecho federal. 

Con fecha treinta y uno de Agosto de mil novecientos trein- 
ta y uno fué confirmada por la Corte Suprema Ja sentencia pro- 

nunciada por la Camara Federal de Apelacion del Parana, la que, 
a su vez, confirmo en todas sus partes, la dictada por el Juez 

Letrado del Territorio Nacional de Misiones. que conden) a 

Martin Gomez, a sufrir la pena de dieciséis afios y seis meses
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de reclusión., accesorías legales y costas del proceso, como autor 

del delito ele homicidio perpetrado en la persona de Víctor ( ;a­

larza, el día 9 de Diciembre de 1926, en ''f\terto lVfineral", ju­

risdicción del expresado territorio. 

Hrrrcra ./lurelio
1 

cri111inal, contra, j,or !to111icidio. 

Swnario: l '1 Convicto y confeso el reo ele haber dado muerte a 

�u abuelo inerme en su propia casa, hiriéndolo por la espal­

da y requisando los bolsillos y cinto de la víctima, lo que 
prueba la intención del robo, procede confirmar la sentencia 

que lo condenó a veinte años ele prisión, ya que por no ha­

ber apelación acusatoria, no pudo aumentarse la pena. 

2�· .\cus�t11clo la instancia del sumario, deficiencias ele­

mentales por parte del Juez instructor, insuficiericias que el 
Tribunal ha comprobado en otro oportunidad, debe rdtc­
rársde la sanción disciplinaria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Resistencia, Abril 22 de 1929. 

Y Vistos: 

Esta causa criminal seguida ele oficio contra :\urelio H err('­

n:�. sin sobrenombre ni apodo, argentino, ele 20 aííos de edad, 
soltero, jornalero, con poca instrucción y domiciliado en el paraje 

denominado. Las Bolsas, jurisdicción de Ganceclo de este terri­
toríu, acusado por el delito ele homicidio perpetrado en la per­

sona ele su abuelo Gaspar Herrera, hecho ocurrido el día 14 de 
�"-\liril ele 1928, en el lugar mencionado, de la que 1\:'sulta: 
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de reclusion, accesorias legales y costas del proceso, como autor 

del delito de homicidio perpetrado en la persona de Victor Ga- 

larza, el dia 9 de Diciembre de 1926, en “Puerto Mineral", ju- 

risdiccién del expresado territorio. 

Herrera Aurelio, criminal, contra, por homicidio, 

Suunario; 1" Convicto y confese el reo de haber dado muerte a 

su. abuelo inerme en su propia casa, hiriéndolo por la espal- 

da y requisando fes botsillos y cinto de la victima, lo que 
prueba la intencién del robo, procede cenfirmar la sentencia 

que lo condend a veinte afios de prisién, ya que por no ha- 

ber apelacion acusatoria, no pudo aumentarse la pena. 

2" Acusando la instancia del sumario, deficiencias ele- 

mentales por parte del Juez instructor, insuficiencias que el 

Tribunal ha comprobado en otro oportunidad, debe reite- 

rarsele la sancion disciphnaria,. 

Caso: Le explican las piezas siguientes : 

SENTENCYA DEL JUEZ LETRADO 

Resistencia, Abril 22 de 1929, 

Y Vistos : 

Esta causa criminal seguida de oficio contra Aurelio Herre- 

ra, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de 20 afios de edad, 

solterc, jornalero, con poca instruccién y domiciliado en el paraje 

denominado. Las Lolsas, jurisdiccién de Gancedo de este terri- 

torio, acusado por el delito de homicidio perpetrado en la per- 

sona de su abuelo Gaspar Herrera, hecho ocurrido el dia 14 de 
Abril de 1928. en el lugar mencionado, de la que resulta:



64 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Que com,o a las doce horas del día citado en circunstancias 
que el procesado Aurelio Herrera, se hallaba en casa de su abue­
lo Gaspar Herrera, a raíz de una cuestión suscitada en el mo­
mento, aquél tomó un "wínchester" que había en el interior de 
la habitación de Gaspar e hiriendo a éste de un disparo. produ­
ciéndole la muerte en el acto. 

A fs. 1, la instrucción tiene conocimiento del hecho y re­
suelve constituírse en el lugar, como consta a fs. 2. 

A fs. 3 vta. presta declaración indagatoria el procesado Au­

relio Herrera, confesándose autor de 1a nmerte de su al:iuelo y 
expresando que el hecho tuvo origen en la venta de una yegua 
de su propiedad que hizo a éste. Que amenazándolo su abuelo 
con castigarlo, entró a la pieza y tomando un 1 'wínchester" car­
gado que había sobre el baúl, salió afuera e hizo un disparo des­
de una distancia de dos metros, hiriéndolo mortalmente en el 
pecho. Que luego llevó el cadáver hasta una excavación a unos 
20 metros del rancho donde lo dejó, revisándole los bolsillos y el 
cinto sin encontrar nada. Que descargó el "·wínchester" ocultán­
dolo en un pastizal distante unos 100 metros. Que cuando los· 
miembros de su familia preguntaban por el autor del hecho él 

les contestaba que lo ignoraba ,. habiendo dejado a su abuelo en 
perfectas condiciones, Reconoce el arma, empleada. 

Eusebia de .:Moreno depone a fs. 8, que a las 12 horas del
día del hecho sintió dos o tres detonaciones, a lo que no dió im­

portancia. Que 111omentos después pasó por su casa el menor 
l\Januel Herrera manifestándole que su abuelo se hallaba caído 
en una excavación. 

El menor 1\1anucl Herrera declara a fs. 10 que a las 15 
horas salió R repuntar las majadas deteniéndose frente al ran­

cho de su abuelo, pero como no saliera siguió su camino en­
contrándose con el cuerpo ele aquél caído en una excavación, por 
lo que resolvió regresar a su domicilio a dar cuenta de lo visto. 

J ulián Díaz a fs. 11 vta. dice que siendo las 11 horas del 
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Que como a las doce horas del dia citado en circunstancias 

que el procesado Aurelio Herrera, se hallaba en casa de su abue- 

lo Gaspar Herrera, a raiz de una cuesti6n suscitada en el mo- 

mente, aquél tomd un “winchester” que habia en el interior cle 

la habitacién de Gaspar e hiriendo a éste de tn disparo, produ- 

ciéndole la muerte en el acto. 

A fs. 1, la instruccién tiene conocimiento del hecho y re- 

suelve constituirse en el lugar, como consta a fs. 2. 

A fs. 3 vta. presta declaracién indagatoria el procesado Au- 

relio Herrera, confesandose autor de la muerte de su abuelo y 

expresando que el hecho tuvo origen en la venta de una yegua 

de st propiedad que hizo a éste. Que amenazandolo su abuelo 
con castigarlo, entré a la pieza y tomando un “winchester” car- 

gado que habia sobre el batil, salid afuera e hizo un disparo des- 

de una distancia de dos metros, hiriéndolo mortalmente en cl 

pecho. Que luego llevé el cadaver hasta una excavacion a unos 

20 metros del rancho donde lo dejé, revisandole los bolsillos y el 

cinto sin encontrar nada. Que descargé el “winchester” ocultan- 

dolo en un pastizal distante unos 100 metros. Que cuando los 

miembros de su familia preguntaban por el autor del hecho él 

les contestaba que lo ignoraba, habiendo dejado a su abuelo en 

perfectas condiciones. Reconoce el arma, empleada. 

Eusebia de Moreno depone a fs. 8, que a las 12 horas det 

dia del hecho sintié dos o tres detonaciones, a lo que no did im- 

portancia. Que momentos después pasd por su casa el menor 

Manuel Herrera manifestandole que su abuelo se hallaba caido 

en una excavacion. 

Jl menor Manuel Herrera declara a fs. 10 que a las 15 

horas salid a repuntar las majadas deteniéndose frente al ran- 

cho de su abuelo, pero como no saliera sigwtid sti camino en- 

contrancose con ef cuerpo de aquél caido en una excavacién, por 
lo que resolvid regresar a su domicilio a dar cuenta de lo visto. 

Julian Diaz a fs. 11 vta. dice que siendo las 11 horas del
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día 14 de abril pasó por el rancho de Gaspar Herrera, encontran­
, <lo a éstt acompañado por ttn mocito de la familia. Que luego ele 
VLnderle mercadería se retiró. 

:i'dartín Suárez a fs. 13 tiene conocimiento del hecho por 
referencias y Donato Potencio a fs. 14 confirma lo expu_esto por 
el anterior. 

Silvano Domínguez, a fs. 16 vta., expresa que siendo las 
18 horas llegó a su casa el 111enor 1'.'Ianuel Herrera, manifestán­
dole haber encontrado el cuerpo de su abuelo Gaspar, yendo con 
su señora hasta la casa del mismo. 

Concepción Herrera de Suárez, a fs. 18 y Laclislao Suárez 
a fs. 19 vta. confirman lo expuesto anteriormente. 

A fs. 21 vta. corre el informe médico del doctor Teodoro 
Yafró, quien diagnostica que la víctima presenta una herida de 
hala al parecer de "wínchester" en la región interescapular con 
orificio de salida en la región esternal. Que presenta una pe<¡ue11a 
herida contusa sobre la ceja izquierda y aflojamiento de los mo­
lares producida por la caída al recibir el balazo. 

A fs. 24 se agrega testimonio del acta ele defunción de la 
víctima, expedida por el Juez de Paz de Gan•:edo; y a fs. 26 Yta. 
figura el informe policial sobre los antecedentes del procesado. 

Elevadas las actuaciones policiales al Tribunal, se ratifica el 
acusado Aurelio Herrera ( fs. 28), de su declaración prestada 
ante la policía, y a fs. 28 vta. se decreta su prisión preventiva. 

Previa vista fiscal, se clausura el sumario elfvándose a ple­
nario ( fs. 29 vta.) y formulando el J\tfinisterio Fiscal sn acu­
sación a fs. 33, haciendo una previa relación ele los hechos. ter­
mina solicitando se aplique a Aurelio Herrera, la pena ele re­
clusión perpetua y accesorías ele ley de acuerdo con los incs. l '1 

y 2' del art. 80 del Código Penal. 

Corrido traslado a la defensa, lo evacúa a fs . .34 el defensor 
oficial de pobres, limitándose, ciado el reconocimiento que hace :-:tt 
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dia 14 de abril pas@ por el rancho de Gaspar Herrera, encontran- 

‘do a éste acompafiado por un mocito de la familia. Que Juego cle 

ycnderle mereaderia se retird. 

Martin Suarez a fs. 13 tiene conocimiento del hecho por 

referencias y Donato Potencio a fs. 14 confirma lo expuesto por 

el anterior . 

Silvano Dominguez, a fs. 16 vta., expresa que siendo las 

18 horas ilegé a su casa el menor Manuel Herrera, manifestan- 

dole haber encontrado el cuerpo de su abuelo Gaspar, yendo con 

sti sefiora hasta la casa def mismo. 

Concepeién Herrera de Suarez, a fs. 18 y Ladislao Suarez 

a fs. 19 vta. confirman lo expuesto anteriormente. 

A fs, 21 vta. corre el informe médico del doctor Teodoro 

Yafrd, quien diagnostica que la victima presenta una herida de 

hala al parecer de “winchester” en la region interescapular con 

orificio de salida en la regién esternal. Que presenta una pequefia 

herida contusa sobre la ceja izquierda y aflojamiento de los mo- 

lares producida por Ja caida al recibir ef balazo. 

A fs. 24 se agrega testimonio del acta de defuncién de la 

victima, expedida por el Juez de Paz de Gamedo; y a fs. 26 vta. 

figura el informe policial sobre los antecedentes del procesado. 

Elevadas las actuaciones policiales al Tribunal, se ratifica el 

acusado Aurelio Herrera (fs. 28), de su declaracién prestada 

ante la policia, y a fs. 28 vta. se decreta su prision preventiva. 

Previa vista fiscal. se clausura el sttmario elevandose a ple- 

nario (fs. 29 vta.) y formulando el Ministerio Fiscal su acu- 

sacién a fs. 33, haciendo una previa relacién de los hechos. ter- 

mina solicitando se aplique a Aurelio Herrera, la pena de re- 

clusién perpetua y accesorias de ley de acuerdo con los incs. 1" 

y 2° del art. 80 del Codigo Penal. 

Corrido traslade a la defensa, lo evactia a fs. 34 el defensor 

oficial de pobres, limitandose, dado el reconocimiente que hace su



66 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA. 

defendido, a pedir se disminuya la pena correspondiente a diez 
ailos de prisión. 

_-\bíerta la causa a prueba ( fs. 35), las partes renuncian a 

la misma y al informe "in voce '\ llamándose autos para senten­

cia a fs. 35 vta. con fecha 19 ele Abril de 1929, agregándose d 

informe médico ele ley a fs. 36 .: y 

Considerando : 

1 \' Que se ha justificado legalmente en autos que el falle­

cimiento ele Gaspar Herrera, se ha producido a consecuencia de 
una herida de arma de fuego (''wínchester''), en la región ester­

nal (informe médico de fs. 21 vta. certificado dr defunción (_k 
fs. 24 y cuerpo del delito secuestrado) . 

2'1 Que la responsabilidad criminal del acusado Aurelio He­

rrera está ampliamente demostrada por su propia confesión que 

reune los requisitos del artículo 316 del Código ele Procedi­
mitntos Criminal. El procesado trata ele aminorar la gravedad 

ele su situación alegando que ante las amenazas ele su abuelo 

con castigarlo entró a la pieza en busca del "wínchester" cPn 

el que hizo un disparo desde unos dos met1·os de distancia so­

bre aquél. Esta circunstancia no puede surtir los efectos qne 

pretende el procesado, por cuanto no hay justificación posih'.c 

que pueda aceptarse, si se tiene en cuenta que el procesado }1l ­
rrera es u n  muchacho joven lleno de vida; que su abuelo. era 

un anciano ele 76 años de edad que estaba completamente des­
armado en el momento del hecho y, como es lógico, sinceramen­
te confiado ante la presencia de su nieto, Si bien Aurelio H(:'­

rrera manifiesta haber hecho un solo disparo
1 

no debe descar­
tarse la idea de haber sido más de uno, como lo expresa la tes­

tigo Eusehia :Moreno ( fojas 8) y el hecho de haber descarga­

do el arma inmediatamente después ele consmnado ei crimtn . 

. -\demás, existe una presunción lógica ele que lo que perseguía 
el acusado Aurelio Herrera con la muerte de su abuelo era el 
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defendidc, a pedir se disminuya la pena correspondiente a diez 

afios de prision, 

Abierta la causa a prueba (fs. 35), las partes renuncian a 

la misma y al informe “in voce’, lamandose autos para senten- 

cia a fs. 35 vta. con fecha 19 de Abril de 1929, agreeandose el 

informe médico de ley a fs. 36; y 

Considerando : 

1 Que se ha justificado legalmente en autos que el falle- 
cimiento de Gaspar Herrera, se ha producido a consecuencia de 

una herida de arma de fuego (“winchester”), en Ja region ester- 

nal (informe médico de fs. 21 vta. certificado de defuncién de 

ts. 24 y cuerpo del delito secuestrado) . 

2" Que la responsabilidad criminal del acusado Aurelio He- 

rrera esta ampliamente demostrada por su propia confesidn que 

reune los requisitos del articulo 316 del Codigo de Procedi- 
mientos Criminal. E] procesado trata de aminorar Ja gravedad 

de su situacion alegando que ante las amenazas de su abuelo 

con castigarlo entro a la pieza en busca del “winchester” con 
el que hizo un disparo desde unos dos metros de distancia so- 

bre aquél. Esta circunstancia no puede surtir los efectos que 

pretende el procesado, por cuanto no hay justificacion posibie 

que pueda aceptarse, si se tiene en cuenta que el procesado He - 

rrera es un mtuchacho joven Heno de vida: que su abuelo, era 

un anciano de 76 afios de edad que estaba completamente des- 

armado en ef momento del hecho y, como es Ildgico, sinceramien- 

te confiado ante la presencia de su nieto. Si bien Aurelio He- 

rrera manifiesta haber hecho un solo disparo, no debe cesear- 

tarse Ja idea de haber sido mas de uno, como to expresa la tes- 

tizo Eusebia Moreno (fojas 8) y el hecho de haber descarga- 

do el arma inmediatamente después de consumado ej crimen. 

Ademas, existe una presuncidn ldgica de que lo que perseguia 

el acusado Aurelio Herrera con la muerte de su abuelo era el



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 67 

robG, pues bien lo da a entender en su confesión cuando dice 

que revisó los bolsillos y el cinfo de la víctima sin hallar nada; 

probablemente con marcada precipitación, porque la instrucción 

halló la suma de sesenta pesos moneda nacional. Todas las ac­
titudes adoptadas por el procesado después del hecho para ocul­
tar sn delito lo presentan como un sujeto peligroso y de ins­
tintos 1norbosos que a pesar de su relativa poca edad se hace 
a1,Teedor a las más pesadas sanciones ele la ley penal. 

3'1 Que la calificación hecha por el Ministerio Fiscal. no 

es b que corresponde legalmente, pues sería ele aplicación el 
incisb F del artículo 80 del Código Penal, si la víctima fuera 

el padre del procesado. El articulado citado dice: '\tl que ma­
tare a su ascendiente, etc.", refiriéndose al ascendiente directo 

e inmediato o de primer grado ( artículo 352 del Código Civil) 

y no al caso del abuelo, que lo está en segundo grado. En cuan­
to al segundo apartado, tam_poco encuadra en esa disposición 
por no estar debidamente especificada en autos. 

Que el delito perpetrado está contemplado en lo dispuesto 
por el artículo 79 del Código Penal y en los artículos -1-2 y 164 

del mismo Código, ante la tentativa frustrada ele robo, y .la im­
putabilidad del procesado es procedente desde qtte el informe 

de fojas 3G establece la normalidad psíquica y la capacidad pa­
ra delinquir. 

·+'1 Que a los efectos de la gr.aduación ele la pena ( artículos

40 y 41 del Código nombrado), debe tenerse en cuenta la edad 

juvenil del indicado y el hecho ele ser un delincuente primario, 
y eclttcado. 

Por tales consideraciones y disposiciones legales citadas, 
fallo: condenando a .'-\urelio Herrera a_ sufrir la pena de Yeintc 

años ele prisión, accesorias legales y costas. 

Notifíquese, tómese razón y si no fuere apelada elévese 
en consulta al superior con oficio ele estilo. - Juan J. Scssarc­
go. - Ante mí: Eduardo G. Escobar. 
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robe, pues bien lo da a entender en su confesion cuando dice 

que reviso los bolsillos y el cmto de la victima sin hallar nada; 

probablemente con marcada precipitacién, porque la instruccion 

hallé ia suma de sesenta pesos moneda nacional. Todas las ac- 

titudes adoptadas por el precesacdo después del hecho para ocul- 

tar su delito lo presentan como un sujeto peligroso y de ins- 

tintos morbosos que a pesar de su relativa poca edad se hace 

acreedor a las mas pesadas sanciones de la ley penal. 

2! Que la calificacién hecha por el Ministerio Fiscal, na 

es la que corresponde legalmente, pues seria de aplicacién el 

imeiso 1° del articulo 80 del Cédigo Penal, si la victima fuera 

cl padre del procesads. El articulado citado dice: “al que ma- 
tare a su ascendiente, etc.”, refiriéndose al ascenciente directo 

e inmediato o de primer grado (articulo 352 del Codigo Civil) 

y ne al caso del abuelo, que lo esta en segundo grado. En cuan- 

to al segundo apartado, tampoco encuadra en esa disposicion 

por no estar debidamente especificada en atitos. 

Que el delito perpetracle esta contemplado en fo dispuesto 

por el articulo 79 del Cédigo Penal y en los articulos 42 y 164 

del mismo Codigo, ante la tentativa frustrada de robo, y Ja im- 

putabilidad del procesacdo es procedente desde que el informe 

de fojas 36 establece Ja normalidad psiquica y la capacidad pa- 

ra delinquir. 

+’ Que a los efectos de Ja graduacién de la pena (articulos 

40 y 41 del Cédigo nombrado), debe tenerse en cuenta la edad 

juvenil del indicado y el hecho de ser un delineuente primario, 

y educado, 

Por tales consideraciones y disposiciones legales citacias, 

fallo: condenando a Aurelio Herrera a sufrir Ja pena de veinte 

afios de prision, accesorias legales y costas. 

Notifiquese, tomese raz6n y si no fuere apelada elévese 
en consulta al superior con oficio de estilo. — Juan J. Sessare- 

go. — Ante mi: Eduardo G. Escobar.
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SEKTENCIA DE LA cA:.\IARA FEDERAL 

Pal'aná, Junio 22 de 1931. 

Y Vistos: 

Le. c.1ns�•. criminal seguida por homicidio contra Aurelin 

Herrera, venid�1, por apelación de la sentencia de fojas 37. 

Pqr sus fundamentos, se confirma la sentencia recurrida, 

que condena a Aurelio Herrera a sufrir la pena de veinte años 

dt.: prisión, costas y accesorias de ley. Hágase saber y bajen. -

;lf. Ruíc Morrno. - A. Roigt. - Julio A. Brnítcc·. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE?-.IA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

Y Vistos: 

Los de la causa contra Aurelio Herrera, menor de edad, 

soltero, jornalero. rnhe leer y escribir, por homicidio en la per­

�ona de su almelo Gaspar Herrera. ocurrido en "Las Bolsas", 

:mhcomisaría de "Gancedo", gobernación del Chaco, el 14 de 

abril de 1928; venida en tercera instancia ordinaria por apelació11 

contra el fallo ele la Cámara Federal de Paranú que condenó al 

procesado a sufrir veinte años de prisión de acuerdo con el 

articulo 79 del Código Penal; y 

Considerando : 

_-\urdío Herrera está convicto y confeso ele haber dado 
mmrte a su abuelo Gaspar Herrera, ele setenta y seis años de 

edad. en la propia casa de la víctima, porque ésta, disgustada 

con las dilaciones que oponía el victimario a la entrega del cer-
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Parana, Junio 22 de 1981. 

Y Vistos: 

La causa criminal segnida por homicidio contra Aurelia 

Herrera, venida por apelacién de la sentencia de fojas 37. 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia recurrida. 

que condena a Aurelio Herrera a sufrir la pena de veinte afios 

de prisién, costas y accesorias de ley. Hagase saher y bajen. — 

AT. Ruis Moreno. — 4. Roigt. — Julio A. Benttes, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

Y Vistos: 

Tos de la causa contra Aurelio Herrera, menor de edad, 

soltero, jornalero, sabe Jeer y escribir, por homicidio en la per- 

sona de su abuelo Gaspar Herrera, ocurrido en “tas Bolsas”. 

subeomisaria de “Gancedo”, gobernacién del Chaco. el 14 de 

abril de 1928; venida en tercera instancia ordinaria por apelacion 

contra e) fallo de la Camara Federal de Parana que condeno al 

procesado a sufrir veinte afios de prisién de acuerdo con el 

articuto 79 del Cédigo Penal; y 

Considerando : 

-\urelio Herrera esta convicto y confeso de haber dado 
muerte a su abuelo Gaspar Herrera, de setenta y seis afios de 

edad, en la propia casa de la victima, porque ésta, disgustada 

con las dilaciones que oponia el victimario a la entrega del cer-
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tificado correspondiente a la venta de una yegua, amenazó cas­
tigarlo; después lo arrastró fuera de la casa y lo echó en un 
pozo, le revisó las ropas, "le hizo una requisa en los holsillos y 
el cinto" y se fué ocultando el hecho (fojas 4 y 24). La herida 
mortal, de bala de carabina wín_chester

., 
entró por la espalda ( re­

gión interescapular izquierda) y salió por el pecho ( región es­
ternal del mismo lado) - fojas 21 vuelta -. En consecuencia

1 

se trata de un ho'micidio calificado por el artículo 80 del Có­
digo Penal, inciso l 1', pues el abuelo es .un "ascendeinte" como 
tal precepto dice y como claramente lo califica el Código Civil 
( artículos 352, 3567, 3569 y concordantes) ; el Código no ha 
limitado al padre o madre como víctimas que califiquen el ho­
micidio, según lo entiende el señor Juez Letrado - Consideran­
do 3'-', fojas 39 -, ni se explicaría esa limitación, pues hay ex­
traordinaria gravedad y revela especial peligrosidad la muerte 
de un abuelo o de nn nieto vinculados consanguíneamente y, por 
regle. general, afectuosamente dentro de los límites que la ley 
civil contempla. Crivellari y Suman, comentando el artículo 366 
del anterior Código Penal italiano, que. como el 80 Argen­
tinc, mencionaba a los "ascendientes y descendientes'', dicen en 
fa página 813, número 44, to,mo 7'-' de su obra Hil Codice Pena­
le per el Regno d'Italia": 11Para que esta circunstancia pueda 
agravar la. responsabilidad del culpable de homicidio voluntario 
es necesario que la víctima, respecto al sujeto activo, sea ascen­
diente o descendiente legítimo o natural, siempre que esta fi­
liación natural haya sido reconocida o declarada. En consecuen­
cia, los vínculos existentes entre agente y víctima deben ser 

aquellos de padre, madre, hijo, hija, abuelo, abuela o nieto ... ", 

y el doctor Rodolfo f\.1oreno, expositor autorizado de los ante­

cedentes y doctrina de nuestro Código, manifiesta que, desde el 

Código de 1886, se castigaron más gravemente como calificados, 

los homicidios de padres, madres, hijos y demás ascendientes o 
descendientes, que del proyecto de 1906, la comisión parla­
mentaria de Legislación Penal y Carcelaria su"primió solamente 
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tificado correspondiente a la venta de una yegua, amenazd cas- 

tigarlo; después lo arrastré fuera de la casa y lo echd en un 

pozo, le reviso las ropas, “le hizo una requisa en los bolsillos y 

el cinto” y se fué ocultando el hecho (fojas 4 y 24). La herida 

mortal, de bala de carabina winchester, entrd por la espalda (re- 

gion interescapular izquierda) y salio por el pecho (region es- 

ternal del anismo lado) — fojas 21 vuelta —. En consecuencia, 

se trata de un homicidio calificado por ef articulo 80 del Co- 

digo Penal, inciso 1*, pues el abnelo es un “ascendeinte” como 

tal precepto dice y como claramente lo califica et Codigo Civil 

({articulos 352, 3567, 3569 y concordantes); el Codigo no ha 

limitade al padre o mace como victimas que califiquen el ho- 

micidio, segtin lo entiende el sefior Juez Letrade — Consideran- 

do 3°, fojas 39 —, ni se explicaria esa limitacion, pues hay ex- 

traordinaria gravedad y revela especial peligrosidad la muerte 

de un abuelo o de un nieto vinculados consanguineamente y, por 

regla general, afectuosamente dentro de los limites que la ley 

civil contempla. Crivellari y Suman, comentando el articulo 366 

del anterior Codigo Penal italiano, que. como el 80 Argen- 
tine, mencionaba a los “ascendientes y descendientes”, dicen en 

ja pagina 813, namero 44, tomo 7* de st obra “Tl Codice Pena- 

le per el Regno d'Italia”: “Para que esta circunstancia pueda 
agravar la responsabilidad del culpable de homicidio voluntario 

es necesarie que la victima, respecto al stijeto activo, sea ascen- 

diente o descendiente legitimo o natural, siempre que esta fi- 

liacion natural haya sido reconocida o declarada. En consectien- 

cia, los vinculos existentes entre agente y victima deben ser 

aquellos de padre, madre, hijo, hija, abuelo, abuela o nieto...”, 

y el doctor Rodolfo Moreno, expositor autorizacdo de los ante- 

cedentes y doctrina de nuestro Codigo, manifiesta que, desde el 

Cédigo de 1886, se castigaron mas gravemente como calificados, 

los homicidios de padres, madres, hijos y demas ascendientes o 

descendientes, que del proyecto de 1906, la comisién parla- 

mentaria de Legislacion Penait y Carcelaria suprimid solamente
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"le. palabra benefactor que aquél empleaba"; y agrega, en de•• 
fínitiva: ''Los términos ascendiente y descendiente son compren­
sivos y hacen innecesario hablar ele padre, madre e hijo, sin 111-

curnr en una redundancia, como ha ocurrido en otras leyes". 

"La generalidad de las expresiones ascendiente o de:--cen­
clíente, supone la aplicación a todos los que teng·an ese caráCtcr. 

sean legítimos o naturales. El Código de 1886 se refei·ía a unos 
y a otros expresamente, pero en el proyecto de 1891 se supri­
mieron los calificativos por innecesarios, La ley comprende a 

todos sin distinciones'', (Conf. 111orc110 ''El Código Penal y sus 

Antecedentes", tomo 3, páginas 330 y 331). No hay, pues, lu­
gar a duela sobre el concepto y alcance del inciso 1°" del artícu­

lo 80 del Código Penal, que el señor Procurador Fiscal invocó 
ajustadamente en su dictamen ele fojas 33 y mantuvo en su ape-

1ación de fojas 40. 

El homicida procedió, además, a tra1c10n, hiriendo por la 

espalda a su abudo inerme, según resulta del informe médico 
del doctor Teocloro Iafro cor_riente a fojas 21 vuelta y 2,2. al

afirmar que la herida mortal de Gaspat Herrera estaba en "la 

región interescapular" y ''orificio ele salida en la región es­

ternal'', es decir, espalda y pecho respectivamente, en el lenguaje 
vulgar; y ello recti-fica en forma inobjetable la versión del ho­

micida de que "el proyectil tuvo entrada en el centro del pe­
cho y con salida en la espalda'1 ( fojas 5 vuelta y ú/. Ni el ma­

tador arguyó que su abuelito - como con simulada ternura In 

11ama - tuviera arma o instrumento con el que lo pudiera casti­
gar .. ni se encontró en su poder o en las proximidades tal cosa. 
por lo que debe concluirse que éste fué muerto a mansah'a. 

El mismo criminal manifiesta que hizo "una requisa en 

los bolsillos y en el cinto" del muerto no hallándole completa­
mente nada ( fojas 6), lo que demuestra la intención de robar 
a su víctima, lo que se malogró sin eluda por la natural nervio­
sidad en tales circunstancias por el hecho en sí y por el temor 
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“la palabra benefactor que aquél empieaba”’; y agrega, en des 

finitiva: “Los términos ascendiente y descendiente son compren- 
sivos y hacen innecesario hablar de padre, madre e hijo, sin in- 

currir en una redundancia, como ha ocurrido en otras leyes”. 

“La generalidad de las expresiones ascendiente o descen- 

diente, supone la aplicacién a todos los que tengan ese caracter, 

sean legitimos o naturales. El Codigo de 1886 se referia a unos 

y a otros expresamente, pero en el proyecto de 1891 se supri- 

mieron los calificativos por innecesarios. La ley comprende a 

todos sin distinciones’’. (Conf. MZoreno “E] Codigo Penal vy sus 

Antecedentes”, tomo 3, paginas 330 y 331). No hay, pues, lu- 

gar a duda sobre el cencepto y alcance del inciso 1’ del articu- 

lo 80 del Codigo Penal, que el sefior Procurador Fiscal invocéd 

ajustadamente en su dictamen de fojas 33 y mantivo en su ape- 

lacion de fojas 40. 

El homicida procedio, ademas, a traicion, hiriendo por la 

espalda a su abuelo inerme. segun resulta del informe méclico 

del doctor Teodoro Iafro corriente a fojas 21 vuelta y 22, al 

afirmar que la herida mortal de Gaspat Herrera estaba en “la 

regidn interescapular” y “orificio de salida en la regidn es- 
ternal’, es decir, espalda y pecho respectivamente, en el lengnaje 

vulgar; y ello rectifica en forma inobjetable la version del ho- 

micida de que “el proyectil tuvo entrada en el centro del pe- 
che y con salida en la espalda’ (fojas 5 vuelta y @)ji Ni el ma- 
tador arguyd que su abuelito — como con simulada ternura lo 

lama — tuviera arma o instrumento con el que le pudiera casti- 

gar, ni se encontrd en su poder o en las proximidades tal cosa, 

por lo que debe concluirse que éste fué muerto a mansalva. 

Ei mismo criminal manifiesta que hizo “una requisa en 

los holsillos y en el cinto” del muerto no hallandole completa- 
mente nada (fojas 6), lo que demuestra la intencidn de robar 

a su victima, lo que se malogro sin duda por fa natural nervio- 

sidad en tales circunstancias por el hecho en si y por el temor
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ck ser descubierto por las varias personas que vivían o traba­
jaban cerca. 

),fo obstante todo lo expuesto, esta Corte no puede agra­
var la pena del agente del homicida de autos, porque la causa 
no ha venido a su conocimiento sino por apelación del mismo. 
vale decir que la instancia tiene alcance sólo en el sentido de 
una posible ni,ejora en la situación del recurrente. 

Como en varios otros casos originarios del mismo juzgado 
y del mismo Juez de Primera Instancia, se comprueban elemen­
tales deficiencias en la instrucción del proceso frente al artícu­
lo 41 del Código Penal, artículo 3•� de la ley número 11.177 y 
Títulos II, V y VII del Procedimiento Criminal, pues no hay 
información judicial, sobre antecedentes del procesado; no to­
mó el Juez la verdadera indagatoria de la ley; no controló nin­
guno de los elementos del sumario de prevención policial; no 
exigiú un informe pericial. fundado sobre las condiciones fisio­
psíquicas y capacidad de delinquir de Aurelio Herrera, tanto 
má� necesario cuanto que el reo es menor de edad, y no se re­
quirió la prueba de ello; no se buscó la prueba del parentesco 
(ntn: víctinw. y victimario

1 
pues a pesar de la confesión del pri­

mero y conformidad de la defensa, debe acompañarse la demos­
tración de mm. circunstancia especialmente agravante, calificati­
va. Debe reiterarst:, pues. por sus fundamentos, la sanción dis­
ciplinari2. aplicada en la causa contra Doroteo Carrizo por ho­
mi,.::idio fallada en 24 de julio del año en curso. 

En su mérito, ·se confirma la sentencia recurrida en cuanto 
aplica a Aurelio Herrera la pena de veinte años de prisión y 
accrsorios. Húgasc saber, y oportuna.mente devuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORTA. � ROBERTO 

REPETTO. --- R. GUIDO I,AVAJ,J,E. 

ANTONIO SAGARNA. � JL:u_\x 

v. PERA.

DE JUSTICIA DE LA NACION 7i 

de ser descubierto por las varias personas que vivian o traba- 

jaban cerca, 

No obstante todo lo expuesto, esta Corte no puede agra- 
var la pena del agente del homicida de autos, porque la causa 

no ha venido a st. conocimiento sino por apelacién del mismo, 

vale decir que la instancia tiene alcance sdlo en el sentido de 

una posible mejora en la situacién del recurrente. 

Como en varios otros casos originarios del mismo juzgado 

y del mismo Juez de Primera Instancia, se comprueban elemen- 

tales deficiencias en la instruccién del proceso frente al articu- 

lo 41 del Codigo Penal, articulo 3° de la ley ntimero 11.177 y 

Titulos II, V y VII del Procedimiento Criminal, pues no hay 

informacién judicial, sobre antecedentes del procesado; iio to- 

mo el Juez la verdadera indagatoria de la ley; no controlé nin- 

guno de los elementos del sumario de prevencién policial; no 

exigiG un informe pericial, fundado sobre las condiciones fisio- 

psiquicas y capacidad de delinquir de Aurelio Herrera, tanto 

mas necesario cuanto que el reo es menor de edad, y no se re- 

quirid la prueba de ello; no se bused la prueba del parentesco 

entre victima y victimario, pues a pesar de la confesién del pri- 

mero y conformidad de la defensa, dele acompajfiarse la demos- 

tracion de tuna circunstancia especialmente agravante, calificati- 

va. Debe reiterarse, pues. por sus fundamentos, la sancien dis- 

ciplinaria aplicada en la causa contra Doroteo Carrizo por ho- 

micidio fatlada en 24 de julio del afio en curso. 

En su mérito, se confirma la sentencia recurrida en cuanto 

aplica a Aurelio Herrera la pena de veinte afios cde prisién y 

accesorios. Hagase saber. y oportunamente devuélvanse. 

J. Ficovrroa Atcorta. — Roserto 
Rererro. -- R. Guipo LAvaLe. 
ANTONIO SAGARNA. — JULIAN 

V. Pera.
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"Luis de Riddcr Limitada", a¡,rlando de una resolución de 

Aduana. 

Snwario: No es ele aplicación la sanción del artículo 998 ele las 
Ordenanzas de Aduana, en un caso en que de la prueba 
rendida ·surgen antecedentes de que la firma cargadora no 
intentó cometer fraude alguno en perjuicio del Fisco, y que 
los embarques realizados no pueden calificarse de subrep­
ticios, cuando la actitud posterior de aquélla hace suponer 

lo contrario. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Abril 9 de 1931. 

Y Vistos: 

Este proceso seguido a instancia fiscal contra los exporta­
dores "L.uis De Riclcler Limitada." y los agentes del vapor m­
glés ''Thírlhy" Christopherscn Hermanos, por infracción al ar� 
tículo 998 ele las Ordenanzas ele Aduana. 

Y. Considerando:

1 � Que se inician los trámites con la denuncia de fojas 1, 
según la cual durante los días 6 y 7 ele septiembre de 1928 se 

embarcaron en el vapor inglés (/Thirlby" las cantidades de kilo­
gramos 2.050.000 de trig·o a granel y 1.000.000 de kilogramos 
de maíz a granel, sin que se hubiera otorgado por las autoridades 
aduaneras el consiguiente permiso para efectuar tales operacio­
nes. lo que constituye a juicio del denunciante una infracción 
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“Luts de Ridder Linitada’, apelando de una resolucién de 

Aduana, 

Suanario: No es de aplicacion la sancion del articulo 998 de las 

Ordenanzas de Aduana. en un caso en que de la prueba 

rendida ‘surgen antecedentes de que la firma cargadora no 

intento cometer fraude alguno en perjuicio del Fisco, y que 

los embarques realizados no pueden calificarse de subrep- 

ticios, cuando la actitud posterior de aquella hace suponer 

lo contrario. 

Case: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCFA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Abril @ de 1981. 

Y Vistos: 

Sste proceso seguido a instancia fiscal contra los exporta- 
deres “Luis De Ridder Limitada” y los agentes de] vapor in- 

glés “Thirlby” Christophersen Hermanos, por infraccién al ar- 

ticuto 998 de las Ordenanzas de Aduana. 

Y .Considerando: 

1° Que se inician los tramites con la denuncia de fojas 1, 
segtin la cual durante los dias 6 y 7 de septiembre de 1928 se 

embarcaron en el vapor inglés “Thirlby” las cantidades de kilo- 

gramos 2.050.000 de trigo a granel y 1.000.000 de kilogramos 

de maiz a granel, sin que se hubiera otorgado por las autoridades 

aduaneras el consiguiente permiso para efectuar tales operacio- 

nes, lo que constituye a juicio del denunciante una infraccién
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al artículo 998 de las Ordenanzas ele Aduana, A.grega el mis­
mo documento que la firma exportadora que efectuó el embar­
que, Luis De Ridder Ltda., ünputa las tareas referidas como 
correspondientes al boleto de exportación número 1794, pero 
que ese boleto fué expedido recién el día 7 por la oficina de 
registros y recibido en el destacamento de resguardo después 
ele las diez y siete horas de este último día, ele tal modo que 
el embarque se habría realizado con anterioridad al otorgamien­
to del permiso respectivo. 

2\> Que los apoderados de la firma Luis De Ridder Limi­
tada., llamados a declarar en la Aduana, aducen en descargo de 
sus representados, que el día 6 de septiembre se presentó al 
Resguardo ( sección Centro), una solicitud de habilitación para 
cargar sin boldo, ele conformidad con la superior resolución 
de fecha 27 de agosto ele 1920, con lo que habrían cumplido 
con las exigencias reglamentarias y evitado la comisión ele la 
infracción que se les imput"a. Igual cosa afirman los mandata­
rios ele los señores Christophersen Hermanos, agregando que, 
en su libro copiador de Aduana, al folio 43, obra la copia ele 
la solicitud respectiva. 

Sin embargo, el informe del Resguardo de fojas 3 establece 
que. en dicha Jefatura no existen constancias de la presentación 
del permiso de habilitación que mencionan los denunciados. 

3'·' Que en virtud de tales antecedentes y ele lo resuelto 
por el Administrador de Aduana (fojas 5 vuelta), llegan estas 
actuaciones a conocimiento del, tribunal que ordena la forma­
ción del sumario pedido por el iVIínisterio Fiscal, y que se clatt­
sura con el auto ele fojas 57 vuelta. En este estado se eleva el 
proceso a pknario y previa acusación y defensa se producen las 
medidas probatori�ts solicitadas, sobre las que informan las par­
tes a fojas 81 y 82, respectivamente, 

4Q Se desprende ele lo que antecede y ele las demás cons­
tancias del expediente que se analizarán a continuación, que el 
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al articulo 998 de las @rdenanzas de Aduana. Agrega el mis- 

mo documento que la firma exportadora que efectud el embar- 

que, Luis De Ridder Ltda., ipaputa las tareas referidas como 

correspondientes al bolete de exportacién ntiimero 1794, pera 

que ese boleto fué expedido recién el dia 7 por la oficina de 

registros y recibido en el destacamento de resguardo después 

de las diez y siete horas de este ultimo dia, de tal modo que 

el embarque se habria realizado con anterioridad al otorgamien- 
to def permiso respectivo. 

2° Que los apoderados de Ja firma Luis De Ridder Limi- 

tada, Ilamados a declarar en la Aduana, adtucen en descargo de 

sus representados, que el dia 6 de septiembre se presentd al 

Resguardo (seccién Centro), una solicitud de hahilitacién para 

cargar sin boleto, de conformidad con la superior resolucién 

de fecha 27 de agosto de 1920, con lo que habrian cumplido 

con las exigencias reglamentarias y evitado la comisién de la 

infraccién que se les imputa. Igual cosa afirman los mandata- 

rios de los sefiores Christophersen Hermanos, agregando que, 

en su libro copiador de Aduana, at folio 43, obra la copia de 

la solicitud respectiva. 

Sin embargo, el informe del Resguardo de fojas 3 establece 
que.en dicha Jefatura no existen constancias de la presentacién 

del permiso de habilitacitsn que mencionan los denunciados. 

3° Que en virtud de tales antecedentes y de lo resuelto 

por el Adiministrador de Aduana (fojas 5 vuelta), llegan estas 

actttaciones a conociiniento del tribunal que ordena la forma- 

cién del sttmario pedido por el Ministerio Fiscal, y que se clau- 

sura con el auto de fojas 57 vuelta. En este estado se eleva el 

proceso a plenario y previa acusacién y defensa se producen Jas 

medidas probatorias solicitadas, sobre las que informan las par- 

tes a fojas 81 y 82, respectivamente. 

4° Se desprende de lo que antecede y de las demas cans- 

tancias del expediente que se analizaran a continuacion, que el
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nudo del asunto radica en una cuestión ele hecho 1 a saher, si 
los procesados han cumplido o no con el requisito de solicitar 
el permiso provisorio para cargar sin boleto_. de acuerdo con el 
decreto del 27 de agosto de 1920, ya que resulta indudable que 
1a documentación <_tduanera ele fojas 33 y siguientes. se ha ex­
pedido· con posterioridad al emban1ue que ha originado estas 
actuaciones. 

La prueba de la defensa destinada a acreditar la circuns­
tancia referida y afirmada concorclanternente por los represen­
tantes ele De Ridcler (fojas 2) y de Christopherseri Hermanos 
( fojas 9 vuelta), si bien no ha alcanzado a una demostración 
categórica y fehaciente acerca de la existencia del hecho en cues­
tión, ha aportado en cambio elémentos de criterio sttficientes. 
::\ juicio del suscripto, para considerar que los querellado� no 
son pasihles de las sanciones que recla)ma el I\finisterio Fiscal. 
No debe olvidarse que se trata de la aplicació11 de una penali­
flad y que en todo caso, en situación dudosa, debe estarse en 
favor del reo. 

5,:, Que la conclttsión a qw: se arriba en el considerando 
precedente se fundamenta: 

a) En las declaraciones de los testigos 1'hompson, fojas
73; Giménez, fojas 75, y Férguson, foj_as 74, qtte acreditan,
no sólo que la oficina del Resguardo no otorgaba espontánea­
mente recibos de las solicitudes que se )e presentaron_, sino 
que se negaba también a hacerlo, habiendo orjginaclo recién el 
caso de autos, la modificación de este procedimiento. 

Est2. dificultad casi insalvable por parte ele los procesados. 
de probar plenainente el hecho de la presentación opoi-tuna de 
},:,, solicitud para obtener el pertniso provisorio de embarque. jus­
tifica. la necesidad ele producir las pruebas, supletorias desti­
nadas a igual fin. 

b) En las constancias del libro copiador ele Aduana ele los
sefiores Christophersen Hnos., de las que informa el certificado 
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nudo del asunto radica en una cuestidn de hecho, a saber, si 

los procesados han cumplido o no con el requisito de solicitar 

el permiso provisorio para cargar sin holeto, de acuerdo con el 

decreto del 27 de agosto de 1920, ya que resulta indudable que 

la documentacién aduanera de fojas 33 y siguientes, se ha ex- 

pedido’ con posterioridad al embarque que ha originado estas 

actuaciones. 

La prueba de Ja defensa destinada a acreditar Ja circuns- 

tancia referida y afirmada concordantemente por los represen- 

tantes de De Ridder (fojas 2) y de Christopherseri Hermanos 

(fojas 9 vuelta), si bien no ha alcanzado a una demostracidn 

categorica y fehaciente acerca de la existencia del hecho en cues- 

tidn, ha aportado en cambio elementos de criterio suficientes. 

a juicio del suscripto, para considerar que los querellados no 

son pasibles de las sanciones que reclama el Ministerio Fiscal. 

No debe olvidarse que se trata de la aplicacién de una penali- 

dad y que en todo caso, en situaci6n dudosa, debe estarse en 

favor del reo. 

5° Que la conclusion a que se arriba en el considerando 

precedente se fundamenta: 

a) En las declaraciones de los testigos Thompson, fojas 

73; Giménez, fojas 75, y Férguson, fojas 74, que acrecitan, 
no sdlo que la oficina del Resguardo no otorgaba espontanea- 

mente recibos de las solicitudes que se le presentaron, sino 

que se negaha también a hacerlo, habiendo originado recién ¢l 
caso de autos, la modlificacién de este procedimiento. 

Esta dificultad casi insalvable por parte de los procesados, 

de probar plenamente el hecho de la presentacién oportuna de 

Ja solicitud para obtener e) permiso provisorio de embarque. jus- 
tifica, fa necesidad de producir las pruebas, supletorias desti- 

nadas a igual fin. 

b) En las constancias del libro copiador de Aduana de los 

sefiores Christophersen Hnos., de las que informa el certificado
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de Secretaría ele fs. 75'. /'u'.m cuando este asiento no hace plena 
fe en juicio, constituye un elemento razonable de convicción, 
pur tratarse de una casa seria y porque el libro está llevado co­
rrectamente. Lo natural es suponer la exactitud cronológica de 
la copia ele referencia. 

c) Em el informe de fs. 76 vta. y 77 en el cual se establece
la cunstancia de la solicitud ele habilitación ele horario y la de­
signación de un guarda para atender las operaciones de carga del 
va_pcir "Thirlhy", con fecha 6 de Septiembre. Este informe con­
cuerda con la declaración del guarda designado Juan Galles, fs. 
56, y con la la de Emilio C. Benítez

1 
fs. 56 vta., quien •cuma el 

anterior expresa su convicción de i:1ue ''el buque estaba habilita­
do para cargar desde el momento que al comisionársele para con­
trular la carga, los exportadores debieron tener previamente los 
permisos respectivo�;"; razonamiento estrictamente lógico, ya que 
can.cíc:1• de sentido la designación de empleados destinados a fis­
calizar un acto que, por :-:í mismo, constituye una infracción pu­
nible:-.

e· A estos antecedentes que forman ya una serie de presun­
ciones ele indudable eficacia, en descargo de la culpa de los pro­
cesados, debe agregarse que el fisco no resulta sufriendo per­
juicio alguno, y si bien ello no es una causa suficiente para sal­
var de toda responsabilidad et� materia de infracciones aduane­
ras, es innegable que se trata de un factor importante, en cuanto 
no se alcanza fácilmente el móvil que podría haber inducido a los 
acusados para evitarse un trámite sencillo, como es la obtención 
del permiso provisorio para poder cargar sin boleto. 

Por todo ello, corresponde hacer lugar a lo solicitado por la 
defensa. Fallo: absolviendo de culpa y cargo de la presente que­
rell<'. a los señores Christophersen Hermanos y Luis De Ridder 
Limitada . Insértese. húgase saber y archívese. - Santos .T.

Saccone. 
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de Secretaria de fs. 75. Ain cuando este asiento no hace plena 

fe en juicio, constituye un elemento razonable de conviccidn, 

per tratarse de una casa seria y porque el libro esta llevado co- 

rrectamente. Lo natural es suponer la exactitud cronolégica de 

la copia de referencia. 

c) Emel informe de fs. 76 vta. y 77 en el cual se establece 

la constancia de la solicitucd de habilitacién de horario y la de- 

signacion de un guarda para atender las operaciones de carga del 

vapor “Thirfby”, con fecha 6 de Septiembre. Este informe con- 

cuerda con la declaraci6n del guarda designado Juan Galles, fs. 

56, y con la la de Emilio C, Benitez, fs. 56 vta., quien come el 

anterior expresa su conviccion de que “el buque estaba habilita- 

do para cargar desde ef momento que al comisionarsele para con- 

trolar la carga, los exportadores debieron tener previamente los 

permisos respectivos”; razonamiento estrictamente logico, ya que 

carecia. de sentido la designacion de empleados destinados a fis- 

calizar un acto que, per si mismo, constituye una infraccién pt- 

nible, 

6° A estos antecedentes que forman ya una serie de presun- 

ciones de indudable eficacia, en descargo de la culpa de los pro- 

cesados, debe agregarse que el fisco no resulta sufriendo per- 

juicio aleuno, y si bien ello no es una causa suficiente para sal- 

rar de toda responsabilidad en materia de infracciones aduane- 

ras, es innegahle que se trata de un factor importante, en cuanta 

no se aleanza facilmente el mdévil que podria haber inducido a Jos 

acusados para evitarse un tramite sencillo, como es la obtencién 

del permiso provisorio para poder cargar sin boleto. 

Por todo ello, corresponde hacer lugar a lo solicitado por la 

defensa. Fallo: absolviendo de culpa y cargo de Ja presente que- 

rell2 a los sefores Christophersen Hermanos y Luis De Ridder 

Limitada. Insértese. hapase saber y archivese. — Santos J. 

Suecoite.
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SEXTENCIA DE LA CA�IARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, Junio 11 de 1931. 

Vistos en acuerdo los autos De Ridder Ltda. Luis - Ape­
lación Aduana; y considerando que: 

1"' Tres son los actos que caracterizan la posición legal del 
querellado en esta causa: 

a) el permiso provisorio, que resulta perdido u no pre­
sentado. 

b) la petición de que el embarque, relativo a ese permiso,
fuese controlado, fuera de hora, por guardas de Aduana. 

e) el pedido y otorgamiento de ese despacho definitivo.

Suponiendo que el primero no se hubiese presentado - y 
los argumentos del señor Juez ' 1a quo" bastan para admitir razo­
nablemente lo contrario -- salta a la vista que los dos documen­
tos restantes, acerca de cuya existencia hay plena prueba en au­
tos, demuestran que la firma Luis Ridcler IJtda. no intentó co­
meter fraude alguno. A las pocas horas de la primera petición 
o del momento en que debieron presentarla, acudieron espontá­
neamente a la Aduana cumpliendo las formalidades reglamcn�a­
rias, y se les concedió el permiso definitivo.

z•.o No se ha comprobado, ni intentado siquiera, que la prc­
su11t2, omisión del primer documento tuviera por resultado cargar 
suhreticiamentc más ele lo que autorizaban los boletos, u obtener 
otr2. ventaja ilícita defraudando al fisco, pues desde el primer 
1nomentos se entendió no existir perjuicio para la renta. 

3' Con arreglo al decreto de fecha 27 de Agosto de 1920 
("Boletín Oficial'', Septiembre 18-1920, N<' 7973), la Aduana 
autoriz?. normalmente las operaciones de embarque en días ); ho-
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, Junio 11 de 1931. 

Vistos en acuerdo los autos De Ridder Ltda. Luis — Ape- 

lacién Aduana; y considerando que: 

1* Tres son los actos que caracterizan la posicién legal del 
querellado en esta causa: 

a) el permiso provisorio, que resulta perdido o no pre- 

sentado. 

b) la peticién de que el embarque, relativo a ese permiso, 

fuese controlado, fuera de hora, por guardas de Aduana, 

c) el pedido y otorgamiento de ese despacho definitivo. 

Suponiendo que ¢l primero no se hubiese presentado — y 

los argumentos del sefior Juez ‘‘ 

nablemente jo contrario —- salta a la vista que los dos documen- 

tos restantes, acerca de cuya existencia hay plena prueba en au- 

tos, demuestran que la firma Luis Ridder Ltda. no intenté co- 

meter fraude alguno. A las pocas horas de la primera peticion 

@ del momento en qte debieren presentarla, acudieron esponta- 
neaiente a la Aduana cumpliendo las formalidades reglamenta- 

rias, y se les concedié el permiso definitivo. 

a quo” bastan para admitir razo- 

2° No se ha comprobado, ni intentado siquiera, que la pre- 

sunta omisiOn del primer doctrmento tuviera por resultado cargar 

subreticiamente mas de lo que autorizaban los boletos, u obtener 

otra ventaja ilicita defraudando al fisco, pues desde elf primer 

momentos se entendie no existir perjuicio para la renta. 

3° Con arreglo al decreto de fecha 27 de Agosto de 1920 
(“Boletin Oficial’, Septiembre 18-1920, N* 7973), la Aduana 

autoriza normalmente las operaciones de emharque en dias y ho-
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ras inháhilts, sin otro requisito que la presentación de una soli­
citud al Resguardo, y con cargo de documentarlo en el primer 
día hábil. El mismo Resguardo es quien facilitó los empleados 
,que controlaron la carga; y tales solicitudes provisorias hasta el 
momento de producirse el caso "sub judice'', no tenían forma 
fspecial, ni se sometían a requisito alguno, corriendo el riesgo 
de que las hiciera desaparecer por los mismos empleados que lue­
go, a título de denunciantes, tendrían derecho a la multa resul­
tante. En el caso "sub judice" ella habría alcanzaclu al valor ele 
tres mil toneladas de cereales; y no hace falta más que advertir 
hasta qué punto resultaría desproporcionada la condena. aún en 
el supuesto de que la omisión denunciada se hubiese cometido. 

4'·' El pedido ele permiso de embarque definitivo fué fonnu­
lado por Luis De Ridder Ltda. el 7 de Septiembre de 1928. o 
se2. cinco días antes ele producirse la denuncia; de modo que 
cuando ésta se presentó había cesado ya toda posibilidad ele que 
pasara desapercibida la presunta omisión. 

Se resuelve : 

Confirmar 1a sentencia apelada de fs. 87 a 89, fecha 9 ele 
.Abril ele 1931. Notifíquese y devuélvanse al juzgado de origen, 
.- Bruig110 T. 1llnrt-í-nez. - Julio ... Harc. - Jum, Al·varc:::. 

FALLO DE LA CORTE SUPREl\fA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del recurso ordinario de apelación interpuesto por el 
:i\t!inisterio Fis-2al contra el fallo de la Cámara Federal de Ape­
lación de Rosario en la causa contra Luis De Ridder Ltcla. por 
infracción al art. 998 de las Ordenanzas de Aduana. 
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ras inhabiles, sin otro requisito que la presentacién de una soli- 

citud al Resguardo, y con cargo de documentarlo en el primer 

dia habil. El mismo Resguardo es quien facilito los empleacos 

que controfaren la carga; y tales solicitudes provisorias hasta el 

momento de producirse el caso “stth judice”, no tenian forma 

especial, ni se sometian a requisito alguno, corriende el riesgo 
de que las hiciera desaparecer por los mismos émpleados que lue- 

go, a titulo de denunciantes, tendrian derecho a la multa resul- 

tante. En el caso “sub judice” ella habria alcanzado al valor de 

tres mil toneladas de cereales; y no hace falta mas que advertir 

hasta qué punto resultaria desproporcionada Ja condena, atin en 

el supuesto de que la omisién denunciada se hubiese cometido, 

4° E] pedido de permiso de embarque definitivo fué formu- 

lado por Luis De Ridder Ltda. el 7 de Septiembre de 1928. o 

sea cinco dias antes de producirse la denuncia; de modo que 
cuando ésta se presenté habia cesado ya toda posibilidad de que 

pasara desapercibida la presunta omisi6n. 

Se resuelve : 

Confirmar fa sentencia apelada de fs, 87 a 89, fecha 9 de 
Ahril de 1931. Notifiquese y devuélvanse al juzgado de origen, 

— Benigno T. Martinez. — Julio Marc. — Juan Alvares. 

FALE.OQ DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del recurso ordinario de apelacién interpuesto por el 

Ministerio Fiscal contra el fallo de la Camara Federal de Ape- 

laci6n de Rosario en Ja causa contra Luis De Ridder Ltda. por 

infraccién al art. 998 de las Ordenanzas de Aduana.
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Por sus fundamentos y teniendo en cuenta, además: Qne 
el distingo entre permiso para embarcar y permiso para hacerlo 
en horas extraordinarias - que sustenta la querella fiscal -

result<t especioso en el caso, pues no se concibe que se concedan 
hcra:-:- extraordinarias para esa operación y se designen empleados 
de contralor y vigilancia sin un permiso o una solicitud de per­
miso ele carga previo; pues las reparüciones públicas como la 
;\cluana deben tener, en resguardo de la renta, del buen orden 
administrativo y clt:l público operante, un método y ttna hase de 
verificación; y el Resguardo no ha de conceder seguramente ha­
bilitaciones como la que menciona con el número 6683 (fs. 78) 
;:� cualquiera que las reclame sino a quienes justifiquen su inte­

rés y su permiso de cargadores. Los arts. 554, 565 y concorclan­
dts ele las Ordenanzas ele Aduana presuponen siempre· el 1wr-
111isn de carga. 

Que se ha probado suficientemente en autos que el Resguar­
do no acordaba, en la fecha del hecho ele la ,causa, recibo de las 
solicitaciones ele permiso para cargar (fs. 73 a 74) ! y ele esa ma­

nera, quedaba en manos de los mismos empleados la posibilidad 
de ocultar esos documentos y formular denuncias ele infracción 
con el consiguiente beneficio. No hay, en autos, ni prueha ni 
acusación ele que así ocurriera en el 1'sub-lite", pero es una po­

sibilidad que debe tenerse en cuenta ·para considerar las dificul­
tades que por ese motivo o por simple extravío o negligen,:ia ele 
oficinas o empleados, pueden ofrecerse a un cargador correcto 
y para apreciar la prut:;ba supletoria que ofrecen los gunrclas Ca­
lles y Benítcz ( fs. 56 y 56 vta.) . 

En su mérito se confirma la resolución recurrida, sin costas. 
H ftgase saber y devuélvanse, 

J. FrGUEROA ALCOR.TA. - ROBERTO 

REPETTO. 

ANTOl\IO 

Y. PERA. 

-·R. Gumo LAVALLE. 

SAGARKA. - Ju,1.\.:--¡-

78 ¥ALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Por sus fundamentos y teniendo en cuenta, ademas: Que 

el distingo entre permiso para embarcar y permiso para hacerlo 

en horas extraordinarias — que sustenta la querella fiscal — 

resulta especioso en el caso, pues no se concibe que se concedan 

heras extraordinarias para esa operacién y se designen empleados 

de contralor y vigilancia sin un permiso o una solicitud de per- 

miso de carga previo; pues las reparticiones publicas como la 

Aduana deben tener, en resguardo de la renta, del buen orden 

administrative y del ptiblico operante, un método y una hase de 

verificacién; y el Resguardo no ha de conceder seguramente ha- 

bilitactones como fa que menciona con el ntimero 6683 (fs. 78) 

a cualquiera que las reclame sino a quienes justifiquen su inte- 

rés y su permiso de cargadores. Los arts. 554, 565 y concordan- 
des de las Ordenanzas de Aduana presuponen siempre’ el per- 

miso de carga. 

Que se ha probado suficientemente en autos que el Resguar- 

do no acordaba, en la fecha del hecho de la causa, recibo de las 

solicitaciones de permiso para cargar (fs. 73 a 74)' y de esa ma- 

nera, quedaba en manos de los mismos empleados la posibilidad 

de ocultar esos documentos y formular denuncias de infraccion 

con el] consiguiente beneficio. No hay, en autes, ni prueba ni 

acusacion de que asi ocurriera en el “sub-lite”, pero es una po- 

sibilidad que debe tenersc en cuenta para considerar las dificul- 

tales que por ese motivo o por simple extravic o negligencia de 

oficinas o empleados, pueden ofrecerse a un cargador correcta 

y para apreciar la prueba supletoria que ofrecen los guardas Ca- 

lles y Benitez (fs. 56 y 56 vta.). 

En su mérito se confirma Ja resolucién recurrida, sin costas, 

Hagase saber y devuélvanse. 

J. Ficueroa Atcorra. — Roserro 
Rreerro, —-R. Guipo Lavaiee. 

ANTONIO SAGARNA, — JuLtin 

V. Pera,
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Do11 Fclicia110 Tfrá11 en cwtos co11 la Co111paíiía de Scquros X11c7.'<t 

Zelandia, ·sobre indrmni:::ación por ocride11tc del traba/o. Rc­

(Urso de hecho. 

Su111ario: No proce<lt: el recurso extraordinario del artículu 1-k 

ley 48, en un caso de interpretación de la Ley de Accidentes 

del Trabajo número 9688, por haber sido dictada por el 

Congreso en ejercicio de la facultad del artículo 67. inciso 

11 de la Constitución Nacional . 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREllIA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

,-\ u tos y vistos : 

Que en el presente caso se trata de la interpretación de una 

ley de carácter común como es la de Accidentes del Trabajo 

N'
1 9688, que ha siclo dicta,da por el Congreso en ejercicio de la 

facultad conferida por el art. 67, inciso 11 ele la Constitución 

Nacional y como tal, su aplicación por los tribunales locales no 

puede dar ocasión al recurso extraordinario creado por el art. 

14 ele la ley N'' 48. 

Por ello se declara improcedente el recurso ele hecho dedu-
1-'iclo ante esta Corte Suprema. Notifíquese y archívese en stt 

oportunidad. 

J. FH;UEROA J\LCORTA. - R. (;L•rno 

LAVALLE. - AN'rO.KIO SACAR"',\· 

- JULIAN V. PERA. 
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Don Feliciano Tfran eu autos con la Compaiiia de Seguros Nucva 

Zelandia, ‘sobre indemnisacién por occidente del trabajo. Re- 

curso de hecho, 

Sumario; No precede el recurso extraerdinario del articulo 1+, 

ley 48, en un caso de interpretacion de la Ley de Accidentes 

del Trabajo nttimero 9688, por haber sido dictada por el 

Congreso en ejercicio de la facultad del articulo 67, inciso 

11 de la Constitucién Nacional. 

Caso: Io explica el siguiente: 

FALLO BE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 2 de 1931. 

Autos y vistos : 

Que en el presente caso se trata de la interpretacion de una 

ley de caracter comtin como es la de Accidentes del Trabajo 

N* 9688, que ha sido dictada por el Cengreso en ejercicio de la 
facultad conferida por el art. 67, inciso 11 de Ja Constitucion 

Nacional y como tal, su aplicacion por los tribunales locales no 

puede dar ocasién al recurse extraordinario creado por el art. 

14 de la ley N° 48. 

Por ello se declara improcedente el recurso de hecho dedu- 

cide ante esta Corte Suprema, Notifiquese y archivese en su 

oportunidad. 

J. FicueroA Atcorta, — R. Guino 

LAvaLLeE. — ANTONIO SAGARNA, 

— JuLran V. PERA.
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Sociedad A11ó11i.11w. C/wdwick, TF cir Argentina, en el juicio Fisco 

Naáonal coutra. la Sociedad Anónima Cl1ad1.oicJ,,, TF eir _\' 

Cía. sobre tercería de d01ninio. 

Sumario: 1 9 La apelación en tercera instancia ante la Corte Su­

premc. procede no sólo cuando la Nación es parte actora (in­

ciso 2'-', artículo 3'\ ley 4055 ), sino tmnbién cuando lo es co­

mo dtmanclada. Y puesto que la senten::ia pronunciada en 

esta hipótesis no se hace definitiva sino en tercera instancia 

(artículos 3" y 17. ley 4055 y 5", ley 3952) el recurso puede 

ser interpuesto por atubos litigantes. 

2') De que la Corte Suprema conoce en tercera instan­

c1,:i. ele las causas en que la Nación es parte actora o deman­

dada, se infiere también que tiene la misma jurisdicción pa­

r;:i. decidir aquellas cansas en que sea demandada por lo� 

¡�articulares con autoriza:.:ión legislativa. 

3 1
' La limitación contenida en la última parte del in­

ciso 2'-', art. 3", ley 4055, según la cual la apelación en, 1 ter­

cera instancia sólo procede cuando el valor disputado ex­

cediese de cinco mil pesos referido en aquella al caso de que 

el Fisco sea parte actora, se aplica también y por similitud 

de motivos a la hipótesis ele que la 'Nación sea parte deman­

dada como persona jurídica o como poder público. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 24 de 1930. 

Y Vistos: 

Esta tercería ele dominio deducida por la Sociedad Anóni­

ma Chaclwick \i\Teir Argentina en el juicio seguido por el Fisco 

Nacional contra la Sociedad Anónima Cha<lwick \i\T eir Co.: y 
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Sociedad Andnuna Chadwick, Weiuw Argentina, en el juicio Fisce 

Nactonal coutra la Sociedad Anénima Chadwick, Heir y 

Cia. sobre terceria de dominio, 

Simnarto: 1* La apelacién en tercera instancia ante la Corte Su- 

premz procede no solo cuando la Nacidén es parte actora (in- 

ciso 2", articulo 3°, ley 4055), sino también cuando Jo es co- 

mo demandada. Y puesto que la sentencia pronunciada en 

esta hipdtesis no se hace definitiva sino en tercera instancia 

(articulos 3° y 17, ley 4055 y 5°, fey 3952) el recurso puede 

ser interpuesto por anrbos litigantes. 

2° De que Ja Corte Suprema conoce en tercera instan- 

ci de las causas en que ja Nacion es parte actora o deman- 

dada, se infiere también que tiene la misma jurisdicci6n pa- 

ra decidir aquellas causas en que sea demandada por fos 

particulares con autorizacion legislativa. 

3° J.a limitacién contenida en la Ultima parte del in- 

ciso 2", art. 3°, ley 4055, segtin la cual la apelacién en! ter- 

cera instancia sdlo procede cuando el valor disputado ex- 

cediese de cinco mil pesos referido en aquella al caso de que 

el Fiseco sea parte actora, se aplica también y por similitud 

de motivos a la hipdtesis de que Ja ‘Naci6n sea parte deman- 

dada como persona juridica o como poder ptblico. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 24 de 1930. 

Y Vistos : 

Esta terceria de dominio deducida por la Sociedad Andni- 

ma Chadwick Weir Argentina en el juicio seguido por el Fisco 

Nacional contra fa Sociedad Anénima Chadwick Weir Co.: y
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Considerando: 

Que ella se funda en que se ha trabado embargo sobre la 
finc2. ck la calle 25 ele J\ilayo Nv 516 que pertenece a la tercerista 

y no a la ejecutada, lo que se comprueba legaltnente con la rt'"s­
pcctivc1. cs<:ritura de dominio acompañada en los autos. 

Que, tanto el Procurador Fiscal como los denunciantes se 

cponen al levantamiento del embargo fundados en que la socie­
dad demandada y la tercerista, junto con la denominada Trans­

portadora Argentina, constituyen una sola entidad con tres 110111-

hrts distintos, pues esta última es de pertenencia casi exclusiva 
ele la sociedad inglesa, siendo la Chawick \;V eir Argentina una 

dependencia ele la Transportadora Argentina, extremo que se cle­
nmestr2. también con el rol que en el Directorio de las tres so­

ciedac les desempeña el señor l\.'I . Drysdale. 

Que, como no se deja ele reconocer, el dominio ele la tercc­
rist2 sobre la finca embargada ha quedado debidamente com­
probado en la ejecución, reduciéndose el punto en debate a es­
tahlecer si existe la combinación denunciada entre las ya men­

cionadas sociedades. 

Que la pericia producida en este juicio es concluyente en 

el sentido ele que no existe tal conclusión y que las socieclade:-: 
anónimas son perfectamente autónomas y guardan entre sí per­

fecta independencia, no obstando a el lo de que una misma per­
sona desempeñe cargos en los respectivos directorios ele las so­
ciedades, pues ello no está prohibido por ley alguna y es co­

rriente en el mundo de los negocios. 
Que el valor probatorio de la prueba pericial producida no 

puede ser desvirtuado por el informe de la Inspección General 

de Justicia, pues éste ha siclo producido en hase a constancias 
de libros que igualmente han tenido en cuenta los peritos, por 
lo que, fuera del carácter oficial que reviste, no ofre.:.-e mayor 

mérito que aquella compulsa, practicada en los autos y con el 
control de las partes. 
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Considerando: 

Que ella se funda en que se ha trabado embargo sobre la 

finea de la calle 25 de Mayo N* 516 que pertenece a la tercerista 

y ne a la ejecutada, lo que se comprueba legalmente con la res- 

pectiva escritura de dominio acompafiada en los autos. 

Que, tanto el Procurador Fiscal como los dentunciantes se 

cponen al levantamiento del embargo fundados en que la socie- 

dad cdemandada y ta tercerista, junto con la denominada Trans- 

portadora Argentina, constituyen una sola entidad con tres nom- 

bres distintos, pues esta ultima es de pertenencia casi exclusiva 

de la sociedad inglesa, siendo la Chawick Weir Argentina una 

dependencia de la Transportadora Argentina, extremo que se de- 

muestra también con el rol que en el Directorio de Jas tres so- 

ciedades desempefa el senor M. Drysdale. 

Que, como no se deja de reconocer, el dominio de la terce- 

rista sobre la finca embargada ha quedado debidamente com- 

probade en la ejecucién, reduciéndose el punto en debate a es- 

tahlecer si existe la combinacién denunciada entre las ya men- 

cionadas sociedades. 

Que la pericia producida en este juicio es concluyente en 

el sentido de que no existe tal conclusion y que las sociedades 

andnimas sou perfectamente atiténomas y guardan entre si per- 

fecta incdependencia, no obstanda a ello de que una misma ver- 

sonz desempehe cargos en los respectivos directorios cde las so- 

¢ciedades, pues ello no esta prohibide por ley alguna y es co- 

rriente en el mundo de los negocios. 

Que el valor probatorio de la prueba pericial producida no 

pucde ser desvirtuado por el informe de la Inspeccion General 

de Justicia, pues éste ha sido producido en hase a constancias 

de libros que igualmente han tenido en cuenta los peritos, por 

lo que, fuera del caracter oficial que reviste, no ofrece mayor 

mérito que aquella compulsa, practicada en los autos y con el 

control de las partes.
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Que, respecto ;Ü informe ele la J-\dmi11istración ele Impuestos 
IntLrnos, del que se clesprenclería que para esta. arlministraciún 
existe identidad entre las Sociedades Inglesa y Argentina, esa 
manif_estación no tiene otro alcance que el limitado a los efectos 
del pago de los impuestos, pues· a ese sólo objeto interviene cli­
ch;:,, Aclm¡inistración y las constancias ele sus libros no pueden te­
ner el efecto <le modificar las situaciones jurídicas probadas de 
acuerdo con las leyes que las rigen. 

Por estas consideraciones, resuelvo esta tercería ele dominio 
haciendo lugar a ella. con costas. En consecuencia, levántese d 
embargo trabado sobre la finca 25 de lviayo 516 y sus frutos 
civiles. Notifíquese y repóngase el sellado. kligucf, !�_. Ja.nl11s. 

SENTENCfA DE LA cJ\:-,..¡,\RA FEDERAL DE APELACH)K 

Buenos Aires, Abril 11 de 1931. 

Vistos y Considerando : 

l'! Consta del testimonio de escritura púllica que cn1Te a 
fs. 1 y siguientes de este juicio de tercería, que en 19 de Octu­
bre de 1920 don Eduardo Arturo \i\iooclwad compró la casa ca­
, lle 25 ck Mayo N" 502-22 por cuenta y con dinero, según lo ex­
presé:. ele la Chaclwick \i\1 eir y Cía. (Argentina) L..imitacla, So­
ciedad Anónitrn,. Comercial, cuyos estatutos se encontn1han ante 
el Poder Ejecutivo Nacional para su aprobación. 

Resulta así que esa compra se efectuó con vanos años de 
anterioridad a la iniciación del sumario contra la Chadwick Cn. 
Ltda. (Inglesa) por infracción a la ley de Impuestos Tnternos. 

Z' La ter-.:erista Chaclwick \i\feir y Cía. (ArgentinaJ tiene 
indiviclualiclacl propia _, distinta de cualquier otra - puesto que 
su personería jurídica le ha siclo reconocida por decreto ele-\ Po~ 
der Ejecutivo Nacional de 13 de Diciernhre de 1920. 
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Que, respecto al informe de la Administracion de Impuestos 

Internos, de! que se desprenderia que para esta administracién 

existe identidad entre las Sociedades Inglesa y Argentina, esa 

manifestacion no tiene otro aleance que el limitado a los efectos 

dei pago de los impuestos, pues a ese solo objeto interviene di- 

cha Administracién y tas constancias de sus ltbros no pueden te- 

ner e} efecto de modificar las situaciones juridicas probadas de 

acuerdo con las leyes que las rigen. 

Por estas consideraciones, resuelvo esta terceria de dominio 

haciendo Jugar a ella. con costas. En consecuencia, levantese el 

embargo trabado sobre la finca 25 de Mayo 516 y sus frutos 

civiles. Notifiquese y repongase el sellado. Miguel 1. Janius, 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Abril 11 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

lt Consta del testimonio de escritura piliica que corre a 

fs. 1 y siguientes de este juicio de terceria, que en 19 de Octu- 

bre de 1920 don Eduardo Arturo Woodwad compr6 la casa ca- 
‘He 25 de Mayo N® 502-22 por cuenta y con dinero, segtin Io ex- 

presé, de la Chadwick Weir y Cia. (Argentina) Limitada, So- 

ciedad Anénima Comercial, cuyos estatutos se encontraban ante 

el Poder Ejecutivo Nacional para su aprobacion. 

Resulta asi que esa compra se efectud con varios afus de 

anterioridad a Ja iniciacion del sumario contra la Chadwick Co. 
Ltda. (Inglesa) por infraccién a la ley de Impuestos Internos. 

2° La tercerista Chadwick Weir y Cia, (Argentina) tiene 

individualidad propia —+ distinta de cualquier otra — puesto que 

su personeria juridica le ha sido reconocida por decreto del Po- 

der Ejecutive Nacional de 13 de Diciembre de 1920.
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3" Auuc¡ue la Chaclwick Weir Co. Ltcla (Inglesa) fuese la 
principal accionista de la Chachvick \Veir Cía. (Argentina), c_1 
emharge de un bien inscripto a npmhre ele ésta - para respon­
der n ciencias o condenaciones impuestas a la primera - sería 
::;iem¡_;rt improcedente, porque es principio de derecho que las 
corpora 1::iones, asociaciones, etc., son personas enteramente dis­
tintas ck sus miembros, como las sociedades anónimas tienen 
personalidad distinta a la de sus accionistas, txistiernlo vercla­
der2. independencia entre el patrimonio de la sociedad y el pa­
trimonio ele los accionistas. 

Por ello y sus fundamentos. se confirma la sentencia de fs. 
274·. �-B. A. Na:Jar L·411chorc11a. - 1lrfaraliJ10 Escalada.. - José 
Jfarcá (ampliando fundamentos). - Rodolfo S. Fcrrcr. 

Buenos Aires, Abril 11 de 1931. 

Considerando sobre el recurso de nulidad que no ha siclo 
concedido, fs. 275 vta. y 275 vta. por lo que· es improcedente. así 
se declara. 

Considerando a-:trca de la apelación: 

Que el Fisco Nacional y dernús demandados no han obje­
tadu en su:,, contestaciones a la demanda. el título de· la propie­
dad sobre la finca en cuestión, de la actora Chadwick \i\/eir y 
Cía. (Argentina) Limitada. 

Que. solamente se oponen en ellas la simulación manifiesta 
con intención fraudulenta, de que esta compañía. en cuanto qm� 
según sus estatutos, a la vez que los ele la deudora Chachvick 
VVeir y Cía. Ltda. y los de la Transportadora Argentina por la 
participación qu<' a ésta también se le atribuye, son una entidad, 
una sola persona o compañía. 

Que en fundamental hacen consistir los de1nanclados esta opo­
sición en que la ,compañía inglesa Chadwick \i\T eir y Cía. Ltda., 
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3° Aunque la Chadwick Weir Go. Ltda (Inglesa) fuese la 

principal accionista de la Chaclwick Weir Cia. (Argentina), ¢] 

emharge de un bien inseripto a nombre de ésta — para respon- 

der a deudas 0 condenaciones impuestas a la primera — seria 

siempre improcedente, porque es principio de derecho que las 

corporaciones, asociaciones, etc., son personas enteramente dis- 

tintas de sus miembros, como las sociedades anonimas tienen 

personalidad distinta a la de sus accionistas, ¢xistiendo verda- 

derz. independencia entre el patrimonio de fa sociedad y el pa- 

trimonio de Jos accionistas. 

Por ella y sus fundamentos, se confirma ta sentencia de fs. 

274, — B. A. Nasar Anchorena. — Marcchno Escalada. — fosé 

Afarcé (ampliando fundamentos). — Rodolfo S. Ferrer. 

Buenos Aires, Abrif 11 de 1931. 

Considerando sobre el recurso de nulidad que no ha sido 

concedido, fs, 275 vta. y 275 vta. por lo que'es improcedente, asi 
se declara. 

Considerando averca de la apelacion: 

Que el Fisco Nacional y demas demandados no han obje- 

tadu en sus contestaciones a la demanda, el titulo de-Ja propie- 

dad sobre la finca en cuestidn, de la actora Chadwick Weir y 

Cia, (Argentina) Limitada. 

Que, solamente se oponen en ellas la simulacién manifiesta 

con intencion fraudulenta, de que esta compafiia, en cuanto que 

segtin sus estatutos, a la vez que los de la deudora Chadwick 

Weir y Cia. Ltda. y los de la Transportadora Argentina por la 

participacion que a ésta también se le atribuye, son una entidad, 

una sola persona o compaiiia. 

Que en fundamental hacen consistir los demandados esta opo- 

sicion en que la compafiia inglesa Chadwick Weir y Cia. Ltda.,
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h:! deudora, ha suministrado el capital a la Transportadora ¡\ r­

g..:ntina, ele q_uc depende la actora, casi en su totalidad, {, se;:� 

en 991 de las 1. 000 acciones suscriptas. 

Que empero no hasta este solo hecho tan manifiesto por 

otra, parte en los estatutos y los demás antecedentes que se les 

refiere:, para dar por acreditada "la simulación que tiene lugar 
cuando se encubre el carácter jurídico bajo la apariencia ele otro, 

o cuando el acto contiene ,cláusulas que no son sinceras o fechas
que no son verdaderas, o cuando por él se constituye o tra:,:;miten
derecho a personas interpuestas que no son aquellas para quie­

ne�; se constituyen o trasmiten": artículo 955 del Código Civil.

Confirma más_ y convence esto la anotación al artículo 956 
de esta ley, ele que " ... no habiendo fraude hecho a las leyes. 

<-', las buenas costumbres o a los derechos de terceros, la �inm­

lación no es causa de nulidad en los actos que pudieran hacerlo 
en la forma que qU1s1era11, ,.:011 tal ele que no fuera una forma 
prohibid2,··. 

Qm.: no es dable por consiguiente el declarar la nulidad ele 

!�•. operación de dichas socieelacles, hechas con bases ele sus cons­

tituciones debidamente aprobadas para sus fines en que ellas

están incluídas, como su disolución o liquidación para formar

. otra�; sociedades, dado que así ha sucedido en el caso, "adquirir

los derechos que el Código establece y ejercer los actos que no 

le sean prohibidos por el ministerio de los representantes según 

sus bases o estatutos, muy de an1erdo perfecto también con to­

das estas prescripciones legales y la del art. 14 d'e nuestra Carta 

principal en que están sustentadas. Art. 35 del Código CiYil y 

art. 318, "in fine'' del Código de Comercio. 

Que siendo pues válida la escritura de la sociedad actora 

con que justifica el dominio del bien ele que sCi trata, procede así 

resolverlo ordenando el levantamiento del embargo tal como lo 

solicita. 
Por estas consideraciones y sus concordantes se confirma 

b sentencia ele fs. 274, con costas. - José Jl!larcó. 

84 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

la deudora, ha suministraco el capital a la Transportadora Ar- 

gentina, de que depende la actora, casi en su totalidad, o sea 

en 991 de las 1.000 acciones suscriptas. 

Que empero no basta este solo hecho tan manifiesto por 

otra parte en los estatutos y los demas anitecedentes que se les 

refiere, para dar por acreditada “la simulacién que tiene lugar 

cuando se encubre el caracter juridico hajo la apariencia de otro, 

o cuando el acto contiene clatsulas que no son sinceras o fechas 

que no son verdaderas, o cuando por él se constituye o trasmiten 

derecho a personas interpuestas que no son aquellas para quie- 

nes se constituyen o trasmiten”: articulo 955 del Codigo Civil. 

Confirma mds. y convence esto la anotacién al articulo 956 

de esta ley, de que “... no habiendo fraude hecho a las leyes. 

2 las buenas costumbres o a los derechos de terceros, la simu- 

facién no es causa de nulidad en los actos que pudieran hacerlo 

en la forma que quisteran, con tal de que no fuera una forma 

prohibida™. 

Que no es dable por consiguiente el declarar Ja nulidad de 

l2 operacion de dichas sociedades, hechas con bases de sus cons- 

tituciones debidamente aprobadas para sus fines en que ellas 

estan incluidas, come su disofucién o liquidacién para formar 

_otras sociedades, dado que asi ha sucedido en ef caso, “adquirir 

los derechos que el Cédigo establece y ejercer los actos que no 

le sean prohibidos por el ministerio de los representantes segtin 

sus bases a estatutos, muy de acuerdo perfecto también con to- 

das estas prescripciones legales y la del art. 14 de nuestra Carta 

principal en que estan sustentadas. Art. 35 del Cédigo Civil y 

art. 318, “in fine” del Codigo de Comercio. 
Que siendo pues valida fa escritura de la sociedad actora 

con que justifica el dominio del bien de que sq trata, procede asi 

resolverlo ordenando el levantamiento del embargo tal como lo 

solicita. 

Por estas consideraciones y sus concordantes se contirma 

la sentencia cle fs. 274, con costas. — José Mareé.
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FALLO DE LA CORTE SUPRE.\IA 

Buenos Aires, Septien(bre 7 de 1931. 

Y Vistos: 

Est¡', causa de tercería de dominio respecto de la propiedad 
calle 25 de .i\llayo Nos. 516 y 518, deducido por la Sociedad 
Chad,vick, \'!\T eir y Compañía (Argentina) Limitada, etnbargacla 
en el juicio seguido por el Fisco Nacional contra la firma íngles:1 
Chadwick, \'!\Teir y Compañía Limitada sobre cobro de una multa, 
venido en apelación contra la se'ntencia pronunciada en aquella 
por la Cámara Federal de la Capital: y 

Considerando 

Que del pronunciamiento dictado por la Cá:rnara Federal hhn 
,deducido recurso de apelación el señor Fiscal de Cámara ( fs. 
363 v.) y de apelación y nulidad el representante de los denun­
ciantes ( fs. 365.) siendo tocios ellos concedidos por el tríhimal. 

Que aun cuando sea exacto de acuerdo con el art. 4 de la 
ley N9 7055 que las resoluciones de la Cámara Federal ele la Ca­
pital causan ejecutoria en materia criminal y lo sea también que 
le. presente tercería de dominio ha sido deducida con ocasión de 
un embargo trabado dentro ele un juicio de carácter penal. no 
es posible sostener la aplicación do aquel precepto al caso de au­
tos, toda vez que la tercería de dominio fuera ele su evidente 
carácter civil, desde que, se debate en ella una cuestión de pro­
piedad, tiene señaladi por la ley una tramitación y una forma de 
juicio propias; y "deberá substanciarse por cuerda separada en 
juicio ordinario sin suspender el juicio ejecutivo, con el ejecu­
tante y el ejecutado", dice al respecto el art. 301 de la ley, r-:;•;- 50 
de 14 de Septiembre de 1863. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septientbre 7 de 193]. 

Y Vistos: 

Esta causa de terceria de dominio respecto de la propiedad 

calle 25 de Mayo Nos. 516 y 518, deducido por la Sociedad 

Chadwick, Weir y Compafiia (Argentina) Limitada, embargada 

en el juicio seguido por ef Fisco Nacional! contra la firma inglesa 

Chadwick, Weir y Compafiia Limitada sobre cobro de una multa, 

venida en apelacién contra la sentencia pronunciada en aquella 

por la Camara Federal de la Capital: y 

Considerando 

Que del pronunciamiento dictado por la Camara Federal han 

deducido recurso de apelaciOn ef sefior Fiscal de Camara (fs. 

363 v.) y de apelacién y nulidad el representante de los denun- 

ciantes (fs. 365) siendo todos ellos concedidos por el tribunal. 

Que atm cuando sea exacto de acuerdo con el art. 4 de Ia 

ley N° 7055 que las resoluciones de la Camara Federal de la Ca- 

pital causan ejecutoria en materia criminal y lo sea también que 
la presente terceria de dominio ha sido deducida con ocasion de 

un embargo trabado dentro de un juicio de caracter penal. no 

es posible sostener la aplicacién de aquel precepto al caso de au- 

tos, toda vez que Ja tercerfa de dominio fuera de su evidente 
caracter civil, desde que, se debate en ella una cuesti6n de pro- 

piedad, tiene sefialada por Ja ley una tramitacién y una forma de 

juicio propias; y “debera substanciarse por cuerda separada en 

juicio ordinario sin suspender el juicio ejecutivo, con el ejecu- 

tante y el ejecutado”, dice al respecto el art, 301 de la ley, N* 50 

de 14 de Septiembre de 1863.
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Que el litigio venido en apelación no constituye tampoco una 
merP. incidencia suscitada con_ motivo de la ejecución de la sen­
tencia en el expediente sobre cobro de multa fiscal, sino una 
cause! civil, un juicio ordinario, organizado por la propia ley de 
la materia y al cual se ha incorporado un nuevo litigante cons­
titnído por el ter•cerista. Por consiguiente carecen de aplicacióu 
al caso los antecedentes jurisprudenciales de esta Corte invoca­
dos en esta instancia por el actor. 

Que si de conformidad con lo expuesto se encuentra cum­
plida en el caso la condición requerida por el art. 3 v de la ley 
N'_. 4055 de ser definitiva la sentencia pronunciada por la Cá­
marn Federal de la Capital correspo11cle decidir si cabe decir lo 
prt'pio respecto de las cle.inás ·condiciones prescriptas por la ley 
para le. procedencia del recurso en la tercera instancia ordinaria 
deducido por el representante del Fisco. 

Que el tercerista ha sostenido que no ·procede recurso en 
tercera instancia ordinaria ante esta Corte porque el inciso 2'-', 
art. 3,., de la ley N,., 4055 sólo lo autoriza para los casos en que 
la Nación o un recaudador de sus rentas sea "parte actora", cir­
cunstancia esta última que no concurre en el caso "sub-lite" por 
la razón ele que el Fisco actúa en él como parte demandada. 

Que la solución ele esta cuestión afecta en su esencia todo 
el régimen de i'a ley 4055 en cuanto· organiza la jurisdicción ape­
lada de esta Corte y requiere un análisis detenido de ella para 
fijar de un modo definitivo la jurisprudencia a su respecto. 

Qt1t.: según se ha establecido reiteradamente el art. 100 de _ 
l;:,, Constitución Nacional enumera en términos generales los ca­
so�: cuyo conocimiento 1corresponde a la jurisdicción federal; en 
tanto que el art. 101 de la misma expresa y determina en térmi­
nos concretos la jurisdicción correspondiente a esta Corte Su­
prema ya sea originariamente, ya sea por vía de apelación . 

'Que en cuanto a la jurisdicción originaria su extensión se­
ñalada por el art. 101 no puede ser aumentada ni restringida, 
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N' 4055 de ser definitiva la sentencia pronunciada por la Ca- 

mare Federal de la Capital corresponde decidir si cabe decir lo 

prepio respecte de las demas condiciones prescriptas por la ley 

para la procedencia del recurso en la tercera instancia ordinaria 

deducido por el representante del Fisco. 
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Ja Constitucion Nacional enumera en términos generales los ca- 

sos cuyo conocimiento corresponde a la jtrisdiccion federal; en 

tanto que el art. 101 de la misma expresa y determina en térmi- 

nos concretos la jurisdiccion correspondiente a esta Corte Su- 

prema ya sea originariamente, ya sea por via de apelacién. 

Que en cuanto a la jurisdiccién originaria su extensidn se- 

falada por el art. 101 no puede ser atmentada ni restringida,
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n1ientras que la de aptlación será ejercida por la Corte según 
lai: reglas y excepciones que el Congreso prescriba. 

Qm· dicha jurisdicción de apela::ión se halla actualmente 
reglamentada por el Honorable Congreso en los arts. 3, 4, 5 y 6 
de la ley de 1902 N'1 4055 y el primero de ellos dispone que 1:t 
Cort(: conocerá también en 'última instancia por apelación y nu­
liclac\ en las sentencias definitivas de las Cámaras Federales de 
Apelación que recayesen sobre acciones fiscales contra particu­
lares o corporaciones, sea por cobro de cantidades aclemladas o 
por cumplimiento de ,contratos; por defraudación ele rentas na­
cionales o por violación de reglamentos administrativos y. e1.1 

general, de todas aquellas ca�1sas en que la Nación o un recau­
dador sea parte adora, siempre que d valor disputado excedie­
se de cinco mil pesos. 

El Congreso, con posterioridad a la sanción de la ley 11ú-
111ero 4055, ha substraído de la jurisdicción apelada de la Cor­
te, respecto de la Cámara Federal ele la Capital, las causas pro­
venientes ele defraudaciones ele rentas nacionales a mérito de 
lo dispuesto por el artículo 49 de la ley número 7055 por el 
cual se dispone que "desde la sanción de la presente ley, la 
Cámara de Apelaciones que funciona en la Capital Federal se 
compondrá ele cinco miembros, y sus resoluciones causarán e_1e­
cutoria en materia crimina]''. 

Que la cuestión de que se ha hecho mento, en el consi­
derando primero, reclama, desde luego. la deterl.ninación cil'I 
alcance y sentido del inciso 2v del artículo 3 1

', pues si la frase 
¡(en todas las cansas en que la Nación o un recaudador de sus 
rentas scv. parte actora" tiene en sus últimas palabras el Yalor 
de tm2. condición para el ejercicio de la jurisdicción de esta 
Corte, la apelación en tercera· instancia sería efectivamente im­
procedente desde que en la causa "sub-lite" el Fisco es parte 
<lemandacla. 

Que la jurisprudencia de esta Corte decidió, partiendo del 
principio de que quien inviste la soberanía no puede !-:.er arras-
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nientras que la de apelacién sera ejercida por la Corte segtin 

las reglas y excepciones que el Congreso prescriba. 

Que dicha jurisdiccién de apelacién se halla actuahnente 

reglamentada por el Honorable Congreso en los arts. 3, 4. 5 v 6 

de la ley de 1902 N’ 4055 y el primero de ellos dispone que la 

Corte conoceré también en tltima instancia por apelacién y nu- 

lidacl en las sentencias definitivas de las Camaras Fedlerales cle 

Apelacién que recayesen sobre acciones fiscales contra particu- 

lares @ corporaciones, sea por colro de cantidades adeudadas o 

por cumplimiento de contratos; por defraudacién de rentas na- 

clenales o por violacién de reglamentos administrativos y. en 

general, de todas aquellas causas en que la Nacion o un recau- 

dador sea parte actora, siempre que el valor disputado excedie- 

se de cinco mil pesos. 

El Congreso, cen posterioridad a la sancién de ta ley na- 

mero 4055, ha substraido de la jurisdiccion apelada de la Cor- 

te, respecto de la Camara Federal de la Capital, las causas pro- 

venientes de defraudaciones de rentas nacionales a mérito cle 

lo dispuesto por el articulo 4° de la ley némero 7055 por el 

cual se dispone que “desde la sancidn de la presente ley, la 

Camara de Apelaciones que funciona en la Capital Federal se 

compondra de cinco miembros, y sus resoluciones causaran eye- 

cutoria en materia criminal’, 

Que la cuestidn de que se ha hecho merito, en el consi- 

derando primero, reclama, desde luego, la determinacién del 

aleance y sentido del inciso 2° del articulo 3°, pues si la frase 

“en todas las causas en que la Nacion o un recaudador de sus 

rentas sea parte actora” tiene en sus ultimas palabras el valor 

de una condicién para el ejercicio de la jurisdicciOn cle esta 

Corte, ja apelacién en tercera instancia seria efectivamente im- 

procedente desde que en la causa “sub-lite’ el Fisco es parte 

demandada. 

Que la jurisprudencia de esta Corte decidid, partiendo del 

principio de que quien inviste la soberania no puede ser arras-
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trado por particulares, sin su expreso •consentimiento ante los 

�ribunales de otro fuero, que el artículo 100 dice: "los asun­
to:-: en que la Nación sea parte" solamente se refiere a los plei­

tos en que es parte demandante (Fallos: tomo 1, página 317). 

Que de los antecedentes legislativos relacionados en la san­
ción de la ley sobre jurisdicción y competencia de la justicia 

federal número 48 se infiere que al considerar el inciso 6"' del 

artículo 29 del proyecto, se limitaba expresamente la compe­

tencia ele los jueces de se-::ción a las causas en que la Nación 

o un recaudador ele sus rentas fuese parte actora, pero el Con­

gl·esc, suprimió esta última palabra, lo que hizo adoptando la

moción de uno de sus miembros que con el fin de poner térmi­

no a una -discusión que se prolongaba demasiado, propuso que

��(• uniformase el texto ele esta disposición del proyecto al de la
c!ánsuh:1. correspondiente de la Constitución y se reservase a la

Suprema Corte fijar por medio de sus decisiones el sentido
legal ele la misma. Desde que se sancionó la ley número 48 has­
ta la fecha de la ley número 3952, 6 de octubre de 1900, la ju­

risprudencia exigió siempre que, salvo d caso ele que la Na­

ción fuese parte actora, la jusfr:ia federal y por consiguiente
la Corte, carecían de competencia para entender en las cau­
sas contra aquélla, sin la correspondiente venia del Congreso.

Que a partir de la ley número 3952 la ·Nación pudo ser 

parte demandada en las acciones civiles que se deduzcan con­
tra ella en su carácter ele persona j uríchca sin necesidad de 
autorización previa legislativa, quedando este último requisito 

subsistente para la hipótesis de que las acciones deducidas tu­
vieran por causa acto de la Nación como poder público. 

Que la ley número 4055 confirmó esta resolución consig­
nánclol.t expresaimente en el inciso 1" del artículo 3'-' y. decla­

rando además, que eran del conocimiento ele la Corte en ter­
cera instancia, las sentencias definitivas de las Cámaras Fe­

derales, pronunciadas en esta clase de juicios. 

88 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

trado por particulares, sin su expreso consentimiento ante los 

tribunales de otro fuero, que el articulo 100 dice: “los asun- 

tos en que la Nacion sea parte’ solamente se refiere a los plei- 

tos en que es parte demandante (Fallos: tomo 1, pagina 317). 

Que de lus antecedentes legislativos relacionados en la san- 

cién de Ja ley sobre jurisdiccién y competencia de la justicia 

federal numero 48 se infiere que al considerar el inciso 6° del 

articulo 2° del proyecto, se limitaba expresamente la compe- 

tencia de los jueces de seccién a las causas en que Ja Nacién 
o un recaudador de sus rentas fuese parte actora, pero el Con- 

gresc, suprimié esta tltima palabra, lo que hizo adoptando la 

mocién de uno de sus miembros que con el fin de poner térmi- 

no a una discusion que se prolongaba demasiado, propuso que 

se uniformase el texto de esta disposicién del proyecto al de la 

clausule. correspondiente de fa ConstituciOn y se reservase a la 

Suprema Corte fijar por medio de sus decisiones el sentide 

legal de la misma. Desde que se sancion6é la ley nttmero 48 has- 

ta la fecha de la ley ndmero 3952, 6 de octubre de 1900, la ju- 

risprudencia exigid siempre que, salvo ci caso de que la Na- 

cién fuese parte actora, la justicia federal y por consiguiente 

la Corte, carecian de competencia para entender en las cau- 
sas contra aquélla, sin la correspondiente venia del Congreso. 

Que a partir de la ley ntimero 3952 la ‘Nacién pudo ser 

parte demandada en las acciones civiles que se deduzcan con- 

tra ella en su caracter de persona juridica sin necesidad de 
autorizacién previa legislativa, quedando este ultimo requisito 

subsistente para la hipotesis de que las acciones cleducidas tu- 

vieran por causa acto de la Nacién como poder ptblico. 

Que la ley nimero 4055 confirmé esta resolucién consig- 

nandola expresaanente en el inciso 1° del articulo 3° y, decla- 
rando ademas, gue eran del conocimiento de la Corte en ter- 

cera instancia, las sentencias definitivas de las Camaras Fe- 

derales, pronunciadas en esta clase de juicios.
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Que la jurisprudencia de la Corte que interpretando la 
ley número 48 exigían siempre venia del Congreso para deman­
dar a la Na:::ión, aun en el carácter ele persona jurídica y por 
consiguiente la teoría ele que la justicia federal sólo era com­
petente cuando aquélla voluntariamente se sometía a ella como 
parte actora, después de sancionadas las leyes números 3952 y 
4055 sólo ha quedado subsistente respecto de los actos deriYa­
clos del carácter público del Estado. Tratándose de estos actos 
es necesario, pues, que la Nación sea actora para c1ue la cnrn­
petcncia surja sin venia del Congreso.· Tratándose de acciones 
dviles derivadas de actos obrados como persona jurídica, la com­
petencü.1. federal existe, sin más requisitos que los ele la ley 
número 3952, sea que la Nación sea demandada (inciso l'-' del 
artículo 3"'), o cuando ella toma la iniciativa como actora ( inci­
so 2' del artículo 3'). 

Que fo. anterior generalización permite afirmar que las pa­
labras (/parte actora.'' empleadas por el inciso segundo, no tienen 
en éste el valor ele una condición para la pr�cedencia del re­
curso en tercera instancia ante la Corte, pues ,constituyen en 
v�rdacl. un resalio de la jurisprudencia imperante hasta antes 
de la sanción de la ley número 3952, jurisprudencia que resol­
vía 1a cuestión referente a la posibilidad de traer a la Nación 
contra su voluntad a los estrados judiciales, y distinta por con­
siguiente a la que ahora se propone. 

Que, si el fin perseguido por el artículo 100 de la Cons­
titución y de las leyes reglamentarias del mismo, es propor­
cionar a la Nación una justicia imparcial y nacional como é,I. 
que procuren además la unidad de la jurispruden:ia a su res­
pecto, no se ve cuál sería la razón para hacerla depender en 
cuanto a la tercera instancia de que la Nación sea parte ac­
tora o demandada en el juicio. Lo lógico, lo reparable es que tal 
im;tancia e.xiste en cualquiera ele los dos supuestos. 

Que esto último es lo que resulta del análisis cómhinar.lo 
ele los dos primeros incisos del artículo 3'1 de la ley nt'.1111ero 
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Que la jurisprudencia de la Corte que interpretando la 
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civiles derivadas de actos obrados como persona jutidica, la com- 

petencia federal existe, sin mas requisitos que los de la ley 

nttmero 3952, sea que la Nacidn sea demandada (inciso I' del 

articulo 3°), o cuando ella toma la iniciativa como actora (inci- 

so 2° del articulo 3°). 

Que la anterior generalizacion permite afirmar que las pa- 

labras “parte actora’’ empleadas por el inciso segundo, no tienen 

en éste el valor de una condicién para la procedencia del re- 

curse en tercera instancia ante la Corte, pues <constituyen en 

verdad un resabio de fa jurisprudencia imperante hasta antes 
de la sancion de Ja ley numero 3952, jurisprudencia que resol- 

via la cuestion referente a la posibitidad de traer a la Nacién 

contra su voluntad a los estrados judiciales, y distinta por con- 

sigttiente a la que ahora se propone. 

Que, si el fin perseguido por el articulo 180 de la Cens- 

titucion y de las leyes reglamentarias del mismo, es propor- 

cionar a la Nacién una justicia imparcial y nacional como él, 
que procuren ademas la unidad de la jurisprudencia a su res- 

pecto, no se ve cual seria la razon para hacerla depender en 

cuanto a la tercera instancia dle que la Nacion sea parte ac- 

tora o demandada en el juicio. Lo ldgico, lo reparable es que tal 

instancia existe en cualquiera de los dos supuestos. 

Que esto tltimo es lo que resulta del andlisis combinado 

de los dos primeros incisos del artictlo 3° de la ley namero
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4055. Cuando la Nación es demandada como persona jurídica 
la sentencia viene a la Corte en ter :era instancia como resulta 

con tocia claridad del inciso primero; d recurso contra la sen­

tencia pronunciada po_r la Cámara Federal. corresponde desde

luego a la Nación, no obstante su curácter de parte demandada 

cuyo interés se intenta proteger, y corresponde además al de­

mandante porque así se infiere de la redacción del artículo 3'·' 

e inciso 1'1 y ele la igualdad procesal que ambas partes deben 

mantener en el litigio .. Esa misma igualdad exige además que 

la existencia ele las tres 'instam::ias quede definida desde el co­

mienzo del pleito. Cuando la Nación es demandada como poder 
públicu, es indispensable como se ha dicho la venia kgislativa, 

pero producida ésta, la condición legal del litigio queda asimi­

lada al del inciso primero, porque no se concebiría que se ne­

gase el recurso a la Corte siendo así que en tales casos el in­

terés dt: la ·Nación se encuentra tanto o más comprometido que 

en los del inciso primero y porque obtenida la venia la analo­

gía entre ambas hipótesis es completa. 

Cuando la Nación, en virtud de lo clispu�sto en el in-.:isp 

segundo, demanda a un particular, el cambio ele caracteres, el 

hecho ele que aquélla tome la posición de actora colocando al 

particular en la situación de dem:andado, no camhia o modifica 

la jurisdicción de esta Corte respecto ele su posibilidad de co­
nocer en tercera instarn.·ia. En efecto, fuera del fin ele dar a 

la Nación una justicia nacional y de asegurarle la unidad ck: 

jurisprudencia, la materia, la substancia del litigio es b misma 
que en los dos casos anteriores. La clasificación de los sn¡mes­

tos enumerados en el inciso segundo muestra qne ellos o res­

ponden a actos obrados por el Fisco como poder público o como 

rcrsona privada. Si sr trata de cobro ele impuestos e def raudacio� 

nes ele rentas nacionales o vinla;:ÍÓn ele reglamentos administra­

tivos, las acciones deducidas tendrán su origen en actos de so­
beranía; Si se trata ele cumplimiento ele contratos reconocerán 

sn origen en obligaciones derivadas de su carácter ele persona 

90 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

4055. Cuando la Nacién es demandada como persona juridica 

la sentencia viene a la Corte en tercera instancia como resulta 

con toda claridad dej inmciso primero; el recurso contra la sen- 

tencia pronunciada por la Camara Federal, corresponde desde 

luego a la Nacidn, no obstante su earacter de parte demandada 

cuyo interés se intenta proteger, y corresponde ademas al de- 

mandante porque asi se infiere de la redaccién del articulo 3° 
e inciso 1° y de ta igualdad procesal que ambas partes deben 

mantener en el litigio. Esa misma igualdad exige ademas que 

la existencia de las tres ‘instancias quede definida desde el co- 

mienzo del pleito. Cuando la Nacién es demandada como poder 

publicc, es indispensable como se ha dicho Ja venia legislativa, 

pero producida ésta, la condicién legal del fitigio queda asimi- 

Jada al del inciso primero, porque no se concebiria que se ne- 

gase el recurso a Ja Corte siendo asi que en tales casos e} in- 

terés de Ja Nacion se encuentra tanto o mas comprometido que 

en los del inciso primero y porque obtenida la venia Ja analo- 

gia entre ambas hipotesis es completa, 

Cuando la Nacion, en virtud de lo dispuesto en el incisp 

segundc, demanda a un particular, el cambio de caracteres, el 

hecho de que aquélla tome la posicion de actora colocando al 

particular en la situaci6n de denvandado, no cambia o modifica 

Ja jurisdiccién de esta Corte respecto de su posibilidad de co- 

nocer en tercera instancia. En efecto, fuera del fin de dar a 

la Nacion una justicia nacional y de asegurarle la unidad de 

jurisprudencia, Ja materia, la substancia del litigio es Ii misma 

que en los dos casos anteriores, La clasificacién de los supues- 

tos enumerados en el inciso segundo muestra que ellos o res- 
ponden a actos obrados por el Fisco como poder pubblico o como 

persona privada, Si se trata de cobro de impuestos c defraudacio- 

nes de rentas nacionales o violacién de reglamentos adiministra- 

tivos, las acciones deducidas tendran su origen en actos de so- 

herania; si se trata de cumplimiento de contratos reconoceran 

su origen en obligaciones derivadas de su caracter de persona
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jurídica. Y la clasificación demuestra que las casos en que el 
'Fisco pueda asumir el papel de demandante son exactamente los 
mismos en que puede ser llevado al pleito como demandado, con 
y sin venia del Congreso. 

Existe un contrato celebrado entre un particular y la �a­
ción en su carácter de persona jurídica tom'anclo para el ejem­
plo uno de los s�tpuestos enumerados en el inciso 2". La Nación 
demanda por cumplimiento de ese contrato y siendo ella la 
parte actora procede ante la Corte el recurso ele apelación en 
tercera instan�ia. Si en lugar de ser la Nación la que primero 
tomara la iniciativa fuera el particul�r el que demandare a aqué­
lla por rescisión o por cumplimiento del mismo contrato, tam­
bién procedería el recurso en tercera instancia, no obstante ser 
la Nación parte demandada y no actora - Inciso l 9 del ar­
tículo 3". 

Que el ejemplo demuestra que no es la circunstancia de ser 
el Fisco parte actora lo que determina la apelación ante la 
Corte, porque si así fuera no tendría expliicación que con oca­
sió1� de un mismo contrato tamhién procediera cuando es parte 
demandada. Y muestra además, que las palabras ''parte actora ., 
usadas en el artículo 2,;, no limitan la competencia ele la Corte, 
introduciendo una excepción al principio de intervención de 
aquéll2. en todos los juicios civiles en que la> Nación sea parte, 
sino que traducen simplemente el pensamiento que presupone 
la hipótesis contemplada en él, es decir, que la iniciativa de la 
demand<'. la tenga. la Nación En oposición al caso de tenerla los 
particulares previstos en el inciso 1 '-' y en la hipótesis de ser 
previa la venia del Congreso, 

Que de lo expuesto deben inferirse las siguientes conclu­
siones: 1 ,.. la apelación en tercera instanciµ ante esta Cnrte pro­
cede, no sólo cuando la Nación es parte .actora ( inciso 2'1 del 
artículo 3v de la ley número 4055), sino también ruando ln 
es como demandada (inciso 1'1), o, para decirlo en una palabra, 
<uando es /1frrlc. Y puesto que la sentencia pronunciada en esta 
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juridica. Y la clasificacion demuestra que las casos en que el 

Fisco pueda asumir el papel de demandante son exactamente los 

mismos en que puede ser llevado al pleito como demandado, con 

y sin venia del Congreso. 

Existe un contrato celebrado entre un particular y la Na- 

cidn en su caracter de persona juridica tomando para el ejem- 

plo uno de los stipuestos enumerados en el inciso 2°. Ia Nacion 

demanda por cumplimiento de ese contrato y siendo ella la 

parte actora procede ante la Corte el recurso cle apelacién en 

tercera instancia. Si en lugar de ser la Nacién la que primero 

tomara la iniciativa fuera el particular el que demandare a aqué- 

Ila por rescision 0 por cumplimiento del mismo contrato, tam- 

bién procederia el recurso en tercera instancia, no obstante ser 

la Nacién parte demandada y no actora — Inciso 1° del ar- 

ticulo 3°. 

Que el ejemplo demuestra que no es la circunstancia de ser 

el Fisco parte actora lo que determina la apelacion ante la 

Corte, porque si asi fuera no tendria explicaci6n que con oca- 

sion de un mismo contrato también procediera cuando es parte 

demandada. Y muestra ademas, que las palabras “parte actora” 

usadas en ef articulo 2* no limitan Ja competencia de la Corte, 

introduciendo una excepcidn al principio de intervencién de 

aquélla en todos los juicios civiles en que la Nacion sea parte, 

sino que traducen simplemente el pensamiento que presupone 
la hipétesis contemplada en él, es decir, que la iniciativa de la 

demande la tenga la Nacion en oposicién al caso de tenerla los 

particulares previstos en el inciso 1° y en la hipdtesis de ser 

previa la venia del Congreso, 

Que de lo expuesto deben inferirse las siguientes conclu- 

siones: 1° la apelacidn en tercera instancia ante esta Corte pro- 

cede, rio sdlo cuando la Nacién es parte .actora (inciso 2" del 
articulo 3° de la ley nimero 4055). sino también cttando to 

es como demandada (inciso 1"), e, para decirlo en una palabra, 

cuando es parte, Y puesto que Ja sentencia pronunciada en esta
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hipótesis no se hace definitiva sino en la tércera instancia ( ar­
tículos 3 y 17 de la ley núm,ero 1055 y 5 de la ley número 
3952), el recurso puede ser interpuesto por ambos litigantes; 
2'-' de que esta Corte conoce en tercera instancia de las causas 
en que la Nación es parte actora o parte demandada se ·infiere 
también que tiene la misma jurisdicción para decidir aquellas 
,causas en que sea demandada por los particulares con autoriza­
ción legislativa; 3'·' la limitación contenida en la última parte 
del inciso 2'-' según la cual la apelación en tercera instancia sólo 
procede cuando el valor disputado excediese de cinco mil pe­
sos referido en aquélla al caso de que el Fisco sea parte ado­
ra se aplica también y por similitud de ,motivos a la hipótesis 
de que la Nación sea parte demandada como persona jurídica 
o como poder público.

Que, en suma, la atribución que el artículo 100 de la Cons­
titución ·Nacional hace a la justicia federal de las causas ci­
viles en que la Nación sea parte, no ha sido modificada por 
leyes del Congreso en ejercicio del artículo 101 de la Carfa 
Fundamental, para exceptuar del conocimiento ele la Corte y 
por consiguiente de la tercera instancia, aquellos litigios en 
que la Nación sea parte clemanda<la, 

Que en ·ruanto a los recursos de apelación y nulidad in­
terpuestos por los denunciantes, no son admisibles, pues ni el 
artículo 45 de la ley número 3764, ni los artículos 25, 26 y 27 
ele la ley número 11.252 les asignan el derecho de intervenir 
en las actuaciones judiciales que sean necesarbs para obtener el 
ingreso de las multas sobre las cuales les corresponden el cin­
cuenté1. por ciento, y en materias regidas especialmente por leyes 
ele orden administnitivo, no es de estricta aplicación la · regla 
del derecho común que admite él'Cción en juicio para la defensa 
ele todo derecho o interés legítimo (Fallos: tomo 120, página 
190; Tomo 61. página SO). Por ello así se considera. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión y ajustándose ]a 
stntencia de la Cámara Federal a lo que resulta del testimonio 
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hipétesis no se hace definitiva sino en la tercera instancia (ar- 

ticulos 3 y 17 de la ley nimero 4055 y 5 de la ley numero 

3952), el recurso puede ser interpuesto por ambos litigantes; 

2" de que esta Corte conoce en tercera instancia de las causas 

en que la Nacién es parte actora o parte demandada se ‘infiere 

también que tiene Ja misma jurisdiccién para decidir aquellas 

causas en que sea demandada por los particulares con autoriza- 

cion legislativa; 3° la limitacion contenida en la ultima parte 

del inciso 2" segiin Ja cual la apelacién en tercera instancia sélo 

procede cuando el valor disputado excediese de cinco mil pe- 

sos referido en aquélla al caso de que el Fisco sea parte acto- 

ra se aplica también y por similitud de motivos a la hipdtesis 
de que la Nacion sea parte demandada como persona juridica 

o como poder ptiblico. 

Que, en suma, la atribucion que e} articulo 100 cle la Cons- 

titucién ‘Naciona] hace a la justicia federal de las causas ci- 

viles en que la Nacién sea parte, no ha sido modificada por 

leyes del Congreso en ejercicio del articulo 101 de Ia Carta 

Fundamental, para exceptuar del conocimiento de la Corte y 

por consiguiente de la tercera imstancia, aquellos litigios en 

que la Nacién sea parte demandada. 

Que en cuanto a los recursos de apelacién y nulidad in- 

terpuestos por los denunciantes, no son admisibles, pues ni el 

articulo 45 de la ley ntimero 3764, ni los articulos 25, 26 y 27 

de la ley ntmero 11.252 les asignan el derecho de intervenir 
en las actuaciones judiciales que sean necesarias para obtener el 

ingreso de las muitas sobre las cuales les corresponden el cin- 

cuenta por ciento, y en materias regidas especialmente por leyes 

de orden administrativo, no es de estricta aplicaciOn la ‘regla 

det derecho comtin que admite accién en juicio para la defensa 

de todo derecho o interés legitimo (Fallos: tomo 120, pagina 

190; Tomo 61, pagina 50). Por ello asi se considera. 

Que en cuanto al fondo de la cuestion y ajustandose Ja 

sentencia de la Camara Federal a lo que resulta del testimonio
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de escritura pública corriente a fojas 1 y siguientes y al informe 

pericial de fojas 82, por sus fundamentos legales se la confir­

ma. Notifíquese y en su oportunidad deyuélvanse, reponiéndose 

t] papel e11 el juzgado de origen.

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO, -ANTONIO SAGARNA.­

JuLIÁN V. PERA.

Compaf ría Sud /-l111érica Terrcsfrc y .1\farítima, Compa'llía Nacio-

11al. de Seguros Gr11cralcs, contra la Nación, sobre cobro de 

pc.rns. 

Snma.r-io: No hahiénclose cobrado intereses a la Nación en un 

caso en que ésta convino el pago de una suma adeudada,. en 

fon11a espontánea e in1tnecliata - lo que no efectuó �, la 

1�1era interpelación extrajuclical surte los efectos del artícu­

lo 509 del Código Civil para determinar la mora. 

Ca5o: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1930. 

Y Vistos: 

Estos autos caratulados "Sucl América Terrestre y 1Jarí-· 

tima. Cornpafiía Nacional de Seguros Generales contra la Nación. 

sobre cobro de pesos", de cuyo estudio resulta: 

1 9 Don :Mario S. 11Iarini, en representación de_ la adora. 

demanda a fojas 14 al g·ohierno ele la Nación por cobro de la 
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de eseritura publica corriente a fojas 1 y siguientes y al informe 

pericial de fojas 82, por sus fundamentos legales se la confir- 

ma. Notifiquese y en su oportunidad devuélvanse, reponiéndose 

cl papel en el juzgado de origen. 

J. Freveroa Axtcorra. — Rozerto 
Repetto, — ANTONIO SAGARNA.— 

JuyiaAn V. PEra. 

Compania Sud América Terresire y Maritiina, Compaiiia Nacio- 

ual de Seguros Generales, contra la Nacién, sobre cobra de 

pesos. 

Sumario: No habiéndose cobrado intereses a la Nacion en un 

caso en que ésta convino el pago de una suma adeudada,, en 

forma espontanea e inmediata — lo que no efectud —, la 

mera interpelacion extrajucical surte los efectos del articu- 
to 509 del Codigo Civil para determinar la mora. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1930. 

Y Vistos: 

Estos autos caratulados “Sud América Terrestre y Mari- 

tima, Compafiia Nacional de Seguros Generales contra la Nacion. 

sobre cobro de pesos”, de cuyo estudio resulta: 

1* Don Mario S. Marini, en representacion de la actora. 

demanda a fojas 14 al gobierno de la Nacién por cobro de la
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suma de cien mil seiscientos cin�uenta y clo_s pesos, noventa y

cmco centavos moneda nacional y sus intereses desde el 13 de 

mayo de 1925. 

Expresa qm: el 24 de noviembre ele 1920 el remolcador "Fuc­

guinc,", del gobierno de la Nación, abordó al vapor "A. F. Bra­

g2,", siendo ohligacla su representada a abonar en conceptos dtl se­

guro la cantidad de 161.000 pesos moneda nacional. 

La responsabilidad del hecho fué reconocida por la Nación 

y el Poder Ejecutivo con fecha 13 <le mayo de 1925 remitió un 

mensaje al Honorable Congreso solicitando fondos para pagar 

a la Sociedad Anónima ele Seguros "La Atlántica". antecesora 

de la actora, la suma de 100.652,95 pesos ,n1.01wcla nacional en 

concepto ele indemnización por las pérdidas :-;ufridas con motivo 

del choque del remolcador "Fueguino" con el vapor ":-\. F. 

Braga". 

Alega que :-;u parte es ajena a la demora del gobierno en 

pagar la deuda. y que los intereses proceden desde el decreto 

del Poder Ejecutivo de fecha 13 de mayo de 1925, en que sr 

reconoció la deuda, hasta el día del pago. 

Fund�•. su dcreého en los artículos 801 y 1068 y ...:oncordautcs 

del Código Civil y pide, finalnwnte, la imposición de costa�. 

:\ fojas 18 se rectifica la demanda en el sentido de que el 

decreto del Poder Ejecutivo en (1uc se reconoce la deuda e:-; de 

fecha 27 de abril de 1925 y no el 13 de mayo del misnw all.o 

procediendo los intereses reclair1ados desde aquel día. 

2'·' El scfíor l'rocurador Fiscal a fojas 3R contestando la 

clcnnncla, expresa: El g-olffi rno se reconoce oJ,Jigado a pag·ar a 

b a:tora la suma de cien mil sei'.-lcientos cincuenta y dos pesos 

con ncvent;.1• y cinco C<.'.ntavos moneda nacional. faltando para 

hacer efectivo su pago que e! Honorable Congreso vote lo� fon­

dos respectivos. 

Dice que en realidad ''.a acción pcr cobro del capital 11<1 pro­

cede, desde que no media denegación por parte del Poder Eje-
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suma de cien mil seiscientos cincuenta y dos pesos, noventa y 

cinece centavos moneda nacional y sus intereses desde el 13 de 

mayo de 1925. 

Expresa que el 24 de noviembre de 1920 el remolcador "Fue- 

guinc’’, del gobierno de ja Nacion, abordé al vapor “A. F. Bra- 

ga’, siendo obhgada su representada a abonar en conceptos det se- 

guro la cantidad de 161.000 pesos moneda nacional. 

La responsabilidad del hecho fué reconocida por la Nacién 

y el Poder Ejecutivo con fecha 13 de mayo de 1925 remitié un 

mensaje al Honorable Congreso solicitande fondos para pagar 

a la Sociedad Andnima de Seguros “La Atlantica”, antecesora 

de ta actora, la suma de 100.652,95 pesos moneda nacional en 

concepto de indemnizacién por las pérdidas sufridas con motivo 

del choque del remoleador “Fueguine™ con el vapor “A. F. 

Braga”. 

Alega que su parte es ajena a la demora del gobierno en 

pagar Ja deuda, y que los intereses proceden desde el decreto 

del Poder Ejecutivo de fecha 13 de mayo de 1925, en que se 

reconocié la cleuda, hasta el clia del pago. 

Funda su derecho en los articulos 801 y 1068 y <oncordantes 

def Cédigo Civil y pide, finalmente, la imposicién de costas. 

A fojas 18 se rectifica la demanda en el sentido de que el 
decreto del Poder Ejecutivo en que se reconoce la deuda es de 

fecha 27 de abril de 1925 y no el 13 de mayo det misme ano 

procediendo los intereses reclamadus desde aquel dia. 

2° Ie} sefior Procurador Fiscal a fojas 38. contestando la 

demanda, expresa: [£1 gohierno se reconoce obligado a pagar a 

la a:tora Ja suma de cien mil seiscientos cincuenta y dos pesos 

con neventa y cinco centayos moneda nacional, faltancdo para 

hacer efective su pago que el Honorable Congreso vote los fon- 

dos respectivos. 

Dice que en realidad “a accion per cobro del capital ne pro- 

cede, desde que no media denegacién por parte del Poder Eje-
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cutivc, y en cuanto a los inteses, corresponden desde la deman­
da notificada, pidiendo que así se resuelva. 

J'-' :\ fojas 42 vuelta se ratifica el sellor Procurador li'is­
cal de su escrito en que reconoce la deuda por el capital recla­
mado y declarada la "litis". ele puro derecho en cuanto a la pro­
cedencia de los intereses, las partes presentaron los escrito� co­
rrientes a fojas 43 y 44. 

Considerando: 

1'1 :\1 contestarse la demanda se ha reconocido que la Na­
ción adeuda a la actora el capital rL,damado de 100.652,95 pe­
sm: moneda nacional, como. por otra parte, resulta del clecrtto 
del Poder Ejecutivo corriente a fojas 129 ele! expediente agre­
gad<i al Ministerio de l·Jacitncla número 2628 - M - 1925. 

_2•.- La actnra pide intereses sohre el capital desde el 27 de 
abril de 1925, fecha del citado decreto que· reconoce la deuda, y 
el sefwr Procurador Fiscal sostiene que ellos procec\e11 a partir 
de J;:,. noti fica-,·ión de la de111ancla . 

. \ctptada la procedencia de los intereses, sólo resta resol­
ver desde cuándo la Nación se halla en mora 1:especto al pagr; 
ele la dcucla en cuestión. 

A. este respecto cabe recordar que ele acuerdo con lo dis­
puesto en el artículo 509 del Código Civil pa1·a qne el deudor 
incurra en mora debe mediar requerimiento judicial o extraju� 
dicial por parle del acref'dor. y por lo ta11to es improcedenti� la 
pretensión de la actora de que los intereses ·co!Tan desde la ft·­
cb:1. del Poder Ejecutivo en que reconociú la deuda. 

En cambio el escrito de fojas 132 cid expediente agregado, 
presentado el 25 ck marzo de 1927, importa el requerimiento 
extrajudicial exigido por el recordado artículo 509 del Cc'ldign 
CiYil para considerar en mora al cleuc\or, y es por lo tanto des-
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cutive, ¥ en cuanto a los inteses, corresponden desde la deman- 

da notificada, pidiendo que asi se restelva. 

2° A fojas 42 vuelta se ratifica el sefior Procurador Fis- 

cal de su escrito en gue reconoce la deuda por el capital recla- 

mado y declarada la “‘litis” de puro derecho en cuanto a Ja pro- 

cedencia de los intereses, las partes presentaron los escritos co- 

rrientes a fojas 43 y 44. 

Considerando: 

}* AL contestarse Ja demanda se ha reconocido que la Na- 

cion adeuda a Ja actora el capital reclamado de 100.652,95 pe- 

sos moneda nacional, como, por otra parte, resulta del decreto 

del Poder Ijecutivo corriente a fojas 129 del expediente agre- 

gado al Ministerio de Hacienda ntimero 2628 - M - 1925. 

2: La actora pide intereses sobre el capital desde el 27 de 

abril de 1925, fecha del citado decreto que reconoce la deuda, y 

cl sehor Procurador Fiseal sostiene que ellos proceden a partir 

de le. notificacion de la demanda. 

Aceptada la procedencia de los intereses, sélo resta resol- 

ver desde cuando tla Nacién se halla en mora respecto al page 

de la deuda en cuestion. 

A este respecto cabe recordar que de acuerdo con lo dis- 

puesto en el articulo 509 del Cédigo Civil para que e} deudor 

incurra en mora debe mediar requerimiento judicial o extraju- 

dicial por parte del acreedor. y por lo tanto es improcedente la 

pretensidn de la actora de que los intereses corran desde la fe- 

cha del Poder Ejecutivo en que reconocid la cdeuda. 

len cambio el escrito de fojas 132 det expediente agregado, 

presentado el 25 de marzo de 1927. importa el requerimiento 

extrajudicial exigido por el recordado articulo 509 del Codigo 

Civil para considerar en mora al deudor, y es por lo tanto des-
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ele esa fecha que corren los intereses á que tiene derecho la 
actora. 

Ese criterio es el que corresponde y a ha sido establecido 

(11 casos análogos, entre otros, "Arhones, l\1anuel, contra el Go­
bierno Na,:.::ional", resuelto por la Corte Suprema con fecha fe­
brero 8 de 1929. ("Gaceta del Foro", T. 79, página 18). 

Por las consideraciones que anteceden, fallo: Declarando 
que el gobiérno de la Nación está obligado a pagar a la Sud 
Atnérica Terrestre y .l'darítima, Compañía Nacional ele Seguros 
Generales, _la suma ele cien mil seiscientos cincuenta y dos pe­
sos con cincuenta y cinco centavos moneda nacional, sus intereses 
a estilo Banco de la Nación desde el 25 de marzo de 1927 has­
ta el día del pago, sin costas. Notifíquese y archívcse. -·- Eduardo 
Sa,nnicnto. 

SENTENCIA DE LA c.\-1-IARA FEDERAL DE .APELACIÓK 

Buenos Aires, Junio 12 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

I ,o t'.311ico que debe resolve:.r el tribunal es lo relativo a ia 
fech<.1• desde la cual han ele computarse los intcseses que pagará
la Nación sobre la suma que ha reconocido adeudar a la de­
mandante por el motivo ele que informa esta caus�, y si corres­
ponck que la dtmanclada cargue con las costas del juicio c1:rno 
lo pretende la actora. 

Para decidir al respecto conviene notar que con anterio­
ridad al decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 23 ele abril 
d(; 1925, fojas 129 del expediente agregado, 110 existía suma fi­
jada por convenio entre las partes en concepto de inclenm!za­
ción de los daños ocasionados al cargamento ele azúcar que- es-
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de esa fecha que corren los intereses a que tiene derecho la 

actora. 

se criterio es el que corresponde y a ha sido establecido 

en eases andlogos, entre otros, “Arbones, Manuel, contra el Go- 

hierno Nacional”, resuelto por la Corte Suprema con fecha fe- 
brero & de 1929, (“Gaceta del Foro”, T. 79, pagina 18). 

Por Jas consideraciones que anteceden, fallo: Declarando 

que el gobierno de la Nacién esta obligado a pagar a la Sud 

América Terrestre y Maritima, Compafiia Nacional de Seguros 

Generales, Ja suma de cien mil seiscientos cincuenta y dos pe- 

sos con cincuenta y cinco centavos moneda nacional, sus intereses 
a estilo Banco de la Nacién desde ef 25 de marzo de 1927 has- 

ta el dia del pago, sin costas. Notifiquese y archivese. —- Eduardo 

Sarmiento, 

SENTENCIA BE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Junio 12 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

To unico que debe resolver el tribunal es lo relativo a fa 

feche desde la cual han de computarse los inteseses que pagara 

la Nacién sobre la suma que ha reconocido adeudar a la de- 

mandante por el motivo de que informa esta causa, y si corres- 

ponde que la demandada cargue con las costas del juicio como 

lo pretende fa actora. 

Para decidir al respecto conviene notar que con anterio- 

tidad al decreto del Poder Ejecutive Nacional de 23 de abril 

de 1925. fojas 129 del expediente agregacle, tio existia suma fi- 

jada por convenio entre las partes en concepto de indemmiza- 

cién de los dafios ocasionados al cargamento de azticar que ¢s-
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taba a bordo del buque uruguayo "A. F. Braga" cuando iué 
abordado por el remolcador "Fueguino" de la Armada �a­

cional. 

Aunque se había formulado por el director general ele Ad­

ministración al presidente de la Sociedad de Seguros Genera­

les "La. Atlántica" la propuesta ele que instruye la copia de fo­

jas 124, aceptada a fojas 126, no podía existir convenio has­
ta tanto el Poder Ejecutivo no se pronunciara al respecto, por­

que en el caso sólo éste· podía obligar a la Nación. 

De consiguiente, sólo la interpelación posterior a este de­

creto por el pago ele la suma allí fijada ha podido constituir en 

mora a la Nación a los efectos ele lo establecido en el artículo 

508 del Código Civil. 

Los términos de la presentación de fojas 132 demuestran 

claramente que sólo entonces, 25 de marzo ele 1927, se interpe­

laba por el pago ele la suma establecida en el decreto de referen­
cia y nada se dice ele esa presentas::ión respecto de interese� de­

vengados con anterioridad. 

Por cll.o, se confirma la sentencia ele fojas 48 en la parte 

que ha podido ser materia del recurso, y ;;e declara que las cos­

tas de segunda instancia deben también abonarse en el orclt'll 
causado. Devuélvase. - /-J. /Í. Na:::ar A11cliorc11a. - J[arccli110 

F.srn!c:da. - Rodolfo F. Frrrcr. -- losé .1.lfarcá, en disidenl'ia. 

FALLO DE LA CORTE SCPRE1\IA 

Buenos Aires, SeptiembTe 7 de, 1931. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por la Sud América Terrestre y .i.\'Ia­

rítim?, ·contra la Nación por cobro <le pesos, venida en apelación 

de la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de la Ca­

pital; y 
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taba a bordo del buque uruguayo “A. F. Braga” cuando fué 

abordado por el remolcador “Fueguino” de la Armada Na- 

cional, 

Aunque se habia formulado por el director general de Ad- 

ministracion al presidente de ta Sociedad de Seguros Genera- 

les “Ya Atlantica’ la propuesta de que instruye la copia de fo- 

jas 124, aceptada a fojas 126, no podia existir convenio has- 

ta tanto el Poder Ejecutivo no se pronunciara al respecto, por- 

que en el caso solo éste podia obligar a fa Nacion. 

De consiguiente, sélo la interpelacién posterior a este de- 

creto por el pago de Ja suma alli fijada ha podido constituir en 
mora a la Nacidn a los efectos de lo establecido en e} articulo 

508 del Cédigo Civil. 

Los términos de la presentacién de fojas 132 demuestran 

claramente que solo entonces, 25 de marzo de 1927, se interpe- 

laba por el pago de Ja suma establecida en el deereto de referen- 

cia y nada se dice de esa presentacién respecto de intereses de- 

vengados con anterioridad. 

Por ello, se confirma la sentencia de fojas 48 en la parte 

que ha podido ser materia del recurso, y se declara que las cos- 

tas de segunda instancia deben también abonarse en el orden 

causado. Devuélvase. — B. A. Nagar Anchorena. Afarceline 

fscaleda. — Rodolfo [. Ferrer. -— José Mareéd, en disidencia. 
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Buenos Aires, Septiembre 7 de, 1931. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por la Sud América Terrestre y Ma- 

ritime contra la NaciOn por cohro de pesos, venida en apelacion 

de Ja sentencia pronunciada por la Camara Federal de la Ca- 

pital; y
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Considerando 

Qut el principio general del artículo 509 del Código CiYil 
según el cual para que el deudor incurra en mora, debe m,ec\iar 
requerimiento judicial o extrajudicial por parte del acreedor, 
decide la cuestión planteada en estos autos. 

Que la interpelación del acreedor a los fines del pago de 
los intereses sólo puede reputarse producida después del decre­
to de 27 de abril de 1925, pues fué recién en éste que sé fijó 
el importe de la indemnización con el cual estuvo de acuerdo 
la compañía actora. 

Que, después de tal decreto, y con fecha 25 de marzo de 
192/·, fué presentado al Poder Ejecutivo el escrito de fojas 132 
en el cual se manifiesta "que no se cobran intereses ni el 1111-

portc de otras partidas de la liquidación <le avE"rÍas c\ebiclo a que 
hl X ación ofreció espontáneamente abonar la cantidad de pe­
so�; moneda nacion_al 100.652,95 y la Compañía aceptó en el
dcslc de evitar la prosecución <le los trárnit1:.s, pero bajo el 
dese(: de un pago inmediato". 

Que esa manifestación y las concordantes contenidas en el 
mismo escrito exterioriza el propósito ele ·colocar en mora al 
gobierno por el pago del crédito reclamado y product;n el efec­
to de la interpelación extrajudicial sólo a partir de la fecha 
ele la aludida presentación, 25 ele marzo de 1927. 

En su mérito y por los fundamentos concordantcs de la 
sentencia de la Cámara Federal de la Capital, se la confirma 
en todas sus partes, declarándose que las costas ele esta 111s­
tanci.:1. deben también pagarse por su ordell. 

Notifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el Juz­
gado de origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA, -- ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARXA, -- Jcu5.x

V. PERA. 
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Considerando 

Que el principio general del articulo 589 del Codigo Civil 
segun el cual para que el deudor incurra en mora, debe mediar 

requerimiento judicial o extrajudicial por parte del acreedor. 

decide Ja cuestién pianteada en estos autos. 

Que Ja interpelacién del acreedor a fos fines del pago de 

los intereses sdlo puede reputarse producida después del clecre- 

to de 27 de abril de 1925, pues fué recién en éste que set fijd 

el importe de la indemnizacién con el cual estuvo de acuerdo 

la compafiia actora, 

Que, después de tal decreto, y con fecha 25 de marzo de 

1927, fué presentado al Poder Ejecutivo el escrito de fojas 132 
en e] cual se manifiesta “que no se cobran intereses ni el im- 

porte de otras particas de la liquidacion de averias debido a que 

la Nacién ofrecid espontaneamente abonar la cantidad de pe- 

sos moneda nacional 100.652,95 y la Compafiia aceptd en el 

desec de evitar la prosecucién de los tramites, pero bajo el 

desec de un pago inmediato”’. 

Que esa manifestacién y las concordantes contenidas en el 

mismo escrito exterioriza el propdosito de colocar en mora al 
gobierno por el pago del crédito reclamado y producen el efec- 

to de la interpelacion extrajudicial sdlo a partir de la fecha 

de la aludida presentacién, 25 de marzo de 1927, 

En su amérito y por los fundamentos concordantes de la 

sentencia de la Camara Federal de la Capital, se fa confirma 

en todas sus partes, declarandose que las costas de esta ins- 

tanciz. deben también pagarse por su orden. 

Notifiquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el jtz- 
gado de origen. 

J. Frcvzroa Atcorta, —- Rogerro 
Repetto. — R. Guipo LAVALLE. 
— ANTONIO SAGARNA, ~- JULIAN 

V. PERA,
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Doiia Pauli11a Guise de Jllolinclli contra la Provincia de H11c-

11os L_::Jlrcs, por dc·uo/11ción de dinero; sobre rob ro de lrn110-

rarios. 

S'1u11ario: Siendo las provmcias personas jurídicas de existen­

cm necesaria ( artículo 23 del Código Civil), no puede tra­

Lárseles su desenvolvimiento político y económico, con un 

embargo de fondos solicitado por un pnito a quien se le 

regularon honorarios en üna causa en que una de aquéllas 

era parte. 

Caso: En los autos seguidos por doña Paulina Guise ele :\Io­

linelli contra la provincia de Buenos Aires, sobre devo­

lución de dinero cobrado por concepto de impuesto del ca­

mino a firmado entre La ·Plata y Avellaneda, la Corte Su­

prema, de conformidad a lo pedido por las partes en el 

actP, del juicio verbal a que fueron ·convocadas, nombró 

perite, único al ingeniero don Daniel C. Gowland. Produ­

cicb la pericia y no habiendo dado resultado la intimaciún 

hecha al representante de la provincia, de la parte que le 

correspondía de los honorarios regularrs al perito. éste 

:::olicit¿ se trabara embargo sobre los fondos que la deman­

dacl.i. tuviera depositados en el Banco de la Provincia en 

esté'. Capital, provenientes de impuestos o rentas fiscaks, 

clictánclose por el tribunal la siguiente: 

RESOI..l'.ClÓN DE LA CORTE SCPRE:\IA 

Buenos Aires, Septiembre 7 de 1931. 

Sitndc,, las provincias pt:rsonas jurídicas de existencia ne­

ccs:irü_•, ( artículo 33. Código Civil), y no pucliéndoseles trabar 

st1 destnvolvimiento político y e..:onómico, no ha lugar al em­

bargo solicitado. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. - Juu.\N

V. PERA.
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Deiia Paulina Guise de Molinelli contra la Provincia de Buc- 

unos Aircs, por devolucién de dinero; sobre cobre de hono- 

rarios, 

Sumario: Siendo las provincias personas juridicas de existen- 

cia necesaria (articulo 23 del Cédigo Civil), no puede tra- 

barseles su desenvolvimiento politico y econdmico, con tn 

embarge de fondos solicitado por un perito a qitien se le 

regularou honorarios en una causa en que una de aquéllas 

era parte. 

Caso: En los autos seguidos por dofia Paulina Guise de Mo- 

linelli contra la provincia de Buenos Aires, sobre devo- 

lucién de dinero cobrado por concepto de impuesto del ca- 

mino afirmado entre La Plata y Avellaneda, la Corte Su- 

prema, de conformidad a lo pedido por las partes en el 

acta def juicio verbal a que fueron convocadas, nombro 
peritc unico al ingeniero don Daniel C. Gowland. Produ- 

cida la pericia y no habiendo dado resultado la intimacion 

hecha al representante de la provincia, de la parte que le 

correspondia de los honerarios regulares al perito, éste 

solicitG se trabara embargo sobre los fondos que la deman- 

dada tuviera depositados en el Bance de Ja Provincia en 

esta. Capital, provenientes de impuestos 0 rentas fiseales, 

dictandase por el tribunal la siguiente: 

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 7 de 1931. 

Siende las previncias personas juridicas de existencia ne- 

eesaria (articulo 33, Codigo Civil), y no pudiéndoseles trabar 

su desenvolvimiento politico y econédmico, no ha lugar al em- 

hargo solicitado. 

J. Frcurroa ALcorta. — Roserro 

Repetro, — R. Guino LavaLLe. 

ANTONIO SAGARNA. — Jurrin 

V. Pera.
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Don J.liigucl Sa11to11ocito contra el Gobierno de la jVaci(m, so­

bre inde-m-1ri::ació11 por accidente dtl trabajo. 

Su111ario; 1 '! No proceden los recursos ordinarios de nulidad 
y apelación en un caso en que la suma cuestionada es m­
ferior al mínimum determinado por el artículo 3'·', inciso 
1'' de la ley número 4055. 

2�' La indemnización determinada por el art�culo 9'-' de 
12. ley número 9688 debe ser depositada en la Caja de Pcn-
9.ione�; y J uhilaciones Civiles, sección Accidentes, para su m­
versión en títulos de crédito y pago de la renta mensual al
accidentado.

Caso: L(; explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Abril 8 de 1931. 

Y Vistos: 

Este juicio sobre indemnización de accidente del trahajn, 
stgttido por :Miguel Santonocito contra el gobierno ele la Nación,
del que resulta: 

Se presenta el actor por intermedio del doctor Schami�. 
manifestando que trabajaba como fognista del lVfinistcrio ele 
Oliras .Públicas, división del Paranú Tnferior, desde hace dos 
años ·con el sueldo ele 7 pesos diarios; que el día 16 de mnrzo­
de 1929, en circunstancias que sostenía una llave de un peso 
superior a setenta kilos, a raíz de un esfuerzo para levantarl:t 
sobre el hombro, sufrió un dolor intenso en la espalda, que ha 
siclo el punto de partida de una afección lumbar, que culminó 
con un nuevu accidente en la misma región, ocurrido en cliciem� 
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Don Migucl Santonocita contra el Gobierno de la Nucidn, so- 

bre indemanisacion por accidente del trabajo. 

Siumarto: 1° No proceden los recursos ordinarios de nulidad 

y apelacion en un caso en que la suma cuestionada es in- 

ferior al minimum determinado por el articulo 3°, incisa 

1" de la ley ntmero 4055. 

2 La indemnizacion determinada por el articulo 9° de 

le ley ntimero 9688 debe ser depositada en Ja Caja de Pen- 

siones y Jubilaciones Civiles, seccién Accidentes, para su i- 

version en titulos de crédito y pago de la renta mensual al 

accidentado. 

Cuso: Lo explican las prezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEKZ FEDERAL 

Rosario, Abril 8 de 1931. 

Y Vistos: 

ste juicio sobre indemnizacién de accidente del trabajo, 

seguide por Miguel Santonocito contra el gobierno de la Nacion, 

del que resulta: 

Se presenta el actor por intermedio de} doctor Schaimis, 

manifestando que trabajaba como foguista del Ministerio de 

Obras Publicas, divisisn de! Parana Inferior, desde hace dos 

afios con el sueldo de 7 pesos diarios; que el dia 16 de marzo 

de 1929, en circtnstancias que sostenia una llave de un peso 

superior a setenta kilos, a raiz de un estuerzo para levantarls 

sobre el hombro, sufrid un dolor intenso en ja espatda, que ha 

sido el punto de partida de una afeccién lumbar, que culmind 

con un nueve accidente en la misma region, ocurrido en diciem~
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bre 18 del mismo año; que éste consistió en la caída desde una 

escalera en el departamento ele máquinas resultando con un 

traumatismo y constándose la deformación ele la apófisis trans­

vers.:1. derecha ele la quinta vértebra lumbar, que afecta la mé­

dula y le impide la realización de sus tareas habituales; el tra­

tamiento a que se le sometiera _no le ha he.::ho recuperar su ca­

pacidad para el trabajo, por lo que demanda el resarcimiento 

correspondiente, pesos 6.000, o la cantidad que resulte ele la 

pericia n1édica, de acuerdo a la ley número 9688. Pide también 

intereses y costas. 

Se da curso a la acción y comparecen las partes 3: juicio 
verbal. El señor Procurador Fiscal, en representación ele la 

Nación, expresa no haber recibido las instrucciones reclamadas, 

por lo que solicita que el actor justifique su carácter de obre­

ro del Estado y la relación -de causalidad entre su ocupación y 
el accidente; termina por pedir que "en su oportunidad y de 

acuerdo a la prueba que resulte, se absuelva al gobierno de 
la X ación ele esta demanda" . 

. -\hierta la causa a prueba, se ofrece y produce la que obra 

en autos. especialmente los dictámenes médi-:os de fojas 42 y 

47-58. Y previso los informes de ambas partes, queda el juicio

u1 estado ele fallo : y

Considerando que: 

l '-' Resulta perfectamente acreditado el hecho del accidente

y sólo se discute la relación del mismo con la incapacidad rn­
breviniente y el grado de importancia de ésta. En cuanto al jor­

nal, hase ele la indemnización, queda establecido que el informe 

ele fojas 19, ya que el actor no probó su afirmación de la 
demanda y no observó dicho informe en su alegato, no obs­

tante la diferencia existente con lo reclamado en el escrito i:1i­

cial. La relación ele empleadrir y empleado. también aparece 
justiiicada con las constancias de autos. 
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bre 1& del mismo afio; que éste consistid en la caida desde una 

escalera en el departamento de maquinas resultando con un 

traumatismo y constandose la deformacion de Ja apofisis trans- 

versa derecha de Ja quinta vértebra lumbar, que afecta Ja mé- 

dula y le impide la realizacién de sus tareas habituales; el tra- 

tamiento a que se le sometiera no le ha hecho recuperar su ca- 

pacidad para el trabajo, por lo que demanda el resarcimiento 

correspondiente, pesos 6.000, o la cantidad que resulte de la 

pericia médica, de acuerdo a ja ley numero 9688. Pide también 

intereses y costas. 

Se da curso a la accion y comparecen las partes a juicio 

verbal. El sefior Procurador Fiscal, en representaciédn de la 

Nacion, expresa no haber recibido las instrucciones reclamadas, 
por ic que solicita que el actor justifique su caracter de obre- 

ro def Estado y la relacidn de causalidad entre su ocupacion y 

el accidente; termina por pedir que “en su oportunidad y de 

acuerdo a Ja prueba que resulte, se absuelva al gobierno de 

la Nacién de esta demanda”. 

Abierta la causa a prueba, se ofrece y produce la que obra 

er. autos. especialmente les dictamenes médizos de fojas 42 y 

47-58. Y previso los informes de ambas partes, queda el juicio 

en estado de fallo: y 

Considerando que: 

i* Resulta perfectamente acreditado el hecho del accidente 

y sdlo se discute la relacion del mismo con la incapacidad go- 

breviniente y el grado de importancia de ésta. En cuanto al jor- 

nal, base de la indemnizacién, queda establecido que el informe 

de fojas 19, ya que el actor no prohd su afirmacion de la 
demanda y no observé dicho informe en su alegato, no obs- 

tante la diferencia existente con to reclamado en el escrito iii- 

cial. La relacién de empleador y empleado. también aparece 
justificada con las constancias de autos.
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Z' Los informes periciales son terminantes y concordes en 
el sentido de que el accidente tuvo por consecuencia inmediata 
la incapaciclacl del obrero para el desempeño de su trabajo nor­
mal, tornando dolorosa una afección 'que hasta entonces no lo 
inhabilitaba. En especial el conceptuoso estucho del Dr .. Lejarza, 
impone lógicamente la única solución jurídica y equitativa que 
puede darse al asunto y que el suscripto adopta, considerando 
los fundamentos del mismo y el análisis de la doctrina y juris­
prudencia aplicables al caso sub-exa:men contenido en el ilustra­
do alegato del actor. 

3.., Aceptada la responsabilidad del demandado, por consi­
derar el accidente causa inmediata y determinante de la incapa­
cidad actual y estimada ésta ·.:..·01110 permanente por los dos pe­
ritos, es justo y así lo reconoce el demandante - ya que tan 
poca diferencia existe entre sus ccfoclusiones - avaluar e1 
monto de la misma en un setenta y cinco por ciento ele la ca­
pacidad total . 

4'-' No corresponde el pago de intereses, porque la suma a 
compensar recién se liquida en esta sentencia, ya que el pro­
pio actor dejó librado a las resultas de la prueba a producirse, 
l?. apreciación ele la incapacidad y de la indemnización correla­
tiva. Las bases, pues, para la fijación de ésta, no surgían con 
exactitud desde la demanda, no habiendo mediado, entonce:�. mo­
r;:,. en J;:,. demandada. 

Las costas a cargo de la Nación. 

5'1 Tratándose ele un caso de incapacidad parcial y perma­
nente, procede la entrega directa de la suma respectiva, ¡mes ca­
rece de objeto la intervención de la Caja, con arreglo a la juris­
prudencia sentada por este Tribunal en numerosos casos, y con­
firmacfa por la Excma. Cámara, en el _1mc10 de Gorhattini c. 
Bunge y Born. Exp. N" 254[ 1930. 
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2° Los informes periciales son terminantes y concordes en 

el sentido de que el accidente tuvo por consecuencia inmediata 
la incapacidad del obrero para el desempefio de su trabajo nor- 

mal, tornando dolorosa una afecciOn que hasta entonces no lo 
inhabilitaba. En especial el conceptuoso estudio del Dr. Lejarza, 

impone logicamente la tinica solucién juridica y equitativa que 

puede darse al asunto y que el suscripto adopta, considerando 

los fundamentos del mismo y el andalisis de la doctrina y juris- 

prudencia aplicables al caso sub-examen contenido en el ilustra- 

do alegato del actor. 

3° Aceptada la responsabilidad del demandado, por consi- 

derar el accidente causa inmediata y determinante de la incapa- 

cidad actual y estimada ésta como permanente por los dos pe- 

ritos, es justo y asi lo reconoce el demandante — ya que tan 

poca diferencia existe entre sus cdnclusiones — avaluar ei 

monto de la misma en un setenta y cinco por ciento de fa ca- 

pacidad total. 

4° No corresponde el pago de intereses, porque la summa a 

compensar recién se liquida en esta sentencia, ya que el pro- 

pio actor dejé librado a las resultas de la prueba a producirse. 

la apreciacion de la incapacidad y de la indemnizacién correla- 

tiva. Las bases, pues, para la fijacién de ésta, no surgian con 

exactitud desde la demanda, no hahiendo mediado, entonces. mo- 

ra en la demandada. 

Las costas a cargo cde Ja Nacion. 

5* Tratandose de un caso de incapacidad parcial y perma- 

nente, procede fa entrega directa de fa suma respectiva, pues ca- 

rece de objeto la intervencién de la Caja, con arreglo a la juris- 

prudencia sentada por este Tribunal en numerosos casos, y con- 

firmada por la Excma. Camara, en el juicio de Gorhattini c. 

Bunge y Born. Exp. N? 25411930.
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Fallo: Haciendo lugai-: a la demanda y co11clenanclo a la Na­
ción <:>. pagar a 1\rliguel Santonocito dentro de diez dias, la suma 
de$ 4.012.50 (euatro mil doce con cincuenta 'Centavos) moneda 
na-.:-ional. Con co.stas. - Santos J. Sacco11c. 

SENTENCIA DE LA cA!l·lARA FEDERAL DE APELACIÓK 

Rüsario, Junio 9 de 1931. 

Vistos los autos "Santonocito lvliguel. contra Gobierno tle 
la Nación indemnización por accidente del trabajo

º
' (Exp.

N' 136 l 3 l ele entrada J . 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sentencia 
ck fs. 82 a 83 vta., fecha R de Abril de 1931. Notifíquese y de­
vuélvanse al Juzgado ele origen. - Dc11i'.q110 T. 11fartí11c::. - Ju­
lio 11,/Urc. - Juan .. Al·va-rc:::. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE.MA 

Buenos Aü.·es, Septiembre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

Lo:,; rc_-cursos ordinarios ele tmlidacl y apelación y el extraor­
dinario ele apElación interpuestos contra la sentencia de la Cá­
mara Federal de Apelación ele Rosario, en el juicio de lv1igtw1 
Santonocito contn,1

. el Gobierno Nacional por indemnización de 
accidentt del trabajo; y 

Consicleranclo : 

:No preceden los recursos ordinarios de nulidad y apelación 
pcrquc la stHna cuestionada es sólo de cuatro mil doce pcso.s con 
cincuenta centavos moneda nacional y. por consiguiente, inferior 
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Fallo: Haciendo Jugan a la demanda y condenando a la Na- 
cién @ pagar a Miguel Santonocito dentro de diez dias, la suma 

de $ 4.012.50 (cuatro mil doce con cincuenta centavos) moneda 

nacional. Con costas. — Saintos J. Saccone. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, Junio 9 de 1931. 

Vistos los autos “Santonocito Miguel, contra Gobierno de 

la Nacion indemnizacién por accidente del trabajo” (Iexp. 

N* 136|31 de entrada). 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sentencia 

de fs. 82 a 83 vta., fecha & de Abril de 1931. Notifiquese y cle- 

vuélvanse al Juzgado de origen. — Benigno T. Martines. — fi- 

lio Marc. — Juan . Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

Los recursos ordinarios de nulidad y apelacidn y el extraor- 

dinaric de apelacién interpuestos contra la sentencia de la Ca- 

mara Federal de Apelacion de Rosario, en el juicio de Miguel 

Santonocita contra el Gobierno Nacional por indemnizacion de 

aceidente del trabajo; y 

Considerando : 

No preceden los recursos ordinarios de nulidad y apelacién 

perque la suma cuestionada es solo de cuatro mil doce pesos con 

cincuenta centavos moneda nacional y, por consiguiente, inferior
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al mímmmn que prevé el art. 3\', inciso l. '1 de la ley Nv 4055 se­
gún la interpretación dada por esta Corte Suprema en el caso 
"Chaclwick, \!\/ eir y Compafiía, tercería de dominio'', fallada re­
cientemente en 7 del corriente mes: y afio; y así se declara. 

En cuanto al recurso extraordinario, que procede por tra­
tarse de la interprc::tación de la ley N 1

' 9688 con resultado contra­
rio al derecho invocado por el recurrente, la sentencia contraría 
el texto del art. 9� de la citada ley y la constante jurisprudencia 
ele esta Corte Suprema (Conf. Fallos: Tomo 138, pág. 138 y el 
de 24 de Juni¿ del afio en curso, causa ".Miguel Salomón contra 
el Gobierno Nacional, por indemnización de accidente del tra­
bajo"). 

En su mérito se resuelve reformar la sentencia recurrida en 
el sentido ele que el Gobierno Nacional debe depositar el importe 
de la indemnización a cuyo pago fué condenado, en la Caja de 
Pensiones y J uhilacíones Civiles, Sección Accidentes, pa;·a '-U 

inversión en títulos de crédito y pago de la renta mensual al a:­
cidentadn. Sin costas. Hágase saber y devuélvanse los autos 
para su cumplimiento. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - RonERTu 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

-- ANTONIO SAGARNA. - JcuÁN
v. PERA. 

Banco Ita/o Es/)(11/0/ ro11tra don Agustín Ca11yiani, sobre cohro 
de pesos. E.rrrpció11 de i11co111pctcncia de jurisdiccián. 

S1m1ario: El extranjero demandado, que ha aceptado en el JU1Clt) 

principal la jurfr;dicción ordinaria, no puede invocar en st1 
favor el fuero federal, en un accidente de aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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al minimum que prevé el art. 3°, inciso 1* de la ley N* 4053 se- 

gin la interpretacion dada por esta Corte Suprema en el caso 

“Chadwick, Weir y Compaiiia, tercerta de dominio”, fallada re- 

cientemente en 7 del corriente mes y afio; y asi se declara. 

En cuanto al recurso extraordinario, que procede por tra- 

tarse de la interpretacién de la ley N° 9688 con resultado contra- 

rio al derecho invocado por el recurrente, Ja sentencia contraria 

el texto del art. 9° de la citada ley y Ja constante jurisprudencia 

de esta Curte Suprema (Conf. Fallos: Tomo 138, pag. 138 y el 

de 24 de Junio del afio en curso, causa “Miguel Salomon contra 

el Gobierno Nacional, por indemmizacion de accidente del tra- 

hajo”’). 

En su mérito se resuelve reformar la sentencia recurrida en 

el sentido de que el Gobierno Nacional debe depositar ef importe 
de la indemnizacion a cuyo pago fué condenado, en la Caja de 

Pensiones y Jubilaciones Civiles, Seccién Accidentes, para su 

inversion en titulos de crédito y pago de la renta mensual al ac- 

cidentade. Sin costas. Hagase saber y devuélvanse los autos 
para su cumplimiento. 

J. Figueroa Axtcorta. — Ropexrto 

Repetto. — R. Guipo LAVALLE, 
-— ANTONIO SacarNa. — JULIAN 

V. Pera. 

Banco Italo Espaiol contra don Agustin Cangiani, sobre cobro 

de pesos. Excepcién de incompetencia de jurisdiceion. 

Swmario: El] extranjero demandado, que ha aceptado en el juicio 

principal la jurisdiccion ordinaria, no puede invocar en su 

favor el fuero federal, en un accidente de aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes :
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YIST A DEL AGENTE FISCAL 

Abril 29 de 1930. 

_..\tento a las consta11cias de este expediente y los clel N 9 

14_. (,36 que tengo a la vista, lo preceptuado por los arts. 4(' y 14 

ele la ley N'1 48 de 14 de Septiembre de 1863, y lo resuelto por 

el Supcrioi- Tribunal de la Nación en casos análogos, es V. S. a 

juicio de este Ministerio competente para entender en el caso 

"suh judice''. � A. Boryarc!li. 

SE?\TENCIA DE PRH.!ERA INSTANCIA 

Mendoza, Agosto 12 de 1930. 

l.
.,. 

Vis,t.os: Los autos llamados a fs. 66 para resolver el in­

ci<lulte de incompetencia de jurisdicción formulado por la parte 

dunandac\a a fs. 17 y atenta la oposición del actor de fs. 19; y 

Considerando: 

I. Que la incompetencia planteada se basa e11 la distinta na­

cionalidad de las partes en este juicio, circunstancia que no ha 

siclo cuestionada por el actor. 

II. Que según se desprende del escrito de la actora de fs. 5

en el "sub judice" se trata de una demanda iniciada contra el 

seií.or Agustín Cangiani por cobro ordinario de pesos. 

III. Que en esa situación y atento los términos del pnmcr

escrito de la parte demandada de fs. 17, en el que expresa: 

"Que previamente a la contestación a la demanda" opone la ex­

cepción autorizada por el art. 116, inc. l '1 del Código de Ptos. 

surge con evidencia la procedencia de la misma. 
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VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Abril 29 de 1930. 

Atento a las constancias de este expediente y los del N? 

14.636 que tengo a la vista, Jo preceptuado por los arts, 4° y 14 

de la ley N* 48 de 14 de Septiembre de 1863, y lo resuelto por 

el Superior Tribunal de la Nacién en casos analogos, es VY. S. a 

juicio de este Ministerio competente para entender en el caso 

“sub judice’’, — .4. Borgarelli, 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Mendoza, Agosto 12 de 1930. 

Y Vistes: Los autos Hamados a fs. 66 para resolver el in- 

cidente de incompetencia de jurisdiccién formulado par la parte 

demandada a fs. 17 y atenta la oposicion del actor de fs. 19; y 

Considerando: 

T. Que fa incompetencia planteada se basa en la distinta na- 

ciunalidad de las partes en este juicio, circunstancia que no ha 

sido cuestionada por el actor. 

II. Que segun se desprende del escrito de la actora de fs. 5 

en el “sub judice’ se trata de una demanda iniciada contra el 

sehor Agustin Cangiani por cobro ordinario de pesos. 

IIT. Que en esa situacion y atento los términos del primer 

escrito de la parte demandada de fs. 17, en el que expresa: 

“Que previamente a la contestacién a la demanda” opone la ex- 

cepeion autorizada por el art. 116, inc. 1° del Codigo de Ptos. 

surge con evidencia la procedencia de la misma.
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IV Que el hecho alegado por la actora de que el presente 
Jlli'..:'.io es un incidente del N'1 14.636, caratulado "Banco Italo 
E�pafiol de Cuyo c. Feliciano T. Rocca por cobro eJecutin) de 
pesm;" debe desecharse, ya que dos juicios. uno iniciado contra 
d seí10r Fcliciano T. Rocca y ti otro contra el señor Cangiani. 
no obstante ser uno ejecutivo y el otro ordinario, no autorizan a 
involucrarlos en el concepto legal del art. 736 del Código de Ptos. 
Civiles. 

V. Que lo dicho precedentemente se encuentra ampliamen­
te corroborado por las manifestaciones del infrascripto en el pá­
rrafo tercero de Ja sentencia de fs. 89 

1 
dictada en los autos N� 

14. 636 "Banco Ita lo Español de Cuyo c. Feliciano, T. Rocca por
cobro ejecutivo de pesos'', en donde se sostiene: "que el señor
Cangiani no tenía más intervención en este juicio que la que le
confiere el art. 30, ley N'-' 434 para defender su crédito' en l'1
acto del remate, ele manera que habiendo pasado e�a interven­
ción, 110 debía admitirse cuestión alguna con respecto de aquél,
pue; ella importaría, mezclar asuntos qtte no conciernen a las
partes de este juicio Banco ltalo Español y Felici_ano T. Rocca.
por lo que no debió ciarse curso a la petición de fs. 74, por nn
ser materia del mismo".

VI. Que el hecho ele que en el Juic10 seguido contra Feli­
ciano T. Rocca, se haya prodn:iclo la incidencia ·que ha dado lu­
gar a este juicio, esa incidencia no tiene relación directa entre 
F. T. Rocca, y el Banco Italo ni menos con el acreedor hipote­
cario sefior Agustín Cangiani, pues actuaron los últimos en el 
juicio aludido sin conocimiento del gravamen establecido por la 
oficina de Impuestos Internos, sobre el inmueble rematado y del 
que era an·eeclor hipotecario el sefior Agustín Cangiani y en ese 
caso el cobro del dinero que se dice percibido indebidamente 
por el acreedor hipotecario. a. juicio del suscrito, no �s una in­
cidencia_, ni da derecho como ya ha dicho al ejercicio de acciones 
ordinarias acordado a las partes del fuicio ejecutivo, siendo a<·-

106 FAL.LOS DE LA CORTE SUPREMA 

IV Que el hecho altegado por la actora de que el presente 

juigio es un incidente del N* 14.636, caratulado “Banco Italo 

Ispafiol de Cuyo c. Feliciano T. Rocca por cobro ejecutiva de 

pesos” debe desecharse, ya que dos juicios, uno iniciado contra 

cl senor Feliciano T. Rocea y ¢l otro contra el sefor Cangiani, 

no obstante ser uno ejecutivo y el otro ordinario, no autorizan a 

involucrarlos en el concepto legal del art. 736 del Codigo de Ptos. 

Civiles. 

V. Que Jo dicho precedentemente se encuentra ampliamen- 

te corroborado por las manifestaciones del infrascripto en el pa- 

rrafo tereero de la sentencia de fs. 8&9, dictada en los autos N° 

14.636 “Banco Italo Espafiol de Cuyo c. Feliciano T. Rocca por 

cobro ejecutivo de pesos”, en donde se sostiene: "que el sefor 

Cangiani no tenia mas intervencién en este juicio que la que le 

confiere el art. 30, ley N" 434 para defender su crédito en el 

acto del remate, de manera que habiendo pasado esa interven- 

con, ne debia admitirse cuestién alguna con respecto de aquél, 

pues efla tmportaria, mezclar asuntos que no conciernen a las 

partes de este juicio Banco Italo Espafiol y Feliciano T. Rocca. 

por lo que no debidé darse curso a la peticién de fs. 74, por no 

ser materia def mismo”. 

VI. Que el hecho de que en ef juicio seguido contra Feli- 

clano T. Rocca, se haya prodweido la incidencia que ha dado Ju- 

gar a este juicio, esa incidencia no tiene relaciédn directa entre 
F. T. Rocca, y ef Banco Italo nt menos con ef acreedor hipote- 

cario sefior Agustin Cangiani, pres actuaron los filtimos en el 

juicio aludido sin conocimiento del gravamen establecido por la 

oficina de Impuestos Internos, sobre el inmueble rematado y del 

que era acreedor hipotecario el sefior Agustin Cangiani y en ese 
casG el cubro del dinero que se dice percibido indebidamente 

por el acreedor hipotecario, a juicio del suscrito, no es una in- 

cidencia, ni da derecho como ya ha dicho al ejercicio de acciones 

ordinarias acordado a las partes del juicio ejecutivo, siendo ac-
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nones particulares que deben ejercnse en juicio ordinaria irnk­
pen<liente como se ha hecho. 

VII. Que por lo demás la afirmación categonca de estt'
Juzgado en la parte dispositiva de la sentencia aludida de que: 
"No siendo materia de este juicio lo solicitado, preséntese pot· la 
vía que correspo11de", demuestra a Jas claras que el presente jui­
cio es una nueva demanda que bajp ningún concepto puede li­
garse a la N'1 14. 636 por lo que el demandado puede oponerk.' 
toda� las defensas que autoriza el art. 116 del Cód. de PttH>. 
Que importando aceptación tácita la no negación del hecho en que 
se basa la excepción o sea la nacionalidad extranjera del seño1· 
Ca11giani, corresp011de hacer lugar a la excepción opuesta. 

Por tanto, no obstante lo dictaminado por el se11or Agente 
Fiscal a fs. 24- vta. y atento lo dispuesto pot· el art. 100 ele la 
Co11:-,titución Nacional, art. 2'1, inc. 2" de la. ley 48, de 14 de Sep­
tiembre de 1863 y art. 116, inc. P del Código de Ptos. Civiles y 
Comerciales de la pnwincia, fallo: haciendo lugar a la excepción 
de ínccmpetencia opuesta a fs. 17, declarándome incompetente 
par.:� entender en la presente causa, con costas al vencido ( art. 
9 .. � del Cód. de Ptos.). Cópiese, repóngase y hágase saher. -­
José Y. Cis11c1·os ( h). 

DICTAlvlEN DEL FISCAL DE CA:MARA 

Noviembre 25 de 1930. 

Excn1a. Cámara: 

Del exam.en de estas actuaciones - no he tenido el expe­
diente 14.636 a la vista - pero de la com¡mlsa ele !s. 57 a 63 
me he formado el concepto de que en el citado expediente No:i 
14. 6}6 el Banco ltalo Español de Cuyo siguió una ejecución
contra don Feliciano T. Rocca por ·i:obro de pesos. En dicho
juicio se emharg·ó y llegó a rematarse un inmuehle. adquiriéndo­
lo en veinte mil pesos el Banco ejecutante.
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ciones particulares que deben ejercerse en juicto ordinaria inde- 

pendiente como se ha hecho. 

VII. Que por lo demas Ja afirmacion categorica de este 

Juzgado en la parte dispositiva de la sentencia aludida de que: 

“No siendo materia de este juicio lo solicitado, preséntese por la 

via que corresponde”, demuestra a las claras que el presente jui- 

cic es una nueva demanda que bajo ningtin concepto puede li- 

garse a la N” 14.636 por lo que el demandado puede oponerle 

todas las defensas que autoriza el art. 116 del Céd. de Ptos. 

Que importando aceptacion tacita Ja no negacion det hecho en que 

se basa la excepcién o sea la nacionalidad extranjera del sefor 

Cangiani, cerresponde hacer lugar a la excepcion opuesta. 

Por tanto, no obstante lo dictaminado por el sefor Agente 

Fiseal a fs. 24. vta. y atento lo dispuesto por el art. 100 de la 
Constitucion Nacional, art. 2°, inc. 2° de la.ley 48, de 14 de Sep- 

tiembre de 1863 y art. 116, ine. 1° de} Codigo de Ptos. Civiles y 
Comerciales de la provincia, fallo: haciendo lugar a la excepcion 

de incempetencia opuesta a fs. 17, declarandome incompetente 

para entender en la presente causa, con costas al vencido (art. 

9 del Cod. de Ptos.). Copiese, repongase y hagase saber. -— 

José N. Cisneros (i), 

DICTAMEN DEL FISCAL DE CAMARA 

Noviembre 25 de 1930, 

Exema. Camara: 

Del examen de estas actuaciones — no he tenido el expe- 

diente 14.636 a Ja vista — pero de la compulsa de fs. 57 a 63 

me he formado ej concepto de que en el citado expediente N* 

14.636 ef Banco Italo Espafiol de Cuyo siguid una ejecucion 

contra don Feliciano J. Rocca por cobro de pesos. Fen dicho 

juicio se embargé y flegé a rematarse un inmueble. adquiriéndo- 

Jo en veinte mil pesos el Banco ejecutante.
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El inmueble rtrnatado estaba afectado en hipoteca a favor 

ck don Agustín Cangiani por la suma de quince mil pesos qne 

con los intereses subía a diez y ocho mil pesos; y el Banco ad­

quirente. en la creencia sin duela de que no existía acreedor con 

privilegio especial y más preferencia qnc el de Cangiani, entregó 

a éste los 18.000 pesos, en lugar ele consignar la suma total a la 

orden del Juzgado. Después ha resultado que hay un uf'dito a 

favor del Fisco Nacional pór una snma relativamente con�idt:ra­

hle y a cuyo pago estaría afectado el inmueble, con privilegio pre­

ferente al del señor Cangiani. 

En esta situación el Banco ltalo Español de Cuyo, pan: po­

der obtener que se le escriture el inmueble rematado libre de gra­

vámenes, gestiona del seííor Cangiani que consigne los 18. 000 

pesos que ha cobrado, para que el Juez efectúe lo!s pagos a quie­

nes corresponda, siguiendo el orden ele los privilegios. El Juez 

de la causa. en una resolución que corre a fs. 89, que se cita en 

1?, resolución apelada y que se transcribe a fs. 52 vta. de estos 

autos, con un criterio equivocado a mi juicio, entendió que la 

incidencia que se planteaba para que el sefior Cangiani consigna­

ni el valor percibido, no era admisible en el expediente 14.ó.16. 

y desechó la pretensión del Banco adquirente del bien rematado. 

En cuya virtud el Banco ha entablado la demanda que motiva 

este expediente. 

En el concepto de que así han ocurrido las cosas, entro a 

emitir mi opinión en lo referente a la excepción de incompetencia 

ele jurisdicción articulada a fs. 17. 

Desde luego cabe considerar que la demanda promovida a 

fs. 5 de estos autos no persigue la devolución de valores en be­

neficio del Banco Italo Español de Cuyo, sino meramente que 

el stñor Cangiani deposite el valor percibido en el expe<lieqte K'-' 

1../·. 63G. Es decir el Banco actor no promueve una acción por 

repetición ele pago indebido, sino sólo que el valor pagado se

consigne para que el Juez discierna sobre su entrega al mismo 
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Isl inmueble rematacdo estaba afectado en hipoteca a favor 

de don Agustin Cangiani por la suma de quince mil pesos que 
con los intereses subta a diez y ocho mil pesos; y el Banco ad- 

quirente, en la creencia sin duda de que no existia acreedor con 

privilegic especial y mas preferencia que e] de Cangiani, entrego 

a éste los 18.000 pesos, en lugar de consignar la suma total a la 

orden del Juzgado. Después ha resultado que hay wn crédito a 

favor del Fisco Nacional por una sumia relativamente considera- 
ble y a cuyo page estaria afectado el inmuchle, con privilegio pre- 

ferente al del sefor Cangiani. 

En esta situacién el Banco Italo Ifspafol de Cuyo, para po- 

cer obtener que se Je escriture el inmueble rematado libre de yra- 

vamenes, gestiona <del sefior Cangiani que consigne los 18.000 

pesos que ha cobraclo, para que cl Juez efecttie los pagos a quie- 

nes corresponda, siguiendo el orden de los privilegios. El Juez 

de la causa, en una resolucién que corre a fs. 89, que se cita en 

la resoluciOn apelada y que se transcribe a fs. 52 vta. de estos 

autos, con un criterio equivocado a mi juicio, entendid que la 

incidencia que se planteaba para que el sefior Cangiani consigna- 

ra el valor percibido, no era admisible en el expediente 14.636. 

y deseché la pretensién del Banco adquirente del bien rematacdo. 

En cuya virtud el Banco ha entablado la demanda que motiva 
este expediente. 

En ef concepto de que asi han ocurrido las cosas, entro a 

emitir mt opinidn en lo referente a la excepcién de incompetencia 

de jurisdiccien articulada a fs. 17. 

Desde luego cabe considerar que la demanda promovida a 

fs. 5 de estos autos no persigue la devolucién de valores en be- 
neficio del Banco Italo Espafiol de Cuyo, sino meramente que 

el sefior Cangiani deposite el valor percibido en el expediente N° 
14.636. Es decir el Banco actor no promueve una accién par 

repeticién de pago indebido, sino solo que el valor pagado se 

consigne para que el Juez discierna sobre su entrega al mismo
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señor Cangiani. o a quien corresponda, con aneglo al oi·den de 
'los privilegios_ 

En esta virtud entiendo c¡ne la demanda de fs. 5, que no ha 

debido ser clemanclac\,1. sino un lógico incidente en el expedien­
te N 1

' 14. 636, no autoriza la excepción ele incompetencia de ju­

i-iscli :ción que se articula. 

La única razón que da pie a la expresada excepción, es la de 

tratarse en el presente caso de una demanda ordinaria: lo qne 

ha dado aparente razón para invocar el art. 116. inc. 1 <1 del Cócl. 
de Ptas.; pero cabe observar que dicha demanda de fs. 5. por 

su índole, naturnleza y finalidad no es en realidad sino una inci­

dencia, o sea, una pieza desglosada del expediente N'! 14. 636, 

tramitada cnn las solemnidades de una demanda ordinaria en vez. 
ele una incidencia . 

En esta virtud y ele acuerdo a lo dictaminado por el sefior 
Agente Fiscal a fojas 24 vuelta opino que Vuestra Exce!,:nja, 

debe revocar la resolución apelada· ele fojas 67. - Salz•ador 
c·abal!cro. 

SJ..:XTENCfA DE LA CA:\IARA DE LO CO�IERCIAL Y CRHJJ-X.,\L 

Mendoza) Marzo 11 de 1931. 

Y Vistos: 

El llamamiento de autos para resolver corriente a fojas 73 
con motivo del 1-ecttrso de 3pelación interpuesto a fojas 71 por 

el Ba11co Italo Español de Cuyo, y 

Considerando 

Que sin contestar la demanda, el demandado ha opuestr, 
la excepción ele incompetencia de jurisdicción, fundado en stt 

calidad de extranjero frente a una acción intentada por un 
argentino. 
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sehor Cangiani, o a quien corresponda, cen arreglo al orden de 

‘los privilegios. 

En esta virtud entiendo que la demanda de fs. 5, que no ha 

debido ser demandada sino un Jogico incidente en el expedien- 

te N* 14.636, no autoriza la excepcidn de incompetencia de ju- 

risdizcién que se articula. 

La tinica razon que da pie a la expresada excepcidn, es la de 

tratarse en ef presente caso de una demanda ordinaria: lo que 

ha dado aparente razon para invocar el art. 116, inc. 1° del Cad. 

de Ptos.; pero cabe observar que dicha demanda de fs. 5. por 

su indole, naturaleza y finalidad no es en realidad sino wna inci- 

dencia, 0 sea, una pieza <desglosada del expediente N" 14.636, 

tramitada con Jas solemmnidades de una demanda ordinaria en vez 

de una incidencia. 

En esta virtud y de acuerdo a lo dictaminado por el sefior 

Agente Fiscal a fojas 24 vuelta opino que Vuestra Excebetrcia 

debe revocar la resolicién apelada-de fojas 67. — Salvadar 

Caballero. 

SENTENCIA DE LA CAMARA DE LO COMERCIAL Y CRIMINAT. 

Mendoza, Marzo 11 de 1931. 

Y Vistos: 

Ke] Namamiento de autos para resolver corriente a fojas 73 

con motivo del recurso de apelacioén interpuesto a fojas 71 por 

el Banco Italo Espafol de Cuyo, y 

Considerando 

Que sin contestar la demanda, el demandade ha opuesto 

la excepcién de incompetencia de jurisdiccién, fundado en su 

calidad de extranjero frente a una accion intentada por un 

argentino.
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Que Ell principio la defensa sería procedente conforme a 

lo prevenido por el artículo 2'·' de la lty número 48, pero es e} 

caso que el hecho generador del juicio importa un incidente sus­

citado durante el proceclimiento del juicio número 14.636 y cu­

yo cumplimiento o ejecución se persigue por el presente. de 

·conformidad a la resolución judicial que así lo ordenara ( con f.

fojas 8S', autos _número 14.636).

Es un principio ele nuestro derecho positivo que el juez de 

lo principal tiene .,,::ompetencia para conocer en los incidentes: 

C. C. t. 77, pág. 247; t. 163, pág. 332; t. 177, pág. 264.

Qne el juez que ha conocido del juicio ejecutivo debe co­

nocer también del ordillario. por repetición. S. C. N. t. 90. p. 

258: t. 123_, p. 138. Que ha sido propiamente en virtud ele lo 

decidido por el juez en la ejecución del Banco contra Rocca. 

que se persigue ahora en juicio ordinario el reintegro de la su­

lllé'. percibida por el acreedor hipotecario, y bajo este aspecto 

pru,._·e:-;al no puede dejar el� reconocerse que ese juicio importa 

prácticamente el cumplimiento ele la sentencia que así lo re­

solvió, en cuyo caso es obvio que la acción debe ejercitarse ante 

· el mismo juez que la dictó.

Por estas consideraciones y lo dictaminado por el señor 

Fiscal de Cámara a fojas 85, el tribunal resuelve revocar la 

resolución recurrida de fojas 67; con las costas de primera ins­
tancié� et ··cargo del vencido y por su orden las de la presente ( ar­

tículo 94 del Código ele Procedimientos), Cópiese, repóngase 
hágase saber y bajen. - O' Donncll. - .S'uáre::: A11:::orena. -- Ro­
má11. - Pontis. 

Voto eu disidencia del 1l1i11istro Doctor Correa Luna 

Vistos y Considerando: 

Que el actor, Banco Italo Español de Cuyo, ha pretendido 

que el valor que entregó voluntariamente a Cangiani, en pago de 
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stt crédito hipotecario, fuera depositado por Cangiani en el JUI­

cic número 14.636 radicado en la jurisdicción provincial y a 
tal efecto lo solicitó por escrito de fojas 74 que el juzgado: pro­
veyó de \:onfonnidad emplazando a Cangiani para que lo hi­
ciera; pero inmediatamente Cangiani se presenta al juicio in­
terponiendo recurso de reposición contra tal requerimiento y cnn 
la debida intervención del Banco requirente el Juzgado revoca 
la ;l11edida aludida que e1 Banco consiente sin deducir d co­
nesponcliente recurso ele apelación, con lo cual la cuestión so­
hi-e devolt1ción del dinero per.:ibido por Cangiani quedó defi­
nitivamente resuelta dentro de ese juicio y por ende terminada 
la participación que Cangiani tomó en el mismo; como quiera 
que con el pronunciamiento favorable que obtuvo desapareció 
la causa que determinó su presentación en juicio, 

Que la presente demanda ordinaria instauradá por el Ban­
co si bien por ella se persigue la misma finalidad que se pro­
puso con la petición ele ma11damiento ele fojas 74 y su opo­
sición de_ fojas 84 (juicio número 14.636), no puede concep­
tuarse como un irn::iclente de este juicio, por más qtt(' la deman­
da esté. motivada por u11 pago o entrega <le dinero efectuado en 
dicho juicio. Este juicio ordinario promovido por el Banco no 
es un incidente del número 14.636: 1'.,, porque si lo fuera no se 
hahríc. dado a la demanda de acuerdo a sus términos, el trá­
mite del procedimiento ordinario, sino el de las excepciones 
dilatorias que la ley establece para los incide11tes ( artículo 590 
<le nuestro Código de Procedimeintos Civiles')'; y 2'!, porque co­
mo incidente fué ya resuelta la cuestió11 por auto de fojas R9 
qnt hizo lugar a la reposición solicitada por Cangíani y con la 
dchidc. participación del Banco que acató lo resuelto. 

AJegc. d actor flmdamentando la improcedencia de la in­
compttencia opuesta por Cangiani que la demanda entablada 
contra éste persigue la reparación de los errores cometidos por 
tl juez y que impiden la escrituración ele la propiedad adquirida 
por él en remate. 
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Cabe observar al respecto que si �sa imposibilidad existe, 
cfo,. provendría; F, del hecho exclusivamente propio del actor 
(Uan:o Italo Espafwl de Cuyo), que sin ingerencia alguna cid 
juzgad<:, voluntariamente y por error, si se quiere. reconoció 
el derechÜ ele Cangiani a percihir el importe de su crédito hi­
rotecaric, y se lo abonó: error que vendría ahora a perjuclicar­
k-, porque la propie<lad adquirida se encontraría afectada por 
otro crédito privilegiado de preferente a bono; y 2�, del hecho 
dt haber ccnsentido la resolución del juzgado ( fojas ..... �u­
tas número 14.636), que revocó el decreto por el cual se con­
minaln:1. a Cangiani a depositar la cantidad que recibió del Ban­
co en pago ele su crédito hipotecario. 

Que en cuanto a la aplicahiliclacl del artículo 736 del Có­
digo de Pro�cclimientos Civiles que acuerda tanto al actor c'o-
1110 al demandado el derecho para deducir el juicio ordinario, 
cualquierc. sea El resultado del juicio ejecutivo; no es ele aplica­
ción al caso ocurrente, ni por inferencia como lo pretende el 
actor (fojas 80); toda vez que tal disposi,ción se refiere ex­
clusivamente al juicio ordinario que puede promoverse entn: 
ejecutante y ejecutado y :,0hre la procedencia o no del cobru 
qut se persigue y no entre alguno de el los y por motivos que 
no sean de la demanda misma. 

Respecto a la calidad de extranjero que mvoca el excep­
cionante; no habiendo siclo controvertida por la parte actor a 
ha quedado aquél eximido de su prueba y elche tenerse por 
acreditada a los efectos ele la procedencia del fuero federal. 

Por tanto: y consideraciones, concordantes del auto recu­
rrido de fojas 67 y lo preceptuado por el artículo 2v, inciso 2'-', 
ley nacional número 48, se resuelve: confirmar el auto de fo­
jas 67 del presente juicio número 18.339 que hace lugar a la 
excepción de incompetencia opuesta por el clemanclaclo don Agus­
tín Cangiani, con costas al recurrente. Cópiese. hágase saber y 
bajen. - Correa. L/a.no.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 22 ele 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario cleduciclo en estos autos es pro­

cedente por haberse acogido el demandado al fuero federal y 

ser la decisión recaí.da contraria a dicho privilegio, lo que au­

toriza el recurso de apelación para ante esta Corte Suprema, 

ccn arreg-ln a lo que dispone el artículo 14, inciso 2'-' ele la ley 

número 48. 

El recurrente ftté dernanclaclo ante el Juez ele Comercio ck 

b ciudad de 11lencloza a fin ele (llle le condenara a depositar a 

la 01·clen judicial y como perteneciente a una ejccu,.:ión que tra­

mita ante el mismo juez, una suma ele dinero (llle percibió en 
concepto ele devolución de préstamo hipotecario. Al notificúr­

selc la demanda opuso la excepción ele incompetencia conforme 

a lo que dispone el artículo 100 ele la Constitución y artículo 
2", inciso 2° ele la ley número 48, por ser extranjero c.1 clernan­

claclo y ele nacionalidad argentina le compañía actora, lo que 

atribuye competencia para conocer en el juicio a los tribu11a­

les federales. La resolución de fojas 88, que no hace lugar a la 

excepción deducida, se funda e11 la circunstancia de que el he­
cho generador de este litigio importa un incidente de otro jui­

cio seguido ante la justicia ordinaria poi- lo que es de apli­

cación el principio de que el juez ele lo principal tiene com­

pctencüi. para conocer en los incidentes. 

Pienso q11,e la·mencionada resolución ha decidido acertada­

mente la excepción en trfonite, por cuanto el fuero federal a 

que el recurrente se considera con derecho, está sometido a las 

prescripciom:s ele la ley número 48, y en el artículo 14 de es­

ta ley �;e establece que una vez radicado un jui'Cio ante un tri-
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bunal de provincia, será sentenciado y fenecido ante la juris­
dicción provincial y no podrá pasar a la justicia federal sino 
en los casos de apelación extraordinaria para ante la Corte Su­
prema, de suerte que, de acuerdo con ese precepto, la inter­
vención que originariamente ha correspondido a tm juez de pro­
vincia, es suficiente para arraigar esa competencia, que se ex­
tiende al juicio principal y a todos los incidentes que se deri­
ven del mismo. En este sentido se ha indinado la doctrina sen­
tad2. por Vuestra Excelencja al respecto (Fallos: Tomo 145, 
págiua 415; Torno 149, página 387; Torno 154, págiua 431; 
Tomo 158, página 142). 

En mérito de ello, creo que corresponde s�a confirmada 1a 
resolución i::1ue ha siclo motivo de la apelación interpuesta. 

floracio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREi\'IA 

Buenos Aires, Septiembre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sef1or Pro­
curador General, se confirma la sentencia apelada que declara 
la coh1petencia ele la justicia ordinaria de h� provim:ia ele lV[cn­
doza para entender en la causa. 

Notifíquese y repuesto el papel, devuélvanse en su opor­
tunidad. 

J. FtGUEROA ALCORTA. ROBERTO 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuuAN

v. PERA. 
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prema, de suerte que, de acuerde con ese precepto, la inter- 

venciOn que originariamente ha correspondido a wn juez de pro- 

vincia, es suficiente para arraigar esa competencia, que se ex- 
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En mérito de ello, creo que corresponde sea confirmada la 

resolucion que ha sido motivo de Ja apelacién interpuesta. 

Horacio R. Larreta, 

FALILO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 9 de 1921. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sefior Pro- 
curador General, se confirma la sentencia apelada que declara 

la coimpetencia de la justicia ordinaria de la proviimia de Men- 

doza para entender en la causa. 

Notifiquese y repuesto el papel, devuélvanse en su opor- 

tunidad., 
J. Figueroa Atcorra. Rogerto 

Rergerro, — Rk. Guipo Lavatee. 

— Antonio SacarNa, — JuLIAN 

V. Pera,
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Sociedad Héctor J. fguain contra. /a. Prov1'.11cia de San L1ds, so­
bre rescisión de co11lrato y consfntccián de obras. 

Szrnwr-io: No puede prosperar la acción por rescisión de con­
trato intentada por una sociedad constructora ·contra una 
provincia, y que se funda ·en la falta ele entrega de los, pla­
nos respectivos po1¡ parte de esta última, cuando de la prue­
ba rendida resulta t1ue la paralización de las obras respon­
dió a las dificultades financieras de la sociedad, y que la 
acción que correspol1día era la del cumplimiento del con­
trato. ( i\rtículo 1204, Código Civil). 

Caso: Lo explican la spiezas siguitntes: 

FALLO DE LA COH.TE SUPREillA 

Buenos Aires, Septiembre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

Esta causa seguida por la Sociedad Héctor J. Iguain .co11-
tr2. b provincia de San Luis sobre rescisión ele contrato de cons-• 
trucción de obras de la cual resulta: 

Que a fojas 23 comparece la razón social Héctor J. Iguain 
promoviendo demanda ordinaria contr;:� la provincia de San Luis 
pidiendo se decrete por su culpa la rescisión del contrato de 
construcción de obra que con aquélla tenía ce'lebraclo y las cos­
tas clcl juicio a mérito de los siguientes antecedentes: 

Que la razón social Héctor J. Iguain contrató con el go­
bierno de San Luis la construcción de la mayor parte ele las 
obl'at; autorizadas por la ley número 1021 de fecha 7 de febrero 
de 1927. El 2 ele abril ele ese afíó la provincia lhvmó a concur­
so de propuestas para el 5 de mayo, realizándose dicho acto con 
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Sociedad Héctor J. Fyuain contra la Provineia de San Litts, so- 

bre rescisién de contrato y construccién de obras. 

Sumario: No puede prosperar fa accién por rescision de con- 

irato intentada por una sociedad constructora contra una 

provincia, y que se funda en la falta de entrega de los, pla- 
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tra la provincia de San Luis sobre rescision de contrato de cons- 

truccién de obras de Ja cual resulta: 
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constrccién de obra que con aquélla tenia celebrado y las ens- 
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Que la razon social Héctor J. Iguain contraté con el go- 

bierno de San Luis Ja construccién de la mayor parte de las 

obras autorizadas por Ja ley ntmero 1021 de fecha 7 de febrero 

de 1927. El 2 de abril de ese afio la provincia lamé a concur- 

so de propuestas para el 5 de mayo, realizandose dicho acto con
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b, concurrencia de otros proponentes después de llenadas las 
formalidades legales. El 13 de mayo ele 1927 aprobóse la licita­
ción adjudicando las obras a la Socieclacl actora y el 27 quedó 
firmado CI contrato de construcción. 

Que suhscripto el contrato, el gobierno de San Luis desig­
nó al ingeniero don :Manuel E, Callaba para dar los replanteos
ele todas las obras de riego y para que inspeccionara y vigilara 
la construcción de las obras en Quines y en lVIerlo. La empresa 
comenzé, los trabajos en algunas obras sin tener los planos de­
finitivos, con sólo los datos del replanteo a fin de' ir adelan­
tando la construcción. En una palabra, se dió comienzo a la 
obra gruesa. 

Que l_a empresa solicitó el 30 ele diciembre de 1927 la en­
trega ele los planos definitivos de tocias las obras reiterando 
igtdl pedido l'! 11 de mayo y el 1'1 ele junio de 1928, sin ob­
tenerlos. 

Que con fecha 9 de junio el gobierno de la provincia dió 

un decreto sacando a licitación la construcción ele las obras pú­
blicas que estuvieran contratadas con la empresa _Héctnr J. 

Iguain y dejando a salvo sus derechos contra los mismos por 
los perjuicios ocasionados con el ahandono ele las obras públicas 
que se comprometieron ejecutar, 

Que ese decreto está reñido con la realidad ele las cosas 
y con la ley, pues afirma que el empresario hizo abandono ele 
las obras no obstante haber ofrecido en las diversas oportuni­
dades señaladas su continuación. L,a comunicación de la empre­
�ª ele 30 de diciembre ele 1927 exige al Poder Ejecutivo como 
imprescindible la entrega ele los planos ele tocias las ohras y 
todavía está esperando la contestación, El 11 ele mayo de 1928 
pidió. cntrt: otras cosas, una medición total ele las obras hechas 
en los tres mercados hasta la fecha, así como el recuento de 

todo el material existente, s,in que el gobierno adoptara ninguna 
medida. 
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la concurrencia de otros proponentes después de lfenadas las 

formalidades legales. El 13 de mayo de 1927 aprohdse fa licita- 

cién adjudicando las obras a la Sociedad actora y el 27 qued6 

firmado el contrato de construccion, 

Que subscripto el contrato, el gobierno de San Luis desig- 
no al ingeniero don Manuel E, Callaha para dar los replanteos 

de todas las obras de riego y para que inspeccionara y vigilara 

la construccién de las obras en Quines y en Merlo. La empresa 

comenzé fos trabajos en algunas obras sin tener los planes de- 

finitivos, con sdlo las datos del replanteo a fin de’ ir adelan- 

tando la construccién. En una palabra, se did comienzo a la 

obra gruesa. 

Que la empresa solicitd el 3@ de diciembre de 1927 la en- 

trega de los planos definitivos de todas las obras reiterando 

igual pedido el [1 de mayo y el 1° de junio de 1928, sin ob- 

tenerlos, 

Que con fecha 9 de junio el gobierno de la provincia did 

un decreto sacando a licitacién la construccidn de las obras pt- 

hlicas que estuvieran contratadas con Ja empresa Héctor J. 

Tguain y cdejando a salvo sus derechos contra las mismos por 

las perjuicios ocasionados con el abandono de las obras pttblicas 

que se comprometieron ejecutar, 

Que ese decreto esta refiido con la realidad de las cosas 

y con la ley, pues afirma que el empresario hizo ahandono de 

las obras no obstante haber ofrecido en las diversas oportuni- 

dades sefialadas su continuacién. La comunicacién de la empre- 

sa de 30 de diciembre cle 1927 exige al Poder Ejecutivo como 

imprescindible Ia entrega de los planos de todas las obras y 

todavia esta esperando la contestacién. El 11 de mayo de 1928 
pidid, entre otras cosas, una medicidn total de las obras hechas 

en los tres mercados hasta la fecha, asi como el recuento cle 

tode el material existente, sin que el gobierno adoptara ninguna 

medida.
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Qm.: no se han entregado en ningún momento a la empresa 
lo�: planos definitivos de ninguna ele las obras a realizarse ·cuya 
construcción fué licitada; comenzándose los trabajos por la em­
presa teniendo en cuenta los elatos cstahlecidos en los antepro­
yecto�:, cuidando siempre que ninguna reforma pudiera alterar la 
estructur;i de la obra. Y siendo así es evidente, dice, que la pro­
vincia de San Luis no ha cumplido .con lo más elemental para 
as�'gurar !?. construcción d_e las obras, y por eso, agrega, el de­
creto ele 9 ele junio constituye ün atropello. 

Que el gobierno ele la provincia ele San Lui� no há pagado 
los certificados correspondientes al mes de febrero. de las obras 
efectuadas en los mercados, ni procedido a medir las obras ele 
riego en la pa1·te calculada, ni ha rectificado las mediciones en 
lo:', primeros; debe además aplicar a todas las obras los venla­
deros precios. 

Que fnmb su derecho en las disposiciones pertinentes del 
Código Civil respecto a los contratos y obligaciones y en las 
de1 contrato de locación ele obras y especialmente en los térmi­
nos de b conveni:ión celebrada con el gobierno de la provincia 
demandada. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de la Corte corrió­
se a fojas 38 vuelta traslado de la detüancla el que fué .evacuado 
<1 fojas 70 por don Luis Badino en representación de la pro­
vincia de San Luis pidiendo su rechazo y las costas procesales 
por las siguientes rnzones: 

Que en virtud y cumplimiento ele la ley número 1021 ele 7
�le enero de 1927, sancionada para dar cumplimiento a premiosas 
11tcesiclades públicas, el Poder É_iecutivo de San Luis llamó a 
concurso ele propuestas a las empresas "con capacidad técnica y 
financiera suficiente" según reza el decreto respectivo, para la 
construcción de las obras que enumera detalladamente, las cua­
lc�, fueron adjudicadas a la sociedad adora por el decreto de 
13 ele mayo, subscribiéndose el contrato respectivo el 27 si-
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Que ne se han entregado en ningtin momento a ja empresa 

les planos definitivos de ninguna de las obras a realizarse cuya 

construcciOn fué licitada; comenzandose los trabajos por la em- 

presa teniendo en cuenta los datos establecidos en los antepro- 

yectos, cuidando siempre que ninguna reforma pudiera alterar la 

estructura de la obra. Y siendo asi es evidente, dice, que la pro- 

vincia de San Luis no ha cumplido.con lo mas elemental para 

assgurar la construccion de las obras, y por eso, agrega, el ce- 

creto de 9 de junio constituye un atropello. 

Que el gobierno de la provincia de San Luis no ha pagado 

los certificados correspondientes al mes de febrero. de Jas obras 

efectuadas en los mercados, ni procedido a medir las obras de 

riega en la parte calculada, ni ha rectificado las mediciones en 

los primeros; debe ademas aplicar a todas Jas obras los verda- 

deros_ prectos. 

Que funda su derecho en las dispasiciones pertinentes del 

Cédigo Civil respecto a los contratos y obligaciones y en las 

del contrato de locacion de obras y especialmente en los térmi- 

nos de Ja conversion celebrada con el gohierno de la provincia 

demandada. 

Que acreditacda la jurisdiccion originaria de la Corte corrié- 

sé a fojas 38 vuelta traslado de Ja demanda el que fué evacuado 

a fojas 70 por don Luis Badino en representacién de Ja pro- 

vincia de San Luis pidiendo stt rechazo y las costas procesales 

por las siguientes razones: 

Que en virtud y cumplimiento de la ley nimero 1021 de 7 

de enero de 1927, sancionada para dar cumplimiento a premiosas 

necesidades ptiblicas, el Poder Ejecutivo de San Luis Ilamé a 

concursa de propuestas a las empresas “‘con capacidad técnica y 
financiera suficiente’ segtin reza el decreto respectivo, para la 

construccién de las obras que enumera detalladamente, las cua- 

les fueron adjudicadas a la sociedad actora por el decreto de 

13 de mayo. subscribiéndose el contrato respectivo el 27 si-
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guientl'. Las obras contratadas se iniciaron algún tiempo cles­

pu(:s, rnn excepción del dique y obras accesorias ele i\ferlo, que 

fueron suspendidas tcmporariamentc y ele común acuerdo por 

haberse suscitado la necesidad de cambiar el proyecto primitivo 

en mira ele la mayor eficacia ele la construcción. 

Que niega del modo m!ás terminante que la falta de planos 

fuera la causa que originó la parali:rnción y el abandono ul­

terior de las obras contratadas, y que cualquiera ele éstas al ser 

suspendidas por los empresarios requiriese o necesitase los pla­

nos definitivos_ calculadamente rcclamaclos
1 

para su prosecución

inmediata. 

Que en el acúpite especial relativo a los planos (artículo 2) 

se establece que " al firmarse el contrato se incluirán los planos 

definitivos ele aquellas obras cuya ejecución y detalle está ya 

perfectamente terminado. Los demás planos se irán entregando 

al contratista a meclicla que se confeccionen y ele manera que 

se pueda desarrollar el programa ele las obras que mús aclrlante 
se detallan, para que la construcción no sufra interrupciones". 

Es cierto que el artículo 3 establece, con respecto a los merca­

dos, que el Departamento de Obras Públicas .. entregará dentro 

de treinta días, "los planos definitivos, puntos ele referencia y 

nivde:c:" y que en su segunda parte preceptúa qne las obras de 

riego se iniciarán luego que se hayan entregado los replanteos 

y planos definitivos. pero no es menos exacto, sin embargo, que 

se alude allí a los "planos principales" que habían servido ele 

liase a la licitación y al contrato mismo y no a los planos ck de­

ta!le o planos parciales que según se ha_ visto elehían ser entre­

gados "a medida que se confeccionen y ele manera que se pt1eda 

elcsarrol!ar el programa ele obras para que la construcción nn 

sufra intcrrnpciones". 
Que el art. 49 relativo "a los plazos para la entrega de las 

obra�," disipa tocia dmla al respecto refiriendo esos plazos a ·,la 

sol;:i, entrega ele los "replanteos" y· estableciendo que los merca­

dos serán entregados "a los diez meses de recibido el replanteo 
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guiente, Las obras contratadas se iniciaron aletin tiempo des- 

pués, con excepcidn del dique y obras accesorias de Merlo, que 

fucrott’ suspendidas temporariamente y de comtin acuerdo por 

haberse suscitado la necesidad de cambiar el proyecto primitivo 

en inira de la mayor eficacia de la construecion, 

Que niega del modo ms terminante que fa falta de planos 

fuera la causa que origind la paralizacion y el abandono ul- 

terior de las obras contratadas, y que cualquiera cle éstas al ser 

suspendidas por los empresarios requiriese a necesitase los pla- 

nos definitivos calculadamente reclamados, para su prosecucién 

inmediata. 

Que en el acipite especial relativo a los planos (articulo 2) 

“ a) firmarse el contrato se incluiran los planos 

definitivos de aquellas obras cuya ejecucién y detalle esta ya 

perfectamente terminado. Los demas planos se iran entregando 

al contratista a medida que se confeccionen y de manera que 

se pueda desarrollar el programa de las obras que mas adelante 

se detallan, para que la construccién no sufra interrupciones”’. 

Iés cierto que el articulo 3 establece, con respecto a los merca- 

dos, que el Departamento de Obras Publicas entregara dentro 

s¢ establece que 

de treinta dias, “los planos definitivos, puntos de referencia y 
niveles” y que en su segunda parte preceptia que las obras de 

riego se iniciaran luego que se hayan entregado los replanteos 

y planos definitivos, pero no es menos exacto, sin embargo, que 

se alude alli a los “planos principaies” que hahbian servido de 

base a la licitacién y al contrato misma y no a los planos de de- 

talle o planos pareiales que segtin se ha visto debian ser entre- 

gados “a medida que se confeccionen y de manera que se pueda 

desarrollar el programa de ohras para que la construccién no 

sufra interrupciones”, 

Que cl art. 4° relativo “a los plazos para la entrega de las 

” disipa toda cluda al respecto refiriendo esos plazos a da 
sola entrega de los “replanteos” y’ estableciendo que los merca- 

dos seran entregados “a los cliez meses de recibido el replantea 

obras
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ele ;,:ada ohca'' y las ele riego ·"cinco meses después de recibido 
el replanteo". No se mencionan ni podían mencionarse los planos 
definitivos o ele detalle. 

Que ul Departamento ele Obras Púhlicas de la Provincia ele 
San Luis entregó los replanteos en las siguientes· fechas: del 
mercado de la Capital el 15 de Junio de 1927; de los. mercados 
de Mercedes d 11 ele Julio y ele todas las obras ele riego y em­
balse el 31 ele Agosto, siendo de advertir que los actores solici­
taron prórroga para recibir los que correspondían a 1os merca­
dos ele iVIcrcecles. Los planos definitivos no fueron mencionados 
porque los actores habían· recibido y fueron recibiendo oportu­
namente todos los necesarios hasta que otras causas extrañas los 
colocaron frente a la perspectiva ele suspender las obras pri­
mero y de abandonarlas después por completo con grave per­
juicio para los intereses públicos de San Luís. 

Que las obras fueron suspendidas por culpa exclusiva de 
los empresarios y debido a su absoluta insolvencia. Empezaron 
a demorar el pago de los materiales y sobre todo ele los jornales 
hastLl que su situación financiera hizo crisis y las obras quedaron 
completamente abandonadas. 

Que la í'11solvu1cia de los actores er�i total oficializada e ile­
vantahlc. En el mes ele Diciembre de 1927 don Héctor J. Iguain 
socio osten:,il}e y principal de la firma, se presentó en concurso 
civil ante('} Juez doctor José Ivliguel Pacli1la, secretaría del doc­
tor Leopoldo Carranza ele esta Capital y poco después, el 25 rle 
Febrero de 1928, la socieclacl empresaria se presentaba solicitan­
do convocatoria de acreedores ante el J uzgaclo del doctor Santo 
S. Faré, secretaría del doctor Roberto D. Vivanco.

Que el Gobierno ele San Luis pagó puntualmente los certi­
ficados ck obras ele los empresarios hasta el mes ele Enero in­
clusive de 1928 sin que éstos pensaran nunca en invocar el pre­
texto ele los planos. Los ele Febrero no se pagaron porque el 
sefíor·Iguan se había ya presentado en el concurso civil. 
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de cada obra” y las de riego “cinco meses después de recihido 
el replantec’’. No se mencionan ni podian mencionarse los planos 

definitivos o de detalle. 

Que ot Departamento de Obras Publicas de la Provincia de 

San Luis entregé los replanteos en las siguientes’ fechas: del 

mercado de la Capital ef 15 de Junio de 1927; de los, mercados 

de Mercedes ch 11 de Julio y cle todas las obras de riego y em- 

balse el 31 de Agosto, siendo de advertir que los actores solici- 
taron prorroga para recibir los que correspondian a los merca- 

dos de Mercedes. Los pianos definitivas no fueron mencionados 

porque jos actores habian recibido y fueron recibiendo oportu- 

namente todos Jos necesarins hasta que otras causas extrafias los 

colocaron frente a la perspectiva de suspender las obras pri- 

mero y de abancdonarlas después por completo con grave per- 

juicic para los intereses ptiblicos de San Luis. 

Que las obras fueron suspendidas por culpa exclusiva de 

los empresarios y debido a su absoluta insolvencia. Empezaron 

a demorar el pago de Jos materiales y sobre todo de fos jornales 

hasta que su situacion financiera hizo crisis y las obras quedaron 

completamente abandonadas. 

Que la insolvencia de los actores era total oficializada e ile- 

vantable. En el mes de Diciembre de 1927 don Héctor J. Iguain 

socio ostensible y principal de la firma, se presento en concurso 
civil ante el Juez doctor José Miguel Padiila. secretaria del doc- 

tor Leopoldo Carranza de esta Capital y poco después, el 25 de 

Febrero de 1928, la socieclad empresaria se presentaba soltcitan- 

do corvocatoria cde acreedores ante el Juzgado del doctor Santo 

S. Faré, secretaria del doctor Roberto D. Vivanco. 

Que el Gobierno de San Luis pagé puntualmente Jos certi- 

ficados de obras de los empresarios hasta el mes de enero in- 

elusive de 1928 sin que éstos pensaran nunca en invocar el pre- 

texto de los planos. Los de Febrero no se pagaron porque el 

sefior Iguan se habia ya presentado en el concurso civil.
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Que el 30 de Diciembre de 1927, es decir, después de ini� 
ciadu el concurso civil del señor Iguain, recién reclaman los pla­
.nos definitivos. Y el 30 de Abril presentan una nota al P. E. 
de Ju Provincia "pidiendo una ayuda momcntúnea que les permita 
abonar inmediatamente los sueldos y jornales atrasados y otras 

ckudas privilegiadas que tenemos en ésta para poder reanudar 
en seguicb los trabajos cc:m el mayor impulso y empeño", 

Que los acreedores ele los contratistas por materiales y por 
jornales, pululaban mientras tantos por las ,oficinas públicas, 
solicitando dt:"] Gobierno de San Luis el pago de sus acreencias, 
lo que fué ordenado por éste conforme al decreto de 9 de Junio. 
Los jornales pagados por el Gobierno corresponden a los meses 
de Noviembre y Diciembre de 1927 y Enero y Febrero de 1928. 

Que ante el abandono total de las obras el Gobierno de San 
Luis hizo lo único que podía hacer, ordenar su constntccióll' por 
licitación pública, después ele verificar su estado y recoger bajo 
inventario y con las formalidades de práctica los materiales tan­
to propios como ele la empresa constructora . 

Que la paralización y abandono de la obra por los empre­
sarios hahío. producido de "facto" una verdadera resolución del 
contrato. La imposibilidad de concluirlas por su incapacidad 
financiera autorizan la resolución del contrato con indemniza� 
ción _de daños y perjuicios ele acuerdo con los arts. 628 y si­
guientes y 1642 y 1643 del Código Civil. 

Que cuando se abandonaron las obras había vencido el p1\:izo 
pare'. <:ntrcgarlas en lo tocante a las de riego y cuando se resolvió 
prescindir ele los empresarios estaba igualmente vencido el tér­
mino par�1 entregar los mercados conforme al art 2Q del con­
lrato. Invoca los artículos 65, 67, 68 y 69 de la Ley Nacional 
de Obras Públicas N'.' 775 pnr su doctrin<.i y por la procedencia 
de su aplicación analógica. 

Que abierta la causa a prueba, fs. 82 vta. y a fs. 85 prodú­
jose la que expresa el certificado de fs. 1049 alegando sobre el 
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Que el 30 de Diciembre de 1927, es decir, después de ini- 

clade el concurso civil de! sefior Iguain, recién reclaman los pla- 

nos definitivos. Y el 3@ de Abril presentan una nota al P. E. 

de Ja Provincia “pidiendo una ayuda momentanea que Jes permita 

abonar inmediatamente los sueldos y jornales atrasados y otras 

deudas privilegiadas que tenemos en ésta para poder reanudar 

en seguida los trabajos con el mayor impulso y empefio”. 

Que los acreedores de los contratistas por materiales y por 
jornales. pululaban mientras tantos por las oficinas pthlicas, 

solicitanda de! Gobierno de San Luis el pago de sus acreencias, 

lo que fué ordenade por éste conforme al decreto de 9 de Junio. 

Los jornales pagados por el Gobierno corresponden a los meses 
de Noviembre y Diciembre de 1927 y Enero y Febrero de 1928. 

Que ante el abandono total de fas obras el Gobierno de San 

Luis hizo le tinieo que podia hacer, ordenar su construccién por 

licilacién publica, después de verificar su estado y recoger hajo 

inventario y con las formalidades de practica los materiales tan- 

to proptos como de la empresa constructora. 

Que la paralizacién y abandono de la obra por los empre- 

sarios habia producido de “facto” una verdadera resolucion del 

contrato. La imposihilidad de concluirlas por su ineapacidad 

financiera autorizan la resolucién del contrato con indemniza- 

cién de dafios y perjuicios cle acuerdo con los arts. 628 y si- 

guientes y 1642 y 1643 del Codigo Civil. 

Que cuando se abandonaron las obras habia vencido el ptazo 

pare. entregartas en lo tocante a las de riego y cuando se resolvid 
prescindir de fos empresarios estaba igualmente vencido el tér- 

mino para entregar los mercados conforme al art. 2° del con- 

trato. Invoca los articulos 65, 67, 68 y 69 de la Ley Nacional 

de Obras Ptblicas N* 778 por su doctrina y por la procedencia 
de su aplicacién analdgica. 

Que abierta la causa a prueba, fs. 82 vta. y a fs. 85 prodt- 

jose la que expresa el certificado de fs. 1049 alegando sobre ¢
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mérito de la misma ambos co11tendientes. fs. 1051 y {s. 1125. 
A fs. 1171 vta. se llamó autos para definitiva; y 

Considerando 

Que con la prueba acumulada en los. autos han quedado 
cle�cl� luego demostrados los siguientes hechos fundamentales vin­
cq1aclos a la resolución de esta causa: a) La Provincia de San 
Luis en 27 de lVIayo ele 1927 contrató, previa licitación, con la 
radm sccial 1-h\:tor J. Iguain de acuerdo con la ley N'1 1021 la 
construcción de obras ele riego en los Departamentos ele Quincs, 
Candelaria, Los Corrales, :Merlo y San Francisco y además la 
de tres mercados, uno en la ciudad de San Luis y dos en la de 
:Mercedes; h) Tales obras, co11 excepción del dique y obras ac­
cesor.ias de J\rlerlo se iniciaron 3lgún tiempo después, pero su 
constrttcción quedó definitivamente paraliZada más o menos a 
mediados de Febrero de 1928; e) El Gobierno ele San Luis en 
9 de Junio de 1928 sacó a licitación la construcción de las obras 
contratadas co11 la sociedad Héctor J. Iguan, dejando a salvo 
sus derechos contra ésta por los pe1·juicios derivados del aban­
dono ·de las obras públicas que se comprometió a ejecutar 
( fs. 878) . 

Que la cuestión hmclamental dentro del 1itigio consiste en 
precisar la causa real de la paralización prodncida en 1a cons­
trucción de las obras, entre mediados ele Febrero y 9 de Junio de 
1928, pues si la empresa actora la atribuye al htt:ho ele que el 
Gobierno ele San Luis resultó i-emiso en la entrega ele los planos 
definitivos indispensables para la prosecución de las obras, fun­
dando en ello 01 pcclido· ele rescisión del contrato, la Provincia 
ele San Luis a su turno, fuera de negar la existencia ele tal omi­
�iión afinm{ que' la paralización ele las obras reconoció como 
{mico motivo la incapacidad financiera <lel empresario certificada 
por su falencia judicial. 

Que ni ele la prueba pericial -constituícla por d informe del 
perito tercero, seí'ior ingeniero .Enrique 13tttty, corriente a fs. 
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mérito de la misma ambos contendientes. fs. 1051 y fs. 1125. 

A fs. 1171 vta. se Ham6 autos para definitiva; y 

Considerando 

Que con la prueba acumulada en los. autos han quedado 

desde luego demostrados los siguientes hechos fundamentales vin- 

culados a la resolucion de esta causa: a) La Provincia de San 

Luis en 27 de Mayo de 1927 contratd, previa ficitacién, con la 

razon social Héstor J. [guain de acuerdo con la ley N* 1021 la 

construecién de obras de riego en los Departamentos de Quines, 
Candelaria, Los Corrales, Merlo y San Francisco y ademas la 

de tres mercados, uno en la ciudad de San Luis y dos en la de 

Mercedes; b) Tales obras, con excepcion del dique y obras ac- 

cesorias de Merlo se iniciaron algtin ‘tiempo despues, pero su 

construccién quedd definitivamente paralizada mas o menos a 

mediades de Febrero de 1928; c) El Gobierno de San Luis en 

9 de Junio de 1928 saco a licitacién la construccién de las obras 
contratadas con la sociedad Héctor J. Iguan, dejando a salvo 

sus derechos contra ésta por los perjuicios derivacdos del aban- 
dono ‘de las obras piblicas que se comprometid a ejecutar 

(fs. 878). 
Que fla cuestién fundamental dentro del litigio consiste en 

precisar la causa real de la paralizacién producida en la cons- 

truccion de las obras, entre mediados de Febrero y 9 de Junio de 

1928, pues si la empresa actora la atribuye al hdcho de que el 

Gobierno de San Luis result6 remiso en la entrega de Jos planus 

definitivos indispensables para la prosecucién de las obras, fun- 

dando en ello e pedido de rescision del contrato, la Provincia 

de San Luis a su turno, fuera de negar Ja existencia de tal omi- 
gidn afirma que‘la paralizaci6n de las obras reconocié coma 

tinico motivo la incapacidad financiera del empresario certificada 

por su falencia judicial. 

Que ni de la prueba pericial constituida por el informe del 

perite tercerc, sefior ingeniero Enrique Butty, corriente a fs.
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6ú9, ni de la testifical proclttcicla en los autos, se deduce que Ja 

empresa constructora paralizara los trabajos en todas las obras 

a la vez por culpa del Gobierno que omitió la entrega ele los 

planos definitivos o de detalk necesarios para su prosecución, ni 

tampoco que la demora oheckciera a cambios fundarllentales ope­

rados en el plan ele al.gunas ele las obras. 

Que, aún cuando el perito tercero. haya afirmado que los

planos acompafi.ados al contrato celebrado entre el Gobierno de 

San Luis y la empresa, no permitían construir hasta su total 

terminación los edificios ele los tres 111ercaclm1 y que fué además 

indispensable completar los planos de las obras de riego con de­

tafü.'s y perfiles que debían prepararse una vez hechas las exca­

vaciones, no por eso, ha de inferirse de la apuntada conclusión 

que la causa de la sm=,pensión ele los trabajos deba imputarse 

a la falta o demora del Gobierno en la entrega de planos. En 

primer lugar, respecto cl'e los mercados porque el mismo perito 
Butty después de advertir "que e� conjunto de los planos entre­
gados a la empresa, que comprende a ,los que originariamente 

sirvieron para licitar y contratar las obras y a los que fueron 

suministrados de�>pués, durante la construcción, no constituyen 

planos definitivos y por eso con ellos solos, no se hubiese po­

dido llevar :J, cabo la construcción hasta su completa termi11a­

ción ya que no influyen los detalles 11('cesarios a ta1 fin", agrega, 
"que, como con sú�o estos p!ano�1 los mercados de San Luis y 

1\Jcrcado Central no habrían podido alcanzar el grad'o de a<le­
lanto que puede apreciarse en las fotografías agregadas al cua� 
dcrno ck la demandada, es evidente que durante el curso de los 

trabajos se han acordado o adoptado otros detalles cl·e los cuales 

existe· const;:111cia en autos". Después de lo cua1 llega a la con­
o'u:1ión de que en el momento de paralizarse fas obras sólo fal­

taban para llevarlas a término los planos de !,as obras sanitarias, 

(ktal!es de herrería, detalles o planilla de carpintería e instala­

ción ele pararrayos, siendo los primeros los de may·or impor­

tancia. 
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069, ni de la testifical producida en los autos, se deduce que ja 

cmpresa constructora paralizara los trabajos en todas las obras 

a ja vez por culpa del Gobierno que omitiéd la entrega de los 

planos definitivos o de detalle necesarios para su prosecucién, ni 

tampoco que la demora ohedeciera a cainbios fundamentales ope- 

rados en el plan de algunas de las obras. 

Que, atin cuando el perito tercero haya afirmado que los 

planos acompafiados al contrato celebrado entre el Gobierno de 

San Luis y la empresa, no permitian construir hasta su total 

terminacion los edificios de los tres mercados y que fué ademas 

indispensable completar los planos de las obras de riego con de- 

tales y perfiles que dehian prepararse una vez hechas las exca- 
vaciones, no por eso, ha de inferirse de la apuntada conclusién 

que la causa de la suspension de los trabajos deba imputarse 

a la falta o demora del Gobierno en la entrega de planos. En 

primer lugar, respecto de los mercados porque el mismo perito 
Butty después de advertir “que e} conjunto de los planos entre- 

gados a la empresa, que comprende a fos que originariamente 

sirvieron para licitar y contratar las obras y a los que fueron 

suministrados después, durante la construccién, no constituyen 

planos definitivos y por eso con ellos solos, no se hubiese po- 

dido flevar a cabo la construeccién hasta su compieta termina- 

cién ya que no influyen los detalles necesarios a tal fin’, agrega, 

“que, como con sco estos planos los mercados de San Juis y 

Mercado Central no habrian podido alcanzar el grado de ade- 

lanta que puede apreciarse en fas fotografias agregadas al cua- 

derno de la demandada, es evidente que durante el curso de los 

trabajos se han acordado 0 adoptado otros detalles dle los cuales 

existe constancia en autos”, Después de lo cual Itega a la con- 

o'usidn de que en el momento ce paralizarse Ias obras solo fal- 

taban para Ilevarlas a términe los planos de fas obras sanitarias, 

detalles de herreria, detalles o planilia de carpinteria e instala- 
ei6n de pararrayos, siendo los primeros los de mayor impor- 

tancia.
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Que la cuestión exactamente planteada, consiste no en sa­
ber si t�1 P. E. de Sa11 Luis entregó a la cmf1Jre�n todos los pla­
no::- generales o de detalle requeridos para dar fin a los edificios, 
sino en prohar si en la fecha del abandono de las obras los em­
presarios, con los planos entregados, pudieron efectuar una ma­
yor cantidad ele trabajo que el realizado, Si esto último. se cle­
mostrasc•, e�i evidente que no existiría una relación de causa a 
efecto entre la suspensión de las obras y la falta de p�anos y 
por consiguiente la acción de rescisión tal co'mo se ha planteado 
pot· los actores seda infundada. 

Que, en tal scntic\o, el perito tercero a fs. 737 vta. expresa 
aludiendo a las obras de riego en sn totalidad //que la empresa 
ha podido ejecutar más obras ele las que hizo pero considera 
que esta conclusión no puede desligarse del conjunto de cir­
cunstancia-s que acaba de mencionar y que en forma concurren­
te han determinado demoras": y respecto de ,1os edificios de los 
mercados asevera que se han podido techar 10�1 mercados y co­
locar la carpintería metálica sin que para ello fueran inclis¡wn­
sables los planos de las obras sanitarias _, con un ligero aumento 
de costo . Y efectivamente, la prueba del aserto la dan las fo­
tografías corrientes a fs. 924. fs. 930, !s. 931, h 932, fs. 933 
y fs. 934, donde se advierte que la obra en el mercado ele San 
LHis se encuentra techada y con cantidad de ventanas, no ocu­
rriendn lo propio con 1os mercados ele Iviercecles, en que las obras 
se hallaban distantes todavía de alcanzar el mismo grado de 
addanto. 

Que, esta simple co11�1ickració11 derivada del in forme del pc­
l"ito tercero, se hace todavía más elocuente si se advierte que si 
fo. paralización ele las obras hubiera realmente respondido a la 
rausa señalada por la actora, nó se comprendería qn� ella abar­
cara, todas las obras si'rnultáneamentc y qHc en una� (mercado de 
San Luis) los trabajos hubieran podido llegar a un mayor ade­
lanto que en la� otras, hallúnclose los edificios· en igualdad de 
condiciones respecto de la existencia ele los planos. 
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Que la cuestién exactamente planteada, consiste no en sa- 
her sie P. E. de San Luis entregé a la emlpresn todos los pla- 

nos generales o de detalle requeridos para dar fin a los edificios, 
sino en probar si en la fecha del abandono de las obras tos em- 

presarios, con los planos entregados, pudieron efecttiar una ma- 

yor cantidad de trabajo que el realizado, Si esto Ultimo. se de- 

mostrasc, es evidente que no existiria una relacion de causa a 

efecto entre Ja suspension de las obras y la falta de planos y 
por consigtiente la accién de rescisién tal como se ha planteado 

por los actores seria infundada. 

Que, en tal sentido, el perito tercero a fs. 737 vta. expresa 

aludiendo a Jas obras dle riego en su totalidad “que la empresa 

ha podido ejecutar mas obras de las que hizo pero considere 

que esta conclusidn no puede desligarse del conjunto de cir- 

cunstancias que acaba de mencionar y que en forma concurren- 

te han determinada demoras”: y respecto de los edificios de los 
mercados asevera que se han podido techar los) mercados y co- 

locar la carpinteria metdélica sin que para ello fueran indispen- 

sables los planos de las obras sanitarias, con un ligero aumento 

de costo. Y efectivainente, la prueba del aserto la dan las fo- 

togratias corrientes a fs. 924, fs. 930, fs. 931, fs. 932, fs. 933 
y fs. 934, donde se adlvierte que la obra en el mercado de San 

Luis se encuentra techada y con cantidad de ventanas, no ocu- 

rrienda lo propio con los mercados de Mercedes, en que las obras 
se hallaban distantes todavia de alcanzar el mismo grado de 

adclanto. 

Que, esta simple consideracién derivada del informe del pe- 

rito tercero, se hace todavia mas elucuente si se advierte que si 

la paralizacién de las obras hubiera realmente respondido a la 

causa seflalada por la actora, 16 se comprenderia que ella abar- 

cara, todas las obras simultaneamente y que en unas (mercado de 
San Luis) los trabajos hubieran podido Hegar a un mayor ade- 

lanto que en las otras, hallandose los edificios en igualdad de 
condiciones respecto de la existencia de los planos.
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Que la prneha testifica.1 corrobora ampliamente la observa­
ción j1recedcnte: Santiago L'H uillier, fs. 943, director de Obras 
Públicas de San Luis, manifiesta que con los planos recibidos 
se ha pedido hacer mayor cantidad de construcción que la veri­
fi,.:ada hasta su paralización; JVIiguel lVIónaco, fs. 1003, sohrees­
tantc de los empresarios y constructor el mismo afirma que las 
obras de los mercados de l'derccdes no se s1,1spcndieron por falta
de planos, pues él recibió cinco y que aquellas se continuaron ::.e­
guidamente después de fa nueva licitación; Cayetano Granatta, 
fs. 1006. constructor de obras, sobreestante también de la em­
presa Iguain y encargado actual del gohi�rno para sti continua­
ción expresa: uque las obras no se paralizaron por falta de pla­
nos, pues los que tenía eran los neces:arios". 

Que, de las declaraciones uniformes y concorclantes corrien­
tes a fs. 940, 942, 947. 949 vta., 956, 962, 964, 966 vta .. 968 vta., 
970 vta., 975, 979 vta., 981 vta .. 990, 992 vta .. 1005, 1006 ,1a., 
1008 vta., y fs. 1010 prestadas por personas que d1irecta o indi­
rectamente, como directores, sohreestaotes, obreros o proveedo­
res han intervenido en las- construcciones, se deduce que la pa­
ralización de las obras obedeció a la mala situación financiera 
de la empresa Iguain que no séfo dejó ele abonar los jornales 
de su numeroso personal entre los meses de Novie'mhre a l\tJar­
zo de 1927-1928, sino que hasta carecía del material necesario, 
portland. ladrillos, cal. para la continuadón de los trabajos. La 
declaración clel testigo Holter, h. 861. es decisiva, en cuanto a 
la falta de portlancl"y también da de los testigos Anclcrson Olhson, 
fs. 226. encargado ele la empresa cq las obras ele Río San Fran­
cisco, quien afirma que en Enero ele 1928 no puclo llenarse con 
portland y peclregullo los cortes en la piedra porque no hubo 
material para hacer ese trabajo, dejándolo paralizado y ade­
más que .la autorización p:ira cortar el agua del canal no se ob­
tuvo ele la i\iunicipalicl'ad porque no estaban acumulados los ma­
teriales nece�arios para proseguir el trabajo; y Benjamín Funes, 
fa. 272 vta., encargado de la empresa en las obras ele Quines, 
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Que Ja prueba testifical corrobora ampliamente la observa- 

cién precedente: Santiago L'Huillier, fs. 943, director de Obras 

Fublicas de San Luis, manifiesta que con les planos recibidos 

se ha pedido hacer mayor cantidad de construccién que la veri- 

ficada hasta su paralizacion; Miguel Monaco, fs. 1003, sobrees- 

tante de los empresarios y constructor el mismo afirma que las 

obras de los mercados de Mercedes no se suspendieron por falta 

de planos, pues él recibié cinco y que aquellas se continuaron se- 

guidamente después de da nueva licitacion; Cayetano Granatta, 

fs. 1006. constructor de obras, sobreestante también de Ja em- 

presa Iguain y encargado actual del gobierno para su continua- 

cion expresa: “que las obras no se paralizaron por falta de pla- 
nos, pues los que tenia eran los necesarios”. 

Que, de las declaraciones uniformes y concordantes corrien- 

tes a fs. 940, 942, 947, 949 vta., 956, 962, 964, 966 vta.. 968 vta., 

970 vta., 975, 979 vta., 981 vta., 990, 992 vta., 1005, 1006 vta., 

1008 vta., y fs. 1010 prestadas por personas que directa o indi- 

rectamente, como directores, sobreestantes, obreros o proveedo- 

res han intervenido en las construcciones, se deduce que la pa- 

ralizacion de las obras obedecié a la mala situacion financiera 

de la empresa Iguain que no sco dejo de ahonar los jornales 

de su numeroso personal entre los meses de Noviembre a Mar- 

zo de 1927-1928, sino que hasta carecia del material necesario, 

portland, ladriflos, cal, para la continuazién de los trabajos. La 

declaracion del testigo Holter, fs. 861, es decisiva, en cuanto a 

la falta de portland y también fa de los testigos Anderson Olhson, 

fs, 226, encargado de la empresa er, las obras de Rio San Fran- 
cisco, quien afirma que en JEnero de 1928 no pudo Henarse con 

portland y pedregullo los cortes en la piedra porque no hubo 

material para hacer ese trahajo, dejandolo paralizado y ade- 

mas que la autorizaciOn para cortar e! agua del canal no se ob- 

tuvo de fa Municipalidad porque no estaban acumulados Jos ma- 

teriales necesaries para proseguir el trabajo; y Benjamin Funes, 

fs. 272 vta., encargado de la empresa en las obras de Quines,
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expresa q11e por falta ele materiales y en especial ele cemento 
portlaml no pudieron llenarse a tiempo las excavaciones Cn el 
do hasta que una creciente los alcanzó como a los quince días, 
En igual sentido se expiden los testigos Vicente l\1Iartínez, Inten­
dente Ivlunicipal ele :i\tercecles, fs. 322 vta., y Juan N. Pob1et, 
fs. 328 vta.,, con igual cargo en San Luis, propuestos por ·la par­
te demandante. 

Que la existencia de esta causal, falta ele recursos para pro­
seguir las obras, se encuentra también aci-editada en autos por 
maniftstaciones formuladas por los representantes ele la Socie­
dad y que tienen el valor de una <.:onfesión extrajudicial. En 
efecto, el contenido ele las· notas presentadas al Gobierno por la 
empresa después de la suspensión de los trabajos y con el fin 
ele reanudarlos, corrientes a fs. 902, 903 y �12, demuestra que 
la paralización de las obras no rl'conoció otro motivo que las 
dificultades financiera;; ele la empresa para hacer frente a sus 
obligaciones. 

Que el informe y te·¡timonio ele fs. 871, demuestra que 
con fecha 29 ele Diciembre de 1927 se presentó el señor Héctor 
J. Iguain, socio principal de la firma concesionaria

1 
haciendo

,ct:síón de sus bienes ante un juzgado civil de esta Capital. Y el
informe y testimonio ele fs. 864 acredita a su turno que la razón 
social Héctor J. Jguain se presentó sa'.icitando convocatoria ele 
acreedores con fecha 25 de Febrero ele 1928 declarando acleuclar 
en esa fecha diez y seis mil pe.,1os en concepto de jornales por 
las obras de San ·Luis e indicando se fijara como fecha proviso­
ria de la ccsadón ele pagos la de la propia presentación, 

Que la simple confronta,,,ión de fechas revela que el mo­
mento ele la suspensión y paralización definitiva ele las obras 
coincide con el ele las clific.ultad:es firnrncieras de �a empresa y 
ccnduce una vez' más. a desechar la hipótesis de que aquellas res­
pondieran rcahnentc a la falta de entrega de los planos prome­
tidos en el contrato o a la raqueri<la por mocli ficaciones poste­
riores, las que, por otra parte, como lo afirma el perito tercero, 
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expresa que por falta de materiales y en especial de cemento 

portland no pudieron Ilenarse a tiempo Jas excavaciones en el 

rio hasta que una creciente los alcanzé como a los quince dias. 

En igual sentido se expiden los testigos Vicente Martinez, Inten- 

dente Municipal de Mercedes, fs. 322 vta., y Juan N. Poblet, 

fs. 328 yta., con igual cargo en San Luis, propuestos por Ja par- 

te demandante. 

Que fa existencia de esta causal, falta de recursos para pro- 
seguir las obras, se encuentra tantbién acreditada en autos por 

manifestaciones formuladas por los representantes de la Socie- 

dad y que tienen el valor de una confesién extrajudicial. En 

efecto, el contenido de las notas presentadas al Gobierno por la 

empresa después de la suspension de los trabajos y con el fin 

de reanudarlos, corrientes a fs. 902, 903 y 912, demuestra que 

la paralizacion de las obras no reconociéd otra motivo que las 

dificultades financieras de la empresa para hacer frente a sus 

obligaciones. 

Que el informe y testimonio de fs. 871, demuestra que 

con fecha 29 de Diciembre de 1927 se presentdé el sefior Héctor 
J. Iguain, socio principal de la firma concesionaria, haciendo 

cesidn de sus bienes ante un juzgado civil de esta Capital. Y el 

informe y testimonio de fs. 864 acredita a su turno que la razon 

social Hector J. Iguain se presentd soticitando convocatoria de 
acreedores con fecha 25 de Febrero de 1928 declarando adeudar 

en esa fecha «diez y seis mil pegos en concepto de jornales por 

las obras de San Luts e indicando se fijara como fecha proviso- 

ria de la cesacién de pagos la de Ja propia presentacién, 

Que la simple confrentacion de fechas revela que el mo- 

mento de la suspension y paralizacién definitiva de fas obras 

coincide con el de las dificultades financieras de ia empresa y 

conduce una vez) masa desechar la hipétesis de que aquellas res- 
pondieran realmente a la falta de entrega de los planos prome- 

tidos en el contrato o a Ja requerida por modificaciones poste- 

riores, las que, por otra parte, como Jo afirma el perito tercero,
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no habrían determinado un retardo apreciable c:n el conjunto de 
fas obras. 

Que las anteriores consideracione�. llevan a concluir que aún 
en el supuesto de ser ieg<.dmt"nte inobjeta!Jle la acción de resci­
sión en la forma entablada la declaración de su improcedencia se 
hallaría impuesta c11 el caso por falta de prueba del hecho adu­
cido como prim·ipa,1 fundamento de la misma. 

Que las obligaciones y derechos respectivos del Gobierno 
ele la Provincia de San Luis y de la e111,prcsa Héctor J. lguain 
vinculados a las construcciones de que se trata se encontraban 
regidas tn primer término por el conJ-rato de obra pública cele­
bracio por ellos el 27 ele Mayo de 1927 y subsidiariamente, en 
todo aquello que no fué expresamente p1Yvisto en él. por las 
disposiciones del Código Civil relativas al contrato de locación 
de obras y sus Concordantcs. 

Que la_ Sociedad actora no ha podido sin faltar a la regla 
del art. 1204 del C. Civil demandar directamente la rescisión 
del contrato reduciéndose su derecho de conformidad con aquél 
a pedir el cumplimiento prometilndo hacer lo propio de su parte. 

Que aún admitida por hipótesis la falta Je entrega de pla-· 
nos imputada al Gobierno de San Luis, omisión, que como se 
ha dicho, só'.o daba al constructor el derecho de pedir judicial­
mente el cumplimiento de tal obligación (y si no lo hizo debe 
creerse que consintió o autorizó la demora) no podría negarse 
que simultáneamente con la supuesta omisión del Gobierno el 
constructor cayó en falencia y este hecho nuevo daba faculta­
des al lo�atario para rescindir directamente el contrato de acuer­
do con el art. 1643 del Código Civil. En definitiva, se trataría 
de clo�i causas de rescisión que tienen dentro de:1 Código Civil su 
propi o régimen legal: una la invocada por el constructor que 
no atribuía derecho para pedir la rescisión directa, otra la aducida 
por la Provincia que la autorizaba a demandarla ele inmediato. 
En el primer caso la sentencia lejos ele declarar rescindido el 
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no habrian determinado un retardo apreciable cn el conjunto de 

las obras. 

Que las anteriores consideraciones Hevan a concluir que atm 

en el supuesto de ser jegalmente inobjetable la accién de resci- 

sién en la forma entablada la declaracion de su improcedencia se 

hallaria impuesta en el caso por falta de prueba del hecho adu- 

cido como principal fundamento de la misma. 

Que las obligaciones y derechos respectivos del Gobierno 

de fa Provincia de San Luis y de la empresa Héctor J. Iguain 

vinculades a las construeciones de que se trata se encontraban 

regidas en primer término por el contrato de obra publica cele- 
hrado por ellos el 27 de Mayo de 1927 y subsidiariamente, en 

todo aquello que no fué expresamente previsto en él, por las 

disposiciones del Cédigo Civil relativas al contrato de locacién 

de obras y sus concordantes. 

Que la Sociedad actora no ha podido sin faltar a la regla 

del art. 1204 del C. Civil demandar directamente la rescision 
del contrato reduciéndose su derecho de conformtdad con aquél 

a pedir el cumplimiento prometiende hacer lo propio de su parte. 

Que atin admitida por hipdtesis la falta de entrega de pla- 

nos imputada al Gobierno de San Luis, omision, que como se 

ha dicho, sd’o cdaba al constructor el derecho de pedir judicial- 

mente el cumplimiento de tal obligacion (y si no lo hizo debe 

creerse que consintid 0 autorizO la demora) no podria negarse 

que simultaneamente con la supuesta omision del Gobierno el 

constructor cayé en falencia y este hecho nuevo daba faculta- 

des al locatario para rescindir directamente ef contrato de acuer- 

do con el art. 1643 del Cédigo Civil. En definitiva, se trataria 

de clos causas de rescision que tienen dentro del Codigo Civil su 
propio régimen legal: una la invocada por el constructor que 

no atribuia derecho para pedir la rescision directa, otra Ja aducida 

por la Provincia gue la autorizaba a demandarila de inmediato. 

En el primer caso la sentencia lejos de declarar rescindido el
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contrato habría llegado a la conclusión ele que E1 Gobierno de­
bía cumplirlo; en el segundo habría declarado la rescisión. La 
demora pues ,en la entrega de los planos, ele haber existido, sólo 
tenía importancia para ampliar los plazos del contrato, ya que 
la parte que 1:os había impuesto; no podía por sus actos hacerlos 
ele cun1iplin�iento imposible, pero la empresa ni antes ni ahora 
estaba facultada para solicitar por esa razón 1a rescisión directa 
ele"! contra to. 

Que el Tribunal considera innecesario pronunciarse sobre la 
cuestión previa planteada a fs. 698, pues, las pobranzas que se 
dicen omitidas por la Provincia no modificarían las soluciones 
alcanzadas en este pronunciamiento. 

En mérito de estas consideraciones, se rechaza la clemanda 
ele rescisión de contrato, interpuesta. por 11a Sociedad Héctor J. 

Tguan contra la Provincia de San Luis, con costas. 

N otifíquesc y r{'puesto el papel, archívesc en stt oportu­
nidad. 

J. FIGUEROA ALCORTA. -- ROBERTO 

REPETTo. - R. Gumo LAVALLE 

- AN1'0NIO SAGARNA. � JuuÁN 

v. PERA. 

Sociedad An'.5ni111a A11gcl Brm\'ras co11tr'q. la Pi10,ui11cia de 111 c11-

do:::a, sobre cobro de pesos. 

Sn111a1-io: l \' La manife:crtación del representante del clemanda­
clc, ele que por ca1·ecer de info11rnación cierta sobre los he­
chos y autenticidad de firmas invocados, se abstiene de 
afirmarlos o negarlos, subordinándolos a la prueba, es in­
admisible, y de acuerdo con las prescripciones de los ar­
tículos 85 y 86 de la ley nú111ero 50 debe estimarse ta] con-
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contrato habria llegado a fa conclusion de que ef Gobierno de- 

bia cumplirlo; en el segundo habria declarado la rescisién. La 

demora pues en la entrega de los planos, de haber existido, sdlo 

tenia importancia para ampliar los plazos del contrato, ya que 

la parte que tos habia impuesto; no podia por sus actos hacerlos 

de cumplimiento imposible, pero la empresa ni antes ni ahora 

estaba facultada para solicitar por esa razon la rescision directa 

del contrato, 

Que el Tribunal considera innecesario pronunciarse sobre la 

cuestion previa planteada a fs. 698, pues, las pobranzas que se 

dicen omitidas por la Provincia no modificarian las soluciones 

alcanzadas en este pronunciamiento,. 

fn mérito de estas consideraciones, se rechaza la denrancda 

de rescisién de contrato, interpuesta por la Sociedad Héctor J. 

Tguan contra la Provincia de San Luis, con costas. 

Notifiquese y repuesto cl papel, archivese en su oportu- 
nidad. 

J. Ficurroa Axtcorta. — Rozerto 

Repetto. — R. Guipo LavaLir 
— ANTONIO SaGARNa. — JULIAN 

V. Pera. 

Soctedad Anénima Angel Braveras contra la Provincia de Men- 

dosa, sobre cobro de pesos, 

Sumario: 1° La manifestacion del representante del demanda- 

de, de que por carecer de informacion cierta sobre los he- 
chos y autenticidad de firmas invocados, se abstiene de 

afirmarlos o negarlos, subordinandolos a la prueba, es in- 

admisible, y de acuerdo con las prescripciones de los ar- 

ticulos 85 y 86 de la ley numero 50 debe estimarse tal con-
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testación corno una confe�·áón de los hechos en que se fun­
da la demanda, cuando éstos se ajustan a la documentación 
oficial invocada o acompal1acla por el actor. (Tomo 155, 
página 194)'. 

2 1
' Las letras de Tesorería de la Provincia de }dencloza, 

en cuyo otorgamiento no se ha infringido la Constitución
Ó las leyes locales, revisten el carácter de instrumentos pú­
blicos comprobatorios ele la oliigación de pagar sumas de 
dinero. 

3'-' Tratándose de una deuda ju�1tificada por cuenta de 
venta aceptada, la prescripción correspondiente es la del ar­
tículo 847, inciso 1 <t del Código ele Coinercio. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 11 de 1931. 

Y Vistos: 

Los seguidos por la Sociedad Anónima Angel Braceras con­
tra la provincia de J\riencloza sobre cobro de pesos, de los que 
resulta: 

Que a fojas 14 se presenta don Nicasio F. de la Torre en 
nombre y representación de la adora entablando demancl,a con­
tn'. la provincia de lWencloza por cobro de ,la suma de ciento se­
tc11ta y dos mii seiscientos diez y nuciY' jJesos c-011 ocl1C'11tn ce11-

fa.·vos 1noncda nacional, importe de letras suhscriptas por el .Mi­
nisterio de Hacienda de dicha provincia, en pago de suministro 
de uniformes para la policía provincial, según consta en los 
cxprdiente�1 administrativos correspondientes. Dice que todas las 
gestiones extrajudiciales tendientes al cobro de esa deuda h3.n 
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testacidn como una confesion de los hechos en que se fun- 

da la demanda, cuando éstus se ajustan a la documentacién 

oficial invocada o acompafiada por el actor. (Tomo 155, 

pagina 194)’, 

2° Las letras de Tesoreria cle la Provincia de Mendoza, 

en cuyo Otorgamiento no se ha infringido la Constitucién 

0 las leyes locales, revisten el cardcter de instrumentos  pt- 

blicos comprobatorios de la offigacién de pagar sumas de 

dinero, 

3! Tratandose de una deuda justificada por cuenta cde 

venta aceptada, la prescripciédn correspondiente es la del ar- 

ticulo 847, inciso 1° del Cddigo de Contercio. 

Caso: Lo explica ef siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 11 de 1931. 

Y Vistos: 

Los seguiclos por la Sociedad Anonima Angel Braceras con- 

tra la provincia de Mendoza sobre cobro de pesos, de los que 

resulta : 

Que a fojas 14 se presenta don Nicasio F. de la Torre en 

nombre y representacién de la actora entablando demanda con- 

tra la provincia de Mendoza por cobro de da sama de ciento se- 
fenta y) dos mid seiscientos diez y muevs pesos can ochenta cen- 

tuvos moneda nacional, importe de letras subscriptas por el Mi- 

nisterio de Hacienda de dicha provincia, en pago de suministro 

de wniformes para la policia provincial, segiin consta en fos 

expedientes administrativos correspondientes, Dice que todas las 

gestiones extrajudiciales tendientes al cobro de esa deuca hen
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sido inútiles, por lo que se ve obligado a entablar esta deman­
da, a la que pide se haga lugar en oportunidad, impo11iendo a la 
ckmanclada el pago de la suma que reclama, con más sus 111-

tereses y costas. 

Que a fojas 28 se amplía la demanda por la cantidad de 
11ove11fll :.V 1111 mil sciscántos cuarenta y siete pesos con vei,11ti­

ci11co centavos moneda nacional provenientes también de sumi­
ni$tros ele uniformes según facturas pasadas oportunamente al 
gobierno ele l\1endoza, cuyo pago ha gestionado administrativa­
mente la sociedad actora, sin ohtcne1· resultado, por lo que pi­
de se haga efectivo también con intereses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte St_t­
prema, se corrió traslado ele la demanda y su ampliación, los 
que son contestados a fojas 38 por don Dalmiro 'Teran en re­
presentación de la provi11cia ele Memloza sclicitando el rechazo 
ck los créditos reclamados con especial condenación en costas. 
Dice que la actora gestiona el cobro de documentos provenien­
tes de la venta ele uniformes ele policía1 pero sin precisar ninguna 
circunstancia sobre entrega y calidad de la mercaclería1 su pre­
ciu, fecha, etc. Agrega además que carece ele in formación cier­
t::i. sobre los hechos invocados y sohre la autenticidad de las fir­
mas, por cttya causa se abstiene de negarlas o afirmarlas, que­
dando a las resultas ele -las constancias legales que en autos exis­
tan, y que en cuanto a la ampliación de la demanda tampoco se 
menciona circunstancia alguna que justifique el crédito y que 
b mayor parte 1 sino todas las ventas, se han prescripto1 segú11 
lo clis_puesto por el artícltr'.o 847, inciso l'-', y 849 del Código de 
Comercio, por corresponder a los años 1922 y 1923. 

Que vencido el término de prueba se pusieron los autos en 
secretaría a los efectos del artículo 177 de la ley de procedi­
mientos, y agregaclüs los alegatos, se llamaron a fojas 342 au­
tos para despacho y para definitiva a fojas 342 vuelta; y 

Considerando: 
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sido intitiles, por lo que se ve obligado a entablar esta deman- 

da, a Ja que pide se haga lugar en oportunidad, imponiendo a fa 

demandada el pago de la suma que reclama, con mas sus in- 

tereses y costas. 

Que a fojas 28 se amplia la demanda por Ja cantidad de 

noventa y win mil seisceintos cuarenta y siete pesos con veinti- 

cinco centavos moneda nacienal provenientes también de sumi- 

nistros de uniformes segtin facturas pasadas oportunamente al 

gobierno de Mendoza, cuyo pago ha gestionado administrativa- 

mente la sociedad actora, sin obtener resultado, por lo que pi- 

de se haga efectivo también con intereses y costas. 

Que acreditada ja jurisciccién originaria de esta Corte Su- 

prema, se corriéd traslado de la demanda y su ampliacidn, fos 

que son contestados a fojas 38 por don Dalmiro Teran en re- 

presentacion de Ja provincia de Mendoza sclicitando el rechazo 

de los créditos reclamados con especial condenacién en costas. 

Dice que la actora gestiona el cobro de clocumentos provenien- 

tes de la venta de uniformes de policia, pero sin precisar ninguna 

circunstancia sobre entrega y calidad de la mercaderia, su pre- 

cic, fecha, ete. Agrega ademas que carece de informacién cier- 
te. sobre los hechos invecados y sobre la autenticidad de las fir- 

mas, por cttya causa se abstiene de negarlas o afirmarlas, que- 

dando a las resultas de las constancias legales que en autos exis- 

tan, y que en cuanto a la ampliacién de la demanda tampoco se 

menciona circunstancia alguna que justifique el crédito y que 

la mayor parte, sino todas las ventas, se han prescripto, segtin 

lo dispuesto por el articw'o 847, inciso 1°, y 849 del Cédigo de 

Comercio, por corresponder a los afios 1922 y 1923. 

Que vencido el término de prueba se pusieron los autos en 

secretaria a los efectos del articulo 177 de la ley de procedi- 

mientos, y agregados los alegatos, se llamaron a fojas 342 au- 

tos para despacho y patra definitiva a fojas 342 vuelta; y 

Considerando :
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Que a la demanda entablada en este juicio se han acom­
pañado por la actora los documentos que se eP�:ontraban en su 
poder, formulándo�e también referencias precisas a los expe­
dientes administrativos de la provincia de lVIendoza que estable­
cen la deuda, por lo que se hace, tanto en el escrito inicial ele 
fojas 14 como en la ampliación de fojas 28 y 29. 

Que no es justificada entonces la contestación ele fojas 38 
en cuanto manifiesta en ella el representante de la provincia 
que no se expresa por la parte actora circunstancia alguna so­
bn:: entrega, calidad, precio, etc., de las mercaderías ven<l.idas•, 
lo que necesariamente debía resultar de los referidos expedientes 
que estaban en poder de la parte clemanclacla. 

Que en el referido escrito ele contestación el mismo represen­
tante aduce también que por carecer de información cierta so­
brt los hechos, invocados y sobre la autenticidad ele las firmas, 
se abstiene de afirmarlo:1 o negarlos quedando a las resultas de 
las_ constancias legales que en los autos existan, manifestación 
que ratifica en su a!egato a fojas 341, agregando que le fué im­
puesta por la circunstancia de no haber recibido de su man­
dante los antecedentes relacionados con el juicio, durante to­
da la secuela del mismo. 

Qur, como lo tien(' declarado esta Corte en casos anúlo­
gos, esa contestación no se ajusta a las prescripciones de los ar­
tículos 85 y 86 de la ley número 50, pudiendo ella ser estimada 
con una confesión de los hechos en que se fumla la demanda, 
cuando, como en el caso, éstos se aju�tan a la do�'tnnentación 
oficial invocada o acompallada por el actor. (Fallos: Tomo 155, 
página 194). 

Que en la demanda iuicial se reclama el pago ele la suma 
clt: cie::nto setlnta y dos mil seiscientos diez y nueve pesos con 
ochenta centavos moneda nacional (pesos 172.619,80 111/11.), im­
porte de las letras que corren acompañadas ele fojas 176 a fo­
jas 18G, siendo de advertir que en ningún momento se ha ale-
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Que a la demanda entablada en este juicio se han acom- 

pafiado por la actora los documentos que se ers:ontraban en su 

poder, formulandose también referencias precisas a los expe- 

dientes administrativos de la provincia de Mendoza que estable- 

cen la deuda, por lo que se hace, tanto en el escrito inicial de 
fojas 14 como en la ampliacion de fojas 28 y 29. 

(Que no es justificada entonces la contestacioén de fojas 38 

en cuanto manifiesta en ella el representante de la provincia 

que no se expresa por la parte actora circunstancia alguna so- 
bre entrega, calidad, precio, etc., de las mercaderias vendidas, 

la que necesariamente debia resultar de los referidos expedientes 
que estaban en poder de la parte demandada. 

Que en el referido escrito de contestacion el mismo represen- 

tante aduce también que por carecer de informacién cierta so- 

bre los hechos’invocados y sobre la autenticidad de las firmas, 

se abstiene de afirmarles o negarlos quedanclo a las resultas de 

las constancias legales que en los autos existan, manifestacién 

que ratifica en su alegato a fojas 341, agregando que le fué im- 

puesta por Ja circunstancia de no haber recibido de su muan- 

dante fos antecedentes relacionados con el juicio, durante to- 

da la secuela del mismo, 

Que, como lo tiene declarado esta Corte en casos analo- 

gos, esa contestacién no se ajusta a las prescripciones de los ar- 

ticulos 85 y 86 de la ley niéimero 50, pucliendo ella ser estimada 

con una confesién de los hechos en que se funda la demanda, 

cuandc, como en e! caso, éstos se ajustan a la dosumentacién 

oficial invocada 0 acompaiiada por el actor, (Fallos: Tomo 155, 

pagina 194), 

Que en Ja demanda iniciat se reclama el pago de la suma 

de ciento setenta y dos mul seiscientos diez y nueve pesos con 

ochenta centavos moneda nacional (pesos 172.619,80 m|n.), im- 
porte de las letras que corren acompufiadas de fojas 176 a fo- 

jas 186, siendo de advertir que en ningtin momento se ha ale-
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gaclo por la demandada h�ita ele autorización para emitir dichos 
llonunento1, por parte de los funcionarios que los suscriben, ni 
menos aun infracción alguna, en su otorgamiento, a la Cons­
titución o leyes de la provincia. 

Que en tales condiciones las letras expresadas revisten el 
carácter de documentos públicos comprobatorios de la obligación 
de pagar sumas ele dinero, según lo ha establecido esta Corte 
tn casos anteriores (Fallos: Tomo 95, páginas 265 y 282), y no 
rest(tanclo la existencia ele vicio esencial como queda cstahle­
cidu, ni desconociéndose el carácter de los funcionarios que los 
�11scribe11,. debe aceptarse el monto ele los créditos que al efecto 
se reclaman y que en tal sentido no ha s•ido objetado, 

Que en confirmación ele lo anterior ha ele tenerse tamilién 
l'11 cutnta a su respecto las circunstancias siguientes: a) las le­
tras revisten las formas externas corresponclientes 1 se encuen­
tran reconocidas por dos de sus firmantes - Longone y An­
drack, fojas 207 -, que manifiestan haberlas suscripto en ejer­
cicio de su cargo y con forme a las leyes en vigor y tienen 
en su favor la presunción que rEsulta de t0l reconocimiento y de 
las reclaraciones ele fojas 17 y 18 en cuanto al tercer firman­
te; h) las letras agregadas de fojas 176 a {ojas 181, corres­
p�nden a los expedientes 347 G. de 1923 y 40 B. de 1924 co-
1110 en ellas se expresa y en esas constancias a<ltninistrativas qttc 
corren por cuerda separada constan las órdenes ele pago res­
pectivasi; c) en cuanto a las demás letras tienen referencia pre­
cisa al expediente 186 B. de 1924 cuya agregación se requirió 
por la parte actora a fojas 88, pero no fué remitido por la <l1'.!­
mandada en razón de no haberlo encontrado, según informa a 
fojas 209, pero sin desconocer su existencia. 

Que en lo relativo a la �unpliación ele fojas 28 se ha adu­
cido t·n primer término la prescripción de los artículos 847, in­
ciso 1 '1, y 849 del Código de Comercio, correspondiendo esta­
blecer desde luego <Í su respecto que es aplicable al caso la del 
primero de dichos artículos de la ley mercantil, por tratarse 
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gado por Ja demandada fatta de autorizacién para emitir dichos 

documentos por parte de los funcionarios que los suscriben, ni 

menos aun infraccién alguna, en su otorgamiento, a la Cons- 

titucion o leyes de la provincia. 

Que en tales condiciones las letras expresaclas revisten el 

caracter de documentos ptiblicos comprobatorios de la obligacion 

de pagar sumas de dinero, segtin fo ha establecido esta Corte 
en casos anteriores (Fallos: Tomo 95, paginas 265 y 282), y no 

resi{itando la existencia dle vicio esencial como queda estable- 

cide, ni desconociéndose e!] caracter de los funcionarios que los 

suscriben, debe aceptarse el monto de fos créditos que al efecto 

se reclaman y que en tal sentido no ha sido objetado. 

Que en confirmacién de lo anterior ha de tenerse también 

en cuenta a su respecto las circunstancias siguientes: a) las le- 

tras revisten las formas externas correspondientes, se encuen- 

tran reconocidas por dos de sus firmantes — Longone y An- 

drade, fojas 207 —, que manifiestan haberlas suscripto en ejer- 
cicio de st cargo y conforme a las leyes en vigor y tienen 

en su faver la presuncidn que resulta de tal reconocimiento y de 

las reclaraciones de fojas 17 y 18 en cuanto al tercer firman- 

te; b) las letras agregadas de fojas 176 a fojas 181, corres- 

ponden a los expedientes 347 G. de 1923 y 40 B. de 1924 co- 

mo en ellas se expresa y en esas constancias administrativas qtte 
corren por cuerda separada constan las Ordenes de pago res- 

pectivag; c) en cuanto a las demas letras tienen referencia pre- 

cisa al expeciente 186 B. de 1924 citya agregacion se requirid 
por la parte actora a fojas 88, pero no fué remitido por la de- 

mandada en razén de no haberlo encontrado, segin informa a 

fojas 209, pero sin desconocer su existencia. 

Que en lo relativo a la ampliacién de fojas 28 se ha adu- 
cido en primer término !a prescripcién de los articulos 847, in- 

ciso 1*, y 849 del Codigo de Comercio, correspondiendo esta- 
blecer desde Juego a su respecto que es aplicable al caso la del 

primero de dichos articulos de Ja ley mercantil, por tratarse
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de una operación de esta naturaleza concertada mediante cuen­
ta de venta aceptada según resulta de 1Jos antecedentes ad1ninis­
trativos obrantes a fojas 270, 272 vuelta, 280, de la pericia de 
fojas 115 y 'guías de fojas 164 y siguientes - Véas•e fallo: To­
mo 153, página 119. 

Que aplicando la disposición legal expresada al caso de au­
tos debe tenerse por perjudicados por la prescripción todas las 
facturas de los años 1922 y 1923 cuya fecha es anterior en cua­
tro años a la presentación de la demanda de fojas 28 con cargo 
de 13 de mayo de 1927 sin que pueda considerarse que el tér­
mino se ha interrumpido por las reclamaciones administrativas, 
según 1'.o resuelto reiteradamente por esta Corte, y dado que 
no se ha acreclitaclo un reconocimiento ele parte de las autorida­
des capacitadas para otorgarlo. 

Que �n .Jo relativo a las demás sumas reclamadas en este 
concepto su reconocimiento es ineludible atento lo que resulta 
de los expedientes respectivos y ciado, sobre todo, que ninguna 
observación concreta se formula· en su contra, según era el de­
ber de la parte demandada

) 
ya que no puede tenerse como tal 

la simple manifestación global ele que no se ha ecreditaclo la 
procedencia y legalidad e le los créditos•. 

Que a los fundamentos expresados en las anteriores consi­
dera:iones, cabe agregar

) 
por último! 

la compulsa ele fojas 115 
que dadas sus conclusiones categóricas objetadas solamente en 
cuanto a la procedencia de la prueba, constituyen en el caso 
un eknlento ele prueba corroborante conforme a lo dispuesto 
por el artículo 64 del Código de Comercio ) como asimismo lo que 
resulta de las guías ele tran_sporte de los efectos comprados, las 
que corren de fojas 164 a fojas 173 y conffr:man la realización 
efectiva de los contratos invocados cuya concordancia con los 
acompañados por la actora se informa a fojas 223. 

Por estas consideraciones, se declara que la provincia de 
1Wenclozf!, debe abonar a fa Sociedad Anónima Angel Braceras, 

132 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

de una operacién de esta nattraleza concertada mediante cuen- 

ta de venta aceptada segtin resulta de los antecedentes adminis- 

trativos obrantes a fojas 270, 272 vuelta, 280, de la pericia de 

fojas 115 y'guias de fojas 164 y siguientes — Véase fallo: To- 

mo 153, pagina 119, 

Que aplicando la disposicién legal expresada al caso de au- 

tos debe tenerse por perjudicados por la prescripcién todas las 

facturas de los afios 1922 y 1923 cuya fecha es anterior en cua- 

tro afios a la presentacién de la demvanda de fojas 28 con cargo 

de 13 de mayo de 1927 sin que pueda considerarse que el tér- 

mino se ha interrumpido por las reclamaciones admiunistrativas, 

segtin ‘o resuelto reiteradamente por esta Corte, y dado que 

no se ha acreditado un reconocimiento de parte de las autorida- 

des capacitadas para otorgarlo, 

Que en fo relativo a las demas sumas reclamadas en este 

concepto sti reconocimiento es ineludible atento !o que resulta 
de los expedientes respectivos y dado, sobre todo, que ninguna 

ebservacion concreta se formula en stu contra, segtin era el de- 
ber de la parte demandada, ya que no puede tenerse como tal 

la simple manifestacion global de que no se ha ecreditado la 

procedencia y legalidad de los créditos. 

Que a los fundamentos expresados en las anteriores conisi- 
deraziones, cabe agregar, por ultimo, la compulsa de fojas 115 
que dadas sus conclusiones categéricas objetadas solamente en 

cuanto a la procedencia de la prueba, constituyen en el caso 

un elemento de prueba corroborante conforme a to dispuesto 

por el articulo 64 del Cadigo de Comercio, como asimismo lo que 

resulta de las guias de transporte de los efectos comprados. las 
que corren de fojas 164 a fojas 173 y confirman la realizacién 

efectiva de los contratos invocados cuya concordancia con los 

acoimpafados por la actora se informa a fojas 223. 

Por estas consideraciones, se declara que la provincia de 

Mendoza debe abonar a da Sociedad Andénima Angel Braceras,
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en el término de diez días, la cantidad de dosci'.c11tos ci11c11c11ta 
y tres ·mil novcn:cnfos vántúrncve pesos con ochenta. ccJt.tauos 
moncd(i 11aci'.onul, importe de las s'ltmas reclamadas en la dem.an­
da, con sus intereses desde la notificación de la misma. Las cos­
tas correrán por su orden, atenta la naturaleza ele las cuestiones 
planteadas y el resul�aclo 'del pronunciamiento. 

Notifíquese, repóngase el papel y en su oportunidad archí­
vese. 

J. FrcuERoA ALcORTA, - R. Gurno
LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

- JULIAN V, PERA.

Hip6Hto Irig oyen, en la ca.usa scgu·ida. en sn contra., opone la 
c.'i:ccpct'.ó11 de -incD'lnpctcnda. de jurisdicción, 

S11mori,o: 1 9 El Presidente de la Repúblícn, depuesto por una 
revolución tt·iunfante y que carece de la investidura inheren­
te a su cargo por la renuncia que de éste efectuó ante las 
autoridades militares que representaban a aquélla, puede 
ser juzgado por la justicia federal, sin necesidad del jui­
cio político previo, que no tiene más finalidad que la de­
terminada por el artículo 52 de fa Constitución Nacional. 

2'1 Depuesto el Presidente ele la República por una re­
volución trit111fante, y acusándosele de haber cometido en 
gu gestión financiera, actos que revisten los caracteres del 
delito previsto y penado por el artículo 260 del Código 
Penal, la co1npetencia de la justicia federal surge sin el re� 
quisito previo cle1. rechazo de la cuenta ele inversión por 
el Congreso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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en el término de diez dias, la cantidad de doscientos cincuenta 

y tres mil novecientos veintinucve pesos con ochenta centavos 

uoneda nacional, importe de Jas sumas reclamadas en la deman- 

da, con sus intereses desde !a notificacion de la misma. Las cos- 

tas correran por su orden, atenta la naturaleza de las cuestiones 

planteadas y el resultado ‘del pronunciamiento. 

Notifiquese, repéngase el papel y en su oportunidad archi- 

vese. 

J. Froveroa Atcorta. — R. Guipo 

LavaLtle. — ANTONIO SAGARNA. 

— Juuian V. Pera. 

Hipdlito Trigoyen, en la cattsa seguida en su contra, opone la 

excepeién de incompetencia de jurisdiccton, 

Sumario: 1° El Presidente de ta Republica, depuesto por una 

revolucién triunfante y que carece de la investidura inheren- 

te a su cargo por la renuncia que de éste efectud ante Jas 

autoridades militares que representaban a aquélla, puede 

ser juzgado por la justicia federal, sin necesidad del jui- 
cio politico previo, que no tiene mas finalidad que ia de- 

terminada por el articulo 52 de Ja Constitucion Nacional. 

2° Depuesta el Presidente de la Republica por una re- 

volucién triunfante, y acusandosele de haber cometido en 

gu gestién financiera, actos que revisten los caracteres del 

delito previsto y penado por el articulo 26@ del Cddigo 
Penal, la competencia de la justicia federal surge sin el re- 

quisito previo de! rechazo de la cttenta de inversién por 
el Congreso. 

Caso: Lo explican las psezas siguientes:
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez: 

Lé1. legitimidad de un gobierno de hecho no reside en la 
legalidad de sus actos ni en el consentimiento unánime de los 
ciudadanos, sino en la posesión de la fuerza y en el c_iercicio de 
fo autoridad, Durante el tiempo transcurrido desde el 6 de sep­
tiembre a la fecha, ha podido apreciarse que el gohierpo provi­
sional ha ejercido y ejerce, efectiva.mente, 1la autoridad militar, 
política y administrativa, bajo cuya fiscaliz,ación se ha desarro­
llado en forma regular la vida de la Nación. 

Sentado este principio, es improcedente alegar el carácter 
de Presidente constitucional del señor Hipólito Irigayen, pues­
to que importaría el absurdo de admitir que aquél, todavía ejer­
ce una autoridad constitucional coexistente con la del Gobierno 
ílegítimo de la Nación. El hecho de que aun no s'e le haya acep­
tado la renuncia, no puede fundar la excepción, puesto que su 
separación ele! cargo no es efecto de la presentación de aquella 
renuncia, sino de los acontecimientos que son del dominio pú­
blico. 

Estos principios han sido consagrados y afirmados 'por la 
Corte Suprema ele Justicia en el acuerdo del 10 de septieml�re 
próximo pasado. en el cual se n��onocía la legitimidad del go­
bierno establecido, donde expresaba: "Que el gobierno provi­
sional que acaba de constituirse en el país es, pues, un gobierno 
"ele facto" cuyo título no puecle ser judicialmente discutido con 

. éxito por las personas en cuanto ejercita la función administra­
tiva y política derivada ele su poses10n ele la fuerza c.01110 re� 
sorte ele orden y de seguridad social". 

Estos fundamentos•, al reconocer como legítimo al gobierno 
establecido y fijar como principio que no puede discutirse su 
origen ni la validez de sus actos, 4lnplican, que no puede ale-
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Sefior Juez: 

La legitimidad de un gobierno de hecho no reside en la 

Iegalidad de sus actos ni en el consentimiento unanime de los 

ciudadanos, sino en la posesién de la fuerza y en el ejercicio de 

la autoridad. Durante et tiempo transcurrido desde el 6 de sep- 

tiembre a la fecha, ha podido apreciarse que el gobierno provi- 

sional ha ejercido y ejerce, efectivamente, da autoridad militar, 
politica y adiministrativa, bajo cuya fiscalizaci6n se ha desarro- 

llado en forma regular la vida de la Nacién. 

Sentado este principio, es improcedente alegar el] cardacter 

de Presidente constitucional del sefior Hipdlito Irigoyen, pues- 

to que importaria el absurdo de admitir que aquél, todavia ejer- 
ce una autoricdad constitucional coexistente con la del Gobierno 

legitimo de la Nacién. El hecho de que aun no se le haya acep- 

tado la rentuncia, no puede fundar la excepcién, puesto que su 

separacion del cargo no es efecto de la presentacién de aquella 

renuncia, sino de los acontecimientos que son del dominio pt- 

blico. 

Estos principios han sido consagrados y afirmados ‘por la 

Corte Suprema de Justicia en el acuerdo del 10 de septiembre 
proximo pasado, en el cual se ré:onocia la legitimidad del go- 
hierno establecido, donde expresaba: “Que el gobierno provi- 

sional que acaba de constituirse en el pais es, pues, un gobierno 

“de facto” cuyo titulo no puede ser judicialmente discutido con 

_éxito por las personas en cuanto ejercita la funcién administra- 

tiva y politica derivada de su posesion de Ja fuerza como re- 

sorte de orden y de seguridad social’. 

Estos fundamentos, al reconocer como legitimo a! gobierno 

establecido y fijar como principio que no puede discutirse su 

origen ni la validez de sus actos, implican, que no puede ale-
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garsc judicic{mente la legalidad o existencia del gobierno de­
puesto. Toda cuestión a este respecto importaría el desconoci­
miento o la discusión del gobierno establecido. 

Por estas razones\ el gohierno que presidió el procesado 
debe considerarse que estú en situación de un gobierno tcrmina­
dri por la expira:ión de su mandato, y la situación personal de 
aquél, es similar a 1a de cualquier ex presidente de la Nación. 
En estos términos debe estudfarse y resolverse la excepción 
deducida. 

L<! disposición constitucional que invoca el defensor, es 1a 
de\ artículo 52, referente al juicio político, que establece: "Su 
fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun de­
clararle incapaz de ocupar ningún empleo �e honor, ele .confian­
za o a· suelcl? ele la Nación. Pero ,la parte condenada quedará 
no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a 
las leyes ante los tribunales ordinarios". 

De acuerdo al artículo transcripto, el Presidente de la Re­
pública, y S·tts ministros, no pueden ser llevados ante la justi­
cia de) crime1¡ mientras no sean destituídos del cargo; en otros 
términos, no pueden ser procesados mientras desempeñen sus 
funciones. 

En el caso de autos, como se ha visto, el señor Hipólito lri­
goyen no desempeña la Presidencia de la República ni puede 
reclamarla. De lo cual se infiere que el procesado se halla su­
jeto a la jurisdicción de V. S. por cesación de su mandato y 
no por destitución. que sólo puede ser el resultado de un meca­
nismo constitucional, romo el ddl juicio político, incompatible 
con la existencia de un gohien10 ele hecho legítimo. 

Story, comentando la Constitución de los Estados Unidos, 
que es idéntica a la nuestra en lo referente al juicio político, 
dice al rcsprcto: "Si debe haber un juicio para ser removido del 
cargo, parece inferirse que la Constitución considera que la 
parte acusada permanezca en el cargo en el tiempo de la actt-
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garse judicta’mente fa legalidad o existencia del gobierno de- 
puestu. Toda cuestién a este respecto importaria el desconoci- 

miento © la discusién del gobierno estallecido. 

Por estas razones, el gobierno que presidid el procesado 

dehe considerarse que esta en situacion de un gobierno termina- 

de por la expiracién de su mandato, y Ja situacion personal de 

aqueél, es similar a !a de cualquier ex presidente de la Nacion. 
En estos términos debe estudiarse y resolverse la excepcion 

deducida. 

La disposicion constitucional que invoca el defensor, es ta 

del articulo 52, referente al juicio politico, que establece: “Su 

fallo no tendra mas efecto que destituir al acusado, y aun de- 

clararle incapaz de ocupar ningtin empleo de honor, de confian- 

za oa sueldo de la Nacion. Pero Ja parte condenada quedara 
no obstante, sujeta a acusacién, juicio y castigo conforme a 

fas leyes ante los tribunales ordinarios”, 

De acuerdo al articulo transcripto, el Presidente de la Re- 
publica, y sts ministros, no pueden ser Nevados ante la justi- 

cia de! crimen mientras no sean destituidos del cargo; en otros 

términos, no pueden ser procesados mientras desempefien sus 

funciones. 

En el caso de autos, como se ha visto, el sefior Hipdlito Iri- 
goyen no desempefia la Presidencia de la Republica ni puede 

reclamarla. De lo cual se infiere que el procesado se halla su- 
jeto a la jurisdiccidn de V. S. por cesacion de su mandato y 

no por destitucion, que sdlo puede ser el resultado de un meca- 

nismo constitucional, como el da! juicio politico, incompatible 

con la existencia de un gobierno de hecho legitimo. 

Story, comentando la Constitucion de los Estados Unidos, 

que es idéntica a la nuestra en lo referente al juicio politico, 

dice al respecto: “Si debe haber un juicio para ser removido del 

cargo, parece inferirse que la Constitucién considera que la 

parte acusada permanezca en el cargo en el tiempo de la acu-
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:--:�L·ión. Si no está, su cielito debe ser castigado por los trihu­
na!es ordinarios ele justicia. Y puede argüirse con alguna fuer­
za, que sería un vano ejercicio ele autoridad el llevar a juicio 
político al delincuente, cuando el más importante objeto para 
el cual el juicio político ha sido creado, no es más necesario ni 
se alcanzaría con él". 

Por las razones expuestas, corresponde que V. S. rechace 
con costas lé:•. excepción opuesta mandando seguir la causa se­
gún su estado. - Octubre 28 ele 1930. - J. Go11dra.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1930. 

Autos y vistos: 

1 ? Que iniciado proceso contra el señor Hipólito Irigoyen 
en virtud ele la denuncia fer.mulada por el Procurador Fiscal, 
el acusado en el acto de tomársele declaración indagatoria se 
niega a prestarla alegando la falta de jurisdicción' cid Tribunal 
y planteando ;:iil respecto una cuestión de competencia fundándola 
en que, no habiendo siclo aceptada sn renuncia como Presidente 
<le la ·Nación por el Congreso Nacional, el proceso no puede 
prosperar mientras no sea declarada su culpabilidad en el jui­
cio político. 

�,,. Que dadas las características especialísimas del momen­
to actual, no existen más elementos de juicio para resolver la 
cuestión promovida, que los hechos consumados que son de pú­
U'i.c;,,· notoriedad - y en tal sentido no necesitan prueba -- y las 
decisiones y actos proclü::idos por la Suprema Corte relacionaclos 
con esos hechos. 

3� Que son de pública notoriedad; que producido el movi­
miento revolucionario del 6 de septiembre el señor Hipólito Iri-
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sacién. Si no esta, su delito debe ser castigado por los tribu- 

nales ordinarios de justicia. Y puede argitirse con alguna fuer- 

za, que seria un vano ejercicio de autoridad el llevar a juicie 

politico al delincuente, cuando el mas importante objeto para 

el cual el juicio politico ha sido creado, no es mas necesario ni 

se aleanzaria con él”. 

Por las razones expuestas, corresponde que V. S. rechace 

con costas la excepeion opuesta mandando seguir fa causa se- 

gin su estado. — Octubre 28 de 1930, — J. Gondra. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1930, 

Autos y vistos: 

1° Que iniciado proceso contra el sefior Hipdlito Irigoyen 

en virtud de la denuncia formulada por el Procurador Fiscal, 

el acusado en el acto de tomarsele declaracion indagatoria se 

niega a prestarla alegando la falta de jurisdiccién del. Tribunal 

y planteando al respecto una cuestidn de competencia fundandola 
en que, no habiendo sido aceptada su renuncia como Presidente 

de la ‘Nacién por el Congreso Nacional, el proceso no puede 

prosperar mientras no sea declarada su culpabilidad en e! jui- 

cto politico. 

2" Que dadas las caracteristicas especialistmas del momen- 

to actual, no existen mas elementos de juicio para resolver la 

cuestion promovida, que los hechos consumados que son de pt- 
ltica’ notoriedad — y en tal sentido no necesitan prueba — y las 

decisiones y actos prodtzidos por la Suprema Corte relacionados 

con esos hechos. 

3° Que son de publica notoriedad: que producido el movi- 

miento revolucionario de! 6 de septiembre el sefior Hipdlito Tri-
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goycn, Presidente de la República) fué detenido en el regimien­
to N? 7 de infantería en la ciudad de La Plata; que dicho re­
gimiento formaba parte de las tropas revolucionarias y que el 
sefi.or Hipólito I rigoyen entregó al jefo ele dicho cuerpo 'ila re­
nuncia ele Presidente ele la Nación. 

Es ademús público y notorio que habiendo asumido el go­
bierno la junta provisional que "'actualmente ·lo ejerce, ésta ha 
extendido su autoridad por toda la República, sea manteniendo 
las relaciones que establece la Constitución con los gobiernos de 
provmcta ( artículo 110), o sea por medio de los de1egarlos fe­
derales, 

49 Que establecido en esta forma un gobierno "de facto" y 
comunicada a la Suprema Corte /(la constitución de un gobierno 
provisional para la Nación". ese alto Tribunal d1ctó una acor­
dada con fecha 10 de septiembre en la que s-e ha expresado: 
"Que el gobierno que acaba de constituirse en el país es, pues, 
un gohierno "de facto" cuyo título no puede ser judicialmen­
te discutido con éxito por !as personas en cuanto ejercita la 
función administrativa y política derivada de su posesión de 
1b fuerza como resorte ele orden y ele seguridad: social", ele don­
de fluye que el derrocamiento del Presidente Irigoyen no pue­
de ser motivo de discus,ión judicial porque ello implicaría en­
trar a discutir tamhién judicialmente el título cld actual gobier­
no provisorio, e11 contra del citado pronunciamiento ele la Su­
prema Corte. 

S'., Que con posterioridad a est2.¡ decisión, la misma Suprema 
Corte ha reconocido la validez del estado ele sitio decretado pnr 
el gobierno provisorio C 1haheas -corpus" del señor Hipólito Iri­
goyen) y ha tomado juramento a varios magistrados de la jus­
ticia federal nombrados en comisión por el gohierno provisio­
nal siendo ele notarse especiafm,ente que entre ellos se encontraba 
uno de sus propios señores ministros - con lo que puede dar­
se por estahlecido que el dicho gobierno provisional ej cree en 
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goyen, Presidente de la Repthlica, fué detenido en el regimien- 

to N°’ 7 de infanteria en la ciudad de La Plata; qte dicho re- 

gimiento formahba parte de Jas tropas revoiucionarias y que cl 

sefior Hipdlito Irigoyen entregé al jefe de dicho cuerpo ja re- 

nuncia de Presidente de la Nacidén. 

2s ademas publico y notorio que hahiendo asumido el go- 
bierno ta junta provisional que .actualmente Jo ejerce, ésta ha 

extendido su autoridad por toda la Republica, sea manteniendo 

las relaciones que establece la Constitucién con los gobiernos de 

provincia (articulo 110): 0 sea por medio de los delegados fe- 

derales. 

4° Que establecido en esta forma un gobierno “de facto” y 

comunicada a la Suprema Corte “la constitucion de tn gobierno 
provisional para la Nacién”, ese alto Tribunal dicté una acor- 

dada con fecha 10 de septiembre en ta que se ha expresado: 

“Que el gobierno que acaba de constituirse en el pais es, pues, 

un gobierno “de facto” cuyo titulo no puede ser judicialmen- 
te discutido con éxito por !as personas en cuanto ejercita la 

funcion adiministrativa y politica derivada de su posesidn de 
ia fuerza como resorte ce orden y de seguridad: social’, de don- 

de fluye que el derrocamiento del Presidente Irigoyen no pue- 

de ser motivo de discusiOn judicial porque ello implicaria en- 

trar a discutir también judicialmente el titulo del actual gohier- 

no provisorio, en contra del citado pronunciamiento de la Su- 

prema Corte. 

5° Que con posterioridad a esta decision, la misma Suprema 

Corte ha reconocido la validez def estado de sitio decretado par 
el gobierno provisorio (“habeas corpus” del sefior Hipdlito Tri- 

goyen) y ha tomado juramento a varios magistrados de la jus- 

ticia federal nombrados en comisien por el gobierno provisio- 

nal siendo cle notarse especialmente que entre ellos se encontraba 

une de sus propios sefiores ministros — con lo que puede dar- 

se por establecido que el dicho gobierno provisional ejerce en
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realidad en toda sn plenitud Has funciones que la Constitución 
atribuye al Poder Ejecutivo (incisos 19 y 22

1 
artículo 86 de la 

Constitución). 

6'·' Que, por lo tanto, ante los hechos consumados y ant� las 
decisiones y actos del más alto Tribunal <le la Nación, no cabe 
admitir sino que debe considerarse que la cesación del mandato 
del sefi.or Hipólito Irigoyen como Presidente de la Nación, cons­
tituye un hecho definitivamente conclnído. 

7'·' Que, por otra parte, ,la propia actitud del señor Irigoyen 
al hacer valer ante el gobierno provisional su derecho ele op� 
ción parJ. ausentarse del país vendría a abonar esta conclusión 
que, dado como Presidente de la Nación sería el Congreso el 
único poder habilitado para concederle ese permiso ( artículo 86, 
inciso 21). 

W Que "al Senado corresponde juzgar en JUICIO público a 
los acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miem­
bros prestar juramento para ese acto" (artículo 51); y que "su 

fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun cle­
c:ararlc incapaz ele oct1par ningún empleo ele honor, de confian­
z�1. o a sueldo ele la Nai:ión. Pero la parte condenada quedarú, 
no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las 
leyes ante los tribunales ordinarios" ( artículo 52). 

9? Que, como se ve, de los términos de las clisposkiones 

constitucionales citadas. resulta que en realidad la cuestión que 
se ha p'anteado no reune las características de una cuestión de 
jurisdicción, pues la contienda promovida no tiene· por objeto 

establecer 1a jurisdicción plena ele un tribunal para conocer 
en un asunto en toda su integridad, desde que los hechos deben 
apreciarse en d juicio político con criterio distinto que ante 
h justicia, y la reso!ución debe tener también distinto caní.c­
ter y distinto alcance; en el primer caso, se juzga con criterio 
político amplio y de libre convicción; en el segundo, hay que 
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realidad en toda su plenitud flas funciones que Ja Constitucién 

atribuye al Poder Ejecutivo (incisos 19 y 22, articulo 86 de la 

Constitucion). 

6° Que, por lo tanto, ante los hechos consumados y ante las 

decisiones y actos del mas alto Tribunal de la Nacién, no cabe 

admitir sino que debe considerarse que la cesacién del mandato 

del sefior Hipolito Irigoyen como Presidente de la Nacién, cons- 

tituye un hecho definitivamente conchiido. 

7* Oue, por otra parte, da propia actitud del sefior Irigoyen 
a! hacer valer ante el gobierno provisional su derecho de op- 

cién para ausentarse del pais vendria a abonar esta conclusién 

que, dado como Presidente de fa Nacién seria ef Congreso el 
unica poder habilitado para concederle ese permiso (articulo 86, 

inciso 21). 

& Que “al Senado corresponde juzgar en jurcio ptiblico a 
los acusados por fa Camara de Diputados, debiendo sus miem- 

bros prestar juramento para ese acto” (articulo 51); y que “su 

falio no tendra mas efecto que destituir al acusado, y aun de- 
ciararle incapaz de ocupar ningtin empleo de honor, de confian- 

ze o a sueldo de la Nazion. Pero la parte condenada quedara, 

no abstante, sujeta a acusacién, juicio y castigo conforme a las 

leyes ante los tribunales ordinarios” (articulo 52). 

9° Que, como se ve, de los términos de fas disposiciones 

constitucionales citadas resulta que en realidad la cuestion que 
sc ha pfanteado no reune las caracteristicas de una cuestién de 

jurisdiccién, pues la contienda promovida no tiene: por objeto 

establecer [fa jurisdiccién plena de un tribunal para conocer 
cn un asunto en toda su integridacd, desde que los hechos deben 

apreciarse en el juicio politico con criterio distinto que ante 

la justicia, y la resotucién debe tener también distinto carac- 

ter y distinto aleance; en e) primer caso, se juzga con criterio 

politico amplio y de libre conviccion; en el segundo, hay que
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cemrsc a una apreciación legál estricta dentro de los límites ele 
l.:'. ley penal; pero esta di.ferencia de situaciones no determina, 
como hemos dicho, la existencia ele una contienda ele jurisdic­
ción, sino que plantea con el juicio político, una cuestión ele ca­
rácter prejudicial a la iniciación del proceso criminal; pero, co­
mo tal cuestión deriva de la investidura del funcionario acusa­
do, debe entenderse que, con el cese de éste en sus funciones 
por razón de un ado político "que no puede ser judicialmente 
discutido por 1las personas" la cuestión prejudicial no tiene ra­
zón ele ser y es el caso de aplicación de la segunda parte del 
artículo 52 ele la Constitución que atribuye a la justicia - en 
este casn a la federal - el conocimiento y decisión sobre las 
responsabilidades penales o civiles en que se haya podido in­
currir. 

Por estas consideraciones y las concorclantes alegadas por 
el Procurador Fiscal, no ha !lugar a la excepción de falta de 
jurisdicción opuesta. - 1l1igucl L. Ja11tus. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE CA MARA 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1930, 

Excelentísima Cámara: 

En el sumario iniciado para la averiguación y enjuiciamiento 
de los delitos denunciados por el sc1lor Procurador Fiscal e impu­
tados a los señores Hipólito I_rigoyen, doctor Horacio O),ha­
narte y general Luis J. Dellepiane, al tomarse declaración al 
primero, manifestó que se oponía a cled1arar por las razones le­

gales que expondría su defensor. 

En la audiencia y en el escrito de fojas 3 el defensor ·do.:­
tor Antille alegó: Que mientras no se le admitiera al seííor 
I rigoyen la renuncia entregada só'.o S'e consideraba responsable 
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cenirse a una apreciacion legal estricta dentro de los limites de 

la ley penal; pero esta diferencia de situaciones no determina, 

como hemos dicho, la existencia de una contienda de jurisdic- 

cién, sino que plantea con el juicio politico, una cuestidn de ca- 

racter prejudicial a la iniciacién del proceso criminal; pere, co- 

mo tal cuestion deriva de la investidura del funcionario acusa- 

de, debe entenderse que, con el cese de éste en sus ftinciones 

por razén de un acto politico “que no puede ser judicialmente 

discutido por Jas personas” la cuestién prejudicial no tiene ra- 

zon de ser y es el caso de aplicacién de la segunda parte del 

articulo 52 de la Constitucién que atribuye a la justicia — en 

este caso a la federal — el conocimiento y decisién sobre Jas 
responsabilidades penales o civiles en que se haya podido in- 

currir, 

Por estas consideraciones y las concordantes alegadas por 
el Procurador Fiscal, no ha jugar a Ja excepcién de falta de 

jurisdiccion opuesta. — Miguel L. Jantus. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE CAMARA 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 19380. 

Excelentisima Camara: 

En el sumario iniciado para la averiguacion y enjuiciamiento 

de los delitos denunciados por el sefior Procurador Fiscal e impu- 

tacos a les sefiores Hipolito Irigoyen, doctor Horacio Olyha- 

narte y general Luis J. Dellepiane, al tomarse deciaracién al 

primero, manifesto que se oponia a ded'arar por las razones le- 

gales que expondria su defensor. 

In fa audiencia y en el escrito de fojas 3 el defensor ‘doe- 
tor Antille alego: Que mientras no se le admitiera al sefior 

Jrigoyen la renuncia entregada so'o se consideraba responsable
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de..: sus actos ante el Honorable Congreso (artículos 45, 51, 52 

y Sí', inciso 18 de la Constitución Nacional). 

Que los actos por fos que se le procesa los realizó como 

Presidente de la Nación y que co¡mo todos se relaciona con 

l;:1, función pública que desempeñaba, 1.;ra exclusivamente el Ho­
norahk Congreso quien podría desecharlos, y autorizar acción 

en su contra ( artículos 52, 63 y 86 ele la Constitución Na­

cional). 

Lo primero fué bien considerado y resuelto por el señor J ucz 

Federal; no se ve la necesidad ele que se quite una autoridad 
cuando en realidad no existe; la que se tenía fué dedinada, no 

subsistió ni por un momento después ele astünir el poder el go­
bierno "de facto" y éste ya fué reconocido como que reune me­

dios suficientes para conservar el orden, administrar justicia y 

asumir .todas las responsabilidades inherentes a la representa­
ción ele la Nación. 

Lo de la renuncia es una ficción; los anteriores gobernan­

tes fueron depuestos y suhstituídos por el único que repre­
senta en fa actualidad el Poder Ejecutivo ele la ·Nación, por 

dio la cláusula constitucional que se invoca no puede con­

siderarse aplicable. El que rcemjplaza al señor Irigoycn no es 
su sustituto constitucional sino el que estableció el gobierno "de 

facto" manteniendo la soberanía del pueblo y la forma re¡rn­

h!icana de gobierno ( artículo 33 de la Constitución Nacional). 

El señor Irigoyen se encuentra separado de la función pú­
blica. que ejerció, al igual que si lo hubiera siclo por juicio po­

lítico; es un particular r�sponsab1e ante la _jurisdicción com­
petente, de los actos ejecutados o que ejecute en contravención 

a fas leyes. 

La justicia federal debe seguir entendiendo en el caso, por 

lo que cl-ispone el artículo 3'.>_, incisos 39 y 4<:> ele la ley núme­
ro 48. 

La otra defensa es más eficaz. 
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de sus actos ante el Honorable Congreso (articulos 45, 51, 52 

y 57, inciso 18 de la Constitucion Nacional). 

Que los actos por dos que se le procesa tos realiz6 como 

Presidente de la Nacién y que como todos se relaciona con 

la funcién publica que desempefiaba, era exclusivamente el Ho- 
norable Congreso quien podria desecharlos y autorizar accion 

en su contra (articulos 52, 63 y 86 de la Constitucién Na- 

clonal). 

Lo primero fué hien considerado y resuelto por el sefior Juez 

Federal; no se ve la necesidad de que se quite una autoridad 

cuando en realidad no existe; la que se tenia fué declinada, no 

subsistié ni por un momento después de astimir el poder el go- 

bierno “de facto” y éste ya fué reconocido como que reune me- 

dios sttficientes para conservar el orden, administrar justicia y 

asumir .todas las responsabilidades inherentes a la representa- 

cién de la Nacién., 

Lo de la renuncia es una ficcién; los anteriores gobernan- 

tes fueron depuestos y substituidos por el wnico que repre- 

senta en fa actualidad ef Poder Ejecutivo de la Nacién, por 

alo la clausula constitucional que se inveca no puede con- 

siderarse aplicable. El que reemiplaza al sefior Irigoyen no es 

su sustituto constitucional sino el que establecié el gobierno “de 

facto” manteniendo la soberania del pueblo y la forma repu- 
hlicana de gobierno (articulo 33 de la Constitucién Nacional). 
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blica. que ejerciéd, al igual que si lo hubiera sido por juicio po- 
litico; es un particular responsable ante la jurisdiccién com- 

petente, de los actos ejecutados o que ejecute en contravencién 
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lo que dispone el articulo 3°, incisos 3° y 4% de la fey ntime- 

ro 48, 

La otra defensa. es mas eficaz.
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Se ha alegado la existencia de una cuestión prejudicial y 
ello debió ser considerado en primera instancia, pues si ella 
exis,te, no puede !niciarsc proceso hasta que no haya sentencia 
cjt:cutoriada en la cuestión prejudicial (artículo 17 del Cócl, de 
Ptos, en lo Criminal). 

Los actos por los que se acusa al señor Irigoyen los realizó 
cam.o J_Jresidente de la Nación, y siendo así, a mi .inicio, el 
Poder Judicial no está facultado para sin más trámite entrar al 
examen de esos actos, o· stt aprobación o desaprohación y, en 
su caso, a su castigo. 

Según Reus, las cuestiones prejudiciales tienen existencia 
real y valor propio y pueden rec:amar procedimientos separados 
del negocio principal. "Ley ele enjuiciamiento criminal", tomo 
1 ", página 6. 

La Suprona Corte ele Justicia Nacional, suponiendo la exis­
tencia de un delito ele defraudación imputable a un empleado 
público, ha dicho: ''Si la existencia del delito depende de la li� 
quidación ele su�, cuentas con el erario fiscal, es sin dmla evidente 
que dicho empleado no puede ser smncticlo a juicio por hechos 
administrativos y de contabilidad, sin que proceda el examen de 
sus cuentas, pues omitiéndose taH requisito esencial, podrían re­
sultar d�cisiones contradictorias sobre los mismos" (tomo 149, 
pág. 169). 

El traído a juicio es algo más; es el ex Presidente de la 
Nación que ejecutó los actos que se le imputan como jefe su­
premo de la Nación (art. 86, inc. 1,;, de la Constitución Nacional). 

Por ello no puede conccbírselo sujeto al examen, control o 
desaprobación de ninguna repartición del Estado y si sólo a la 
del H. Congreso de la Nación, como lo establece la Constitución 
Nacional y la ley <le contabilidad N'' 428 (arts. 63 y 67, in,:. 7'' 
de la primera y arts. 18, 25, 44, 45, 46 y 47 de la segunda). 

La s·eparación del cargo no lo puede colocar en peor situa­
ción que la ele cualquier otro .Presidente saliente y mucho menos 
para crearle responsabilidades penales. 
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Si no ha existido un Congreso que haya intervenido en su 

separación, siempre debe existir uno que controle y que apruebe 

o desapruebe las cuentas de la administración;' ni la Constitución
111 la ley dan ingerencia en ello a ninguna repartición del Estado,

ni a ningún Poder Ejecutivo y mucho menos judicial. 

La doctrina que es uniforme, la expone claramente Floren­

tino Gonz<l!lez en su obra ele Derecho Constitucional, pág. 267, 

diciendo: "Una falta de los altos fuhcionarios de lbs departa­

mentos ejecutivo y judicial en el ejercicio ele los respectivos po­

deres, es un delito contra la Nación, a cuya confianza no corres� 

pande debidamente. Debe por lo mismo, ser un cuerpo que re­

presente al pueblo quien aprecie si una falta es de tal gravedad 

que debe llamarse al funcionario que la cometa, a, responder de 

ella, ante el Tribunal político nacional", Citando a Stuart _M_ill, 
agrega: ''El verdadero oficio de una asamblea representativa no 
es gobernar sino vigilar y fiscalizar a1 gobierno; escudriñar todos 
sus actos; exigir la exposición y justificación de ellos cuando pa­

recen contestahlcs; censurarlos si son condenables; arrojar de 

sus empleos a los hombres que componen el gobierno si abusan 
de su encargo o lo desempeñan de un modo contrario a la. expre­

sa voluntad de la Nacíún y nombrar sus sucesores sea expresa, 
sea virtwúnente", 

Esto es lo que ha querido que sea nuestra Constitución el 
Congreso de la Nación, pero sin !invitarse acción al Poder Eje­

rutivo, como resulta de los términos <le la ley N9 428. 

:Por esta ley debió administrarse, observándose las prescrip­
ciones de los arts. 16, 17, 22 y 24; aparee.e ostensiblemente que 

no se ha tenido el menor respeto por dichas prescripciones, pero 

de ello sólo resulta lo que para el caso dispone la ley que se 
c-onsiclera. 

El art. 25 dispone que la Contaduría General observe y de­

vuelva las órdenes que violen dichas- disposiciones; así se ha 
procedido; pero el art. 18 faculta al Poder Ejecutivo para in-
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sistir en las órdenes de pago
) 

previo acuer<lq de fdinistros, como 
así se ha verificado. 

La ley dispone que esa nueva orden se cumpla y eso no se 
concebiría si se estimase que con ello sOlo se ieomete delito; no 
es pues ninguna novedad la que se trae al Poder Judicial, que 
sahe que cada observación de la Qontaduría -no atendida es una 
arhitrariedacl del poder administrador que puede o no ser en bien 
dt la Nación. Eso de.be decirlo el Congreso. 

Entonces, no es posible no notar la existencia de una cues­
tión prejudicial ostensible; basta pensar en la posibilidad' de una 
aprobación para dejar. sin base alguna la acción pena.1 que se 
intenta. 

Que b acción del Congreso ha s,ido deficiente como lo re­
late:� el do�tor Bielsa en "Derc<':.:ho Administrativo", pág. 392 y 
siguientes eso no se eluda, pero nada puede suplir a el'.a y se 
debe esperar que ccn nuevos representantes de la voluntad na­
cional, con personas de responsabilidad moral llegue a·�guna vez 
L\ cuidarse de la administración y a aprobarse o desaprobarse en 
conc1enc1a los actos de achninistración del Gobierno de la Na­
ción. 

Es lo que necesariamente debe �spcrar e1 Poder J ttdicial 
para en caso ele desaprobación, proceder contra los funcionarios 
culpahles de las infra·:ciones: tntretanto procede i-econocer que 
es ele aplicación respecto a los actos ejecutados• con fas fonnali­
dadcs exteriores prcscriptas por la ley y la Constitución lo que 
dispone el art. 17 del Cótl. de Procedimientos en lo Criminal. 

En las anteriores considcrnciones comprendo 1a mayoría de 
los cargos concretados contra el sellar Irigoyen, pero no me he 
referido a aquellos en que se le imputa la p'erpetración ele deli­
tos comunes. 

Hay actos que no permiten la .calificación de actos de ad­
ministración, por ejemplo, el decreto extendido y firmado en ju­
lio de 1930, pero que lleva fecha 29 de abril de 1929 y ,rnn el 
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que se produjo una considerable exacción. Ello no tiene que pa­
sar por el Congreso; no se trata de acto regular o irregular clc 
administración, sino ele un delito común, que la ley lo califica 
de falsedad. 

Por estas consideraciones pido a V. E. confirme la resoltt­
ción del sefíor Juez Federal en cuanto no hace lugar a la falta 
<le jurisdicción alegada; y disponga la suspens,ión de todo proce­
dimiento por actos de administración observados, por existir una 
cuestión prejudicial de desaprobación por t11 I-I, Congreso; final­
mcnte que la causa siga adelante por lns hechos que sólo pueden 
caracterizarse como delitos cÓmuncs. - ]ulián Paz. 

SENTENCIA DE LA CAi\IARA FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 31 de 1930. 

Vistos y Considerando: 

La defensa se ha opuesto a que se prosiga causa contra don 
Hipólito Irigoyen en mérito ele su carácter de Presidente cons­
titucional, cuya remmcia no ha sido aún ;:v::eptada por el Con­
greso_, y a que los actos imputados fueron realizados durante el 
ejercicio efe la presidencia y en su carácter de jefe supremo <le 
la Nación y admiuistraclor generai

1 
del país. 

Respecto ele lo primero es necesario observar que se- sienta 
una premisa equivocada, que ha de ,llevar a conclusiones erróneas 
al pretenderse que el alejamiento del gobierno del expresado 
ciudadano se debe a una renuncia, no formulada oportunamente 
ante el Congreso de la Nación. 

Es notorio que el señor Irigoyen se encuentra privado del 
cargo que desempeñaba porque fué depuesto por la revol�1,ción 
del 6 de Septiembre_, uno de cuyos fines, reiteradamente clecla-
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 31 de 1930. 

Vistos y Considerando: 

La defensa se ha opuesto a que se prosiga causa contra don 

Hipslito Irigoyen en mérito de su caracter de Presidente cons- 

titucional, cuya remumcia no ha sido aun azeptada por el Con- 

greso, y a que los actos imputados fueron realizados durante el 

ejercicio de la presidencia y en su caracter de jefe supremo de 

la Nacién y administrador general, del pais. 

Respecto de lo primero es necesario observar que se sienta 

una premisa equivocada, que ha de Jlevar a conclusiones erréneas 

al pretenderse que el alejamiento del gobierno del expresado 

ciudadano se debe a una renuncia, no formulada oporttrnamente 

ante el Congreso de la Nacién. 

Es notorio que el sefior Irigoyen se encuentra privado del 

cargo que desempefiaha porque fué depuesto por la revolucidn 

del 6 de Septiembre, uno de cuyos fines, reiteradamente decla-
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rado por el Gobierno Provisional que de ell� surgió es e4 de dar 
al país un nuevo gobierno constitucional. La pérdida de su in­
ve�tidura y de las prerrogativas que le son inherentes deriva de 
ese movimiento y es un hecho definitivo. 

Así lo ha entendido sin duda el nombrado ciudadano qmen, 
�;cgún consta en las actuaciones del recurso de "habeas corpus'' 
deducido a su favor por t'1 doctor Armando G. Antillc, formuló 
ante el gobierno provisioné!il petición escrita fechada el 12 de 
noviembre a fin de que se le permitiera acogerse a la disposi­
ción del artículo 23 ele la Cünstitu.ción, en el sentido de optar 
por ausentarse del territorio argentino, petición inconciliable con 
la investidura presidencial que ahora se invoca. 

Por otra parte, conviene recordar con respecto a los prin­
cipios de derecho público de que se hace mérito. que la Cons­
titución es ttn instrumento de gobierno creado para ak;:01zar · 
la fo'.icidad del pueblo dentro del orden, y que en consecuencia 
no ha de aceptarse como solución conforme con ella la que en un 
momento dado, agravando circunstancais anormales al llevar la 
confusión a los espíritus, allane el camino de la anarquía. 

I ,a Corte Suprema en su acordada del 10 de septiembre ha 
declarado que ·los antecedentes del gobierno provisional cons­
tituído a raíz de la revolución caracterizan a un gobierno ele 
hecho con todas las consecuencias ele la doctrina de los gobier­
nos "el� facto" respecto de la posibilidad de realizar válida­
mente los actos necesarios para el cumplimiento de los fines 
perseguidos por él, y cuyo título no puede ser judicialmente 
discutido con éxito por las personas en cuanto ejercita la fun­
ción administrativa y política derivada de stt posesión ele la 
f ucrza como resorte de orden y de seguridad social. 

Esa declaración i1nporta ya el reconocimiento de la cadu­
cidad del gobierno que existía cuando la revolución se produ­
jo. Pllgna con ello y entraña el peligro insinuado, el recono­
cimiento por �os jueces de la investidura presidencial que aho-
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ra se pretende y que llevaría implícito el reconocimiento de la 
facultad de realizar en tal carácter actos ele gobierno válidos. 

En cuanto al segundo motivo ele oposición a que prosiga 
la causa, debe observarse que en realidad bajo el aspecto de una 
cuestión de falta de jurisdicción se pretende una decisión 1111-

procedentc, por anticipada, sobre cuestiones -ere fondo. 

Si se ha producido el delito o delitos que se imputa, si 
los hechos revisten todos \los caracteres que con arreglo a la 
ley y a la doctrina deben revestir para ser considerados hechos 
punibles, si es posible hacer efectivas sanciones del derecho cri­
minal con prescindencia de pronunciamiento del Congreso res­
pecto ele gastos ocasionados, todas ellas y otras son cuestiones 

que deben resolver los jueces en el proceso, esto es, ejercitando 
su jurisdicción. 

P_ara que los jüeces puedan examinarlas no es necesario 

que el Congreso haga previamente juicio político al mandata­
rio depuesto. 

Es materia largamente controvertida la de si el JUICIO po­

lítico procede cuando el funcionario ha cesado en su funciones. 

Sabido es que Story sostiene la negativa en razón de que 

teniendo por principal objeto el "impeachment" separar de su 
empleo al funcionario, sería un vano ejercicio de autoridad el 

promover un proceditniento cuando el más importante fin para 
el cual el remedio fué dado, no es ya necesario ni alcanzable. 

Tal criterio ha sido objetado diciéndose que c1; razonamien­
to ele Story no parece adecuado. En primer lugar, dice \Vi­
lloughhy, está reconocido por la Constitución que el objeto del 

"impeachment", puede no ser únicamente la remoción del acu­
sado de sn empleo, sino también su descalificación para des­
ern,peñar cargos públicos, en el futuro; y en segundo lugar, el 
"irnpeachment" puede fundarse en otras causas que en delitos 

. conwtidos, y por tanto el argumento de que el acusado puede 
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Si se ha producido el delito o delitos que se imputa, si 

los hechos revisten todas tos caracteres que con arreglo a la 

ley y a ta doctrina deben revestir para ser considerados hechos 

punibles, si es posible hacer efectivas sanciones del derecho cri- 

minal con prescindencia de pronunciamiento del Congreso res- 

pecto de gastos ocasionados, todas ellas y otras son cuestiones 

que deben resolver los jueces en el proceso, esto es, ejercitando 
su jurisdiccion, 

Para que los jueces puedan examinarlas no es necesario 

que el Congreso haga previamente juicio politico al mandata- 

rio depuesto. 

Es materia largamente controvertida la de si el jruicio po- 

litico procede cuando el funcionario ha cesado en su funciones. 

Sabido es que Story sostiene la negativa en razon de que 

teniendo por principal objeto el “impeachment” separar de su 
empleo al funcionario, seria un vano ejercicio de autoridad el 

promover un procedimiento cuando el mas importante fin para 

el cual el remedio fué dado, no es ya necesario 11 alcanzable. 

Tal criterio ha sido objetacdo diciéndose que ef razonamien- 
to de Story no parece adecuado. En primer lugar, dice Wi- 

lloughby, est& reconocido por la Constitucién que el objeto del 

“impeachment”, puede no ser Unicainente la remocién del acu- 

sado de su empleo, sino también su descalificacién para des- 
empefiar cargos ptiblicoy en el futuro; y en segundo lugar, el 

“impeachment” puede fundarse en otras causas que en delitos 

_cometidos, y por tanto e] argumento de que el acusado puede
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ser castigado en las cortes ordinarias de justicia carece en ta­

les rasos ele validez. 

Admitida la hipótesis de que pueda intentarse juicio polí­

tico contra un funcionario clespttés, que cesó en su empleo, no se 

sigue como consecuencia inclttclihle que la declaración de cul­

pabilidad en juicio político sea n:quisito previo para el ejerci­

cio de la jurisdicción ele los tribunales de justicia, cuando se 

acuse por .cielitos cometidos en el desempeño de funciones pú­

lJlicas, 

De lo expuesto debe concluirse que sólo la investidura pre­

sidencial caso ele conservarse, habría podido servir de funda­

mento a una cuestión sobre falta de jurisdicción en los trihu-

11ales ele justicia; como el carácter presidencial se ha perdido, 

la cuestión planteada -debe desestimarse. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen 

del señor Procurador Fiscal ele Cámara y ele la resolución ape­

lada de fojas 13, se la confirma en cuanto declara no haber 

lugar a _la excepción opuesta. - José 1l1arcó. - .�1arcelino Es� 

ralada. �� Roda/fo S�. Fcrre11
• 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 8 de 1931. 

Suprema Corte: 

Al interponer el recurso para ante Vuestra Excelencia, el 

recurrente se limitó a mencionar los artículos 14 de la ley nú� 

mero 48 y 6 de la ley uúmero 4055
1 

sin cumplir el requisito 

que exige E'!) artículo 15 de la citada ley número 48, cuando ex­

presa que la queja deberá deducirse de tal modo que su fun­

damento aparezca de los autos y tenga 1111a relación directa e 

inmediata a las cuestiones de validez de la Constitución, leyes, 
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ser castigado en las cortes ordinarias de justicia carece en ta- 

les casos de validez. 

Adimitida Ja hipdtesis de que pueda intentarse juicio poli- 

tico contra un funcionario después que cesd en su empleo, no se 

sigue como consecuencia ineludible que la declaracién de cul- 
pabtlidad en juicio politico sea requisito previo para el ejerci- 

cio de la jurisdiccién de los tribunales de justicia, cuando se 

acuse por delitos cometidos en el desempefio de funciones pt- 

Iicas. . 

De lo expuesto debe concluirse que solo la investidura pre- 

sidencial caso de conservarse, habria podido servir de funda- 

mento a una cuestion sobre falta de jurisdiccién en los tribu- 

nales de justicia; como el caracter presidencial se ha perdido, 

la cuestion planteada debe desestimarse. 

Por estos funcdamentos y los concordantes del dictamen 

let sefor Procurador Fiscal de Camara y de la resolucién ape- 

lada de fojas 13, se la confirma en cuanto declara no haber 

lugar a ja excepcidn opuesta. — José AMured. — Marcelino Es- 

calada, —- Rodolfo S. Ferrer, 

DICTAMEN DEL PROCURAD®R GENERAL 

Buenos Aires, Junio 8 de 1931, 

Suprema Corte: 

Al interponer el recurso para ante Vuestra Excelencia, el 

recurrente se limité a mencionar fos articulos 14 de la ley nt- 

mero 48 y 6 de la ley nittmero 4055, stn cumplir ef requisito 

que exige él articulo 15 de la citada ley nimero 48, cuando ex- 

presa que la queja debera deducirse de tal modo que su fun- 

damento aparezca de los autos y tenga una relacién directa ¢ 

inmediata a las cuestiones de validez de la Constitucidn, leyes,
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trados o comisiones en disputa. La omisión del requisito ex­
presado es suficiente para reputar improcedente el recurso de­
ducido, de acuerdo con lo resuelto reiteradamente por Vues­
tra Excelencia. (Fallos, tm:no 109, página 82; tomo 151, pá­
gina 152). 

A lo expuesto debo agregar, en atención a la particularidad 
del caso que motiva el recurso en trámite, que la resolución 
ape!acla toma de base antecedentes de hecho que no pueden ser 
materia de revisión dentro ele las limitaciones a que está sujeta 
la jurisdicción de apelación de esta Corte Suprema. Dicha re­
solución, en lo substancial, se funda en la circunstancia de riue 
el señor Hipólito Irigoyen ha perdido la investidura presiden­
dal, que es lo que hubiera po.dido servir de .base a una cues­
tión sohre falta de jurisdicción en los tribunales ele justicia, y 
esa pérdida emerge de hechos tenidos como notorios·, cuales son 
la deposición del mencionado ciudadano del cargo que desem­
peñaba, a causa de la revolución del 6 de septiembre próximo 
pasado, la instalación de un gobierno provisional que ha asu­
mido el Poder Ejecutivo Nacional, siendo en ese carácter re­
conocido por esta ... Corte Suprema, y por último, en el acata­
miento que el mismo ciudadano ha prestado al mencionado go­

bierno provisional al dirigirle la petición ele que se le permita 
ausentarse del territorio de la l{epública. 

Estos hechos, a mérito ele los cuales se llega a la conclu­
sión de que el señor Hipólito lrigoyen ha dejado en forma de­

finitiva de ser Presidente de la República, no son susceptibles 
de ser alterados por la vía del recurso extraordinario. 

La doctrina sentada por Vuestra Excelencia en reitera<la 
jurisprudencia ha consagrado que no es suficiente que en la 
caus2. �e haya planteado una cuestión constitucional o legal pa­
ra que ella por sí sola deter'mine la apertura del recurso extra­
ordinario, si al mismo tiempo el tribunal inferior ha resuelto 
otros puntos sometidos a su decisión aplicando preceptos de de-
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trados o comisiones en disputa. La omisién del requisito ex- 
presacdo es suficiente para reputar improcedente el recurso de- 

ducido, de actierdo con lo resuelto reiteradamente por Vues- 

tra FExcelencia. (Fallos, tomo 109, pagina 82; tomo 151, pa- 

gina 152), 

A lo expuesto debo agregar, en atencién a ja particularidad 
de! caso que motiva el recurso en tramite, que la resolucién 

apetada toma de base antecedentes de hecho que no pueden ser 

materia de revision dentre de las limitaciones a que esta sujeta 

la jurisdiccion de apelacion de esta Corte Suprema. Dicha re- 

solucién, en lo substancial, se funda en la circunstancia de que 

el sefior Hipdlito Irigoyen ha perdido la investidura presiden- 

cial, que es lo que hubiera podido servir de .base a una cues- 

tién sobre falta de jurisdiccién en los tribunales de justicia, y 

esa pérdida emerge de hechos tenidos como notorios, cuales son 

la deposicion del mencionado ciudadano del cargo que clesem- 

pefiaba, a causa de la revolucién del 6 de septiembre préximo 

pasado, la instalacién de un gobierno provisional que ha asu- 

mido el Poder Ejecutivo Nacional, siendo en ese cardcter re- 

conocido por esta_Corte Suprema, y por wltimo, en el acata- 

miento que el mismo ciudadano ha prestado al mencionado go- 

hierno provisional af dirigirle la peticidn de que se le permita 

ausentarse del territorio de la Reptblica. 

Estos hechos, a mérito de los cuales se llega a la conclu- 

sion de que el sefior Hipélito Irigoyen ha dejado en forma de- 

finitiva de ser Presidente de la Reptblica, no son susceptibles 

de ser alterados por la via del recurso extraordinario. 

La doctrina sentada por Wuestra Excelencia en reiterada 

jurisprudencia ha consagrado que no es stuficiente que en la 

causa se haya planteado una cuestién constituciona! o legal pa- 

ra que ella por si sola determine la apertura del recurso extra- 

ordinario, si al mismo tiempo el tribunal inferior ha resuelto 

otros puntos sometidos a su decision aplicando preceptos de de-
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recho común o analizando fos hechos invocados por las partes, 

pu;:sto que, si esta Corte no puede modificar la resolución dic­

tada sobre tales puntos, el examen que hiciera de la cuestión 

ccinstitucional o legal únicamente tendría valor como una decla­

ración abstracta, lo que es extraño a los pronunciamientos ju­

diciales. (Fallos, torno 115, página 406; torno 148, página 152; 

torno 155, página 641). En el caso de autos el recurrente sos­

tiene que .la justicia federal es incompetente para conocer en 

el proceso incoado contra su defendido y que éste debe ser 

juzgado en juicio público, pero estas alegaciones han sido re­

chazadas en la sentencia recurrida en razón ele estar compro­

bado que el inculpado no posee la investidura que invoca para 

negar competencia a los tribunales de justicia, por lo cual Vues­

tra Excelencia tendría previamente que resolver si está o no 

justificada. la conservación ele la investidura antes de exami­

nar. en caSo de que la resolución fuere afirmativa, si había 

lugar a .1a aplicación del artículo 51 de la Constitución. Como 

la decisión del tribunal inferior acerca de los puntos de he­

cho es irrevisible por esta Corte Suprema, carece de objeto 

práctico la apertura del recurso extraordinario. 

Por las consideraciones precedentes
., 

creo que no hay lu­

Rªr a1 re,:urso que se trae a conocimiento de Vuestra Exce­

lencia. 
Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 

la sentencia ele la Cámara Federal de Apelación ele la Capital, 

que confirmando la ele primera instancia no hace lugar a la ex-
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recho comin o analizando dos hechos invocados por las partes, 

puesto que, si esta Corte no puede modificar la resoltcion dic- 

tada sobre tales puntos, el examen que hiciera de la cuestion 

constitucional o legal anicamente tendria valor como una decla- 

racién abstracta, lo que es extrafio a los pronunciamientos ju- 

diciales. (Fallos, tomo 115, pagina 4@6; tomo 148, pagina 152; 

tomo 155, pagina 645. En e] caso de autos el recurrente sas- 

tiene que la justicia federal es incompetente para cenocer en 

et proceso incoado contra su defendido y que éste debe ser 

juzgado en juicio ptiblico, pero estas alegaciones han sido re- 

chazadas en Ja sentencia recurrida en razon de estar compro- 

bado que el inculpado no posee la investidura que invoca para 

negar competencia a los tribunales de justicia, por lo cual Vues- 

tra Excelencia tendria previamente que resolver si esta o no 

justificada. Ja conservacién de la investidura antes de exami- 

nar, en caso de que la resolucion fuere afirmativa, si habia 

lugar a ta aplicacién del articulo 51 de la Constitucion. Como 

la decision del tribunal inferior acerca de los ptintos de he- 

cho es irrevisible por esta Corte Suprema, carece de objeto 

practico Ja apertura del recurso extraordinario. 

Por las consideraciones precedentes, creo que no hay lu- 

gar al recursa que se trae a conocimiento de Vuestra Exce- 

lencia. 
Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 19381. 

Y Vistos: 

E] recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 

la sentencia de la Camara Federal de Apelacién de ta Capital, 

que confirmando la de primera instancia no hace lugar a la ex-
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cepción ck incompetencia de jurisdicción opuesta por el seftor 
Hipólito Irigoyen; y 

Considerando: 

Que el señor Irigoyen se opone a prestar declaración in­
dagatoria <:n los presentes autos, fundado: a) en que ele acuer­
do .con los artículos 45

1 
51, sz· y 75 ele la Constitución Nacio-

11al, es al Senado a quien corresponde juzgarlo en juicio pú­
blico, mientras sea Presidente de la Nación, carácter este úl­
timo que conservará hasta tanto su renuncia sea aceptada por 
d Congreso conforme a lo pres-cripta por el artículo 67, in­

�iso 17 de la Carta Fundamental; b) en que imputándosele de­
litos relacionados con el emp:eo de los dineros del Estado, stt 
procesamiento y condena no puede hacerse por . el 'Poder Ju­
dicial hasta tanto el Congreso, usando de la facultad conferida 
por el inciso 7" del artículo 67 concordante con el inciso 13 del 
artículo 86 ele la Constitución, se haya pronunciado sobre la in­
versión ele la renta desechando las cuentas presentadas por el 
P. E. 

Que, respecto de la primera cuestión, cabe observar que, 
?. diferencia de las Constituciones de los años 1819 (artículo 
8), 1826 (artículo 19) y 18.53 (artículo 41), que consagraban 
un pro�·cdimiento equivalente al "impeachment" inglés y según 
el cual, por consiguiente, era el Senado quien juzgaba al Pre­
sidente y a los demás altos funcionarios del Estado por fos de­
litos de traición, concusión, malversación ele fondos públicos, 
violación de la Constitución y otros crímenes qttc merezcan pe-
11� inf.:�n�ante o de muerte, la Constitución en vigor establece 
1111 procedimiento cuyo único fin es investigar si existe causa 
par;:1, remover un empleado o funcionario público el .cual una 
vez clestituído quedará sujeto a la acusación, juicio y castigo 
ante los tribunales ordinarios en la hipótesis de haber cometido 
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cepeién de incompetencia de Jurisdiccién opuesta por el sefor 

Hipolito Trigoyen; y 

Considerando: 

Que el sefior Irigoyen se opone a prestar declaracién in- 

dagatoria en los presentes autos, fundado: a) en que de acuer- 

do .con los articulos 45, 51, 52 y 75 de la Constitucién Nacio- 

nal, es al Senado a quien corresponde juzgarlo en juicio pi- 
blice, mientras sea Presidente de la Nacién, caracter este dal- 

timo que conservara hasta tanto st renuncia sea aceptada por 

el Congreso conforme a lo prescripto por el articulo 67, in- 

ciso 17 de la Carta Fundamental; b) en que imputandosele de- 

litos relacionados con el emp'eo de los dineros del Estado, sn 

procesamiento y condena no puede hacerse por.el Poder fu- 

dicial hasta tanto el Congreso, usando de Ja facultad conferica 

por el inciso 7° del articulo 67 concordante con el inciso 13 del 

articulo 86 de fa Constitucién, se haya pronunciado sobre la in- 

version de la renta desechando las cuentas presentadas por el 

P. E. 

Que, respecto de la primera cuestion, cabe observar que, 

a diferencia de las Constituciones de los afios 1819 (articulo 

8), 1826 (articulo 19) y 1853 (articulo 41), que consagraban 
ul procedimiento equivalente al “impeachment” inglés y segtin 

cl cual, por consiguiente, era el Senado quien juzgaba al Pre- 

sidente y a los demas altos funcionarios del Estado por jos de- 

lites de traicién, concusidn, malversacién de fondos ptblicos, 

violacion de la Constituctén y otros crimenes que merezcan pe- 

na infamante o de muerte, la Constitucién en vigor establece 

un procedimiento cuyo tnico fin es investigar si existe catisa 

para) remover un empleado o funcionario ptiblico el cual una 

vez destituido quedara sujeto a la acusacién, juicio y castigo 

ante los tribunales ordinarios en la hipdtesis de haber cometido
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dé.itcs reprimidos por las leyes. En el sistema del ' 1impeachme11t" 
b rama ·joven del Parlaipcnto acusa y el Senado juzga y rns­
tiga como si fuera un tribunal judicial; en el procedimiento adop­
tado por la Constitución en vigor, el Senado se limita a quitarle 
la investidura al nngistrado para entregarlo a la justicia ordi­
naria si se le imputa la realización de algún crimen o delito de 
los previstos por las leyes generales - artículo 52 de la Cons­
titución, inciso 29 

-, Aictas de la Convención del año 1860, 

Que s-i la defensa opuesta significa que el señor Hipólito 
Irigoyen sólo puede ser juzgado por el Congreso, se incurre en 
un evidente error ele concepto, pues dentro ele la organización 
dada por los artíctt'.os 45, 51 y 52 de la Constitut.ión al juicio 
político,. el funcionario sometido a él tiene los mismos jueces que 
ios instituíclos para conocer de los dditos cometidos por cual­
(1uíer persona dentro del territorio de la Nación. Las formálicla­
des previos organizadas por la Carta Fundamental, no desvir­
túan el principio de la igualdad ante la ley, ha dicho Montes de 
Oca, Tomo II, página 183; ellas emanan del equilibrio y pon­
deración de las ramas del gobierno, ·desde que si ttn juez pu­
diera, prescindiendo de ellas, formar causa a1 prim,er magistra­
do ele la Nación o aprehender a un miembro del Congreso, se 
constituirfo. en árbitro supremo del país por el ejercicio de una 
<n1toriclacl temible para i1a permanencia de los poderes ejecu­
tivo y legislativo. Inspirada en estas ideas, la 1':otnisión revi­
sora de la Constitución del 53 ha establecido "que el juicio 
político es una consecuencia del principio de que todo funcio­
nario público es responsable y tiene por únfü:::o y exclusivo ob­
jeto hacer efectiva esa responsabilidad, y se somete esta atri­
bución a las legislaturas, porque no es posible que los tribuna­
le�: ordinarios pudiesen entender de tales faltas, salvo cuando 
medie 1111 d:·lito drfinido por !'as lcycs

1 
en cuyo caso el juicio 

político sólo tiene por objeto la destitución del funcionario. En 
· el caso de autos, precisamente se imputa al señor Hipó!ito Iri­
goyen delitos definidos por las leyes,, y el juicio político en la
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ddites reprimidos por las leyes. En el sistema de! “impeachment” 

la rama ‘joven del Parlamento acusa y el Senado juzga y cas- 

tiga como si fuera un tribunal judicial; en el procedimiento adop- 

tado por Ja Constitucién en vigor, el Senado se limita a quitarle 

la investidura al magistrado para entregarlo a la justicia ordi- 

aria si se le imputa la realizacién de algvin crimen o delito de 

los previstos por tas leyes generales — articulo 52 de fa Cons- 

titucién, inciso 2° —. Arctas de Ja Convencién del afio 1860. 

Que si la defensa opuesta significa que el sefior Hipdlito 

Irigoyen sdlo puede ser juzgado por el Congreso, se incurre en 

un evidente error de concepto, pues dentro de la organizacién 
dada por los articu'os 45, 51 y 52 de la Constitutién al juicio 

politico, el funcionario sometido a él tiene los mismos jueces cue 

los instituidos para conocer de los delitos cometidos por cual- 

quier persona dentro del territorio de la Nacién. Las formalida- 

des previos organizadas por la Carta Fundamental, no desvir- 

tuan el principio de Ja igualdad ante la ley, ha dicho Montes de 

Orca, Tomo TI, pagina 183; ellas emanan del equilibrio y pon- 

deracién de las ramas del gobierno, desde que si un juez pu- 

diera, prescindiendo de ellas, formar causa al primer magistra- 

do de la Nacién o aprehender a un miembro del Congreso, se 

constituiria en arbitro supremo del pais por el ejercicio de una 

autoridad temible para la permanencia de los poderes ejecu- 
tivo y legislativo. Inspirada en estas ideas, la s:omision revi- 

sora de la Constitucién del 53 ha establecido “que el juicio 
politico es una consecuencia del principio de que todo funcio- 

nario ptblico es responsable y tiene por tinitto y exclusivo ob- 

jeto hacer efectiva esa responsabilidad, y se somete esta atri- 

bucién a fas legislaturas, porque no es posible que los tribuna- 

les ordinarios pudiesen entender de tales faltas, salvo cuando 

medic we delito definido por tas leyes, en ctryo caso el juicio 

politico sdlo tiene por objeto la destitucién del funcionario. En 

‘el caso de autos, precisamente se imputa al sefior Hipdlito Iri- 

goyen delitos definidos por las leyes, y el juicio politico en la
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liii;óicsis ele lratarse realmente del Presidente de la República, 
no tendría por objeto juzgarlo y aplicarle la pena, sino s1111-
plementc removerlo para cntregar:'.o a los tribunales ele jus­
ticia. 

Que, si en cambio, la defensa opúesta por el sefior Irigoycn 
comportara simplemente sostener que el poder judil:ial carece de 
competencic. para juzgarlo mientras su separación del cargo no 
haya sido pronunciada por el Senado, tampoco seda admisible 
desde que aquél carece en la actualidad ele la investidura pre­
sidencial. 

Que, en efecto, para que el procedimiento del juicio po­
�ítico se ponga en movimiento es indispensable que él se refiera 
y aplique a uno ele los funcionarios enumerados por el artículo 
45 de la Constitución, que se encuentre actualmente en el cles­
empéño y posesión ele la funl:ión púhlica. Y se comprende es­
ta última exigencia, porque si el efecto de la sentencia del Se­
nado es simplemente el de destituir al acusado, no se vé cbmo 
ést2 pocl.ría realizarse respecto de un funcionario que ha de­
jado de serlo por tertninación de su mandato, por renuncia pre­
sentada antes de iniciado el procedimiento del juicio po1ítico 
o por derrocamiento generado en una revolución triunfante -­
Story (Traducción Calvo, T. I. IV edición, p,ígina 485) -,
dice a este respecto lo siguiente: si la Constitut:::ión ordena fa
destitución, es porque supone al acusado todavía en ejercicio de
sus funciones cuando se Je hace la acusación. Siendo ele otra
manera, el cielito debe ser j uzgaclo y castigado por los tribu­
nales ordinarios. Esto se justifica, dice,· observando que sería
ejercer una autoridad ilusoria la ele juzgar a un culpable por
un crimen susceptible de juicio político, \cuando el principal ob­
jeto de la 1Jey no es ya necesario, ni tanlpoco puede ser alcan­
zado. Hay todavía otra observación importante que hacer, y es
que el procedimiento ele estas acusaciones es de naturaleza po­
lítica; que no ha sido imaginado para castigar al cnlpahle, si­
no para garantir a la sociedad contra los graves delitos de los
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lipdtesis de tratarse realmente del Presidente de la Republica, 
no tendria por objeto juzgario y aplicarle la pena, sino sim- 

plemente removerlo para entreganio a los tribunales de jus- 

ticia. 

Que, si en cambio, la defensa optiesta por e! seftor Irigoyen 

comportara simplemente sostener que el poder judivial carece de 

competencia pata juzgarlo mientras su separacién del cargo no 

haya sido pronunciada por el Senado, tampoco seria admisible 

desde que aquél carece en la actualidad de la investidura pre- 

sidencial. 

Que, en efecto, para que el procedimiento del juicio po- 

4itico se ponga en movimiento es indispensable que él se refiera 

y aplique a uno de los funcionarios enumerados por el articulo 

45 de la Constitucién, que se encuentre actualmente en el des- 

empefio y posesion de la furtziédn pttblica, Y se comprende es- 

ta ultima exigencia, porque si el efectu de la sentencia del Se- 

nada es simplemente el de cestituir al acusado, no se vé cémo 

ésta podria realizarse respecto de tun funcionario que ha de- 

jado de serlo por tertinacién de su mandato, por rentincia pre- 

sentada antes de iniciado el procedimiento del juicio politico 

o por derrocamiento generado en una revolucion triunfante — 

Story (Traduccién Calvo, T. I. TV edicién, pagina 485) —, 

dice a este respecto lo siguiente: si la Constitweiédn ordena fa 

destitucién, es porque supone al acusado todavia en ejercicio de 
sus funciones cuando se Je hace la acusacién. Siendo de otra 

manera, el delito debe ser juzgado y castigado por fos tribu- 

nales ordinarios. Esto se justifica, dice,: observando que seria 

ejercer una autoridad jlusuria la de juzgar a un culpable por 

un crimen susceptible de juicio politico, ‘cuando el principal ob- 

jeto de Ja dey no es ya necesario, ni tampoco puede ser alcan- 

zade. Hay todavia otra ohservacién importante que hacer, y es 

que el procedimiento de estas acusaciones es de naturaleza po- 

litica; que no ha sido imaginado para castigar al culpable, si- 

no para garantir a la sociedad contra los graves delitos de Jos
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funcionarios; que no afe_cta ni la persona, ni los bienes del cul­
pable, sin0 solamente su \capacidad política. En el mismo sen­
tido Tucker - On the Constitution, página 410 -. La opi­
nión de Willoughhy - T. IJ, N' 651 --, contraria a la de Stnry, 
se funda en razones vinculadas a la hipótesis ele que la renun­
cia del funcionario se produzca después de iniciado el procedi­
miento del juisio político, esto es, cuando ya medie acusación 
de la Cámara ele Diputados-, y en tal caso, claro es que no pue­
de estar en manos de:\ funcionario evitar el castigo de inhabi­
litaV:ión mediante la renuncia. 

Que el señor Irigoyen, Presidente ele la República hasta 
el 6 ele septiembre de 1930, fué derrocado en esa fecha por ttna 
revolt1ción triunfante, y al hecho definitivo del derrocamiento 
se agrega su actitud personal de separarse del gobierno tne­
diant� la renuncia dirigida a los jefes militares la misma noche 
del 6. A pai-tir de esa fecha el Presidente dept1esto no ha ejer­
citad.o acto alguno de gobierno y ha carecido de ,las facultades 
y poderes inherentes al cargo de Presidente de la Nación. Simul­
tánean1ente, el manejo y la dirección de las fuerzas militares 
y navales, así como las de poH:::ía, se han hallado fuera de su 
alcance y en manos del gobierno provisional. 

Que la revolución triunfante ·ha obtenido e1 reconocimiento 
ele 11podcr de hecho por esta Corte Suprema, en mérito del con­
senso y acatamiento general del país y de su aptitud para ase­
gurar la paz y el orden :de la Nación y por consiguiente para 
proteger la libertad, la vida y la propiedad de las- personas'': 
y hci. obtenido también el reconocimiento de todos los Estados 
con 1os cuales nuestro país mantiene relaciones ofil:iaks de so­
beranía. 

Que al hacer dimisión ele �u cargo presidencial rn manos 
de: los jefes militares de la revolución del 6 ele septie1nhre y 
no ante el Congreso de la •Nación, don Hipólito Irigoyen hace 
i1v.::onfundihlc reconocimiento de la autoridad efectiva que tsos 
jefes -• los que constituyeron el gobierno provisional - ejer-
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funcionarios; que no afecta ni Ja persona, ni fos bienes del cul- 

pable, sine solamente su ‘capacidad politica. En el mismo sen- 

tido Tucker — On the Constitution, pagina 410 —. La opt- 
nién de Willoughby — T. TJ, N* 651 --, contraria a la de Story, 

s¢ funda en razones vinculadas a la hipdtesis de que la renun- 

cia def funcionario se produzca después de iniciado el procedi- 

miento del juicio politico, esto es, cuando ya medie acusacién 

de la Camara de Diputados, y en tal caso, claro es que no pue- 

de estar en manos del funcionario evitar el castigo de inhabi- 

litaei6n mediante la renuncia. 

Que el sefior Irigoyen, Presidente de la Reptblica hasta 

el 6 de septiembre de 1930, fué derrocado en esa fecha por una 

revolucién triunfante, y al hecho definitivo del derrocamiento 

se agrega su actitud personal de separarse del gobierno me- 

diante la renuncia dirigida a los jefes militares la misma noche 

del 6. A partir de esa fecha e} Presidente depuesto no ha ejer- 
citada acto alguno de gobierno y ha carecido de das facultades 

y poderes inherentes al cargo de Presidente de la Nacion. Simul- 

taneamente, el manejo y la dirececién de las fuerzas militares 

y navales., asi como las de polfcia, se han hallado fuera de su 

alcance y en manos del gobierno provisional. 

Que la revolucién triunfante “ha obtenido ef reconocimientn 

de “poder de hecho por esta Corte Suprema, en mérito del con- 

senso y acatamiento general de) pais y de stu aptitud para ase- 

gurar la paz y el orden de fa Nacién y por consiguiente para 

proteger Ja libertad, la vida y la propiedad de las. personas”: 

y ha obtenido también el reconocimiento de todos los Estados 

can ‘os cuales nuestro pais mantiene relaciones ofiziales de so- 

berania. 

Que al hacer dimisién de su cargo presidencial en manos 

de Ics jefes militares de la revolucion del 6 de septiembre y 

ne ante el Congreso de Ja ‘Nacién, don Hipdlito Irigoyen hace 

inconfundible reconocimiento de la autoridad efectiva que ¢sos 

jefes — los que constituyeron el gobierno provisional — ejer-
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cían en el país y como no hizo reservas o salvedades ele ningún 
carúcter, no puede fundar la excepción que se ana.Hza en su 
�';didacl de Presidente de la Nación Argentina. 

Que si como queda dicho el juicio político sólo tiene por 
fin obtener que se levanten las inmunidades al funcionario pa­
r.-.. alcanzar al hombre con las sanciones que los jueces or,clina­
ríos aplican a todos por igual, no existiría utilidad práctica ni 
razón cloctrinariv, que justifique el procedimiento respecto ele 
quien no tiene el ejercicio ele la función, ni puede por consi­
guiente ser destituído de ella. 

Que, por último, si don Hipólito Irigoyen mantuviera, co­
mo se pretende, su investidura presidei1:ial a pesar del derro­
camiento y de la renuncia, el propósito proclamado por la re­
volución de convocar a elecciones generales con el fin de cons­
tituir, entre otros poderes, el Ejecutivo Nacional y el fnani­
ficsto anhe1o clr la opinión en el mismo sentido, quedaría frus­
trado desde que, constitucionalmente, no cabe la posibilidad de 
elegir un nuevo presidente mientras exista uno legal con dilata­
do término vigente: y la consecuencia, por ,cierto inadmisible, 
sería la ele que el país no podría volver a su régimen político 
normal sino después que el Presidente derrocado hubiera in­
tegrado el período para el que fué elegido. 

Qt1c, respecto ele la segunda defensa, debe observarse en 
primer término que, aun cuando sea verdad como lo dispone 
el inciso 79 del artículo 67 que es al Congreso a quien corres­
ponde aprobar o desechar la cuenta de inversión de los di­
neros y rentas_ públicas, también lo es que ni .ele la misma Cons·­
titt� ·ión ni ele la ley ele Contabilidad se infiere la consecuencia 
ele que mientras tales ctlentas no hayan sido desechadas por 
<1quél, es impnsib�e hacer efectiva la responsabilidad de los fun­
cionarios públicos por los delitos· que puedan hacer cometicl() 
en el manejo de las rentas ele] Estado. 

Que tal consecuencia implicaría, desde iuego, asegurar la 
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cian en el pais y como no hizo reservas o salvedades de ningtin 

caracter, no puede fundar la excepcidn que se analiza en su 

calidad de Presidente de la Nacién Argentina. 

Que si como queda dicho el juicio politico sdélo tiene por 

fin obtener que se levanten las inmunidades al funcionario pa- 

ra alcanzar al hombre con las sanciones que los jueces ordina- 

rios aplican a todos por igual, no existiria utilidad practica ni 

razon doctrinaria que justifique el procedimiento respecto de 

quien no tiene el ejercicio de la funcién, ni puede por consi- 

guiente ser destituida de ella. 

Que, por tltimo, si don Hipdlito Irigoyen mantuviera, co- 

me se pretende, su investidura presidential a pesar del derro- 

camiento y de la renuncia, el propésito proclamado por la re- 

volucién de convocar a elecciones generales con el fin de cens- 

tituir, entre otros poderes. ef Ejecutivo Nacional y el mani- 
fiesto anhelo de [a opinién en el mismo sentido, quedaria frus- 

trado desde que, constitucionalmente, no cabe la posibilidad de 

elegir un nulevo presidente mientras exista uno legal con dilata- 

do térmtno vigente; y la coensecuencia, por cierto inadmisible, 

seria la de que el pais no podria volver a su régimen_ politico 

normal sino después que el Presidente derrocado hubiera in- 

tegrado el periodo para el que fué elegido. 

Que, respecto de la segunda defensa, debe observarse en 

primer término que, aun cuando sea verdad como lo dispene 

el inciso 7° del articulo 67 que es al Congreso a quien corres- 

ponde aprobar o desechar Ja cuenta de inversién de los di- 
neros y rentas ptiblicas, también lo es que ni de la misma Cons- 

tittWion ni de la ley de Contabilidad se infiere la consecuencia 

de que mientras tales cuentas no hayan sido desechadas por 

aqueél, es impesib'e hacer efectiva la responsabilidad de los fun- 

cionarios pttblicos por los delitos que puedan hacer cometido 

en el manejo de las rentas del Estado. 

Que tal consecuencia implicaria, desde luego, asegurar la
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impunidad de los funcionarios públicos en ese particular, pues 
el contralor legislativo del presupuesto prácticamente no exis­
te en el país (Dielsa, T. IJ, página 538), bastando recordar pa­
ra clemostr'arlo que desde la reorganización de la Na.:ión sólo 
han sido aprobadas por el Congreso las cuentas de inversión 
correspondientes a ,los años 1864 y 1866 y revisadas las de 
191�-. 

Que los delitos de malversación de caudales públicos y de 
vío'.ación ele los deberes ele los funcionarios, públicos, puec!en 
cometerse por todas las personas que desempeñan cargos en la 
ac(m3nistración, estén o no sujetas al juicio. político. La cuenta 
de inversión cuya aprobación ,corresponde al Congreso abarca 
la totalidad ele los dineros empleados en el ejerl:icio ele que se 
trata y comprende la gestión de gran número de funcionarios; 
si éstos no pudieran ser responsabilizados por fos delitos come­
üdos en el manejo de tales fondos hasta tanto la .cuenta se hu-' 
biesc revisado por el Congreso, las disposiciones del Código Pe­
na! serían letra muerta, y contra lo deseado y lo exigido por la 
experiencia, hahríase sancionado en el hecho un régimen· de la 
n.1ás absoluta impunidad en el empleo ele la renta púhUca. 

Que cuando el examen ele la gestión financiera ele un. ex­
presidente acusado, se verifica al único fiq de comprobar si con­
curren los elementos determinantes ele un delito y ello en vir­
tud de una autorización atribuí da al Poder J uclicial por el art. 
52 ck la Constitu.:ión y por el propio Congreso al sancionar e� 
Código Penal, no puede decirse que aquel Poder invade la esfr.:ra 
de acción de las facultades .legislativas . 

Tal invasión de facultades sería en cambio exacta si se 
tratara no ya de actos calificados ele delitos, sino de aquellos que 
emanan directamente del ejercicio del gobierno y en virtud de 
los cuales un Presidente o un lvlinistro se viese en el caso de 
separarse ele las normas administrativas y de contabilidad pres­
criptas por las leyes y de cuya inobservancia se hubiera derivado 
un perjuicio a la renta pública, 
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impunidad de los funcionarios piblicos en ese particular, pues 

el contralor legislativo del presupuesto practicamente no exis- 

te en el pais (Bielsa, T. IJ, pagina 538), bastando recordar pa- 

ra demostrarlo gue desde la reorganizacién de la Nacién sdlo 

han sido aprobadas por el Congreso las cuentas de inversidn 

correspondientes a dos afios 1864 y 1866 y revisadas las de 

1914. 

Que los delitos de malversacién de caudales putiblicos y de 

vio‘acién ce los deberes de los funcionarios ptiblicos, pueden 

cometerse por todas las personas que desempefian cargos en la 

administracién, estén o no sujetas al juicio, politico. La cuenta 

de inversién cuya aprobacién corresponde al Congreso aharca 

fa totalidad de los dineros empleados en el ejer#icio de que se 

trata y comprende la gestién de gran ntmero de funcionarios; 

si éstos no pudieran ser responsabilizados por tos delitos come- 

tidos en el manejo de tales fondos hasta tanto la cuenta se hu- 

biese revisado por el Congreso, las disposiciones det Cédigo Pe- 
nal serian letra muerta, y contra lo deseado y Jo exigido par la 

experiencia, habriase sancionado en el hecho un régimen:de la 

nas absolttta impunidad en el empleo de Ja renta publica. 

Que cuando el examen de la gestion financiera de un ex- 

presidente acusado, se verifica al tinico fin de comprobar si con- 

curren los elementos determinantes de un delito y ello en vir- 

tud de una autorizacién atribuida al Poder Judicial por el art. 

52 de la Constitweion y por el propio Congreso al sancionar el 

Codigo Penal, no puede decirse que aquel Poder invade Ia esfera 

de accion de las facultades Jegislativas . 

Tal invasion de facultades seria en cambio exacta si se 

tratara no ya de actos calificados de delitos, sino de aquellos que 

emanan directamente del ejercicio del gobierno y en virtud de 

los cuales un Presidente o un Ministro se viese en el casa de 

separarse de las normas administrativas y de contabilidad pres- 

criptas por fas leyes y de cuya inobservancia se hubiera derivado 

un perjuicio a la renta ptiblica.
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En este caso, que no es el ele autos, la responsabilidad clel 
magistrado por tales hechos, y por consiguiente la acción ele res­

pmsahiliclacl, estaría supeditada en su existencia al examen pre­

vio del Congreso fftte puede hacerla desaparecer por la aproln­
ción de la cuenta de inversión. 

Que aún en aquellos países corno Francia donde, a dife­
rencic:1, del nuestro, la acusación de los delitos cometidos por los 

ministros en ejercicio de sus funciones se haice ante el Senado 
por iniciativa de la Cámara de Diputados para que aquel cuerpo 

jtt?.:gue y castigue, se admite que si la Cámara ele Diputados, no 

acuse\ ni emite juicio, se aplica el derecho común, siendo por 
consiguiente la justicia ordinaria la llamada a conocer en la cau­

s<1 mit-ntras la Cámara no reivindique para sí el derecho de ha­
cen]o interviniendo y declarando que hay lugar a perseguir a un 

ministro o ex-ministro por crimen en el ejen:icio ele sus funcio­

m s, (Duguit. lVJanuel ele Derecho Constitucional. Traclttcción 

Acuiia. pág. 447, 518). (Smein, Derecho Constitucional, t. II, 

págs. 270 y 256 y siguientes. Edición ele 1921). 

Que en b ·doctrina constitucional y administrativa ;0e preco­

niza como necesaria. la discriminación entre el delito cometido 
por un funcionario en el ejerd:io de sus funciones y el acto de 

gobierno que sin revestir los caracteres de tal, ha tenido por re­
sultado causar un perjuicio de carácter pecuniario al patri1110-

ni0 ele la Nación, Sólo en el {ftimo supuesto se requiere como 
condición previa al ejercicio ele la acción ele responsabilidad civil 

el pronunciamiento del Parlamento sobre la cuenta de inversión 
correspondiente al año en que el acto fué realizado. (Duguit, 
obra citada, págs. 518 y 519 y Smein, págs. 256 y 265). La ex­

plicación de la diferencia ele procedimientos en ambas hipótesis, 

se halla en que cuando séfo está comprometida la responsahili­
dad civil del funcionario, el Parlamento tiene a'mplia libertad pa­

r?, ratificar el acto administrativo o financiero defectuoso, otor­

gándole un hill de indemnidad; y en cambio carece de ella en la 

hipótesis del d'elito, pues la misma ,1cy que él ha clictaclo dando 
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En este caso, que no es el de autos, la responsabilidad cel 

magistrado por tales hechos, y por consiguiente la accioén de res- 

ponsabilidad, estaria supeditada en su existencia al examen pre- 

vio del Congreso que puede hacerla desaparecer por la aproba- 

cidn de la cuenta de inversién, 

Que atin en aquetlos paises como Francia donde, a dife- 

renciz, del nuestro, la acusacién de los delitos cometidos por los 

iinistros en ejercicio de sus funciones se hace ante el Senado 

por Iniciativa de la Camara de Diputados para que aquel cuerpo 

juzgue y castigue, se admite que si la Camara de Diputados, no 

acusa ni emite juicio, se aplica el derecho comtin, siendo por 

consiguiente la justicia ordinaria la Hamada a conocer en la cau- 

sa mientras la Camara no reivindique para si el derecho de ha- 
cenlo interviniende y declarando que hay lugar a perseguir a un 

ministro o ex-ministro por crimen en el ejercicio de sus funcio- 

nes, (Duguit. Manuel de Derecho Constitucional. Traduccién 

Acufia, pag. 447, 518). (Smein, Derecho Constitucional, t. UH, 

pags. 270 y 256 y siguientes. Edicién de 1921). 

Que en Ja doctrina constitucional y administrativa se preco- 

niza como necesaria la discriminacién entre el delito cometido 

por un funcionario en el ejercisio de sus funciones y el acto de 

gobierno que sin revestir fos caracteres de tal, ha tenido por re- 

sultado causar un perjuicio de caracter pectuniario al patrimo- 
nio de la Nacién. Sdjo en el tftimo supuesto se requiere como 

condicion previa al ejercicio de la accién de responsabilidad civil 

el pronunciamiento de! Parlamento sobre la cuenta de inversién 

correspondiente al afio en qtie ef acto fué realizado. (Duguit, 

obra citada, pags. 518 y 519 y Smein, pags. 256 y 265). La ex- 

plicacién de la diferencia cde procedimientos en ambas hipotesis, 

se halla en que cuando sd’o esta comprometida la responsalvili- 
dad civil del funcionario, e! Parlamento tiene amplia libertad pa- 

re, ratificar el acto administrativo o financiéro defectuoso, otor- 

gandele un bill de indemnidad; y en cambio carece de ella en la 

hipdtesis del delito, pues la misma dey que él ha dictacdo dando
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a un hecho carácter penal, lo obliga 1co1110 a cualquier particular 
y b ratificación sería imposible sin violar sus propios estatutos. 

Que esta solución concilia y armoniza, atribuyéndoles su 
verdadero valor, las disposiciones constitucionales de aplicación 
;:�l caso y que son: a), el art. 52 que pone en manos de·la jus� 
ticia ordinaria el juzgarniento, conforme a las leyes, ele los de­
litos cometidos por los funcionarios pú!)lic.os en el ejercicio ele 
sus funciones; b), el art. 67, inciso 11 que autoriza al Congreso 
a dictar un Código Penal y por consiguiente a incluir en él to­
dos aquellos cle1itos que la doctrina o la experiencia aconsejan 
como contrarios al mejor orden de la socicd1ad y de la adminis­
tración pública; e), la cláusula del art, 67, inciso 7", en .cuya 
virtud se otorga al Congreso la facultad ele aprobar o desechar 
la cuenta de inversión. 

L<:� amplitud aparente de esta última disposición tornada ais­
ladamente, viene a quedar restringida en su alcance por la fa­
cultad ::;ünultanea conferida al l?ocler Legislativo en dl inciso 11 

del artículo 67 y por el último apartado del artículo 52 qtie per­
mite someter ante los trilmnnles ordinarios el jttzgamiento, con­
forme a las leye;, ele los delitos cometidos por los funcionarios 
públicos sujetos al juicio político. 

En efecto, el uso que el Congreso ha hEt'ho de .Ja primera 
al dictar el Código en lo Criminal declarando delito un acto 
vinculado a la gestión financiera de los funcionarios públicos, 

cmnporta la consecuencia de que su derecho de aprobar la cuen­
ta de inversión se limita al caso ele que ella no revde la exis­
tencia ele un delito especificado por la ley penal. 

Si así 110 fuera, y si 110 obstante aparecer tal delito se pres­
tar?. aprobación a la (:uenta, además de violar la ley, el Con­
greso habría desconocido el art. 52 de la Constitución, que ntri­
huy<· a los tribunales ordinarios la facultad ele juzgar y cústigar 
lo:: hecho.e; de esa naturaleza, vedándole claramente esa facul­
tad al cuerpo legislativo. 

Y en estas condiciones, es evidente que el conflicto entre 
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a un hecho caracter penal, lo obliga como a cualquier particular 
y la ratificacion seria imposible sin violar sus propios estatutos. 

Que esta solucién concilia y armoniza, atribuyéndoles su 

verdadero valor, las disposiciones constitucienales de aplicacién 

al caso y que son: a), el art. 52 que pone en manos de-la jus- 

ticia ordinaria el juzgamiento, conforme a las leyes, de los de- 

litos cometidos por los funcionarios ptiblicos en el ejercicio cle 
sus funciones; b), el art. 67, inciso 11 que autoriza al Congreso 

a dictar un Codigo Penal y por consiguiente a incluir en él to- 

dos aquellos delitos que la doctrina o la experiencia aconsejan 

como contrarios al mejor orden de la sociedad y de la adminis- 

tracién publica; ¢), la clausula del art. 67, inciso 7%, en cuya 

virtud se otorga al Congreso la facultad de aprobar o desechar 

la cuenta de inversion. 

Lz amplitud aparente de esta titima disposicion tomada als- 

Jadamente, viene a quedar restringida en su alcance por fa fa- 

cultad simultanea conferida al Poder Legislativo en of inciso 11 

de! articulo 67 y por el ditimo apartado del articulo 52 que per- 

mite someter ante los tribunales ordinarios el juzgamtento, con- 
forme a las leyes, de los delitos cometidos por los funcionarios 

ptthlicos sujetos al juicio politico. 

itn efecto, el uso que ef Congreso ha hdazho de ta primera 

al dictar el Codigo en lo Criminal declarando delito un acto 
vinculado a Ja gestion financiera de los funcionarios putblicos, 

comporta la consecuencia de que su derecho de aprobar la cuen- 

ta de inversion se limita al caso de que ella no revete Ja exis- 

tencia de un delito especificado por la ley penal. 

5i asi no fuera, y si no obstante aparecer tal delito se pres- 

tara aprobacién a la cuenta, ademas de violar la ley, el Con- 

greso habria desconocido el art. 52 de la Constitucién, que atri- 

buye a los tribunales ordinarios la facultad de juzgar y castigar 

los hechos de esa naturaleza, vedandole claramente esa facul- 

tad al cuerpo legislativo. 

Y en estas condiciones, es evidente que ef conflicto centre
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la función legislativa anterior o ulterior y el ejercicio de la atri­
bución jnclicial, se torna legalmente imposible, y por consiguien­
tl: ino·ct10 el requisito de un previo pronunciamiento de parte del 
Congreso. 

Que en el caso "sub-judice" la acusación formulada contra 
el señor Irigoyen, en uno de sus capítulos·, tiene como origen un 
acto de su gestión financiera, pero, se afirma además qne ese 
acto reviste los caracteres ele un cielito previsto y penado por 
el art. 260 del Código Penal, y en virtud de esta última cir­
cunstancia y de lo precedentemente expresado, la competencia 
de la justicia debe ser c:iclmitida sin el requü.ito previo ele que 
la cuenta ele inversión haya sido desediacla por el Congreso, 

Que la ley de Contabilidad en su art. 83 adopta un criterio 
sitnilar respecto de los delitos cometidos por los funcionarios 
en el manejo de los dineros públicos. 

Si la Contaduría en el examen de las_ cuentas enconLrara 

que se ha cometido el delito de falsedad o cualquiera de los pre­
vistos en :los arts. 7 5 y desde el 79 al 90 de la ley de 14 de Sep­
tiembre de 1863 ( ahora los previstos por el Código Penal en 

mérito de lo dispuesto en el art. 305 del mismo'.)¡ sin perjuicio 
<le continuar la tram,itación para el fenecimiento de la cuenta, 
In participará al P. E. para que éste incite a quien corresponde 
a fin de obtener que los autores y cómplices sean juzgados por 
la autoridad "Competente. Como se ve, lejos ele crear una cues­
tión perjudicial la misma ley se anticipa a imponede a la Con­
ta,duría la obligación de participar al P. E. para llegar por su 
intermedio al juzgamiento y represión del delito. 

Que en el caso <:lnalizado no es necesario siquiera el feneci­
miento ele la cuenta (Fallos: Tomo 149, pág. 367), pues el pro­
nunciamiento sobre el cielito .materia de la acusación no depen­
de del resultado de cuenta alguna, sino ele un hecho, esto es, el 
de saber si el ex-presidente con motivo de un pago resuelto y 
ordenado ha dado a los caudales o rentas que administró una 
aplicación diferente <le aquella a que estaban destinados. 
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la funcién legislativa anterior o ulterior y el ejercicio de la atri- 

bucién judicial, se torna legalmente imposible, y por consiguien- 

te inocuo el requisito de un previo pronunciamiento de parte del 

Congreso. 

Que en cl caso “sttb-judice” la acusacion formulada contra 

el sefior Trigoyen, en uno de sus capitulos, tiene como origen un 

acta de su gestidn financiera, pero, se afirma ademas que ese 

acto reviste los caracteres de un delito previsto y penado por 

el art. 260 del Codigo Penal, y en virtud de esta altima cir- 

cunstancia y de lo precedentemente expresado, la competencia 

de la justicia debe ser admitida sin el requisito previo de que 

la cuenta de inversién haya sido desechacda por el Congreso, 

Que la ley de Contahilidad en su art. 83 adopta un criterio 

similar respecto de los delitos cometidos por los funcionarios 

en el manejo de los dineros publicos. 

Si la Contaduria en el examen de las, cuentas encontrara 

que se ha cometido el delito de falsedad o cualquiera de los pre- 

vistos en dos arts. 75 y desde el 79 al 90 de la ley de 14 de Sep- 

tiembre de 1863 (ahora fos previstos por el Cédigo Penal en 

mérito de lo dispuesto en el art. 305 de! mismo)i sin perjuicio 

de continuar la tramitacion para el fenecimiento de la cuenta, 

lo participara al P. E. para que éste incite a quien corresponde 

a fin de obtener que los autores y complices sean juzgados por 

la autoridad competente. Como se ve, lejos de crear una cues- 

tion perjudicial la misma ley se anticipa a imponerie a la Con- 
taduria la obligacién de participar al P. E. para llegar por su 

intermedio al juzgamiento y represion del delito. 

Que en el caso analizado no es necesario siquiera el feneci- 
miento de la cuenta (Fallos: Tomo 149, pag. 367), pues el pro- 

nunciamiento sobre e! delito materia de la actisacién no depen- 

de del resultado de cuenta alguna, sino de un hecho, esto es, e} 

de saber si el ex-presidente con motivo de un pago resuelto y 

ordenado ha dado a los caudales o rentas que administré una 

apticacién diferente de aquella a que estaban destinados.
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En mérito de estas consideraciones, oído el señor Procura­

dor Gentral, y por los fundamentos ·concordantes de la sentencia 

apelada, se la confirma en la parte que ha podido ser materia 

cle1 recurso. Notifíquese y en su oportunidwd1 devuélvanse. 

J. FrGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE, 

(en disidencia parcial). -- ANTO­

NIO SAGARNA, ( en clisid.-::'11eia par­

cial de fundamentos). - Jtrr.1,\N 

V. PERA. 

DISIDENCIA PARCIAL DE FUNDAMENTOS 

Qtte en cuanto a la segunda defensa de la excepción cues­

tionada, la referente al exam,en y pronunciamiento previos del 

Congreso Nacional, ele acuerdo con el inciso 7</ del art. 67 de la 

Constitución Nacional sobre las cuentas de la AKhninistración, 

qtw el Poder Ejerutivo debe presentar cada año, debe advertirse 

que, pcr su naturaleza, ella 110 puede comprender sino los tlL:li­
tos dt malversación ele caudales públicos involucrados en la de­

mnicia fiscal y en el proceso, según los autos principales que 

esta Corte ha pedido para mejor proveer y ha tenido" a la vista, 
porque son los que caen bajo el concepto genérico de "actos cl<:1 

mala administración" que, ele conformidad con la letra y o: es­

píritu del aludido inciso 7, .. del art. 67 y de los artículos 7'' y 81
' 

de la ley reglamentaria N'-' 3956 son objeto del examen con­
gresional. 

Qm-', en tal 'Concepto, es indudable que, a diferencia de la ele 

lo� Estados Unidos, nuestra Constitución ha preceptuado un con­
tralot· especial sobre la achninistración en cuanto a la fotma co­

mo ésta ejecuta las leyes que crean recursos y autorizan gastos, 

haciendo del Congreso un gran tribunal de cuentas o super con­
ta,Lfuría, que analiza y aprueba o desecha los pronunciamientos 
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En mérito de estas consideraciones, oido el sefior Procura- 

dor General, y por los fundamentos ‘concordantes de la sentencia 

apelada, se la confirma en la parte que ha podido ser materia 

del recursce. Notifiquese y en su oportunidad! devuélvanse . 

J. Ficurroa Atcorra. — Roserto 

Reretro. — R. Guipo LaAvALye, 

(en disidencia parcial). —- AnrTo- 
NIO SAGARNA, (en (isidencia par- 
cial de fundamentos). — Junian 

V. PERA, 

DISIDENCIA PARCIAL DE FUNDAMENTOS 

Que en cuanto a la segunda defensa de la excepcidn cues- 

tionada, la referente al examen y pronunciamiento previos del 

Congreso Nacional, de acuerdo con el inciso 7* de! art. 67 de la 

Constitucion Nacional sobre las cuentas de la Axiministracién, 

que el Poder Ejecutivo debe presentar cada afio, debe advertirse 
que, por st naturateza, ella no puede comprender sino los deli- 

tos de malversacién de caudates pttblicos involucrados en la de- 

nuncia fiscal y en el proceso, segtin los autos principales que 

esta Corte ha pedido para mejor proveer y ha tenido a la vista, 
porque son los que caen bajo ef concepto genérico de “actos de 

mala acdministracién” que, de conformidad con la letra y a es- 

piritu cel aludido inciso 7? del art. 67 y de los articulos 7* y 8" 

de la ley reglamentaria N* 3956 son objeto del examen con- 
gresional. 

Que, en tal concepto, es indudable que, a diferencia de la de 

los Estados Unidos, nuestra Constitucién ha preceptuado un con- 

tralor especia! sobre Ja administracién en cuanto a la forma co- 

mo ésta ejecuta las leyes que crean recursos y autorizan gastos, 

haciende del Congreso un gran tribunal de cuentas o super con- 

tadturia, que analiza y aprueba o desecha los pronunciamientos
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de la Contaduría Nacional y del Poder Ejecutivo, recaídos en 

las órdenes de gastos del mismo y en las rendiciones de cuen­
tas de las reparticiones en particular conforme a las leyes núme­

ros 428, 1606 y 3954. El recordado art. 7" de la ley N" 3956 

exige detalles y recaudos más rigurosos que la ley de- Contabi­
lidad, tncaminad'as a un conocimiento minucioso del movimiento 

de gastos públicos, para que la fiscalización de los mismos man­
tenga efectivas la facultad y ia finalidad del inciso 7Y del art. 

G?: el Presupuesto como autorización y realidad debe ser, con­
f nr:me a la letra, al espíritu de la Constitución y a la trad.ición 

representativa, una obra del legisla,d'or, es decir, fijada, <lctermi­

nadt.1. y limitada por el pensamiento y la voluntad del Poder Cons­

tillf._:ional que, como lo elijo esta Corte Suprema, citando a Coo!cy 

"ts el depositario de la mayor suma de poder y es, a la vez, el 

r(·p1-esentantc más inmediato de la soberanía" (Fallos: Tomo 

155, pág. 290). 

Que ello consagra una cuestión prejudicial ele la misma na­
turaleza ele las consagradas por el art. 52 de la Constitución 
Nacional respecto ,d'el faillo del Senado en el juicio político; por 

el art. 74 del Código Penal respecto al fallo civil en el juicio de 
divorcio; por el art. 1 '·' de la ley N</ 3952 respecto ele la recla­

mación y denegación de justicia ante la administración y las 
otras qtte, como a"<.'tuales a posil/es, prevé el art. 17 del Código 
de Pro:edimientos en materia Criminal , que no tmpeccn ni 
obstaculizan ilegalmente el juicio definitivo - desde que en la 
ley se fundan - sino que supeditan éste a trámites y decisiones 
d� otra jurisdicción, por motivos e.mergentes de la indepenc\cn­

c1;:1. de los poderes o de e.specialidacl jurídica o técnica. 

Que esta Corte no ha tenido, antes ele ahora, oportunidad 

de pronunciarse sobre el alcance ele la prescripción constittl'cio­

nal invocada por el sefior lrigoyen y su defensa, en apoyo de la 
excepción de incompetencia; pero sí ha examinado y resuelto 
casos simi,!ares en cuanto a la cloctrina del pronunciamiento pre­
vio u1 la rendición de cuentas de gastos públicos. En el caso 
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de la Contaduria Nacional y del Poder Ejecutivo, recaidos en 

las drdenes de gastos del mismo y en las rendiciones de cuen- 
tas de las reparticiones en particular conforme a las Jeyes nime- 

ros 428, 1606 y 3954. El recordado art. 7° de la ley N*® 3956 

exige detalles y recaudos mas rigurosos que la ley de Contabi- 

lidad, encaminadas a un conocimiento minucioso del movimiento 

de gastos pttblicos, para que la fiscalizacién de los mismos man- 

tenga efectivas la facultad y ta finalidad del inciso 7* del art. 

67: ei Presupuesto como autorizacién y realidad debe ser, con- 
forme a la letra, al espiritu de la Constitucién y a la tradicion 

tepresentativa, una obra del legislador, es decir, fijada, determi- 

nada y limitada por el pensamiento y la voluntad del Poder Cons- 

titucional que, como !o dijo esta Corte Suprema, citando a Cooley 

“es el depositario de la mayor suma de poder y es. a la vez, el 

representante mas inmediato de la soberania” (Fallos: Tomo 

155, pag. 290). 

Que ello consagra una cuestiOn prejudicial de la misma na- 

turaleza de las consagradas por el art. 52 de la Constitucion 

Nacional respecte del fallo del Senado en ej juicio politico; por 

cl art. 74 del Cédigo Penal respecto al fallo civil en el juicio de 

divorcio; por el art. 1° de la ley N* 3952 respecto de la recta- 
macién y denegacién cde justicia ante la administracién y las 

otras que, como actuales a posilies, prevé el art. 17 del Cédigo 
de Prozedimientos en materia Criminal, que no ¢«mpecen ni 

obstaculizan ilegalmente el juicio definitivo — desde que en la 

ley se fundan — sino que supeditan éste a tramites y decisiones 

de otra jurisdiccion, por motivos emergentes de la independen- 

cia de los poderes o de especialidad juridica o técnica. 

Que esta Corte no ha tenido, antes de ahora, oportunidad 

de pronunciarse sobre el alcance de la prescripcion constitucio- 

nal invocada por el sefior Trigoyen y su defensa, en apoyo de la 
excepcién de incompetencia; pero si ha examinado y resuelto 

casos sim#ares en cuanto a la doctrina del pronunciamiento pre- 

vio en Ja rendicion de cuentas de gastos ptthlicos. En el caso



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 161 

registrado en el tomo 11, página 365, revo'canclo un fallo del 
Juez de Sección y de conformida<l con el dictamen del señor 

Procurador General de la Nación, resolvió que cuando se trata 
ele acusación pe11al a empleados o funcionarios por actos ele rna� 
la administración ele las rentas públicas, es necesario el examen 
y pronunciamiento previos ele ila Contaduría General de la Na­
ción; y en el caso del tomo 149, página 366, en el considerando 
tercero, ratificando la doctrina del anterior elijo: "Que de estos 

antecedentes legales se infiere que en determinados casos y 
especialmente si la existencia de un delito imputable a un em­
pleado público depende del resulta-do de la liquidación ele sus 
cuentas con el erario fiscal, es sin duda evidente que dicho 

empleado no puede ser sometido a juicio por hechos administra­
tivos y ele contabilidad, sin que preceda el examen ele sus cuen­

tas, pues omitiéndose tal requisito, esencial en el caso supuesto, 
podrían resultar ,decisiones contradi'ctorias sobre los mismos he­
chos". Igualmente precisos son los considerandos ele la Cámara 
Federal de Apelación ele La Plata en 1la sentencia de, Octuhre 11 
de 1923, recaída en el proceso por malversación ·contra un ex 
Gobernador ele Territorio Nacional; y esa es la conclusión de 
algún otro fallo de la justicia federal. 

Que tal doctrina
_. 

emergente sólo de la ley d'e Contabilidad, 
no puede ser desconocida o rectificada cuando es la Constitución 
misma la que asigna al Congreso la función fiscalizadora en lo 
atinente con la cuenta ele inversión que el Poder Ejecutivo debe 
pasarle en la primera quincena ele Junio de "Cada año (art, 7, ley 
3956, modificatorio de los arts, 45 y 46 de la ley 428), pues si 
pare. un simple habilitado de repartición es indispensable el exa­
men y pronunciamiento de la Contaduría General, el Presidente 
de fa Nación no puede ser privado de un examen previo congre­

sional donde tantos factores políticos y achninistrativos que es'­
capan a la tarea de investigación y apreciación judicial, pueden 
ser conte,rnplados por el tribunal extraordinario ele cuentas que 

le ha señalado la Carta Fund'amental, ni el Congreso puede ser 
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registrado en el tomo 11, pagina 365, revocando un fallo del 
Juez de Seccion y de conformidad con el dictamen del sefior 
Procurador General de la Nacion, resolvid que cuando se trata 

de acusacién penal a empleados o funcionarios por actos cle ma- 
la acministraciOn de las rentas ptblicas, es necesario el examen 

y pronunciamiento previos de da Contaduria General de la Na- 

cidn; y en el caso del tomo 149, pagina 366, en el considerando 
tercerc, ratificando la doctrina del anterior dijo: “Que de estos 

antecedentes fJegales se infiere que en determinados casos y 
especialmente si la existencia de un delito imputable a un em- 

pleado publico depende del resultado de la liquidacién de sus 

cuentas con el erario fiscal, es sin duda evidente que dicho 

empleado no puede ser sometido a juicio por hechos administra- 

tivos y de contabilidad, sin que preceda el examen de sus cuen- 

tas, pues omitiéndese tal requisito, esencial en el caso supuesto, 

podrian resultar decisiones contradictorias sobre los mismos he- 

chos”. Igualmente precisos son los considerandos de la Camara 
Federal de Apelacion de La Plata en la sentencia de,Octubre 11 
de 1923, recaida en el proceso por malversaciOn contra un ex 

Gobernador de Territorio Nacional; y esa es la conclusién de 
algtin otro fallo de la justicia federal. 

Que tal doctrina, emergente solo de la ley cde Contabilidad, 

no puede ser desconocida o rectificada cuando es Ja Constitucién 
misma la que asigna al Congreso la funcidn fiscalizacdora en lo 
atinente con la cuenta de inversiédn que ef Poder Ejecutivo debe 

pasarle en la primera quincena de Junio dle cada afio (art. 7, ley 

3956, modificatorio de los arts. 45 y 46 de la ley 428), pues si 
para un simple habilitado de reparticién es indispensable el exa- 

men y pronunciamiento de la Contaduria General, cl Presidente 

de Ja Nacién no puede ser privado de un examen previo congre- 

sional donde tantos factores politicos y adiministrativos que es- 
capan a la tarea de investigacién y apreciacién judicial, pueden 

ser contemplados por el tribunal extraordinario de cuentas que 

le ha sefialado la Carta Fundamental, ni el Congreso puede ser
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desposeído de una atribución expresa cuyo fundamento queda 

expuesto en un considerando anterior. Garantía y potestad cons­
titucional que no podrían interpretarse en desfavor del pro­

cesado. 

Que la inexistencia en las Constituciones de Estados Unidos, 
Francia y otros países de un precepto igmul al argentino - por 
las razones que apunta de Vedia - "Constitución Argentina", 
págs. 252 y 253 - o por cualquiera otras hacen inaplicables a 
nuestra hermenéutica constitucional las conclusiones de sus res­
pectivas jurisprudencias en cuanto hacen penalmente responsa­
bles a los miembros del Poder Ejecutivo sin previo pronuncia­
miento del Congreso o Parlamento sobre cuentas ele inversión, 
pero, además, debe tenerse en ·cuenta que en el segundo de los 
países mencionados el Presidente <le la República no puede ser 
enjuiciado ni condenado sino por ol Parlamento ( art. 12 de la 
Ley Constitucional ele 187.9); es decir, que, en lo aplicable por 
lo que respecta a la caHd'ad del funcíonario en cuestión, la in­
ferencia que surge ele ese antecedente institucional extranjero, 
es contraria, en principio, al proceso judicial directo que en es­

tos autos se persigue. 

Que la facultad del iirciso 7' del art. 67 de la Constitución, 
por los fundamentos que la informan, es también una obliga­
ción ineludible como que tiende al equilibrado ejercicio del Go­
bierno representativo y a !a efectividad de las responsabilidades 
emergentes del mismo; supone e impone una actividad celosa 

en h1. fiscalización ele los dineros que al pueblo se reclaman para 
su servicio; no puede entenderse c01110 una permanente. muda 
indemnidad a priori - por inacción - de los ai1tos funcionarios 
del Estado, por los delitos que puedan cometer malversando esos 
caudales, y como el Poder Legislativo ha hecho real abandono 
de esa atri])lrción y -d'e esa obligación, revive sin ella y hasta su 
reasunción, el principio de igualdad y de responsabilidad que el 
art. lG de la Constitución y art. 260 y siguientes del Código 
Penal consagran, de la misma manera y por los mismos concep-
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desposeido de una atribucién expresa cuyo fundamento queda 

expuesto en un considerande anterior. Garantia y potestad cons- 
titucional que no podrian interpretarse en desfavor del pro- 

cesado. 

Que la inexistencia en las Constituciones de Estados Unidos, 

Francia y otros paises de un precepto igual al argentino — por 

las razones que apunta de Vedia — “Constitucién Argentina”, 

pags. 252 y 253 — o por cualquiera otras hacen inaplicables a 

nuestra hermenéutica constitucional las conclusiones de sus res- 

pectivas jurisprudencias en cuanto hacen penalmente responsa- 

bles a los miembros del Poder Ejecutivo sin previo pronuncia- 
miento del Congreso o Parlamento sobre cuentas de inversién, 

pero, ademas, debe tenerse en cuenta que en el segundo de los 

paises mencienados el Presidente de Ja Reptthlica no puede ser 

enjuticiado ni condenado sino por el Parlamento (art. 12 de Ja 
Ley Constitucional de 1875); es decir, que, en lo aplicable por 

lo que respecta a fa calidad del funcionario en cuestién, la in- 

ferencia que surge de ese antecedente institucional extranjero, 

es contraria, en principio, al proceso judicial directo que en es- 

tos autos se persigue. 

Que la facultad del inciso 7* del art. 67 de la Constitucién, 

por los fundamentos que la informan, es también una obliga- 

cién ineludible como que tiende al equilibrado ejercicio del Go- 

bierno representativo y a la efectividad de las responsabilidades 

emergentes del mismo; supone e impone una actividad celosa 

en la fiscalizacion de los dineros que al pueblo se reclaman para 

su servicio; no pttede entenderse como una permanente. muda 

indemnidad a priori — por inaccidn — de los altos funcionarios 

del estado, por los delitos que puedan cometer malversando esos 

caudales, y como el Poder Legislativo ha hecho real ahandono 

de esa atribucion y de esa obligacién, revive sin ella y hasta su 

reasuncion, el principio de igualdad y de responsabilidad que el 

art. 16 de la Constitucion y art. 260 y siguientes del Codigo 
Penal consagran, de la misma manera y por los mismos concep-
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tos que, el incumplimiento del art. 24 de ·la Constitución, en 
cuanto al establecimiento del juicio por jurados, no dejó impu­
nes los delitos cuyo juzgamiento le correspondería, pues la fun­
ción punitoria de la Sociedad es esencial para su existencia. 
Los jtleces llenarán por sí o por asesoramientos periciales o in­
formaciones administrativas, los extremos que la ley N9

. 3956 
exige para la verificación de cuentas, y establecerán las conclu­
siones y sanciones pertinentes. 

Que, como queda expresado en considerando anterior, los 
delitos ele falsificación y abuso de autoridad - arts. 293 y 248 
del CPdigo Penal - que menciona la requisitoria fiscal, no es­
tán supeditados al pronunciamiento del Congreso, toda vez que 
el ex-Presidente señor Irigoyen carece de la investidura con que 
pudiera reclamar el juicio político previo. 

En su mérito y oído el señor Procurador General� se cou­
f irma la resolución apelada en cuanto declara la competencia de 
la justicia federal para entender en el proceso incoado contra el 
señor Hipólito lrigoyen por los delitos cometidos en ejercicio de 
su cargo de Presidente de la Nación Argentina. Hágase saber 
y devuélvanse en su oportunidad. 

ANTONIO SAGARNA. 

DISIDENCIA PARCIAL 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931.. 

Y Vistos: 

El presente recurso extrao11d':inario concedido por la Cámara 
Federal de la Capital en el incidente promovido por el ex-Pre­
sidente de la Nación don Hipó1ito Irigoye11

1 
sobre incompetencia 

de jurisdicción de los tribunales judiciales, en el proceso que se 
le ha iniciado ante la justicia, deducido aquél por la defensa 
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tos que, el incumplimiento del art. 24 de la Constitucién, en 
cuanto al establecimiento del juicio por jurados, no dejé impu- 

nes los delitos ctyo juzgamiento le corresponderia, pues la fun- 

cidn punitoria de la Sociedad es esencial para su existencia. 

Log jueces llenaran por si o por asesoramientos periciales o in- 

formacienes administrativas, los extremos que la ley N* 3956 

exige para fa verificacion de cuentas, y estableceran las conclu- 

siones y sanciones pertinentes. 

Que, como queda expresado en considerando anterior, los 

delitos de falsificacién y abuso de autoridad arts, 293 y 248 

del Cddigo Penal — que menciona la requisitoria fiscal, no es- 

tan supeditados al pronunciamiento del Congreso, toda vez que 

el ex-Presidente sefior Irigoyen carece de la investidura con que 

pudiera reclamar el juicio politico previo. 

  

En su mérito y oido el sefior Procurador General, se con- 

firma Ja resolucién apelada en cuanto declara la competentia de 

la justicia federal para entender en el preceso incoado contra el 

sefior Hipélito Irigoyen por los delitos cometidos en ejercicio de 

su cargo de Presidente de la Nacién Argentina. Hagase saber 

y devuélvanse en su oportunidad. 

ANTONIO SAGARNA. 

DISIDENCIA PARCIAL 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1981. 

Y Vistos: 

El presente recurso extraordinario concedido por la Camara 
Federal de la Capital en el incidente promovido por el ex-Pre- 

sidente de la Nacion don Hipdélito [rigoyen, sobre incompetencia 

de jurisdiecién de los tribunaies judiciales, et el proceso que se 

le ha iniciado ante la justicia, deducido aquél por la defensa
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contra la resolución que deolara la contpetencia del Juez de sec­
ción ''a quo", y 

Consid'erando: 

Que si bien es exacta la observación formulada por el señor 
Procurador General sobre la deficiencia del escrito en que se ha 
interpuesto el recurso extraordinario por inobservancia del art. 
15 de la ley N9 48, la naturaleza especial de esta causa y la ma­
teria sobre que versa, diht'cidacla en 1 lJ. y 2lJ. instancia, demues­
tran acahadamente que en éstas se han interpretado disposic.iones 
de la Constitución Nacional en contra de los derechos y garan­
tías invocados por el recurrente y por su mismo d'efendido. 

Que por otra parte, los hechos analizados en la resolución 
apelada lo han sido para llegar a conclusiones opuestas a las de 
la defensa y cuyas consecuencias afectan directamente la situa­
ción coi1stittrcional planteada respecto del señor Irigoyen. 

Que en estas condiciones no hai óbice procesal que aconseje 
la declaratoria de improcedencia del recurso concedido, omitién­
dose en tal caso el pronunciamiento correspondiente de esta Cor­
te en un d'cbate judicial que afecta instituciones fundamentales 
del país. 

Por esto se declara bien concedido el recurso· extraordinario. 

Y considerando en cuanto al fondo de la excepción opuesta : 

Que al intentar el señor Juez ele la causa doctor Jantus, in­
dagar al señor Irigoyen sobre delitos que han sido denunciados 
co:mo imputables a su respecto, por el :i\{iniste.rio Fiscal, aquél 
se abstuvo rrpor ah_ora. ele declarar, por las razones legales que 
expondrá su d1efensor". 

Que el doctor Antille nombrado en el mismo acto y presente 
en él, expresó: 11Que su defendido no presta declaración porque 
entiende que carece el Tribunal de jurisdicción tanto por los 
a'Ctos imputables cuanto por el carácter que su persona inviste)) . 
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contra la resolttcion que declara Ja conipetencia del Juez de sec- 

cidn “a quo”, y 

Considerando: 

Que si bien es exacta la observacién formulaca por el sefior 

Procurador General sobre la deficiencia del escrito en que se ha 

interpuesto el rectirso extraordinario por inobservancia del art. 

15 de la ley N* 48, la naturaleza especial de esta catisa y la ma- 

teria sobre que versa, dilucidada en 1* y 2° instancia, demues- 

tran acabadamente que en éstas se han interpretado disposiciones 

de Ja Constitucién Nacional en contra de los derechos y garan- 

tias invocados por el recurrente y por su mismo defendido. 

Que por otra parte, los hechos analizados en la resolucién 

apelada lo han sido para Iegar a conclusiones opuestas a las de 

la defensa y cuyas consecuencias afectan directamente la situa- 

cién constitucional planteada respecto del sefior Irigoyen. 

Que en estas condiciones no hay Obice procesal que aconseje 

la declaratoria de improcedencia dei recurso concedido, omitién- 

dose en tal caso el pronunciamiento correspondiente de esta Cor- 

te en un debate judicial que afecta instituciones fundamentales 

del pais. 

Por esto se declara bien concedido el recurso extraordinario. 

Y considerando en cuanto al fondo de Ja excepcién opuesta: 

Que al intentar el sefior Juez de la causa doctor Jantus, in- 

dagar al sefior Irigoyen sobre delitos que han sido denunciados 

como imputables a su respecto, por el Ministerio Fiscal, aquél 

se abstuvo “por ahora de deolarar, por las razones legales que 
expondra su defensor”. 

Que el doctor Antille nombrado en el mismo acio y presente 

en él, expresé: “Que su defendido no presta declaracion porque 
entiende que carece el Tribunal de jurisdiccidn tanto por fos 

actos imputables cuanto por el caracter que su persona inviste”.
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Desenvolviendo estas premisas que dominan en toda la de­
fensa y en todas las instancias, éste agrega, en la misma audien­
cia, que los actos a que se refiere comprenden -los realizados por 
ei señor Irigoyen en ejercicio de su cargo ·de Presidente de la 
Nación y de acuerdo con las facultades que le atribuye el art. 
86 de la Constitución para ejercer la administración general del 
Estadc, hacer recaudar sus rentas y decretar su inversión, etc. 
Que bajo este concepto la responsabilidad del ex-Presidente 
existe únicamente ante el Congreso en la forma establecida en 
la Constitución ( art. 52), siendo este Cuerpo quien aprueba o 
desecha las cuentas de inversión de las rentas a·d�ninistrativas en 
su ca1·ácter de Presidente constitucional y "quien puede enjui­
ciarlo y aún destituirlo cuando encuentre faltas o delitos en la 
realización ele tales actos: Los tribunales no pueden, pues, en­
tender en causas de esta índole inienti-as no existan _juicios y 
fallos por las tamas del Congreso". 

Que en cuanto a la persona del encausado, el defensor ha 
concretado su punto d'e vista en la siguiente conclusión: /<El se­
ñor Irigoyen 'Como Presidente constitucional de 1a República tie­
ne presentada la renuncia de su investidura a raíz ele los sucesos 
conocidos. Esta renuncia no ha siclo aún tratada. El Honorable 
Congreso es el único que puede admitir o desechar los· motivos 
de la. dimisión (art. 67, inc. 18). El señor Irigoyen es, por con­
siguiente, todavía e1 Presidente de la Constitución y como tal 
no puede ser sometido a otra jurisdicción que la especial cr�ada 
por los artículos 45, 51 y 52 ele aquélla. :Mientras no se intente
el juicio de acusación por la Cámara y se prommcie e!1 fallo con­
denatorio por el Senado, no existirá el desafuero indispensable 
para que pueda quedar sujeto a acusación, juicio y castigo ante 
los tribunales ordinarios". 

Que de los reparos opuestos a la justicia, en cuanto a su 
competencia se refiere, reclama la atención del Tribunal en pri­
mer término, no sólo por lo inadmisible de la afil"lnación ante la 
notoriedad palmaria de los sucesos de Septiembre y sus conse-
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Desenvolviendo estas premisas que dominan en toda la de- 

fensa y en todas las instancias, éste agrega, en la misma audien- 

cia, que los actos a que se refiere comprenden Jos realizados por 

é: sefior Irigoyen en ejercicio de su cargo de Presidente de la 

Naciou y de acuerdo con las facultades que le atribuye el art. 

86 de la Constitucion para ejercer la administracién general del 

Estadc, hacer recaudar sus rentas y decretar su inversidn, etc. 

Que bajo este concepto la responsabilidad del ex-Presidente 

existe Unicamente ante el Congreso en la forma establecida en 

la Constitucién (art. 52), siendo este Cuerpo quien aprueba o 

desecha fas cuentas de inversion de las rentas adininistrativas en 

su caracter de Presidente constitucional y “quien puede enjui- 

ciarlo y atin destituirlo cuando encuentre faltas o delitos en la 

realizacién de tales actos: Los tribunales no pueden, pues, en- 

tender en causas de esta indole mientras no existan juicios y 

fallos por las ramas del Congreso”. 

Que en cuanto a la persona del encausado, el defensor ha 
concretado su punto de vista en la siguiente conclusion: “El se- 

fior Irigoyen como Presidente constitucional de la Republica tie- 

ne presentada ta renuncia de su investidura a raiz de los sucesos 
conocidos. Esta renuncia no ha sido atin tratada. El Honorable 

Congreso es el tinico que puede admitir o desechar los motivos 

de ta dimision (art. 67, inc. 18). El sefior Irigoyen es, por con- 

siguiente, todavia el Presidente de la Constitucién y como tal 

no puede ser sometido a otra jurisdiccién que la especial creada 

por los articulos 45, 51 y 52 de aquélla. Mientras no se intente 

el juicio de acusacién por la Camara y se pronuncie el fallo con- 

denatorio por el Senado, no existira el desafuero indispensable 

para que pueda quedar sujeto a acusacién, juicio y castigo ante 
los tribunales ordinarios” . 

Que de los reparos opuestos a la justicia, en cuanto a su 

competencia se refiere, reclama la atencién del Tribunal en pri- 

mer término, no sdlo por lo inadmisibile de la afitmacién ante la 

notoriedad palmaria de los sucesos de Septiembre y sus conse-
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cuencias de hecho, reconocidas por esta Corte Suprema en su 
acordada de 10 de Septiembre, sino también por la solidaridad 
que con dicho postulado ha puesto de manifiesto el señor Irigo­
yen, al terminar la defensa su exposición en la diligencia decla­
ratoria testimoniada a fs, 2, aquel que se funda ert la investidura 
de Presidente de la Nación, que, según se <lice, conserva el señor 
Irigoyen. 

Que prescindiendo de la fuerza definitiva ele los hechos 
consumados el seis de Septiembre en esta ciudad y su repercu­
sión inmediata en toda la República, demostrativos de que la ce­
sa'Ción del mandato pres-idencial del señor Irigoyen no depende 
de su renuncia ni de su aceptación por el Congreso, sino del im­
perio ele los sucesos aludidos y del Gobierno Provisional que 
asumió el mando de la Nació.n, hechos posteriores revelan, sin 
dejar la menor duela, que el propio mandatario depuesto reco­
noció su cesantía, rincViendo acatamiento al nuevo Gobierno '1de 
facto", a cuyo Presidente se dirigió repetidas- veces con impe­
traciones o solicitudes que sólo podían proveerse por una_ auto­
ridad efectiva. Tales las que transcribe el señor Irigoyen en su 
defensa personal agregada a los autos, sobresaliendo entre ellas 
la de Septiembre 13, que dice: "Reitero al señor Pres,idente el 
mensaje que lleva mi sobrino desautorizando terminantemente to­
da tentativa de alterar el orden y la paz nacional y -deseando que 
el Gobierno se reaHce en la mayor tranquilidad", y la de Sep­
tiembre 16 dirigida al mismo destinatario que dice textualmente: 
"Reiterando el deseo de hacer todo cuanto esté a mi alcance por 
el restablecimiento total de la tranquilidad nacional encarezco al 
señ01· Presidente se sirva indicarme los tned'ios que considere 
más conducentes". "Ante los sucesos ocurridos astuní la actitud 
más terminante y definitiva. Tenía en mis facultades el levan­
tamiento armado de toda la Nación o de lo contrario la renuncia 
absoluta del cargo de Presidente". "En el primer caso se hubie­
ra llenado de sangre y desastres el país, en el segundo evitaba se­
mejante espectativa volviendo a la tranquilidad y a la paz na-
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cuencias de hecho, reconocidas por esta Corte Suprema en su 

acordada de 10 de Septiembre, sino también por la solidaridad 

que con dicho postulado ha puesto de manifiesto el seftor Irigo- 

yen, al terminar la defensa su exposicion en la diligencia decla- 

ratoria testimoniada a fs. 2, aquel que se funda ert la investidura 
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consumados el seis de Septiembre en esta ciudad y su repercu- 
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asumiéd el mando de la Nacién, hechos posteriores revelan, sin 
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ridad efectiva. Tales las que transcribe el sefior Irigoyen en su 

defensa personal agregada a los autos, sobresaliendo entre ellas 

la de Septiembre 13, que dice: “Reitero al sefior Presidente el 
mensaje que lleva mi sobrino desautorizando terminantemente to- 

da tentativa de alterar el orden y la paz nacional y deseando que 

el Gobierno se realice en la mayor tranquilidad”, y la de Sep- 

tiembre 16 dirigida al mismo destinatario que dice textualmente: 

“Reiterando el deseo de hacer todo cuanto esté a mi alcance por 

el restablecimiento total de la tranquilidad nacional encarezco al 

sefior Presidente se sirva indicarme los medios que considere 
mas conducentes”. “Ante los sucesos ocurridos asuimi la actitud 

mas terminante y definitiva. Tenia en mis facultades el levan- 
tamiento armado de toda Ia Nacién o de lo contrario la renuncia 

absoluta del cargo de Presidente”. “En el primer caso se hubie- 
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cional". "'No podía ser dudosa la resolución a tomar ele acuerdo 
a mis· sentimientos evidenciados en toda mi vida y en toda for­
ma'' (fs. 55 y 56). Estas manifestaciones y otras reiteradas evi­
dencian el reconocimiento por parte del señor Irigoyen ele su 
cesantía en el poder, como asimis1no el de la existencia del Go­
bierno "de facto", ad'mitida por esta Corte. 

Que es por lo demás de pública notoriedad el acatamiento 
a las actuales autoridades ejecutivas y a sus, resoluciones por to­
das las entidades políticas de la Nación, las que ejercitan sus 
actividades a base de la situación gubernativa creada por los 
acontecimientos de referencia. 

Que en presencia de los antecedentes mencionados no puect·e 
sostenerse [ógicamente que el señor Irigoyen conserva aún su 
investichira de Presidente constitucional y las prerrogativas que 
corresponden a la misma, toda vez que están en contra de esta 
posibilidad, la fuerza de los hechos producidos, el abandono in­
mediato del 'cargo hecho por aquél, su renuncia expresa presen­
tada a un jefe de las tropas revolucionarias ante la ausencia rl'd 
Congreso derrocado y la voluntad espontáneamente revelada por 
el ex magistrado de afianzar el nuevo estado de cosas. 

Que dicha renuncia no puede, pues, estar sujeta wl pronun­
ciamiento del Congreso para que éste admita o deseche los mo­
tivos de aquélla, por cuanto tal procedimiento, después del triun­
fo d'e la revolución importaría tanto como someter esta misma 
al juicio y aprobación de la futura legislatura, y así parece ha� 
herlo entendido el propio renuncian�e al formular la dimisión an­
te e,l jefe militar de La Plata. 

Que en consecuencia de lo expuesto en los precedentes con­
siderandos en los cuales se ha detnostrado que el señor Irigoyen 
no puede invocar su calidad de Presidente constitucional de la 
Nación, a los fines de <l'etener el proceso que se inicia an!te la 
justicia federal, por cuanto es evidente que no conserva aquel 
carácter, tampoco cabe su defensa apoyada en el hecho de que 
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cional"’. “No podia ser dudosa Ja resolucién a tomar de acuerdo 

a mis sentimientes evidenciados en toda mi vida y en toda for- 

ma” (fs. 55 y 56). Estas manifestaciones y otras reiteradas evi- 

dencian el reconocimiento por parte del sefior Irigoyen de su 

cesantia en el poder, como asimismo el de la existencia del Go- 

bierno “de facto”, admitida por esta Corte. 

Que es por lo demas de pttblica notoriedad el acatamiento 

a las actuales autoridades ejecutivas y a sus resoluciones por to- 

das tas entidades politicas de la Nacion, las que ejercitan sts 

actividades a base de la situacién gubernativa creada por los 

acontecimientos de referencia. 

Que en presencia de los antecedentes mencionados no puede 

sostenerse Jégicamente que el sefior Irigoyen conserva atin su 

investidura de Presidente constitucional y las prerrogativas que 

corresponden a la misma, toda vez que estan en contra de esta 

posibilidad, la fuerza de los hechos producidos, el abandono in- 

mediato del cargo hecho por aquél, su renuncia expresa presen- 

tada a un jefe de las tropas revolucionarias ante la ausencia cel 

Congreso derrocado y la voluntad espontaneamente revelada per 

el ex magistrade de afianzar el nuevo estado de cosas. 

Que dicha renuncia no puede, pues, estar sujeta al pronun- 

ciamiento del Congreso para que éste admita o deseche los mo- 

tivos de aquélla, por cuanto tal procedimiento, después del triun- 

fo de la revolucién importaria tanto como someter esta misma 

al juicio y aprobacién de la futura legislatura, y asi parece ha- 

berlo entendido el propio renunciante al formular la dimisién an- 

te el jefe militar de La Plata. , 

Que en consecuencia de lo expuesto en los precedentes con- 

siderandos en los cuales se ha demostrado que el sefior Irigoyen 

no puede invocar su calidad de Presidente constitucional de la 

Nacion, a los fines de detener el proceso que se inicia arte la 

justicia federal, por cuanto es evidente que no conserva aquel 

caracter, tampoco cabe su defensa apoyada en el hecho de que
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los actos imputables los ha li�evaclo en ejercicio ele la Presiden­
cia de la Nación y por tanto sólo están som;etidos al dictamen 
del Congreso en el juicio político correspondiente. 

Que basta considerar al respecto que aquel procedimiento 
que comienza por la acusación respectiva formulada por la Cá­
mara de Diputados y termina por el fallo que -dicta el Senado 
no tiene otro "efecto que destituir al acusado y aún declararlo 
incapaz de ocupar ningún empleo ele honor, etc., de la Nación", 
"Pero la parte condenada quedará no obstante, sujeta a acusa­
ción, juicio y castigo, conforme a las leyes, ante los tribunales 
ordinarios". (Constitución, arts. 45, 51 y 52). 

Que ele la letra y espíritu de las disposiciones transcriptas 
se desprende que el funcionario sometido a juicio político ha e.le 
estar en ejercicio d'e sus funciones en e1 momento ele la acusa­
ción, ya que es evidente que no puede destituirse a quien no 
ejerce cargo alguno, y que la Constitución .ha querido, a mérito 
de mantener _la igualdad ante la ley, someter a ·los tribunales co­
munes para todos los habitantes, hasta al más alto magistrado ele 
l;i, Nación, sin más requisito que el allanamiento del fuero. 

Que es evidente también, entonces
1 

que e.1 juicio especial 
por el Congreso es un privilegio que no acompaña al funcio­
nario que ha cesado en su cargo, pues dicha institución tiene 
sólo por fundamento garantir ,la mayor inelepenclcncia ele los po� 
deres impidiendo los posibles avances ele uno sobre las facul­
tades del otro. 

Que a diferencia de las Constituciones de los años 1819 
(artículo 8) y 1853 (artículo 41), que consagraban el procedi­
miento del "impeachment'' inglés, según el cual el Senado era 
el juez del Presidente y otros funcionarios del Estado para 
juzgar los delitos ele traición, concusión, malversación de fon� 
dos públicos y otros crímenes con pena infamante, la Co11sti­
tució1� en vigor ha limitado la jurisdicción el'el Senado a inves­
tigar si procede la remoción del funcionario acusado y en su 
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los actos imputables los ha Hevado en ejercicio cde la Presiden- 

cia de la Naci6n y por tanto sdlo estan sometidos al dictamen 

del Congreso en el juicio politico correspondiente. 

Que basta considerar al respecto que aquel procedimiento 

que comienza por la acusacion respectiva formulada por la Cé- 
mara de Biputados y termina por el fallo que dicta el Senado 

no tiene otro “efecto que destituir al acusado y atin declararlo 

incapaz de ocupar ningtin empleo de honor, etc., de la Nacion”. 
“Pero la parte condenada quedara no obstante, sujeta a acusa- 

cion, juicio y castigo, conforme a las leyes, ante los tribunales 

ordinarios”. (Constitucion, arts. 45, 51 y 52). 

Que de la letra y espiritu de Jas disposiciones transcriptas 

se desprende que el funcionario sometido a juicio politico ha de 

estar en ejercicio de sus funciones en e! momento de la acusa- 

cion, ya que es eyidente que no puede destituirse a quien no 

ejerce cargo alguno, y que la Constitucién ha querido, a mérito 
de mantener Ja igualdad ante la ley, someter a los tribunales co- 
munes para todos los hahitantes, hasta al mas alto magistrado de 

la Nacion, sin mas requisito que el allanamiento del fuero. 

Que es evidente también, entonces, que el juicio especial 

por el Congreso es un privilegio que no acompaiia al funcio- 
nario que ha cesado en su cargo, pues dicha instituciOn tiene 

solo por fundamento garantir la mayor independencia de los po- 

deres impidiendo los posibles avances de uno sobre las facul- 

tades del otro. 

Que a diferencia de las Constituciones de los afios 1819 

(articulo 8) y 1853 (articulo 41), que consagraban el procedi- 

miento del “impeachment” inglés, segtin el cual el Senado cra 

el juez del Presidente y otros funcionarios del Estado para 

juzgar los delitos de trai¢ién, concusidn, malversacion de fon- 

dos pttblicos y otros crimenes con pena infamante, fa Consti- 

tucién en vigor ha limitado fa jurisdiccién del Senado a inves- 

tigar si procede la remocion del funcionario acusado y en su
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caso decretar su destitución, Deslindada así, precisamente, la 
función del juicio político, no es ya admisible la discusión so­
bre la procedencia ele ésta en -los ·casos de acusación a los fun­
cionarios mencionados en el artículo 45 que han cesado. por 
cualquier razón, en sus funciones: ésto;' quedan sometidos a 
la jurisdicción ele los jueces ordinarios respectivos por cuanto 
ha desaparecido la investidura de que gozaban y que los pre­
servaba del juicio directo e inmediato de la justicia. 

Que entrnnclo a considerar el caso de autos, ¿ qué objeto 
tendría el juicio político al señor Irigoyen que, como se ha 
dicho, no conserva sn investidura presidencial y por tanto ca­
rece ele sus prerrogativas? Cesante en su elevado cargo por los 
acontecimientos record'aclos y aun por. voluntad propia, ha que­
dado, como todos los pl'esidentes argentinos que terminaron su 
mandato, sujeto al fuero común ele todas las personas y na­
da más que con las garantías ele juicio que a éstas correspon­
den por la ley fundamental y las reglamentarias, 

Que la ntestión planteada por el l\Iinisterio Fiscal en se­
gunde, instancia ( fojas H3)1, a sabe1·: la existencia ele una cues­
tión prejudicial ele previo pronunciamiento que debe resolverse 
por el Congreso cual es la aprobación o desaprobación ele las 
cuentas ele inversión, correspondientes al ejercicio dutante el 
cual han ocurrido las malversaciones imputadas al señor Iri­
goyen, en el desempeño ele su cargo, cae tanihién bajo la ju­
risdicción de esta Corte en el recurso extraordinario, por ntan­
to ella afecta disposiciones de orden constitucional, interpreta­
das en contra ele la tesis de la defensa y aun del 1'1inisterio Fis­
cól ( artículo 67, inciso 7'-' ele la Constitución). 

Que bajo este punto ele vista y en relación únicamente 
con el d'elito ele malversación ele fondos que se considera im­
putable al ex Presidente, la justicia no puede dar curso a de­
nuncie. alguna, para incoar ele inmediato el proceso crim:inal, 
toda vez que los hechos denunciados revestirán o no carácter 
delictuoso, según sea el pronunciamiento del Congreso sobre las SY] d1IGOS OSI1SUOD JOP OJUaTEIUNUOId [9 vas UNSas ‘osonzoTap 
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170 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

cuentas respectivas ( artículo 67, inciso ?9 ). Este es el princi­
pio fundamental que informa toda nuestra Jegislación adminis­
trativa, que ha instituído un verdadero tribunal para entender 
y pronunciarse en tocia cuenta de inversión procedente de em­
pleados o funcionarios de la Nación (artículos 48 y siguientes 
ele la ley 428). 

Que como lo ha enseñado esta Corte, dicho sistema obedece 
a la separación de los poderes, pues siendo las funciones judicia­
les enteramente distintas de las administrativas, los tribunales 
de justicia no pueden sin el previo juicio de la Contaduría, mez­
clarse en nl examen de cuentas o de operaciones administrati­
vas ni proceder de oficio a su respecto, pues sin tal requisito 
podría llegarse a resoluciones contradictorias entre los pode­
res independientes sobre los mismos hechos objeta de un ·pro­
ceso (Fallos, Tomo XI, página 365). Tal doctrina ha sido con­
firmada en lo fundamental en sentencia del año 1927. Dijo en­
tonces esta Corte: "Se infiere .que, si la existencia de un de­
lito imputable a un funcionario público depende del resultado 
del examen de sus cuentas con el erario fiscal, es C';Ídente que 
dicho em:pleado público no puede ser sometido a juicio por he­
chos administrativos y de contabilidad, sin que pr�ceda el exa­
men de su gestión (por el Tribunal de Cuentas), pues omitien­
do tal requisito esencial podrían resultar decisiones contradic­
toria sobre los mismos hechos". (Fallos, Tomo 149, página 366), 

Que si esto es verdad tratándose del delito de malversa­
ción imputado a cualquier funcionario o empleado de la admi­
nistración, ¿ •cómo no ha de serlo en relación al ex Presidente 
de la Nación, cuya rendición de cuentas sólo puede ser revi­
sada por el Honorable Congreso, único poder encargado de 
aprobar o desechar la cuenta de inversión de los recursos fijados 
en la ley ele presupuesto? (Artículo 67, inciso 7'} ; 86, inciso 
1 '' de la Constitución; ley 3956). 

Que las leyes no se derogan por su incumplimiento, y si 
bien es cierto que el Honorable Congreso ha abandonado tácita� 
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cuentas respectivas (articulo 67, inciso 7°). Este es el princi- 

pio fundamental que informa toda nuestra legislacion adminis- 

trativa, que ha instituido un verdadero tribunal para entender 

y pronunciarse en toda cuenta de inversidn procedente de em- 

pleados o funcionarios de la Nacién (articulos 48 y siguientes 

de la ley 428). 

Que como lo ha ensefiado esta Corte, dicho sistema obedece 

a la separacién de los poderes, pues siendo las funciones judicia- 

les enteramente distintas de las administrativas, los tribunales 

de justicia no pueden sin el previo juicio de Ja Contaduria, mez- 
clarse en el examen de cuentas o de operaciones administrati- 

vas ni proceder de oficio a su respecto, pues sin tal requisito 

podria llegarse a resoluciones contradictorias entre los pode- 

res independientes sobre los mismos hechos objeto de un pro- 

ceso (Fallos, Tomo XI, pagina 365). Tal doctrina ha sido con- 

firmada en lo fundamental en sentencia del afio 1927. Dijo en- 

tonces esta Corte: “Se infiere que, si la existencia de un de- 

lito imputable a un funcionario publico depende del resultado 

del examen de sus cuentas con el erario fiscal, es evidente que 

dicho empleado ptiblico no puede ser sometido a juicio por he- 

ches administrativos y de contabilidad, sin que preceda el exa- 

men de su gestion (por el Tribunal de Cuentas), pues omitien- 

do tal requisito esencial podrian resultar decisiones contradic- 

toria sobre los mismos hechos”, (Fallos, Tomo 149, pagina 366). 

Que si esto es verdad tratandose del delito de malversa- 

cién imputado a cualquier funcionario o empleado de Ja admi- 

nistracién, ¢’c6mo no ha de serlo en relacién al ex Presidente 

de la Nacion, cuya rendicién de cuentas sdlo puede ser revi- 

sada por el Honorable Congreso, unico poder encargado de 

aprobar o desechar la cuenta de inversién de los recursos fijados 

en la ley de presupuesto? (Articulo 67, inciso 7*; 86, inciso 

1' de la Constitucién; ley 3954}. 

Que las leyes no se derogan por su incumplimiento, y st 

bien es cierto que el Honorable Congreso ha abandonado tacita-
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mente el ejercicio' de la facultad de pronunciarse sobre las cuen­

tas rendidas por el poder administrador, tal abandono evidente, 
no puede ser invocado en perjuicio del procesado, sin .mengua 
ele reglas fundamentales de derecho criminal (artículos 13 y 

17 del Código ele Procedimientos. de la materia). 

Que a 1né1·ito d'e lo expuesto se llega a la conclusión de 

que el juez "a quol) es incompetente, por ahora, para jüzgar 
sobre las malversaciones imputadas al señor Irigoyen y que se 

dicen efectuadas en su carácter ele Presidente de la Nación, 
sin per j uic10 de su ·competencia para entender en los demás 
delitos. 

R. Gumo LAVALLE. 

Seiiores Stocke11 y Cmnpaff[a. contra don Carlos Lescano
1 

por 

ejecución de prenda agraria.; sobre di'.ligenciam.iento de 1t:11 

eshorto. 

Snuwrio: Radicado el juicio de ejecución de prenda agraria, no 

puede suspendérsele por quiebra, muerte o incapacidad del 
deudor, ni por otra causa que no sea orden escrita de un 

juez competente, dictada previa consignación del valor del 

·certificado, sus intereses y costas calculadas ( artículo 22,
ley 9644). Ello no importa desconocer el privilegio qne pue'

da gozar el crédito por alquileres amparado por e! artí'culo

3883 del Código Civil y por la misma ley ntnnero 9644, ar­
tículos 6 y 19, el que debe hacerse valer ante el juez de
la ejecución prendaria.

Caso: Lo explicn.n las piezas siguientes: 
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mente el ejercicio de la facultad de pronunciarse sobre las cuen- 

tas rendidas por el poder administrador, tal abandono evidente, 

no puede ser invocado en perjuicio del procesado, sin mengua 

de reglas fundamentales de derecho criminal (articulos 13 y 

17 del Codigo de Procedimientos de la materia). 

Que a mérito de lo expuesto se llega a Ja conclusion de 

que el juez “a quo” es incompetente, por ahora, para juzgar 

sobre las malversaciones imputadas al sefior Irigoyen y que se 

dicen efectuadas en su caracter cle Presidente de la Nacion, 

sin perjuicio de su competencia para entender en los demas 

delitos. 

R. Guipo Lava.ye, 

Seitores Stocken y Compaiiia contra don Carlos Lescano, por 

ejecucion de prenda agraria; sobre diligenciantiento de wn 

exhorto. 

Sumario: Radicado el juicio de ejecucion de prenda agraria, no 

puede suspendérsele por quiebra, muerte o incapacidad del 

deudor, ni por otra causa que no sea orden escrita de un 

juez competente, dictada previa consignacion del valor del 

certificado, sus intereses y costas calculadas (articulo 22, 

ley 9644). Ello no importa desconocer el privilegio que pue- 

da gozar el crédito por alquileres amparado por e& articulo 

3883 del Cédigo Civil y por la misma ley néimero 9644, ar- 

ticulos 6 y 19, el que debe hacerse valer ante el juez de 

la ejecucion prendaria. 

Caso: Lo explican Jas piezas siguientes:
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COl\-IERCIAL 

Rosario, Octubre 23 de 1930 . 

. Y Vistos: 

Lo peticio11ado a fojas G por el apoderado de don Enrique 
Astengc, solicitando que no se haga lugar a las medidas re­
queridas en el presente exhorto ; y 

Considerando : 

P Que en el mismo se pide por el señor juez exhortante, 
se disponga lo necesario para que se haga entrega al comprador, 
señor Santiago Garrido, de dos máquinas adquiridas por éste 
en el remate realizado por los señores Pinto y i\1uñiz por or­
den del mismo juez en los autos que siguen los señores Stocke-r 
y Compañía contra don Carlos Lescano, sobre ejecución de pren­
da agrana. 

2'' Que presentado el señor Enrique Astengo pide no se 
haga lngar a las medidas solicitadas, por ser acreedor por al­
quileres de dicho señor Lescano, contra el que sigue juicio por 
cobro de pesos provenientes de tal causa ante este mismo J uz­
gaclo y secretaría de primer turno, dado que en el mismo exis­
te trabado embargo a su pedido con fecha doce de julio del co­
rriente año, sobre las mismas máquinas cuya entrega se pide 
en este exhorto. 

39 Que traídos a vista del proveyente los autos mencionados 
en el consiclerand'o precedente, se constata la veracidad de lo 
expuesto por el oponente ("Autos Astengo, Enrique e I. Carlos 
Lescano sj. Cobro de pesos. N9 237, fojas 107)'', en l�s que a 
fojas 5 vuelta se ordena la traba ele embargo, medida que se 
hace efectiva por el oficial de justicia el día 12 ele julio ele este 
año, según informa el acta obrante a fojas 7 vuelta y siguientes, 
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

Rosario, Octubre 23 de 1930. 

.Y Vistos: 

Lo peticionado a fojas 6 por el apoderado de don Enrique 
Astenge, solicitando que no se haga lugar a las medidas re- 

queridas en el presente exhorto; y 

Considerando : 

1° Que en el mismo se pide por el sefior juez exhortante, 

se disponga lo necesario para que se haga entrega al comprador, 

sefior Santiago Garrido, de dos maquinas adquiridas por éste 

en el remate realizado por los sefiores Pinto y Mufiiz por or- 
den del mismo juez en los autos que siguen los sefiores Stocker 

y Compaiitia contra don Carlos Leseana, sobre ejecucioén de pren- 

da agraria. 

2° Que presentado el sefior Enrique Astengo pide no se 
haga lugar a las medidas solicitadas, por ser acreedor por al- 

quileres de dicho sefior Tescano, contra el que sigue juicio por 
cobro de pesos provenientes de tal causa ante este mismo Juz- 

gado y secretaria de primer turno, dado que en el mismo exis- 

te trabado embargo a su pedido con fecha doce de julio del co- 
rriente afio, sobre las mismas maquinas cuya entrega se pide 

en este exhorto. 

3° Que traidos a vista del proveyente los autos mencionados 

en el considerando precedente, se constata Ja veracidad de lo 

expuesto por el oponente (“Autos Astengo, Enrique c!. Carlos 

Lescano sj. Cobro de pesos. N’ 237, fojas 107)”, en los que a 
fojas 5 vuelta se ordena la traba de embargo, medida que se 

hace efectiva por el oficial de justicia el dia 12 de julio de este 
afio, segtin informa el acta obrante a fojas 7 vuelta y siguientes,
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en las que consta que las máquinas cuya entrega ahora se soli­
cita, son las mismas que en aquella diligencia fueron embar­
gadas. 

4" Que la opos1c10n hecha por el señor Astengo está encun­
dracla dentro ele lo dispuesto por el artículo 141 del Código ele 
Procedimientos de esta provincia, poi- ser evidente que el mis­
mo es parte interesada en íll presente exhorto. 

SY Que la disposición <lel artículo 142 del misn10 Código, 
al decir que sólo se podrá fundar esa oposición cuando se ale­
gase que el exhorto invade la jurisdicción d'e la provincia, está 
satisfecha en el presente caso, pues así debe entenderse la sj­
tuación que en cumplimiento de lo solicitado en el mismo crea al 
proveyentt', cnanclo a pesar de tener en autos somctic\os a su 
jurisdicción exclusiva y no discutida trabad() un embargo s.o­
bre (leterminados bienes, se pide que los mismos sean entre­
gados a extraños, sin satisfacerse previamente los derechos del 
acreedor embargante, a quien da la ley por ese medio la se­
guridad de no ser burlado su derecho. A más abundamiento de­
be agregarse que no e·s necesario considerar si el crédito por 
alquileres tenga o no prioridad en su privilegio, sobre el que 
provenga por contrato ele prenda agraria, puesto que esta situa­
ción no corresponde sea resuelta en estas actuaciones, porque 
la categoría de los pdvilegios solamente ha de considerarse en 
juicio único, donde se discuta con la amplitud debida y con los 
medios legales pertinentes. Y siendo así, nada interesa a los 
fines de determinar si debe o_ no cmnplirse '1o pedido en el 
exhorto, saber si hay o no privilegio ele un crédito sobre olro, 
bastando solamente el hecho de que se pide sean entregados a 
una persona, cuyo derecho nace ele medio extrafio a la jurisdic­
ción del proveyente, bienes que por estar embargos en juicio so­
metido a su imperio legal, sólo puede desafectarse de la traba 
usanclü ele medios que la ley establece y dentro del mismo juicio 
donde la medida se ordenó. Lo contrario sería producir el des­
orden juríd'ico, exponiendo a las p,.1.rtes que en uso de faculta-
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en las que consta que las maquinas cuya entrega ahora se soli- 

cita, son las mismas que en aquella diligencia fueron embar- 

gadas. 

4° Que la oposicion hecha por el sefior Astengo esta encua- 
drada dentro de lo dispuesto por el articulo 141 del Cédigo de 
Procedimientos de esta provincia, por ser evidente que el mis- 
mo es parte interesada en «) presente exhorto. 

5* Que la disposicién del articulo 142 del mismo Codigo, 

al decir que solo se podra fundar esa oposicién cuando se ale- 
gase que el exhorto invade la jurisdiccion de la provincia, esta 
satisfecha en el presente caso, pues asi debe entenderse la si- 

tuacién que en cumplimiento de lo solicitado en «! mismo crea al 

proveyente, cuando a pesar de tener en autos sometidos a su 
jurisdiccion exclusiva y no discutida trabado un embargo so- 

bre determinados bienes, se pide que los mismos sean entre- 

gados a extrafios, sin satisfacerse previamente los derechos del 

acreedor embargante, a quien da la ley por ese medio la se- 

guridad de no ser burlado su derecho. A mas abundamiento de- 

be agregarse que no es necesario considerar si el crédito por 

alquileres tenga o no prioridad en su privilegio, sobre el que 

provenga por contrato de prenda agraria, puesto que esta situa- 
cién no corresponde sea resuelta en estas actuaciones, porque 
la categoria de los privilegios solamente ha de considerarse en 

juicio tinico, donde se discuta con la amplitud debida y con fos 

medios legales pertinentes. Y siendo asi, nada interesa a los 

fines de determinar si debe 0. no cumplirse Jo pedido en el 

exhorto, saber si hay o no privilegio de un crédito sobre otro, 

bastando solamente el hecho de que se pide scan entregados a 

una persona, cuyo derecho nace de medio extrafio a la jurisdic- 

cidn del proveyente, bienes que por estar embargos en juicio so- 

metide a su imperio legal, sdlo puede desafectarse de la traba 

usando de mecdios que la Jey establece y dentro del mismo juicio 

donde fa medida se ordend. Lo contrario seria producir el des- 

orden juridico, exponiendo a jas partes que en uso de faculta-
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eles que la ley les proporciona, han encomendado al Estado la 
defensa de sus derechos, a que sean afectados en sus intereses 
con medidas como la del presente caso. Bastaría para elfo que 
embargados los bienes ele un deudor en una provincia, el mismo 
se hiciera seguir juicio ante un juez de otra y obtenida la sen­
tencia ante éste, se ejecutara la misma, exhortándose al Juez 
donde radica el primer juicio para que entregare esos bienes, 

6Q Que atento lo precedentemente expuesto, el cumplimiento 
del pedido del señor Juez exhortante invade la jurisdicción del 
proveyente y por tanto el caso se encuentra comprendido en Ia 
situación contemplada en el ya citado artículo del Código de 
Procedimientos de esta Provincia. 

Por lo que se resuelve : 

Revocar el decreto número 4708 y por lo tanto no dar curso 
2, lv. petición contenida en el presente exhorto, deo1arando que el
acceder a su cliligenciamiento implicaría admitir la invasión por 
parte del señor Juez exhortante a la jurisdicción exclusiva del 
proveyente. En consecuencia, devuélvanse a éste las actuaciones 
realizadas, invitándole, en el caso de su insistencia, y planteando 
desde ya ila contienda de jurisdicción negativa, a elevar la cues­
tión de acuerdo al art. 9\ inciso el) de la ley nacional N'-' 4055, a 
resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Hú­
gase saber, insértese y_ repóngase. - lrcueo Corscvich. -- Ante 
mí: A/iejmu!ro C. Pcrcyra. 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

No se trata propiamente de una cuestión ele competencia ya 
que ésta debe existir cuando dos jueces, clefenclienclo su respec­
tiva jurisdicción, se consideren competentes para entender en un 
mismo asunto; en el caso ele autos el exhorto dirigido por U. S. 
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des que la ley les proporciona, han encomendado al Estado la 

defensa de sus derechos, a que sean afectados en sus intereses 

con medidas como la del presente caso. Bastaria para elfo que 

embargados los bienes de un deudor en una provincia, el misino 

se hiciera seguir juicio ante un juez de otra y obtenida la sen- 

temcia ante éste, se ejecutara la misma, exhortandose al Juez 

donde radica el primer juicio para que entregare esos bienes. 

6° Que atento lo precedentemente expuesto, el cumplimiento 

del pedido del sefior Juez exhortante invade la jurisdiccion del 
proveyente y por tanto el caso se encuentra comprendido en la 
situacidén contemplada en el] ya citado articulo del Cédigo de 

Procedimientos de esta Provincia. 

Por lo que se resuelve: 

Revocar el decreto numero 4708 y por lo tanto no dar curso 

a la peticién contenida en el presente exhorto, declarando que el 

acceder a su diligenciamiento implicaria admitir Ia invasién por 

parte del sefior Juez exhortante a la jurisdiccién exclusiva del 
proveyente. En consecuencia, devuélvanse a éste Jas actuaciones 

realizadas, invitandole, en el caso de su insistencia, y planteando 

desde ya Ja contienda de jurisdiccién negativa, a elevar la cues- 

tion de acuerdo al art. 9", inciso d) de la ley nacional N* 4055, a 
resolucién de la Suprema Corte de Justicia de Ja Nacién. Ha- 
gase saber, insértese y repongase. — /reneo Corsevich. — Ante 
mi: Alejandro C. Pereyra, 

VISTA FISCAL 

Sefior Juez: 

No se trata propiamente de una cuestidn de competencia ya 

que ésta debe existir cuando dos jueces, defendiendo su respec- 

tiva jurisdiccién, se consideren competentes para entender en un 

mismo asunto; en el caso de autos el exhorto dirigido por U. S.
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al señor Juez de Rosario trata ele hacer cumplir una seiltencia 
dictada en juicio con plena jurisdicción para entender en él, con 

arreglo al segundo apartado del art. 18 de la ley 9644, en vir­

tud ele lo establecido por las partes, al respecto, en el contrato 
de fs. 1. 

Por otra parte, el art. 22 de la ley recordada establece que 

la acción ejecutiva del certificado de prenda agraria, no se sus­
penderá por causa alguna, que no sea orden escrita ele _juez com­

petente dictada previa consignación del valor de-1 contrato, inte­

reses y costas, y si se tiene en cuenta de que en un caso de co­
lisión entre una ley nacional y otra de provincia, prima la pri­

mera, ya que si así no fuere, ésta en el caso, quedaría destruida, 
este ministerio considera que U. S. debe mantener su jurisdicción 
elevando los autos a la Suprema Corte para que decida el punto. 
� E. Estrada Zclis.

AUTO DEL JUEZ DE COMERC:::O 

Buenos Aires, Ab1·il 27 de 1931, 

Autos y Vistos: 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Agente Fiscl, y en consecuencia elévense los autos a la Supre­
ma Corte, con el oficio de estilo, ofíciese al señor Juez doctor 
Corsevich, haciéndole saber a sus efectos. Rep. la foja. - J,f. 

Bcrctrrvidc. �-- Ante mí: H. C. Benítc::: Cr•lf.Z.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1931. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir el conflicto de jurisdicción 

produciclo entre el señor Juez en lo Civil de la ciudad de Ro-
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al sefior Juez de Rosario trata de hacer cumplir una sentencia 

dictada en juicio con plena jurisdiccion para entender en él, con 

arregio a! segundo apartado de} art. 18 de la ley 9644, en vir- 
tud de lo establecido por las partes, al respecto, en el contrato 

de fs. 1. 

Por otra parte, el art. 22 de la ley recordada establece que 
la accion ejecutiva del certificado de prenda agraria, no se sus- 

pendera por causa alguna, que no sea orden escrita de juez com- 

petente dictada previa consignacion del valor del contrato, inte- 

reses y costas, y si se tiene en cuenta de que en un caso de co- 

lision entre una ley nacional y otra de provincia, prima la pri- 
mera, ya que si asi io fuere, ésta en el caso, quedaria destruida, 

este ministerio considera que U. S. debe mantener su jurisdiccion 

eievando los autos a la Suprema Corte para que decida el punto. 

— E. Estrada Zelis, 

AUTO DEL JUEZ DE COMERCz0 

Buenos Aires, Abril 27 de 1981. 

Autos y Vistos: 

Téngase por resolucién el precedente dictamen del sefor 

Agente Fisca!, y en consecuencia eléyense los autos a ja Supre- 

ma Corte, con el oficio de estilo, oficiese al sefior Juez doctor 

Corsevich, haciéndole saber a sus efectos. Rep. la foja. — J. 
Beretervide, —- Ante mi: H. C. Benttes Crus. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1931. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir el conflicto de jurisdiccién 

producido entre el sefior Juez en lo Civil de Ja ciudad de Ro-
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sario y el señor Juez <le Comercio ele esta Capital Federal, con 
motivo ele la negativa opuesta por el primero a dar curso a un 
exhorto librado por el segundo, a efecto de que se dé cumpli­
miento a una orden dictada en un juicio sobre prenda agraria. 
Como lo ha dicho V. E. en casos análogos, planteada una si­
tuación contradictoria que no tiene solt�ción dentro ele las orga­
nizaciones judiciales de que forman parte los jueces en conflic­
to, la intervención de esta Corte Suprema es procedente con 
arreglo a Jo que dispone el art. 9'' de la ley 4055. (Fallos, torno 
148, página 317; tomo 153, página 55). 

En casos como el presente en que se discute la prevalencia 
ele dos juicios seguidos ante distinta jurisdicción, en los que se 
hacen valer créditos que gozan de privilegio, para decidir a cuúl 
corresponde la primada_, es necesario atenerse a la naturaleza 
ele los provilegios en pugna y a las disposiciones ilegales que los 
amparen. La ley 9644 ha creadci en favor de los créditos que 
gozan de prenda agraria el- beneficio de un procedimiento suma·­
rio que no puede ser detenido si no pr�vio pago del crédito re­
clamado (artículo 22) y en el que se ventilarán las cuestiones 
sobre mejor derecho por cobro de los arrendamientos que se en­
cuentren en las condiciones establecidas en el artículo 6� de la 
misma ley. En tal condición, no es posible oponer al privilegio 
que surge de la ley 9644 el que nace del articulo 3883 del Có­
digo Civil, pues éste cede a aquél en atención a las prescripcio­
nes que he recordado de la mencionada ley. 

Por ello, considero infundada la negativa opuesta por el 
señor Juez en lo Civil de Rosario) y pienso que V. E. debe or­
denar que se dé cumplimiento al exhorto librado por el señor 
Juez de Comercio de esta Capital. 

I-I orado R. Larreta. 
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saric y el sefior Juez de Comercio de esta Capital Federal, con 

motivo de la negativa opuesta por el primero a dar curso a un 

exhorto librado por e) segundo, a efecto de que se dé cumpli- 

miento a una orden dictada en un juicio sobre prenda agraria. 

Como lo ha dicho V. E. en casos analogos, planteada una si- 
tuacion contradictoria que no tiene soluciOn dentro de las orga- 
nizaciones judiciales de que forman parte los jueces en conflic- 

to, la intervencion de esta Corte Suprema es procedente con 

arreglo a lo que dispone e! art. 9" de la ley 4055. (Fallos, tomo 

148, pagina 317; tomo 153, pagina 55). 

En casos como el presente en que se discute la prevalencia 

de dos juicios seguidos ante distinta jurisdiccion, en los que se 
hacen valer créditos que gozan de privilegio, para decidir a cual 

corresponde la primacia, es necesario atenerse a la naturaleza 
de los provilegios en pugna y a las disposiciones legales que fos 
amparen. La ley 9644 ha creado en favor de los créditos que 
gozan cle prenda agraria el beneficio de un procedimiento suma- 
rio qué no puede ser detenido si no previo pago del crédito re- 

clamado (articulo 22) y en el que se ventilaran las cuestiones 

sobre mejor derecho por cobro de fos arrendamientos ctie se en- 

cuentren en las condiciones estallecidas en el articulo 6° de la 
misma ley. En tal condicion, no es posible oponer al privilegio 

que surge de la ley 9644 el que nace del articulo 3883 del Co- 
digo Civil, pues éste cede a aquél en atencion a tas prescripcio- 

nes que he recordado de la mencionada ley. 

Por ello, considero infundada la negativa opuesta por el 

sefor Juez en lo Civil] de Rosario, y pienso que V. E. debe or- 

denar que se dé cumplimiento al exhorto librado por el senor 
Juez de Comercio de esta Capital. 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Para dirimir e1 conflicto planteado entre un Juez de Comer­
cio de esta Capital y otro en lo civil y Comercial de Rosario de 
Santa Fe sobre diligenciamie.nto ele un exhorto relativo a la eje­
cución de ·un certificado de prenda agraria; y 

Considerando 

Que la divergencia suscitada entre los jueces alttdiclos -
como lo establece la decisión de esta Corte que se transcribe en 
el precedente dictamen, FalJos: Tomo 153, pág. 55 - plantea 
una situación contradictoria que no puede tener solución dentro 
de las organizaciones judiciales de que forman parte dichos fun­
cionarios, y en tales condiciones, la intervención de este Tribu­
nal es procedente de acuerdo con los móviles y alcance atribuídos 
en reiterados casos análogos al art. 9,;, ele la ley N9 4055. 

Que de ,los antecedentes de la incidencia que se examina re­
sulta que en el juicio sobre ejecución de prenda agraria s�guiclo 
por los señores Stocker y Cía. contra don Carlos Lescano, ante 
un Juez de Comercio de esta Capital, se procedió, previas las ac­
tuaciones y formalidades legales correspondientes, a la venta en 
remate ele los bienes dados en prenda, algunos de los cuales ( ma­
quinarias de impr�nta) no pudieron ser entregados a los com­
pradores por oponerse a e:1lo el propietario de la finca en que 
dichas máquinas estaban instaladas y sobre las cuales se había 
trabado embargo en el respectivo juicio ejecutivo seguido con­
tra el mismo deudor prendario por cobro de alquileres. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Para dirimir el conflicto planteado entre un Juez de Comer- 

cio dle esta Capital y otro en Jo civil y Comercial de Rosario de 

Santa Fe sobre diligenciamiento de un exhorto relativo a Ja eje- 

eucion de “un certificado de prenda agraria; y 

Considerando 

Que la divergencia suscitada entre los jueces aludidos — 
como lo establece la decisién de esta Corte que se transcribe en 
el precedente dictamen, Fallos: Tomo 153, pag. 55 — plantea 
una situacién contradictoria que no puede tener solucién dentro 
de las organizaciones judiciales de que forman parte dichos fun- 
cionarios, y en tales condiciones, la intervencién de este Tribu- 

nai es procedente de acuerdo con los moviles y alcance atribuidos 

en reiterados casos andlogos al art. 9° de la ley N*® 4055, 

Que de dos antecedentes de la incidencia que se examina re- 
sulta que en el juicio sobre ejecucién de prenda agraria seguido 

por los sefiores Stocker y Cia. contra don Carlos Lescano, ante 
un Juez de Comercio de esta Capital, se procedid, previas las ac- 
tuaciones y formalidades legales correspondientes, a la venta en 

remate de los bienes dados en prenda, algunos de los cuales (ma- 
quinarias de imprenta) no pudieron ser entregados a los com- 

pradores por oponerse a ello el propietario de la finca en que 

dichas maquinas estaban instaladas y sobre las cuales se habia 
trabado embargo en el respectivo juicio ejecutivo seguido con- 
tra el mismo deudor prendario por cobro de alquileres.
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Que a mérito de estas circunstancias, librado exhorto al Juez 
de Rosario por el de esta Capital a fin de que hiciera en;trega 
a los compradores de los objetos afectados a la prenda y vendi­
dos en el remate aludido, el Juez exhortado, fundándose en dis­
posiciones del Código de Procedimientos local, ha resuelto no 
dar curso a la petición del exhorto de referencia, por considerar 
que ello afectaría su jurisdicción. 

Que de acuerdo y por aplicación de disposiciones legales ex­
presas, esta Corte ha establecido: que radicado el juicio de eje­
cución de prenda agraria, no puede suspendérselo por quiebra, 
muerte o incapacidad ddl deudor, ni por otra causa que no sea 
orden escrita de Juez competente dictada previa consignación del 
valor del certificado, sus intereses y costas, agregando que es 
éste un privilegio especial acordado a los créditos de esta natu­
raleza para garantirlos en lo posible, y que las precauciones to­
madas por el legislador para asegurar la efectividad ele la pren­
da agraria se explican por la peculiaridad de la misma que deja 
en la posesión del deudor los objetos que deben garantir el pago 
del crédito, a diferencia de lo que ocurre en la prenda común en 
que se transfieren al acreedor o prestamista, y en la emisión ele 
warrants en que se encuentran depositados en almacenes fiscales 
o ele terceros. (Ley N' 9644. arts. 3•. 5' y 22; Fallos: Tomo
137,-página 303).

Que lo precedentemente establecido no implica el desconoci­
miento del privilegio de que pueda gozar el crédito por alquile­
res en cuanto esté amparado por el Código Civil, art. 3883 y 
por la misma ley N<:> 9644, arts. 69 y 19, sino sólo que los re­
quisitos y condiciones que exigen dichas prescripciones legales 
deben hacerse valer ante el J tt'ez de la ejecución ele la prenda, la 
que, como queda dicho, no admite otra excepción que la ele pago 
del crédito prendario. 

Por ello, y de conformidad con lo solicitado por el señor 
Procurador General, se declara que el Juez de Rosario ele San­
ta Fe debe di�igenciar en los términos que le ha sido requerido, 
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Que a mérito de estas circunstancias, librado exhorto al Juez 
de Rosario por el de esta Capital a fin de que hiciera entrega 
a los compradores de los objetos afectados a la prenda y vendi- 

dos en el remate aludido, el Juez exhortado, fundandose en dis- 

posiciones del Codigo de Procedimientos local, ha resuelto no 

dar curso a la peticion del exhorto de referencia, por considerar 

que ello afectaria su jurisdiccién, 

Que de acuerdo y por aplicacién de disposiciones legales ex- 

presas, esta Corte ha establecido: que radicado el juicio de eje- 
cucién de prenda agraria, no puede suspendérselo por quiebra, 

muerte o incapacidad del deudor, ni por otra causa que no sea 

orden escrita de Juez competente dictada previa consignacién del 

valor del certificado, sus intereses y costas, agregando que es 

éste un privilegio especial acordado a los créditos de esta natu- 
raleza para garantirlos en lo posible, y que Jas precaticiones to- 

madas por el legislador para asegurar la efectividad de la pren- 

da agraria se explican pox la peculiaridad de la misma que deja 

en la posesion del deudor los objetos que deben garantir el pago 
del crédito, a diferencia de lo que ocurre en la prenda comun en 
que s¢ transfieren al acreedor o prestamista, y en la emisién de 

warrants en que se encuentran depositados en almacenes fiscales 

o de terceros. (Ley N*® 9644, arts, 3%, 5° y 22; Fallos: Tomo 

137,:pagina 303’). 

Que lo precedentemente establecido no implica el desconoci- 

miento del privilegio de que pueda gozar el crédito por alquile- 
res en cuanto esté amparado per el Codigo Civil, art. 3883 y 
por la misma ley N* 9644, arts. 6? y 19, sino solo que fos re- 
quisitos y condiciones que exigen dichas prescripciones legales 
deben hacerse valer ante el Juez de la ejecucion de la prenda, la 

que, como queda dicho, no admite otra excepcioén que la de pago 
del crédito prencdario. 

Por ello, y de conformidad con lo solicitado por el sefior 
Procurador General, se declara que el Juez de Rosario de San- 
ta Fe debe diligenciar en les términos que fe ha sido requerido,
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el exhorto del Juez de esta Capital, a quien en consecuencia 
se remitirán los. autos a fin de que reitere el oficio correspon­
diente con transcripción de 1a presente resolución. Repóngase el 
papel. 

J. FrGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

- JULIAN v. PERA. 

Antonio S, Amallo, e11 el sn111flrio -hicoado eu sn contra, opone 

fo c.rcepción de falta de acción de el acusador fiscal. Recurso 

de hecho. 

Sum'ario: P Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, en un caso en que se han discutido disposiciones de 
12 ley nacional número 428, y la interpretación atribuída a 
las mismas en las resoluciones dictadas, ha sido contraria a 
las pretensiones del apelante. 

zv Acusándose a un funcionario público la comisión de 
delitos calificados, que se hallan por su naturaleza, fuera 
clíll contralor fiscal anual ele la Contaduría ·GerJ.eral de la 
Nación, la competencia <le la justicia federal surge, sin el 
requisito previo del rechazo de la cuenta de inversión por 
e 1 Congreso . 

3'1 No procede el recurso .de nulidad contra fállos o 
resoluciones de la Corte Suprema. 

Caso : Ló explican las piezas siguientes : 
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el exhorto del Juez de esta Capital, a quien en consecuencia 
se remitiran los. autos a fin de que reitere el oficio correspon- 

diente con transcripcién de la presente resclucién. Repdongase el 
papel. 

J. Ficurroa Atcorta. — RoBERTo 

Reretro. — R. Guiwo Lavatte. 

— Jonian V. Pera. 

Antonio S. Aiallo, en el susarto incoado en st contra, opone 

la excepcidén de falta de accién de et acusador fiscal. Recurso 

de hecho. 

Sumario: 1° Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley 48, en un caso en que se han discutido disposiciones de 
la ley nacional niimero 428, y la interpretacién atribuida a 
las mismas en Jas resoluciones dictadas, ha sido contraria a 

las pretensiones del apelante. 

2° Acusandose a un funcionario ptiblico la comisién de 

delitos calificados, que se hallan por su naturaleza, fuera 
ddl contralor fiscal anual de la Contaduria General de la 
Nacién, la competencia de la justicia federal surge, sin el 

requisito previo del rechazo de fa cuenta de inversién por 

el Congreso. 

3* No procede el recurso de nulidad contra fallos o 
resoluciones de la Corte Suprema. 

Caso: Le explican las piezas siguientes :
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 4 de 1931. 

Suprema Corte : 

En la causa que ante el Juzgado ele Sección en la Criminal 
ele la Capital 'ele la Naci.ón se sigue al doctor Antonio S, Ama.! 

yo, éste ha sostenido que la justicia federal es incompetente pa­
ra conocer en el proceso mientras la Contaduría General de 1a 
Nación no haya pronunciado resolución estableciendo su respon­
sabilidad legal como funcionario púl:füco frente a las imputacio­
nes delictuosas que se le formulan. 

Sostiene además que al privársele <le esa tramitación admi­
nistrativa previa, se ha restringido el derecho de def�nsa que le 
acuerda el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Tales- alegaciones han sido desestimadas por el Juez· cuya 
resolución ha confirmado la Cámara Federal ele Apelación. 

Contra lo resuelto por esta última ha interpuesto el proce­
sado el recurso extraordinario ele apelación invocando el art. 14 
de la ley N° 48, el que le ha sido denegado. 

El acusado ha recurrido de hecho ante esta Corte Suprema 
contra la precitada denegación. 

De lo precedentemente relacionado se deduce que no es de­
finitiva, como lo exige la disposición legal indicada, la resolu­
ción de que se apela, toda vez que ella no pone fin a fa causa, 
ni impide su prosecución; antes bien, ordena ahrir el procedi­
miento. 

Como excepción de incompetencia de jurisdicción tampoco 
es apelable para ante V. E. ya que la decisión es favorable a la 
procedencia del fuero federal. 

No existe, por otra parte, ni _puede sostener que se haya vio­
lado la libertad de la defensa por e1 hecho de haberse suprimido 
11112 tramitación administrativa que se supone debe ser previa, 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 4 de 1931. 

Suprema Corte: 

En la causa que ante el Juzgado de Seccién en la Criminal 
de la Capital de la Nacion se sigue al doctor Antonio S, Amas 
yo, éste ha sostenido que la justicia federal es incompetente pa- 

ra conocer en el preceso mientras la Contaduria General de Ja 
Nacién no haya pronunciado resolucién estableciendo su respon- 
sabilidad legal como funcionario ptblico frente a las imputacio- 

nes delictuosas que se le formulan. 

Sostiene ademas que al privarsele de esa tramitacion adini- 

nistrativa previa, se ha restringido el derecho de defensa que le 

acuerda el art. 18 de la Constitucién Nacional. 

Tales. alegaciones han sido desestimadas por el Juez: cuya 
resolucion ha confirmado la Camara Federal de Apelacién. 

Contra lo resuelto por esta tltima ha interpuesto el proce- 

sado el recttrso extraordinario de apelacién invocando el art. 14 

de la ley N® 48, el que le ha sido denegado. 

E] acusado ha recurrido de hecho ante esta Corte Suprema 

contra la precitada denegacién. 

De lo precedentemente relacionado se deduce que no es de- 

finitiva, como lo exige la disposicién legal indicada, la resolu- 

cién de que se apela, toda vez que ella no pone fin a da causa, 

ni impide su prosecucion; antes bien, ordena abrir cl procedi- 

miento. 

Como excepcién de incompetencia de jurisdiccién tampoco 

es apelable para ante V. E. ya que la decisiOn es favorable a la 

procedencia del fuero federal. 

No existe, por otra parte, ni puede sostener que se haya vio- 
lado la libertad de la defensa por el hecho de haberse suprimido 
una tramitaciOn administrativa que se supone debe ser previa,
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por cuanto la cláusula constitucional que garante dicha libertad 
se refiere a la defensa "en juicio" de la persona y de los dere­
chos. Y no puede hablarse de restricción de tal garantía en una 
causa que recién se inicia. y en la que el procesado debe, ser oído 
en el modo y por la forma que establecen 1as leyes procesales, 
observándose las formas substanciales del juicio relativas a la 
acusación, defensa, prueba y sentencia destinadas a garantir la 
inviolabilidad de dicha defensa, a que se refiere el árt. 18 de la 
Constitución, como lo tiene declarado esta Corte Suprema. 

Por lo demás, el Juez de Ja causa, por resolución confirma­
da por la Cámara, ha decidido 11que no se trata en el proceso 
que se instruye a Antonio S. Amallo de hechos que estén suje­
tos 2. rendición de cuentas, propiainente, sino, prima facie, de 
apoderamiento ilegítimo ele cosas y efectos que, por su natura­
leza, escapan al conocimiento de íla Contaduría General de la 
Nación". 

Tal conclusión, basada en apreciaciones de hecho y prueba, 
es irrevisible en el recurso deducido, no pudiendo 1 por ello, mo­
dificar la misma a los efectos de atribuir a la autoridad admi­
nistrativa una jurisdicción que le niegan los tribunales de justi­
cia, substrayendo a éstos el conodmiento de una causa por cle-
1ito de exclusiva competencia de la justicia del crimen. 

Por lo expuesto ) soy de opinión que corresponde declarar 
bien denegado para ante esta Corte Suprema el recurso deducido. 

H orac-iO R. Lar-reta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA ( 1) 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1931. 

Y Vistos: 

Habiéndose discutido en la causa diversas disposiciones ele 
la ley nacional N? 428 y siendo la interpretación atribuída a las 
mismas en las sentencias ele l 1J. y 21J. instancia contraria a las pre� 
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por cuanto la clausula constitucional que garante dicha libertad 
se refiere a la defensa “en juicio” de la persona y de los dere- 

chos. Y no puede hablarse de restriccién de tal garantia en una 
causa que recién se inicia y en la que el procesado debe.ser oido 

en el modo y por la forma que establecen las leyes procesales, 

observandose las formas substanciales del juicio relativas a la 
acusacion, defensa, prueba y sentencia destinadas a garantir la 

inviolabilidad de dicha defensa, a que se refiere e! art. 18 de la 
Constitucién, como lo tiene declarado esta Corte Suprema. 

Per lo demas, ef Juez de Ja causa, por resolucién confirma- 

da por la Camara, ha decidido “que no se trata en el proceso 
que se instruye a Antonio S. Amallo de hechos que estén suje- 

tos a rendicién de cuentas, propiaimente, sino, prima facie, de 

apoderamiento ilegitimo de cosas y efectos que, por su nattra- 

leza, escapan al conocimiento de fa Contaduria General de la 

‘Nacion”. 

Tal conclusién, basada en apreciaciones de hecho y prueba, 

es irrevisible en el recurso deducido, no pudiendo, por ello, mo- 

dificar la misma a los efectos de atribuir a la autoridad admi- 

nistrativa una jurisdiccién que le niegan fos tribunales de justi- 

cia, substrayendo a éstos el conocimiento de una causa por de- 

lito de exclusiva competencia de la justicia del crimen. 

Por lo expuesto, soy de opinidn que corresponde declarar 

bien denegado para ante esta Corte Suprema el recurso deducido. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1931. 

Y Vistos: 

Hahbiéndose discutido en la causa diversas disposiciones de 
la ley nacional N’ 428 y siendo la interpretacién atribuida a las 
mismas en las sentencias de 1* y 2* instancia contraria a las pre-



182 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

tensiones del apelante, la procedencia del recurso es evidente de 
acuer<lo con 110 establecido en el inciso 39 del art. 14 de la ley 
número 48. 

Por ello, así se declara. 
Y en cuanto al fondo, por ser innecesaria mayor substan­

ciación: 
Por los fundamentos de la sentencia dictada por esta Corte 

con fecha 14 del corriente en la querella instaurada contra e1 
señor Hipólito lrigoyen y teniendo además· en cuenta que en 
la presente causa se imputa al doctor Antonio S. Amallo la 
comisión de delitos que se hall.an por su naturaleza fuera del 
contralor fiscal anual ele la Contaduría General de la Nación, 
oído el señor Procurador General, se confirma la resolución 
apelada de fojas 19 vuelta. 

Notifíquese y devuélvanse en su oportunidad. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA, 

J ULIAN V. PERA. 

(1) En la misma fecha la Corte Suprema dictó idénticas re­

soluciones en otra incidencia sobre jurisdicción, promovida por 

el mismo procesado, en el sumario seguido en su contra por igual 

motivo, 

Al pedido f9rmulado por el defensor. del procesado de que 
se substancia el incidente, previa vista al señor Procurador Fis­
cal, recayó el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos, Vistos y Considerando: 

Que de los fallos o resoluciones de la Corte Suprema, no 
procede el recurso de nulidad interpuesto. 
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tensiones del apelante, la procedencia del recurso es evidente de 
acuerdo con Jo establecido en el inciso 3° del art. 14 de la ley 

ntimero 48, 

Por ello, asi se declara. 

Y en cuanto al fondo, por ser innecesaria mayor substan- 

ciacien : 

Por los ftundamentos de la sentencia dictada por esta Corte 

con fecha 14 del corriente en la querella instaurada contra el 
sehor Hipdlito Irigoyen y teniendo ademas en cuenta que en 

la presente causa se tmputa al doctor Antonio S. Amalio la 

comision de delitos que se hallan por su naturaleza fuera del 

contralor fiscal anual de la Contaduria General de la Nacién, 

oido el sefor Procurador General, se confirma la resolucién 

apelada de fojas 19 vuelta. 

Netifiquese y devuélvanse en su oportunidad. 

J. Ficurroa Atcorta. — RoBERTO 

Repetto. — ANTONIO SAGARNA. 

Jurian V. Pera. 

(1) En la misma fecha la Corte Suprema dicté idénticas re- 

soluciones en otra incidencia sobre jurisdiccién, promovida por 

el mismo procesado, en el sumario seguido en su contra por igual 

motivo, 

Al pedido formulado por el defensor del procesado de que 
se substancia el incidente, previa vista al sefior Procurador Fis- 

cal, recay6 el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 19381. 

Autos, Vistos y Considerando: 

Que de los fallos o resoluciones de la Corte Suprema, no 

procede el recurso de nulidad interpuesto,
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Que aunque así no fuera, es de observarse que con arreglo 
a la jurisprudencia establecida en recurso de hecho, por ape­
lación denegada, es admisible la declaración sobre apei-tura del 
recurso denegado y la decisióil simultánea del asunto controver­
tido, a fiit de evitar tramitaciones inútiles relacionadas con 
puntos ele derecho ya debatidos en la& instancias inferiores. (Fa­
llos, tomo 118, página 292; tomo 119, página 113 y los allí ci­
tados). 

Por -ello y lo dispuesto. en e1 artículo 10 de la ley núme­
ro 27, no ha lugar a lo solicitado. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO, - ANTONIO SAGARNA 

JuLIAN V. PERA. 

Dou Juan Carlos Scru :V dalla Hortensia Ser-n de Ortiz contra 
!et provincia de 111 endoZa-, sobre pago de un tm-reno. 

S�umario: l 9 No siendo posible el cumplimiento de la sentencia 
que condena a la entrega de un inmueble, corresponde apro­
bar la tasación realizada, a los fines del procedimiento in- , 
dicado por el artículo 556 del Oódigo de Procedimientos 
Civiles de la Capitál. 

2" No conteniendo el laudo arbitral condenación por 
concepto de intereses y habiéndose hecho líquida la cantidad 
que la provincia debe abonar a los demandantes, recién des­
de el momento de la aprobación de la tasación, es sólo des­
de esta fecha que proceden aquéllos. 

Caso : Lo explican las piezas _ siguientes : 
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Que aunque asi no fuera, es de observarse que con arreglo 
a la jurisprudencia establecida en recurso de hecho, por ape- 

lacin denegada, es admisible la declaracién sobre apertura del 

recurso denegado y la decisidi: simultanea del asunto controver- 
tido, a fin de evitar tramitaciones inttiles relacionadas con 

puntos de derecho ya debatidos en lag instancias inferiores. (Fa- 

llos, tomo 118, pagina 292; tomo 119, pagina 113 y los alli ci- 
tados). 

Por -ello y lo dispuesto en el articulo 10 de la ley ntime- 
to 27, no ha jugar a lo solicitado, 

J. Ficueroa Atcorta. — RoBerto 

REPETTO, — ANTONIO SAGARNA 

Jutian V. Pera. 

Don Juan Carlos Seri y doiia Hortensia Seru de Ortiz contra 
la provincia de Mendoza, sobre pago de un terreno, 

Sinmnario: 1° No siendo posible el cumplimiento de la sentencia 
que condena a la entrega de un inmueble, corresponde apro- 

bar la tasacién realizada, a los fines del procedimiento in-. 
dicado por el articulo 556 del Cédigo de Procedimientos 
Civiles de la Capital. 

2° No conteniendo el laudo arbitral condenacién por 

concepta de intereses y habiéndose hecho liquida Ja cantidad 
que la provincia debe abonar a los demandantes, recién des- 
de el momento de fa aprobacian de la tasacién, es sdlo des- 
de esta fecha que proceden aquellos. 

Caso: J.o explican las piezas siguientes:
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FALLO DE LA CORTE SUPREflfA 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1931. 

Vistos : Considerando : 

Que los herederos del doctor Juan E. Serú, Juan Carlos 
Serú y Hortensia Serú <le Ortiz se presentan a fojas ,)2 de­
mandando a la provincia de :iVIendoza por cumplimiento de 1a 
sentencia dictada por el doctor Tomás Arias, como Juez árbi­
tro único, en el juicio sobre reivindicación de los campos de­
nominados "Potreros ele Cordillera" iniciado por don Juan 

Ovando contra la misma provincia, fallo que lleva fecha cinco 
ele enero de mil novecientos diez y siete. 

Que la sentencia aludida condenó a la provincia a devol­
ver al actor en . el término de sesenta días 1os referidos campos, 
habiendo aquélla cumplido sólo en parte, o sea entregando ]a 
fracción de tierra de que estaba en· posesión, pero sin desco­
nocer su obligación por el resto. 

Que los campos reclamados por Ovando se componen de 
197.012 hectáreas y fracción, ele las cuales sólo fueron entre­
gadas por la provincia 50.682, quedando por consiguiente una 
superficie líquida a entregar ele 146.330 y fracción. 

Que ele· esta superficie corresponde a los· sucesores del doc­
tor Juan E. Serú que demandan la cantidad' ele 24.388 hectá­
reas y 4.087 metros cuadrados. 

Que estos antecedentes resultan probados con los instru­
mentos públicos acompañados ele fojas 1 a fojas 32, así como 
del testimonio que obra a fojas 51, que demuestran que el doc­
tor Juan E. Serú fué condómino por una tercera parte incÍi­
visa de los campos "Potreros ele la Cordillera" pertenecientes 
a Ovando, como asimismo que los actores son legítimos suceso­
res del doctor Juan E. Serú. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1931. 

Vistos: Considerando: 

Que los herederos del doctor Juan E. Sertt, Juan Carlos 

Sert y Hortensia Seri de Ortiz se presentan a fojas 32 de- 

mandando a la provincia de Mendoza por cumplimiento de fa 

sentencia dictada por el doctor Tomas Arias, como Juez arbi- 

tro tmico, en el juicio sobre reivindicacién de los campos de- 

nominados “Potreros de Cordillera” iniciado por don Juan 
Ovando contra la misma provincia, fallo que lleva fecha cinco 
de enero de mil novecientos diez y siete. 

Que la sentencia aludida condend a la provincia a devol- 

ver al actor en el término de sesenta dias los referidos campos, 
habiende aquéila cumplido sélo en parte, o sea entregando la 

fraccion de tierra de que estaba en’ posesidn, pero sin desco- 
nocer su obligacién por el resto. 

Que los campos reclamados por Ovando se componen de 

197.012 hectareas y fraccién, de las cuales sdle fueron entre- 
gadas por la provincia 50.682, quedando por consiguiente wna 
superficie liquida a entregar de 146.330 y fraccidn, 

Que de esta superficie corresponde a los sucesores del doc- 

tor Juan E. Sertt que demandan fa cantidacd de 24.388 hecta- 
reas y 4.087 metros cuadrados. 

Que estos antecedentes restiltan probados con los instru- 

mentos pttblicos acompafiados de fojas 1 a fojas 32, asi como 
del testimonio que ebra a fojas 51, que demuestran que el doc- 
tor Juan E. Seré fué condémino por una tercera parte indi- 
visa de los campos “Potreros de la Cordillera” pertenecientes 
a Ovando, como asimismo que los actores son legitimos suceso- 

res del doctor Juan E. Sertt.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 185 

Que seguido el procedimiento, en autos, previstos para la 
ejecución de sentencia, esta Corte dictó la reso:!ución de fojas 
53 vuelta convocando a las partes para el nombramiento de 
peritos que justiprecien el campo en cuestión. 

Que aceptado este procedimiento por el representante de 
la provincia, doctor Terán, como resulta a fojas 61, las partes 
nombran de común acuerdo, al efecto de la tasación, al inge­
niero Osear Guiñazú, que presentó su informe pericial a fojas 
78, avaluando la parte de} campo en cuestión en 87.091 pesos 
moneda nacional. 

Que no habiendo si.do observada esta tasación, correspon­
de sea aprobada, sirviendo ella de base para el cumplüniento del 
laudo arbitra! que se ejecuta en la porción solicitada por los 
sucesores del doctor Juan E. Serú y de acuerdo con lo dispues­
to por el artículo 556 del Código de Procedimientos Civiles, in­
vocado en el aut.9 de fojas 53 vuelta. 

Que la circunstancia que justifica el procedimiento mar­
cado en la última parte del artículo 556 citado, resulta del he­
cho, reconocido por el gobierno de la provincia ele 11endoza, 
de no estar en posesión de todos los campos ºPotreros de la 
CordiHera" por haber sido una gran extensión transferida a 
terceros "hace mucho tiempo", lo que hace imposible su entrega 
material. 

Que respecto de los intereses, que los actores solicitan sean 
pagados desde la fecha .del laudo arbitral del doctor Arias, debe 
considerarse que dicho fallo no contiene condena alguna al res­
pcctu, en la parte dispositiva que se ejecuta, y que la cantidad 
que la provincia ha ele abonar a los detúandantes se ha hecho 
líquida desde el momento de la aprobación ele la tasación de 
autos, o sea desde la fedm de .la presente resolución. 

En consecuencia, el deudor sólo debe intereses desde la 
notificación de ella, por cuanto recién comenzará su mora (ar­
tículos 508 y 509 del Código Civil). 
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Que segtido el procedimiento, en autos, previstos para la 

ejecucion de sentencia, esta Corte dictéd la resolucién de fojas 
53 vuelta convocando a las partes para el nombramiento de 

peritos que justiprecien el campo en cuestion. 

Que aceptado este procedimiento por el representante de 

Ja provincia, doctor Teran, como resulta a fojas 61, las partes 
nombran de comtin actierdo, al efecto de Ja tasacion, al inge- 
niero Oscar Guifiazt, que presenté su informe pericial a fojas 

78, avaluando ta parte de! campo en cuestién en 87.081 pesos 
moneda nacional. 

Que no habiendo sido observada esta tasacién, correspon- 
de sea aprobada, sirviendo ella de base para el cumplimiento del 

laudo arbitral que se ejecuta en la porcidn solicitada por los 

sucesores del doctor Juan E, Sertt y de acuerdo con fo dispues- 

to por é articulo 556 del Cédigo de Proceditmientos Civiles, in- 

vocado en el auto de fojas 53 vuelta. 

Que la circunstancia que justifica el procedimiento mar- 
cado en la Ultima parte del articulo 556 citado, resulta del he- 
cho, reconocido por el gobierno de la provincia de Mendoza, 

de no estar en posesién de todos los campos “Potreros de la 

Cordillera” por haber sido una gran extensién transferida a 
terceros “hace mucho tiempo”, lo que hace imposible su entrega 

material, 

Que respecto de los intereses, que fos actores solicitan sean 

pagados desde fa fecha del laudo arbitral del doctor Arias, debe 

considerarse que dicho fallo no contiene condena alguna al res- 

pectc, en la parte dispositiva que se ejecuta, y que la cantidad 

que la provincia ha de abonar a los dethandantes se ha hecho 

liquida desde el momento de la aprobacién de la tasaciédn de 
autos, o sea desde la fecha de la presente resoluci6n, 

En consectiencia, el deudor sdlo debe imtereses desde la 

notificacién de ella, por cuanto recién comenzara su mora (ar- 

ticulos 508 y 509 del Codigo Civil).
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Que habiéndose allanado la demandada al procedimiento 
adoptado en el caso, las costas deben abonarse por su orden. 

A mérito d'e lo expuesto se resuelve: 11
-' Aprobar la ta­

sación de fojas 78 que fija en 87.091 pesos moneda nacional 
e1 valor de la fracción del campo reclamado; 29 Condenar a la 
provincia a pagar a los actores dicha suma, dentro de los treinta 
días de ejecutoriada la presente, con más los intereses que co­
rrespondan a estilo de los que cobra el Banco (\e la Nación Ar­
gentina_, sin costas. 

Notifíquese, 1:epóngase el papel y en su oportunidad ar­
chívese. 

J. FIGUEROA ALCORTA. -· ROBERTO 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE 

- ANTONIO SAGARNA. - JuLIÁN 

v. PERA. 

ACLARATORIA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con lo solicitado, se aclara la sentencia de fo­
jas 97, en su parte dispositiva, en el sentido ele que la suma 
de 87.091 pesos moneda nacional que se manda pagar a la pro­
vincia corresponde a cada uno de los actores don Juan Carlos 
Serú y doña Hortensia Serú de Ortiz, habiendo esta última ce­
dido sus derechos a doña Fanny Presley a fojas 45. Hágase 
saber. 

J. FIGUEROA ALcORT A. - RoBERTti 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

-- ANTONIO SAGARNA. - JuLIÁN 

v. PERA. 

186 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

@ue habiéndose allanado la demandada al procedimiento 

adoptado en el caso, las costas deben abonarse por su orden. 

A mérito de jo expuesto se resuelve: 1° Aprobar la ta- 
sacion de fojas 78 que fija en 87.091 pesos moneda nacional 
el valor de la fraccién del campo reclamado; 2° Condenar a la 
provincia a pagar a los actores dicha summa, dentro de los treinta 

dias de ejecutoriada ja presente, con mas los intereses que co- 

rrespondan a estilo de los que cobra el Banco de la Nacién Ar- 

gentina, sin costas, 

Notifiquese, repdngase el papel en su oportunidad ar- 7 S y P 

chivese. 

J. Ficurroa AtcorTa. — Roserro 
Repetto. — R. Guino Lavatie 
— ANTONIO Sacsrwa, — JULIAN 

V. Pera. 

ACLARATORIA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con lo solicitado, se aclara la sentencia de fo- 

jas 97, en su parte dispositiva, en el sentido de que Ja suma 
de 87.091 pesos moneda nacional que se manda pagar a Ja pro- 

vincia corresponde a cada uno de los actores don Juan Carlos 

Sertt y dofia Hortensia Seri de Ortiz, habiendo esta ttltima ec- 
dido sus derechos a dofia Fanny Presley a fojas 45. Hagase 
saber, 

J. Ficurroa Atcorta. — Roxerio 

Rerrrro. — R. Guipo Lava.ye. 

-— ANTONIO SAGARNA, — JULIAN 

V. Pera.
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Procurador Fiscal de la Cámara Federal de la Capital
1 

en la 

causa ''CoJJt.j>(u/.ía. Argentina de Blcctric-idad, apela.ndo de u1w 

resolución dC' Aduanan . Recurso de !techo, 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48

) 
en un caso en que las cuestiones que lo mo­

tivaron, se han resuelto por razones de hecho y prueba, 
ajenas a aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 30 de 1931. 

Suprema Corte : 

E1 :Ministerio Fiscal ha sostenido en la .presente causa "Cía. 
Argentina de Electricidad, apelando de una resolución de Adua-
112

)1

, que el artículo .137 de la ley número 810 exige: la presen­
tación a la Aduana de determinados requisitos o documentos 
cuya entrega no ha sido considerada necesaria por la sentencia 
<le fojas 80. 

Es evidente, pues, que se ha controvertido la inteligencia 
ele la referida disposición legal y que ·1a resolución definitiva ha 
sido contraria a lo sostenido por el Fisco Nacional, que ha fun­
dado en aquélla su derecho. 

Procede, así, el recurso extraordinario de apelación inter­
puesto a fojas 83, toda vez que en la causa ha quedado plan­
teado el caso federal a que se refiere el artícuilo 14 de la ley 
número 48. 

Pido a Vuestra Excelencia declare por ello que dicho re­
curso ha sido mal denegado para ante esta Corte Suprema. 
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Procurador Fiscal de la Camara Federal de la Capital, en la 

cause “Compania Argentina de Electricidad, apelando de una 

resoluctéu de Aduana’, Recurso de hecho, 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley numero 48, en un caso en que las ctlestiones que lo mo- 

tivaron, se han resuelto por razones de hecho y prueba, 
ajenas a aqueél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 80 de 1931. 

Suprema Corte: 

Fi Ministerio Fiscal ha sostenido en la presente causa “Cia. 

Argentina de Electricidad, apelando de una resolucién de Adua- 
na”, que el articulo 337 de la ley numero 810 exige la presen- 
tacion a la Aduana de determinados requisitos o documentos 

cuya entrega no ha sido considerada necesaria por la sentencia 

de fojas 80. 

Es evidente, pues, que se ha controvertido la inteligencia 

de la referida disposicién legal y que 1a resoluci6n definitiva ha 
sido contraria a lo sostenido por el Fisco Nacional, que ha fun- 
dado en aquéila su derecho. 

Procede, asi, el recurso extraordinario de apelacién inter- 

puesto a fojas 83, toda vez que en la causa ha quedado plan- 

teado el caso federal a que se refiere e! articulo 14 de la ley 

numero 48. 

Pido a Vuestra Excelencia declare por ello que dicho re- 
curso ha sido mal denegado para ante esta Corte Suprema.
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Y entrando al fondo del asunto, por los fundamentos de 
la sentencia de primera instancia, fojas 56, resolución aduane­
ra ele fojas 13, y consideraciones concordantes sostenidas por 
el :fv[inisterio Fiscal, revoque el fallo apelado de fs. 80, mantenien­
do en todas sus partes la referida resolución administrativa 
de fojas 13, que impone a la documentación una 1nulta igual 
a la diferencia -de derechos existentes entre lo manifestado y 
lo que resultó, a beneficio del autor del parte, y sin peqt11c10 
de los derechos fiscales correspondientes, Con costas. 

Floracio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 1931. 

Autos y Vistos: 

La queja del lWinisterio Fiscal contra la resolución ele fa 
Cámara Federal de Apelación de la Capital, que denegó el re­
curso extraq1�dinario en la causa contra la Compañía Argenti­
na de Electricidad por infracción a las leyes de Aduana; y 

Considerando: 

Que .fa Cámara "a-quo'' en su sentencia de fojas 80 de los 
autos principales traídos en carácter de informe, manifiesta lo 
siguiente: (/Se h� acreditado debidamente en autos que la mer­
cadería en cuestión fué adquirida directamente en Alemania por 
la Administración de los ferrocarriles del Estado con destino 
a la construcción de su línea telegráfica entre esta Capital y 
Santa Fe; y gozaba, por lo tanto, de la liberación autorizada 
por el artículo 8 de la ley número 5315, circunstancia que alej.:1 
toda posibilidad de defraudar o siquiera de disminuir la rentn 
aduanera''. 

Que, en tal concepto, se trataría de cuestiones de hecho y 
prueba extrañas a la naturaleza del recurso del artículo 14 de la 
ley 48. 

188 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Y entrande al fondo del asunto, por los fundamentos de 

la sentencia de primera instancia, fojas 56, resoluciédn aduane- 
ra de fojas 13, y consideraciones concordantes sostenidas por 
el Ministerio Fiscal, revoque el falio apelado de fs. 80, mantenien- 

do en todas stis partes la referida resolucidn administrativa 

de fojas 13, que impone a la documentacién una multa igual 

a la diferencia de derechos existentes entre lo manifestado y 
lo que result6, a beneficio del autor del parte, y sin perjuicio 
de los derechos fiscales correspondientes, Con costas. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 19381. 

Autos y Vistos: 

La queja del Ministerio Fiscal contra la resolucién de la 
Camara Federal de Apelacién de la Capital, que denegd el re- 
curso extraordinario en Ia causa contra la Compaiiia Argenti- 

na de Electricidad por infraccién a las leyes de Aduana; y 

Considerando: 

Que ta Camara “a-quo” en su sentencia de fojas 80 de los 

autos principales traidos en caracter de informe, manifiesta lo 

siguiente: “Se ha acreditado debidamente en autos que la mer- 

caderia en cuestion fué adquirida directamente en Alemania por 

la Administracién de los ferrocarrifes del Estado con destino 

a la construccién de su linea telegrafica entre esta Capital y 
Santa Fe; y gozaba, por lo tanto, de la liberacién autorizada 
por el articulo 8 de la ley utimero 5315, circunstancia que aleja 
toda posibilidad de defraudar o siquiera de disminuir Ja renta 
aduanera”. 

Que, en tal concepto, se trataria de cuestiones de hecho y 
prueba extrafias a la naturaleza del recurso del articulo 14 de la 

ley 48.
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En su mérito, se declara improcedente la queja. Notifí­
quese y archívese, devolviéndose los autos principales con trans­
cripción ele la presente resolución al tribunal de procedencia. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - R. GuIDo 

LAVALLE. - ANTONIO SAGARN_\,­

JuLIAN V. PERA. 

Don Valcntíu Errca. e11 autos con el ferrocarril Oeste de Bue� 

nos Aires, sobre cobro de pesos. Rcrnrso de hecho. 

Su111ario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14 
de la ley número 48, en un caso en que si bien se ha 
puesto en tela de juicio una d�sposici_ón del Reglamento 
Gtneral ele Ji' errocarrilcs, las cuestiones suscitadas se han 
resuelto por razones de hecho y prueba exo\1sivamente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DIC'l'A1'.IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931. 

Suprema Corte : 

En este juicio instaurado por don Valentín Erre<.1 contra 
la empresa del ferrocarril Oeste de Buenos Aires, sobre cobro 
ele pesos, el actor fundó su derecho en la disposición contenida 
en el artículo 351 A del reglamento general ele ferrocarriles; 
sosteniendo que ella se refiere a toda consignación de hacienda. 

La sentencia dictada a fojas 141 por la Cámara de Apela­
ciones en lo Comercial de esta Capital, ha decidido el punto de­
dando que el citado artículo 351 A del reglamento de ferroca­
rriles no es aplicable al caso de autos por referirse tan sólo a 
transportes especiales de ganado. 
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En su mérita, se declara improcedente la queja. Notifi- 

quese y archivese, devolviéndose los autos principales con trans- 

cripcién de la presente resolucién al tribunal de procedencia. 

J. Ficurroa Atcorta, — R. Gutpo 

LAVALLE. —- ANTONIO SAGARN.A.— 

Jurian V. Pera. 

Don Valentin Errea en autos con eb ferrocarril Oeste de Bue- 

nos Aires, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sianario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14 

de la ley nttmero 48, en tn caso en que si bien se ha 

puesto en tela de juicio una disposicién del Reglamento 

General de Ferrocarriles, las cuestiones suscitadas se han 

resuelto por razones de hecho y prueba exolusivamente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 1931. 

Suprema Corte: 

En este juicio instaurado por don Valentin Errea contra 
la empresa del ferrocarril Oeste de Buenos Aires, sobre cobro 

de pesos, el actor fundd su derecho en Ja disposicién contenida 
en el articulo 351 A del reglamento general de ferrocarriles, 
sosteniendo que ella se reficre a toda consignacion de hacienda. 

La sentencia dictada a fojas 141 por Ja Camara de Apela- 

ciones en lo Comercial de esta Capital, ha decidido el punto de- 

clando que el citado articulo 351 A del reglamento de ferroca- 
rriles no es aplicable al caso de autos por referirse tan sdlo a 

transportes especiales de ganado.
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Se ha desconocido el derecho que el actor fundó en el men­
cionado decreto del Poder Ejecutivo Nacional y, por consiguien­
te, a ese respecto, el recurso extraordinario de apelación para 
ante Vuestra Excelencia, interpuesto a fojas 143 de los autos 
principal.es, es procedente con arreglo a lo preceptuado en el 
artículo 14, inciso 3" de la ley número 48 y conforme a lo 
resuelto por Vuestra Excelencia en casos análogos. Fallos

! 
to­

mo 114, página 353; tomo 145, página 200, entre otros, 

Por tanto, creo que el recurso extraordinario ha sido mal 
denegado y que corresponde hacer lugar a la queja interpuesta. 

JI oracio R. Larrcfa. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembl'e 18 de 1931. 

Y Vistos: 

Los presentes seguidos por Valentín Errea contra la em­
presa del ferrocarril Oeste de Buenos Aires, por indemnización 
de daños y perjuicios, provenientes de fletes abonados ele más 
e importe ele animales faltantes y muertos; y 

Considerando: 

Que si bien es cierto que en la causa se ha puesto en tela 
de juicio el artículo 35] A del reglamento general de ferroca­
rriles, en cuya aplicación al caso de autos el accionante fundaba 
su derecho, las cuestiones a este respecto se han resuelto por 
razones de hecho y prueba, ajenas al recurso extraordinario. En 
efecto, la sentencia en recurso, ha decidido que, en el presente 
no es de aplicación el artículo 351 A. del reglamento citado, por 
no haberse probado que se trataba de transportes especiales de 
ganado. 
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Se ha desconocido el derecho que el actor fund6 en el men- 
cionado decreto del Poder Ejecutivo Nacional y, por consiguien- 
te, a ese respecto, el recurso extraordinario de apelacién para 

ante Vuestra Excelencia, interpuesto a fojas 143 de los autos 

principales, es procedente con arreglo a lo preceptuado en el 

articulo 14, inciso 3° de la ley ntmero 48 y conforme a lo 

resuelto por Vuestra Excelencia en casos analogos. Fallos, to- 
mo 114, pagina 353; tomo 145, pagina 200, entre otros. 

Por tanto, creo que el recurso extraordinario ha sido mal 

denegado y que corresponde hacer lugar a la queja interpuesta. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1931. 

Y Vistos: 

Los presentes seguidos por Valentin Errea contra la em- 
presa del ferrocarril Oeste de Buenos Aires, por indemnizacion 

de dafios y perjuicios, provenientes de fletes abonados de mas 
e importe de animales faltantes y muertos; y 

Considerando: 

Que si bien es cierto que en la causa se ha puesto en tela 

de juicio el articulo 351 A del reglamento general de ferroca- 
rriles, en cuya aplicacién al caso de autos el accionante fundaba 

su derecho, las cuestiones a este respecto se han resuelto por 

razones de hecho y prueba, ajenas al recurso extraordinario. En 

efectc, la sentencia en recurso, ha decidido que, en el presente 

no es de aplicacion el articulo 351 A. del reglamento citado, por 
no haberse probado que se trataba de transportes especiales de 

ganado.
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Que en estas condiciones, no puede decirse que se haya · 
tratado ele una cuestión federal, derivada de la interpretación de 
una ley nacional, toda vez que se ha 11.egado su aplicación, con 
los hechos que la Cámara "a-quon ha considerado probados. 

Por esto y oído el señor Procurador General, declárase bien 
denegado el recurso. N otifíquese y archívese, previa reposición 
del papel, devolviéndose los autos principales remitidos como 
mejor informe al tribunal de origen, con transcripción de la pi-e­
sente resolución. 

J. FrGUEROA ALcORT A. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA.­

JuuÁN V. PERA. 

Sáíorcs Parodi y Fiy 1:úi, causa seguida c11 su co11tra, par dc­
.fra11dació11 aduanera. 

5'n111ario: 1 \' No justificado qtte el saldo faltante de mercade­
rías introducidas libres de derechos condicionalmente, se 
perdiera por roturas o inutilizaciones, y no habiéndose pro­
bado tampoco que aquéllas se vendieran al margen del ar­
tículo 13 del decreto reglamentario de la ley número 11.281, 
procede calificar el hecho sólo ele contravención aduanera, 
por no asumir los caractC:Tes del 1contrahanclo o de la de­
fraudación de aquel carácter. 

2'1 La falta ele presentación del balance anual a que alu­
de el artículo 15 ele} decreto reglamentario ele la ley nú� 
mero 11.281, no está penada como infracción aduanera, 
pero el pedido ele despacho de importación con pago ele de­
rechos, que importa la rectificación de un balance presen­
tado anteriormente, efectuado antes de que el contenido de 
éste se hubiera principiado a verificar, está previsto en 
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]os artículos 934 y 981 de las Ordenanzas de Aduana y pe­
nado con dobles derechos, aplicables conforme al artículo 
14 del decreto. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

C. del Uruguay, Septiembre 4 de 1928.

Y Vistos: 

Los de la causa seguida contra la empresa Parocli y Figini 
por defraudación de renta aduanera, de los que resulta: 

1 9 De fojas 1 a 2 el contador interventor de la Aduana , 
de Concordia, don Ramón Bergaclá, se presenta al administra­
dor de dicha Aduana, con fecha 15 de mayo de 1925, manifes­
tando que amplía su denuncia preventiva de abril 15 del mismo 
año de que informan los expedientes del :Ministerio ele Hacien­
da nlm1eros 3079 y 2973, y formula el pai"te definitivo; dice 
que -los señores Parodi y Figini han introducido desde el 10 de 
febrero de 1920 hasta el 31 de diciembre de 1924, libre ele de­
rechos condicio11al en su carácter de concesionario ele las obras 
públicas ele salubridad y aguas corrientes ele la ciudad de Con­
corclia, entre otros muchos materiales destinados a las mismas la 
cantidad ele ciento seis mil setecientos ochenta y tres caños de 
barro hasta ele 0.20 metr0s de diámetro (aforados a$ ojs. 0.32 
cada uno, al 25 por ciento volumen, tarifa ele avalúos, ley de 
la Nación), como consta en el estado de los mismos agregado 
al expediente 2973 C. 1925 y en la contabilidad que les lleva 
la Aduana de conformidad a lo establecido en el artículo 15 
del reglamento ele la ley número 11.281. Que como -los seño­
res Parodi y Figini no han justificado sino en parte "prima 
facie)) el destino legal que han dado a esos caños, es que pro-
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cede su denuncia; que la cuenta es bien sencilla : dichos seño­
res introdujeron libre de derechos coucNcional, durante cinco 
años, 106.783 caños ele barro hasta 0.20 metros de diámetro 
con un destino determinado, pues de darles otro debieron pre­
viamente cumplir el requisito exigido por el artículo 13 del 
decreto reglamentario ele la ley nt'.unero 11.281 en cuanto res­
pecta, a la autorización que procede solicitar a las aduanas para 
el caso ,ele venta de esos materiales a otras empresas o parti­
culares. 

Que los empresarios Parodi y Figini, contraviniendo la 
disposición citada, han dispuesto por sí y ante sí de parte de 
esos caños, con fines absolutamente ajenos a la concesión co­
mo le serú fácil probarlo, y sin haber satisfecho al Fisco pre­
viamente, los respectivos derechos de Ünportación, condición 
11sine qua non" para el efecto de una transferencia o venta a 
terceros. 

Que del total ele caños que se mencionan (106.783), los 
señores Parodi y Figini manifiéstan que han empleado 79.313 
en el destino legal ele obras públicas, más 7.000 de los que abo­
naron derechos de introducción y 20.470 que dan como exis­
tencia, cantidad esta última ficticia y desde luego rigurosamente 
falsa, por cuanto la existencia real ele este material al 31 de 
diciembre de 1924, fecha que lleva el estado presentado a la 
Aduana, oscilaba entre 4.000 y 4.500 caños. Que existiría una 
falt2. aproximada de 16.000 caños de barro hasta 0.20 metros ele 
diámetrc, hecho éste que está previsto y penado por los ar­
tículos 27 de la ley número 11.281, 14 ele su decreto reglamen­
tari o y 1025 y 1026 de las ordenanzas de aduana, correSpon­
diendo en consecuencia una multa igual al valor de la merca­
dería faltante amén de los derechos de importación que ésta 
adeucb. al Estado. Solicita que sin perjuicio del sumario admi­
nistrativo, se eleve su denuncia a este Juzgado, resolviendo el 
Administrador conforme al artículo 1034 ele las ordenanzas ele 
Aduana de acuerdo a lo solicitado y con nota fecha mayo 16 
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de 1925 remite dicho parte
1 

resolviéndose reservar lo actuado 
hasta la remisión del sumario administrativo. 

2Q A fojas 8 obra el pedido del contador de la Aduana se­
ñor Bergaclá, formulado el 15 de abril ele 1925 y en el que 
solicita al Administrador por las razones tjue oportunamente 
le ha dado, se retenga el pedido de importación número 28, p·en­
diente de trámite en la oficina de Liquidaciones y el que se 
relaciona con la transferencia ele 16.000 caños de barro hasta 
veinte centímetros .de diámetro, material perteneciente a la em­
presa Parodi y Figini, concesionaria de las obras de salubri­
dad y aguas corrientes de Concordia, y que se dé traslado de 
su pedido a la Inspección General encargada de intervenir en 
asuntos de esta índole; elevado al ñ1Iínisterio de liacienda pasa 
a la Inspección General y se practica una sumaria información 
que corrre de fojas 12 a 37, produciéndose el infor,me de fo­
jas 38 a 41. A fojas 42 vuelta se expide el señor Pro-curador 
del Tesoro aconsejando el archivo de lo actuado porque el caso 
no merece sanciones penales desde que no se ha defraudado Ja 
renta y cuando la Aduana al exigir la rendición de cuentas no 
hace otra cosa que cumplir con su obligación; que esa exigen­
ci;.i, y las faltas comprobadas no pueden considerarse como de­
nuncia. 

El ñ1linisterio resuelve pasar a la Aduana de Concordia lo 
actuado por tratarse de una denuncia ele infracción aduanera. 
y el Administrador ele dicha Aduana eleva a. este J uzgaclo el 
expediente, y oído el señor Procurador Fiscal se ordena la ins­
trucción del sumario a fojas ..... 

3'' De fojas 48 a 53 obra el estado presentado el 13 de abril 
de 1925 a la Aduana_por los señores Parodi y Figini y las ac­
tuaciones administrativas a que dió margen. 

4" A fojas 55 vuelta se tiene por parte al doctor Luis Es­
teva Berga en representación del denunciante don Ramón Ber­
gadá y de fojas 88 a 99 las diligencias de notificación de los 
testigos que declararon en el sumario administrativo. 
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5' De fojas 130 a 133 presta indagatoria don Ang·el Fi­
gini, quien manifiesta que forma parte de la sociedad "Parodi 
y Figini" siendo el otro miembro don Ednumdo Parodi. Que es 
exacto. que introdujeron libre ele derechos condicional los 106.783 
caños hasta de 0.20 metros que figuran en el estado de fojas ... 
el que reconoce, así como la firma que lo suscribe que es ele 
su puño y letra; que la sociedad Parodi y Figini, previo pago 
de derechos aduaneros vendió 7.000 caños que rectlC'rda que 
vendieron a Sánchez Cúneo y a Baltar, no pudiendo precisar 
el número ni a qué otras personas efectuaron ventas; que la 
sociedad no co.misionó a Baltar ni a :i\1ariano Amable para ven­
der esos caños; ni a H. Baltar y Cía. o :Hé:ctor Baltar para 
despachar 14.000 caños a Buenos Aires, pues como ha dicho, só­
lo vendió en total 7.000, previo pago de derechos; agrega que 
en Concordia hay varias casas que venden la misma mercade­
ría y le consta que Baltar operaba en esos articulas con varias 
casas, lo que fué motivo para postergar una operación de venta 
entre la sociedad de que forma parte y Baltar: agrega que en 
cifras redondas

1 
el total de caños traídos ha sido de 107.000, 

los colocados 80.000
1 vendidos previo pago de derechos 7.000; 

los existentes al 31 de diciembre ele 1924 cerca de 5.000, y los 
rotos e inutilizados 16.000; que il fornmlarse el balance que 
ha reconocido el" ingeniero Chiarizia a cargo de las obras hizo 
notar al señor Administrador de Aduana de Concordia que por 
no haberse hecho nunca los descargos correspondientes apare­
cían como existentes más de veinte mil caños cuando en reali­
dad sólo había cerca de 5.000; que esa diferencia de cerca de 
16.000 era producida por roturas e inutilizaciones habidas en ]a 
obre, y admitidas por la ley; que el Administrador le contestó que 
correspondía pagar los derechos por esas roturas y solicitar des­
pués del l\ifinistetio ele Hacienda la devolución de lo pagado_: 
que por ello Chiarizia ordenó al despachante de la sociedad se­

ñor Ferreyra Fernández que pagara los derechos por los 16.000 
caños, quien hizo la tramitación del caso y luego comunicó a 
Chiariza que el Administrador le había manifestado que no po-
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5° De fojas 130 a 133 presta indagatoria don Angel Fi- 

gini, quien manifiesta que forma parte de la sociedad “Parodi 

y Figini’ siendo el otro miembro don Edmundo Parodi. Que es 

exacto_ qtte introdujeron libre de derechos condicional los 106.783 

cafios hasta de 0.20 metros que figuran en el estado de fojas ... 
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despachar 14,000 cafios a Buenos Aires, pues como ha dicho, sé- 
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cian como existentes mas de veinte mil cafios cuando en reali- 
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Chiariza que el Administrador le habia manifestado que no po-
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clí2. recibir el importe de los derechos por habérse formulado 
una denuncia contra la empresa. 

6? De fojas 133 vuelta a ] 34 presta indagatoria don Ed­
rnundo Parodi, quien declara que con Figini forman la socie­
dad Parocli y Figini; que sabe que la sociedad introdujo una 
partida de caños para obras ele salubridad en Concordia, pero 
no conoce nada ele las operaciones, pues fué su socio Figini quien 
se encargó de la dirección de las obras, por lo que el declarante 
no conoce ningún detalle de la parte administrativa de las mis­
mas. 

J'! Declarada la clausura del sumario a fojas 135 vuelta el 
señor Procurador Fiscal a fojas 136 acusa a la etnpresa Parodi 
y Figini, constituída por los señores Edmundo Parocli y Angel 
Figini por defraudación ele la renta aduanera, debiendo en opor­
tunidad ser condenados al pago de los derechos y multas co­
rrespondientes, con costas; dice el señor Fiscal que según el 
estado pasado por la empresa Parodi y Figini a la Aduana ·de 
Concordia, emplearon en las obras 79.313 caños) vendieron 7.000 
por los que pagaron impuestos y tenían ele existencia al 31 
ele diciembre de 1924, 20.470 ;· que practicado el recuento por 
el contador interventor de la Aduana y luego por el inspector 
Alcain. resultó inexacta la cantidad de 20.470, pues sólo ha­
bían 4.804, faltando 15.666; que la empresa ha querido justi­
ficar esa diferencia diciendo que todo ese material se ha roto 
y fué entregado a la :i'dunicipalidad para arreglo de plazas y 
paseos; que la lVIunicipaliclad informa que recibió sólo ocho ca­
rradas ele caños rotos, equivalentes a doscientos caños, más o 
menos. 

Que existe prueba de la que surge claramente que la men­
cionada empresa ha estado vendiendo ese material sin pagar pre­
viamente- los derechos correspondientes, lo que constituye una 
defraudación ( artículos 1025 y 1037 de las Ordenanzas de 
Aduana. 
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viamente- los derechos correspondientes, lo que constituye tna 

cdefraudacién (articulos 1025 y 1037 de las Ordenanzas de 
Aduana.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 197 

8"' De fojas 137 a 141 el representante del denunciante ma­
nifiesta: que su representado denunció el 15 de abril de 1925 
le. importante defraudación de renta aduanera que genera este 
sumario, ampliando la denuncia con el parte definitivo de fojas 
1 ; que los señores Parodi y Figini manifiestan haber empleado 
79313 cafios hasta de 0.20 metros de diámetro con destino le­
gal, empleo que no se justifica ni siquiera con informes de la 
autoridad municipa·I, y que tiene razones para creer que la apli­
cación a ese destino es inferior a la denunciada y así procurará 
justificarlo oportunamente. 

Que aun aceptando como exacta esa aplicación y desconta­
dos los 7.000 por los cuales pagaron derechos ele introducción, 
debían restar en existencia 20.470, cantidad que denunció la firma 
Parocli y Figini en el estado que presentó a la Aduana y que su 
representado calificó de inexacto, denunciando que sólo se en­
contraba un número de callos que oscilaba entre 4.000 y 4.500. 

Que fué ante tal denuncia que conociei:on sin eluda los se­
ñores Parodi y Figini, que se presentaron a pagar los derechos 
por esa partida inexistente. Que el oficial sumariante don Car­
los Alcain justificó clehiclamente que la defensa ele rotura ale­
gada por el representante de Parodi y Figini era infundada ya 
que los caños en cuestión tuvieron destinos varios, entre otros 
le, expedición a Buenos Aires ele 14.000 consignados a Domingo 
Barthe Ltda. ( fojas 22 y siguiente), Que por lo demás, en par­
tidas menores se justificó el clestit10 de dichos caños introduci­
dos libre ele derechos condicional, destinos todos que it11ponen 
c.reer el propósito preconcebido de defraudar la renta aduanera
ele parte de los acusados.

Que si al presentar el estado los señores Parodi y Figini 
no tenían ya en su poder la importante cantidad ele caños que 
dijeron rotos, debieron denunciarlo así, probando la rotura y ges­
tíonando como correspondía la exención del pago ele impuesto 
por ese material destruíclo. 

Que al disponer de los caíí.os sin el previo pago de los de-
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representado calificd de inexacto, denunctando que sdlo se en- 
contraba un ntimero de cafios que oscilaba entre 4.000 y 4.500, 

Que fue ante tal denuncia que conocieron sin duda los se- 
fiores Parodi y Figini, que se presentaron a pagar jos derechos 

por esa partida inexistente. Que el oficial sumariante don Car- 

los Alcain justificd debidamente que la defensa de rotura ale- 

gada por el representante de Parodi y Figini era infundada ya 
que los cafios en cuestiOn tuvieron destinos varios, entre otros 

la expedicién a Buenos Aires de 14.000 consignados a Domingo 

Barthe Ltda. (fojas 22 y siguiente), Que por lo demas, en par- 

tidas menores se justificd el destino de dichos cafios introduci- 

dos libre de derechos condicional, destinos todos que imponen 

creer el propdsito preconcebido de defraudar la renta aduanera 

de parte de los acusados. 

Que si al presentar el estado los sefiores Parodi y Figini 
no tenian ya en su poder la importante cantidad de cafios que 

dijeron rotos, debieron denunciarlo asi, probando la rotura y ges- 
tionando como correspondia la exencién del pago de impuesto 

por ese material destruico. 

Que al disponer de los cafios sin el previo pago de los de-
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rechos ele importación han caído en las, disposiciones de los ar­
tículos 1025 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana1 ya que no 
cumplimentaron las disposiciones del decreto reglamentario de la 
ley 11.281, y por tanto son pasibles los señores Parocli y Fi­
gini de las penalidades c1ue fija el artículo 1026 de las mismas 
ordenanzas, declarando asimismo que los caños caídos en co­
miso y la multa igual al valor de los Caños faltantes al precio 
de aforo corresponden a su representado en calidad ele denun­
ciante. ( artículos 1030. O. de Aduana). 

9' De fojas 147 a 154 el defensor de los señores Parodi y 
Figini evacúa el traslado de la acusación pidiendo se absuelva 
de culpa y cargo a sus defendidos, con costas a cargo del que­
rellante. 

Invoca el dictamen del señor Procurador del Tesoro e in-· 
forme del Administrador de Aduana de Concordia; que la em­
presa Parodi y Figini antes de que existiera ninguna denuncia, 
según lo hace constar la Aduana de Con.cordia, lo reconoce el 
señor Procurador del Tesoro y el mismo denunciante presentó 
el despacho para el pago de los derechos. 

Que en autos no existe otra denuncia que la del 15 de abril 
de 1925, ratificada el 15 de mayo del Jnismo año; que no se 
invoca ninguna otra anterior y que cuando se. formuló, ya sus 
defendidos habían presentado el despachó para pagar los de­
rechos. 

Que si el propio introductor presenta su despacho para pa­
gar el .impuesto antes de que exista ninguna denuncia legal, se� 
ría absurdo pretender que se ha pretendido defraudar al Fisco, 
ni ·realizar un acto que por inadvertencia de la Aduana haya 
podido constituir un -fraude. 

Que el total de caños hasta de 0.20 metros introducidos 
por los señores Parodi y Figini es de 106.783, .de los cuales se 
pagó impuestos por 7.000; la ley autoriza una toleran::ia que 
sobre aquel total sería de 8.542, y si a éstos se agrega la exis­
tencia que según planillas de la inspección de Aduana sería d� 
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cumplimentaron las disposiciones del decreto reglamentario de la 

ley 11.281, y por tanto son pasibles los sefiores Parodi y Fi- 
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4.804, se formaría un total ele 20.352, que sumados a los 79.313 
empleados en las obras formarían un total de 99.662; de ma­
nera que la diferencia en ningún caso sería de 15.042, sino muy 
inferior. 

Que la importación comenzó el 10 de febrero de 1920 y 
el balance que sirve de base al denunciante es del 31 de di­
ciembre de 1924; que e11 el transcurso de cinco años, los 106.000 
caños de barro destinados a las obras _. necesariamente tienen que 
haber sufrido una merma considerable, y así lo dice también 
e1 señor Figini en su indagatoria y explica la diferencia que 
existía. 

Que de los 7 .000 caños por los cuales se pagó impuesto, 
una parte se vendió a Héctor }faltar y el resto en pequeñas 
partidas. � otros; que no hay ningún ftmda111ento para aseve­
rar que los 14.000 caños despachados por la empresa La Car­
gadora provengan de los introducidos por los señores Parodi 
y Figini; que Héctor Baltar nunca fué em.pleado de la empre­
sa acusada. 

Que 1-'Iariano Amable, empleado de la empresa .Parocli y 
Figini, dec1ara que vendió cafios a varios, pero agrega que es­
tos caños los compró a Gabriel Ferrá; que. por otra parte, exis­
ten y han existido casas que vendían caños ele barro. 

10. A fojas 154 vuelta se abre la cansa a prüeba proclu­
ciéndose por el querellante lmicamente la pericial que corre de 
fojas 159 a 166, 

A fojas 158 el defensor de los acusados hace la salvedad 
de que su parte no reconoce la validez ni la eficacia de la prue­
ba propuesta. 

11. La defensa produjo la prueba documental de fojas 178
a 182, 183 a 190 y 192, la de testigos ele fojas 193 vuelta a 
247, y la pericial ele fojas 252 a 260. 

12. Vencido el término de prueba y pasados los seis días ·
<.1ue establece el artículo 490 del Código de Procedimientos en 
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ciembre de 1924; que en el transcurso de cinco afios, los 106.000 
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existia. 
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una parte se vendid a Héctor Baltar y el resto en pequefias 
partidas. a otros; que no hay ningun fundamento para aseve- 
rar que los 14,000 cafios despachados por la empresa La Car- 
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sa acusada, 

Que Mariano Amable, empleado de la empresa Parodi y 

Figini, declara que vendid cafios a varios, pero agrega que es- 

tos cafios los compré a Gabriel Ferra; que, por otra parte, exis- 
ten y han existido casas que vendian cafios de barro, 
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lo Crimina1, se llamó autos a fojas 261 vuelta, y de fojas 264 
a 273 y 27 4 a 27 4 corren agregadas las exposiciones hechas 
respectivamente por el señor Fiscal y por la defensa habien­
do el querellante adherido a lo alegado y pedido por el señor 
Fiscal. 

Considerando 

1'-' Que está plenamente comprobado, y no ha sido objeto 
de discusión alguna, que la empresa Parocli y Figini concesio­
naria de las obras públicas de salubridad y aguas corrientes 
ejecutadas en la ciudad de Concordia, introdujeron libre de de­
recho condicional desde el 10 ele febrero de 1920 al 31 de di­
ciembre de 1924, entre otros materiales, la cantidad de 106.783 
caños de barro hasta de 0.20 metros de diámetro - estado de 
fojas 84 a 85, expediente número 2973 agregado de fojas 49 
a 53, denuncia de fojas 1 e indagatoria de don Angel Figini 
ohrante de fojas 130 a 133. 

Z' Que la empresa Parodi y Figini presentó el estado rc­
f erente a dichos materiales a la Aduana ele Concordia en fecha 
13 de abril de 1925 (fojas 49 vuelta y 85 vuelta), en el que 
aparecen empleados en las obras 79.313 caños hasta ele 0.20 me­
tros de diámetro, transferidos previo pago de derechos 7.000 y 
como saldo existente 20.470 de los mismos caños, haciendo no­
tar al final de dicho estado que hay en existencia la cantidad 
de 4.470 de esos caños, y que los 16.000 restantes correspon­
den a roturas y deshechos. 

39 Que dicho estado fué observado por el Administrador 
de Aduana en cuanto a la existencia del número de caños has­
ta de O. 20 mts. ele diámetro ( fs. 49 vta.) . 

49 Que a fs. 9 el Administrador ele Aduana de Concordia 
informa al Iviinisterio ele Hacienda que como el representante ele 
la empresa Paro<li y Figini, Eduardo Chiarizia, manifestaba que 
la diferencia de los 16. 000 caños provenía de la pérdida tenida 
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de discusién alguna, que la empresa Parodi y Figini concesio- 
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recho condicional desde el 10 de febrero de 1920 al 31 de di- 

ciembre de 1924, entre otros materiales, la cantidad de 106.783 
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fojas 84 a 8&5, expediente ntiimero 2973 agregado de fojas 49 

a 53, denuncia de fojas 1 e indagatoria de don Angel Figini 
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aparecen empleados en las obras 79.313 cafios hasta de 0.20 me- 
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como saldo existente 20,470 de los mismos cafios, haciendo no- 

tar al final de dicho estado que hay en existencia Ja cauticdad 
de 4.470 de esos cafios, y que los 16,000 restantes correspon- 
den a roturas y deshechos. 

3" Que dicho estado fué observado por el Administrador 

de Aduana en cuanto a la existencia del numero de cajios has- 
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4° Oue a fs. 9 el Administrador de Aduana de Concordia 
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la empresa Parodi y Figini, Eduardo Chiarizia, manifestahba que 
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en roturas y desechos, lo que no le era posible constatar, dispuso 
el pago de los derechos_ fiscales por el total de la falta en cuya 
forma el Fisco no sería perjudicado. 

59 Que consta por el docn.menlo de fs. 192 que la empresa 
Parocli y Figini solicitó E'"l despacho de importación por esos 
16.000 caños en fecha 14 de Abril de 1925. 

69 Que Ja denuncia del contador interventor de la Aduana 
de Concordia fué hecha el día 15 de Abril ele 1925 (fs. 8) es de­
cir, dos días después de presentado el balance y al día siguiente 
de haberse solicitado la importación y en consecuencia cuando 
por la misma presentación del estado ya se. tenía conocimiento de 
la falta ele los 16. 000 caños y lo había hecho notar el Adminis­
trador en su resolución de fs. 49 vta. 

l9 Que aun cuando por el texto ele la denuncia referida pa­
reciera desprenderse que se ha formulado verbalmente con an­
térioriclad, lo habría sido después de presentado el permiso de 
importación como surge ele la mis1na denuncia escrita y lo de­
clarado por el denunciante ante el inspector a fs. 13. 

Por otra parte, la jurisprudencia uniformemente ha sentado 
que la denuncia verbal es inadmisible como prueba leg·al del he­
cho porque sería contrario a las disposiciones terminantes de los 
arts. 1039 y 1040 de las ordenanzas ele Aduana ( ver fallo de la 
Excma. Cámara Federal de Apelación de la Capital, fecha 13 de 
Febrero de 1912 - causa contra Raúl l\1assar - infracción a 
la ley ele Aduana) . 

8'·' Que dado lo qlte se desprende de 1os precedentes consi­
derandos, la denuncia del contador interventoi· de la Aduana de 
Concordia formulada e1 15 de abril de 1925 y ampliada en el 
parte definitivo de :Mayo 15 del mismo año ( fs. 1) fué hecha 
fuer� de oportunidad y en consecuencia probados los hechos no 
le correspondería al denun"ciante la participación que acuerda el 
art. 1030 de las ordenanzas de Aduana. 

9Q Que la afirmación hecha en la denuncia y luego en la 
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en roturas y desechos, lo que no le era posible constatar, dispuso 

el pago de los derechos fiscales por el total de la falta en cuya 

forma el Fisco no seria perjudicado. 

5° Que consta por el doctunento de fs. 192 que la empresa 

Parodi y Figini solicitd el despacho de importacién por esos 

16.000 cafios en fecha 14 de Abril de 1925, 

6° Que la denuncia del contador interventor de la Aduana 

de Concordia fué hecha el dia 15 de Abril de 1925 (fs. 8) es de- 
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importacion como surge de la misma denuncia escrita y lo de- 
clarado por el denunciante ante el inspector a fs, 13. 

Por otra parte, la jurisprudencia uniformemente ha sentado 

que la denuncia verbal es inadmisible como prueba legal del he- 

cho porque seria contrario a las disposiciones terminantes de Jos 

arts. 1039 y 1040 de las ordenanzas de Aduana (ver fallo de la 
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Febrero de 1912 — causa contra Ratt] Massar — infraccien a 
la ley de Aduana) . 

8 Que dado lo que se desprende de los precedentes consi- 

derandos, la denuncia del contador interventor de la Aduana de 

Concordia formulada el 15 de abril de 1925 y ampliada en el 

parte definitivo de Mayo 15 del mismo afio (fs. 1) fué hecha 
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le corresponderia al denunciante la participacién que acuerda el 

art. 1030 de Jas ordenanzas de Aduana. 

9° Que la afirmacién hecha en la dentmncia y luego en la



202 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

acusac10n fiscal y del querellante, de que la cantidad de caños 
hasta de O. 20 mts. dada como existencia en el balance presenta­
do por la empresa Parodi y Figini es falsa y ficticia, no se jus­
tifica ante la declaración hecha en el mismo balance donde se 
aclara que la existencia es de 4. 470 caños y que los 16. 000 res­
tantes corresponden a roturas y desechos. 

lOQ Que no se ha probado que los acusados hayan vendido 
caños de los introducidos libre de derecho condicional, sin pre­
vio pago de impuestos c;omo se denunció. La única prueba ten­
<lient.e a tal fin, desde que en el plenario no se propuso ninguna 
es la producida en el sumario y ella es ineficaz. 

En efecto: Efrain Sánchez Cúneo ( fs. 91 vta.) declara que 
compró a Parodi y Figini, 200 caños en Abril de 1924 y 200 
más en varias partidas a fines de ese año. 

Hugo Belli ( fs. 93 vta.), que en Febrero de 1924 compró 
200 caños a Parocli y Figini. 

Primo Tolomey (fs. 94 vta.), que compró a la empresa 
Parodi y Figini, 6 caños rotos de 6 pulgadas. 

José Salvaterra (fs. 95 bis vta.), que compró a Parodi y 
Figini, 400 caños de O. 102 mts. en dos partidas. 

:Mario l\!Iarri, de la razón Pirchi y l\1arri, que no recuerda
si mientras formó parte ele la razón social compraron caños a 
Parodi y Figini, porque no 11evaba los libros; que cuando tra­
bajó solo no ha comprado a esa empresa . 

l\1ariano G. J-\'mable ( fs, 97 vta.), que no es· exacto que ha­
ya comprado caños a Parocli y Figini, que ha vendido a los se­
ñores -Bernardo Carrió, Hufnagel Plottier y KraÍevsky y Pagani, 
caños de esa clase, no recuerda la cantidad' y que las ventas debió 
efectuarlas el año 1924; que esos caños los adquirió de don Ga­
briel Ferrá, quien se los transfirió en pago ele una deuda . 

Bernardo Carrió (fs. 90}-, que compró a :Mariano Amab1e, 
empleado ele Parocli y Figini, 350 caños. 

Luis Julio Sempolis (fs. 92 vta.), que no compró a Baltar 
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acusacien fiscal y del querellante, de que la cantidad de cafios 

hasta de 0.20 mts. dada como existencia en el balance presenta- 

do por la empresa Parodi y Figini es falsa y ficticia, no se jus- 

tifica ante la declaracién hecha en el mismo balance donde se 

aclara que la existencia es de 4.470 cafios y que los 16.000 res- 

tantes corresponden a roturas y desechos. 

10* Que no se ha probado que los acusados hayan vendido 

cafios de los introducidos libre de derecho condicional, sin pre- 
vio pago de impuestos como se denuncid. La tinica prueba ten- 

diente a tal fin, desde que en el plenario no se propuso ninguna 
es la producida en el sumario y ella es ineficaz. 

En efecto: Efrain Sanchez Cuneo (is. 91 vta.) declara que 
compré a Parodi y Figini, 200 cafios en Abril de 1924 y 200 

mas en varias partidas a fines de ese afio. 

Hugo Belli (fs. 93 vta.), que en Febrero de 1924 compré 
200 cafios a Parodi y Figini. 

Primo Tolomey (fs. 94 vta.), que compré a la empresa 

Parodi y Figini, 6 cafios rotos de 6 pulgadas. 

José Salvaterra (fs. 95 bis vta.), que compré a Parodi y 
Figini, 400 cafios de 0.102 mts. en dos partidas. 

Mario Marri, de la razon Pirchi y Marri, que no recuerda 
si mientras formd parte de la razén social compraron cafios a 

Parodi y Figini, porque no Tlevaba los libros; que cuando tra- 
bajo solo no ha comprado a esa empresa. 

Mariano G. Amable (fs. 97 vta,), que no es exacto que ha- 

ya comprado cafios a Parodi y Figini, que ha vendido a los se- 
fiores Bernardo Carrié, Hufnagel Plottier y Kralevsky y Pagani, 

cafios de esa clase, no recuerda la cantidad’ y que las ventas debio 

efectuarlas el afio 1924; que esos cafios los adquirid de don Ga- 
briel Ferra, quien se los transfirid en pago de una deuda. 

Bernardo Carriéd (fs. 90), que compré a Mariano Amablie, 

empleado de Parodi y Figini, 350 cafios, 

Luis Julio Sempolis (fs. 92 vta.), que no compro a Baltar
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m a Parodi y Figini y sí a Mariano Amable (hijo), 300 y 500

caños de barro inglés, en 15 de Mayo y 11 de Junio ele 1923, 
respectiyamente. 

Alejandro J. Kralevsky ( fs. 95 vta.), que ha comprado ca­
ños a Mariano G. Amable, en Julio 10 de 1925, 500 de 0.102 y 
en Septiembre 9 ele 1924, 100 de 4". 

Cándido Ferreyra Fernández ( fs. 90 vta.), que el repre­
presentante de Parodi y Figini le ordenó pagara derechos por 
7. 000 caños; que tuvo noticias ele que fueron vendidos en plaza
a Héctor Baltar.

Gregorio Abramovich (fs. 90) que los caños de barro ele 
0.102 de diámetro empleados en la construcción ele obras sani­
tarias eran propiedad ele Héctor Baltar y Cía. 

En resumen: de los testigos anteriores, tres han comprado 
a Parocli y Figini caños hasta de O. 20 mts. ele diámetro y hacen 
un total de 1. 000, sin contar los seis caños rotos que dice com­
pró Primo Tolomey; no hay ninguna presunción que autorice 
a establecer que esos cañoS fueron vendidos sin previo pago de 
derechos y en can1bio esas operaciones concuerdan con lo decla­
rado por Angel Figini cuando manifiesta: que sólo vendió 7. 000 
caños previo pago de derechos; que recuerda vendieron a Sán:.. 

chez Cúneo y a Baltar no pudiendo precisar el número ni a qué 
otras personas efectuaron ventas y con la declaración de Cándido 
Ferreyra Fernánclez. 

11 <J Que el querellante en su acusac1011 fs. 138, afirma que 
el inspector Alcain justificó en el sumario administrativo que 
los caños de que se trata tuvieron destinos varios, entre otros la 
expedición a Buenos Aires de 14.000 consignados a Domingo 
Barthe ( fs. 22 y siguientes) ; para llegar a tal conclusión el ins­
pector sumariante parte de la base de qué Héctor Baltar, era em­
pleado de la empresa Parodi y Figini fundado probablemente en 
la constancia ele fs. 19 puesta por el oficial de registro que ac­
tuaba como secretario; y tal constancia que no fué firmada por 
Ballar carece de valor legal. 
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Por otra parte el remitente de esos caños, según informe de 
12 empresa La Cargadora (fs. 3ür), no fué 'Héctor Baltar, sino 
los señores H. Baltar y Cía. 

Los acusadores no han intentado probar que Héctor Baltar 
fuera empleado de Parodi y Figini aún cuando en su indagatoria 
Angel Figini negó tal hecho y en igual forma se había manifes­
tado a fs. 88 vta. Juan J. López Al faro administrador de la 
empresa Parodi y Figini, al declarar que Héctor Baltar no ha 
sido empleado de Parodi y Figini lo que le consta por conocer 
las planillas de la empresa. 

Los acusados ofrecieron y se produjo prueba para justifi­
car que Héctor Baltar no fué empleado de la sociedad formada 
por ellos: Casiano Garate, comerciante ( fs. 198 a 201) ; Grega­
rio Ahramovich, constructor ( fs. 201 a 207) ; Lucio Rueda, mar­
tillero ( fs. 240 a 242) ; Angel S. Veretta, comisionista (fs. 
209 a 210) ; fvlanuel E. Grimaux JVIernes, procurador ( fs. 211 a 
216) y Mariano G. Amable, empleado (fs. 217 a 221) declaran
como testigos que conocieron a Héctor Baltar, determ)nando la
clase de ocupaciones a que se dedicaba y que no lo conocieron co­
mo empleado ele Parodi y Figini ; el querellante interpuso en opor­
tunidad tacha contra los testigos Grimaux l\1[e11mes y 11ariano G.
Almable y corresponde hacer lugar a ella por sus fundamentos
legal; pero la invalidez ele esas dec1araciones no puede modifi­
car el concepto definitivo, máxfane atendiendo que los acusados
se proponen probar un hecho negativo a lo que no estaban ohli­
ga�los . Por lo que resulta de la prueba estudiada se considera
suficientemente justificado que H·éctor Baltar no fué empleado
de la empresa Parodi y Figini.

12? Que con la prueba de testigos: Luis Sempolis, empleado 
ele Hufnagel y Plottier y Cía. (fs. 222 a 224i),,; Alejandro Pi­
polo constructor ( fs. 226 a 228) ; :i\{anuel Barrera, constructor 
(fs. 228 a 230); Efrain Sánchez Cúneo, comerciante (fs. 231 
a 233); Gregario Abramovich, constructor (fs. 201 a 207), y 
Mariano Amable (hijo) ( fs. 217 a 221), se acredita que la Ba-
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rraca America11a 1\1. Barrera y Cía., Efrain Sánchez Cú11eo, Ro­
binson Hnos., Alejandro Pípolo y Gabriel Ferrá, han vendido 
caños vítreos o de barro adquiridos en Buenos Aires y ele la mis-
111.;a clase que los caños que la empresa Parodi y Figini empleaba 
para las obras sanitarias de Concordia; que esas casas hicieron 
las ventas en la expresada ciudad ele Concordia en el transcurso 
de los años 1920 a 1924. 

13(.l Respecto a la remisión de los 14. 000 caños consignados 
a Barthe y ele que instruyen las c�.rtas de porte .de fs. 31 a: 37 
aparte de lo consignado en el considerando 1N" 11, cabe hacer 
notar que el peso estableciendo en esas cartas de porte para los 
caños, no concuerda con el peso que a fs. 39 vta. establece como 
promedio el inspector que instruyó el sumario administrativo; 
no hay pues ninguna presunción para deducir que los caños de 
referencia fueran de los introducidos libre ele dercChos condicio­
nal por los señores Parocli y Figini. 

14" Que los querellados atribuyen la diferencia. ele caños 
acusada en el estado por ellos presentado a la Aduana, a rotu­
ras y deshechos ; parte de esos caños rotos en mínima cantidad, 
consta que fueron clonados a la l\tlunicipalidad, pero es ele adv�r­
tir que al prestar indagatoria los procesados ninguno de ellos 
afirmó ni mencionó siquiera que los Caños rotos los hubieran 
donado a dicha repartición. En realidad np se han justificado 
esas roturas, pero tal circunstancia fué puesta de manifiesto por 
el representante de la empresa como consta en el informe del 
Administrador ele Aduana de Concordia, corriente a fs. 9. 

La justificación de esas roturas sería necesaria si los inte­
resados la invocaran para la exención del pago de los dered10s, 
cuestión puramente del resorte administrativo, pero la falta ele 
esa prueba no es suficiente para establecer que se ha defrauda­
do o pretendido defraudar al Fisco, máxime cuando los mismos 
querellados tllanifestaron en el balance esa falta ele caños, ante's 
de que se hiciera investigación alguna y se presentaron solicitan­
do pagar los derechos por la diferencia. 
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15\' En cuanto al material empleado en las obras sanitarias 
y aguas corrientes, ele la confrontación de los dictámenes pericia­
les agregados de fs, 163 a 165, 252 a 260 y 280 a 291, puede de­
ducirse que la cantidad que figura en el estado: de fs. 48 a 49 es 
aproximada a la que en realidad se empleó, sobre todo teniendo 
en cuenta el porcentaje de rotura que establecen los peritos, sus­
ceptible de apreciables. variaciones según el ,1:nanipuleo a que se 
ha sometido el material y las características de éste. 

Por otra parte no constatada la comisión de un delito adua­
nero la apreciación y comprobación del material empleado en esas 
obras incumbe exclusivamente a las autoridades administrativas 
(art, 15, decreto reglamentario de la ley N' 11.2811), 

169 Que los arts, 1025, 1026 y 1037 de las ordenanzas de 
Aduana cuya aplicación solicitan los acusadores no son pertinen­
tes en el "sub judice"; la empresa Parodi y Figini al presentar 
el estado correspondiente denunció la falta de 16. 000 caños, atri­
buyéndola a roturas y luego solicitó pagar los derechos· ele im­
portación antes de que existiera denuncia; en consecuencia, ni 
la falta podría pasar desapercibida, ni había peligro alguno de 
que el Fisco fuese perjudicado en sus rentas. 

17'-' Que no como f�mdamento legal pero sí bajo otro orden 
de consideraciones creo oportuno hacer 111,érito de la ilustrada 
opinión del doctor Vicente F. López, Procurador del Tesoro, al 
dictaminar sobre el sumario administrativo, cuando dice ele fs. 
42 vta. a 43: "Excmo·. señor: No me explico este sumario y sólo 
puede tener razón de ser porque los empleados fiscales se ocu­
pan de estudiar la participación que les corresponde. En este 
c:aso se introduce una partida de caños con liberación condicio­
nal. No se justifica la falta de diez y seis mil caños sobre los 
que el interesado alega rotura, pero éste no hace mayor cuestión 
y paga los derechos por los diez y seis tnil caños. El asunto ha 
quedado concluído y no es posible pretender, como lo hace· la 
Inspección General de Rentas, que el caso merezca sanciones 
penales, cuando no se ha defraudado la renta y cuando la Adua-
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na, ·al exigir la rendición de cuentas, no hace otra cosa que ctun­
plir con su obligación. Esa exigencia y las faltas comprobadas 
no pueden considerarse como denuncia . La renta no se ha per­
judicado y no corresponde por lo tanto otra cosa que el archivo 
de estas actuaciones". 

18"' Que en cuanto a 1a prescripció11¡ opuesta por el defensor 
de los procesados a fs, 277 vta., corresponde declarar que no se 
ha operado y así se resuelve conforme a lo resuelto por la Excma. 
Suprema Corte de Justicia ( tomo 54, pág. 387 y torno 79, pá­
gina 407). 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo de culpa y cargo 
a don Angel Figini y don Edmundo Parodi, miembros de la em­

presa Parod\ y Figini, en la cau�a que por querella se les ha ::c­
guido por defraudación de renta aduanera, sin condenación en 
costas por no encontrar mérito para imponerlas. Devuélvanse a 
la Aduana ele Concordia los expedientes que fueron solicitados, 
con testimonio de esta sentencia, regístrese y archívese, - 111. 
Rufr J.11 areno. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Paraná, Abril 30 de 1931. 

Y Vistos: 

Los de esta causa seguida contra Angel Figiúi y Edmundo 
Parocli, empresa Parodi y Figini, por defraudación de renta adua­
nera, venida por los recursos de apelación y nulidad interpues­
tos a fs. 308, fs. 309 y 310 contra la sentencia de fs. 292 a 307 
que absuelve ele culpa y cargo a los imputados, sin condenación 
en costas por no encontrar mérito para imponerlas; y 

Considerando 

Que en lo que se refiere a la prescripción que se alega por 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Parana, Abril 80 de 19381, 

Y Vistos: 

Los de esta causa seguida contra Angel Figini y Edmundo 
Parodi, empresa Parodi y Figini, por defraudacion de renta adua- 

nera, venida por los recursos de apelacién y nulidad interpues- 
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la parte acusada, basándose en lo dispuesto por los arts. 4"' y 
62! incs. 5? y 6v del Código Penal, debe declararse improcedente 
como lo hace· el sellar Juez "a quo", por no ser de aplicación en 
el presente caso dichas disposiciones sino la del art. 433 de las 
ordenanzas ele Aduana, ele acuerdo a la cual la jurisprudencia 
ha resuelto uniformemente que la acción de defraudación, adua­
nera se prescribe recién a los diez años, cuyo tiempo no ha trans­
currido ( ver Fallos S. Corte, tomo 54, pág. 387, tomo 79, pág. 
407, etc.) . 

Que en lo que se refiere a la denuncia que hace la parte 
acusadora de haberse adulterado el balance y la providencia dic­
tada por el Administrador de la Aduana que se indica, debe te­
nerse presente lo resuelto por el señor Juez Federal de Concep­
ción del Uruguay, como consta de fs. 322 a 325, y que el co­
nocimiento originario de dicha cuestión no corresponde a esta 
Cámara de acuerdo a las disposiciones ele los arts. 16 y 17 de 
la ley 4055, por lo que no habiéndose apelado dicha resolución_, 
no cabe i)ronunciamiento a su respecto. Que en lo relativo al pe­
dido de apertura de la causa a prueba, fundándose en dicha cau­
sal tampoco es procedente por no tratarse de hecho nuevo ; por 
cuanto el balance y providencia tachados de falsos se encontra­
ban ya agregados al iniciarse este proceso ante el Inferior por 
lo que pudieron alegar la adulteración en esa instancia y no ha­
biéndolo hecho no corresponde acordar la medida solicitada de 
acuerdo a lo expresamente determinado por el art. 530 del Có­
digo de Ptos, en lo Criminal. 

Que en lo relativo al pedido del señor Fiscal de Cámara de 
fs. 350, tampoco puede prosperat por no fundarse en principios 
legales y teniendo en cuenta lo expuesto precedentemente. 

En cuanto a la nulidad: 
Que este recurso no ha sido sostenido en esta instancia por 

lo que debe darse por desistido a la parte que lo interpuso y no 
surgiendo de autos violaciones de las formas substanciales del 
procedimiento, ni omisiones de las esenciales del mismo, así se 
declara. 
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la ley 4055, por lo que no hahiéndose apelado dicha resolucién, 

no cabe pronunciamiento a su respecto. Que en lo relativo al pe- 

dido de apertura de la causa a prueba, fundandose en dicha cau- 

sal tampoco es procedente por no tratarse de hecho nuevo; por 
cuanto el balance y providencia tachados de falsos se encontra- 

ban ya agregados al iniciarse este proceso ante el Inferior por 
lo que pudieron alegar la adulteracién en esa instancia y no ha- 

biéndolo hecho no corresponde acordar la medida solicitada de 

acuerdo a lo expresamente determinado por el art. 530 del Co- 

digo de Ptos. en lo Criminal. 

Que en lo relativo al pedido del sefior Fiscal de Camara de 
fs. 35, tampoco puede prosperar por no fundarse en principios 

legales y teniendo en cuenta lo expuesto prececdentemente. 

En cuanto a la nulidad: 

Que este recurso no ha sido sostenido en esta instancia por 

lo que debe darse por desistido a la parte que lo interpuso y no 
surgiendo de autos violaciones de las formas substanciales del 

procedimiento, ni omisiones de las esenciales del mismo, asi se 

declara.
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En cuanto a la apelación: 

Que, en síntesis, los hechos son lqs siguientes: el 15 de 
Abril de 1925 el interventor contador, de la· Aduana de Con-: 

corclia, pide se retenga el despacho del pern1iso ele itnportación 
solicitado, que se relaciona con la transferencia ele diez, y seis 
mil caños de barro hasta veinte centímetros de diátnetro ( fs. 8) 
y a fs. 9 el Achninistrador de la Aduana de Concor�ia, expresa, 
al señor i\'I,inistro de Hacienda ele la Nación, que la empresa Pa­
rocli y Figini - autorizada para introducir libre de derechos 
los materiales para las obras sanitarias y aguas corr'ientes ele 
Concordia - presentó su balance de introducción de esos ma­
teriales1 y al ser controlado con los libros de la Aduana se nota 
una diferencia de 16. 000 caños de ·o. 20 chus. de diámetro, en· 
menos entre lo importado más la existencia en depósito; que la 
empresa por su representante Eduardo Chiarizia, expone que la 
expresada diferencia, surge <le la pérdida de esos materiales por 
roturas y desechos, los cuales no se podían constatar por haber­
los entregado a la 1VIunicipa1idad para usarlos en plazas y paseos, 
y en vista ele ello él, el Administrador, dispuso el pago de los 
derechos fiscales, con. lo que se conformaron los interesados, no 
obstante su previa protesta, a pesar de lo cual no fueron abona­
dos los derechos de importación ( ver fs. SO "in fine" y vta.) . 

Que ampliada la denuncia del contador interventor en l\!Ia­
yo 15 ele 1925 ( fs. 1) en ella consta, y se comprueba por otras 
constancias ele autos, sin que lo observen los señores .Parodi y 
Figini, que esa introducción de materiales, libres de derechos 
de impottación· se efectuó desde el 10 ele Enero de 1920 hasta 
el 31 ele Diciembre de 1924, sin que haya constancia de que des­
pués de _esta fecha se hubieran iritroducido más materiales -
ver inclag: de Figini, fs. 130 vta. - y sin que tampoco se hubiera 
presentado por la empresa, el balance correspondiente, lo cual se 
hace tres meses y medio después o sea en Abril 15 de 1925 ( ver 
fs, 50 y fs. 85) . 

Que en la ampliación de la denuncia se afirma que en los 
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En cuanto a la apelacién: 

Que, en sintesis, los hechos son los siguientes: el 15 de 
Abril de 1925 el interventor contador, de la Aduana de Con- 
cordia, pide se retenga el despacho del permiso de importacién 
solicitado, que se relaciona con la transferencia de diez y seis 
mil cafios de barro hasta veinte centimetros de diametro (fs. 8) 
y a fs. 9 el Administrador de la Aduana de Concordia, expresa, 
al sefior Ministro de Hacienda de la Nacién, que la empresa Pa- 

rodi y Figini — autorizada para introducir libre de derechos 
los materiales para las obras sanitarias y aguas corrientes de 
Concordia — presentd su balance de introduccién de esos ma- 
teriales, y al ser controlado con los libros de la Aduana se nota 

una diferencia de 16.000 cafios de 0.20 ctms. de didmetro, en 

menos entre lo importado mas la existencia en depdsito; que la 

empresa por stt representante Eduardo Chiarizia, expone que la 

expresada diferencia, surge de la pérdida de esos materiales por 
rotiutras y desechos, los cuales no se podian constatar por haber- 

los entregado a la Municipalidad para usarlos en plazas y paseos, 

y en vista de ello &, el Administrador, dispuso el pago de los 
derechos fiscales, con, lo que se conformaron los interesados, no 

obstante su previa protesta, a pesar de lo cual no fueron abona- 

dos los derechos de importacién (ver fs. 50 “in fine” y vta.). 

Que ampliada la denuncia del contador interventor en Ma- 
yo 15 de 1925 (fs. 1) en ella consta, y se comprueba por otras 
cotstancias de autos, sin que lo observen los sefiores -Paradi y 

Figini, que esa introduccién de materiales, libres de derechos 
de importacion se efectud desde el 10 de Enero de 1920 hasta 
el 31 de Diciembre de 1924, sin que haya constancia de que des- 

pués de esta fecha se hubieran introducido mas materiales — 

ver indag. de Figini, fs. 130 vta. — y sin que tampoco se hubiera 

presentado por la empresa, el balance correspondiente, lo cual se 

hace tres meses y medio después o sea en Abril 15 de 1925 (ver 

fs, 50 y fs. 85). 

@ue en la ampliacidn de la denuncia se afirma que en los
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materiales introducidos, entre otros, consta en la contabilidad de 
1a Aduana, la cantidad de ciento seis mil setecientos ochenta y 
tres caños de barro de 0.20 ctins. de diámetro (aforado a$ ois, 
0.32 c¡u.} al 25 oio volumen tarifa de avalúas, ley de la Na­
ción; de ese total de caños, denunciados, se emplearon en las 
obras 79. 313, ·por los cuales se abonaron derechos de importación, 
7 .000 más por los cuales se abonó también derechos de intro­
ducción y 20. 470 cafÍos en existencia, según la casa Parodi y 
Figini al 31 de Diciembre de 1924 ( ver balance a fs. '48 y 49), 
afirmando el denunciante .Ramón Bergadá, contador interventor, 
que esos veinte mil cuatrocientos setenta caños era una cantidad 
ficticia, y por lo tanto falsa, pues al 31 de Diciembre citado só­
lo había en existencia real entre 4.000 y 4.500 caños de' las 
dimensiones, peso, etc., y� expresado, de donde surge la falta 
aproximada de los 16 . 000 caños denunciados. 

Que practicada la información administrativa decretada a 
fs. 12, el señor López Alfara, administrador de la casa Parodi 
y Figini, cuya calidad de administrador y su declaración de fs. 
14 vuelta ratificada a fojas 88 vuelta no ha sido observada en 
los autos, manifiesta que "los 16.000 caños. que aparecen faltar, 
y que declaran los concesionarios, que corresponden a caños ro­
tos y deshechos, han sido cedidos a la l\!Iunicipalidad para pa­
seos públicos, y fueron llevados, ele depósito, por la :&1unicipali­
dad desde mediados de 1923 hasta marzo de 1925; y a fojas 
21 informa la municipalidad de Concordia que la cantidad de 
caños a que se refiere la nota (ver resolución de fojas 16), han 
siclo ocho carradas más o menos y el peso del mate1�ial, por vía­
Je, lo estima en 400 kilogramos aproximaaclmente. 

Que al prestar indagatoria Figini de fojas 130 a 133 vuelta, 
dice que los caños rotos e inutilizados ascendían a 16.000 (fojas 
131 vuelta) y expresa que hizo notar el ingeniero 01iarizia, al 
Administrador ele la Aduana, esa cantidad de caños en tales con­
diciones "al formularse el balance de fojas 84 a 85, sobre lo 
cual quería formular un estado exacto, a lo que el Administra-
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materiales introducidos, entre otros, consta en la contabilidad de 

ta Aduana, la cantidad de ciento seis mi] setecientos ochenta y 

tres cafios de barro dé 0.20 ctms. de didmetro (aforado a $ os. 
0.32 clu.) al 25 olo volumen tarifa de avaltios, ley de la Na- 
cién; de ese total de cafios, denunciados, se emplearon en las 

obras 79.313, ‘por los cuales se abonaron derechos de importacidn, 
7.000 mas por los cuales se abond también derechos de intro- 
duccién y 20.470 cafios en existencia, segtin la casa Parodi y 
Figini al 31 de Diciembre de 1924 (ver balance a fs.:48 y 49), 
afirmando el denunciante Ramon Bergada, contador interventor, 

que esos veinte mil cuatrocientos setenta cafios era wna cantidad 

ficticia, y por lo tanto falsa, pues al 31 de Diciembre citado s6- 
lo habia en existencia real entre 4.000 y 4.500 cafios de’ las 
dimensiones, peso, etc., ya expresado, de donde surge la falta 
aproximada de los 16.000 cafios denunciados. 

Que practicada la informacién administrativa decretada a 
fs. 12, el sefior Lopez Alfaro, administrador de Ja casa Parodi 

y Figini, cttya calidad de administrador y su declaracion de fs. 

14 vuelta ratificada a fojas 88 vuelta no ha sido observada en 

los autos, manifiesta que “los 16.000 cafios que aparecen faltar, 

y que declaran los concesionarios, que corresponden a cafios ro- 
tos y deshechos, han sido cedidos a la Municipalidad para pa- 
seos ptiblicos, y ftteron Ilevados, de depdsito, por la Municipali- 

dad desde mediados de 1923 hasta marzo de 1925; y a fojas 

21 informa fa municipalidad de Concordia que la cantidad de 
cafios a que se refiere la nota (ver resolucién de fojas 16), han 

sido ocho carradas mas o menos y el peso del material, por via- 
je, lo estima en 400 kilogramos aproximaadmente. 

Que al prestar indagatoria Figini de fojas 130 a 133 vuelta, 
dice que los cafios rotos e inutilizados ascendian a 16.000 (fojas 
131 vuelta) y expresa que hizo notar el ingeniero Chiarizia, al 
Administrador de la Aduana, esa cantidad de cafios en tales con- 

diciones “al formularse el balance de fojas 84 a 85, sobre lo 

cual queria formular un estado exacto, a lo que el Administra-
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clor ele la Aduana le contestó que abonara y reclamara después 
de la devolución del. importe de esos derechos, y en virtud de 
c+llo Chiarizia ordenó al clespachante de Aduana Ferreyra Fer­
nánclez que pagara los derechos por los diez y seis mil caños, 
y al ir el despachante después de varios días a efectuarlo, el 
Administrador de la Aduana le manifestó que no podía recibir el 
importe ele los deerchos que se querían pagar por haberse formu­
lado una denuncia contra la empresa", de todo lo cual y lo antes 
relacionado se comprueba que el balance fué presentado el 13 de 
abril de 1925, es decir, casi dos meses y medio después de lo 
qué establece el artículo 15 del decreto reglamentario de febrero 
18 de 1924. Lo afirmado precedentemente no hace prueba, pues 
la declaración de Ferreyrn Fernándcz no la corrobora ninguna 
otra constancia de autos, en cuanto a que· el pago de los dere­
chos por los 16.000 caños se hubiera pretendido efectuar en tiem­
po, dada la mora en presentar el balance recién el 13 de abril, 
cuando ya se andaba en la Aduana de Concordia practicándose 
verificaciones con respecto a los 16,000 caños que se cuestio­
naron - informe de fojas 9., d� fojas 38, del Inspector General 
ele Rentas Nacionales de fojas '42, y nota· de fojas 45 �, cuan­
do ese balance debió ser presentado a la Aduana de Concordia 
en el mes de enero (artículo 15 del decreto reglamentario de 
febrero 1924, ya citado). 

Que la verificación que preceptúa el citado ·artículo 15 mal 
podí2 efectuarse, no sólo por haberse presentado el balance por 
Parocli y Figini, · cerca de tres y medio meses después. de te­
nerlo efectuado los denunciados, sino también porque s11 pro­
pio Administrador manifiesta que esos 16.000 caños inutili­
zados y rotos fueron cedidos a la :Municipalidad ele Concordia 
y extraídos de los depósitos de Parodi y Figini desde mediados 
del año 1923 hasta marzo de 1925, cuando el más elemental de­
ber de la empresa nombrada y su obligación· era hacer verifi­
car esas entregas de caños rotos y deshechos, previo aviso a la 
Aduana, lo que pudo y debió comprobarse, verificando su's · pesos, 
ya que se conoce el de cada caño, y llegando por ese medio a 
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dor de la Aduana le contest6 que abonara y reclamara después 
de ja devolucidn del importe de esos derechos, y en virtud de 
ello Chiarizia ordend al despachante de Aduana Ferreyra Fer- 
nandez que pagara los derechos por los diez y seis mil cajfios, 

y al ir el despachante después de varios dias a efectuarlo, el 
Administrador de la Aduana le manifesto que no podia recibir el 
importe de los deerchos que se querian pagar por haberse formu- 
lado una denuncia contra la empresa”, de todo lo cual y lo antes 
relacionado se comprueba que el balance fué presentado el 13 de 
abril de 1925, es decir, casi dos meses y medio después de lo 

qué establece el articulo 15 del decreto reglamentario de febrero 
18 de 1924. Lo afirmado precedentemente no hace prueba, pues 
la declaracion de Ferreyra Fernandez no la corrobora ninguna 
otra constancia de autos, en cuanto a que el pago de los dere- 

chos por los 16,000 cafios se hubiera pretendido efectuar en tiem- 

po, dada la mora en presentar el balance recién el 13 de abril, 
cuando ya se andaba en la Aduana de Concordia practicandose 
verificaciones con respecto a los 16.000 cafios que se cuestio- 
naron — informe de fojas 9, de fojas 38, del Inspector General 
de Rentas Nacionales de fojas 42, y nota de fojas 45 —, cuan- 

do ese balance debid ser presentado a la Aduana de Concordia 
en el mes de enero (articulo 15 del decreto reglamentario de 
febrero 1924, ya citado). 

Que la verificacion que precepttta el citado ‘articulo 15 mal 
podia efectttarse, no sdlo por haberse presentado el balance por 

Parodi y Figini, cerca de tres y medio meses después de te- 
nerlo efectuado los denunciados, sino también porque su pro- 

pio Administrador manifiesta que esos 16.000 caiios inutili- 
zados y rotos fueron cedidos a la Municipalidad de Concordia 

y extraidos de los depdésitos de Parodi y Figini desde mediados 
del afio 1923 hasta marzo de 1925, cuando el mas elemental de- 

ber de la empresa nombrada y su obligacién era hacer verifi- 
cat’ esas entregas de cafios rotos y deshechos, previo aviso a la 

Aduana, lo que pudo y debiéd comprobarse, verificando sus pesos, 
ya que se conoce el de cada cafio, y llegando por ese medio a
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determinar la cantidad, cuando menos aproximadamente, del nú­
mero de caños inutilizados. 

Que confrontando los peritajes de autos, el del ingeniero 
Fonseca ( fojas 164) propuesto por el querellante, llega a la 
conclusión de que los caños rotos e inutilizados de 0.20 me­
tros ascienden a 4.374, calcu1ando el 8 por ciento; el del in­
geniero Cole, propuesto por el querc1laclo, obrante a fojas 257, 
se expide con respecto a caños de más de 0.20 ctms. y menores 
ele ese diámetro, sin especificar los de veinte centímetros, que 
son los que se cuestionan, Expresa que las roturas normalmente 
oscilan entre cinco y quince por ciento, las que pueden llegar 
hasta treinta y cinco por ciento, y aun elevarse a más de cua­
renta por ciento, y después de establecer (fojas 260), la can­
tidad de caños empleados - como se ha dicho, mayores o me­
nores de veinte centímetros -

_, 
dice, en conclusión, que las ro­

turas pueden variar entre cinco y treinta y cinco por cielito, 
11110 perdiendo de vista la merma por empalmes'): en vista de 
la marcada disparidad ele conclusiones entre los peritos de las 
partes, el "a quo" a fojas 279 ;vuelta designa perito tercero al 
ingeniero Alejandro Guesalaga, quien a fojas 281 se expide, ha­
ce un análisis comparativo ele los dos peritajes anteriores y lle­
ga a la conclusión de que sobre el número· ele caños enipleac.los 
en la obra, calcula un diez por ciento ele rotura; el nú1':nero de 
inutilizados por esa causa llega a 6352 caños de .menor diáme­
tro de veinte centímetros. 

Que estos peritajes, al referirse sólo al material empleado 
en las obras, no destruyen los infonnes d_e la Aduana ele Con­
cordia, ohrantes en estas actuaciones, que, por otra part�, no 
han siclo discutidos ni menos negados por el querellado, y sí, 
por el contrario, aceptados, desde que la empresa Parodi y Fi­
gini concuerda, con dichos documentos oficiales extraídos de 
las constancias de la contabilidad de aquella repartición pública, 
y aceptada/ expresamente, la falta de diez y seis mil -caños, in� 
utilizados por rüturas. 
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determinar la cantidad, cuando menos apreximadamente, del mi- 

mero de cafios inutilizados, 

Que confrontando los peritajes de autos, el del ingeniero 

Fonseca (fojas 164) propuesto por el querellante, llega a la 

conclusion de que los cafios rotos e inutilizados de 0.20 me- 
tros ascienden a 4.374, calcu'ando el 8 por ciento; el del in- 

geniero Cole, propuesto por el queretlado, obrante a fojas 257, 
se expide con respecto a caiios de mas de 0.20 ctms. y menores 

de ese diametro, sin especificar los de veinte centimetros, que 
son los que se cuestionan. Expresa que Jas roturas normalmente 

oscilan entre cinco y quince por ciento, las que pueden Ilegar 
hasta treinta y cinco por ciento, y aun elevarse a mas de cua- 

renta por ciento, y después de establecer (fojas 260), la can- 

tidad de cafios empieados — como se ha dicho, mayores o me- 

nores de veinte centimetros —, dice, en conclusién, que las ro- 

turas pueden variar entre cinco y treinta y cinco por ciento, 
“no perdiendo de vista fa merma por empalmes’; en vista de 
la marcada disparidad de conclusiones entre los peritos de las 

partes, el “a quo” a fojas 279 vuelta designa perito tercero al 

ingeniero Alejandro Guesalaga, quien a fojas 281] se expide, ha- 

ce 1m analisis comparativo de los dos peritajes anteriores y Ile- 

ga ala conclusion de que sobre el numero de cafios empleados 

en la obra, calcula un diez por ciento de rotura; el nimero de 

inutilizados por esa causa llega a 6352 cafios de menor diame- 

tro de veinte centimetros. 

Que estos peritajes, al referirse solo al material empleado 

en las obras, no destruyen los informes de la Aduana de Con- 

cordia, obrantes en estas actuaciones, que, por otra parte, no 

han sido discutidos ni menos negados por el querellado, y si, 

per el contrario, aceptados, desde que la empresa Parodi y Fi- 

gini cencuerda, con dichos documentos oficiales extraicdos de 

las constancias de Ja contabilidad de aquella reparticién ptthlica, 

y aceptada, expresamente, la falta de diez y seis mil -cafios, in- 

utilizados por roturas.
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Que la conclusión expresada no tiene vuelta de hoja y sólo 
queda determinar si como lo sostiene la querellada esa canti­
dad de caños, del diámetro y condiciones establecidos, efectiva­
mente se han roto y sus deshechos fueron cedidos a la l\riunici­
paliclad ele Concordia para ser empleados en plazas y en paseos 
públicos, hecho que, lejos ele haberlo probado, como era obli­
gacton ele la empresa, está plenamente destruído con ·el infor­
me ele fojas 21, que hace ascender a 400 kilogramos cadá una 
de las ocho carradas

1 
o sea tres mil doscientos kilogra:mos en 

total, aproximadamente, o sean doscientos treinta y siete caños, 
también más o menos, dado que cada cafio de 0.20 cttns. tiene 
un promedio de peso de trece· kilogramos y medio (ver informe 
de fojas 38')'., cantidad única que aparece cedida a la Municipa­
lidad ele .Concordia por la casa Parodi y Figini, de lo que re­
sulta que la nombrada empresa no ha justificado la inversión 
de quince 1nil setecientos sesenta y seis caños, por lo cual ha 
incurrido en la sanción que preceptúan los artículos 1025, 1037 
( ver 1038 de las Ordenanzas de Aduana). Más se robustece el 
criterio judicial sobre la verdad ele la defraudación si se tiene 
presente los pedidos de autorización de venta formulados por 
los acusados en mayo y julio de 1923 ( fojas 178 y fojas 183) 
que demuestran qt1c en esa fecha ya tenían por lo tnenos 16.000 
caños de sobrantes que no habían empleado en las obras. sani­
tarias de Concordia. ¿ Cómo es posible entonces que los hubie­
sen clonado rotos a la l\1 unicipalida<l? 

Que en· (nanto a la ímputación que también se foünula a la 
casa Parodi y Figini, de haber vendido caños de los introduci­
dos libres de derechos para las obras sanitarias y de aguas co­
rrientes, de la ciudad ele Concordia, las pruebas acumuladas en 
el proceso y (1ue examina en el considerando 10 el fallo del 11a 
qua''. la circunstancia de haber siclo autorizada la empresa pai•a 
efectuar algunas ventas previo pago de derechos, el no estar 
plenamente comprobado que· esas ventas se han realizado en 
fraude del Fisco, crean una sitt;ación de duda, lo cual es sufi­
ciente para eliminar una condena contra los imputados, 
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Que la conclusién expresada no tiene vuelta de hoja y solo 
queda determinar si como lo sostiene la querellada esa canti- 

dad de cafies, del diametro y condiciones establecidos, efectiva- 

mente se han roto y stts deshechos fueron cedidos a la Munici- 
palidad de Concordia para ser empleados en plazas y en paseos 

publicos, hecho que, lejos de haberlo probado, como era obli- 

gacion de la empresa, esta plenamente destruido con ‘el infor- 

me de fojas 21, que hace ascender a 400 kilogramos cada una 
de Jas ocho carradas, o sea tres mil doscientos kilogramos en 

total, aproximadamente, 0 sean doscientos treinta y siete cafios, 

también mas o menos, dado que cada cafio de 0.20 ctms. tiene 
tn promedio de peso de trece kilogramos y medio (ver informe 

de fojas 38)!, cantidad tinica que aparece cedida a la Municipa- 
lidad de Concordia por la casa Parodi y Figini, de lo que re- 

sulta que la nombrada empresa no ha justificado ja inversion 
de quince mil setecientos sesenta y seis cafios, por lo cual ha 
incurrido en la sancién que precepttian tos articulos 1025, 1037 

(ver 1038 de’ las Ordenanzas de Aduana). Mas se robustece el 

criterio judicial sobre la verdad de la defraudacién si se tiene 
presente los pedidos de autorizacién de venta formulados por 

los acusados en mayo y julio de 1923 (fojas 178 y fojas 183) 

que demuestran que en esa fecha ya tenian por jo menos 16.000 
cafios de sobrantes que no habian empleado en las obras. sani- 

tarias de Concordia. ;Cémo es posible entonces que los huhie- 
sen donado rotos a la Municipalidad ? 

Que en-cuanto a la imputacién que también se formula a Ja 
casa Paredi y Figini, de haber vendido cafios de los introduci- 
dos libres de derechos para las obras sanitarias y de aguas co- 
rrientes de la ciudad de Concordia, las pruebas acumuladas en 
el proceso y ctte examina en el considerando 10 el fallo del “a 
quo”, ta circunstancia de haber sido autorizada la empresa para 
efectuar algunas ventas previo pago de derechos, el no estar 
plenamente comprobado que esas ventas se han realizado en 

fraude del Fisco, crean una situacién de duda, lo cual es sufi- 

ciente para eliminar una condena contra los imputados.
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Que la pena que corresponde a la defraudación aduanera 
cometida por los acusados señores Angel Figini y Edmundo Pa­
rodi es la de comiso o multa igual al valor de la mercadería en 
infracción de acuerdo con el artículo 1026 de las ordenanzas de 
Aduana y con la regla estahlecida por el artículo 67 de la ley 
de Aduanas número 11.281, por no existir la nrercadería, con 
el pago, además de los derechos fiscales correspondientes, a cu­
yo efecto la Aduana practicará la liquidación del caso, todo lo 
que deberá pagarse dentro de tercero día o sufrir prisión equi­
valente ele acuerdo con el artículo 1076 de las Ordenanzas ci­
tadas; esto sin perjuicio de la participación que le corresponde 
al denunciante (artículo 1031 de las ordenanzas), 

Por lo expuesto y fundamentos de la acusación en primera 
y segunda instancia, se revoca la _sentencia de fojas 292 a 307 
y se condena a los señores Angel Figini y Edmundo Parodi al 
pago ele una n1ulta igual al valor de los quince mil setecientos 
sesenta y seis caños de barro de veinte centímetros de diáme­
tro a que se refiere la denuncia y pago de los derechos fiscales 
correspondientes a los mismos, con costas, artículos 29 del Có­
digo de Procedimientos Oriminales aplicable en virtud del ar­
tículo 1061 de las ordenanzas; sin perjuicio d� la participación 
que le corresponde al denunciante; debiendo en taso omiso su­
frir lbs acusados prisión equivalente. Hágase saber, practíquese 
oportunamente Ja liquidación por la Aduana y cúmplase. - A.

Roigt. - R. Avi/a. Casti!la. - Julio A. Bc11ítcz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1931. 

Y Vistos: 

Los de la causa contra la empresa "Parodi y Figinii , por 
defraudación aduanera, venida en tercera instancia ordinaria con­
forme al artículo 3"', inciso 2"' de la ley número 4055, por ape­
lación contra el fallo de la Cámara Federal de Paraná que con-
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Que la pena que corresponde a la defraudacién aduanera 
cometida por los acusados sefiores Angel Figini y Edmundo Pa- 
rodi es la de comiso o multa igual al valor de la mercaderia en 
infraccién de acuerdo con el articulo 1026 de las ordenanzas de 
Aduana y con la regia establecida por el articulo 67 de la ley 
de Aduanas nttmero 11.281, por no existir la mercaderia, con 

el pago, ademas de los derechos fiscales correspondientes, a cu- 

yo efecto la Aduana practicara la liquidacion del caso, todo Jo 
que debera pagarse dentro de tercero dia o sufrir prisién equi- 
valente de acuerdo con el articulo 1076 de las Ordenanzas ci- 

tadas; esto sin perjuicio de la participacién que le corresponde 

al denunciante (articulo 1031 de las ordenanzas), 

Por lo expuesto y fundamentos de la acusacién en primera 
y segunda instancia, se revoca la sentencia de fojas 292 a 307 
y se condena a los sefiores Angel Figini y Edmundo Parodi al 
pago de una multa igual af valor de los quince mil setecientos 
sesenta y seis cafios de harru de veinte centimetros de diame- 
tro a que se refiere la denuncia y pago de los derechos fiscales 
correspondientes a los mismos, con costas, articulos 29 del Cé- 

digo de Procedimientos Oriminales aplicable en virtud del ar- 
ticulo 1061 de las ordenanzas; sin perjuicio de la participacion 
que le corresponde al denunciante; debiendo en caso omiso su- 

frir los acusados prision equivalente. Hagase saber, practiquese 
oportunamente Ja liquidacién por la Aduana y cttmplase. — A. 
Rotgt. — R. Avila Castilla. — Julio A. Benitez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1981. 

Y Vistos: 

Los de la causa contra la empresa “Parodi y Figini’ por 

defraudacién aduanera, venida en tercera instancia ordinaria con- 

forme al articulo 3°, inciso 2° de la ley nt&tmero 4055, por ape- 
lacién contra el fallo de la Camara Federal de Parana que con-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 215 

denó a los acusados "a una m'ulta igual al valor de los quince 
mil setecientos sesenta y seis caños ele barro de veinte centí­
metros ele diámetro", 11a pago de derechos fiscales correspon­
dientes a los .mismos, con costas", etc. - fojas 365 a 36? ,:vuel­
ta; y 

Considerando: 

Que los antecedentes y cbntenido de la causa en examen 
están minuciosamente y c01·rectamente relacionados en la sen­
tencia recurrida, pudiendo sintetizarse así: Parodi y Figini, em­
presarios constructores de obras sanitarias de Concordia (Entre 
Rios) introdujeron, desde 1920 a 1924 •- libres de derecho -
condicional - una cantidad de caños de. barro y al presentar 
en 13 de abril de 1925 el balance que prescriben los artículos 
15 y 16 del decreto reglamentario de la ley número 11.281, die­
ron como saldo existente,_ de caños de hasta 0.20 de diámetro, 
la suma de 20.470, cuando en realidad no existían sino 4.470; 
explicando después los interesados que los 16.000 faltantes co­
rrespondían a roturas y deshechos que se donaron a la i1 nni­
cipalidad; por gestión del Contador Interventor de la Aduana, 
don Ramón Bergadá, de 15 de abril - fojas 8 -, se detuvo 
el trámite iniciado para pagar los derechos correspondientes a 
la falta, y, elevadas las actuaciones al :Ministerio de I-Iaicienda, 
a pesar del dictamen del P1�ocurador del Tesoro que aconsejaba 
el atchivo de las mismas - fojas 42 vuelta -, se ordenó se­
guir el trámite - fojas 44 -, pero habiendo intervenido el J uz­
gado Federal de Uruguay, allí radicóse el juicio - fojas 46 
y 47. 

Que,, desde luego, la intervención del Contador Interventor 
de la Aduana ele Concordia no es inoportuna ni extemporánea, 
pues si el hecho generador de la infracción acusada es la pre­
sentaóón del balance que prevén los artículos 15 y 16 del de­
creto reglamentario de la ley número 11.281, a efecto de justi­
ficar el destino que motiva la liberación según el artículo 4 de 
dicha ley, y si ese balance se presentó en 13 de abril ( fojas 
85), es natural que se dé curso a la denuncia, atlnque tenga el 
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cts dené a los acusados “a una mitlta igual al valor de los quince 
mil setecientos sesenta y seis cafios de barro de veinte centi- 
metros de diametro”, “a pago de derechos fiscales correspon- 

dientes a los mismos, con costas”, etc. — fojas 365 a 369 vuel- 
ta; y 

Considerando: 

Que los antecedentes y contenido de la causa en examen 

estan minuciosamente y correctamente relacionados en la sen- 
tencia recurrida, pudiendo sintetizarse asi: Parodi y Figini, em- 

presarios constructores de obras sanitarias de Concordia (Entre 

Rios) introdujeron, desde 1920 a 1924 — libres de derecho — 
condicional — una cantidad de cafios de. barro y al presentar 
en 13 de abril de 1925 el balance que prescriben los articulos 
15 y 16 del decteto reglamentario de la ley nfimero 11.281, die- 
ron como saldo existente, de cafios de hasta 0.20 de diametro, 
la suma de 20.470, cuando en realidad no existian sino 4.470; 

explicando después los interesados que los 16.000 faltantes co- 

rrespondian a roturas y deshechos que se donaron a la Muni- 

cipalidad ; por gestion del Contador Interventor de la Aduana, 

don Ramon Bergada, de 15 de abril — fojas 8 —, se detuvo 
el tramite iniciado para pagar los derechos correspondientes a 
la falta, y, elevadas las actuaciones al Ministerio de Hacienda, 

a pesar del dictamen dei Procurador del Tesoro que aconsejaba 
el atchivo de las mismas —- fojas 42 vuelta —, se ordend se- 
guir el tramite — fojas 44 —, pero habiendo intervenido el Juz- 
gado Federal de Uruguay, alli radicdse el juicio — fojas 46 
y 47. 

Que, desde luego, la intervencién del Contador Interventor 
de la Aduana de Concordia no es inoportuna ni extemporanea, 
pues si el hecho generador de la infraccién acusada es la pre- 

sentatién del balance que prevén los articulos 15 y 16 del de- 

creto reglamentario de la ley nttmero 11.281, a efecto de justi- 
ficar el destino que motiva Ja liberacién segtin el articulo 4 de 
dicha ley, y si ese balance se presentd en 13 de abril (fojas 
85), es natural que se dé curso a la denuncia, aunque tenga el
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carácter ele parte preventivo que siempre que sea escrito y for­
mal será viable según lo ha declarado esta Corte en los fallos 
del tomo 159, páginas 73 y 275, interpretando el artículo 1039 
ele las Ordenanzas de Aduana y el decreto de 27 de diciembre 
de 1910; pero, justamente, falta a la denuncia o parte de fojas 
8 a esa "formalidad" que en aquellos casos comprobó la Corte, 
pues carece ele los detalles que claramente preceptúa el artículo 
1040 de las Ordenanzas, desde que el señor Bergadá no menciona 
ninguna infracción, ,limitándose a pedir que se retenga el des­
pacho del permiso de importación de fojas 192, _aludiendo a "ra­
zones que oportunamente ha dado el señor Administrador", pero 
que no reitera, ni de l_as cuales existe constancia escrita. 

Que, en consecuencia, y habiendo los empresari.os solicitado 
despacho de importación con pago de derechos, correspondiente 
a 16.000 caños, en 14 de abril ele 1925, la verdadera denuncia 
de Bcrgadá, de 1nayo 15 - fojas 1 -· es ineficaz, porque ya 
habían hecho rectificación los interesados - expresa o tácita, 
poco importa -. En efecto, lo que a la ley y al Fisco interesa 
es el reconocimiento de que se debían pagar derechos por ma­
teriales no empleados en las obras sanitarias de Concordia, pues 
ese empleo en servicios públicos es lo que justifica la liberación 
condicional. 

Que es cierta la falta de .cumplimiento, por parte de Paro­
di y Figini, d_e la obligación de presentar balances anuales en los 
términos que fija el artículo 15 del decreto reglamentario de la 
ley número 11.281 y cuyo objeto es la comprobación de destino, 
conforme al artículo 16 del mismo decreto y artículo 4" de la 
Je.y reglamentaria, pues desde 1920 en que se inició la intro� 
ducción de caños, es la de abril 13 ele 1925 -. fojas 48 - la 
primera presentación; pero esa falta no está penada como in­
fracciót:1 aduanera, ni en 1a ley número 11.281, ni en el decreto 
reglamentario, ni en las Ordenanzas, y de ella es igualmente 
responsable la Aduana, que no exigió los balances en oportu­
nidad, _!li realizó la fiscalización y contralor pertinentes. 
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caracter de parte preventivo que siempre que sea escrito y for- 

mal sera viable segitn lo ha declarado esta Corte en los fallos 
del tomo 159, paginas 73 y 275, interpretando el articulo 1039 
de las Ordenanzas de Aduana y el decreto de 27 de diciembre 
de 1910; pero, justamente, falta a la denuncia o parte de fojas 

8 a esa “formalidad” que en aquellos casos comprobé la Corte, 
pues carece de los detalles que claramente preceptua el articulo 

1040 de las Ordenanzas, desde que el sefior Bergada no menciona 
ninguna infraccion, Jimitandose a pedir que se retenga el des- 
pacho del permiso de importacion de fojas 192, aludiendo a “ra- 

zones que oportunamente ha dado el sefior Administrador’, pero 

que no reitera, ni de las cuales existe constancia escrita. 

Que, en consecuencia, y habiendo los empresarios solicitado 

despacho de importacién con pago de derechos, correspondiente 

a 16.000 cafios, en 14 de abril de 1925, la verdadera denuncia 

de Bergada, de mayo 15 — fojas 1 — es ineficaz, porque ya 
habian hecho rectificacién los interesados — expresa o tacita, 

poco importa —. En efecto, lo que a la ley y al Fisco interesa 

es el reconocimiento de que se debian pagar derechos por ma~ 

teriales no empleados en las obras sanitarias de Concordia, pues 

ese empleo en servicios ptblicos es lo que justifica la liberacién 
condicional, 

Que es cierta la falta de cumplimiento, por parte de Paro- 

di y Figini, de la obligacién de presentar balances anuales en los 
términos que fija el articulo 15 del decreto reglamentario de la 
ley nimero 11.281 y cuyo objeto es la comprobacion de destino, 

conforme al articulo 16 del mismo decreto y articulo 4° de la 
ley reglamentaria, pues desde 1920 en que se inicid la intro- 

duccién de cafios, es la de abril 13 de 1925 — fojas 48 — la 

primera presentacién; pero esa falta no esta penada como in- 

fraccién aduanera, ni en fa ley nimero 11.281, ni en el decreto 

reglamentario, ni en las Ordenanzas, y de ella es igualmente 

responsable la Aduana, que no exigid los balances en oportu- 

nidad, ni realizé la fiscalizacion y contralor pertinentes.
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Que los señores Parodi y Figin no han justificado que el 
saldo faltante de caños de hasta 0.20 111. de diámetro, se perdie­
ra, por rupturas e inutilizaciones, porque ninguno de los peritos 
llega a la cifra de 79.000 como efectivamente empleados· en las 
obras - fojas 164, 257, 281, y los ingenieros Fonseca y Gue­
salaga tampoco llegan, en el máximu:m de posibilidades, a las 
rupturas argüídas y, en cuanto a probables o posibles averías y 
rupturas en el viaje de importación, ellas debieron ser coinpro­
badas y registradas a su recibo ( artículos 121 a 127 del decreto 
reglamentario de la ley ntllnero 11.281) ; pero tampoco ha pro­
bado la acusación -- como lo reconoce la Cámara "a .-quo" en 
el penúltimo considerando de su fallo de fojas 365 - que hu­
biera ventas al margen del artículo 13 del decrdo reglamenta­
rio, por lo que aquella deficiencia de prueba no puede calificarse 
como contrabando ni como defraudación aduanera, aunque sí 
como contravención del 111ismo carácter, pues a los beneficia­
rios le incumbe la prueba dél artículo 16 de ese decreto. 

Que la rectificación de 14 de abril� fojas 192 - está pre­
vista en los artículos 934 y 981 de las Ordenanzas de Aduana 
y penada con dobles derechos, aplicables conforn1e al artículo 
lti. del decreto, pues como queda expresado en considerandos 
anteriores, el pedido de despacho ele fójas 192, Qebe considerar­
S�'. como una recti fica,ción del balance de fojas 48, hecho antes 
dt que el contenido de éste se hubiera principiado a verificar. 

En su mérito, se reforma el fallo recurrido y se condena 
3 Parodi y· Figini al pago de dobles derechos de ii_nportación 
por diez y seis mil caños de barro-vítreo de hasta 0.20 111. de 
diámetro. Con costas; revocándose en cuantq concede partici­
pación al querellante en el resultado de la pena. Hágase saher, 
devuélvanse los autos, para la reposición, liquidación y pago, 
en -el juzgado de origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA.­

J ULIAN V. PERA. 
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Que los sefiores Parodi y Figin no han justificado que el 
saldo faltante de cafios de hasta 0.20 m. de didmetro, se perdic- 

ra por rupturas e inutilizaciones, porque ninguno de los peritos 

llega a la cifra de 79,000 como efectivamente empleados en las 
obras — fojas 164, 257, 281, y los ingenicros Fonseca y Gue- 
salaga tampoco lIlegan, en el maximum de posibilidades, a las 

rupturas argtiidas y, en cuanto a probables o posibles averias y 
rupturas en el viaje de importacion, ellas debieron ser compro- 
badas y registradas a su recibo (articulos 121 a 127 del decreto 
reglamentario de la ley ntmero 11.281); pero tampoco ha pro- 

bado la actisaci6n ~- como lo reconoce la Camara “a quo” en 
el pentiltimo considerando de su fallo de fojas 365 — que hu- 

biera ventas al margen del articulo 13 del decreto reglamenta- 
rio, por lo que aquella deficitencia de prueba no pwede calificarse 
como contrabando ni como defraudacién aduanera, aunque si 

como contravencién del mismo caracter, pues a los beneficia- 

rios le incumbe la prueba dé] articulo 16 de ese decreto. 

Que la rectificacién de 14 de abril — fojas 192 — esta pre- 
vista en los articulos 934 y 981 de las Ordenanzas de Aduana 
y penada con dobles derechos, aplicables conforme al articulo 
14 del decreto, pues como qtieda expresado en considerandos 

anteriores, el pedido de despacho de fojas 192, debe considerar- 
se como una rectificacién del balance de fojas 48, hecho antes 
de que el contenido de éste se hubiera principiado a verificar. 

En su mérito, se reforma el fallo recurrido y se condena 
a Parodi y: Figini al pago de dobles derechos de importacion 
por diez y seis mil cafios de barro-vitreo de hasta 0.20 m. de 
diametro. Con costas; revocandose en cuanto concede partici- 

pacion al querellante en el resultado de ja pena. Hagase saber, 

devuélvanse los autos, pata la reposicién, liquidacién y pago, 
en-el juzgado de origen. 

J. Ficurroa Axtcorta. — Rorerro 
REPETTO. —- ANTONIO SAGARNA.— 

Juuian V. Pera.
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Dofía Cataf.i11a Li::zin Cm1st Banlwr de J.l!fusgra.vc :v otra, en autos 

con la Caja 1\Ta.cioual de Jubi'.la1ciones y Pensfoues de Em� 
picados Ferroviarios, sobre pe11sióu. Recurso de hecho. 

Su·mario: Procede el recurso extraordinario del artículo 14, ley 
48, en un caso en que las resoluciones dictadas acordando 
los beneficios de la pensión tan sólo desde la fecha en que 
las interesadas obtuvieron del Poder Ejecutivo permiso pa­
ra residir en el extranjero, desconocen un preten,<lido dere­
cho amparado por el artículo 39 de la ley número 10. 650. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

Doña Catalina I..,izzin Const Barkcr de l\1usgrave y su hi­
ja doña Dorotea 1\1aud IVIusgrave, en autos con la Caja Nacio­
nal de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias, sobre pensión, sos­
tuvieron que el pago de la pensión que les fué acordada por re­
solución de la Cá'ja, dictada con fecha 3 de Septiembre de 1930 
debe hacerse desde el día del fallecimiento del causante, y fun­
daron su derecho en le prescripción contenida en el artículo 39 
de la ley i'iúmero 10.650 (ver escrito de fs. 114). 

La resolución dictada a fs. 118 por la Cámara Federal de 
Apelación de esta Capital, en cuanto declara que la resolución 
de la Caja que manda pagar el beneficio tan sólo desde la fecha 
en que las interesadas han obtenido del P. E. el permiso para 
residir en el extranjero, no causa agravio a las recurrentes, im­

, porta una denegación, si bien por razones distintas de las invo-
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Doiia Catalina Lissin Const Barker de Musgrave y otra, en autos 

con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados Ferroviarios, sobre pension, Recurso de hecho. 

Sumarto: Procede el recurso extraordinario del articulo 14, ley 
48, en tin caso en que las resoluciones dictadas acordando 
Jos beneficios de la pensién tan sdlo desde la fecha en que 
las interesadas obtuvieron del Poder Ejecutivo permiso pa- 

ra residir en el extranjero, desconocen un pretendido dere- 
cho amparado por el articulo 39 de la ley niimero 10.650. 

Caso: Lo explican las piezas sigttientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

Dofia Catalina Lizzin Const Barker de Musgrave y su hi- 
ja dofia Dorotea Maud Musgrave, en autos con la Caja Nacio- 

nal de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias, sobre pension, sos- 

tuvieron que el pago de la pension que les fué acordada por re- 
solucién de la Caja, dictada con fecha 3 de Septiembre de 1930 

debe hacerse desde el dia del fallecimiento del causante, y fun- 
daron su derecho en le prescripcién contenida en el articulo 39 
de Ja ley niimero 10.650 (ver escrito de fs. 114). 

La resolucién dictada a fs. 118 por la Camara Federal de 
Apelacién de esta Capital, en cuanto declara que la resolucién 
de la Caja que manda pagar el beneficio tan sdlo desde la fecha 
en que las interesadas han obtenido del P. E. el permiso para 

residir en el extranjero, no causa agravio a Jas rectirrentes, im- 

/porta una denegacién, si bien por razones distintas de las invo-
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cadas por la Caja, del derecho invocado y fundado en el citado 
al"tículo 39 de la ley número 10. 650, y tiene, a mi juicio, re�pecto 
del punto que dejo indicado, carácter defin.itivo. 

Existe, así, el caso federal, y atento a lo resuelto por V. E. 
e1_1 casos análogos, el recurso extraordinario de apelación para 

'ante V. E., interpuesto a fs. 119, procede, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 14 de la ley número 48. 

Creo, pues, que dicho recurso extraordinario ha sido mal 
denegado y que corresponde hacer lugar a la presente queja. 

Horado R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiemb1·e 21 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Considerando, que en el pleito se ha pretendido que las re­
soluciones de fojas 91 y 118, en cuanto acuerdan los beneficios 
de la pensión tan sólo desde la fecha en que las interesadas ob­
tuvieron del Poder Ejecutivo permiso para residir en el extran­
jero, - desconocen un derecho am.parado por el artículo 39 de 
la ley número 10.650; y con atreglo a lo dispuesto en el artículo 
14, inciso 3° de la ley número 48 y lo dictaminado por el señor 
:F'rocurador General, se declara mal denegado el recurso -, y 
encontrándose el expediente ante esta Corte, autos, "y a la oficina 
por el ténnino de diez días comunes e improrrogables a los efec­
tos del artículo 8"' de 1a Jey núm.ero 4055. Señálanse los días lu­
nes y viernes para que los interesados concurran a la oficina a ser 
notificados. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA 

- JULIAN V. PERA, 
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cadas por la Caja, del derecho invocado y fundado en el citado 
articulo 39 de la ley ntmero 10.650, y tiene, a mi juicio, respecto 
del punto que dejo indicado, caracter definitivo. 

Existe, asi, el caso federal, y atento a lo resuelto por V. E. 

en casos analogos, el recurso extraordinario de apelacién para 
‘ante V, E., interpuesto a fs. 119, procede, de acuerdo con lo 

dispuesto en el articulo 14 de la ley nimero 48. 

Creo, pues, que dicho recurso extrdordinario ha sido mal 

denegado y que corresponde hacer fugar a Ja presente queja. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1981. 

Autos y Vistos: 

Considerando, que en el pleito se ha pretendido que Jas re- 
soluciones de fojas 91 y 118, en cuanto acuerdan los beneficios 
de la pensién tan sdlo desde la fecha en que las interesadas ob- 
tuvieron del Poder Ejecutivo permiso para residir en el extran- 

jere, — desconocen un derecho amparado por el articulo 39 de 

la tey nimero 10.650; y con arreglo a lo dispuesto en el articulo 
14, inciso 3° de la ley ntimero 48 y lo dictaminado por el sefior 

Procurador General, se declara mal denegado el recurso —, y 
encontrandose el expediente ante esta Corte, autos, y a la oficina 
por el término de diez dias comunes e improrrogables a los efec- 
tos del articulo 8’ de la ley nttmero 4055. Sefialanse los dias lu- 
nes y viernes para que los interesados concurran a la oficina a ser 
notificados. 

J. Ficueroa Atcorta. — RoBERTO 

REPETTO. — ANTONIO SAGARNA 

— Jurian V. Pera,
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Se,/Ores Q·m'.Jloue.s :V Alva.re::: co11tra' el Ferrocarril del Sud, por 
-indem,-11lzació11 de da'Jlos y pcrjnfr·ios. Recurso de !techo.

Sumari.o: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso en que la queja deducida ante 
la Corte, fué presentada fuera del término establecido por 
el artículo 231 de la ley número 50. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, ·septiembre 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

La denegatoria pronunciada a fs. 221 vta. por la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital y que motiva el presente re­
curso de hecho, ha quedado ejecutoriada, toda vez que, de la 
confrontación de la nota puesta a fs. 222 ele los autos_ princi­
pales con el cargo puesto al pie del escrito de fojas 1 de este 
incidente, resulta haberse interpuesto la queja después de ven­
cido el término ele tres días que fija el art. 231 de la ley nú­
mero 50. 

Correspo'nde, pues, desestimar la presente queja formulada 
por la presentación de Quiñones y Alvarez en autos con la empre­
sa del Ferrocarril del Sud, sobre daños y perjuicios. 

Horado R. La-rreta. 
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Seiiores Quinones y Alvares contra el Ferrocarril del Sud, por 

tudemnizacién de datos y perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley nitmero 48, en un caso en que la queja deducida ante 
la Corte, fué presentada fuera del término establecido por 
el articulo 231 de la ley numero 50. 

Caso: Lo explican Jas piezas sigutientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

La denegatoria pronunciada a fs. 221 vta. por la Camara 

Federal de Apelacién de la Capital y que motiva el presente re- 
curso de hecho, ha quedado ejecutoriada, toda vez que, de la 

confrontacién de la nota puesta a fs, 222 de los autos princi- 

pales con el cargo puesto al pie del escrito de fojas 1 de este 

incidente, resulta haberse interpuesto Ia queja después de ven- 
cido el término de tres dias que fija el art. 231 de la ley nu- 

mero 50, 

Corresponde, pues, desestimar la presente queja formulada 

por la presentacion de Quifiones y Alvarez en autos con la empre- 

sa del Ferrocarril del Sud, sobre dafios y perjuicios. 

Horacio R. Larreta,
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PALLO DE LA CORTE SUPRE:MA 

Buenos Aires, Septieinbre 21 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de queja por denegación del extraordinario in­
terpuesto por don José J\llartínez Torrontegui en representación 
ele los sellares Quiñones y Alvarez contra resolución de la Cá­
mara Federal de Apelación de la Capital, recaída en el expe­
diente sobre daños y perjuicios; y 

Considerando : 

Que el auto denegatorio del recurso extraordinario inter­
puesto ante la C.imara citada aparece notificado según nota ele 
fs. 222 el 13 de Agosto próxhno pasado, siendo presentado el 
recurso de queja deducido ante esta Corte el 19 de Agosto, (car­
go del escrito de fs. 1 del recurso de hecho),· esto es, fuera del 
término establecido por el art. 231 de la ley N9 50. 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro­
curador General, se declara improcedente la queja deducida. No­
-tifíquese, repóngase el papel y archívese, devolviéndose los au­
tos principales al tribunal de origen, con transcripción <le la 
presente resolución y del dictamen de referencia. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA 

- JULIAN V. PERA, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de queja por clenegacion del extraordinario in- 

terpuesto por don José Martinez Torrontegtui en representacion 

de los sefiores Quifiones y Alvarez contra resolucién de la Ca- 
mara Federal de Apelacion de la Capital, recaida en el expe- 

diente sobre dafios y perjuicios; y 

Considerando : 

Que el auto denegatorio del recurso extraordinario inter- 
puesto ante la Camara citada aparece notificado segtin nota de 
fs. 222 el 13 de Agosto préximo pasado, siendo presentado el 

recurso de queja deducido ante esta Corte el 19 de Agosto, (car- 
go del escrito de is. 1 del recurso de hecho), esto es, fuera del 

término establecido por el art. 231 de la ley N* 50. 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el sefior Pro- 

curador General, se declara improcedente la queja deducida. No- 

tifiquese, repongase el papel y archivese, devolviéndose los au- 
tos principales al tribunal de origen, con transcripcién de la 

presente resolucién y del dictamen de referencia. 

J. Freveroa Artcorta. — Roperto 

Reretto, — ANTONIO SAGARNA 

— Jurran V. Pera,
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ChadwicJ..�
1 

TVéir y Co-,npaiUa Limfrada, en autos co11- la Aduana 
de la Capital, por defra,udddón aduanera. Recurso extraor­
d,inario. 

Su.·111-an'.o: ·No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, en un caso en que las cuestiones que lo motivaron, 
se resolvieron por razones de hecho y prueba ajenas a aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL. 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

El rc:.-ub:o extraor:linario deducido en estos autos es impro­
cedente, por no estar con�prendido dentro de las disposiciones 
del arL 14 de la ley 48, que reglamenta dicho recurso. 

El recurrente no ha precisado, como era indispensable, cuál 
es el derecho, privilegio o exención fundado en algún precepto 
de la �onstitución, ley o tratado del Congreso que haya sido 
desconocido en la resolución apelada, por lo que no hay lugar a 
que esta Corte Suprema entre a ejercer su jurisdicción de ape-: 

ladón, que no tiene otro objeto que mantener el imperio de las 
disposkiones de esa índole, 

Por otra parte, la resolución de la Excma. Cán1ara Federal 
se funda en consideraciones de hecho relativas al carácter con 
que ha actuado la querellada y a la naturaleza de los materiales 
introducidos, no pudiendo esos puntos ser materia �le revisión en 
esta instancia. 

A mérito de lo expuesto, creo que V. E. debe declarar im� 
procedente el recurso extraordinario deducido. 

Horado R. Larrefa.. 
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Chadwick, Weir y Compaiita Limitada, en autos con la Aduana 
de le Capital, por defraudacién aduanera, Recurso extraor- 
dinario. 

Sunario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley 48, en un caso en que las cuestiones que lo motivaron, 
se resolvieron por razones de hecho y prueba ajenas a aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL’ 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

I} recurco extraordinario deducido en estos autos es impro- 

cedente, por no estar comprendido dentro de las disposiciones 
del art. 14 de la ley 48, que reglamenta dicho recurso. 

El recurrente no ha precisado, como era indispensable, cual 
es el derecho, privilegio o exencién fundado en algtin precepto 
de la Constitucién, ley o tratado del Congreso que haya sido 
desconocida en la resolucién apelada, por lo que no hay lugar a 

que esta Corte Suprema entre a ejercer su jurisdiccién de ape- 
lacién, que no tiene otro objeto que mantener el imperio de las 
disposiciones de esa indole, 

Por otra parte, la resolucién de la Excma. Camara Federal 

se funda en consideraciones de hecho relativas al caracter con 
que ha actuado la querellada y a la naturaleza de los materiales 
introducidos, no pudiendo esos puntos ser materia de revisién en 

esta instancia. 

A mérito de lo expuesto, creo que V. E. debe declarar im- 
procedente el recurso extraordinario deducido. 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1931. 

Y Vistos ; Considerando ; 

Que la sentencia de la Cámara Federal de la Capital ah­
suelve a la Sociedad Chad'wick Weir y Compañía por las si­
guientes razones; a), porque ésta ha intervenido en la importa­
dón ele los efectos libres <le derechos no en el carácter de pro­
pietario <le éstos, sino a título ele transportador y por cuenta 
ele las Compañías Argentina Oilfielcl y Eastern Petrolemn:; b), 

poré¡ue Chaclwick \i\l eir y Cía. han podido introducir los ma­
teriales como simples particulares industriales. 

Que a mayor abundamiento la sentencia llega también a la 
conclusión aun para la hipótesis de q\te los efectos hubieran 
siclo introducidos por Chadwick \IVeir y Cía. como propietarios 
<;le los mismos y con el fin ele enajenarlos.a compañías explora­
doras o explotadoras ele minas; a), porque las Sociedades Oil­
field y Eastern Petroleum se encorÍtraban ellas mismas exentas 
del pago del derecho;· b), porque los efectos han sido empleados 
e11 el destino que se tuvo en vista al liberarlos·. 

Que aceptado por los denunciantes el prin,cipio verd�dero 
ele que la franquicia del derecho aduanero se otorga a la ,mer­
cadería y no a las personas ( fs. 306), todas las cuestiones con­
templadas y resueltas por el pronunciamiento apelado revisten 
el carácter de puntos de hecho y de prueba ajenos por su na­
turaleza al recurso extraordinario de puro derecho federal. 

En su mérito y de conform1idad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General se declara mal concedido el recurso 
extraordinario acordado a fs .. 336. 

Notifíqttese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juz­
gado de origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA, 

- JULIAN V. PERA. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1931. 

Y Vistos; Considerando: 

Que la sentencia de la Camara Federal de la Capital ab- 
suelve a la Sociedad Chadwick Weir y Compafiia por las si- 

guientes razones: @), porque ésta ha intervenido en la importa- 
cion de Jos efectos libres de derechos no en el caracter de pro- 

pietario de éstos, sino a titulo de transportador y por cuenta 

de las Compafiias Argentina Oilfield y Eastern Petroleum; 0), 

porque Chadwick Weir y Cia. han podido introducir los ma- 

teriales como simples particulares industriales. 

Que a mayor abundamiento la sentencia llega también a la 

conclusién aun para la hipdtesis de que los efectos hubieran 
sido introducidos por Chadwick Weir y Cia. como propietarios 
de los mismos y con el fin de enajenarlos a compafiias explora- 

doras o explotadoras de minas: a), porque las Sociedades Oil- 

field y Eastern Petroleum se encontraban ellas mismas exentas 

del pago del derecho ;"b), porque fos efectos han sido empleados 
en el destino que se tuvo en vista al liberarlos. 

Que aceptado por fos denunciantes el principio verdadero 

de que ja franquicia del derecho aduanero se otorga a la mer- 

caderia y no a las personas (fs. 306), todas Jas cuestiones con- 
templadas y resueltas por el pronunciamiento apelado revisten 
el caracter de puntos de hecho y de prueba ajenos por su na- 

turaleza al recurso extraordinario de puro derecho federal. 

En sui mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
sefior Procurador General se declara mal concedido ej recurso 

extraordinario acordado a fs.. 336. 

Notifiquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juz- 
gado de origen. 

J. Ficurroa Atcorra. — Roprrro 

Reperro. —- ANTONIO SAGARNA. 
— Juuian V. Pera.
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Chadwicl?, TV cir J' Cónipa!Tía. iú11:it-ada en ;ai.t.'tos con fa. Aduana 
de -¡a. Capital, sobre defraudación. Recurso de hecho. 

Sumario: Las resoluciones de la Cámara Federal de la Capital 
en materia criminal causan ejecutoria de acuerdo con lo 
que dispone el artículo 49 de la ley número 7055, no siendo 
óbice para esa solución, la cir.cunstancia de que la senten­
cia sólo haya sido suscripta por tres de sus miembros, ni 
tampoco la de que uno de ellos se encuentre jubilado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAi\'IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

En atención a lo que dispone el art. 4\' de la ley 7055 y a 
la naturaleza criminal de esta causa, no proceden los recursos 
de apelación y nulidad deducidos contra la resolución dictada 
por la Excma. Cálmara Federal de la Capital. 

Los términos precisos en que se ertcuentra redactada la 
cláusula final del citado artículo, cuando establece que ·las re­
soluciones de la mencionada Cámara Federal en materia crimi­
nal causarán ejecutoria, no permite decidir que sea indispensable 
que concurran los cinco miembros para que se aplique la cláusula 
referida, porque ello impiicaría entrar en 'distingos no c.oúteni­
dos en la ley. 

Por ello, creo que V. E. debe _desestimar la queja dech�:icla. 

J--Ioracio R. Larreta.. 

224 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Chadwick, Weir y Compaitia Limitada en aittos con la Aduana 

de ‘la Capital, sobre defraudacién. Recirso de heche. 

Sumario: Las resoluciones de la Camara Federal de la Capital 
en materia criminal causan ejecutoria de acuerdo con lo 

que dispone el articulo 4° de la ley n&mero 7055, no siendo 
Obice para esa solucién, la circunstancia de que la senten- 

cia solo haya sido suscripta per tres de sus miembros, ni 
tampoco la de que uno de ellos se encuentre jubilado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICFAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

En atencién a lo que dispone el art. 4° de la ley 7055 y a 

la naturaleza criminal de esta causa, no proceden los recursos 

de apelacién y nulidad deducidos contra la resolucién dictada 

por la Excma. Caimara Federal de la Capital. 

Los términos precisos en que se ertcuentra redactada la 
clausula final del citado articulo, cuando establece que las re- 

soluciones de la mencionada Camara Federal en materia crimi- 

nal causaran ejecutoria, no permite decidir que sea indispensable 
que concurran los cinco miembros para que se aplique la clausula 

referida, porque ello implicaria entrar en ‘distingos no conteni- 
dos en fa ley. 

Por ello, creo que V. E. debe desestimar la queja dedurida. 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1931. 

Y Vistos: 

La presente apelac.ión de he_cho por denegación de los re­
cursos de apelación y nulidad deducidos por el denunciante con­
trél. 12. sentencia pronunciada ¡:)Qr la Cámara Federal de la Capi­
tal en el juicio Chad\vick \�T eir y Cía., por infracción de las le­
yes de Aduana ; y 

Considerando 

Que esta causa es de naturaleza penal, pues se ha debatido 
en ella la cuestión de saber si la Sociedad Chachvick \i\Teir y Cía. 
h;:,, ¡cometido el delito ele defraudación aduanera que le ha sido 
imputado. 

Que ele' acuerdo con lo dispuesto por_ el art. 49 de la ley 
N'' 7055 las resoluciones de la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital causan ejecutoria en materia criminal y por consi­
guiente la dictada en este litigio que reviste aquel carácter no es 
susceptible de los recursos de nulidad y apelación para ante esta 
Corte Suprema. 

Que no es óbice para esa solución� ni la circunstancia de 
que la sentencia haya sido su:J.::ripta por sólo tres miembros 
del tribunal, ni tampoco la ele que uno de ellos se halle jubilado. 
En cuanto a lo primero, porque lo que hace definitiva la senten­
cia en presencia de la letra y del espíritu del artículo 4 de la 
ley número 7055 es el nt'unero de miembros de que el tribunal 
se compone y no el de los que concurran a suscribir una deci­
sión en _cada caso concí-eto; y en cuanto a lo segundo, porque la 
cuestión relativa a la jubilación <le uno de los magistrados <lehió 
plantearse antes de la sentencia, pues es visible que formulada 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 21 de 1981. 

Y Vistos: 

La presente apelacién de hecho por denegacion de los re- 

cursos de apelacion y nulidad deducidos por el denunciante con- 

tra la sentencia pronunciada por la Camara Federal de la Capi- 

tal en el juicio Chadwick Weir y Cia., por infraccién de las le- 

yes de Aduana; y 

Considerando 

Que esta catisa es de naturaleza penal, pues se ha debatido 

en ella la cuestion de saber si la Sociedad Chadwick Weir y Cia. 
ha icometido el delito de defraudacidn aduanera que le ha sido 
imputado. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 4° de la ley 

N* 7055 las resoluciones de la Camara Federal de Apelacién 
de la Capital causan ejecutoria en materia criminal y por consi- 
guiente la dictada en este litigio que reviste aquel caracter no es 

susceptible de los recursos de nulidad y apelacion para ante esta 

Corte Suprema. 

Que no es ébice para esa solucién;, ni la circunstancia de 

que la sentencia haya sido sucripta por sdlo tres miembros 
del tribunal, ni tampoco la de que uno de ellos se halle jubilado. 

En cuanto a lo primero, porque lo que hace definitiva la senten- 

cia en presencia de la letra y del espiritu del articulo 4 de la 

ley ntimero 7055 es el ntumero de miembros de que el tribunal 
se compone y no el de fos que concurran a suscribir wna deci- 

sion en cada caso concreto; y en cuanto a lo segundo, porque la 
cuestién relativa a la jubilacion de uno de tos magistrados debi 
plantearse antes de la sentencia, pues es visible que formulada
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después, ya no es aquella \causal la que determina la observa­
ción, sino el resultado adverso del pronunciamiento. 

En su ínérito y de conformidad con lo dictaininado por el 
señor Procurador General, se declara improcedente 1a queja. 

Notifíquese y archívese, previa reposición del papel. 

J. FIGUEROA ALCORTA, - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA.­

JuLIAN V. PERA. 

Don Jorge D. Hughes (sn sucesión)\ contra. /a. Dirección de .Es­
cuelas de la. pr01iinda de Buenos Aires, sobre pJ1otocoUzación 
de tcsta,nento. 

S1mwrio: No procede el recurso extraordinario del artk:ulo 14, 
ley número 48, en un caso en que, si bien se resuelve la 
aplicación de una ley local, cuya validez se ha planteado, 
las cuestiones a ese respecto se deciden por razones de he-
cho y pru_eba ajenas a aquél. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAillEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1931. 

Suprema Corte� 

Los herederos de don Jorge D. Hughes solicitaron del se­
ñor Juez de lo Civil de la ciudad de La Plata la protocoliza­
ción del testamento otorgado por su causante, el que había sido 
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después, ya no es aquella tcausal la que determina la observa- 

cién, sino el resultado adverso del pronunciamiento, 

En su mérito y de conformidad con le dictaminado por el 
sefior Procurador General, se declara improcedente la queja. 

Notifiquese y archivese, previa reposicion del papel. 

J. Fraveroa Atcorra. — Roserto 
Reperro. — ANTONIO SAGARNA.— 

JuEIAN V. PERA. 

Deu Jorge D. Hughes ¢su sucesiény, contra la Direcctén de Es- 
cuelas de la provincia de Buenos Aires, sobre protocolizacion 
de testamento, 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley numero 48, en un caso en que, si bien se resuelve la 
aplicacioén de una ley local, cuya validez se ha planteado, 
las cuestiones a ese respecto se deciden por razones de he- 
che y prueba ajenas a aquél. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1981. 

Suprema Corte: 

Los herederos de don Jorge D. Hughes solicitaron del se- 
fior Juez de lo Civil de la ciudad de La Plata la protocoliza- 
cién del testamento otorgado por su causante, el que habia sido
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aprobado en la jurisdicción nacionc1:l abonándose con ese mo­
tivo el itnpuesto sucesorio _que fué liquidado por los bienes radi­
cado en dicha jurisdicción. Al ocurrir a la jurisdicción provin:.. 

cial los recurrentes manifestaron que no correspondía abonar 
iínpuesto alguno, por cuanto los bienes situados en la provincia, 
aunque estaban a nombre del causante, habían sido adquiridos 
por la sociedad "P. y G. Hughes", domiciliada en la capital fe­
deral, la que se hallaba en posesión de esos bienes, por lo que 
al fallocimiento del señor Jorge D. Hughes no se había pro­
ducido trasmisión de bienes sujetos a la jurisdicción de la pro­
vincia, y que el objeto que se perseguía al protocolizar el testa­
mento de dicho señor tendía a que la mencionada sociedad otor­
gase la escritttra de aceptación de la compra hecha a su favor. 
La pretensión aducida por los recunentes no fué aceptada por 
los tribunales provinciales, fundándose la sentencia dictada ·por 
12. Excelentísima Cámara Segunda de Apelc¾::iones de la ciudad
de La Plata, en que, no habiéndose probado que los bienes denun­
ciados por los recurrentes sean de propiedad de la Sociedad "P.
y G. Hughes'', ni que 1os mismos bienes hayan salido del patri­
monio del causante, debe abonarse el impuesto por la trasrriisióti.
del dominio.

Contra dicha sentencia se ha interpuesto el recurso extra­
ordinario de apelación para ante esta Corte Suprema, sosteniendo 
los recurrentes que la aplicación que se hace de la ley imposi­
tiva provincial para exigir el pago de un impuesto sobre bienes 
que ya lo han abonado en la jurisdicción nacional, es violatoria 
de diversos preceptos de. 1a Constitución y de los Códigos Civil y 
de Comercio. 

De los ante:edentes relacionados se desprende que la cues­
tión que ha dado motivo al presente recurso, está circunscripta 
a la determinación de si los bienes situados en la provirÍcia de 
Buenos Aires, qttfl están a nombre del causante, pertenecían a 
éste en el momento del deceso o si habían pasado a ser propiedad 
de la sociedad "P. y G. Hughes", y esa cuestión depende exclu­
sivamente del valor que se atribuya a las enunciacioneS cante-
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aprobado en la jurisdiccién nacional abonandose con ese mo- 

tivo el impuesto sucesorio que fué fiquidado por los bienes radi- 
cado en dicha jurisdiccion. Al ocurrir a la jurisdiccién provin- 
cial los recurrentes manifestaron que no correspondia abonar 

impuesto alguno, por cuanto los bienes situados en la provincia, 
aunque estaban a nombre del causante, habian sido adquiridos 
por Ja sociedad “P. y G. Hughes”, domiciliada en la capital fe- 
deral, la que se hallaba en posesiOn de esos bienes, por lo que 
al fallecimiento del sefior Jorge D. Hughes no se habia pro- 

ducido trasmision de bienes sujetas a la jurisdiccidn de la pro- 

vincia, y que el objeto que se perseguia al protocolizar el testa- 
mento de dicho sefior tendia a que la mencionada sociedad otor- 

gase la escritura de aceptacidn de la compra hecha a su favor. 
La pretension aducida por fos recurrentes no fué aceptada por 
los tribunales provinctales, fundandose la sentencia dictada por 
la Excelentisima Camara Segunda de Apelaciones de Ja ciudad 
de La Plata, en que, no hahiéndose probado que tos bienes denun- 

ciados por los recurrentes sean de propiedad de la Sociedad “P. 
y G. Hughes”, ni que los mismos bienes hayan salido del patri- 
monio del causante, debe abonarse el impuesto por la trasmisién 
del dominio, 

Contra dicha sentencia se ha interpuesto el recurso extra- 
ordinario de apelacion para ante esta Corte Suprema, sosteniendo 

los recurrentes que ta aplicaciOn que se hace de la ley imposi- 
tiva provincial para exigir el pago de un impuesto sobre bienes 
que ya lo han abonado en Ja jurisdiccién nacional, es violatoria 
de diversos preceptos de la Constitucion y de los Cddigos Civil y 
de Comercio. 

De los antecedentes relacionados se desprende que la cues- 

tion que ha dado motivo al presente recurso, esta circunscripta 
a la determinacién de si los bienes situados en la provincia de 
Buenos Aires, que estan a nombre del causante, pertenecian a 

éste en el momento del deceso o si habian pasado a ser propiedad 

de Ja sociedad “P. y G, Hughes”, y esa cuestion depende exelu- 
sivamente del valor que se atribuya a las enunciaciones conte-
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nidas en las escrituras de propiedad exhibidas, a efectü de es­
tablecer si, con arreglo a esas enunciaciones, el dominio había 
sido adquirido por la mencionada sociedad. La referida cuestión 
no puede ser materia de examen ante Vuestra Excelencia, por 
tratarse de puntos de hecho· y prueba a los que no se extiende la 
jurisdicción de apelación de esta Corte Suprema. 

No puede servir de base para la procedencia del recurso 
en trámite la colisión que se dice producida entre las jurisdic­
ciones nacional y provincial, con motivo de haberse exigido en 
una y otra el pago del impuesto sucesorio con relación a los 
mismos bienes, puesto que propiamente no se ha producido co­
lisión de jurisdiccio�1es, y la doble imposición de que se que­
jan los recurrentes es el resultado de haberse involucrado en_,el 
haber de -Ja ·,sociedad "P. y G. Ht1-ghes", bienes que estaban ins­
criptos en la provincia a nombre de don Jorge D. Hnghes, sien­
do esta circunstancia lo que ha dado pie a las autoridades de 
dicha provincia para reputar que no se había transferido el do­
minio a la sociedad constituída en la Capital Federal, y que por 
tanto, por !a transmisión operada con motivo del deceso del ex­
presado señor, hay que exigir a sus herederos el pago del im­
puesto respectivo. 

Ei{ mérito a lo o;:puesto y no afectando la decisión apelada 
cláusula alguna const�tucional o legal que pueda motivar la ju­
risdicción de apelación ele Vuestra Excelencia, pido se decla­
re improcedente el recurso deducido. 

JI oracio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE.MA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

?is tos y Considerando: 

Que la sentencia ele fojas 52, pronunciada por la Cámara 
Segunda de Apelaciones de la ciudad de La Plata, confirmando 
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nidas en las escrituras de propiedad exhibidas, a efecto de es- 

tablecer si, con arreglo a esas enunciaciones, el dominio habia 

sido adquirido por la mencionada sociedad. La referida cuestién 
io puede ser materia de examen ante Vuestra Excelencia, por 

tratarse de puntos de hecho y prueba a los que no se extiende fa 

jurisdiccién de apelacién de esta Corte Suprema. 

No puede servir de base para la procedencia del recurso 

en tramite la colision que se dice producida entre las jurisdic- 
ciones nacional y provincial, con motivo de haberse exigido en 

una y otra el pago del impuesto sucesorio con relacién a los 
mismos bienes, puesto que propiamente no se ha producido co- 

lisién de jurisdicciones, y la doble imposicién de que se que- 

jan los recurrentes es el resultado de haberse involucrado en el 

haber de la «sociedad “P. y G. Hughes”, bienes que estaban ins- 
criptos en la provincia a nombre de don Jorge D. Hughes, sien- 

do esta circunstancia lo que ha dado pie a las autoridades ce 

dicha provincia para reputar que no se habia transferido e! do- 
minio a la sociedad constituida en la Capital Federal, y que por 

tantc, por la transmisiOn operada con motivo del deceso del ex- 
presado sefior, hay que exigir a sus herederos el pago del im- 

pttesto respectivo. 

Ent mérito a lo expuesto y no afectando Ja decisién apelada 
clausula alguna constitucional o legal que pueda motivar la ju- 

risdiccién de apelacién de Vuestra Excelencia, pido se decla- 

re improcedente el recurso deducido. 

Horacta R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

Que la sentencia de fojas 52, pronunciada por la Camara 
Segunda de Apelaciones de Ja ciudad de La Plata, confirmande
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la dictada a fojas 47 vuelta, no contiene decisión alguna que au­
torice el recurso extraordinario establecido por el artículo 14 de 
12. ley número 48, ya que si bien en ella se resuelve la aplicación
ele disposiciones de una ley local cuya validez se ha planteado,
las cuestiones a . ese respecto se deciden por razones ele hecho y
pruebc.i, ajenas a aquél. En efecto, la sentencia en recurso ha dis­
puesto la aplicación ele disposiciones de la ley número 3972
de la provincia de Buenos Aires al caso presente, por no ha­
berse probado que los bienes denunciados por. los recurrentes
hubiesen salido del patrimonio del causante.

Que en estas condiciones no puede decirse que se haya 
tratado de una cuestión federal derivada ele la validez de una 
ley ele provincia, toda vez que se ha decidido su aplicación 
con los hechos que la Cámara "a quo" ha considerado pro­
bados. 

Por ello, de acuerdo con los fundamentos del dictamen 
del señor Prd:urador General y lo establecido por esta Cor­
te Suprema en casos análogos

1 
se declara no haber lugar al 

recurso. Notifíqüese, repóngáse el sellado y devuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuuA:N 

V. PEiu.

Don FNi.r C111 los 1l1asola c11 a.utas con Arón Garber, sobre co­

bro ejcc11fi'vo. Recurso de heclw. 

Su111ario; No procede l'l recnrso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48

1 
en un caso en que el caso federal fué plan­

ttado extemporáneamente y en el que la resolución que lri 
motiva no asume carncteres de sentencia detinitiva. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

DE JUSTICIA DE LA NACION 229, 

la dictada a fojas 47 vuelta, no contiene decisién alguna que at- 
torice el recurso extraordinario estahlecido por el articulo 14 de 

la tey numero 48, ya que si bien en ella se resuelve fa aplicacion 
de disposiciones de una ley local cuya validez se ha planteado, 
las cuestiones a.ese respecto se deciden por razones de hecho y 

prueba ajenas 2 aquél. In efecto, la sentencia en recurso ha dis- 

puesto la aplicacidn de disposiciones de la ley ntmero 3972 

de la provincia de Buenos Aires al caso presente, por no ha- 

berse probado que los bienes denunciados por, fos recurrentes 

hubiesen salido del patrimonio del causante. 

Que en estas condiciones no puede decirse que se haya 

tratado cle una cuestion federal derivada de la validez de una 

ley de provincia, toda vez que se ha decidido su aplicacién 

con los hechos que la Camara ‘a quo” ha considerado pro- 

bados. 

Por ello, de acuerdo con los fundamentos del dictamen 

del sefior Prdcurador General y lo establecido por esta Cor- 
te Suprema en casos analogos, se declara no haber lugar al 

recursc. Notifiquese, repéngase el sellado y devuélvanse, 

J. Ficuzroa Atcerta. — Roserto 

Repetto. — R. Guipo Lavan. 
~—- ANTONIO SAGARNA. — JULIAN 

V. PERa. 

Don Félix Carlos Musola en autos con Arén Garber, sobre co- 

bro ejecutive. Recurso de hecho, 

Sisario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley nitmero 48, en un caso en que e! caso federal fué plan- 

teaclo extemporaneamente y en el que ta resolucién que Jn 

motiva no asume caracteres de sentencia definitiva. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes :
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1931. 

Suprema Corte : 

La resolución dictada a fojas 28 ele los autos prindpales 
por la Cámara Segunda de Apelacion�s en lo Civil de esta 
Captial, no puede ser revisada por Vuestra Excelencia en el 
recurso creado por el artículo 14 de la ley número 48, toda 
vez que, al declarar bien denegado un recurso ele apelación, 
resuelve un punto ele derecho procesal que, no im¡portando un 
pronunciamiento de carácter general, hace cosa juzgada. 

Cabe, al efecto, advertir que en su presentación de fojas 
25 el relcurrente no invocó ningún derecho fundado en la Cons­
titución Nacional, Tratado o Ley Nacional, Jim1tándose a ar­
gumentar en base a fundamentos de la ley común. 

La invocación de cláusulas constitucionales que se hace 
recién al deducir el recurso extraordinario de apelación para 
ante Vuestra Excelencia aparece formulada extemporáneamen­
te, dado que tales cuestioríes debieron ser propuestas antes de 
dictarse la resolución que motiva el rt!curso denegado, para así 
dar lugar a que recayese sobre e1las el pronunciamiento en las 
condiciones que e,"{presa el artículo 14 de la ley 48. 

No existe, pues, el caso federal, y en tal virtud soy de 
opinión que el recurso extraordinario de apelación _para ante 
Vuestra Excelencia interpuesto a fojas 29 de los autos prin� 
cipales ha sido bien denegado y que, en consecuencia, procede 
desestimar la presente queja. 

Horado R. Larrrta. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1981. 

Suprema Corte: 

La resolucién dictada a fojas 28 de los autos priicipales 
por la Camara Segunda de Apelaciones en lo Civil de esta 

Captial, no puede ser revisada por Vuestra Excelencia en el 
recurso creado por el articulo 14 de la ley nimero 48, toda 
vez que, al declarar bien denegado un recurso de apelaci6n, 

resuelve un punto de derecho procesal que, no importando un 

pronunciamiento de caracter general, hace cosa jtzgada. 

Cabe, al efecto, advertir que en su presentacién de fojas 

25 el recurrente no invocéd ningtin derecho fundado en la Cons- 
titucién Nacional, Tratado o Ley Nacional, Jimitandose a ar- 

guimentar en base a fundamentos de la ley comin. 

La invocacién de clausulas constitucionales que se hace 
recién a] deducir el recurso extraordinario de apelacién para 

ante Vuestra Excelencia aparece formulada extemporaneamen- 
te, dado que tales cuestioties debieron ser propuestas antes de 
dictarse la resolucidn que motiva el récurso denegado, para asi 
dar lugar a que recayese sobre ellas el] pronunciamiento en las 

condiciones que expresa el articulo 14 de la ley 48. 

No existe, pues, el caso federal, y en tal virtud soy de 

opinion que el recurso extraordinario de apelacién para ante 

Vuestra Excelencia interpuesto a fojas 29 de les autos prin- 
cipales ha sido bien denegado y que, en consecuencia, procede 

desestimar la presente queja. 

Haracio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegatción del extraordinario in­
terpuesto contra la resolución ele la Cámara Segunda de 1>-pe­
laciones en lo Civil de la Capital, en los autos "Arón Garber, 
contra Félix Carlos :Ma�ola, sobre ejecución hii)otecaria"; y 

Considerando; 

Que según resulta del expediente que dicho tribunal ha 
elevado por vía de informe - recurrido de hecho por el eje­
cutado el auto que no admite los recursos interpuestos a fo­
jas 22, aquél los declaró bien denegados a fojas 28. Contra es­
ta resolución se interpone el extraordinario que establece el ar­
tículo 14, inciso 39 de la ley número 48. 

Que no procediendo tal r�Curso sino contra las sentencias de­
finitivas a que dicha disposición se refiere, y no revistiendo ese 

. carácter el auto de fojas 28, que se limita a re�olver una cuestión 
procesal, el deducido para ante esta Corte ha sido bien denegado. 

Que cabe observar asimismo, que la invocación al derecho 
fundado en la Constitución que se pretende violado, la efec":' 
túa el recurrente en una oportunidad exte1nporánea, esto es, 
recién al interponer el. recurso para ante esta Corte Su¡jrema. 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro­
(:Ura<lor Ge11eral, y lo resuelto por esta Corte en casos aná­
logos, <leclárase bien denegado el recurso. Notifíquese y re­
puestas las fojas, archívese, devolviéndose los autos principa­
les con testimonio de esta resolución. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. -- R. Gumo LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. - JuLIÁN 

v. PERA. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Et recurso de hecho por denegatcien del extraordinario in- 
terpuesto contra la resolucion de la Camara Segunda de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital, en los autos “Aron Garber, 
contra Félix Carlos Masola, sobre ejecucién hipotecaria”; y 

Considerando : 

Que segtin resulta del expediente que dicho tribunal ha 

elevado por via de informe — recurrido de hecho por el eje- 

cutado el auto que no admite los recursos interpuestos a fo- 
jas 22, aquél los declaro bien denegados a fojas 28 Contra es- 

ta resolucién se interpone ef extraordinario que establece el ar- 

ticulo 14, inciso 3° de la ley ntimero 48. 

Que no procediendo tal recurso sino contra Jas sentencias dle- 
finitivas a que dicha disposicién se refiere, y no revistiendo ese 

- caracter el auto de fojas 28, que se limita a resolver tina cuestion 

procesal, el deducido para ante esta Corte ha sido bien denegado. 

Que cabe observar asimismo, que la invocacion al derecho 
fundado en la Constitucidn que se pretende violado, la efec- 

tia el recurrente en una oportunidad extemporanea, esto es. 

recién al interponer ej recurso para ante esta Corte Suprema. 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el sefior Pro- 

eurador General, y lo resuelto por esta Corte en casos ana- 
logos, declarase bien denegado el recurso. Notifiquese y re- 
puestas las fojas, archivese, devolviéndose los autos principa- 

les con testimonio de esta resolucidn. 

J. Fieveroa Atcorta. — RosErto 
Reperto. —~ R. Guipo Lavatte. 

ANTONIO SAGARNA, — JULIAN 

V. PERA.
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Don. Pedro N. Padilla contra don Eduardo Ra/Jlasco Padilla� 
sobre_ cobro de pesos. Recurso [/Je hecho. 

Su.mctri.o: Procede el recurso extraordinario del artículo 14 de 
la ley ·nútnero 48; en un caso en que se ha puesto en cues­
tión la validez de uná• ley provincial como repugnante a 
las prescripciones del Código Civil, y la senten1·:ia recaí­
da es favorable a la validez de la ley impugnada. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMF,N DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 17 de 1931. 

Suprema Corte : 

El recurrente solicitó ante los tribunales inferiores la tra­
ba de un embargo sobre li suma que el demandado ha depo­
citado en el Banco de la Provincia para _.el ejercicio de la pro­
curación, lo que 1e fué denegado en atención a lo dispuesto por 
el artículo 190 de la ley orgánica de los tribunales. Esta reso­
lución ha dado motivo al recurso extraordinaí·io para ante Vues­
tra Excelencia, en el que se impugna la validez de dicho ar­
ticulo, por ser contrario a las disposiciones del Código Civil 
que autorizan a embargar los bienes de su deudor, con lo cual 
se viola la cláusula contenida en el artículo 67, inciso 11 de 
le. C,mstitución, que defiere al Congreso dictar los Cócli�t<'s que 
forman la legislación del país. 

Planteado en estos términos el recurso en trá!tnite, consi­
dero que debe ser acordado, no sólo porque la resolución con­
tra la que ha sido interpuesto decide, por razones independien­
tes del juicio ejecutivo, un punto que no podrá útilmente <lis-
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Don Pedro N. Padilla contra don Eduardo Ramasco Padilla, 

sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sutnario: Procede el recurso extraordinario del articulo 14 de 
la ley ntimero 48; en un caso en que se ha puesto en cttes- 

tion la validez de una. ley provincial como repugnante a 

las prescripciones del Cédigo Civil, y la sentemizia recai- 

da es favorable a la validez de la ley impugnada. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMF.N DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 17 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurrente solicits ante los tribunales inferiores la tra- 
ba de un embargo sobre la suma que el demandado ha depo- 
citado en el Banco de ia Provincia para ‘el ejercicio de la pro- 

curacién, lo que le fué denegado en atencidn a lo dispuesto por 

el articulo 190 de la ley organica de los tribunales. Esta reso- 
lucion ha dado motivo al recurso extraordinatio para ante Vues- 

tra Excelencia, en el que se impugna la vatlidez de dicho ar- 
thculo, por ser contrario a las disposiciones dei Cédigo Civil 
que autorizan a embargar los bienes de su deudor, con lo cual 

se viola la clausula contenida en el articulo 67, inciso 11 de 

lz: Constitucién, que defiere al Congrese dictar los Cédiges que 
forman la legislacion del pais. 

Planteado en estos térmimos el recurso en tramite, consi- 

dero que debe ser acordado, no sélo porque Ja resolucion con- 
tra la que ha sido interpuesto decide, por razones independien- 
tes del juicio ejecutivo, un punto que no podra utilmente dis-
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cutido con posterioridad, debiendo por tanto reputarse defi-
111t1va, sino porque se ha puesto en cuestión la validez de una 
ley de orden provirncial sosteniendo que es repugnante a las 
prescripciones del Código Ci,vil, y dicha resolución es favora­
ble a la validez de la ley impugi1ada ( artículo 14, inciso 29, ley 
número 48; Fallo de V. E., tomo 138, página 240). 

En atención a lo expuesto, solicito se declare mal dene­
gado el recurso interpuesto. 

Con respecto a la cuestión que motiva dicho recurso, •de­
bo decir que si bien es exacto que por la Constitución corres­
ponde al Gongreso dictar leyes que reglamenten de una manera 
uniforme las relaciones privadas de todos los habitantes de la 
N ar::ión, que es lo que constituye la materia del Código Civil, 
el que determina los efectos de las obligaciones respect� al 
patrimonio del deudor_, siéndolo también que no pueden las pro­
vincias dictar leyes que contraríen las normas jurídicas que el 
legislador nacional ha establecido en ejercicio de sus poderes 
constitucionales, pues dichas normas son la ley suprema de la 
Nación "y las autoridades de cada provincia están obligadas � 
conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en icontra­
rio que contengan las leyes o Constituciones provinciales ( ar­
tículos 31, 67 y 108, inciso 11), no puede deducirse de todo 
ello que sea ilimitado el derecho de acreedor para p:r;ivar al deu­
dol' de los objetos más indispensables para su vida y su tra­
bajo, por haber consagrado en diversos casos el Congreso que 
ese derecho tiene restricciones que son legítllnas, El mismo Có­
digo Civil determina la parte que puede ser embargada para 
satisfacer obligaciones en lo referente a pensiones civiles o mi­
litares (artículo 1449) y admite en i:asos determinados el pa­
go con beneficio de competencia, o sea dejando a los deudores 
lo indispensable para una modesta subsistencia, según su clase 
y circunstancias (artículo 779). En otras leyes, como lo son las 
número 50, 4128 y 9511, y en el Código ele Procedimientos ele 
la Capital se han excluído del embargo, por consideraciones 
de humanidad, determinados bienes muebles, los sepulcros y una 
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cutido con posterioridad, debiendo por tanto reputarse defi- 

nitrva, sino porque se ha puesto en cuestion la validez de una 

ley de orden provincial sosteniendo que es repugnante a las 

prescripciones del Codigo Civil, y dicha resolucion es favora- 
ble a la validez de la ley impugnada (articulo 14, incisn 2°, ley 
nttmero 48; Fallo de V. E., tomo 138, pagina 240). 

En atencion a lo expuesto, solicito se declare mal dene- 

gado el recurso interpuesto. 

Con respecto a la cuestién que motiva dicho recurso, -de- 

bo decir que si bien es exacto que por la Constitucion corres- 

ponde al Congreso dictar leyes que reglamenten de una manera 

uniforme las relaciones privadas de todos los habitantes de la 

Narién, que es lo que constituye la materia del Codigo Civil, 
el que determina los efectos de las obligaciones respecto al 

patrimonio del deudor, siéndolo también que no pueden las pro- 

vincias dictar leyes que contrarien las normas juridicas que el 
legislador nacional ha establecido en ejercicio de sus poderes 

constitucionales, pues dichas normas son la ley suprema de Ja 

Nacion “y las autoridades de cada provincia estan obligadas a 
conformarse a ella, no obstante cualquier disposicién en contra- 
rio que contengan las leyes o Constituciones provinciales (ar- 

ticulos 31, 67 y 108, inciso 11), no puede deducirse de todo 

ello que sea ilimitado el derecho de acreedor para privar al deu- 

dor de los objetos mas indispensables para su vida y su tra- 
bajo, por haber consagrado en diversos casos el Congreso que 

ese derecho tiene restricciones que son legitimas. El mismo Co- 
digo Civil determina la parte que puede ser embargada para 
satisfacer obligaciones en lo referente a pensiones civiles o mi- 

litares (articulo 1449) y admite en kasos determinados el pa- 

go con beneficio de competencia, o sea dejando a los deudores 

lo indispensable para una modesta subsistencia, segtin su clase 

y circunstancias (articulo 779). En otras leyes, como fo son las 
nttmero 50, 4128 y 9511, y en ef Cddigo de Procedimientos de 
la Capital se han excluido del embargo, por consideraciones 
de humanidad, determinados bienes muebles, jos sepulcros y una
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parte de los sueldos, salarios, pensiones. El artículo 260 de la 
primera de las leyes citadas dispone que no se trahará nunca 
embargo en el le.tho cotidiano del deudor, de su mujer e hi­
jos, en las ropaS y muebles de. su propio uso, ni en los ins­
trumentos indispensables para 1a profesión, arte u oficio que 
ejerza. Finalmente, la ley nt'nnero 10.996, que reglamenta el 
ejercicio de la procuración en el orden nacional, contiene en 
el artículo 79 la restricción de que el depósito ele garantía no 
será embargable por otras causas que las determinadas a su 
destino. 

Estas disposiciones constituyen por la materia de que se 
ocupan y por el hecho de haberlas sancionado el Congreso, pre­
ceptos substantivos determinados a regir las relaciones entre 
deudor y aicreeelor, y por consiguiente, normas generales del 
derecho civil establecidas en virtud del poder conferido por el 
artículo 67, inCiso 11 de la Constitución. 

En presencia de estos antecedentes, 1:10 es posible afirmar 

que la ley de la provincia de Tucumán que exime de embargo 
a la smna depositada en calidad ele garantía para el ejercicio 
de la procuración, se encuentre en pugna con las leyes de la 
Nación, que rigen los efectos de las obligéllciones respecto al 
patrimonio del deudor, y por el contrario puede sostenerse que 
dicha ley ha incorporado a la legislación provincial una regla 
jurídica adoptada por el Congreso y en tal sentido acata la su­
premacía que por el artículo 31 de la Constitución debe reco­
nocerse a las leyes nacionales. 

Por ello, pido a Vuestra Excelencia la confirmación ele la 
resolución apel�ela. 

Horado R. La-rreta. 
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parte de los sueldos, salarios, pensiones. El articulo 260 de la 

primera de las leyes citadas dispone que no se trabara nunca 
embargo en el letho cotidiano del deudor, de su mujer e hi- 

jos, en las ropas y muebles de su propio uso, ni en los ins- 
trumentos indispensables para la profesidn, arte u oficio que 
ejerza. Finalmente, Ja ley niimero 10.996, que reglamenta el 
ejercicio de la procuracién en el orden nacional, contiene en 

el articulo 7* la restricci6n de que el depdsito de garantia na 
sera embargable por otras catisas que las determinadas a su 

destino. 

Estas disposiciones constituyen por la materia de que se 
ocupan y por el hecho de haberlas sancionado el Congreso, pre- 
ceptos substantivos determinados a regir las relaciones entre 
deudor y acreedor, y por consiguiente, normas generales del 

derecho civil establecidas en virtud del poder conferido por el 
articulo 67, inciso 11 de la Constitucién. 

En presencia de estos antecedentes, no es posible afirmar 

que la ley de la provincia de Tucuman que exime de embargo 

a la suma depositada en calidad de garantia para el ejercicio 
de la procuracion, se encuentre en pugna con las leyes de la 
Nacion, que rigen los efectos de las obligaciones respecto al 
patrimonio del deudor, y por el contrario puede sostenerse que 

dicha ley ha incorporado a la legislacién provincial una regla 
juridica adoptada por el Congreso y en tal sentido acata Ja su- 
premacia que por el articulo 31 de la Constitucién debe reco- 
nocerse a las leyes nacionales. 

Por ello, pido a Vuestra Excelencia la confirmacién de la 

resolucién apelada. 

Horacio R. Larreta.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 235 

FALLO DE LA CORTE SUPRKMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos y lo pedido del señor Procurador 
General en los tres primeros parágrafos del dicta:men que pre­
cede - fojas 8 -, se declara procedente la queja del señor Pe­
dro N. Padilla contra la resolución denegatoria del recurso ex­
traorclinario de la Sala en lo Civil y Comercial de la Supre­
ma Corte de Justicia ele Tucumán, en el juicio que aquél si­
gue contra don Eduardo Ramasco Padilla, por cobro de pe­
sos; concé<lese el recurso aludido conforme al artículo 14, ín­
!ciso 2'-' de la ley número . 48, y Autos, poniéndose el expediente 
en la oficina a los efectos del artículo 8? de la ley número 
4055. Señálanse los lunes y viernes o el siguiente día hábil si 
alguno de aquéllos no lo fuere, para notificaciones en Secre­
taría. Repóngase el papel. 

J. , FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. - JuLIAN
V, PERA,

Don Gabriel Rcboredo, hijo, contra la Caja Nacional de Jubi­

lacioii.es y pensiones de Empleados FenAoviarios, sobre j1t­
bilació11 por i1l'z,alidez. 

Sumario: No pueden acogerse ·a los beneficios de Ja jubilación 
establecida por el artículo 20, incisq l 9 de lá ley número 
10650 y sus modificaciones, los que no son empleados u obre-
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos y fo pedido del sefior Procurador 
General en los tres primeros paragrafos del dictamen que pre- 

cede — fojas 8 —, se declara procedente la queja del sefior Pe- 

dro N. Padilla contra la resolucioén denegatoria del recurso ex- 
traordinario de la Sala en lo Civil y Comercial de Ja Supre- 
ma Corte de Justicia de Tucuman, en el juicio que aquél si- 
gue contra don Eduardo Ramasco Padilla, por cobro de pe- 
sos; concédese el recurso aludido conforme al articulo 14, in- 

iciso 2° de la ley niimero 48, y Autos, poniéndose el expediente 

en la oficina a los efectos def articulo 8° de la ley numero 
4055. Sefidlanse los lunes y viernes o el siguiente dia habil si 
alguno de aquéllos no lo fuere, para notificaciones en Secre- 
taria, Repdéngase el papel. 

J. Ficueroa ALcorTa. ~—- RoBERTO 

Rererro, — R. Guipo Lavatle. 

ANTONIO SAGARNA. — JULIAN 

V. Pera. 

Dou Gabriel Reboredo, hijo, contra la Caja Nacional de Jubi- 

lactones y pensiones de Eimpleados Ferroviarios, sobre ju- 

bilacién por invalides, 

Sumario: No pueden acogerse a los beneficios de la jubilacién 

establecida por el articulo 20, inciso 1° de la ley ntimero 
10650 y sus modificaciones, los que no son empleados u obre-
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ros dependientes de los ferrocarriles, sino de terceros que 
con ellos se vinculan como contratistas Pª\ª la ejec-i.tci�n 
de ciertos trabajos. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 1930. 

Visto que don Gabriel Reboredo, hijo, solicita acogerse a 
los beneficios de la jubilación por invalidez prevista en el ar­
tículo 20, inciso 1'-' ele la ley 10.650, invocando para ello la pres­
tación ele más de cinco años de servicios ferroviarios, y la exis­
tencia de una incapacicla�l física para el desempeño del su em­
pleo; y 

Considerando: 

Que los servicios alegados por el presentante y que se con­
signan en el certifi!�ado de fojas 1, habrían siclo prestados a 
las órdenes de un contratista de carga y descarga del ferrocá­
rril Oeste de Buenos Aires - cuyos registros de personal, según 
informes de fojas 18 y vuelta - datan de una fecha posterior 
a la de incorporación de los empleados y obreros de dicho con­
tratista al régimen de la Caja. 

Que esa circunstancia, unida al parentesco que liga al re­
currente con el empleador, exige que la prueba de los servicios 
sea ofrecida en forma fehaciente, que no deje lugar a duda al­
guna, y que esté robustecida por documentos y antecedentes in­
discutibles. 

Que se impone un criterio restrictivo en la apreciación de 
eSos servicios, no sólo por las circunstancias expuestas pre­
cedentemente y por las que con toda amplitud consigna el Ase­
sor Legal en su dictamen de fojas 51 y 52, sino tam:bién por 
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ros dependientes de los ferrocarriles, sino de terceros que 

con ellos se vinculan como contratistas para la ejecticion 
de ciertos trabajos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 19386. 

Visto que don Gabriel Reboredo, hijo, solicita acogerse a 
los beneficios de la jubilacién por invalidez prevista en el ar- 
ttculo 20, inciso 1° de la ley 10.650, invocando para ello la pres- 

tacién de mas de cinco afios de servicios ferroviarios, y la exis~ 
tencia de una incapacidad fisica para el desempefio del su em- 

pleo; y 

Considerando: 

Que los servicios alegados por el presentante y que se con- 

signan en el certifikado de fojas 1, habrian sido prestades a 

las érdenes de un contratista de carga y descarga del ferroca- 
rril Oeste de Buenos Aires — cuyos registros de personal, segtin 

informes de fojas 18 y veelta — datan de una fecha posterior 
a la de incorporacion de los empleados y obreros de dicho con- 

tratista al régimen de la Caja. 

Que esa circunstancia, unida al parentesco que liga al re- 

currente con el empleador, exige que la prueba de los servicios 

sea ofrecida en forma fehaciente, que no deje lugar a duda al- 
guna, y que esté robustecida por documentos y antecedentes in- 

discutibles. 

Que se impone un criterio restrictivo en la apreciacién de 
esos servicios, no sdlo por las circunstancias expuestas pre-~ 

cedentemente y por las que con toda amplitud consigna el Ase- 
sor Legal en su dictamen de fojas 51 y 52, sino también por
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la presunción vehemente contraria a lo afirmado por el postu­
lante respecto de la prestación de los servicios, que surge de 
las declaraciones ofrecidas por los' denunciantes a fojas 30 y 50 
de estos actuados. 

Que todo lo expuesto lleva a la conclusión ele que los ele­
mentos ele prueba presentados en estos autos no pueden admi­
tirse para los fines perseguidos, por adolecer de vicio y defi­
ciencias que le restan valor probatorio. 

Que independiente ele la cuestión ele hecho que motiva 
las observaciones que anteceden, surge en este caso, la re­
lativa a la naturaleza ele los servicios alegados que, por corres­
ponder a un 1contratista, debe ser materia ele un pronuncia­
miento especial confoi-me a las prescripciones ele la ley_, llegada 
que sea la oportunidad de estudiar ese aspecto del asunto. 

Por todos estos fundamentos; lo dictaminado por la .Ase­
sada Legal. lo aconsejado por la Comisión de Jubilaciones y lo 
resuelto por el Directorio en su sesión del 28 de octubre pró­
ximo pasado : 

Desestí.mase el pedido de jubilación formulado por e1 se­
ñor Gabriel Reboredo, hijo, empleado del contratista de carga 
y descarga del ferrocarril Oeste de Buenos Aires

1 
don Gabriel 

Reboredo, padte. 
Notifíquese al interesado y previa .toma de razón por Con­

taduría y Asesoría Legal, ar�11Ívese. - Ludo V. López. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA VEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Julio 8 de 1931. 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en los ca­
sos de José ri1. González, Félix Saltad y Domingo Ortenzi, fa­
llados el 26 de abril de 1929, 12 de septiembre de 1928 y 14 
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la presunciédn vehemente contraria a jo afirmado por el postu- 

lante respecto de Ja prestacién de los servicios, que surge de 
las declaraciones ofrecidas por los denunciantes a fojas 30 y 50 

de estos actuados. 

Que todo lo expuesto lleva a la conclusibn de que los ele- 
mentos de prueba presentados en estos autos no pueden admi- 

tirse para los fines perseguidos, por adolecer de vicio y defi- 

ciencias que le restan valor probatorio. 

Que independiente de la cuestidn de hecho que motiva 

las observaciones que anteceden, surge en este caso, la re- 

lativa a la naturaleza de los servicios alegados que, por corres- 
ponder a un tcontratista, debe ser materia de un pronuncia- 
miento especial conforme a las prescripciones de la ley, llegada 

qtie sea la oportunidad de estudiar ese aspecto del asunto. 

Por todos estos fundamentos; lo dictaminado por la Ase- 

soria Legal. lo aconsejado por la Comision de Jubilaciones y fo 
resuelto por el Directorio en su sesidn del 28 de octubre pré- 
ximo pasado: 

Desestimase el pedido de jubilacién formulado por el se- 
fior Gabriel Reboredo, hijo, empleado del contratista de carga 
y descarga del ferrocarril Oeste de Buenos Aires, don Gabriel 

Reboredo, padre. 

Notifiquese al interesado y previa toma de razén por Con- 
tadurta y Asesoria Legal, archivese. — Lucio V. Lépes. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Julio 8 de 1931, 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por este Lribunal en los ca- 

sos de José M. Gonzalez, Félix Saltori y Domingo Ortenzi, fa- 
llados el 26 de abril de 1929, 12 de septiembre de 1928 y 14
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de noviembre de 1930, 1confirmadoS por la Corte Suprema en 24 
ele junio y 3 de julio de 1929, y 3 el� julio de 1931, respectiva­
mente; se declara que Gabriel Rebor.eclo, hijo, no se halla in­
cluído en el régimen jubilatorio de 1a Caja creada por la ley 
número 10.650; qu.e<lando así confirmada la resolución ape­
lada de fojas 56 que d�niega la jubilación por invalidez solicita­
da por Gabriel Reboredo, hijo. Devuélvanse sin más trámite, � 
B. A. 1\Tazar Anchorena. - José jjfarcó. -- 111arcelino Esca/a .. 

da. - Roda/fo S. Ferrer. 

DICTA!IIEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 7 de 1931. 

Suprema Corte : 

En la presente causa sobre jubilación de Gabriel Rebo­
redo, hijo, solicitada de la Caja Nacional ele Jubilaciones y Pen­
siones de Empleados Ferroviarios, ha sido materia de discusión 
la interpretación de disposiciones lcontenidas en las leyes res­
pectivas números 10.650 y 11.308, habiendo sido la decisión fi­
nal contraria al derecho invocado por el peticionario· fundado 
en dichas leyes. 

Existe así, el caso· federal, y de acuerdo con lo resuelto 
por Vuestra· Excelencia en casos análogos, el recurso extraordi­
nario de apelación deducido para ante Vuestra Excelencia a fo­
jas 70 pn,cede, atento a lo dispuesto por el artículo 14 de la ley 
número 48. 

'Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido, y así pido 
a V. E. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto, creo, como la Caja Ferro­
viaria cuya resolución de fojas 56 ha confirmado la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, que el recurrente Reboreelo 
no tiene derecho a computar a su favor otros servicios que no 
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de noviembre de 1930, ronfirmados por la Corte Suprema en 24 
de junio y 3 de julio de 1929, y 3 de julio de 1931, respectiva- 

mente; se declara que Gabriel Reboredo, hijo, no se halla in- 

cluido en ef régimen jubilatorio de Ja Caja creada por la ley 
numero 10.650; quedando asi confirmada la resolucién ape- 
lada de fojas 56 que deniega la jubilacién por invalidez solicita- 
da por Gabriel Reboredo, hijo. Devuélvanse sin mas tramite. — 
B. A. Nasar Anchorena. — José Marcd. — Marcelino Escala- 

da. — Rodolfo S. Ferrer. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 7 de 19381. 

Supretna Corte: 

En la presente causa sobre jubilacién de Gabriel Rebo- 
redo, hijo, solicitada de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Ferroviarios, ha sido materia de discusidn 
la interpretacién de disposiciones tcontenidas en las leyes res- 
pectivas nimeros 10.650 y 11.308, habiendo sido la decision fi- 
nal contraria al derecho invocado por el peticionario fundado 
en dichas leyes. 

Existe asi, el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto 

por Vuestra Excelencia en casos analogos, el recurso extraordi- 

nario de apelacién deducido para ante Vuestra Excelencia a fo- 
jas 70 provede, aténto a lo dispuesto por el articulo 14 de la ley 
numero 48. 

‘Ha sido, pues, en mi opinién, bien concedido, y asi pido 

a V. E. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto, creo, como la Caja Ferro- 

viaria ctrya resolucién de fojas 56 ha confirmado la Camara 
Federal de Apelacion de Ja Capital, que el recurrente Reboredo 

no tiene derecho a computar a su favor otros servicios que no
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sean ferroviarios, y que no lo son los que ha prestado, según 
constancias de autos, a un contratista particular de carga y des­
carga del femlcarril Oeste de Buenos Aires (S. C. 'N. Domin­
go Ortenzi, sobre jubilación por invalidez, sentencia el 3 de 
julio de 1931). 

El peticionante no ha estado, así, al servicio de empresas fe­
rroviarias comprendidas en el régimen .de las leyes precitadas. 

Soy por ello de opinión que corresponde ·confirmar la 
sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia del re­
curso. 

Horado R. La.rrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1931. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que como lo tiene resuelto esta Corte en fallo prenuncia­
do en la causa "Ortenzi Domingo contra la Caja Nacional ele 
Jubilaciones y Pensiones ele Empleados y Obreros Ferrovia­
rios" con fecha 3 de julio próximo pasado; no están sometidos 
al régimen de la ley número 10.650 y sus modifit:�ciones, los 
que no son empleados u obreros dependientes de los ferroca­
rriles, sino de terceros que con ellos se vinculan con10 contra­
tistas para la ejecución de ciertos trabajos. 

En su mérito, de acuerdo con la doctrina que sustenta di­
cho fallo y de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro­
curador General, se confirma la sentencia recurrida, en lc.uanto 
ha -podido ser materia del recurso. Notifíquese y en su opor­
tunidad devuélvanse, 

J. FIGUEROA ALCOR1"A. ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. - JuuAN 

v. PERA. 

DE JUSTICIA DE LA NACION 239 

sean ferroviarios, y que no lo son jos que ha prestado, segtin 
constancias de autos, a un contratista particular de carga y des- 
carga del ferrdcarril Oeste de Buenos Aires (S. C. 'N. Domin- 

go Ortenzi, sobre jubilacién por invalidez, sentencia el 3 de 

julio de 1931). 

El peticionante no ha estado, asi, al servicio de empresas fe- 

rroviarias comprendidas en el régimen de las leyes precitadas. 

Soy por ello de opinidn que corresponde confirmar la 
sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia del re- 

curso. 
Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1931, 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que como lo tiene restielto esta Corte en fallo prenuncia- 

do en la causa “Ortenzi Domingo contra la Caja Nacional de 

Jubilaciones y Pensiones de Empleados y Obreros Ferrovia- 
rios” con fecha 3 de julio préximo pasado; no estan sometidos 

al régimen de la ley nimero 10,650 y sus modifitaciones, los 
que no son empleados u obreros dependientes de los ferroca- 

rriles, sino de terceros que con éllos se vinculan como conira- 

tistas para la ejecucién de ciertos trabajos. 

En su mérito, de acuerdo con la doctrina que sustenta di- 

cho fallo y de conformidad con lo dictaminado por el sefior Pro- 

curador General, se confirma la sentencia recurrida, en kuanto 

ha -podido ser materia del recurso. Notifiquese y en su opor- 

tunidad devuélvanse, 
J. Frouzroa ALCORTA, ROBERTO 

Reretto. — R. Guipo LavALte. 

ANTONIO SAGARNA, —— JULIAN 
V. Pera.
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S'ca.ra,1nella Hermanos contra la, Provincia. de NI cndoza, sobre 
inconst-itudonalldad de la, ley' local 1uí11w1"'o 854 31 rejJetfrión 
de s11n1.as de dinero. 

Sn111ario: Los artículos 10 y 11 de la ley número 854 de la 
provincia de lviendoza, sobre creación y sostenimiento de 
la Caja_ Obrera de Perfuiones a la Vejez e Invalidez, vul­
neran los principios de igualdad y de uniformidad pres­
criptos por el artículo 16 de la Constitución Nacional .(sea 
que se trate de la prima de un seguro, sea que se trate 
de un impuesto). S. C. N. Fallos: tomo 157, página 359. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTA:MEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 23 de 1931. 

Suprema Corte : 

La presente demanda corresponde a la jurisdicción origi­
naria de Vuestra Excelencia por haberse impugnado la vali­
dez de una ley de provincia bajo la pretensión de ser contraria 
a una cláusula de la Constitución Nacional. 

Según la manifestación hecha en el e�crito de fojas 65
1 

la provincia demanda se allana a la devolución de la suma re­
clamada, y en su mérito creo que Vuestra Excelencia debe ha­
cer lugar a la acción interpuesta condenando a la demandac;la 
al pago de la suma que se le exige, con más sus intereses desde 
la fecha de la demanda. 

Hotacio R. Larreta. 
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Scaramella Hermanos contra la Provincia de Mendoza, sobre 

tnconstituctonalidad de la ley local nttimero 854 y repeticién 
de sumas de dinero. 

Sumario: Los articulos 10 y 11 de la ley nimero 854 de la 
provincia de Mendoza, sobre creacion y sostenimiento de 
Ja Caja, @brera de Perfsiones a la Vejez e Invalidez, vul- 

neran los principios de igualdad y de uniformidad pres- 

criptos por el articulo 16 de la Constitucién Nacional (sea 
que se trate de la prima de wn seguro, sea que se trate 
de un impuesto). S. C. N. Fallos: tomo 157, pagina 359. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN BEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 28 de 19381. 

Suprema Corte: 

La presente demanda corresponde a la jurisdiccién origi- 

naria de Vuestra Excelencia por haberse impugnado la vali- 

dez de una ley de provincia bajo la pretension de ser contraria 
a una clausula de la Constitucién Nacional. 

Segin la manifestacién hecha en el escrito de fojas 65, 

la provincia demanda se allana a fa devolucion de la suma re- 
clamada, y en su mérito creo que Vuestra Excelencia debe ha- 

cer lugar a la accién interpuesta condenando a la demandada 

al pago de la suma que se le exige, con mas sus intereses desde 

la fecha de la demanda. 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPRE!I-IA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1931. 

Y Vistos: 

Este juicio seguido por ios sello res Scai-amella Hermanos 
contra la provinci a de lVIendoza sobre inconstitu¡.::ionalidad de la. 
ley número 854, del cual resulta: 

Que a fojas 14 comparece el doctor do11 Ramón F. Vial 
en nombre y representación de los señores Scaramella Herma­
nos promoviendo demanda contra la provincia de lv:Iendoza· por 
incollstitucionaliclacl de la ley número 854 que crea -la Caja ele 
Pensiones a la Vejez e lnvaliclez y reclamándole consiguiente­
mente la devolución ele la sunia de ocho mil doscientos setenta 
y seis pesos con ve-int�:inco centavos moneda· nacional que ha 
pagado bajo protesta, intereses y las costas del juicio. 

Que por la ley número 854 mencionada el año 1923, se 
creó una institución llamada (/O.aja ele Pensiones a la Vejez e 
Invalidez" que. tiene por objeto acordar la ayuda del Estado a 
toda persona que haya pasado el límite de la edad que fija el 
artículo 2 o pruebe haber quedado inválida pÜr enferm'.edad o 
accidente fuera del trabajo. Los artículos 2 y 3 crean una pen� 
sión uniforme de cincuenta pesos y determinan qué ·condicio­
nes son necesarias para que sea acordada. 

Que el art. 10 crea los siguientes impuestos para cubrir las 
pensiones y gastos: a), cincuenta centavos mensuales pagados 
exclusivamente por el Estado, Comuna, empresas., patrones o par­
ticulare.s .: b), sohretasa anual a los propietarios de bienes raíces 
cuyo valor global sea superior a do.1,:ientos mil pesos y con arre­
glo a una escala; e), impuesto anual a la propiedad raíz con de­
recho de agua y no cultivada, a razón de cincuenta centavos por 
hect.úr<:a. Y el art. 11 crea un impuesto ele cinco centavos por 

quintal métrico de uva qtte se coseche en la Provincia, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1981. 

Y Vistos: 

Este juicie seguido por los sefiores Scaramella Hermanos 

contra la provincia de Mendoza sobre inconstitujionalidad de la, 

ley nimero 854, det cual resulta: 

Que a fojas 14 comparece el doctor don Ramon F. Vial 

en nombre y representacién de jos sefiores Scaramella Herma- 

nos promoviendo demanda contra la provincia de Mendoza’ por 

inconstitucionatidad de Ja ley numero 854 que crea-la Caja de 

Pensiones a la Vejez e Invalidez y reclamandole consiguiente- 
mente Ja devolucién de la suma de ocho mil doscientos setenta 
y seis pesos con veint#zinco centavos moneda nacional que ha 

pagado bajo protesta, intereses y las costas del juicio. 

Que por la ley numero 854 mencionada el afio 1923, se 

cred una institucién Hamada “Caja de Pensiones a Ja Vejez e 
Invalidez” que-tiene por objeto acordar fa ayuda det Estado a 

toda persona que haya pasado el limite de la edad que fija el 
articulu 2 0 pruebe haber quedado invalida por enfermedad o 
accidente fuera del trabajo. Los articulos 2 y 3 crean una pen- 

sidn uniforme de cincuenta pesos y determinan qué ‘condicio- 

nes son necesarias para que sea acordada. 

Que el art. 10 crea los sigttientes impuestos para cubrir las 

pensiones y gastos: a), cincuenta centavos mensuales pagados 
exclusivamente por el Estado, Comuna, empresas, patrones 0 par- 

ticulares; b), sobretasa anual a los propietarios de bienes raices 

cuyo valor global sea superior a doazientos mil pesos y con arre- 

glo a una escala; ¢), impuesto anual a la propiedad raiz con de- 

recho de agua y no cultivada, a razon de cincuenta centavos por 

hectarca. Y el art. £1 crea un impuesto de cinco centavos por 

quintal métrico de uva que se coseche en la Provincia.
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Que las sumas pagadas en virtud de la ley mencionada des­
de el año 1924 a l 927 por concepto de ovas propias $ 4. 510. 65 
ctvs. y por concepto de impuesto a los capitales $ 3. 765. 60 ctvs., 
lo que en total hace la snma reclamada. 

Que la incon?titucionaliclad de la ley referida es eYident<', 
desde luego, porque la inspira un concepto de beneficencia que 
excede a las facultades impositivas de la legislatura local, crean­
do gravámenes que no pueden considerarse ni impuesto ni tasa; 
porque parc1. acogerse a sus beneü::ios no se impone tributo algu­
no 2, los beneficiarios; las cargas pesan exclusivamente sobre los 
patrones y determinados propietarios de inmuebles; los recursos 
que arbitran no están destinado�. a necesidades públicas y gene­
rales del Estado, importando, lo precedentemente expuesto, crear 
gravámenes a cargo de determinadas personas para crear priyi­
legios en favo1' de otras, vulnerando así las garantías de los arts. 
14, 16 y 17 ele la Constitución Nacional; atentando al derecho 
de trabajar y ejercer toda industria lícita, conforme a las leyes 
que reglamentan su ejercicio, vulnerando asimismo el principio 
ele la igualdad que es !_a base <le! impuesto y de las ):argas pú­
blicas y también porque las exaciones ·impuestas son confiscato­
rias del derecho de propiedad. 

Que, en consecuencia, pide por último·, se declare la incons­
titucionaliclacl de la ley respectiva y se condene a la Provincia 
ele :i\fencloza a pagar a su mandante la cantidad reclamada en 
concepto de la misma ley, intereses y costa:5. 

Que: corrido traslado de la demanda ( fs. 17), fué evr,�uado 
a fs. 22 por el doctor don Dalmiro Terán, en representación de 
b Provincia de l\Iendoza, manifestando: 

l '1 Que se allana al pulido ele inconstitucionalidacl respecto 
a la ley N\' 854 y asimismo a la devolución de la suma reclamada, 
sie1npre que se pruebe que los documentos con que se propone 
demostrar los pagos sean auténticos y acrediten hechos Yerícli­
cos, etc. 21

' Que "la desorganización administrativa en que se ha 
m.:mt�niclo anteriormente la Caja Obrera ele Pensión a lá Vejez 
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Que las sumas pagadas en virtud de la ley mencionada des- 

de el afio 1924 a 1927 por concepto de uvas propias $ 4.510.65 
ctvs. y por concepto de impuesto a los capitales $ 3.765 .60 ctvs., 

lo que en total hace Ia suma reclamada. 

Que la inconstitucionalidad de la ley referida es evidente, 
desde luego, porque fa inspira un concepto de heneficencia que 

excede a las facultades impositivas de la legislatura local, crean- 

do gravamenes que no pueden considerarse ni impuesto ni tasa; 

porque para acogerse a sus beneficios no se impone tributo algu- 

no a los beneficiarios; las cargas pesan exclusivamente sobre los 
patrones y determinados propietarios de inmuebles; los recursas 

que arbitran no estan destinados, a necesidades ptblicas y gene- 
rales del Estade, importando, lo precedentemente expuesto, crear 

gravamenes a cargo de determinadas personas para crear privi- 

legios en favor de otras, vulnerando asi las garantias de los arts. 
14, 16 y 17 de la Constitucién Nacional; atentando al derecho 

de trabajar y ejercer toda industria licita, conforme a las leyes 
que reglamentan su ejercicio, vulnerando asimismo et principio 
de la igualdad que es la hase del impuesto y de las vargas pu- 

blicas y también porque las exaciones impuestas son confiscato- 

rias del derecho de propiedad. 

Que, en consecuencia, pide por ultimo, se declare la incons- 

titucionalidad de la ley respectiva y se condene a la Provincia 

de Mendoza a pagar a su mandante la cantidad reclamada en 

concepto de Ja misma ley, intereses y costas. 

Que corrido traslado ce la demanda (fs. 17), fué evazuado 
a fs, 22 por el doctor don Dalmiro Teran, en representacién ce 

la Provincia de Mendoza, manifestando: 

I" Que se allana al pedido de inconstitucionalidad respecto 

ala ley N* 854 y asimismo a la cdlevolucién de la suma reclamada, 
siempre que se pruebe que los documentos con que se propone 
demestrar los pagos sean auténticos y acrediten hechos veridi- 

cos, etc. 2" Que “la desorganizacion administrativa en que se ha 
miuntenido anteriormente la Caja Obrera de Pension a fa Vejez
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e Invalidez durante la cual no se han llevado debidamente los 
libros en que dehen constar los pagos, habiendo aún desapare­
cido los antQcedentes y pruebas de muchos de ellos impiden a 
su parte obtener de la brevedad del tiempo disponible para con­
testar esta de;man<la los elementos ele juicio necesarios para sa­
ber si las planillas que acompaña la parte actora merecen plena 
fe, máxime cuando aparecen suscritas por firmas ilegibles. Por 
esta razón su representada espera los informes oficiales posibles 
ele obtener, o los demás datos qÚe la actora proporcione, a fin 
de dejar establecida la veracidad de los pagos que se dicen he­
chos, con lo cual el reconcdmiento que he dejado hecho de la 
obligación que se demanda, habrá quedado definitivamente per­
feccionado y concluído", solicitando a mérito de lo expuesto que 
se tengá por contestada la demanda_. conforme lo ha pedido en el 
exordib. 

Que abierta la causa a prueba (fs. 27 vta.), se produjo la 
que expresa el certificado de fs. 58, alegando ambas partes sobre 
d mérito de la misma ( fs. 61 y fs. 65), llamándose autos para 
definitiva a fs. 67 vta.; y 

Considerando 

Que los antecedentes de hecho que se 111vocan en fa deman­
da han sido debidame1.1te demostrados, dejando establecido la 
prueba de autos que la Provincia de lVIendoza per,:::ihió por con­
cepto del impuesto impugnado

1 
las sumas que se demandan, y 

que éstas fueron pagadas por los actores bajo protesta y expresa 
reserva de derechos a reclamar su devolución, por considerar la 
ley impositiva aplicada atentatoria a expresas garantías de la 
Constitución Nacional. 

Que demandada en el caso la inconstitucionalidad de la ley 
N'·' 854. aparte de que los términos de la contestación de la de­
mandc1. y del alegato de bien probado autorizarían, desde luego, 
el retonocimiento del derecho .ele los actores, procede no obstan� 
te estable.,-.:cr que a este respecto el presente litigio guarda tomy 
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e Invalidez durante la cual no se han Ilevado debidamente Jos 

libros en que deben constar los pagos, habiendo atin desapare- 

cido los ant@cedentes y pruebas de muchos de ellos impiden a 

su parte obtener de la brevedad del tiempo disponible para con- 

testar esta demanda los elementos de juicio necesarios para sa- 

ber si las planillas que acompafia la parte actora merecen plena 

fe, maxime cuando aparecen suscritas por firmas ilegibles. Por 

esta razon su representada espera los informes oficiales posibles 

de obtener, o los demas datos que la actora proporcione, a fin 
de dejar establecida la veracidad de los pagos que se dicen he- 

chos, con lo cual el reconczimiento que he dejado hecho de la 

obligacién que se demanda, habra quedado definitivamente per- 
feccionado y concluido”, solicitando a mérito de lo exptesto que 

se tenga por contestada la demanda, conforme lo ha pedido en el 

exordio. 

Que abierta la causa a prueba (fs. 27 vta.}, se produjo Ja 
que expresa el certificado de fs. 58, alegando ambas partes sobre 

el mérito de la misma (fs, 61 y fs. 65), Iaméandose autos para 
definitiva a fs. 67 vta.; y 

Considerando 

Que los antecedentes de hecho que se invocan en Ja deman- 
da han sido debidamente demostrados, dejando establecido la 

prueba de autos que la Provincia de Mendoza percibid por con- 

cepta del impuesto impugnado, las sumas que se demandan, y 

que éstas fueron pagadas por los actores bajo protesta y expresa 
reserva cle derechos a reclamar su devoluci6n, por considerar la 

ley impositiva aplicada atentatoria a expresas garantias de la 

Constitucion Nacional. 

@te demandada en el caso la inconstitucionalidad de fa ley 
N" 854, aparte de que los términos de la contestacion de la de- 
manda y del alegato de bien probacdo autorizarian, desde luego, 
cl reconocimiento del derecho de los actores, procede no obstan- 

te establezer que a este respecto el presente litigio guarda com-
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pleta analogía por la materia que lo constituyl', por las cuestio­
nes <1ue en él se plantean y los antecedentes que. le dan origen. 
con los diversos casos resueltos por esta Corte en causas se­
guidas contra la misma Provincia demandada, por restitución 
de sumas de dinero provenientes ele los mismos impuestos! de­
clarados inconstitucionales en aquellos casos por fundamentos 
y consideraciones que siendo innecesario transcribir ·in extensu 
se dan aquí por reproducidos aienta su pertineute aplicación al 
snb-judirc. (Fallos: '1'01110 157, pág. 359, y nota correspon­
diente) 

Por estos fundamentos y los del dictamen del señor Pro­
curador General y las que consignan los fallos antes citados, se 
declaran inconstitucionales los artículos 10 y 11 de fa¡ ley N 1

' 854 
de la Provincia de l\1endoza, condenándose consiguientemente a 
aquéllél. a restituir a los actores en el plazo de diez días li .canti­
dad ele ocho mil doscie11tos S/tcnta y seis pesos ron 1Ni'.utfrútco 
cr11hrvos moneda nacional y sus intereses a estilo de l_os que i.:::o­
hrn el Banco de la Nación contados desde la fecha de notifica­
ción de la demanda, sin costas. Notiííqucse

i 
repóngase el papel 

y en sn oportunidad, archívcse. 

J. FrcuEROA ALCORTA. - R. Gumo

LAVALLE. - ANTONIO SAGARN,\.--

F. F. C. C. del Estad,o co11/ra do11 Sa11tiayo Rossi y otro., sobre 
c.rproj)iación. Recurso extraordinario.

�)'11-mario: No procede 'el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, en un caso en que no se determinó con precisión el 
derecho federal cuestionado y clesconociclo. (Artículo 15, 
ley N" 48). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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pleta analogia por la materia que lo constituye, por las cuestio- 

nes que en él se plantean y los antecedentes que le dan origen. 

con los diversos casos resueltos por esta Corte en causas se- 

guidas contra la misma Provincia demandada, por restitucion 
de sumas de dinero provenientes de los mismos impuestos, de- 
clarados inconstitucienales en aquellos casos por fundamentos 

y consideraciones que siendo innecesarie transcribir in exten 

se dan aqui por reproducidos atenta su pertinente aplicacién al 

sub-judice. (Fallos: Tome 157, pag. 359, y nota correspon- 

diente ) 

Por estos fundamentos y los del dictamen del sefior Pro- 

curador General y las que consignan les fallos antes citados, se 
declaran inconstitucionales los articulos 10 y 11 de la ley N* 854 
de la Provincia de Mendoza, condenandose consiguientemente a 

aquélla a restituir a los actores en el plazo cle diez dias la .canti- 
dad de ocho nil doscientos sctenta y seis pesos con veinticineo 
centavos moncda nacional y sus intereses a estilo de los que xo- 
bra el Banco de la Nacién contados desde la fecha de netifica- 
cién de la demanda, sin costas. Notifiquese, repdngase el papel 
y en su oportunidad, archivese. 

J. Ficvrroa AtcorTa. — R. Guipo 

LAVALLE, — ANTONIO SAGARNA,—- 

FL F.C. C. del Estado contra don Santiago Rossi ¥ otro, sobre 
expropiacién, Reeurso extraordinario. 

Sumario: No procede’el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, en wm caso en que no se determiné con precision el 

derecho federal cutestionado y desconocido. (Articulo 15, 
ley N? 48). 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes :
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DlCTAf\lEN DEL PROCURADOR GE"NERAL 

Buenos Aires, Septiembre 11 de Hl31. 

Suprema Corte: 

Al interponer a fs. 33 el recurso ele apelación para ante es­
t.i. Curte Suprema, el recurrente se limita a expresar que la rc­
so1ución apelada no está de acuerdo con las instrucciones recibi­
das de la Oficina de Asuntos Legales de los Ferrocarriles del 
Estado. Ese motivo no puede considerarse sufkiente para que 
proced;i. el recurso extraordinario de apelación a que se refiere 
el artículo 14 de la ley N'1 48, dado que para la procedencia de 
dicho recurso es indispensable que sea· fundado en la maner<L que 
lo exige el art. 15 de la misma ley. 

Habiéndose omitido la formalidad indicada y no tratúndose 
<le un caso en que V. E. pueda conocer por vía del recurso ordi­
nario de apelación_, considero que debe declararse improcedente 
el recurso con:edido, devolviéndose los antes al tribunal de su 
procedencia, 

Pido a V. E. se sirva así resolverlo. 

JI oracio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1931. 

Y Vistos,: 

El recurso de apelación entablado por la Administración de 
los F. F. C. C. del Estado, contra la resolución de la C{1111;:u-a 
Federal de Córdoba, corriente a fs. 32; 

Considerando: 
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DICYTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 11 de 1981. 

Suprema Corte: 

Al interponer a fs. 33 cl recurso de apelacién para ante es- 

ta Corte Suprema, el recurrente se limita a expresar que la re- 
solucion apelada no esta de acuerdo con las instrucciones recihi- 

das de la Oficina de Asuntos Legales de los Ferrocarriles del 

Estado. Ese motivo no puede considerarse sufigiente para que 

proceda el recursc extraordinario de apelacion a que se refiere 
el articulo 14 de la ley N* 48, dado que para la procedencia de 
dicho recurso es indispensable que sea fundado en la manera que 

lo exige el art. 15 de la misma ley. 

Habiéndose omitido la formalidad indicada y no tratandose 
de un caso en que V. IE. pueda conocer por via del recurso ordi- 

nario de apelaciOn, considero que debe declararse improcecente 

el recurso coreedido, cdevolviéndose los autos al tribunal de su 

procedencia. 

Pido a V. FE. se sirva asi resolverlo. 

Floracio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1981. 

Y Vistos: 

El recurso de apelacion entablado por Ja Administracién de 

los F. F. C. C. det Estado, contra la resolucién de la Camara 

Federal de Cérdoba, corriente a fs. 32; 

Considerando :
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Que para la procedencia del recurso extraordinario es indis­
pensable que se determine con precisión, el derecho federal cues­
tionado y clsconociclo, art. 15 de la ley N' 48 (Fallos: Tomo 85, 
pág. 395, y otros), exige1t:ia ésta que no aparece satisfecha en 
la presentación de fs. 33. 

Por ello y !os fundamentos del dictamen del señor Procu­
rador General, se declara mal concedido el recurso i!Itcrpuesto. 
Notifíqnese y repuesto el papel archívese. 

J. FH;UEROA ALCORTA. - R. Gumo
LAVALLE, - A.NTONI.O SAGARNA. 

Provincia de IJ11c11os Aires contra la Sociedad A11óni111a "La 

Ca-11/ábri'.rn'-', por reivindicarión; sobrr cobro de ho11orarios. 

�)'umario: Habiendo obrado el apoderado de una provincia en re­
prtsentac(ón de ésta y además en su propio interés perso­
nal, desde qtte aquélla le reconoció ttn ¡)orcentaje a pc1f:iliir 
del importe total del hien que hiciera ingresar al Fisco, y 
establecido por otra parte que los gastos que ocasionaren las 
gestiones aludidas, serían a cargo del denunciante, el letra­
do que lo patrocinó carece de título para exigir de la pro­
vincia el pago de sus honorarios. 

Caso: Lo explica el sig_uiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1!)31. 

Y Vistos: 

La ejecución que por cohro de honorarios promueve el doc­
tor José l\1. Delfina coutra la Provincia de Buenos J\ires; y 

Considerando : 
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Que para la procedencia del recurso extraordinario es indis- 

pensable que se determine con precision, el derecho federal cues- 

tionado y dsconacido, art. 15 de la ley N*® 48 (Fallos: Tomo 85, 
pag. 395, y otros), exigeitcia ésta que no aparece satisfecha en 
la presentacion de fs. 33. 

Por ello y los ftundamentos del dictamen del sefior Procu- 
rador General, se declara mal concedido el recurso interpueste. 

Notifiquese y repuesto el papel archivese. , 

J. Ficuzroa Ancorta, — R. Guipo 
LAVALLE. ANTONIO SAGARNA.   

Provineia de Buenos Aires contra la Sociedud Anduima “La 

Cantdbrica”, par retvindicacién, sobre cobro de honoraries, 

Sumario: Habiendo obrado el apoderado de una provincia en re- 
presentacion de ésta y ademas en su propio interés perso- 
nal, desde que aquétla le reconocid un porcentaje a peveibir 

del importe total del bien que hiciera ingresar al Fisco, y 
establecido por otra parte que los gastos que ocasionaren las 

gestienes aludidas, serian a cargo del denunciante, el letra- 

do que lo patrocinéd carece de titulo para exigir de la pro- 
vincia el pago de sus honorarios. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO Di LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 19381. 

Y Vistos: 

La ejectici6n que por cohro de honorarios promueve el doc- 

tor José M. Delfino contra la Provincia de Buenos Aires; y 

Considerando:
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Que el ejo-.:utante doctor José lVI. Del fino intervino en au­
tos como letrado patrocinante de la parte actora, representada 
por ei señor Hermenegildo Ocampo. 

Que dicha representació11 fué conferida por la Proyincia 
de Butnos Aires, mediante el mandato especial sujeto a las con­
diciones de que instruye el testimonio de fs. ú0. 

Uue entre las co11d-iciones aludidas se establece expresamen­
te la ele qi.te los gastos que ocasionaren las gesticnes hasta el in­
greso al Fisco del bien cuya denuncia se acepta, lo mismo que 
las responsabilidades a que pueden dar lugar, serán a cargo del 
den11n-.:ia11te ( cláusula (/) . 

Que por la c láusula b) de dicho mandato, la Provincia re­
conoció al s<:ñor Hennenegilclo Ocampo el cincuenta por ciento 
del. importe total del bien que haga ingresar de acuerdo con la 
autorización conferida, lo que induce la conclusión ele que el 
apoderado ha obrado con representación de la Prmiincia y ack­
más en su propio y personal interés. 

Que las referidas concli::iones del mandato 110 han podido 
ser ignoradas por el ejecutante, toda vez que asumió el patro­
cinio del mandatario al presentar el poder de referencia. 

Que en tal situación es evidtnte que el vínculo j ttrídico ch>� 
terminado por la prestación de los servicios profesionales c\e) 
doctor Delfino, se estableció entre éste y el se11or Ocampo, sien .. 

do ajena al mismo la Provincia ele Buenos Aires. 

Une a la conclusión precedente no obsta la circunstancia in­
vocada de que la Provin-::ia revocó posteriormente el 111andat(1 
conferido al sellor Ocampo, tornándose imp?sihle el cumplimien-· 
to de la condición a que se subordina el contrato, porqlle tal ac­
titud rnlamente puede determinar consecuencias jurídicas entre 
las partes contratantes, mas no para el que prestó servicios a una 
de ellas y no se halla subrogado en sus derechos. 

Qm.: en mérito de lo expuesto, el ejecutante no puede invo­
car contra la Provincia ele Buenos Aires, el atlto de fs. Ró vta. 
que regula sus honorarios. 
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Que el ejecutante doctor José M. Delfino intervino en au- 

tos como letrado patrocinante de la parte actora, representada 

! sefior Hermenegildo Ocampo. por e! 

Que dicha representacién fué conferida por la Provincia 

de Buenos Aires, mediante el mandato especial sujeto a las con- 

diciones de que instruye el testimonio de fs. 60. 

Que entre las condiciones alididas se establece expresamen- 

te la de que los gastos que ocasionaren las gesticnes hasta el in- 

greso al Fisco del bien cuya denuncia se acepta, lo mismo que 
las responsabilidades a que pueden dar lugar, seran a cargo del 

denunziante (clausula «@) . 

Que por fa clausula #) de dicho mandato, la Provincia re- 

conocid al sefior Uermenegildo Ocampo el cincuenta por ciento 

del importe total del bien que haga ingresar de acuerdo con la 
autorizacion conferida, lo que induce la conclusién ce que el 

apoderado ha obrado con representacién de la Provincia y ade- 

mas en su propio y personal interés. 

Que las referidas condiciones del mandato no han podido 

ser ignoradas por el ejecutante, toda vez que asumid et patro- 

cinio del mandatario al presentar el pocer de reférencia. 

Que en tal situacien es evidente que el vinculo juridico de- 

terminado por ta prestacion de los servicios profesionales de! 

doctar Delfino, se establecié entre éste y el sefior Ocampo, sien- 

do ajena al mismo la Provincia de Buenos Aires. 

(Jue a la canclusién precedente no obsta la circunstancia in- 

vocada de que la Provincia revocd posteriormente el mandaty 

conferido al sefior Ocampo, tornandose imposible el cumplimien- 

to de la condicion a qte se subordina el contrato, porque tal ac- 

titud solamente puede determinar consecuencias juridicas entre 
las partes contratantes, mas no para el que presto servicios a una 

de ellas v no se halla subrogado en sus derechos. 

Que en mérito de lo expuesto, el ejecutante no puede invo- 
car contra Ja Provincia de Buenos Aires, e} auto de fs. 86 vta. 
que regula sus honorarios.
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Por ello y atento a lo que dispone el art. 270 ele la Je�, )J '-' 

50, se desestima la ejecuóón, con costas, Hágase saber y repón­
gase el papel. 

J. FIGDEROA ALcORTA. •� R. Gurno
L�VALLE, -·- ANTONIO SACc\.RNA,-

Compafiía Nacional d{' Pai1i,n2ntació11 J' Co11st1iucciones, en a1t­

to,� con don Julfrí11 Colombo Berra, sobre repetición de pa[JO. 
Recurso de hecho, 

Sumario: No procede el recurSo extraordinario del artículo 14, 
ley 48, en un caso en que la decisión recaída, no ha sido 
cóntraria sino favorable a la pretensión de la inconstitucio­
nalidad alegada. (Ver Fa11os: Tomo 114, pág. 214: tomo 
120, pág. 198: tomo 121, pág. 188, y otros). 

Caso: Lo expl!':an las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1931. 

St1prema Corte: 

De lc1. precedente exposición que el recurrente hace en estas 
actuaciones, corroboradas con los informes expedidos por el tri­
bunal apelado que corren agregados a fs. 18 a 82, se deduce: 

a) Que en la caqsa en la cual aparece interpuesta !a ape­
lación denegada que motiva este recurso, el actor ha sostenido 
su derecho a repetir el pago hecho en concepto de paYirnentos 
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Por ello y atento a lo que dispone el art. 270 de Ja ley N* 

5G, se desestima Ja ejecty:idn, con costas, Hagase saber y repén- 
gase eb papel. 

J. Ficurroa Aucorta. —- R. Guipo 
LAVALLE, —~ ANTONIO SAGARNA.— 

Compania Nactonal de Pavimentacién y Construcciones, en au- 
fos con don Julidn Colombo Berra, sobre repeticién de pago. 
Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraerdinario del articulo 14, 
ley 48, en un caso en que la decision recaida, no ha sido 

eontraria sino favorable a la pretensién de la inconstitucio- 

nalidad alegada. (Ver Failos: Tomo 114, pag. 214; tomo 
120, pag. 188; tomo 121, pag. 188, y otros). 

Caso: Lo explizan las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1931. 

Suprema Corte: 

De la precedente exposicion que el recurrente hace en estas 
actuaciones, corroboradas con los informes expedidos por el tri- 
bunal apelado que corren agregados a fs. 18 a 82, se deduce: 

a) Que en la causa en la cual aparece interpuesta la ape- 

lacién denegada que motiva este recurso, el actor ha sostenido 

su derecho a repetir el pago hecho en concepto de pavimentos
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por \considerar que las leyes y ordenanzas locales en virtud de 
las cuales se habían construído y cobrado los tnismo.s, eran yio­
latorías de preceptos de la Constitución <le la Nación que ga­
rantizan la ·igualdad impositiva como base de las cargas públicas. 

b) Que la parte demandada ha sostenido ante los tribu­
nales locales que han conocido en el litigio, la validez ele las dis­
posiciones impugnadas, en razón de haber siclo dictadas las mis­
mas por autoridades competentes y dentro ele su respectiva ór­
bita de atribuciones, sin que las mismas lesionen derechos o ga­
rantías de ninguna naturaleza. 

e) Que la causa ha quedado resuelta en definitiva en fa­
vor de ·la parte aictora

., 
declarándose la inconstitucionalidad ak­

gad2. de las leyes y ordenanzas locales a que se ha hecho refe­
rencia. 

<l) Que para llegar a esta conclusión se ha dado por esta­
blecido ., como cuestión de hecho y prueba, que siendo la' obra 
de pavimentación que motiva este litigio de interés general desde 
que facilita el tráfico común_, su costo no ha debido cargarse Cx:­
clusivamente sobre los contribuyentes linderos ele la vía sino tam­
bién sobre el patrimonio de la j\funicipalidacl en cuanto está 
formado por contribu.dones generales ele la colectividad que re­
sulta beneficiada también con la obra. 

Y bien: de lo precedentemente relacionado se infiere cla­
ramente que én la causa no se ha planteado ni resuelto cuestión 
frcleral alguna que autorice a lá parte demandada a recurrir pa­
ra" ante esta Corte Suprema, invocando el art. 14 de la ley 48, 
como lo ha hecho. 

En efecto: la causa ha sido resuelta en favor de las garan­
tías federales invocadas por el actor, declarándose la inc'onsti­
tucionalidad de disposi::iones locales ·que, en concepto de los tri­
bunales provinciales, las vulneraban. 

Lri. parte demandada
., al sostener la validE1z de tales disposi­

ciones locales frente a· las de carácter federal invocadas, ha afir-
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por ‘considerar que las leyes y ordenanzas locales en virtud de 

las cuales se habian construido y cobrado los mismos, eran vio- 
latorias de preceptos de ta Constitucion de la Nacion que ga- 
rantizan la igualdad impositiva como base de las cargas ptiblicas. 

b) Que la parte demandada ha sostenido ante los tribu- 

nales locales que han conocido en el litigio, la validez de las dis- 
posiciones impugnadas, en razon de haber sido dictadas las mis- 
mas por autoridades competentes y dentro de stu respectiva or- 

bita de atribuciones, sin que las mismas lesienen derechos o ga- 
rantias de ninguna naturaleza. 

c) Que la causa ha quedado resuelta en cefinitiva en fa- 

vor de‘la parte actora, declarandose Ja inconstitucionalidad ale- 

gada de las leyes y ordenanzas locales a que se ha hecho refe- 
rencia. 

d) Que para legar a esta conclusién se ha dado por esta- 

blecide, como cuestidn de hecho y prueba, que siendo la obra 
de pavimentacion que motiva este litigio de interés general clesde 
que facilita el trafico comin, su costo no ha debido cargarse ex- 

clusivamente sobre Jos contrihuyentes linderos de la via sino tam- 
bién sobre el patrimonio de la Municipalidad en cuanto esta 

formado por contribuciones generales cle la colectividad que re- 
sulta beneficiada también con la obra. 

Y hien: de lo precedentemente relacionado se infiere cla- 

ramente que en Ja causa no se ha planteado ni resuelto cuestion 
fecteral alguna que autorice a la parte demandada a recurrir pa- 

ra ante esta Corte Suprema, invocando el art. 14 de la ley 48, 

como Jo ha hecho. 

En efecto: la causa ha sido resuelta en favor cde las garan- 

tias federales invocadas por el actor, declarandose la inconsti- 

tucionalidad de disposiciones locales que, en concepto de los tri- 

bunales provinciales, las vulneraban. 

La parte cemandada, al sostener la validez de tales disposi- 

ciones locales frente a las de caracter federal invocadas, ha afir-
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mado que la solución ele la causa importa violar el princ1p10 de 
que la igualdad es la hase del impuesto y ele la::; cargas públicas, 
en cuanto el mismo "permite y afianza al poder púhlicO en stt 
derecho de cobrar una contribución ajustada a los pnnc1p1os de 
igualdad constitd:ional''. 

Pero se olvida, al hacerse esta afirmación, que tal garantía 
hé\ sido n:conocida y declarada a favor de los contribuyentes pa­
n_ defenderse de los impuestos o cargas que violen los principios 

dt igua1dacl y equidad establecidos en la Constitución Nacional. 
I'úmca a favor de los poderes públicos que las establecE-n y que 
no pueden invocar tales garantías en representación de los demá.,., 
contribuyentes. 

En cuanto a la corf:lusión de hecho a que llega la sentencia 

apelada concerniente a la obligación ele la Comuna de contri­
huir en razón de la naturaleza y destino de las obras ele pavi­
mentación, a la construcción de las mismas, es cuestión que, 
como es notorio, no admite revisión en la presente instancia 

extraordinaria. 

De todo lo expuesto resulta, en mi opinión, la inexistencia 
del caso federal que puede autorizar la intervención ele esta Cor­
te Suprema, toda vez que como he dicho, la Kattsa ha sido resuel­
t1. en favor de las garantías federales invocadas en la misma. 

Es por ello que considero improcedente el presente recurso 
(k htcho y así pido a V. E. se sirva declararlo. 

líoratio R. Larrcfa. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación .del extraordinario, i11-
terp11esto por la Cornpafiía Nacional de Pavimentación y Cons-
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mado que la solucién de la causa importa violar ef principio de 
que la iguaidad es la hase del impuesto y de las cargas ptblicas, 

en cuanto el mismo “permite y afianza al poder ptblico en su 

derecho de cobrar una contribucién ajustada a los principios de 

igualdad constittzional’”’. 

Pero se oivida, al hacerse esta afirmacidn, que tal garantia 
ha sido reconocida y declarada a favor de los contribuyentes pa- 
ra, defencerse de los impuestos o cargas que violen los principios 

de igualdad y equidad establecidos en la Constituci6n Nacional. 

Nunca a favor de Jos poderes publicos que las establecen y que 
no pueden invocar tales garantias en representacion de los demas 

contribuyentes. 

En cuanto a Ja corf:siusion de hecho a que llega la sentencia 

apelada concerniente a la obligacién de la Comuna de contri- 
lnir en razén de la naturaleza y destino de Jas obras de pavi- 

mentacion, a la construccién de las mismas, es cuestidn que, 

como es notorio, no admite revision en la presente instancia 

extraordinaria. 

De todo lo expuesto resulta, en mi opinién, la inexistencia 
del caso fecleral que puede autorizar la intervencién de esta Cor- 
te Suprema, toda vez que como he dicho, la cattsa ha sido resuel- 

ta en favor de las garantias fecderales invocadas en Ja misma. 

Es por ello que considero improcedente el presente recurso 

de hecho y asi pido a Y. E. se sirva declararlo. 

Horacio R, Larreta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso de hecho por denegacion del extraordinario, in- 

terpresto por la Compaftia Nacional de Pavimentacion y Cons-
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trucciones contra sentencia de la Sala de segundo turno ele la 
Cámara de Apelaciones de' Rosario de Santa Fe, en el juicio 
seguido a la Compañía recurrente por don J ulián Colombo Be­
rra, sobre repett'-ión de pago de pavimentos; y 

Considerando: 

Qne el informe expedido por el tribunal respectivo, acredi­
ta, como lo hace constar el dictamen precedente, que la demanda 
de i-epetición. de pago el� qt1e se trata impugnó como contrarias' 
El determinadas garantías ele la Constitución Nacional, la ley lo­
cal y la ordenanza municipal aplicadas en el caso, sosteniéndose 
por la parte demandada la validez de dicha ley y ordenanza, por 
considerar que no son opuestas a las cláusulas constitu.r ionales 
invocadas. 

Que así trabada la litis, y previas' las actuaciones del i;aso, 
se ha declarado en las dos instancias correspondientes la incons­
titucionahdacl alegada y por ende la invalidez ele la ley y orde­
nanza referidas, haciéndose lugar, en consecuencia, a la a cción 
de repetición de pago intentada, sentencia definitiva de la ic:ual 
ha apelado para ante esta Corte la Compañía de .Pavimentación, 
por vía del recurso extraorcli1_1ario. 

Que los antecedentes relacionados establecen, según se ad­
vierte desde luego, CJUe es el actor y no el demandado recurrente, 
el que ha planteado en el sub-judice 1; cuestión federal dilucidada 
en la causa, al atacar como repugnante a la Constitución Na'" 

cio11al la ley provincial y la ordenanza municipal aludidas; y pues­
to que la decisión re!:aída no ha sido contraria sino favorable a 
la pretensión de la inconstitucionalidacl alegada, es evidente que 
no procede el recurso extraordinario del art. 14 de la ley N 9 48, 
instituíclo con el fin primordial de mantener la supremacía de 
las instituciones federales, -hs que en este juicio han constituído 
el fundamento de la acción a que las autoridades de provincia han 
hecho lugar (Constitución, art. 31; Fallos: Tomo 114, pág. 214; 
tamo 120., pág. 198; tomo 121, pág. 188, entre otros). 
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trucciones contra sentencia de la Sala de segundo turno de la 

Camara de Apelaciones de’ Rosario de Santa Fe, en el juicio 

seguido a la Compafiia recurrente por don Julian Colombo Be- 

rra, sobre repetizion de pago de pavimentos; y 

Considerando: 

Que el informe expedido por el tribunal respective, acredi- 

ta, como lo hace constar el dictamen precedente, que la demanda 

de repeticién.de pago de que se trata inypugnd como contrarias 
a determinadas garantias de la Constitucion Nacional, la ley lo- 

cal y Ja orcdenanza municipal aplicadas en el caso, sosteniéndose 

por ja parte demandada la validez de dicha ley y ordenanza, por 

considerar que no son opuestas a las clausulas constitu ionales 
invocadas. 

Que asi trabada la ftis, y previas ‘las actuaciones del gaso, 
se ha declarado en las dos instancias correspondientes la incons- 

titucionalidad alegada y por ende la invalidez de 3a ley y orde- 
nanza referidas, haciéndose sugar, en consecuencia, a la accion 

de repeticién de pago intentada, sentencia definitiva de la icual 

ha apelado para ante esta Corte la Compafiia de Pavimentacién, 

por via del recurso extraordinario. 

Que los antecedentes relacionados estabiecen, seguin se ad- 

vierte desde luego, que es el actor y no el demandado recurrente, 

el que ha planteado en el sib-jwdice la cuestiOn federal dilucidada 
en ja causa, al alacar como repugnante a la Constitucion Na+ 
cional la ley provincial y la ordenanza municipal aludidas; y pues- 

to que la decision revaida no ha sido contraria sino favorable a 

la pretension de la inconstitucionalidad alegada, es evidente que 
no procede el recurso extraordinario del art. 14 de la ley N® 48, 

instituido con el fin primordial de mantener la supremacia ce 
las instituciones federales,-las que en este juicio han constituido 

el fundamento de la accion a que las autoridades de provincia han 
hecho lugar (Constitucion, art. 31; Fallos: Tomo 114, pag, 214; 
tomo 120, pag. 198; tomo 121, pag. 188, entre otros).
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Que, por lo demás, los artículos 1 '', 5 1
' y 104 a 107 de Ia 

Constitución que el recurrente invocá, no tienen con la materia 
del litigio la rel<.�:ión directa e inmediata que prescribe el art. 
15 de la ley N v 48 para determinar la procedencia del recurso, 
y por consiguiente dicha invocación carece de eficacia a tal efec­
to, de acuerdo con la disposición legal enunciada y la reiterada 
jurisprudencia de esta Corte en casos análogoS. (Fallos: To­
rno 105, pág. 107; tomo 115, pág. 162; tomo 121, pág. 306, y 
Ios allí citados), correspondiendo la misma observat-:::ión de im­
procedencia de la apelación extraordinaria respecto· a los puntos 
ele hecho y de derecho común que resuelve la decisión recurrida. 

En mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo ex­
puesto y pGdi<lo por el señor Procurador General, se declara bien 
denegado e1 recurso y en consecuer�::ia improcedente la queja in­

, terpuesta por apelación de hecho. Notifíquese y repuesto el 
papt'i, archívese. 

J. FIGUEROA ALCORTA - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuuAN
V. PERA. 

Don Abe/ La.J11as contra los so/ores De Gia.coni Hnos., sobre co­

bro de Jicsos. Co11tic11da. de com.petencia. 

Sumario: Es juez compe·tente para conocer en un pleito en que 
se ejercitan acciones personales, con preferencia al del do­
micilio del demandado, el del lugar 1convenido explícita o 
implícitamente por las partes para el cumplimiento del con­
trato, cualesquiera que seail las prestaciones que se deman­
den, principales o accesorias. (Fall◊s: Tomo 125, pág. 206; 
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Que, por Jo demas, los articulos 1’, 5° y 104 a 107 de Ia 
Constitucion que el recurrente invoca, no tienen con la materia 
del litigio la relacién directa e inmediata que prescribe el art. 

15 de Ja ley N* 48 para determinar la procedencia del recurso, 

y por consiguiente dicha invocacién carece de eficacia a tal efec- 
to, de acuerdo con la disposicion leyal enunciada y la reiterada 

jurisprudencia de esta Corte en casos andlogos. (Fallos: To- 

mo 105, pag. 107; tomo 115, pag. 162; tomo 121, pag. 306, y 
los alli citados), correspondiendo la misma observatcion de im- 
procedencia de la apelacién extraordinaria respecto’a los puntos 

de hecho y de derecho comtin que resuelve la decision recurrida. 

En mérito de estas consideraciones y de acuerdo con lo ex- 
puesto y pedido por el sefior Procurador General, se declara bien 

denegado el recurso y en consecuencia improcedente la queja in- 

‘terpuesta por apelacién de hecho. Notifiquese y repuesto el 
papel, archivese. 

J. Figueroa Atcorta — Roserto 

Reperto, — R. Guiso Lavatie. 

— ANTONIO SAGARNA. ~~ JULIAN 

V. Pera, 

Don Abel Lamas contra los seviores De Giaconi Hnos., sobre co- 

bro de pesos, Contienda de competencia. 

Sumario: es juez competente para conocer en un pleito en que 

sé ejercitan acciones personales, con preferencia al del do- 

micilio del demandado, el del lugar convenido explicita o 

implicitamente por las partes para el cumplimiento del con- 

trato, cualesquiera que sean las prestaciones que se deman- 

den, principales o accesorias. (Fallos: Tomo 125, pag. 206;



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 253 

tomo 136, pág. 403; tomo 137, págs. 378 y 412; tomo 148, 
págs. 25 y 58; tomo 149, págs. 133 y 316; tomo 159, pági­
na 172) . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1930. 

Señor Juez: 

Puede U. S. librar el exhorto ·solicitado. - E. Estrada.

AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Buenos Aires1 Septiembl·e 25 de 1930; 

Autos y Vistos: 

Atento a que de la copia de la_ cédula de notificación agTe­
gada a fs. 1, resulta que el domicilio de los señores De Giaconi 
Hnos., es en esta Capita1, calle 11oreno 785, y que la acción en­
tablada es personal, por ,cobro de pesos, es indudable que, de 
acuerdo con el principio de los arts. 1212 y 1213 del Código Ci­
Yil 4'' del de Procedimientos, son los jueces de este lugar 
los competentes para entender en el juicio. 

Por ello, de acuerdo con lo· dictaminado por el señor Agen­
te FisCal y lo dispuesto por los a:rts. 410, segundo apartado y 
417 del Código de Procedimientos citado, líbrese oficio al se­
ñor Juez en lo Civil y Comercial de la Primera Nominación de 
Santa Fe, doctor Ramiro A. Villantteva, secretaría E. ele la 
Peña, a fin de que se inhiba de conocer en los autos y disponga 
su remisión al juzgado del infra1cripto, con los testimonios co­
rrespondientes. Rep. la foja. - Fer11a-11do Cenneso11i, - Ante 
mí: F. Figueroa.
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temo 136, pag. 403; tomo 137, pags. 378 y 412; tomo 148, 

pags. 25 y 58; tomo 149, pags. 133 y 316; tomo 159, pagi- 
na 172). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1980. 

Sefior Juez: 

Puede U. S. librar el exhorto solicitado. — E. Evtrada. 

AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Buenos Aires, Septiembre 25 de 1930; 

Autos y Vistos: 

Atento a que de la copia de Ja cédula de notificacién agre- 
gada a fs. 1, resulta que el domicilio de los sefiores De Giaconi 
Fnos., es en esta Capital, calle Moreno 785, y que la accion en- 
tablada es personal, por cobro de pesos, es indudable que, de 

acuerdo con el principio de los arts. 1212 y 1213 del Codigo Ci- 
vil 4° del de Procedimientos, son los jueces de este lugar 

los competentes para entender en el juicio. 

Por ello, de acuerdo con le dictaminado por el sefior Agen- 
te Fiscal y lo dispuesto por los arts. 410, segundo apartado y 

417 del Cédigo de Procedimientos citado, Jibrese oficio al se- 

fior Juez en lo Civil y Comercial de la Primera Nominacion de 
Santa Fe, doctor Ramiro A, Villanueva, secretaria E. de la 

Pefia, a fin de que se inhiba de conocer en los autos y disponga 
su remisiOn al juzgado del infradcripto, con los testimonios co- 
rrespondientes. Rep. la foja. — Fernando Cermesont, — Ante 
mi: FP, Figueroa,
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Al'TO DEL Jl'EZ EN LO CIVIL Y CO:\IERCIAL 

Santa Fe, Noviembre 12 de 1930. 

Y Vistos: 

El exhorto del señor Juez de Comercio ele la Capital Fe­
deral, doctor Fernando Cermesoni, por el que plantea cuestión 
de competencia por inhibitoria, en el juicio caratulado "Abel La­
mas contra De Giacomi Hnos., sobre ,cobro de pesos''; y 

Considerando: 

1 �• Que la acción por cobro de pesos que intenta el actor 
señor Abel Lamas, se funda en la existencia de un contrato, 
cuyo cumplimiento debía llevarse a efecto en el territorio de 
esta provincia y en el de la gobernación del Chaco. 

2" Que la Suprema Corte de Justicia Nacional ha conside­
rado uniformente que es juez competente para cono1:er en los 
pleitos en que se ejercitan acciones personales, con preferencia 
al del doniicilio del demandado, el del lugar convenido explícita 
o implícitamente por las partes para el cumplimiento del con­
trato, cualesquiera que sean las prestaciones que se demanden.
(Ver Jurisprudencia Arg., tomo F, página 390; tomo 2'1, pá­
gín� 101, y tomo 10, página 206, entre otros).

3'1 Que siendo así, es indudable que el suscripto es compe­
tente para entender en dicho juicio, toda vez que de los propios 
término::; del es,:rito ele demanda, único cltmento· de juicio que 
debe tenerse presente dado el e.staclo del pleito, implícitamente 
surge como lugar del cumplimiento del contrato el territorio de 
esta provincia en la parte que tiene jurisdicción el susnipto. 

49 Que por lo que se refiere a la f arma en que ha. sido
planteada la !,·uestión de competencia, cabe observar, como lo ha-
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

Santa Fe, Noviembre 12 de 1930. 

Y Vistos: 

E] exhorto del sefior Juez de Comercio de la Capital Fe- 

deral, doctor Fernando Cermesoni, por el que plantea cuestién 

de competencia por inhibitoria, en el juicio caratulado “Abel Ta- 

mas contra De Giacomi Hnos., sobre cobro de pesos’; y 

Considerando : 

I* Que la accién por cobro de pesos que intenta el actor 

sefior Abel Lamas, se funda en la existencta de un contrato, 

cuyo ctimplimiento debia llevarse a efecto en el territorio de 

esta provincia y en el de la gobernacién del Chaco. 

2’ Que la Suprema Corte de Justicia Nacional ha conside- 

rado uniformente que es juez competente para conozer en los 

pleitos en que se ejercitan acciones personales, cen preferencia 
al del domicilio del demandado, el del lugar convenido explicita 

0 implicitamente por las partes para el cumplimiento del con- 

trato, ctialesquiera que sean las prestaciones que se demanclen. 
(Ver Jurisprudencia Arg., tomo 1°, pagina 390; tomo 2’, pa- 

gina 101, y tomo 1®, pagina 206, entre otros). 

3° Que siendo asi, es indudable que el suscripto es compe- 

tente para entender en dicho juicio, toda vez que de los propios 

términos del escrito de demanda, tinico elemento’ de juicio que 

debe tenerse presente dado el estade del pleito, implicitamente 

surge como lugar del cumplimiento del contrato el territorio de 

esta provincia en la parte que tiene jurisdiccién el suscripto. 

4° Que por lo que se refiere a la forma en que ha sido 

planteada la 2uestion de competencia, cabe ohservar, como lo ha-
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ce notar la parte actora, que ele acue�·clo con la •disposición co11-
tenida en el artículo 988 del Código de Procedimientos Civiles. 
la única autorizada es la declinatoria, en la forma, m.odo y tiem­
po, que el mismo ·Código prevé, máxime en este caso en que los 
demandados aparecen citados y emplazados personalmente, 

5'1 Que la vía inhibitoria sólo la autoriza el Código de 
Procedimientos cuando otro juez estuviere conociendo de la mis­
ma causa, lo cual no ocurre. en este :caso, pues la rogativa del 
señor Juez de la Capital Federal está librada en los autos "De 

Giaconi Hnos., cuestión <le competencia por inhibitoria". 

6v Que las disposiciones del Código de Procedimientos de 
la Capital, no pueden tener aplicación dentro del territorio de 
la provincia, razón por la cual y a juicio del snscrip.to, el juez de 
la Capital no pudo dar curso a la cuestión. 

En mérito de lo expuesto y las consideraciones de la parte 
actora, resuelto: No ha,::er lugar a la inhibitoria solicitada por el 
señor Juez ele Comercio de la_ Capital Federal, invitándolo a cqn­
currir a la Suprema Corte de Justicia para el caso de discon­
formidad, 

Hágase saber, insértese, agréguese al presente copia au­
torizada del escrito de demanda y remítanse al Juzgado de pro­
cedencia, con nota. �� Antonio E. Anadón. - Ante mí: F. de

fo Pe(1a.

DICTA:MEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1931. 

Suprema Corte: 

Entre el señor Juez de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial de la Primera Nominación de la ciudad 'de Santa Fe 
y el sellar Juez ele Comercio de tsta Capital, se ha trabado 
cuestión de competencia para ('onocer de la demanda c1tte ante 
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ce notar la parte actora, qtie de acuerdo con la disposicién con- 

tenida en el articulo 988 del Cédigo de Procedimientos Civiles, 
la tinica autorizada es Ja declinatoria, en la forma, modo y tiem- 

po, que el mismo Codigo prevé, maxime en este caso en que tos 

demandados aparecen citados y emplazados persenalmente, 

5’ Que la via inhibitoria sélo la autoriza el Codigo de 
Procedimientos cuando otro juez estuviere conociendo de Ja mis- 

ma causa, lo cual no ocurre. en este caso, pues la rogativa del 

sefior Juez de la Capital Federal esta librada en los autos “De 

Giaconi Hnos., cuestion de competencia por inhibitoria”’. 

6* Que las disposiciones del Codigo de Procedimientos de 
la Capital, no pueden tener aplicacién dentro del territorio de 

la provincia, razon por la cual y a juicio del suscripto, el juez de 

la Capital no pudo dar curso a la cuestion. 

En mérito de le expuesto y las consideraciones de la parte 

actora, resuelto: No hacer lugar a la inhibitoria solicitada por el 
sefior Juez de Comercio de la Capital Federal, invitando!o a con- 

currir a la Suprema Corte de Justicia para el caso de discon- 

formidad. 

Hagase saber, insértese, agréguese al presente copia au- 

torizada del escrito de demanda y remitanse al Juzgado de pro- 

cedencia, con nofa. —~ .datonio Ek. Anaddn. Ante mi: £. de 

la Peja, 

  

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de 1981. 

Suprema Corte: 

Entre el sefior Juez de Primera Instancia en lo Civil y 

Comercial de la Primera Nominacion de la ciudad de Santa Fe 

y el sefor Juez de Comercio de esta Capital, se ha trabado 

cuestién de competencia para conocer de Ja demanda que ante
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el primero de los magistrados nombrados ha instaurado don Abe! 
Lamas contra los sellares De Giaconi Hnos., sobre cobro de 
pesos. 

Corresponde a Vuestra Excelencia dirimir dicha contienda 
ejercitando la facultad conferida por el artículo 99 de la ley nú­
mero 4055. 

De los antecedentes remitidos por los jueces en conflicto 
resulta que, según el actor, los demandados le habían designado 
su comisionista en la zona Norte <le la proviuóa de Santa Fe 
y territorio del Chaco para la colocació11 de las mercaderías ob­
jeto de la explotación de la casa --de su giro comercial, y -es el 
pago de comisiones por ventas realizadas en dicho carácter 
que reclama Lamas en su demanda. 

Los demandados reconocen haber dado al actor el mandato 
relacionado, y como no se invo,ca la existencia de contrato es­
crito que contenga la designación expresa del lugar de su clun­
p limiento prncede, de acuerdo con la ley y la jurisprudencia 
de Vuestra Excelencia determinar el lugar del cumi1limiento que 
indique la naturaleza de la obligación ( Código Civil, artículo 
1212). 

Vuestra Excelencia tiene declarado en el caso que se re­

gistra en la página 172 del tomo 159 ele la colei::ción dé fallos 
respectiva, que _un contrato de locación ele servicios debe, en 
razón de su propia índole, cump1irse en el lugar donde se pre�­
tan los serviicos convenidos y donde debe demandarse su cum­
plimiento si no se ha pactado expresamente otra jurisclicciún. 
En el "sub j11dicc", la obligación de prestar los servicios con­
venidos, como la ele practicar la ronunerar:ión correspondiente, 
lrn s·ido, por designación implícita. en cuanto al lugar de ejecu­
ción, la zona Norte ele la provincia de Santa Fe y e·\ territorio 
del Chaco es, en consecuencia, allí donde radica la compe­
ten:ia jurisdiccional del caso. 

En reiteradas causas análogas Vuestra Excelencia ha re­
suelto invariablemente que el juez competente para conocer tn 
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el primero de los magistrados nombrados ha instaurado don Abet 

Lamas contra los sefiores De Giaconi Hnos., sobre cobro de 

pesos. 

Corresponde a Vuestra Excelencia dirimir dicha contienda 

ejercitando Ja facultad conferida por el articulo 9° de la ley nu- 

mero 4055. 

De los antecedentes remitidos por los jueces en conflicto 

resulta que, seguin el actor, los demandados le habian designado 
stt comtsionista en la zona Norte de la provincia de Santa Fe 

y territorio del Chaco para la colocacion de las mercaderias ob- 

jeto de la explotacton de la casa de su giro comercial, y-es el 

pago de comisiones por ventas realizadas en dicho caracter 

que reclama Lamas en su demanda. 

J.os demandados reconocen haber dado al actor e! mandato 
relacionado, y como no se invoca la existencia de contrato es- 
crito que contenga la designacion expresa del lugar de su cum- 
plimiento procede, de acuerdo con la ley y Ja jurisprudencia 
de Vuestra Excelencia determinar ef lugar del cumplimiento que 
indique la naturaleza de la obligacién (Cédigo Civil, articulo 

1212). 

Vuestra Excelencia tiene declarado en el caso que se re- 

gistra en la pagina 172 del tomo 159 de fa coleccién dé fallos 
respectiva, que un contrato de locacion de servicios debe, en 

razon de su propia indole, cumplirse en el lugar donde se pres- 
tan los serviicos convenidos y donde debe demandarse su ctim- 

plimiento si no se ha pactado expresamente otra juriscliccion, 

En el “sub judice”’, la obligacién de prestar los servicios con- 

venidos, como la de practicar la remuneraci6n correspondiente, 

ha sido, por designacion implicita, en cuanto al lugar de ejecu- 

cidn, la zona Norte de la provincia de Santa Fe y el territorio 

del Chaco es, en consecuencia, allt donde radica la compe- 
tenia Jurisdiccional del caso, 

En reiteradas causas analogas Vuestra Excelencia ha re- 
suelto invariablemente que el juez competente para conocer en
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los pleito§ en que se ejercitan acciones personales, con prefe­
renci�,. al clel domicilio del demancla<lo. es el del lugar convenido 
explícita o implícitame'nte por las partes para el crnnplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se de­
mandtn, principales o a,:cesorias, (Código Civil, artículo 1212 
y correlativ.os: Código de Procedimin1tos de la Capital, artícu­
lo 4'': ley 32, título II, partida 3r.1; Fallos, tomo 125, página 
20G; tomo 136, página 40.3; tomo 137, páginas 378 y 412; tc1-
mu 148, páginas 25 y 58; tomo ·149, páginas 133 y 316). 

Por lo tanto, soy de opinión que corresponde declarar que el 
juez competente para conocer en el presente caso es el Juez en 
lo Civil y Comercial de la Primera Nominación de la ciudad de 
Sant2. Fe. 

floracio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Afres, Septiembre 28 de 1931. 

:\utos y Vistos: 

J �os de contienda de competencia por inhibitoria trabada 
entrt un Juez de Comercio de esta Capital y otro ele primera 
instancia en lo Civil y Comercial de Santa Fe para ccnocer en 
la drnianda entablada por don Abel L�'mas contra los señores 
Dt: Giaconi Hermanos por cobro de pesos; y 

Considerando 

ºue el precedente dictamen del señor Procurador General 
contiene la relación txacta de los antecedentes ele hecho que han 
determinado la contienda, así como ·la aplicación ele las dispo­
siciones legales que rigen el caso y que han sido materia ele la 
reiterada jurisprudencia que se tcita. 
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los pleitas en que se ejercitan acciones personales, con prefe- 

renciz, al del domicilio del demandado, es el del Ingar convenido 

explicita o implicitamente por las partes para el cumplimiento 

del contrato, cualesyuiera que sean fas prestaciones que se de- 

manden, principales o accesorias. (Codigo Civil, articulo 1242 

y correlativos: Cédigo de Procedimientos de la Capital, articu- 

lo 4’: Jey 32, titulo I], partida 3; Fallos, tomo 125, pagina 
206; tamo 136, pagina 403; tomo 137, paginas 378 y 412; to- 

mo 148, paginas 25 y 58; tomo 149, paginas 133 y 316). 

Por le tanto, soy de opinion que corresponde declarar que el 

Juez competente para conocer en el presente caso es el Juez en 

lo Civil y Comercial de la Primera Nominacion de la ciudad de 
Santa Fe. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Tos de contienda de competencia por inhibitoria trabada 

entre un Juez de Comercio cde esta Capital y otro de primera 

instancia en lo Civil y Comercial de Santa Fe para ecnocer en 

la demanda entablada por don Abel Lamas contra tos sefiores 

De Giaconi Hermanos por cobro ce pesos; y 

Considerando 

Que el precedente dictamen del sefor Procurador General 

contiene la relacion exacta de los antececdentes de hecho que han 

determinado la contienda, asi como ‘la aplicacion de las dispo- 
siciones legales que rigen el caso y que han sido materia de la 

reiterada jurisprudencia que se cita.
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En su mérito, por los fundamentos del referido dictamen (!UC 

se dan aquí por reproducidos, y de acuerdo con las co1_1dusio­
nes del mismo, se declara: que el jue,-: competente para conocer 
l'll. el "sub judice" es el de primera instancia en lo Ci\·i! y Co­
mercial ele Santa F1.-, a quien en consecuencia se remitirán los 
autos, avisándose al de Comercio de esta Capital en la forma 
de estilo. 

Repóngase el papel. 

J. FIGUEROA ALCORT A. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - Jur.rÁN 

V. PERA. 

Exhorto del ]11c::; de lnstru.cción de PPi.111,cra ·No-mhiació11, .)�c­
gunda Circ11nsrripción Judicial de la. provincia de Santa. Fe, 
al. lue:; del Crimen de la ciudad dr 5/an Ni(o!ás, so!icita11do 
la detención d'c José·Prirauo . 

. Y1111111río: Conteniendo el exhorto dirigido por un Juez c1e Ins­
trucción, los requisitos exigidos por el artículo 675, inciso 
1 �' del Cúdigo de Procedimientos y por la. /\cordada de la 
Corte Suprema de 21 de Febrero de 1905 ( sello en tinta), 
debe ser cumplido por el Juez oficiado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JlJEZ DE INSTRUCCIÓN 

Rosario, Julio 3 de 1931. 

Y Vistos: 

Los ante:edentcs remitidos a <.:ste Tribunal por el sellor Juez 
de Paz Letrado de !a SE;guncla Sección_: y las reiteradas citacio-
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En su mérito, por los fundamentos del referido dictamen que 
se dan aqui por reproducides, y de acuerdo con las corclusio- 

nes del mismo, se deciara: que el juez competente para conocer 

en el “suh judice” es el de primera instancia en lo Civil y Co- 

mercial de Santa Fe, a quien en consecuencia se remitiran los 

autos, avisandose al de Comercio de esta Capital en la forma 

de estito, 

Repdéngase el papel. 

J. Ficueroa Autcorta. — RosBerto 

Repetto. — R. Guripo Lavatre. 

— ANTONIO SAGARNA, — JULIAN 

V. Pera, 

Exhorto del Juez de Justruccién de Primera Noiminacion, Se- 

gunda Circunscripcién Judicial de la provincia de Sunta Fe, 

al Jues del Crimen de la ciudad de San Nicolds, solicitando 

la detencién de José: Peirane. 

Sumario: Conteniendo el exhorto dirigido por un Juez de Ins- 
truccion, los requisitos exigidos por el articulo 675, inciso 

l® del Codigo de Procedimientos y por la.Acordada de la 

Corte Suprema de 21 de Febrero de 1905 (sello en tinta), 
dehe ser curmplido por el Juez oficiado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO DEL JUEZ DE INSTRUCCION 

Rosario, Julio 8 de 1981. 

Y Vistos: 

Los antecedentes remitidos a este Tribunal por el sefhor Juez 
de Paz Letrado de la Segunda Seccion; y las reiteradas citacio-
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nes t'fectuadas p"ara el comparendo del acusado, el que no ha <la­
du cumplimiento a pesar ele haber siclo notificado. 

Eesuelvn: 

T .,ibrar exhorto al señor Juez del Crimen de la ciudad de 
San :\icolás para la detención ele José Peirano, de conformidad 
al artículo ] 55 del Código Procesal Cí·irninal, el que deberá ser 
alojado en la .1-\lcaidía ele Policía, incomunicado. Insértese y 
ofíciesc·. - Luis.\'. Pedro11i. -- Ante mí: A. Grc11611.

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 

San Nicolás, Julio 10 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Siendo indispensable parrl que prc,:eda la detención que se 
solicita precedentemente, ia existencia de una semi-plena prueba 
o indidos ·vehementes de culpabilidad conforme a lo preceptuado
por los artículos 13 de la Constitución de la Provincia y 172 in­
ciso 1 \' del Código de Procedimientos, recp1isito cuya existencia
no surge del auto que como recaudo se transcribe en el presente
e.xhortCJ, no ha lugar a su diligenciamiento y devuélvase con nota
al se11or J ucz exhortantc. Proveo por disposición ele la Suprema
Corte de J nsü:ia. - Pi:::arro Lastra .. - Ante mí: ,-,J. Garría
Of.i,utra.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1931. 

Suprema Corte: 

Tratái1dose en el presente caso ele un conflicto entre jueces 
de distinta jurisdicción respecto de las fo1:rna1idades de un exhor-
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nes efectuadas para el comparendo del acusado, el que no ha da- 

do cumpliniento a pesar de haber sido notificado. 

Resuelva: 

Librar exhorto al sefor Juez del Crimen de la ciudad de 

San Nicolas para la detencién de José Peirano, de conformicdad 

al articulo 155 del Cédigo Provesal Criminal, el que debera ser 

alojada cn Ja -Alcaidia de Policia, incomunicado. Insértese y 

oficiesc. —~ Luis S. Pedront. — Ante mi: 4. Grenén., 

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 

San Nicolas, Julio 10 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Siendo indispensable para que preceda la detencidn que se 
solicita. precedentemente, Ja existencia de una semi-plena prueba 

a indicios vehementes de culpabilidad conforme a Jo preceptuado 

por jos articulos 13 de !a Constitucién de la Provincia y 172 in- 
ciso 1° del Codigo de Procedimientos, requisito cuya existencia 
no surge del auta que come recaudo se transcribe en el presente 

exhorto, no ha lugar a su diligenciamiento y devuélvase con nota 

al sefior Juez exhortante. Proveo por disposicién de la Suprema 

Corte de Justitia. — Pisarro Lastra. — Ante mi: «1. Garcia 

Olivera. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aives, Septiembre 18 de 1933. 

Suprema Corte: 

Yratandose en el presente caso de un conflicto entre jueces 
de distinta jurisdiecién respecto de las formalidades de un exhor-
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to librado por uno de ellos, procede la intervención de V. E. de 
acuerdo con los móviles y el alcance atribuídos en reiterados ca­
sos anúlogos al artículo ·9•.· de la ley N 9 4055. Fallo: Tomo 141, 
página 420. 

Y considerando que el exhorto de f s. 28, dirigido por el seiíor 
Juez de Instrucción ele la Primera Nominación de la Segund_a 
Circuns-:�ripción Judicial ele la Provincia de Santa .Fe al seüor 
Juez del Crimen de la ciudad de San Nicolás ( Provincia de Bue­
nos i\i1es), pidiendo la detención de José Peirano, procesado an­
te el primero de dichos magistrados por el delito ele depositario 
infiel, contiene los requisitos exigidos por el art. 675, inciso 1 '' 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, soy de opinión 
que corresponde declarar que el aludido oficio rogatorio está en 
debida forma y debe ser cumplido por el señor J tt�z exhortado, 

Jiora.cio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931 . 

.'\ ntos y Yistos; Considerando: 

Que al presente caso lo constituye un conflicto q1tre Jueces 
de distinta jurisdic:�·ión respecto a las formalidades de un exhor­
to librado por uno de ellos, y en tales condiciones procede la in­
tervu1ción de esta Corte de acuerdo con los móviles y el alcance 
atrilniído en reiterados casos anúlogos al art. 99 de la ley N'-' 405S. 

Qne por la Acordada de fecha 21 de Febrero de 1905 (Fa­
llos: Tomo ?O, página 9) dictada en ejercicio de facultades con­
feridas a este Tribunal por las leyes 4055 y 7099, se estableció 
que siempre que hayan de librarse despachos dirigidos a a·'utori­
dades de provincia o a autoridades na,:ionales fuera ele �ll Jttns-
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to lbrado por uno de ellos, procede Ja intervencién de WV. E. de 
acuerdo con los moviles y el alcance atribuidos en reiterados ca- 

sos andlogos al articulo 9" de la ley N* 4055. Fallo: Tomo 141, 
pagina 420. 

Y considerando que el exhorto de fs. 28, dirigiclo por el setior 

Juez de Instruccion de la Primera Nominacion de fa Segunda 

Circuns:ripcién Judicial de la Provincia de Santa Fe al sefior 

Juez del Crimen ce la ciudad de San Nicolas (Provincia de Bue- 

nos Aires), pidiendo la detencién de José Peirano, procesado an- 

te el primero de dichos magistrados por el delito de depositario 

infiel, contiene los requisitos exigidos per el art. 675, incisa 1° 

del Cédigo de Procedimientos en lo Criminal, soy dé opinidn 

que corresponde declarar que el aludido oficio rogatorio esta en 
debida forma y debe ser cumplido por e! sefior Juez exhortado. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que al presente caso !o constituye un conflicto entre Jueces 

de distinta jurisdiccion respecto a las formalidades de un exhor- 

to librado por uno de ellos, y en tales condiciones procede la in- 

tervencion de esta Corte de actterdo con los méviles y el alcance 

atribuido en reiterados casos anélogos al art. 9° de la ley N* 4055. 

Que por la Acordada de fecha 21 de Febrero de 1905 (Fa- 

flos: Tomo 90, pagina 9) dictada en ejercicto de facultades con- 

feridas a este Tribunal por Jas leyes 4055 y 7099, se establecié 

que siempre que hayan de librarse despachos dirigidos a autori- 

dades de provincia o a autoridades nacionales fuera de su juris-
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dicción, se ponclrit el Sl'llo en tinta del Juzgado con la firma del 
Juez. 

Que llenadas dichas form:alidacles en el exhorto de fs. 28 
dirigido por el Juez de Instrucción del Rosario de Santa Fe al 
Ju<:z del Crimen de la ciudad de San Nicolás, basta la observa­
ción ele tales requisitos para la legalización del despacho preca­
torio de referencia, en el que aparece también cumplida la for­
malidad que prescribe el inciso l '-' del art. 675 del Código ele Pro­
cedimientos en lo Criminal. 

Que no ,:::abe fundar la denegatoria del auto_ de fs. 29 en las 
consideraciones que en él se expresan, porque la diligencia en­
comendada importa ,una delegación de la jurisdicción que ejerci­
ta el Juez de la causa, la que no ,ha sido objetada y de�)e surtir
sus efectos, dejándose a salvo la jurisdicción <lel Juez requerido; 
y porque además, como esta Corte lo tiene declaraclo, la cláusula 
segunda del art. 8\' de la Constitución, relativa a la extradici4p 
ele los criminales, es una obligación constitucional preceptiva e 
ineluclihlc, que importa· en cierto moclo una limitación a las so­
beranías locales impuesta por intereses superiores ele justicia y 
seguridad social, y que habrá de cumplirse siempre, mediante el 
ejercicio de los recursos legales correspondientes. (Fallos: To­
mo 141, página 420). 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro­
curador General, se declara que el oficio rogatorio aludido estú 
en debida for:ma y debe ser cumplido por el Juez de San Nicolás. 
A sus efectos devuélvanse los autos al Juez de Rosario de Santa 
Fe a fin ele que reitere d exhorto de fojas 28 con transcripción 
de- la presente resolución. 

T. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuLIÁN 

v. PERA. 
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diecién, se pondra e! sello en tinta del Juzgado con la firma del 

Juez. 

Que Hlenadas dichas formalidades en el exhorto de fs. 28 
dirigida por el Juez de Instruccion del Rosario de Santa Fe al 
Juez del Crimen de la ciudad de San Nicolas, basta la olserva- 

cion de tales requisitos para la legalizacién del despacho preca- 

toric de referencia, en el que aparece también cumplida la for- 

malidad que prescribe el inciso 1° del art. 675 del Cadigo de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Que no cabe fundar Ja denegatoria del auto de fs. 29 en las 

consideraciones que en é} se expresan, porque la diligencia en- 

comendada, importa una delegacien de la jurisdiccién que ejerci- 
ta el Juez de la causa, la que no ha sido objetada y debe surtir 
sus efectos, dejandose a salvo la jurisdiccién del Juez requerido ; 

y porque ademas, como esta Corte lo tiene declarado, la clausula 

segunda del art. 8° de la Constitucion, relativa a la extradicién 
de los criminales, es una obligacidn constitucional preceptiva e 
ineludible, que importa’ en cierto modo tna limitactén a las so- 

beranias locales impueésta por intereses superiores de justicia y 

seguridad social, y que habra de cumplirse siempre, mediante el 

ejercicio de los recursos legales correspondientes. (Fallos: To- 

mo 141, pagina 420). 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el sefior Pro- 
curador General, se declara que el oficio rogatorio aludido esta 

en debida forma y debe ser cttmplido por el Juez de San Nicolas. 
A sus efectos devuélvanse los autos al Juez de Rosario de Santa 

Fe a fin de que reitere e] exhorto de fojas 28 con transcripcién 

de la presente resolucion. 

J. Ficurroa ALcorta, — RogpeErro 

Reretro. — R. Gurpo Lavatre. 

— ANTONIO SAGARNA, — JULIAN 

V. Pera.
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�'-i�ociedad ilfolins y Co111fafíía. co11tra el Ferrocarril Central de 
Bl(enos Aires, sobre det;o/ución de fletes. 

S11111ario: A los efectos de computar el retardo sufrido en un 
transporte por ferrocarril realizado entre 1a República ele! 
Paraguay y nuestro país, deben aplicarse ambas legis]a,:in­
nes, de acuerdo con la regla del Derecho Comercial estahle­
cida en el artículo 3\' del Tratado de 1vtontevideo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA ( 1) 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1031. 

Y Vistos: 

Los autos seguidos pot� Wiolins y Cía. contra la empresa del 
F. C. C. Buenos Aires sobre devolución ele fletes, en el recurs,n
extraordinario concedido a fs, 147; y

Considerando : 

Que la socieclac\ actora contrató en Asunción con el F. C. 
Central del Paraguay el transporte <le las partidas de fruta a que 
se refiere la demanda y como 1a condu,:::ción se hiciera con retar­
do, aquélla, invocando las leyes y reglamentos argentinos que con­
siclera aplicables, ha drmandado al F. C. Central de Buenos Aires, 
por las consecuencias de dicha ,demora, en mérito de pertenecer 
a esta empresa la estación de destino de la mercadería y en vir­
tud ele tratarse de líneas combinadas. 

Que· 
cepcional 

bajo el punto ele vista que interesa a la naturaleza ex­
y limitada del recurso E,;traordinario concedido, la ele-
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Sociedad Motins y Compaitia contra el Ferrocarril Central de 

Buenos Aires, sobre devolucién de fletes, 

Sumario: A los efectos de computar el retardo sufrido en un 
transporte per ferrocarril realizado entre !a Repablica del 
Paraguay y nuestro pais, deben aplicarse ambas legis!acio- 

nes, de acuerdo con la regla del Derecho Comercial estahle- 

cida en el articulo 3° del Tratado de Montevideo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Y Vistos: 

Los autos seguidos por Molins y Cia. contra la empresa del 
F, C. C, Buenos Aires sobre devolucion de fletes, en e] recurso 

extraordinario concedido a fs. 147; y 

Considerando: 

Que la sociedad actora contraté en Asuncidn con el] F.C. 
Central del Paraguay el transporte de las partidas de fruta a que 

se refiere la demancda y como la conduccién se hiciera con retar- 

do, aquélla, invocando las leyes y reglamentos argentinos que con- 

sidera aplicables, ha demandado al F, C. Central de Buenos Aires, 

por las consecuencias de dicha-demora, en mérito de pertenecer 

a esta empresa la estacidn de destino de la mercaderia y en vir- 

tud de tratarse de lineas combinadas. 

Que bajo el punto de vista que interésa a la naturaleza ex- 
cepcienal y limitada de! recurso extraordinario concedido, ta de-
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mandada ha alegado, desde la contestac1011 a la a,:ción deducida 
y en todas las oportunidades permitidas por el procedimiento, que 
las leyes y reglamentos argentinos relativos a transportes no ri­
gen más allá ele las fronteras de la-Nación, salvo tratados en con­
trario, y que por consiguiente las disposiciones de nuestros re­
glamentos relacionados con la velocidad de los trenes, no son 
aplicables a los ferrocarriles extranjeros, no obstante lo dispues­
to por el art. 64 ele la ley N'-' 2873 y 187 del Código ele Comercio. 

Que si bien es cierto quC la sentencia de la Cámara "a-quo" 
hci. declarado que los ferrocarriles de autos constituyen empresas 
combinadas y que en tal con.::cpto deben ser consideradas como 
une. sola a los efectos de la contratación de transportes. esta de­
claración fundamentada en leyes argentinas sólo puede referirse 
;:: b unidad del contrato respectivo, pero en manera alguna a la 
aplicación de las respcctiYas leyes y reglamentos territoriales de 
ln.s distintos estados que atraviesan las líneas respectivas, pues 
lo contrario sería reconocer la supremacía ele la legislación ar­
gentim1. En el territorio de 1as demás naciones, tratándose de re­
lacio11es ,:::omerciales entre hahitantes del país y extranjeros, con­
clusión que no puede ser admitida. (Art. 19 del Código Civil). 

Que aun cuando las empresas combi11adas, en el caso de au­
tos, hubieran convenido en aceptar la situación de la referencia, 
tal convenio por los principios ele derecho internacional que com­
porta no sería valedero, sin la existencia ele un tratado que lo 
sancionara y ésto no se ha demostrado como hubiera corres­
pondido. 

Que la parte demandada ha invocado, al respecto, el art. 3? 

de la Conven.-:ión de IVI.ontevicle·o que considera a los agentes au­
xiliares .del comercio sujetos a las leyes comerciales del país en 
que ejerce11. su profesión ,y estando las empresas de transporte 
comprendidas en dicha calificación es evidente que han qnec\aclo 
amparadas por la disposición del tratado aludido referente al 
comercio internacional ( art. 87, inciso s� del Cócl. ele Comei-cio J, 

Que en el caso ele autos, para declarar el retardo del tr-ans-
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mandada ha alegado, desde la contestacion a la accion deducida 

y en todas las oportunidades permitidas por el procedimiento, que 

las leyes y reglamentos argentinos relativos a transportes no ri- 

gen mas alla de las fronteras de la-Nacién, salvo tratados en con- 

traric, y que por consiguicnte las disposiciones de nuestros re- 

glamentos relacicnados con Ja velocidad de los trenes, no son 
aplicables a los ferrocarriles extranjeros, no ohstante lo cispues- 

to por el art. 64 de Ja ley N* 2873 y 187 del Codigo de Comercio. 

Que si bien es cierto que la sentencia de la Camara ‘fa-quo” 

he, declarado que los ferrocarriles cle autos constituyen empresas 

combinadas y gue en tal conmzepto deben ser consideradas como 

una sola a los efectos de la contratacién de transportes. esta <le- 
claracién fundamentada en leyes argentinas solo puede referirse 

a la unidad del contrato respective, pero en manera alguna a la 
aplicacion de las respectivas leyes y reglamentos territoriales de 
los distintos estados que atraviesan las lineas respectivas, pues 

lo contrario seria reconecer Ja supremacia de la legislacién ar- 
gentina en el territorio de las demas naciones, tratandose de re- 
laciones comerciales entre habitantes del pais y extranjeros. con- 
clusién que no puede ser admitida. (Art. 1¢ del Codigo Civil). 

Que aun cuando las empresas combinadas, en el caso de au- 

tas, hubieran convenido en aceptar la situacién de la referencia, 

tal convento por los principios de derecho internacional que com- 

porta no seria valedera, sin la existencia de un tratado que lo 

sancionara y ésto no se ha demostrado como hubiera corres- 

pondido. 

Que la parte demandada ha invocacdo, al respecto, el art. 3° 

de la Convencién de Montevideo que considera a los agentes au- 
xiliares del comercio sujetos a las leyes comerciales del pais en 

que ejercen su profesién.y estando Jas empresas de transporte 

comprendidas en dicha calificacién es evidente que han quedacdo 

amparadas por la disposicién del tratado aludido referente al 

comercio internacional (art. 87, inciso 5° del Cod. de Comercio). 

Que en el caso de autos, para declarar el retardo del trans-
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porte efectuado por las empresas combinadas argentina y para­
guaya no se ha invo.�ado, en momento alguno, la reglamentación 
del ferrocarril paraguayo bajo el concepto de la velocidad del 
transporte y se ha omitido, por tanto, toda prueba al respecto. 
aplicándose para hacer el cómputo del retardo imputado, en h 
entrega de las mercaderías, solamente el reglamento correspnn­
diente de los ferrocarriles argentinos., 

Que tal solución no fundada en tratado especial alguno, Pn­
tre el Paraguay y la .Argentina, vulnera la regla de derecho co­
mercial establecida en el aludido art. 3 1

' del de :iVIonteviclerJ, por 
cuanto aplica la legislación naóonal a un ferrocarril paraguayo, 
en materia.de evidente competencia local, cual es la velocidad del
transporte ferroviario. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada en 
cuanto ha poclido ser materia del recurso. Notifíquese y repue:,­
to el papel devuélvanse, para que la Cámara de Comercio resue!-­
va la causa conforme a la doctrina del presente, (art. 16, ley 
número 48). 

J. FIGDEROA ALCORTA. - RoBERTO 

REPETTO. - R. GUIDO LAVALLE 

- ANTONIO SAGARNA. - JuLIAN
V. PERA. 

( 1) En la misma fecha la Corte Suprema se pronunció en 
igual sentido en cinco causas seguidas entre las mismas partes, por 
devolución de dinero. 

Doi"ia Edith Rcdfcn1 de Creed co11tra. cf. Gobierno Nacional, sobre 
cn111pli1J1-ie11!0 de contrato. 

S1t.1J111rio: Justifkado en un caso, que el concesionario era pobla­
dor del territorio desde cuatro o cinco años antes de la con­
cesión; que comenzó a explotar en forma personal la tierra, 
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porte efectuado por las empresas combinadas argentina y para- 

guaya no se ha invocado, en momento alguno, ja reglamentacion 

del ferrocarril paraguayo bajo el concepto de la velocidad del 

transporte y se ha omitido, por tanto, toda prueba al respecto. 

aplicandose para hacer el computo del retardo imputado, en Ja 

entrega de las mercaderias, solamente el reglamento correspan- 

diente de los ferrocarriles argentinos, | 

Que tal sctucién no fundada en tratado especial alguno, en- 
tre el Paraguay y la Argentina, vulnera la regia de derecho co- 

mercial establecida en el aludido art. 3‘ del de Montevideo, por 

canto aplica la legislacién nazional a un ferrocarril paraguayo, 
en materia de evidente competencia local, cual es la velocidad del 

transporte ferroviario. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada en 

cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifiquese y repues- 

to el papel devuélvanse, para que la Camara de Comercio resuel- 

va la causa conforme a la doctrina del presente, (art. 16. ley 

nimero 48). 

J. FicvzroA Atcorta. — Roserto 
Reretto. — R. Guipo Lavage 
— ANTONIO SaGaRNA. — JULIAN 

V. PERA. 

(1) En la misma fecha la Corte Suprema se pronuncio en 
igual sentido en cinco causas seguidas entre las mismas partes, por 
devolucién de dinero. 

Dona Edith Redfern de Creed contra el. Gobierno Nacional, sabre 

ciampluriento de contrato. 

Sumario: Justifizado en un caso, que el concesionario era pobla- 
dor del territorio desde cuatro o cinco afios antes de la con- 

cesion; que comenzo a explotar en forma personal la tierra,
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en la que residía; que los capitales introducidos por él en el 
campo, cubren los exigidos por la ley; que falleció en Euro­
pa antes de vencer el contrato por accidente de guerra, y 
que el derecho invocado por la actora, su madre y única he­
redera, emana del que aquél adquirió, corresponde transmi­
tirle sus dered10s. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1930. 

Y Vistos: 

Los promovidos por Edith RedfeI111 ele Creed, contra la 
Nación. sobre cumplimiento de contrato, nulidad de decreto y 
escrituración : y 

Considerando : 

1' Que la actora manifiesta en su dei11anda de fs. 12 qu•: el 
<lía 12 de Agosto de 1912, se celebró un contrato entre la 'Na­
ción y Charles Odell Creed, de quien es única y universal here­
dera, por el cual se le acordó a este último en arrendronientó la 
totalidad del lote N9 125, situado en el territorio de Santa Cruz. 
por el término de cinco años, con opción a compra .de la mitad 
al ven2imiento de este plazo y renovación del arrendamiento por 
la otra mitad en las condiciones que se establecen en el contrato 
que acompaña. 

Agrega que Creed cumplió Con las obligaciones que le im­
ponía el convenio, poblando personalmente el campo e invirtiend0 
con exceso los capitales·exigidos por las disposiciones legales pcr­
tínen�es hasta el año 1913, en que hizo un viaje a Inglaterra, en 
donde le sorprendió la guerra. pereciendo en el campo de batalla. 
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en la que residia; que tos capitales introducidos por él en el 

campo, cubren Jas exigidos por la ley; que fallecid en Euro- 

pa antes de vencer el contrato por accidente de guerra, y 

que el derecho invocado per la actera, su madre y tnica he- 

redera, emana del que aquél adquirid, corresponde transmi- 

tirle sus derechos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1930. 

Y Vistes: 

{.os promevidos por Edith Redfern de Creed, contra la 

Nacion, sobre eumplimiento de contrato, nulidad de decreto y 

escrituracion ; y 

Considerando : 

1° Que la actora manifiesta en su demanda de fs. 12 que el 
dia 12 de Agosto de 1912, se celebr6 un contrato entre Ja ‘Na- 

cion y Charles Odeli Creed, de quien es tinica y universal here- 

dera, per el cual se le acordé a este tiltimo en arrendamiento !a 

totalidad del lote N° 125, situado en el territorio de Santa Cruz, 
per el término de cinco afios, con opcidn a compra de la mitad 
al vencimiento de este plazo y renovacion del arrendamiento por 

la otra mitad en las condiciones que se establecen en el contrato 
que acompafia. 

Agrega que Creed cumplid ton las obligaciones que le in- 
ponia el convenio, poblando personalmente ei campo e invirtiendo 
cot exceso los capitales exigidos por las disposiciones legales per- 

tinentes hasta el afio 1913, en que hizo un viaje a Inglaterra, en 
donde le sorprendié la guerra, pereciendo en el campo de batalia.
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Expresa que por decreto ele 29 de Enero de 1921 el Poclet 
Ejecutivo Nacional declaró ,:aduco el contrato y libre de adjudi­
cación el lote de referencia, funclánclnse en que el arrendatario 
no lo hahía explotado personalmente y en que las mejoras intro­
ducidas habían sido efectuadas por terceros, atribuyéndolas a la 
sociedad Candor Cliff, lo que es inexacto, puesto que Creed ex­

plotó siempre personalmente el campo, dejando al ausentarse co­
mo administrador al señor Bech. persona de su -confianza, que 
era a la vez administrador de la sbcieclacl citada y al capataz 
Thompson, que fué hallado siE:mpre en el establecimiento por 
las inspea::iones fiscales. 

Se funda en las disposiciones <le la ley N'1 4167, arts. 1323 

y 1197 del Código Civil y 17 de la Constitución Nacional y ter­
mina pidiendo se condene con costas a la Nación a otorgar la 
escritura de compraventa de la mitad Sud del indicado lote y a 
renoyar el contrato de 'locación por la otra mitad. 

Contesta el sefior Procurador Fiscal a fs. 20. manifestando 
que existe constancia oficial por las inspeei:iones realizadas que 
el lote N" 125 formó siem¡)re parte con los lotes Nos. 150 y ] 51 
del establecimiento "The Candor Cliff'', administrado por el se-
1lor Federico Bech y que no habiendo Creed explotado personal­
mentt- la tierra arrendada ni invertido capitales propios en po­
h'.aciones, haciendas, etc., como lo exige el art. 49 del contrato 
acompañado: art. 4'' ele la ley 4167 y art. 39, inc. 6') del decreto 
reglamentario de Noviembre 8 de 1906. se ha hecho pasible de 
las sanciones establecidas en los arts. 10 y 13 del ,::ontrato, 10 
dé la ley 4167 y 39, inc. S'.' y 47 del referido decreto regla'.men­
tari(I. perdiendo así todo derecho a la compra de la mitad clr- la 
tierra arrendada y al arrendamiento ele la restante, estipulados 

en los arts. 7 9 y 1 \' del contrato, 9'.> ele la ley 4167 y 39, incs. 1 '·' 

y 5'-' del decreto. Por lo tanto, los decretos del Poder Ejecutivo 

de Enero 29 ele 1921 y Julio 15 ele 1925 son perfectamente vá­
lidos, quedando caduco_ el contrato de arrendamiento acon�paña­

clo por la actora, no es posible exigir su cumplimiento, corres-
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Expresa que por decreto de 29 de Enero de 1921 el Podet 

Ejecutivo Nacional declaré caduco el contrato y libre de adjudi- 

cacion el lete de referencia, fundandose en que el arrendatario 
no lo habia explotacdo personalmente y en que las mejoras intro- 

ducidas habian sido efectuadas por terceres, atribuyéndolas a la 

sociedad Condor Cliff, lo que es inexacto, puesto que Creed ex- 
ploté siempre personalmente el campo, dejando al ausentarse cu- 

mo administrador al sefior Bech. persona de su-confianza, que 

era a fa vez administrador de la sociedad citada y al capataz 

Thompson, que fué hallado siempre en el establecimiento por 

las inspeeciones fiscales. 

Se funda en las disposiciones de Ja ley N* 4167, arts. 1323 

y 1197 det Cédigo Civil y 17 de la Constitucién Nacional y ter- 
mina pidiendo se condene cen costas a la Nacién a otorgar la 
escritura. de compraventa de la mitad Sud del indicado lote y a 

renovar ef contrato de locacién por la otra mitad. 

Contesta el sefior Procurador Fiscal a fs. 20, manifestando 
que existe constancia oficial por las inspecztones realizadas que 

el lote N’ 125 formo siempre parte con los lotes Nos. 150 y 15] 
del establecimiento "The Condor Cliff", administrado por el se- 

ior Federico Bech y que no habiendo Creed explotado personal- 
mente la tierra arrendada ni invertido capitales propios en po- 
hlaciones, haciendas, etc., como to exige el art. 4° del contrato 

acompafiado; art. 4° de la ley 4167 y art. 39, inc. 6" del decreto 
reglamentario de Noviembre 8 de 1906. se ha hecho pasible de 
las sanciones establecidas en los arts. 10 y 13 det <ontrato, 10 
de la ley 4167 y 39, inc. 5° y 47 del referido decreto reglamen- 
tario, perdiendo asi todo derecho a la compra ce la imitad de la 

tierra arrendada y al arrendamiento de la restante, estipulados 

en los arts. 7° y 1" del contrato, 9° de la ley 4167 y 39, ines. 1° 

y 5 del decreto. Por lo tanto, los decretos del Poder Ejecutivo 

de Enero 29 de 1921 y Julio 15 de 1925 son perfectamente va- 

tidos, quedande caduco el contrato de arrendamiento acompaiia- 

do por la actora, no es posible exigir su ctumplimiento, corres-
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pondiendo por consiguiente y así lo pide, el rei::hazo con costas 
de la demanda. 

2"' Que al resolver esta causa, se observa que según resulta. 
de autos, Creed solicitó y obtuvo que se le acorclarn e11 arrenda­
miento el lote fiscal N'-' 125, situado en el territorio ele Santa 
Cruz, en las condiciones estipuladas para el contrato ele fs. 7,

según el cual era obligación del arrendatario explotar personal­
mente la tierra arrendada e invertir en ganados y poblaciones las 
sumas establecidas en el art. 4"' d'el convenio, bajo pena de ca­
ducidad del mismo. 

Corresponde en consecuencia establecer si efectivamente el 
arrendatario cumplió con a'tnbas obligaciones. 

Sobre este particular hay que tener en cuenta las declara­
ciones de los testigos :Mortensen, Honore, Fenton y Cullen, fs. 
54 vta., 56, 59 y G3, y sobre todo el informe de fs. 62 del' expe­
diente administrativo agregado producido por la Dirección Gene­
ral de Tierras y Colonias, con motivo del pago de la tercera anua­
lidad del arrendamiento en el que se expresa que: "de las cons­
tancias de este expediente resulta qt1e el señor Creed cumplió 
con el requisito ele mensurar el terreno arrendado, cuya operadón 
fué aprobada por decreto de 9 de Junio de 1913, y ha invertido 
en el mismo, capitales propios en poblaciones y haciendas que 
exceden del exigido por el _art. 39, inc. 69 del decreto reglamen­
tario de 8 de Noviembre de 1906, en vista ele lo cual la,1 Direc­
ción no ve inconveniente en que V. E. disponga se. acepte del 
señor Creed el pago de la tercera anua1iclacl adelantada del arren­
<la111iento, debiendo e.xigírsele abone el importe de la cuarta anua­
lidad, con más los intereses punitorios que correspondan''. 

Dicho informe es de Enero de 1916 y en Febrern 10 del 
mismo año, a fs. 62 vta., se ordenó se1 procediera en la forma 
ao.msejada en el mismo. 

El art. 6,., del contrato de fs. 7, dispone que ''al abonarse la 
tercera cuota adelantada, el arrendatario deberá acreditar con 
comprol;�mtes que exhibirá ante la Dirección General <le Tierras 
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pondiendo por consiguiente y asi lo pide, el rechazo con costas 

de la demanda. 

2* Que al resolver esta causa, se observa que segiin resulta 

de autos, Creed sohicité y obtuvo que se le acordara en arrenda- 

miento e! lote fiscal N° 125, situado en el territorio de Santa 

Cruz, en Jas condiciones estipuladas para el contrato de fs. 7, 

segtin el cual era obligacién del arrendatario explotar personal- 

mente la tierra arrendada e invertir en ganados y poblaciones las 

sumas establecidas en el art. 4° del convenio, bajo pena de ca- 

ducidad det mismo. 

Corresponde en consecuencia establecer si efectivamente el} 

arrendatario cumplid con ambas obligaciones. 

Sobre este particular hay que tener en cuenta las deciara- 
ciones de los testigos Mortensen, Honore, Fenton y Cullen, fs. 
54 vta., 56, 59 y 63, y sobre todo el informe de fs. 62 del: expe- 

diente administrative agregado producido por la Direccién Gene- 
ral de Tierras y Colonias, con motivo del pago de Ja tercera anua- 

lidad del arrendamiento en el que se expresa que: “de las cons- 
tancias de este expectiente resulta que el sefior Creed cumplio 

con el requisito de mensurar el terreno arrendado, cuya operacion 

fué aprobada por decreto de 9 de Junio de 1913, y ha invertido 

en el mismo, capitales propios en poblaciones y haciendas que 

exceden del exigido por el art. 39, inc. 6° del decreto reglamen- 

tario de 8 de Noviembre de 1906, en vista de lo cual la! Direc- 

cion no ve inconveniente en que V. E. disponga se acepte del 
sefior Creed el pago de la tercera anualidad adelantada del arren- 

damiento, debiendo exigirsele abone el importe de Ja cuarta anua- 
tidad, con mas los intereses punitorios que correspondan’’. 

Dicho informe es de Enero de 1916 y en Febrero 10 del 
mismo afio, a fs. 62 vta., se ordend se procediera en la forma 

aconsejada en el mismo. 

El art. 6? del contrato de fs. 7, dispone que “al abonarse la 

tercera cuota adelantada, ef arrendatario debera acreditar con 

comprobantes que exhibira ante la Direccién General de Tierras
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y Colonias, que ha introducido el capital propio a que se refiere 
el art. 4'1 ele este contrato, sin cuyo requisito no se admitirá el 
pago de la misma, quedando éste rescindido sin ·mits trámite''. 
De lo que se infiere que al aceptársele a Creed el pago de la ter­
cera anualidad en la forma expresada anteriormente, quedó es­
tablecido y reconocido e1 cumplimiento de su obligación de in­
vertir en el ,campo el capital a que se refiere el art. 4,., del con­
trato. 

Conviene por otra parte traer a cuenta en lo presente todo 
cuando dijo el suscripto en la sentencia pronunciada con fecha 
Junio 18 de 1928 en el juicio análogo seguido por Guillermo 
.Morstadt contra la Nación, que fué confirmada por la Cámara 
Federal en Octubre 18 de 1929. Y en lo referente a la_ ocupa­
ción personal del terreno, el suscripto recuerda, la interpretación 
dada por la Cámara Federal en ese fallo al establecer que "lo 
que la ley y el contrato en su art. 4'1 rectamente interpretado 
quieren, es que el arrendatario. explote la tierra cliredamente, sin 
arrendarla a su vez, para evitar que se pretenda adquirirla con 
meros fines de especulación". 

"Otros propósitos que han estado sin eluda en la mente del 
legislador, como el de poblar territorios desiertos, se cumplirán 
necesarian:tente con el hecho de la explotación, y los hombres que 
allí ,-;e radiquen como dependientes y obreros para realizar las 
faenas consiguientes, serán también factores de progreso. 

"No es posible entonces sostener que por no haber residido 
t·n 1a tierra arrendada el actor no ha cumplido con las obligacio­
nes impuestas por la ley y por el contrato''. 

La parte demandada sostiene que el lote arrendado por Creed 
forma parte del establecimiento "The Candor Cliff'', lo que de 
acuerdo ,::son lo establecido en el· art. 10 del contrato motivaría 
lJ rescis-ión del mismo sin más trámite_, pero sobre ello es ele ob­
strvar que no se ha ofrecido en autos una prueba indubitable 
que lo corrobore, no siendo suficiente en tal sentido los informes 
qnc obran en el expediente administrativo agregado, por cuanto 
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y Colonias, que ha introducido el capital propio a que se refiere 

el art. 4° cle este contrato, sin cuyo reqttisito no se admitira el 
pago de la misma, quedando éste rescindido sin mas tramite’’. 

De lo que se infiere que al aceptarsele a Creed el pago de la ter- 

cera anualidad en Ja forma expresada anteriormente, quedd es- 

tablecido y reconocido el cumplimiento de su obligacién ce in- 

vertir en e] campo el capital a que se refiere el art. 4" del con- 

trato. 

Conviene por otra patte traer a cuenta en lo presente todo 
cuando dijo el suscripto en la sentencia pronunciada con fecha 

Junio 18 de 1928 en el juicio analogo seguido por Guillermo 

Morstadt contra la Nacion, que fué confirmada por la Camara 

Federal en Octubre 18 de 1929. Y en lo referente a la. ocupa- 
cion personal del terreno, el suscripto recuerda, ja interpretacién 

dada por la Camara Federal en ose fallo al establecer que “lo 

que la ley y el contrato en su art. 4" rectarnente interpretado 

quieren, es gue el arrendatario. explote la tierra directamente, sin 

arrendarla a su vez, para evitar que se pretenda adquirirla con 

meros fines de especulacion”. 

“Otros propositos que han estado sin duda en la mente del 

legislador, como el de poblar territorios desiertos, se cumpliran 
necesariamiente con ef hecho de la explotacion, y los hombres que 

alli se radiquen como dependientes y obreros para realizar las 

faenas consiguientes, seran también factores de progreso. 

‘No es posible entonces sostener que por no haber residido 

cn la tierra arrendada el actor no ha cumplido con las obligacio- 

nes impuestas por la ley y por el contrato”’. 

La parte demandada sostiene que el Jote arrendado por Creed 

forma parte del establecimiento “The Condor Cliff’, lo que de 
acuerdo con lo establecido en el-art. 10 del contrato motivaria 
la rescision del mismo sin mas tramite, pero sobre ello es de ob- 

servar que no se ha ofrecido en autos una prueba indubitable 

que lo corrobore, no siendo suficiente en tal sentido Jos informes 
gue obran en el expediente adiministrativo agregado, por cuanto
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se fundan en simples presunciones y no en hechos clebiclantente 
comprobados aparte de que, la comisión "a_d hoc" que verificú 
la inspección <iin situ" y cuyo informe da margen a la resolución 
denegatoria ministerial de Enero 29 de 1921, confinnacla por de­
creto de Julio 15 de 1925, realizó su inspección en Enero ele 
1918, vale decir, después de tennina<lo el plazo de cinco años 
previsto en el art. l '1 del contrato de arrendamiento con derecho 
a compra. 

Por consiguiente, dado d carácter de única y universal he­
redua de la actora, justificado con las constancias del juicio 
testamentario de Carlos Odell C1;eed, agregado sin acumularse, 
y lo dispuesto en los arts. 8'1 del contrato de fs. 7 'y 1197 ele! 
Código Civil, corresponde hacer lugar a la demanda. 

En cuanto a la pretensión formulada por la demandante, 
respecto a que se obligue a la Nadón a acordar1e en arriendo 
la porción no afectada a cotnpra, corresponde desestimarla, tuda 
vez que la. actora no posee acerca ele ese punto, derecho formal 
reconocido por la Nación, cocontratante, quien sólo le ha acor­
dado una simple preferencia para el caso de que decidiera darlo 
nuevamtnte en arriendo, cosa que no está dispuesta a realizar y 
no cahe obligarla legalmente a ello. 

Por las 1rnnsideraciones que preceden, fallo: admitiendo par­
cialmtnte la demanda deducida por Edith Redfern de Creed con­
tra la :Nación y declaro que ésta se encuentra obligada a cumplir 
el contrato ele fs. 7, acordándole a la actora en venta, en su ca­
rúcter ck heredera de Carlos Odell Creed, la mitad Sud de la 
tierr�•. arrendada con arreglo a lo que dicho contrato, ley 4167 y 
decreto reg:amentario de Noviembre 8 de 1906 establecen y re­
chazo la demanda en lo concerniente a la renova,ción del contrato 
de arriendo de la mitad no afectada a compra, sin costas, atento 
lo resuelto por la Suprema Corte en casos aná1ogos. Notifíque­
se

1 
repóngase el sellado y oportunamente, archívese, previa de­

volución de los expedientes agregados a su procedencia. - s�aúl 
}d. Escobar. 
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sc fundan en simples presunciones y no en hechos debidanrente 

comprobados aparte de que, la comision “ad hoc” que verificd 

la inspeccion “in situ” y cuyo informe da margen a Ja resolucion 
denegatoria ministerial de Enero 29 de 1921, confirmaca por de- 

creto de Julio 15 de 1925, realizo su inspeccién en Enero de 
1918, vale decir, después de terminado el plazo de cinco ajfios 

previsto en el art. 1° del contrato de arrendamiento con derecho 

a compra. 

Por consiguiente, dado el caracter de tinica y universal he- 

redera cle Ja actora, justificado con las constancias del juicio 

testamentario de Carlos Odell Creed, agregado sin acumularse, 

y lo dispuesto en los arts. 8°’ del contrato de fs. 7 y 1197 del 
Cédigo Civil, corresponde hacer lugar a la demanda. 

En cuanto a la pretensidn formulada por la demandante, 

respecto a que se obligue a la Nacién a acordarle en arrierdo 

la porcién no afectada a compra, corresponde desestimarla, toda 

vez que la actora no posee acerca de ese punto, derecho formal 

reconocido por la Nacién, cocontratante, quien séle le ha acor- 

dada una simple preferencia para el caso de que decidiera darlo 
nuevamente en arriendo, cosa que no esta dispttesta a realizar y 

no cabe obligarla legalmente a ello. 

Por las ;consideraciones que preceden, fallo: admitiendo par- 

cialmente la demanda deducida por Edith Redfern de Creed can- 

tra la Nacion y deciaro que ésta se encuentra obligada a cumplir 

el cantrato de fs. 7, acordandole a la actora en venta, en su ca- 

racter de heredera de Carlos Odell Creed, la mitad Sud de la 

tierra arrendada con arreglo a lo que dicho contrato, ley 4167 y 

decreto regiamentario de Noviembre 8 de 1906 establecen y re- 
chazo la demanda en lo concerniente a la renovacién del contrato 

de arriende de la mitad no afectada a compra, sin costas, atento 

la resuefto por la Suprema Corte en casos analogos. Notifique- 
s¢, repongase el sellado y oportunamente, archivese, previa de- 
volacién de los expedientes agregados a su procedencia. — Sail 
M, Escobar.
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SENTENCIA m: LA c!\MARA FEDERAL 

Buenos Aires, Abril 22 de 1931. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por dofia Edith Redfern de Creed con­
tra la Nación, por cumplimiento de contrato, nt1liclad ele decre­
to y escrituración; y 

Considerando : 

1' Que Edith Reclfern de Creed madre de Charles Odel1 
Creed y su única y universal heredera, demanda al Gobierno 
de la Nadón por escrituración de la mitad del lote N'., 125 del 
territorio de Santa Cruz y renovación del contrato de locación 
de la otra m�tad, Afirma que su hijo Carloi en 12 de Agosto 
de 1912, fortnalizó con el Gobierno un contrato de arrendamien­
to con opción a compra de la mitad del lote y renovación de 
arriendo de la otra mitad; ctun,plió con todas las condiciones del 
contrato referente, y se instaló con animales costeados con su ca­
pital propio. 

En el expediente administrativo, dice, corre el infortne del 
inspector Barbosa, en el que se establece que Creed tenía inver­
tido un capital superior a trece mil pesos, que excede del exig·ido 
por las disposiciones legales, en poblaciones y haciendas de su ex­
clusiva propiedad. 

Ello no obstante, en Enero de 1921 se declaró la caducidad 
del contrato, por el Gobierno de la ·Nación, so pretexto de q uc 
Creed no había explotado personalmente el lote y que las mejo­
ras introducidas, con. los •capitales en ellas invertidos, hahian si­
do efectuados por tC'rceras personas, la sociedad ' 1Conclor Cliff". 

21
' Que el Gobierno de la Nación, se opone a la pretensión. 

afirmando que Creed no cumplió las obligaciones del contrato, 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Abril 22 de 19381. 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por dofia Edith Redfern de Creed con- 
tra la Nacién, por cumplimiento de contrato, nulidad de cecre- 

to y escrituracion; y 

Considerando: 

1° Que Edith Redfern de Creed madre de Charles Odell 

Creed y su tinica y universal heredera, demanda al Gobierno 

de la Nacion por escrituracion de la mitad del lote N?* 125 del 
territorio de Santa Cruz y renovacién del contrato de locacién 

de la otra mitad. Afirma que su hijo Carlos en 12 de Agosto 

de 1912, formalizé con el Gobierno un contrato de arrendamien- 

to con opcidn a compra de Ja mitad del lote y renovacién de 

arriendo de la otra mitad; cumplid con todas las condiciones dei 

contrato referente, y se instalo con animales casteados con su ca- 
pital propio. 

En el expediente administrativo, dice, corre el informe del 

inspector Barbosa, en el que se establece que Creed tenia inver- 
tidg un capital superior a trece mil pesos, que excede del exigido 

por las disposiciones legates, en poblaciones y haciendas de su ex- 

clusiva propiedad. 

Ello no ohstante, en Enero de 1921 se declaré la caducidad 

del contrato, por el Gobierno de Ja ‘Nacion, so pretexto de que 

Creed no hahia explotado personalmente el lote y que las mejo- 

ras introducidas, con. los capitales en ellas invertidos, habian si- 

do efectuados por terceras personas, la sociedad “Condor Chiff”. 

2" Que el Gobierno de la Nacién, se cpone a la pretension, 
afirmando que Creed no cumplio las obligaciones del contrato,
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porque en l\farzo de 1913 era una persona "desconocida" en 
Santa Cruz, y el lote 1.25, junto con el 150 y 151, formaban un 
solo establecimiento que era administrado pcr Federico Kund 
Bech, arrendatario del lote 1.51 con residencia en él; que no se 
había construído ninguna vivienda ni existían ganados ele Creed; 
que e11 la inspección verifi.cacla en 1915, se encontró en el lote 
a una persona que elijo llamarse Maximiliano Thompson, el que 
se encontraba en el carúcter ele peón ovejero colocado por el apo­
derado de Creed, llamado Federico Bech, el que manifestó que 
Creed se encontraba en Europa cumpliendo stt servicio militar. 

Agrega el representante del Fisco que en 1918 se compro­
bó por inspección que el lote 125 formaba parte de los campoS 
explotados por la sociedad "The Candor Cliff'', ocupante de los 
lotes 150 y 151; que Creed se ausentó del país en 1913, falle­
ciendo en Rouen en 2 de Junio ele 1915; que si c·reed en 1912 
otorgó poder general de administra,::ión y se ausentó cle1 país en 
1913, falleciendo en el extranjero en 1915, no tuvo oportunidad 
de poblar personalmente las tierras, ni invertir capitales propios 
en poblaciones y haciendas. 

3'.' Que el Juez ele Sección ha hecho lugar a la demanda, por 
lo que respecta a la escrituración de 1a mitacl del lote, rechazán­
dola en cuanto a la renovación del contrato de arrendamiento por 
la otra mitad, sentencia ésta que ha sido apelada por ambas partes. 

4i• Que del cuaderno ele prueba, resulta:

a) Que mús o menos desde el año 1908, Creed habitó el
territorio de Santa Cruz, llevado a él por el médico Fenton ( <le­
c\aracionE•s de lVIortensen, Corozé y Fenton fs. 55, 56, 59 y cons­
tan:.:ias de la escritura pública ele fs. 36, expediente administra­
tivo agregado), donde en 1912 encontrándose en Río Gallegos 
extendió poder a favor de "\i\faldron y \i\lood" para que admi­
nistre lihremente la generalidad de sus bienes, etc. 

h) Que por intermedio de éstos solicitó en arrendamiento
el lote N'' 125, el c¡ne fué concedido el 11 de i\hril de 1911 y 
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porque en Marzo de 1913 era una persona ‘“‘desconocida” en 

Santa Cruz, y el Jote 125, junto con el 150 y 151, formaban un 

solo establecimiento que era administrado por Federico Kund 

Bech, arrendatario del jote 151 con residencia en él; que no se 

habia construido ninguna vivienda ni existian ganados de Creed; 
que en Ja inspeccion verificada en 1915, se encontrd en el lote 
a una persona que dijo Namarse Maximiliano Thompson, el que 

se encontraba en el caracter de pedn ovejero colocado por e) apo- 

derado de Creed, tlamado Federico Bech, el que manifesto que 
Creed se encontraba en Europa cumpliendo su servicio militar. 

Agrega el representante del Fisco que en 1918 se compro- 

hd por inspeccién que el lote 125 formaba parte de los campog 
explotados por la sociedad “The Condor Chiff’, ocupante de los 

Jetes 150 y 151; que Creed se ausento del pais en 1913, falle- 

ciendo en Rouen en 2 de Junio de 1915; que si Creed en 1912 

otargé poder general de administracién y se ausenté del pais en 

1913, falleciendo en el extranjero en 1915, no tuvo oportunidad 

de poblar personalmente Jas tierras, ni invertir capitales propios 

en poblaciones y haciendas. 

3" Que el Juez de Seecion ba hecho lugar a la demanda, por 

lo que respecta a la eserituracion de la mitad del lote, rechazan- 

dola en cuanto a la renovacion de! contrato de arrendamiento por 

la otra mitad, sentencia ésta que ha sido apelada por ambas partes. 

4" One del cuaderno de prueba, resulta: 

a) Que mas o menos desde el afio 1908, Creed habité et 

territurio de Santa Cruz, llevado a él por ef médico Fenton (de- 
claraciones de Mortensen, Corozé y Fenton fs. 55, 56, 59 y cons- 

taucias de la escritura ptiblica de fs. 36, expediente administra- 

tivo agregado), donde en 1912 encontrandose en Rio Gallegos 

extendid poder a faver de ‘Waldron y Wood" para que admi- 

nistre Jibremente la generalidad de sus bienes, etc. 

b) Que por intermedio de éstos solicité en arrendamiento 

el lote N° 125, ef que fué concedido ef 11 de Abril de 1911 y
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decreto posterior del P. E. fecha 12 de Agosto de 1912 (fs. 31, 
t-xpediente citado) . 

e) Que en l\{arzo de 1913, se ausentó para Europa, sor­
prendiéndo!o allí la guerra. y fué enviado al frente, donde falle­
ció, en 1915 (ver expediente sucesorio agregado), 

d) Que al ausentarse para Europa dejó encargado del
lote al sei'ior Bech, administrador de la sociedad "The Condor 
Cliff", la que explotaba los lotes 150 y 151, y también a Maxi­
miliano Tho1npson, como peón ovejero. 

e)i Que en Marzo 24 de 1914 la Inspección General de 
'Tierras y Colonias informa, "que el inspector Bello que en mar­
zo de 1913 inspeccionó la zona ... manifestó en el informe de la 
referen..:ia, que Creed era persona desconocida y el lote 125 jun­
to con los lotes 150 y 151 forman un solo establecimiento, que 
es administrado por iVIanuel Federico Bech. arrendatario rlel N\' 
151, quien reside allí''; y agrega que "todavía no se ha cons­
truído ninguna vivienda, pero en la cabecera S. E. se ha cons­
truído una y media legua ele alambrado pero todavía no hay ga­
nado de propiedad del arrendatario, pues éste arrendó en Agos­
to de 1912'' ( fs. 37 expediente administrativo). 

f) Que en 12 de Octubre de 1914, la Inspección General
a fs. 49 del expeQientc recordado, informa, "que resulta que al 
tiempo de la inspección de 1913 (Bello), nü habían transcurri­
do los dos años dentro ele los cuales debía de cumplir con las 
obligaciones apuntadas" (_el arrendatario). 

g) Que verificada una nueva mspecc1011 en Marzo 26 de
1915 por el inspect-or Barhosa, éste hace saber "que fdaximiliano 
Thompson quien se encontraba allí en el ,::.-arácter ele peón ove­
jero, puesto por el apoderado nombrado por Creed, s·eñor Fe­
derico Bech, le manifestó que Creed se encontraba en Europa 
cumpliendo su servicio militar; detalla, además, las me Joras J 
haciendas encontradas en el lote, las que ascienden a una su­
ma de $ 35. 850" ( fs. 52) . 
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decreto posterior del P. FE. fecha 12 de Agosto de 1912 (fs. 31, 

expediente citado). 

¢) Que en Marzo de 1913, se ausenté para Europa, sor- 
prendiéndolo alli la guerra. y fué enviado al frente, donde falle- 

cid, en [915 (ver expediente sucesorio agregado) . 

d) Que al ausentarse para Europa dejo encargado del 

lote al sefior Bech, administrador de la sociedad “The Condor 

Cliff”, la que explotaba los lotes 150 y 151, y también 4 Maxi- 

miliano Thompson, como pedn ovejero. 

e}} Que en Marzo 24 de 1914 la Inspecci6n General ce 

“Tierras y Colonias informa, ‘que el inspector Bello que en mar- 

zo de 1913 inspeccionéd la zona... manifest6 en el informe ce la 

referemia, que Creed era persona desconocida y el lote 125 jun- 

to con tos lotes 150 y 151 forman un solo establecimiento, que 

es administrado por Manuel Federico Bech. arrendatario del N* 

151, quien reside alli’; y agrega que “todavia no se ha cons- 

truido ninguna vivienda, pere en la cahecera S. E. se ha cons- 
truido una y media legua de alambrado pero todavia no hay ga- 

nado de propiedad del arrendatario, pues éste arrendé en Agos- 

to de 1912" (fs. 37 expediente administrativo) . 

f) Que en 12 de Octubre de 1914, la Inspeccién General 

a fs. 49 del expediente recordado, informa, ‘que resulta que al 

tiempo de la inspeccién de 1913 (Bello), no habian transcurri- 
do los dos afios dentro de los cuales debia de cumplir con las 

obligaciones apuntadas" (el arrendatario). 

g) Que verificada una nueva inspeccion en Marzo 26 de 
1915 por el inspector Barbosa. éste hacd saber “que Maximiliano 

Thompson quien se encontraba alli en el caracter de pean ave- 

jero, pttesto por el apoderado nombrado por Creed, sefior Fe- 

derico Bech, te manifest6 que Creed se encontraba en Europa 
cumpliendo stt servicio militar; detalla, ademas, las mejoras y 

haciendas encentradas en el lote, las que ascienden a tna su- 

ma de $ 35.850" (fs. 52).
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h) Que, finalmente, en Enero de· 1916, el I)irector Ge­
neral de Tierras y Colonias don Alejandro Calvo a fs. ,62 infor-. 
ma que "de las constancias del t1xpe<liente resulta que el se1lor 
Creed cumplió con el reciuisito de mensurar el terreno, opera­
ción que fué aprobada por decreto de 9 ele Junio ele 1913 y ha 
invertido en el mismo, capitales propios en poblaciones y ha­
ciendas que exceden del exigido por di art. 39 ... en virtud de 
la ,cual la Dirección no ve inconveniente, en que disponga se 
acepte del señor Creed el pago de la tercera anualidad. adelan­
tad<.\ de arrendamiento, debiendo exigírsele abone el importe de 
la cuarta anualidad ... ", lo que así se verificó. 

s� Que el artículo 6v del contrato respectivo, dispone que al 
abonarse la tercera cttola adelantada, el arrendatario deberá 
acreditar con "comprobantes" que exhibirá' ante la Dirección Ge­
neral de Tierras y Colonias. que ha introducido el capital pro­
pio a que se refiere el artículo 49, sin cuyo requisito no se ad­
mitirú el pago de la misma, quedando rescindido el contrato sin 
más trámite, de donde se infiere que al a.-:eptarse el pago co­
mo se aceptó en el caso, riuedó establecido y reconocido implíci­
tamente el cumplimiento por parte de Creed o de sus represen­
tantes, de su obligación de invertir el capital propto a que se re­
fiere el recordado artícnlÜ. 

Según la Dirección Genera,l de Tierras y Colonias, "el sc­
fior Creed cump!ió·con el requisito de mensurar el terreno arren­
dado, ope,-áción que fué aprobada por decreto de junio de 1913 
y ha invertido capital propio en poblaciones y haciendas qm· 
e:x:;:eden del exigido por el ai-tículo 39 del decreto reglamenta­
no ele 1906 ". 

Poco importa, a los efectos dt'l cumplimiento 'del contra­
to, que los haya invertido personalmente o por intermedio de 
apoderado; lo que la ley prohibe es que la inversión de capitales 
se haga por interpósita persona, y tal forma ele inversión no ha 
sido probada por el Fisco. 

61' Que la manifestación extractada de la Dincción Gene-
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h) Que, finalmente, en Enero de 1916, el Director Ge- 

neral de Tierras y Colonias don Alejandro Calvo a fs..62 infor- , 

ma que “de las constancias del expediente resulta que el sefior 

Creed cumpho con el requisito de mensurar e] terreno, opera- 

cién que fué aprobada por decreto de 9 de Junio de 1913 y ha 

invertido en el mismo, capitales propios en poblaciones y ha- 

ciendas que excecen del exigido por di art. 39... en virtud de 

la ©ual Ja Direccién no ve inconveniente, en que disponga se 
acepte del sefior Creed el pago de la tercera anualidad adelan- 

tada de arrendamiento, debiendo exigirsele abone el importe de 
la cuarta anualidad...”, lo que asi se verifico. 

rv 
5° Que el articu!o 6° del contrato respectivo, dispone que al 

abonarse la tercera cuota adelantada, el arrendatario debera 

acreditar con “comprobantes” que exhibira ante la Direccién Ge- 

neral de Tierras y Colonias. que ha introducido ei capital pro- 

pio a que se refiere e] articulo 4°, sin cuyo requisito no se ad- 
mitira el pago de la misma, quedando rescindido el contrato sin 
mas tramite, de donde se infiere que al aceptarse el pago co- 
imo se acepto en el caso, quedé establecido y reconocido implici- 

tamente el cumplimiento por parte de Creed o de sus represen- 
tantes, de su obligacion de invertir ef capital propio a que se re- 

fiere el recordado articulo. 

Segtin la Direccién General de Tierras y Colonias, “el se- 

flor Creed cump!id’con el requisito de mensurar el terrenc arren- 

dado, operacion que fué aprobada por decreto de junio de 1913 

y ha invertido capital propio en poblaciones y haciendas que 

exceden del exigido por el articulo 39 del decreto reglamenta- 
tio de 1906”. 

Poco importa, a los efectos del cumplimiento del contra- 

to, que los haya inverticlo personalmente o por intermedia de 

apoderado; lo que la ley prohibe es que ia inversion de capitales 
se haga por interpdsita persona, y tal forma de mversiOn no ha 

sido probada por el Fisco. 

6" Que Ja manifestacion extractada de la Direecién Gene-
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ral dt Tierras y Colonias bastaría por sí sola para justificar 
e! e¡npleo ele capital propio en poblaciones y haciendas. Pero 
a mayc:r abundamiento existe la prueba testimonial corroborante, 
q11e más adelante S(' analiza. 

Así, declara el 'testigo l\!Iortensen a fojas 55 que conoció 
a Creed con anterioridad a 1902; que era público y notorio que 
Creed fué de los más antiguos pobladores del Sud ele la Re­
púb]i,ca, ,)' que pobló más o menos en 1908; que había siclo 
vecino d'e Creed en el campo, y aunque no lo visitó, sabe por­
qué era poblador en la comarca, que había poblado cumpliendo 
con exceso las exigencias ele la ley ele tierras, y aunque no ha 
visto las mejoras, sabe, por ser público y notorio, que todas 
\as instalaciones, mejoras y haciendas existentes en el lote 125, 
fueron costeados con el peculio particular de Creed; y qutl sa­
be que durante el tiempo que Creed estL1vo ausente en Europa 
administraba el campo un sefi.or Bech. 

/\ su vez, el testigo Carrozo manifiesta que, efectivamen­
k, Creed era antiguo poblador, más o menos desde 1904 ha!-ita 
fines de 1913; que sabe que Creed ocupó personalmente el lote 
curnpli�mlo 1con exceso las exigencias de poblar y explotar con 
arreglo a la ley de tierras, y lo sabe por la intervención que 
ha tenido en expedientes <le Creed, en la Dirección de Tienas 
por h cas:.1, \Valdron y \i\f oocls, quienes eran apoderados dt 
Creed; que es cierto y público en la comarca que Creed cos­
teó tocias las instalaciones, 'mejoras y haciendas con su pe­
culio particular; que Creed en 1913 se ausentó a Europa sor­
prendiéndolo allí la guerra, y lo sabe por la correspondencia ck 
la casa \Valdron y 'Noods y del administrador que dejó Creed, 
el sefior Bech ( fojas 56). 

Pur último, Víctor Fenton, médko, a fojas 59 ckclara que 
ccnoció a Creed con anterioridad a 1912 y lo trajo a América 
en 1907; que Creed estaba en el Sud desde 1907 en que fué 
é\ trabajar con el declarante; sabe que ocupó personalmente el 
lote porque para ello se fué de la casa del testigo, pero ignora 
la�; mejoras que tenía o hizo en el lote ; 1 que antt's de marchar-
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ral de Tierras y Colonias bastaria por si sola para justificar 

el empleo de capital propio en poblaciones y haciendas. Pero 

a mayer abundamiento existe la prueba testimonial corroborante, 
que mas adelante se analiza. 

Asi, declara el ‘testigo Mortensen a fojas 55 que conocié 
a Creed con anterioridad a 1902; que era piblico y notorio que 

Creed fué de los mas antiguos pebladores del Sud de la Re- 
publica, y que poblé mas o menos en 1908; que habia sido 
vecino de Creed en el campo, y aunque no lo visité, sabe por- 

qué era poblador en la comarca, que habia poblado cumpliendo 

con exceso las exigencias de la ley de tierras, y aunque no ha 

visto las mejoras, sabe, por ser ptblico y notorio, que todas 

las instalaciones, mejoras y haciendas existentes en el lote 125, 

fueron costeados con el peculio particular de Creed; y qud sa- 

he que durante el tiempo que Creed estuvo ausente en Europa 
administraba el campo un sefior Bech. 

A su vez, el testigo Carrozo manifiesta que, efectivamen- 
tc, Creed era antiguo poblador, mas o menos desde 1904 hasta 

fines de 1913; que sabe que Creed ocupé personalmente el lote 
cumplienco con exceso las exigencias de poblar y explotar con 

arreglo a la ley de tierras, y lo sabe por la intervencién que 

ha tenido en expedientes de Creed, en la Direccién de Tierras 
por Ja casa Waldron y Woods, quienes eran apoderados de 

Creed; que es cierto y pttblico en la comarca que Creed cos- 

ted todas las instalaciones, mejoras y haciendas con su pe- 
culio particular; que Creed en 1913 se ausentd a Europa sor- 

prendiéndolo alli la guerra, y lo sabe por la correspondencia de 
la casa Waldron y Weods y del administrador que dejé Creed, 
el sefior Bech (fojas 56). 

Por ultimo, Victor Fenton, médico, a fojas 59 declara que 

ecnocié a Creed con anterioridad a 1912 y lo trajo a Aamérica 
en 1907; que Creed estaba en el Sud desde 1907 en que fué 

a trabajar con el declarante; sabe que ocupd personalmente el 

lote porque para ello se fué de la casa del testigo, pero ignara 

las mejoras que tenia o hizo en ef lote;’ que antes de marchar-
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se a Europa dejó un administrador mandatario suyo, para que 
durante la ausencia explotara el lote; y lo sahe por referencia 
de la persona que quedó como administrador de Creed y por 
un hermano del declarante, que era muy amigo de aquél. 

El Iviinisterio Fiscal, en esta instancia, dice, que esta prueba 
testimonial es nula. por no haber tomado el señor Juez de sección 
personalmente las <leclara,::iones. 11as ello no es óbice para su 
validez, porque en la peor de las hipótesis se trataría de un vi•• 
cio ck procedimiento que ha sido consentido por las partes. Pe­
ro no es así, pues el auto de fojas 45 vuelta que abre la causa 
2. prueba, establece que la "testimonial debía producirse ante el
actuaric, artículo 121 del Código ele Procedim-ientos. sin ¡wr­
juicio de la intervención del Juez toda vez que fuere necesario".
]'anta h1. parte demandante como la demandada fueron notifica­
das del auto quedando éste ejecutoriado. Las declaraciones de
fojas 56 y 59 aparecen tomadas por el actuario y firmadas por
el señor Agente Fis,,:al.

T' Que, por lo que respecta a la explotación, "la Corte Su­
prema y esta Cámara se han pronunciado ya acerca de lo que 
dehe entenderse por explotación personal, declarando que los
fines económicos de la colonización se alcanzan dentro del es­
píritu de la ley de tierras con la dedicación personal del co'.0110 
a la explotación agrícola, no sie-ndo necesaria su residencia con­
tinua, porque es evidente que puede vigilar a sus dependientes y 
obreros visitando periódicamente el terreno y ,valiéndose de 
otros medios eficaces de información. Puede agregarse que si 
ello es así cuando se trata de tierras destinadas a la agricul­
tura con mayor razón lo es respecto a las que se destinan a la 
ganadería. 

"Lo que la ley y el contrato en su artículo 4'., rectamente
interpretados quieren, es que el arrendatario explote la tierra 
directamente, sin arrendarla a su vez, para evitar que se pre­
tenda adquirirla con meros fines de especulación. 
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se a Europa dejd un administrador mandatario suyo, para que 

durante la ausencia explotara el lote; y lo sabe por referencia 
de la persona que quedé como administrador de Creed y por 

un hermano cel declarante, que era muy amigo de aquél. 

E] Ministerio Fiscal, en esta instancia, dice, que esta prueba 
testimonial es nula, por no haber tomado el sefior Juez de seccidn 
personalmente las declaraciones. Mas ello no es ébice para su 

validez, porque en la peor de las hipdtesis se trataria de un vi- 

cio de procedimiento que ha sido consentido por las partes. Pe- 
ro no es asi, pues el auto de fojas 45 vuelta que abre la causa 

a prueba, establece que la “testimonial debia producirse ante el 

actuaric, articulo 121 del Cédigo de Procedimientos. sin per- 
juicio de ta imtervencién del Juez toda vez que fuere necesario™. 

Tante la parte demandante como la demandada fueron notifica- 

das de! auto quedando éste ejecutoriado. Las declaraciones de 
fojas 56 y 59 aparecen tomadas por el actuario y firmadas por 

el sefior Agente Fiscal. 

7* Que, por lo que respecta a la explotacién, “la Corte Su- 

prema y esta Camara se han pronunciado ya acerca de lo que 

dehe entenderse por explotacién personal, declarando que los 

fines econdmicos de la colonizacién se alcanzan dentro del es- 

piritu de la ley de tierras con ta dedicacién personal del co!ono 

a la explotacién agricola, no siendo necesaria su residencia con- 

tinua, porque es evidente que puede vigilar a sus dependientes y 

obreros visitanclo periddicamente el terreno y -valiéndose de 

otros medios eficaces de informacién, Puede agregarse que si 

ello es asi cuando se trata de tierras destinadas a la agricul- 

tura con mayor razén Jo es respecto a las que se destinan a la 

ganaderia, 

“Lo que Ja ley y el contrato en su articulo 4° rectamente 

interpretados quieren, es que el arrendatario explote la tierra 

directamente, sin arrendatla a su vez, para evifar que se pre- 

tenda adgquirirla con meros fines de especulacien.
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"Estos propósitos que han estado sin duda ep la mente del 
legislador como el ele poblar territorios desiertos, se c11111ph­
rán necesariamente con el hecho de la explotación, y los hom­
bres que allí se radiquen como dependientes y obreros para rea­
lizar las faenas consiguientes serim también factores ele pro­
greso. 

"No es posible, entonces, sostener que por no haber resi­
dido cóntinuamente en la tierra arrendada el arrendatario, no 
ha cumplido con las obligaciones impuestas por la ley y por el 
contrato", (Sentencia de este Trilmna\ en el caso ele Mors­
tacit). 

::\'o podría argiiirse de contrario con la doctrina que informa 
el fallo de la Corte Suprema en el caso ele IVIorstaclt, fallado el 
3 de Octubre de 1930, porque en aqué1 el arrendatario "no ha­
bría estado, según lo estimaba la Corte, "en momento alguno al 
frente ele la explotación" y no habría probado. haber realizado vi­
sitas periódicas, no pudiendo ele tal suerte hacer factible una re­
lativa vigilancia ele su dependiente, ya que sólo se manejaba por 
apode:rado". Pero en el caso, Creed, antes del arriendo del lote, 
residía en el territorio; estuvo en él, por lo 1n,enos desde 1912 
hasta :l\iarzo ele 1913, en que se ausentó a E·uropa. 

El 11/linisterio Fiscal en esta instancia, insiste "en que Creed 
con el otorgamiento ele poderes desapareció y fué sustituíclo' por 
la sociedad The Conclor Cliff capitalista administradora y aca­
paradora del lote 125 y otros ·tineleros ... ". 

Pero tan formal y categórica conclusión, no resulta sustcn­
tacb en autos por hechos reales y probados, sino por simples pre­
sunciones las que a su vez se encuentran desvirtuadas por otras 
circunstancias. 

>Jo es aventuraclo suponer, como lo hace el 1\1inisterío Fis­
cal. que Creed una vez firmados los poderes en 1912, se haya 
au.sentado para Europa, sin ánimo ele retornar y que las mejoras 
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“Estos propdsitos que han estade sin duda en la mente del 

legislador como el de poblar territorios desiertos, se ctmpli- 

ran necesariamente con el hecho de la explotacién, y los hom- 

bres gue alli se radiquen como dependientes y obreres para rea- 

lizar las faenas consiguientes seran también factores de pro- 
greso. 

“No es posible, entonces, sostener que por no haber resi- 

dido continuamente en la tierra arrendada el arrendatario, no 

ha cumplido con las obligaciones impuestas por la ley y por el 
cotitrato”. (Sentencia de este Tribunal en el caso de Mors- 

tadt). 

No podria argtiirse de contrario con la doctrina que informa 

el fallo de la Corte Suprema en el caso de Morstadt, fallado el 

3 de Octubre de 1930, porque en aqué! el arrendatario ‘‘no ha- 
bria estado, segtin Io estimaha la Corte, “en momento algune al 

frente de la explotacién” y no habria probado haber realizado vi- 

sitas periddicas, no pudiendo de tal suerte hacer factible ana re- 

lativa vigilancia cle su dependiente, ya que solo se manejaba por 

apoderado”. Pero en el caso, Creed, antes del arriendo del fote, 
residia en el territorio; estuvo en él, por lo menos desde 1912 

hasta Marzo de 1913, en que se ausentd a Europa. 

E] Ministerio Fiscal en esta instancia, insiste “en que Creed 

con el otorgamiento de poderes desaparecié y fué sustituido por 
la sociedad The Condor Cliff capitalista administradora y aca- 

paradora del lote 125 y otros linderos...”’. 

Pero tan formal y categorica conclusién, no resulta susten- 
tada en autos por hechos reales y probados, sino por simples pre- 

sunciones las que a su vez se encuentran desvirtuadas por otras 

circunstancias. 

No es aventurado suponer, como fo hace el Ministerio Fis- 

cal. que Creed una vez firmados los poderes en 1912, se haya 
ausentado para Europa, sin animo de retornar y que las mejoras
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y haciendas encontradas en el lote en 1915 y 1918, hayan sido 
costeadas por e-1 peculio particular de la Conclor Cliff; pero tam­
poco lo es que, como lo afirma la madre de Creed, éste se ausen­
tan.1. obligaclamente en 1913 para Inglaterra con el fin de visitar 
al padre enfermo, dejando al amigo y convencino Bech .al cuida­
do del lote y de la construcción de mejoras y adquisición de ha­
ciendas por su cuenta. Esta suposición se afirma por circunstan­
cias ele haberse iniciado ·en esta Capital la sucesión de Creed, ha­
berse denunciado en ella como único bien el derecho_ a la compra 
del lote y las haciendas y mejoras hechas por él, y no hahersc 
presentado persona alguna a reclamar derechos y acciones sobre 
ellos. nlús aún, el hecho de haber aceptado la Dirección General 
de Tierras y Colonias el pago de la tercera cuota, implica el de 
hahérse'le presentado comprobantes de haber introducido capital 
propio en mejoras y haciendas. 

/)'
1 Que en cuanto a la renovación del contrato de arrencla­

mi'entn corresponde decidir que son arreglados a derecho lus 
fundamentos aclncidos por el "a qua'' en el últirno considerando. 

Por estas consideraciones y las aducidas por el señor Juez. 
S(' confirma en todas sus partes la sentencia apelada de fs. 83. -
B. A. i"-./a::ar A11chorr11a. - 1lfarcrli110 Escalada. - Nodo/fo 

S. Frrrer.

FALLO DE LA CORTE SUPREJ\-IA 

Buenos Aires, Septiembl'e 28 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

'Que los hechos prohaclos en esta causa demuestran: a), que 
el concesionario Creed era poblador del territorio de Santa Cruz 
desde cua'tro O cinco afios antes de la fecha de la concesión; h )". 
que comenzó la explotación ele la tierra, en forma personal, re-
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y haciendas encontradas en e} lote en 1915 y 1918, hayan siclo 

costeadas por el peculio particular de la Condor Cliff; pero tam- 

poco lo es que, como lo afirma la madre de Creed, éste se ausen- 

tara, obligadamente en 1913 para Inglaterra con el fin de visitar 
al padre enfermo, dejando al amigo y convencino Bech.al cuida- 

do del lote y de la construccién de mejoras y adquisicién de ha- 
ciendas por su cuenta. Ista suposicién se afirma por eirctinstan- 
clas de haberse iniciado en esta Capital la sucesion de Creed, ha- 
berse denunciado en ella como tinico bien el derecho a !a compra 

del lote y las haciendas y mejoras hechas por él, y no haberse 

presentado persona alguna a reclamar derechos y acciones sobre 

ellos. Mas atn, el hecho de haber aceptado la Direcci6n General 

de Tierras y Colonias el pago de la tercera cueta, implica el de 
habérsele presentado comprobantes de haber introducido capital 

propio en mejoras y haciendas. 

8’ Que en cuanto a Ja renovacion del contrato de arrenda- 

mienta corresponde decidir que son arreglados a derecho lus 
fundamentos aducidos por el “a quo” en el ultimo considerando, 

Por estas consideraciones y las aducidas por el sefor Juez. 

se confirma en todas sus partes la sentencia apelada de fs. 83. — 

B. A. Nasar Anchorena. — Mareclino Escalada. — Rodolfo 

S. Ferrer. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 28 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

‘Que fos hechos probados en esta causa demuestran: a), que 

el concesionario Creed era poblador del territorio de Santa Cruz 

desde cuatro o cinco aos antes de la fecha de Ja concesién; b), 

gue comenzé la explotacién de la tierra, en forma personal, re-
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sicliemlo en ella; e), c1ue loS capitales introducidos en el campo 
cubren los exigidos por la ley, en edificación y haciendas. siendo 
esta_s últimas marcadas con las señales propias; el) 1 que Creed 
falleció en Europa, antes del vencimiento del contrato por acci­
dente ele guerra, no pudiendo, en consecuencia, regresar; e)-, que 
el derecho invocado por la actora emana del adquirido por dicho 
Creed, siendo ésta su única heredera. 

Que ante los precedentes enunciados y la circunstancia ele 
que Creed, o su sucesión, cumplieron con las respectivas obliga­
ciones ele pag'o de todas las cuotas correspondientes al contrato_, 
cede cualquier sospecha sobre simulación de éste, inclinúnclosc 
el ánimo a aceptar la efectividad del mismo. 

Que no se trata, pues, de un caso_ igual al de .f\1orstaclt, in­
serto en el tomó 158, pág. 335 de los fallos de esta Corte, por 
cuanto en éste el Tribunal llegó a condusiones de hecho, opues­
tas a las del presente, ya que pudo penetrarse de que dicho iVIors­
taclt no estuvo al frente ele la explotación en momento alguno 
no siendo

,. 
asimismo, residente en el territorio de Santa Cruz. 

Que el fallecimiento de Creed, ocurrido antes del venci­
miento del contrato y t::"11 acción de guerra, justifica por otra par­
te su ausencia posterior del territorio y no es óbice para la trans­
misión ele sus derechos a quien ha probado ser su única heredera, 
en calidad de madre legítima, como lo ha hecho la actora. 

Que el Tribunal, al confirmar el fallo de la Cámara ''a quo", 
p,or las particularidades de esta ''litis", entiende mantener su úl­
tima jurisprudencia en el ca�,o citado, sobre el alcance del con­
cepto "explotación personal como requisito indispensable exigi­
do por nuestras leyes ck colonización para que los pobladores de 
los territorios nacionales respectivos puedan gozar de los benefi­
cios de aquéllas, llevando al mismo tiempo a la tierra desierta, 
la doble acción de poblar y de crear fuentes de ri�1ueza''.

Por estos y sus fundamentos �e confirma la sentencia ape-
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sidiendo en ella; c), que los capitales introducidos en el campo 

cubren los exigidos por la ley, en edificacion y haciendas, siendo 

estas ultimas marcadas con las sefiales propias; d), que Creed 

fallecié en Europa, antes de! vencimiento del contrato por acci- 

dente de guerra, no pudiendo, en consecuencia, regresar; e), que 

et derecho mvocado por la actora emana del adquirido por dicha 

Creed, siendo ésta su tinica herecera. 

Que ante los precedentes entmnciados y la citcunstancia de 

que Creed, o su sucesién, cumplieron con las respectivas obliga- 
ciones de pago de todas las cuotas cotrespondientes al contrato, 

cede cualquier sospecha sebre simulacién de éste, inclinanclose 

el animo a aceptar Ja efectividad del mismo. 

@ue no se trata, pues, de un caso igual al de Morstadt, in- 

serto en el tome 158, pag. 335 de los fallos de esta Corte, por 
cuanto en éste e] Tribunal llego a conctusiones de hecho, opues- 

tas a las del presente, ya que pudo penetrarse de que dicho Mors- 

tadt no estuvo al frente de la explotacion en momento aleuno 

no siendo, asimismo, residente en el territorio de Santa Cruz. 

Que el fallecimiento de Creed, ocurrido antes del venci- 

miento de! contrato y en accion de guerra, justifica por otra par- 

te su ausencia posterior del territorio y no es éhice para la trans- 

mision de sus derechos a quien ha probado ser su unica heredera, 
en calidad de madre legitima, como lo ha hecho fa actora. 

fey, Que el Tribunal, al confirmar el fallo de la Camara “a quo”™" 

por las particularidades de esta “litis”, entiende mantener su tl- 
tima jurisprudencia en el caso citado, sobre el alcance del con- 

cepto “explotacién personal como requisito indispensable exigi- 

do per nuestras leyes de colonizacion para que las pobladores de 

los territorios nacianales respectivos puedan gozar de los benefi- 
cios de aquéllas, Ilevanco al mismo tiempo a la tierra desierta, 
la doble accién de poblar y de crear fuentes de riqueza’”’. 

Por estos y sus fundamentos se confirma la sentencia ape-
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lada ele fs. 105, sin costas, a mérito de la naturaleza del asunto. 
Kotifíquesc, y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
Juzgado de origen. 

J. FIGUEROA Al.CORTA. - ROBERTO 

REPETTD. - R. Gurno LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuuAN:

v. PERA, 

Cuja Xocioual de J11hilacio11cs y Pensiones de Empleados y Obre� 
ros de Empresas Particulares, ('JI cwtos co11 dalla E111ília Nl_'­
lly y Carlos Alberto 1.lia:::.-::arclJ.o, sobre pensión. Rcrnrso de 
!1cc/10.

Suwario; No procede el recurso extraordinario del artículo 14 
de la ley número 48, en un caso ele aplicación de la ley 
11 .110, que es de carácter local, y cuya constitucionalidacl 
no ha sido puesta en tela de juicio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DTCTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 24 de 1931. 

Suprema Corte: 

La ley 11. 110, sobre jubilación de empleados )' obreros ele 
empresas particulares, aplicada para resolver el presente litigio, 
es de carácter local, por lo que es

_
tá excluída del conocimiento 
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lada de fs. 105, sin costas, a mérito de la naturaleza de! asunto. 

Notifiquese, y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en el 
Juzgado de origen. 

J. Ficurrea Atcorta. — Roserto 

Repetto. — R. Guipo Lavatte. 

— ANTONIO SAGARNA, — JuLIANn 

VY. Pera. 

Cuju Nacional de Jubilaciones » Pensiones de Empleados y Obre- 
ros de Empresas Particulares, en autos con doiia Emilia Ne- 

iy y Carlos Alberto Musgerello, sobre pensidn. Reeurso de 

hecho, 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14 

de ja ley nimero 48, en un caso de aplicacién de Ja ley 

11.110, que es de caracter local, y cuya constitucionalidad 

no ha sido puesta en tela de jticie. 

Cuso: Lo explican las piezas sigtientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 24 de 1981. 

Suprema Corte: 

La ley 11.110, sobre jubilacién de empleados y obreros de 
empresas particulares, aplicada para resolver el presente litigio, 

es de caracter Jocal, por lo que esta exciuida del conocimienty
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de esta Corte Supreina de acuerdo con lo que dispone el artículo 
15 de la ley 48 (Fallos, tomo 158, página 110). 

Por otra parte no aparece en la causa que dicha ley haya si­
do tachada ele inconstitucionaliclad o impugnada como vio!atoria 
de las leyes nacionales o tratados, de suerte que ha sido bien 
denegado el recurso extraordinario deducido, por· lo que solicito 
de V. E. se sirva así declararlo. 

H oracio R. Larrctrt. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE�IA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

,:\utos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del sellor Pro­
curador General, que establece los hechos y la apreciación legal 
de los mismos con arreglo a las constancias de autos, se declara 
hien denegado d recurso y en consecuencia improcedente la que­
ja deducida ante esta Corte Suprema. Notifíquc�e y archíve:-;e, 
devolviénd(Jse los autos principales al tribunal de urigf n con 
transcripción de la presente y del dictamen de referencia. 

J. FrGUEROA ALcoRTA. - RmmRT0 

REPETTO. - R. Gumo LAVALLE. 

- ANTONIO SAGARNA. 

280 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

de esta Corte Suprema de acuerdo con lo que dispone el articuto 

15 de la ley 48 (Fallos, tomo 158, pagina 110). 

Por otra parte no aparece en la causa que dicha ley haya si- 

do tachada de inconstitecionalidad o impugnada como violatoria 
de jas leyes nacionales o tratados, de suerte que ha sido bien 

denegado el recurso extraordinario deducido, por lo que solicito 

de V. E. se sirva asi declararle. 

Horacio R. Larrete. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 80 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del senor Pro- 

curador General, que establece Jos hechos y la apreciacién legal 
de los mismes con arreglo a las constanctas de autos, se declara 

bien denegado el recurso y en consecuencia improcedente la que- 
ja deducida ante esta Corte Suprema. Notifiquese y archivese, 
devolviéndose los autos principales al tribunal de origen con 

transcripcién de la presente y del dictamen de referencia. 

Jy. Ficuzroa Atcorta. —~ Ropwerta 

Repetto, — R. Guipo LAVALLE. 

— ANTONIO SAGARNA.
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.\'el/ores H. G. JJ1111 y Cía. en autos con don l. NI. Fue/is, sol,re 

i11dn1111izació11 de da_ llos y perjuicios. Recurso de hecho. 

Su1iwrio: .N"o procede el recurso del artículo 14, ley número 48. 
en un caso en que la resolución que lo motiva, no ast1111c 
los caracteres ele sentencia definitiva, y en el cual por otra 
parte las cláusulas constitucionales que se pretenden desco­
nocidas no guardan relación directa e inmedita con las cues­
tiones planteadas. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931 . 

.,\utos y Vistos.: 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario i11-
tcr¡n1est<1 contra la resolución de la Cámara _Primera de Ap�la­
cioni·s en lo Civil de esta Capital. en los autos: "J. lVI. Fuchs c. 
R. Cr. Dttn y Cía.", declarando improcedente la excepción de
defecto. legal cleducicla; y

Considerando: 

Que según resuita ele la relación que antecede, dicho tribu­
nal denegó el recurso extraordinario interpuesto contra una re­
solución que desestimaba la excopción de defecto legal. 

Que no procediendo tal recurso sino contra las sentencias 
definitivas a que el artículo 14 de la ley número 48 se refie:re, y 
no revistiendo ese carácter la mencionada resolución, que se li-
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Sefiores Rk. G. Dun y Cla. en autos con don J, M. Fuchs, sobre 

indcninisacién de daitos v perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso del articulo 14, ley numero 48. 
en un caso en que la resoluciOn que le motiva, no asume 

los caracteres de sentencia definitiva, y en el cual por otra 

parte Jas clausulas constitucionales que se pretenden desco- 

nocidas no guardan relacién directa ¢€ inmedita con las cues- 

tiones planteadas. 

Casa: Lo explica el siguiente : 

FALL® DE LA CORTE SUPREMA 

Buenes Aires, Septiembre 30 de 1981. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegacion del extraordinario in- 

terpueste contra la resolucién de la Camara Primera de Apela- 

ciones en lo Civil de esta Capital, en los autos: “J. M. Fuchs c. 

R. G. Dun y Cia.”, declarando improcedente Ja excepcion de 

defecto. legal deducida; y 

Considerando: 

Que segitin resuita de la relacion que antecede, dicho tribu- 

nal denegd el recurso extraordinario interpuesto contra una re- 
solucion que desestimaba la excepcién cle defecto legal. 

Que no procediendo tal recurso sino contra las sentencias 
definitivas a que el articulo 14 de la ley numero 48 se refiere, y 
no revistiendo ese caracter la mencionada resolucién, que se li-
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mit;i. a decidir una cuestión procesal, el deducido para ante esta 
Corte, ha sido bien denegado. 

Que .cabe observar asimismo, que para la procedencia del 
recurso intentado·' es i11dispensahle que se determine con precisión 
ti derecho federal cuestionado y desconocido, no bastando la sim­
ple invocación ele cláusulas constitucionales para su admisión; 
si como ocurre en el suh judice, dichas cláusulas no guardan cnn 
las cuestiones expuestas la relación directa e inmediata que de­
termina el artículo ] 5 de la ley número 48. 

J-lor ello se e.Jedara no ha her lugar a la queja. Notifíquesc
y archívcse. 

J. FJGUEROA ALCORTA. - .Ro1rnRTO 

REPETTO. - R. Gurno LAVALLE. 

j\NTONIO SAG.AJU'\.A. �- J lfLIA;-{ 

v. PERA. 

Dolla 11-!aría Bcl!acq de L11yca •- .rn JUICIO de i11.w11ía - Co11-

1ic11da de co111}ctcncia . 

. Su111ario: Es Juez cümpetente para conocer en un _1mc10 de 111-
sanía, el del actual domicilio clei presunto msano. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

\'ISTA FISCAL 

Dolores, Mayo 15 de 1929. 

Señor Juez: 

Encontrándose internada dofía i\.iariana Bellocq de Lugea 
en el .Instituto Frcnopútico, situado en la Capital Federal. calle 
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mita a decidir una cuestion procesal, el deducido para ante esta 

Corte, ha sido bien denegado. 

Que cabe observar asimismo, que para ta procedencia del 

recurso intentado es inxlispensable que se determine con precision 

el derecho federal cuestionado y desconocide, no bastando la sim- 

ple invocacion de clausulas constitucionales para su admisién; 

si como ocurre en el sub judice, dichas clausulas no guardan con 

las cuestienes expuestas la relacién directa e¢ immediata que de- 

termina el articulo 15 de Ja ley niimero 48. 

Por ello se declara no haber lugar a la queja. Notifiquese 

y archivese. 

J. Figueroa ALcorta. — Roverro 

Repetro. — R. Gurpo Lavate. 
ANTONIO SAGARNA, ~~ JULIAN 

V. Pera. 

Doria Maria Bellocg de Lugea — su jmcie de insania — Con- 

tienda de competencia, 

. Sumario tis Juez competente para conocer en un jutcio de w- 
sania, el del actual domicilio del presunto insano. 

Caso: Lo explican las piezas sigtientes : 

VISTA FISCAL 

Dolores, Mayo 15 de 1929. 

Sefior Juez: 

Encontrandose internada dofia Mariana Bellocq de Lugea 
en el.Instituto Frenopatico, situado en la Capital Federal. calle
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l\lontes de Oca N� 625, según se desprende del escrito de fs. 10, 
este Ministerio es de opinión que es el Juzgado Civil de dicha 
Capita 1 a quien corresponde entender en el juicio de insanía mi­
ciado a la susodicha señora, juzgado donde deberá presentarse 
el recurrente a hacer valer sus pretendidos derechos. No corres­
ponde. pues, hacer lugar a lo solicitado en el punto 3 1

' del escri­
to de fs. 10. Ra111()11 Plá Bavio. 

Al'TO DEL .J t·Ez E?\ LO CI\'IL Y CO'.\IERCIAL 

Dolores, Mayo 16 de 1929. 

Autos y Vistos; Considerando: 

1 '-' Que desprendiéndose a prima facie ele las pártidas de fs. 
2 y 3 que el domicilio real de doña l\ifariana Bellocq ele Lugea es 
en la ciudad de Nccochea, jurisdicción de este juzgado, art. 89 
del C. Civil, por haber residido allí su esposo hasta el día ele stt 
fallecimiento, ocurrido el día 22 ele Octubre ele 1928. 

2'1 Que la permanencia accidental ele doña l\.Jariana Bellocc¡ 
ele Lugea en un establecimiento ele salud de la Capital F_ecleral,
<_i, objeto ele su asistencia médica, no debe considerarse como su 
clomicilio real ; art. 92 del Código Civil. 

Por estos fundamentos, los concordantes de los escritos ele 
h. 10 y 13 y lo disimesto por los artículos 8 y 784 del Código
ck Prrn.:::edimientoS y 140 del C. Civil, no obstante lo dictaminado
por el seiior Agente Fiscal, corresponde a este juzgado interve­
nir en las actuaciones de insanía ele doña Mariana Bellocq ck
Lugea. En su consecuencia, líbrese exhorto al señor· Juez de
Primera Instancia en lo Civil ele la Capital Federal, doctor l\·Iar­
cc;s A. Figueroa, secretaría doctor Ahel 1\-firanda. para qm.' se
inhih8. de continuar entiendienclo y remita las actuaciones de re-
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Montes de Oca N* 625, segtin se desprende del escrito de fs. 10, 

este Ministerio es de opinién que es el Juzgado Civil de dicha 
Capita' a quien corresponde entender en el juicio de insania mi- 

ciado a la susodicha sefiora, juzgade donde debera presentarse 

el recurrente a hacer valer sus pretendidos derechos. No corres- 

ponde, pues, hacer Jugar a lo solicitado en el punto 3° del eseri- 

to de fs. 10. Ramon Pid Bavio. 

AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

Dolores, Mayo 16 de 1929. 

Autos y Vistos; Considerando: 

1" Que desprendiéndose a prima facie de las partidas de fs. 

2y 3 que el domicilio real de dofia Mariana Bellocq cle Lugea es 

en la ciudad de Necochea, jurisdiccién de este juzgado, art. 89 

det C. Civil, por haber residido allt su esposo hasta el dia de su 
fallecimiento, ecurrido el dia 22 de Octubre de 1928. 

2" Que la permanencia accidental de dofia Mariana Bellocy 

de Lugea en un establecimiento de salud de la Capital Federal, 
a objeto de su asistencia médica, no debe considerarse como su 

domicilio real; art. 92 del Codigo Civil. 

Por estos fundamentos, los concordantes de los escritos de 

fs. 10 y 13 y lo dispuesto por los articulos 8 y 784 del Cédiga 

de Procedimientos y 140 del C. Civil, no obstante lo dictaminado 

por el sefior Agente Fiscal, corresponde a este juzgado interve- 
nir en las actuaciones de insania de dofia Mariana Bellocq cle 

Lugea. [En su consecuencia, librese exhorto al sefior Juez de 

Primera Instancia en lo Civil de Ja Capital Federal, doctor Mar- 

cos A. Figueroa, secretaria doctor Ahel Miranda, para que se 

inhiba de continuar entiendiendo y remita Jas actuaciones de re-
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ferencia, transcribiendo en el exhorto como recaudos las parti• 
das agregadas en autos y demás piezas perti1lentes. Arts. 428 y 
343 del Código de l >rocedimientos en lo Civil y Comercial. Rcp. 
las fojas. - G. l\/únc:: lriyoyc11. - Ante mí: Jl. de J/011astc­
rio, hijo. 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1H30. 

Seii.or Juez: 

Exprtsarnente dispone el artículo 9'1 del �ódigo Civil que 
b mujer viuda conserva el domicilio que tuvo su marido, micn­
lras 110 sr cstable.'::Ca en aira parte. 

De las declaraciones testimoniales de fs. 175, 187 a 192, 
230 a 234, 252 a 256 y 266 vta., resulta probado, a mi juicio, que 
c\oii.a :t\Jariana B. ele Lugea, a raíz de la trágica muerte de su es­
poso y de un hijito, ocurrida en Necochea, vino a establecerse 
con carácter permanente, en la Capital Federal. 

Por estas razones, estoy en un todo de acuerdo con la· opi­
nión vertida a fs. 280 y 281 por el señor Curador provisorio de 
la presunta insana, y considero que U. S. es el Juez competente 
par;:,. entender en el juicio presente. - J-foracio H. Dobrauich. 

AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL 

Buenos Aires, Abril 6 de 1931. 

· Vistos y Considerando:

1'-' �Jne a fs. 7 corre el exhorto del señor Juez de Primera 
Insiancia del Departamento del Sud, Provincia de Buenos .:-\ires, 
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ferencia, transcribiendo en el exhorte como recaudos Jas parti- 

das agregadas en autos y demas piezas pertinentes. Arts. 428 y 

343 del Cédigo de Procedimientos en lo Civil y Comercial. Rep. 
las fojas. — G. Niifies Irigoven. — Ante mi: AY. de Afonuste- 

rto, hijo. 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1930. 

Sefior Juez: 

expresamente dispone el articulo 9° del Codigo Civil que 

la mujer viuda conserva el domicilio que tuvo su marido, inien- 

ras no se establesca en otra parte. 

De tas declaraciones testimoniales de fs. 175, 187 a 192, 
230 a 234, 252 a 256 y 266 vta., resulta prohado, a mi juicio, que 

dotia Mariana B. de Lugea, a raiz de la tragica muerte de su es- 

poso y de un hijito, ocurrida en Necochea, vino a establecerse 

con caracter permanente, en la Capital Federal. 

Por estas razones, estoy en un todo de acuerdo con la opi- 

ntén vertida a fs. 280 y 281 por el sefior curador provisorio de 
Ja presunta insana, y considero que U. S. es el Juez competente 

para entender en el juicio presente. — Horacio H. Dobranich. 

AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL 

Buenos Aires, Abril 6 de 1931. 

‘Wistos y Considerando : 

I* Que a fs. 7 corre el exhorto dei sefior Juez de Primera 

Instancia del Departamento del Sud, Provincia de Buenos Aires,
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promoviendo, a solicitud de don .Leandro Bcllocq contienda ele 
competencia para conocer en el presente juicio de insanía de clu­
i'ia J\'1ariana Bellocq de Lugea. 

2'-' Que como fundamento ele la inhihitor"i::1 se alega que el 
domicilio de la expresada ::;e1Jora de Lugea es en Necochea, el 
mismo que tenía su esposo, clon Pedro :i'viiguel Lugea, ha�ta el 
día ele su fallecimiento. 

3•.> Que como comprobantes de ese hecho se acompalla en 
el exhorto ampliatorio, fs. 35, testimonio de declaraciones pres­
tadas ante el Juez de Paz de N ecochea a petición del interesado, 
tendiente a establecer, entre otras cosas, según el interrogatorio 
transcripto: a), que don Pedro :Miguel Lugea era vecino de N" e­
cochea y que allí vivió, hasta su fallecimiento, con su esposa, 
doña Iviariana Bellocq; y b), que esta señora tuvo algún tras­
torno en su salud a consecuencia de la impresión recibida pur b 
muerte trágica de su esposo e hijo, siendo voz corriente en ti 
vecindario que había perdido el juicio y fué traída a esta ciudad 
por personas de su familia a objeto de prestarle asistencia mé­
dica. 

4\' Que atento lo pedido por el curador provisorio a fs. 85 
y dictámenes ele los ?viinisterios Públicós se dictó e1 auto de L. 
86 recibiendo la incidencia a prueba. 

5'1 Que ante todo cabe reconocer como verdad, y en autos 
nadie le ha negado qt1e don Pedro ld:iguel Lugc,a residió con s11 
familia en Necochea hasta el día <le su muerte; pero como se 
comprende, ello por sí solo no resuelve la contienda planteada 
toda vez que la viuda pudo cambiar de domicilio, derecho que le 
acuerda el art. 90, inc. 9'' del Código Civil, y el cambio, como 

es sabido, se verifica instantáneamente por el mEro hecho de la 

traslación de un lugar a otro, con {mimo de permanecer Lll él. 
:\rt. 97, Código citado. 
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promoyiendo, a solicitud de don Leandro Belloeq contienda de 
competencia para conocer en el presente juicio de imsania de do- 

fia Mariana Bellocq de Lugea, 

2’ Que como fundamento de la inhibitoria se alega que el 

domicilic de ta expresada sefora de Lugea es en Necochea, el 
mismo que tenia su esposo, don Pedro Miguel Lugea, hasta el 

dia de su fallecimiento. 

3" Que como comprobantes de ese hecho se acompaiia en 

el exhorto ampliatorio, fs. 35, testimonio de declaraciones pres- 

tadas ante el Juez de Paz de Necochea a peticien del interesado, 
tendiente a establecer, entre otras cosas, segtin el interrogatorio 

transcripto: a), que don Pedro Miguel Lugea era vecino de Ne- 

cochea y que alli vivid, hasta su fallecimiento, con sti esposa, 

dofia Mariana Bellocq; y b), que esta sefiora tuvo algtin tras- 

torno en su salud a consecuencia de la impresién recibida pur la 
muerte tragica de su esposo e hijo, siendo voz corriente en el 

vecindario que habia perdido ef juicio y fué traida a esta ciudad 

por personas de su familia a objeto de prestarle asistencia mé- 

dica. 

4° @ue atento lo pedido por el] curador provisorio a fs. 85 
y dictamenes cde los Ministerios Publicos se dicto el auto de f: 
86 recibiendo la incidencia a prueha. 

3. 

5* Que ante todo cabe reconocer como verdad, y en autos 

nadie le ha negado que den Pedro Miguel Lugea residid con su 
familia en Necochea hasta el dia de su muerte; pero como se 

comprende, ello por si solo no resuelve la contienda planteada 

toda vez que la viuda pudo cambiar de domicilio, derecho que le 

acuerda el art. 90, ine. 9° def Codigo Civil, y el cambio, como 

es sabido, se verifica instantaneamente por el mero hecho de la 

traslacion de un lugar a otro, con animo de permanecer en él. 

Art. 97, Codigo citado.
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6'·' Que la cuestión a resolver y que sirve para determinar 
la jurisdicción competente a los efectos del juicio de insanía, es 
precisamente ese punto, esto es, si hubo o no cambio de domicilio 
por parte de la señora de Luega. 

7'-' Que concretando el análisis de la prueba acumulada '.d 
hech1: que se indica en el anterior considerando, resulta en pri­
mer término que los testigos Antonio Chapar de Iriarte y don 
Ja,,ie, Iriarte, fs, 175, 187, 188 y 189, presentado por la parte 
inttn:sada en la inhibitoria, deponen de una manera conteste )' 
Gl.ttgúrica: 1'1 que no es cierto que la señora ele Luega fuese 
tra:-ladada a esta Capital por su cuíiaclo don Pedro Cardenau 
inmediatamente después del entiet-ro de su esposo; 2\ que la se­
ñora les manifestó que iba a radicarse en Buenos Aires, y 3'-', 
que cuando tuvieron lugar esas manifestaciones no observaron 
nacb que les hiciera sospechar un trastorno mental en dicha 
persona. 

8'·' Que si bien estos testigos pareciera hallarse en contradic­
ción con lo consignado en. )a escritura testimoniada de fs. 176, 
en n1anto se refiere a las manifestaciones ele la viuda, debe te­
nt'rst: presente que e! contenido ele esa escritura no fué una de­
claración prestada por ellos con las formalidades ele ley, sino más 
bien, como así se desprende del documento mismo, ttn simple 
a�;entimiento hacia los puntos indicados ele antemano y leído por 
d escribano, cuya intención y propósito creyeron, como lo dicen 
al ratificarse a fs. 188 y 189, era sólo justificar que la niña· 
estaba en su poder. 

9'" Que el doctor Barragué a fs. 230 afirma qtte la señora 
de Lugea le elijo que venía. a radicarse en esta Capital

) 
sin haber 

notado en su conversación nada anormal. El señor Solanet, fs. 
232 declara exactamente lo mismo. El señor Navarret, fs. 234, 
expone que la señora lo llamó para ofrecerle el campo en arren­
damiento, diciéndole que hahía venido a radic'arse definitivamen­
te, aquí; y agrega no oh�ervó nada sospechoso en el estado men-
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6" Que la cuestién a resolver y que sirve para determinar 

la jurisciccidn competente a los efectos del juicio de insania, es 

precisamente ese punto, esto es, si hubo o no cambio de domicilio 
por parte de la sefiora de Luega. 

7* Que coneretando el analisis de la prueba acumulaca al 

heche que se indica en el anterior considerando, resulta en pri- 
mer término que los testigos Antonio Chapar de Iriarte y don 
Javier Iriarte, fs. 175, 187, 188 y 189, presentado por la parte 

intercsada en la inhibitoria, deponen de una manera conteste \ 

cateyorica: 1° que no es cierto que la sefiora de Tuega fuese 

trasladada a esta Capital por su cufiado don Pedro Cardenau 

inmediatamente después del entierro de su esposo; 2", que la se- 

fiora les manifest6 que iba a radicarse en Buenos Aires, y 3’, 

que cuando tuvieron lugar esas manifestaciones no ebservaron 
nade que les hiciera sospechar un trastorno mental en dicha 

persona. 

& Que si bien estos testigos pareciera hallarse en contradic- 

cién con lo consignado en. ta escritura testimoniada de is. 176, 

en cuanto se refiere a las manifestaciones de la viuda, debe te- 

nerse presente que e! contenido de esa escritura no fué una de- 

claracién prestada por ellos con las formalidades de ley, sino mas 
bien, camo asi se desprende del documento mismo, un simple 
asentimiento hacia los puntos indicados de antemano y leido por 
el escribano, cuya intencién y propdsito creyeron, como lo dicen 

al ratificarse a fs. 188 y 189, era solo justificar que la nifia 
estaba en su poder. 

9° Oue el doctor Barragué a fs. 230 afirma que Ja sefiora 

de Lugea le dijo que venia a radicarse en esta Capital, sin haber 
notado en su conversacion nada anormal. El sefior Solanet, fs. 

232 declara exactamente lo mismo. E! sefior Navarret, fs. 234, 

expone que la sefiora lo llamé para ofrecerle el campo en arren- 

damiento, diciéndole que habia venido a radicarse definitivamen- 

te, aqui; y agrega no cbservé nada sospechoso en el estado men-
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tal ck ella. A igual conclusión, respecto del cambio ele domicilio. 
conducen· las declaraciones concorclantes ele los seií.ores Sampie­
trG, fs. 252. Iriberri, fs. 253, y Zubillaga, fs. 254 (interrogatorio, 
fs. 244), y finalmente de don Domingo Larre, b. 266. Que la 
tache. de "contradicción" opuesta al testigo Zubillaga dehe re­
chazarse. clescle que la misma no está· autori?ada por nues'tra ley 
proce5al, sin perjuicio de que en caso de haber contradicción, ella 
debería ser apreciada por el Juzgado al hacer el análisi::, de ese 
testimonio según las reglas de la sana crítica. Pero tale� con­
tradicciones -· no señaladas, por lo demás, concretamente -
tampoco existen a juicio del infrascripto. 

10'1 Que por el precedente estudio se ve que la prueha n:n­
dicb por el señor Cardenau, denunciant� de la insanía, es con­
cluyente a los fines de establecer que la señora viuda ele Lug-ca 
rt·solvió cambiar de domicilio a raíz de los acontecimientos pro­
d11ciclos, trasladándose al efecto a esta Capital. 

11 '-' Que verificado el cambio por manifestación cxpre�a ele 
su voluntad. hecha ante diversas personas, en N ecochea y en 
est;:1, Capital, y materializado, por así decirlo, dicho cambio con 
su traslació_n, art. 90, inc. 9" y art. 97, Código Civil, queda 
incuestionablemente demostrada la competencia del infrascripto 
para conocer en el presente juicio ele insania. 

12v Que sin embargo, de lo ,-expuesto, no cabe olvidar qtte 
en el informe médico de fs. 18 se establece que la enfermedad ele 
la seiíora se inició con más de ocho meses de anterioridad a la 
fecha del mismo; y como éste es del 15 de l\'Iayo de 1929. !ns 
trastornos mentales de la presunta insana habrían tenido su ori­
gen o comienzo alrededor del 15 de Septiembre de 1928, es de­
cir, antes del fallecimiento de su esposo e hijo, ocurrido el 22 
de Diciembre del mismo año. Ello se corrobora, además, con el 
informe del Sanatorio Flores, corriente a fs. 201, del que resul­
ta que la señora de L,ugea fué internada en ese establecimiento 
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tal de ella. A igual conclusién, respecto del cambio de domicilto, 
conducen Jas declaraciones concordantes de los sefores Sanpie- 

tre, fs. 252, friberri, fs, 253, y Zubillaga, fs. 254 (interrogatorio, 
fs. 244), y finalmente de don Domingo Larre. fs. 266. Que la 

tacha de “contradiccién™ opuesta al testigo Zubillaga dehe re- 

chazarse. desde que la misma no esta autorizada por nuestra ley 

procesal, sin perjtticio de que en case de haber contradiccién, ella 

deberia ser apreciada por el Juzgado al hacer el analisis de ese 
testimonio segtin las reglas de fa sana critica. Pero tales con- 
tradicciones — no sefialadas, por lo demas, concretarnente — 

tampoco existen a juicio del infrascripto. 

10” Que por el precedente estudio se ve que la prueba ren- 
cida por el sefior Cardenau, denunciante de la insania, es con- 

cluyente a los fines de establecer que !a sefiora viuda de Lugea 

resolvid cambiar de domicilio a raiz de los acontecimientos pro- 

ducidos, trasladandose al efecto a esta Capital. 

11" Que verificado el cambio por manifestaciédn expresa de 

su voluntad, hecha ante diversas personas, en Necochea y cn 

este. Capital, y materializado, por asi degirlo, dicho cambio con 
su traslacion, art. 90, inc. 9° y art. 97, Cédigo Civil, queda 
incuestionablemente demostrada la competencia del infrascripto 

para conocer en el presente jticio de insania. 

12° Que sin embargo, de lo-expuesto, no cabe olvidar que 

en el informe médico de is. 18 se establece que la enfermedad cle 
la sefiora se inicid con mas de oche meses de anterioridad a la 

fecha del mismo; y como éste es del 15 de Mayo de 1929, Ins 
trastornos mentales de la presunta insana habrian tenido su ori- 

gen o comienzo alrededor del 15 de Septiembre de 1928, es de- 
cir, antes del fallecimiento de su esposo e hijo. ocurrido el 22 

de Diciembre del mismo afio. Ello se corrobora, ademas, con e! 

informe del Sanatorio Flores, corriente a fs, 201, del que resul- 

ta que la sefiora de l-ugea fué internada en ese establecimiento
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el 22 de Septiembre de 1928, egresando el 15 de Diciembre del 
mismo afio, y con las posiciones de fs. 11 y 12 absuelta:. por el 
propio doctor Cardenau a fs. 206. 

lJ•.i Que es un hecho cierto, pues, que el proceso mental 
de la 'señora arranca de una fetha anterior a la del trágico 
suceso del 22 ele Dicie111hre de 1928, que lógicamente debió des­
pertar}o de nuevo y aún reagravarlo. Es ('xacto, además, que 
medió un intervalo de tiempo mny ese.aso entre dicho aconte­
cimiento, el traslado de la señora a esta Capital, que tuvo lugar 
t l 2ú de Diciembre de 1928, y su nueva internación en el Ins­
titutc Frenopático producida el 3 de En.ero de 1929. Todas es­
tas circunstancias inducen a pensar que el estado mental ele la
seií.ora no era absolutamente normal en la época en que se des­
arrollaron los hechos 1 que en el caso interesan; pero, ¿ es ello
suficiente para suponer qut.,¡ se hallara privada de la capacidad
necesaria al efecto de expresar válidamente su voluntad ele
cambiar de domicilio? Nada autoriza a pensarlo así, y menos
tratúnclose <le una expresión ele voluntad tan simple como la
de que se trata, para lo que no se requiere por cierto una gran
lucidez inental, y que en las circunstancias porque atravesaba
\;:,, señora debió tomar la fuerza de un deseo casi. im�tintivo.
Otra cosa podría ser si se tratara de juzgar actos ele mayor
trascendencia jurídica. La intención de la señora ele radicar­
se definitivamente aquí, resulta entretanto perfectamente ra­
zonable y verosímil, si se tiene en cuenta los torturantes re­
cuerdos que el lugar de su anterior residencia debía desper­
tarle, como lo había manifestado ella misma a los numerosos
testigos que así lo deponen y a que se ha hecho referencia an­
teriurmentr. No deb� olvidarse, por otra parte, la doctrina que
surge de los arts. 140, 472 y 473 del CódigoCivil.

Por estas consideraciünes y las concorclantes del curador 
provisorio, fs. 280 y 1-finisterios públicos, resuelvo: no hacer 
lugar a la inhihitoria, y mantener en consecuencia la competen-
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el 22 de Septiembre de 1928, egresando el 15 de Diciembre del 
nusmo aio, y con las posiciones de fs. 11 y 12 absueltas por et 

propio doctor Cardenau a fs. 206. 

13% @ue es un hecho cierto, pues, que el proceso mental 

de la sefiora arranca de una fetha anterior a la del tragico 

suceso cel 22 de Diciembre de 1928, que logicamente debid des- 

pertario de nuevo y atm reagravarlo. Es exacto, ademas, que 

medid un intervale de tiempo muy escaso entre dicho aconte- 

cimiento, el traslado de la sefiora a esta Capital, que tuvo lugar 

cl 20 de Diciembre de 1928, y su nueva internacién en el fns- 

titutc Frenopatico producida el 3 de Enero de 1929. Todas es- 
tas cireunstancias inducen a pensar que el estado mental de la 

seflora no era absolutamente normal] en la época en que se des- 

arrollaron los hechos, que en el caso interesan; pero, :es ello 

suficiente para suponer que se hallara privada de la capacidad 

necesaria al efecto de expresar validamente su voluntad de 

cambiar de domicilio? Nada autoriza a pensarlo asi, y menos 

tratandose de una expresién cle voluntad tan simple como la 

de que se trata, para lo que no se requiere por clerto una gran 
lucidez imental, y que en las cireunstancias porque atravesaba 

la sefiora dehid tomar la fuerza de un déseo casi instintivo. 
Otra cosa pedria ser si se tratara dle juzgar actos de mayor 

trascendencia juridica. fa intencion de fa sefora cle radicar- 

se definitivamente aqui, resulta entretanto perfectamente ra- 
zonable y verosimil, si se tiene en cuenta los torturantes re- 

cuerdos que el lugar de su anterior residencia debia desper- 

tarle, como lo habia manifestado ella misma a los uumerosos 

testigos que asi lo deponen y a que se ha hecho referencia an- 

tericrmente. No debe olvidarse, por otra parte, Ja doctrina que 

surge de los arts. 140, 472 y 473 del CodigoCivil. 

Por estas consideraciones y las concordantes del curador 

provisorio, fs. 280 y Ministerios ptblicos, resuelvo: no hacer 

lugar a la inhibitoria, y mantener en consecuencia Ja competen-
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cw. del juzgado. Comuníquese esta resolución por oficio, con 
transcripción ck ella, al señor Juez exhortante, a fin de que 
si nn 1.1 aceptma Sl' digne hacerlo saber para elevar los autos a 
b �upre111a Corte Federal. Notifique por cédula Alvarez y 
Beln': y repóngase las fojas. Téstense las palabras subraya­
da�: ;, lápiz rojo a fs. 271, previniéndose al finnante que debe 
g11ardar t-stilo. - Jor9c Fiy11croa Alcorla. - 1\nte mí: .. Abe! 
J!i'roi1da. 

DICTA;\1EN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 17 de 1931. 

Suprema Corte : 

Conforme a lo que dispone el articulo 9 de la ley 4055, 
corresponde a V. E. dirimir la contienda de competencia tra­
hada entre el señor J ucz en lo Civil de esta Capital Federal y 
el sdiot Juez de igual clase de la ciudad de Dolores, con res­
pectn al juicio de insanía de doña l'viariana Be1locq de Lugca, 
instaurado ante el primero de los mencionados jueces, lo que 
ha 111otivaclo la inhibitoria planteada por el segundo, preten­
ditn<lc que le incumbe el conocimiento de dicho juicio por ra­
zón del don{icilio de la presunta insana. 

De las constancias agregadas-a los autos remitidos a V. E. 
res11lta qne la señora de Lugea vivía con su esposo e hijos en 
l\'ecc,cl1ea, en donde d esposo tuvo constituíclo su domicilio has.­
ta el día en que falleció. no habiéndose suscitado sobre este 
puntu divergencia alguna. No ocurre lo mismo con respecto a 
los hechos posteriores a ese fallecimiento, pues el pariente que 
denunció el fallecimiento en esta Capital Federal pretende que 
k,, presunta insana cambió voluntariamente de domicilio, ma­
nifestando su propósito de radicarse en esta ciudad, mientras 
qne el pariente que requirió del Juez se formalizara la con-

DE JUSTICIA DE LA NACION 289 

cia del juzgado. Comuniquese esta resolucién por oficio, con 

transcripeion de ella, al sefior Juez exhortante, a fin de que 

si no ‘a aceptara se diyne hacerlo saber para elevar los autos a 

lx Suprema Corte Federal. Notifique por cédula Alvarez y 

jeirc y repdngase tas fojas. Téstense las palabras subraya- 
das: 2 Japiz rojo a fs. 271, previniéndose al firmante que debe 

guardar estilo. — Jorge Figueroa Alcorta. — Ante mi: . Abel 

ATirenda, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 17 de 1931. 

Suprema Corte: 

Conforme a Jo que dispone el articulo 9 de la Jey 4055, 
corresponde a VY. E. dirimir la contienda de competencia tra- 

hada entre el sefior Juez en lo Civil de esta Capital Federal y 

el sefor Juez de igual clase de la ciudad de Dolores, con res- 

peeto al juicio de insania de dofia Mariana Bellocqy de J.ugea, 

instaurado ante el primero de los mencionados jueces, lo que 

ha motivado Ja inhibitoria planteada por el segundo, preten- 
diende que le ineumbe el conocimiento de dicho juicio por ra- 

zon del domicilio de la presunta insana. 

De las constancias agregadas-a los autos remitidos a V. E. 

resulta que la sefora de Lugea vivia con su esposo e hijos en 

Neeechea, en donde el espaso tuvo constituido su domicilio has- 

ta el cia en que faflecid, no habiéndose suscitado sobre este 
punte divergencia alguna. No ocurre lo mismo con respecto a 
los hechos posteriores a ese fallecimiento, pues el pariente que 

denuncié ef fallecimiento en esta Capital Federal pretende que 

fe presunta insana cambid voluntariamente de domicilio, ma- 

nifestando su propdsito de radicarse en esta ciudad, mientras 
que el pariente que requirid del Juez se formatizara la con-
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tienda de competencia, sostiene que no se ha producido ese 
cambio y cJue cualquier propósito que en ese sentido hubiera_ 
expresado la señora de Lugea, carecería de valor por su estado 
de insanía. 

Las declaraciones que corren agregadas a fs. 175, 1R7, 188 
y 189, 230, 234, 252, 253 y 252 de los autos seguidos en la 
Capital Federal, demuestran en forma concluyente que la se­
fiara de L,ugea resolvió trasladar su domicilio a esta Capital, 
donde se proponía radicarse. No destruye el mérito de esta 
prueba la circunstancia de que el proceso mental de la expre­
sada señora arrancara de una época anterior ü ese traslado, 
porque no se ha j11stificado que dicho proceso le impidiese ma­
nifestar la intención de vivir en Buenos Aires, a lo que debe 
atE1Klerse primordialmente, conforme a lo que dispone- el art. 
97 del Código CiviL 

En atención a lo expuesto, solicito de V. E. se sir\'a diri­
mir la presente contienda declarando la competencia del señor 
Juez en lo Civil de la Capital Federal para continuar enten­
diendo en el juicio ele msanía de doña Jviarian� Bellocq de 
Lugea. 

Iloracio R. Larrcta. 

FALLO DR LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931 . 

.:\ utas y Vistos: 

Por l9s fundamentos ele! precedente dictamen del señor 
Procurador General, de acuerdo con lo prescripto en los ar­
tículos 90, inciso 91

' l1ltimo apartado y 97 del Código Civil. y 
atento lo que resulta ele las declaracicnes corrientes ·a fs. 175, 
187, 188, l 89, 230, 234, 252, 253 y 254, se resuelve que el 
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tienda de competencia, sostiene que no se ha producido ese 

cambio y que cualquier propdsito que en ese sentido hubiera 

expresado Ja sefiora de Lugea, careceria de valor por su estado 

de insania. 

Las declaraciones que corren agregadas a fs. 175, 187, 188 

y 189, 230, 234, 252, 253 y 252 de los autos seguidos en la 

Capital Federal, demuestran en forma concluyente que la se- 

fiora de Lugea resolvid trasladar su domicilio a esta Capital, 
donde se proponia radicarse. No destruye el mérito de esta 

prueba la circunstancia de que el proceso mental de la expre- 

sada sefiora arrancara de una época anterior & ese traslada, 

porque no se ha justificado que dicho proceso le impidiese ma- 

nifestar la intencion de vivir en Buenos Aires, a lo que debe 

atenderse primordialmente, conforme a lo que dispone el art. 

97 del Cédigo Civil. 

En atencién a lo expuesto, solicito de V. E. se sirva diri- 
mir la presente contienda declarando la competencia del sefor 

Juez en lo Civil de la Capital Federal para continuar enten- 
diendo en el juicio de insania de dofta Mariana Bellocq de 
Lugea. 

Horacio R. Lurrete. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Autes y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen det sefor 

Procurador General, de acuerdo con lo prescripto en los ar- 

ticulos 90, inciso 9" Ultimo apartado y 97 del Cédigo Civil, y 
atento lo que resulta de las declaracicnes corrientes ‘a fs. 175, 

187, 188, 189, 230, 234, 252, 253 y 254, se resuelve que el
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cunccimiento ele esta causa corresponde al sefíor Juez en lo Ci­
Yil de la Capital Federal. 

En su mérito remítanse estas actuaciones al seiior Juez en 
lo Civil de la Capital Federal, doctor Jorge Figueroa Akorta. 
d{rnclnst avis.o en ia forma de estilo al sefíur J ue7, de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial· del Departamento del Sud rk 
la Jlrovincia de Buenos Aires, doctor N úñez Irigoyen. Repón­
gase el papel. 

ROBERTO REPETTO. R. GL' /1)() 

LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

Don Jos{' Pi'rctti y Co111pai1Ía rn11tra Henry No.fer, J)or dc_frau­
darión. CoJ1tic11da de com/iefc11cia. 

S'u111ario: Es _juez competente para conocer en una causa por 
dd raudación, el del lugar en que lo-; hechos incriminados 
se han producido. 

Ca.rn: Lo explican las piezas siguientes: 

Al'TO DEL J tT!�Z DE INSTRUCClÓN ( fs. 74_) 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1930. 

Téngase a José Stemgardt como parte querellante en esta 
causa en reprC'sentación de la firma José Peretti y Cía., y por 
constituído su domicilio legal, quedando sometido a la jurisdic­
ción de este Juzgado - art. 172, C. de P. Criminal - declárase 
cc1.11petente este Juzgado para seguir entendiendo en las substan­
ciaciones del proceso. Cúmplase el art. 206 del Código citado 
y vudva. - 1H ore 110. - Ante mí: l. 111. Padró.
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conccimiento de esta causa corresponde al sefior Juez en lo Ci- 
vil de la Capital Federal. 

En su mérito remitanse estas actuaciones al sefior Juez en 

lo Civil de la Capital Federal, doctor Jorge Figueroa Alcorta. 

dandose aviso en la forma de estilo al sefier Juez de Primera 

Instancia en Jo Civil y Comercial del Departamento del Sud de 

la Provincia de Buenos Aires, doctor Nafiez Irigoyen. Repdon- 
gase ¢] papel. 

Roperto Rererro. R. Guipo 

LAVALLE, — ANTONIO SAGARNA. 

Den José Peretti y Compaiia contra Henry Nefer, por defrau- 
dacidn, Contienda de competencia. 

Sumario: Es juez competente para conocer en una causa por 

defraudacién, el del Iugar en que los hechos ineriminados 
se han producido. 

Caso: Lo expliean fas piezas siguientes; 

AUTO DEL JUEZ DE INSTRUCCION (fs. 74) 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1980. 

‘Téngase a José Stemgardt como parte querellante en esta 

causa en representacién de la firma José Peretti y Cia., y por 

constitvide su domicilio legal, quedando sometido a la jurisdic- 
cion de este Juzgado — art. 172, C. de P. Criminal — declarase 
cempetente este Juzgado para seguir entendiendo en las substan- 

claciones del proceso. Ctimplase ef art. 206 del Cédigo citado 

y vuelva. — Moreno. — Ante mi: J. M. Padre.  
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ACTO DEL Jl'EZ DE TNSTRl1CClÓN 

Rosario, Mayo H de 1931. 

:\utos y Vistos: 

Los caratulados ''Nofer Henry. Incidente ele incompetencia. 
Exp. N'·' 865'', y del que resulta: 

Que a fojas 1 el señor Henry Nofer se presenta ante este 
Juzgado de [n::,trucción de la Primera Nominación, expresando 
que en el Juzgado de sentelicia de la Primera Nominación, Secre­
taría 1 '\ se ha recibido 1111 exhorto del señor Juez ele I nstntc­
ción doctor /\rtemio _f\tforeno, donde se dispone su comparendo 

para prestar declaración indagatoria en la denuncia que por 
defraudación han promovido los ·señores José Peretti y Cía.; 

deja relatados los hechos e invoca que, para el caso de exislir 
delito, es el tribunal ante el que se presenta el competente y 
solicita en definitiva se plantee el incidente de inhibitoria. Oído 
el :Ministerio Fiscal, se dispone la apertura a prueba, rindién­
dose la de fojas 8, copia del escrito de demanda ele fojas 18 y 
las demás ohrantes en autos. A fojas 30 el señor :\gent{' Fis­

cal doctor .-\halos, dictamina sobre la competencia de los tri­
bunales de esta ciudad cuya opinión mantiene en su última yjsta. 
Se agrega el juicio civil N\' 427 del Juzgado Civil de la 5JJ Ko­
minación 1 como así también un nuevo exhorto reitcratorio y en 
el que el sefíor Juez de Instrucción, doctor Rinesi, ordenr') la 
detención de Henry Nofer y su acumulación al presente. 

Y Considerando : 

l '1 Que surge del escrito de quereHa que en copia nhra a 
fojas 18, remitido a solicitud del Juzgado, que ante el señor 
Juez de Instrucción ele la Capital Federal doctor Artemio I\ío-
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AUTO DEL FUEZ DE INSTRUCCION 

Rosario, Mayo 9 de 1931. 

Autos y Vistes: 

os caratulados *"Nofer Henry. Incidente de incompetencia. 
Exp. N* 865", y de! que resulta: 

Que a fojas 1 el sefior Henry Nofer se presenta ante este 
Juzgado de [nstruccién de la Primera Nominacién, expresando 
que en el Juzgado cde sentencia de la Primera Nominacion, Secre- 

taria [*, se ha recibido un exhorto del seftor Juez de Instruc- 

cidn doctor Artemio Moreno, donde se dispone su comparenda 
para prestar cdeclaraci6n indagatoria en la denuncia que por 

defraudacién han promovido los ‘sefiores José Peretti y Cia.; 

deja relatacdos los hechos e invoca que, para el caso de existir 

delito, es el tribunal ante el que se presenta el competente y 
solicita en definitiva se plantee el incidente de inhibitoria. Oido 

el Ministerio Fiscal, se dispone Ja apertura a prueba, rindién- 

dose la de fojas 8, copia del escrito de demanda de fojas 18 y 

las demas ohrantes en attos. A fojas 30 el sefior Agente Fis- 

cal dector Abalos, dictamina sobre la competencia de los tri- 

bunales de esta ciudad cuya opiniédn mantiene en su altima vista. 
Se agrega el juicio civil N* 427 del Juzgado Civil de la 5* No- 

minacién, como asi también un nuevo exhorto reiteratorio y en 
el que el sefior Juez de Instruccién, doctor Rinesi, ordend ka 

detencion de Henry Nofer y su acumulacion al presente. 

Y Considerando: 

I" Que surge del escrito de quere!la que en copia obra a 

fojas 18, remitido a solicitud del Juzgade, que ante el sefier 

Juez de Instruccién de la Capital Federal doctor Artemio Mo-
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reno, el procurador José Steingardt radica acusación en repre­
�;entación de la firma José Peretti y Cía., por defraudación con­
tra ,Henry Nofer por las razones ele hecho y de derecho r¡ne 
ampliamente se relacionan. 

Nace de ello la apropiación i1egítima de una suma de di­
nero, en provecho del querellado, cuyo cobro He le ehcomencló 
en esta Capital. de clientes aquí radicados, y a entregarse en 
las oficinas de sus mandantes calle Bartolomé l\1itre núme1·0 1850 
ele la Capital Federal. 

2<J Que de los reec'lttdos recibidos por la vía correspondien­
te, según lo estatuido en el artículo 196 de1 Código de Procecli-­
mientos· en lo Criminal, al dispotierse por el Juez exhortante la 
detención ele He'nry Nofer (ver expediente número 395), y lo 
relacionado en el escrito de querella, armonizando todo Cón las 
pruebas rendidas, aparece incuestionable, no sólo la competencia 
del señor juez doctor :Moreno, sino .tan1bién la legalidad de la 
detención dispuesta por el señor juez ele Instrucción doctor Ri­
nes1. 

39 Que si bien es cierto que Henry Nofet, por delegación 
de la firma social José Peretti y Cía. de la Capital Federal, rea­
lizó cobranza de documentos en esta ciudad, corno actividad lí­
cita, no lo es mei1os que su obligación era ele entregar a sus 
mandantes, en sus oficinas, lo percibido. Aparece ello. de la 
documental a que alude el querellante y las copias de fojas 
42 a 44. 

No lo ha hecho así; ha mediado una aprenSión material con 
el propósito de hacerse dueño; ha dispuesto, en una palabra. 
en provecho propio de lo que no le correspondía y que legal­
mente estaba obligado a entregar. Tal es el concepto de la de­
fraudación. 

41
' La circunstancia ele que el cobro y entrega de documen­

tos se realizó en esta ciudad, no implica la competencia de los 
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renc, el procurador José Steingardt radica acusacién en repre- 

sentacion de la firma José Peretti y Cia., por defraudacion con- 

tra Henry Nofer por las razones cle hecho y de derecho que 
ampliamente se relacionan. 

Nace de ello la apropiacion ilegitima de una suma de di- 
nero, en provecho del querellado, cuye cobro se le encomendd 

en esta Capital, de clientes aqui radicados, y a entregarse en 

las oficinas de sus mandantes calle Bartolomé Mitre nimero 1850 
de la Capital Federal. 

2° Que de los recaudos recibidos por la via correspondien- 

te, segtin lo estatuido en el articulo 196 del Cédigo de Procedi- 
mientos en fo Criminal, al disponerse por el Juez exhortante la 

detencién de Henry Nofer (ver expediente nimero 395), y to 

relacionada en el escrito de querella, armonizando todo con fas 
pruebas rendidas, aparece incuestionable, no sdlo la competencia 

del sefior juez doctor Moreno, sino también la legalidad de la 

detencién dispuesta por el sefior juez de Instruccién, doctor Ri- 

nest. 

3° Que si bien es cierto que Henry Nofer, por delegacién 

de la firma social José Peretti y Cia. de la Capital Federal, rea- 
liz6 cobranza de documentos en esta ciudad, como actividad |i- 

cita, no lo es menos que st obligacién era de entregar a sus 
mandantes, en sus oficinas, lo percibido. Aparece ello. de la 

documental a que alude el querellante y las copias de fojas 

42 a 44. 

No to ha hecho asi; ha mediado una aprension material con 

el propdsito de hacerse duefio; ha dispuesto, en una palabra, 

en provecho propio de lo que no le correspondia y que legal- 

mente estaba obligado a entregar. Tal es el concepto de la ce- 

fraudacion. 

4° La circunstancia de que el cobro y entrega de documen- 

tos se realizé en esta ciudad, no implica la competencia de los
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jueces del Rosario para intervenir en la defraudación, la que se 
ha consumado en la Capital Federal. 

El lesi011ado patrimonial ( razón social José Peretti y Cía.), 
estipuló el cumplimiento del mandato, en sus oficinas. Había 
!;:,, ohligación de entregar allí lo percibido. Henry Nofer no lo hi­
zo. Tal p,roceder importa una omisión dclictuosa. Ello señala la 
compL'tencia del señor jtlez exhortante. 

Por lo que, Resuelvo: a) Desechar la articulación, que por 
vía de inhibitoria, pretende Henry ·Nofer que el tribunal plan­
tee al señor juez doctor Artcmio lVIoreno. 

h) . Dec1ara, en consecuen�ia ,la pertinencia de la requisito­
ria Y, estando detenido el requerido, según oficio ele fojas 7, 
del expediente número 395, ponerlo a disposición del juez doc­
tor :i\Toreno, con las actuaciones pertinentes. 

c) I-:Iacer conocer en el día esta resolución, si fuere con­
sentida, al señor juez E'xhortante, con copia íntegra, y oficiar 
a la jefatura de policía a los fines de la entrega del requerido. 
Notifíquese e insértese. -.... Euú/.io R. Tasada. - Ante mí: P .

.l. Tiscornia, 

RESOTXCJÓN DE LA c.\i\-IARA DE APELACIQNgS 

Rosario, Junio 3 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Para resolver los caratulados ''Henry Nofer". Incidente 
sobre competencia; y 

Consic\era11clo : 

Consta ele las presentes actuaciones que Henry Nofer, con­
cesionario ele los señores José Peretti y Cía., para la venta de 
automóviles en la provincia, tenía su domicilio en esta ciudad, 
sede principal ele sus actividades mercantiles, 
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jueces cel Rosario para intervenir en la defraudacién, la que se 

ha consumado en la Capital Federal. 

E] Jesionado patrimonial (razon social José Peretti y Cia.), 
estipuld el cumplimiento del mandato, en sus oficinas. Habia 

la obligacion de entregar alli lo percibido. Henry Nofer no lo hi- 
ze. Tal proceder importa una omsidn delictnosa, Ello sefiala la 
competencia del sefior juez exhortante. 

Por lo que, Resuelvo: a) Desechar la articulacién, que por 

via de inhibitoria, pretende Henry Nofer que el tribunal plan- 
tec al sefior juez doctor Artemio Moreno. 

bh) Dec'ara, en consecuencia la pertinencia de la requisito- 
ria vy estando detenido el requerido, segtin oficio de fojas 7, 

del expediente ntimero 395, ponerlo a disposicién del juez doc- 

tor Moreno, con las actuaciones pertinentes. 

¢) Hacer conocer en el dia esta resoluciOn, si fuere con- 

sentida, al sefior juez exhortante, con copia integra, y oficiar 
ala jefatura de policia a los fines de la entrega del requericlo. 
Notifiquese e insértese. -- Eanittio R. Tasada. — Ante mi: P. 
J. Tiscornia, 

RESOLUCION DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Rosario, Junio 3 de 19381. 

Autos y Vistos: 

Para resolver los caratulados “Henry Nofer’. Incidente 

sobre competencia; y 

Considerando: 

Consta de las presentes actuaciones que Henry Nofer, con- 

cesionario de los sefiores José Peretti y Cia., para Ja venta de 

automoviles en la provincia, tenia st domicilio en esta citdad, 

sede principal de sus actividades mercantiles.
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De las probanzas remitidas por el señor Juez de Instruc­
ción doctor Artunio lvf areno y demás producidas, no emerge 
fehacientemente que el procesado, tanto en lo atinente a las ope­
raciones de venta de automóviles como en Jo relativo al cobro 
de documentos encomendado, tuviera obligación de rendir cuen­
ta y cntrégar lo percibido en la Capital Federal. 

Que, ele con siguiente, dado lo dispuesto por los ai-ts. 74 del 
Código ele Comercio y 747 del Código Civil, debe admitirse que 
ti cumplimiento de las predichas obligaci01ies es en esta ciudad. 

Por tanto, no surte el fuero de la justicia ordinaria de la 
Capital Federal, desde que en el supuesto de que mecliarn la 
apropiación indebida de -fondos que se imputa a Nofer, la pu­
testad de juzgar lo incumbe a los de la z,i Circunscripción Ju­
dicial de la provincia de Santa .Fe, atendiendo al lugar en que 
el delito se hahría cornmmado (" fontm gestae administi-ationis") . 

. Por tanto y hmdamentos del dictamen que antecede del 
:-.efmr Fiscal de Cámara: Se revoca el pronunciamiento de fs. 
52 del señor Juez de Instrucción, dfclarando su competencia 
en esta causa y ordenando que bajen a sus efctos estas actua­
ciones. Hágase saber y hajen. - S�ánchcz Gra11d. --- Trilla. -
García Calderón. -- Ante mí: Horario Lassaga . 

.Al-1TO DEL JUEZ DE INSTRUCCIÓN 

Rosario, Junio 6 de 1931. 

Por devuelto, atento lo resuelto· por la Excma. Cámara, ex­
hórtese al señor Juez doctor Arte111io lviorena haciéndole conocer 
dicha resolución y solicitando envíe los antecedentes necesarios 
para su proceso, ordénese la inmediata libertad del detenido Nofer 
hasta tanto sea diligenciado dicho exhorto, por ahora, y sin per­
juicio ele ulterioridades ele la causa. - Tasada. -- Ante mí: P.

J. Tiscornia.
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De fas probanzas remitidas por el sefior Juez de Instruc- 

cin doctor Artemio Moreno y demas producidas, no emerge 

fehacientemente que el procesado, tanto en lo atinente a las ope- 

raciones de venta de automodviles como en lo relativo al cobro 

de documentos encomendado, tuviera obligacién de réndir cuen- 
ta y entrégar lo percibido en la Capital Federal. 

Que, de consiguiente, dado lo dispuesto por fos arts. 74 del 

Cédigo de Comercio y 747 del Cédigo Civil, debe adimitirse que 
el cumplimiento de las predichas obligaciories es en esta ciudad. 

Por tanto, no surte el fuero de la justicia ordinaria de la 

Capital Federal, desde que en el supuesto de que mediara ta 

apropiacion indebida de fonclos que se imputa a Nofer, la po- 

testad de juzgar lo incumbe a los de la 2? Circunscripcién Ju- 
dicia! de fa provincia de Santa Fe, atendiendo al lugar en que 

el delito se habria consumado (‘forum gestae administrationis”’ ), 

.Por tanto y fundamentos del dictamen que antecede del 

sehor Fiscal de Camara: Se revoca el pronunciamiento de fs. 

52 del sefior Juez de Instruccién, declarando su competencia 

en esta causa y oerdenando que bajen a sus efctos estas actua- 
ciones. Hagase saber y bajen. — Sdaches Granel. —- Trilla, — 

Garcia Calderén. — Ante mi: Horacic Lassaga, 

AUTO DEL JUEZ DE INSTRUCCION 

Rosario, Junio 6 de 1981. 

Por devuelto, atento lo resuelto: por la Excma. Camara, ex- 

hartese al sefior Juez doctor Artemio Morena haciéndole conocer 
dicha resoluci6n y solicitande envie los antecedlentes necesarios 

para su proceso, ordénese la inmediata libertad del detenido Nofer 

hasta tanto sea diligenciado dicho exhorto, por ahora, y sin per- 

juicio de ulterioridades de la causa. — Tasada. — Ante mi: P. 

J. Tiscornia,
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AUTO 

Rosario, Junio 6 de 1931. 

. \mpliando el decreto que antecede, invítese al señor J t.tez 
doctor Artemio fdoreno para que en caso de disconformidad re­
mit2, los antecedentes a la Suprema Corte para que dirima la con­
tienda de competencia. -- Tasada. - Ante mí: F. J. Tiscor11ia.

AOTO DF.L JUEZ DE INSTRUCCIÓN 

Buenos Aires, Agosto 18 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Habiéndose declarado competente este J uzgadQ por decreto 
ele fs. 74, para entender en la substanciación del presente suma­
rio, e-n atención a- los términos del oficio del señor Juez de Ins­
trucción de la 21

•' Nominación de Rosario de Santa Fe, dáse por 
planteada la cuestión de competencia, elevándose los autos a la 
Suprema Corte ele Justicia, para que la dirima, conforme a lo 
que prescribe el art. 45 del Código de Procedimientos en lo Cri­
minal. Hágase saber. - ArfeJnio 1Vlorc110. - Ante mí: J. JlI. 
Padró. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL. 

Buenos AÜ'es, Septiembre 19 de 1931. 

Suprema Corte : 

Con arreglo a lo que establece el artículo 99 de la ley 4055, 
corresponde a V. E. dirimir la presente contienda ele competen-
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AUTO 

Rosario, Junio 6 de 1931. 

Ampliando el decreto que antecede, invitese al sefior Juez 

doctor Artemio Moreno para que en caso de disconformidad re- 

mita los antecedentes a la Suprema Corte para que dirima la con- 

tienda de competencia. — Tosada, — Ante mi: FP. J. Tiscornia. 

AUTO DEL JUEZ DE INSTRUCCION 

Buenos Aires, Agosto 18 de 1981. 

Autos y Vistos: 

Habiéndose declarado competente este Juzgado por decreto 

de fs. 74, para entender en la substanciacién del presente suma- 

ria, en atencién a los términos del oficio del sefior Juez de Ins- 

truccién de la 2" Nominacién de Rosario de Santa Fe, dase por 

planteada la cuestidn de competencia, elevandose Jos autos a la 
Suprema Corte de Justicia, para que la dirima, conforme a lo 

que prescribe el art. 45 del Codigo de Procedimientes en lo Cri- 
minal. Hagase saber. — Artemio Moreno. — Ante mi: J. M. 
Padro, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL. 

Buenos Aires, Septiembre 19 de 1931. 

Suprema Corte: 

Con arreglo a lo que establece el articulo 9° de la ley 4055, 
corresponde a V. FE. dirimir la presente contienda de competen-
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cia trabada entre el señor Juez ele Instrucción ele la Capital.Fe­
deral y el sefior Juez de igual clase de la ciudad ele Rosario con 
motivo <Je la querella promovida, ante el primero de dichos jue­
ces, por José Peretti y Cía., acusando de defraudación a Henry 
Nofer, lo que ha dado lugar a la inhibitoria planteada por el se­
gundo ele los mencionados jueces. 

Para resolver la cuestión jurisdiccional propuesta se requie­
re determinar cuál es el lugar en que los hechos incriminados se 
han producido, dado que el principio qu� rige la materia es que 
el lugar del delito señala la competencia de los tribunales qlle 
han de juzgarló, de acuerdo con lo que prescribe el art. 102 ele 
la Constitución. 

De las actuaciones remitidas a V. E. se desprende que los 
hechos delictuosos imputados a No fer se habrían conietido en 
la ciudad de Rosario, que es el lugar donde el acusado tiene el 
centro de sus actividades comerciales. y donde debieron realizar­
se las operaciones de venta de automóviles y cohro de los docu­
mentos entregados por los querellantes, con motivo ele las cuales 
se perpetró, según los mismos querellantes, la defraudación efec­
tuada en su perjuicio. 

En atención a lo expuesto y conforme a la doctrina estable­
cida por V. E. en la resolución de fecha 8 ele Junio del corriente 
año, causa 1Jor defraudación contra Belisario García, pido se 
declare que corresponde entender en las actuaciones elevadas a 
esta Corte Suprema, al señor J ttez de Instrucción de lá ciudad 
de Rosario. 

Hol'ac-io R. Larrcta. 
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cia trabada entre ef sefior Juez de Instruccién de la Capital Fe- 
deral y ef sefior Juez de igual clase de la ciudad de Rosario con 

motivo de la querella promovida, ante e] primero de dichos jue- 

ces, por José Peretti y Cia. acusando de defraudacion a Henry 

Nofer, lo que ha dado tugar a la inhibitoria planteada por el se- 

gundo de los mencionados jueces. 

Para resolver la cuestiOn jurisdiccional propuesta se requie- 
re determinar cual es el lugar en que los hechos incriminados se 
han producido, dado que el principio que rige la materia es que 

el lugar del delito sefiala la competencia de los tribunales que 
han de juzgarlo, de acuerdo con Jo que prescribe el art. 102 de 

Ja Constitucion. 

De las actuaciones remitidas a V. E. se desprende que los 
hechos delictttosos imputados a Nofer se habrian cometido en 

la ciudad de Rosario, que es el lugar donde el acusado tiene el 
centro de sus actividades comerciales y donde debieron realizar- 

se las operaciones de venta de automoviles y cobro cde los docu- 

mentos entregados por los querellantes, con motivo de las cuales 
se perpetrd, segtin los mismos querellantes, ta defraudacién etec- 

tuada en stt perjuicio, 

En atencion a lo expuesto y conforme a Ja doctrina estable- 

cida por V. E. en fa resolucién de fecha 8 de Junio del corriente 

afic, causa por defraudacion contra Belisario Garcia, pido se 
declare que corresponde entender en las actuaciones elevadas a 

esta Corte Suprema, al séfior Juez de Instruccion de la ciudad 

de Rosario. 
Horacio R. Larreta,
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FALLO DE LA CORTE SUPRE:MA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Los ele contienda de competencia por inhihitÜri�{ trahada en­
tre un Juez ele Instrucción ele esta Capital y otro de igual clase 
de Rosario de Santa Fe; para conocer en la causa por defrauda­
ción :--t:guida por "José Peretti i Cía." contra Henry Hofer; y 

Considerando: 

Que de las actuaciones del caso resulta que los querellantes 
comisionaron al acusado para que realizara por cuenta de los 
mismos. en Rosario de Santa Fe, la venta de automóviles y el 
cobro de documentos, operaciones que se dicen realizadas y ele 
las que el comisionado no rindió las cuentas. correspondientes, 
dando ello origen a la querella por defraudación de que se trata 
y respecto de-cuyo juzgamiento se atribuyen competencia uno y 
otro de los jueces en contienda por considerar que el delito se 
habría cometido en sus respectivas jurisdicciones. 

Que planteada en esos términos la cuestión jurisclicciónal 
propuesta

1 
es evidente que para dirimirla se requiere la determi­

nación d�_l lugar en que los ·hechos incriminados se han prodl1cido, 
atento a que el lugar del delito es la fuente primera ele la juris­
dicción en materia criminal (Fallos: 'I'omo 24, pág. 450), que 
las leyes de jurisdicción son ele orden público, que la jurisdicción 
criminal es territorial e improrrogable ( Código de Procedimien­
tos en lo Criminal, art. 19; Fallos: Tomo 98, pág. 154; tomo 
152

1 
pág. 62), y que el lugar del delito determina la competen­

cia de los jueces que han de juzgarlo. 

Que el delito de defraudación atribuído al prevenido consis-
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia por inhibitoria trabada en- 

tre un Juez de Instruccion de esta Capital y otro de igual clase 
de Rosario de Santa Fe; para conocer en la causa por defrauda- 
cién seguida por “José Peretti y Cia.” contra Henry Hofer; y 

Considerando: 

Que de las actuaciones del caso resulta que los querellantes 
comisionaron al acusado para que realizara por cuenta de fos 
mismos, en Rosario de Santa Fe, la venta de automoviles y el 
cobra de documentos, operaciones que se dicen realizadas y de 

las que el comisionado no rindid las cuentas. correspondientes, 
dando ello origen a la querella por defraudacién de que se trata 
y respecto de-cuyo juzgamiento se atribuyen competencia uno y 

otro de los jueces en contienda por considerar que el delito se 
habria cometido en sus respectivas jurisdicciones. 

Que planteada en esos términos la cuestién jurisdiccienal 
propuesta, es evidente que para dirimirla se requiere la determi- 

nacion del lugar en que los‘hechos incriminados se han producido, 

atente a que el lugar del delito es la fuente primera de la juris- 
diccién en materia criminal (Fallos: Tomo 24, pag. 450), que 

las leyes de juriscicciédn son de orden ptiblico, que la jurisdiccién 

criminal es territorial e improrrogable (Codigo de Procedimien- 
tos en Jo Criminal, art. 19; Fallos: Tomo 98, pag. 154; tomo 

152, pag. 62), y que el lugar del delito determina la competen- 

cia de los jueces que han de juzgarlo. 

Que el delito de defraudacion atribuido al prevenido consis-
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tirícf en haberse apropiado las sumas obtenidas por las opei-a­
ciones que le fueron encomendadas por los querellantes, y ese 
acto de apoderamiento indebido se habría realizado en Rosario, 
donde se efectuaron dichas operaciones y que es el domicilio in­
discutido del procesado, según se desprende de los propios tér­
minos del escrito de denuncia y demás actuaciones de la cansa. 
Es, ·pues, evidente que el juzgamiento del caso corresponde :,11 
Juez de Instrucción de la ciudad de R·osario, de acuerdo con las 
disposiciones legales citadas y la constante jurisprudencia ele esta, 
Corte (Fallos: Tomo 88, pág. 96: Tomo 109, pág. 279; Tomo 
119, pág. 56; Tomo 121. pág. 295; Tomo 123, pág. 366. entre 
otros) 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el seiíor 
Procurador General, se clec!ara que el Juez competente en el ca­
so es el de Rosario de Santa Fe, a quien en consecuencia se re­
mitirán los autos, avisándose al de la Capital. en la form::t de 
estilo. 

J. FIGUEROA ALcoRTA. - RoHER'to
REPETTO. - R. Gurno LAVALI.E. 

- ANTONIO SAGARNA. - JuLIAN
v. PERA.

NOTAS 

Con fecha nueve de Septiembre de mil novecientos treinta 
y uno, no se hizo lugar a la queja., deducida por clan Antonio
Fondevila, hijo, en los autos "Frin, .t-\ugüsto Simón c. Sancet ele 
Fondevila, Evarista", sobre cobro ele pesos, por aparecer de la 
pr,opia .exposición del recurrente, que las cuestiones debatidas
habían sido resueltas por aplicación e interpretación de precep­
tos de derecho común, ajenos al recurso extraordinario· ele acuer-
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tiria en haberse apropiado las sumas obtenidas por las opera- 

ciones que le fueron encomendadas por los querellantes, y ese 

acto de apoderamiento indehido se habria realizado en Resario, 

donde se efectuaron dichas operaciones y que es el domicilio in- 

discutido del procesado, segiin se desprende de los propios tér- 

minos del escrito de denuncia y demas actuaciones de la causa. 
Es, pues, evidente que el juzgamiento del caso corresponde al 

Juez de Instruccién de la ciudad de Rosario, de acuerdo con Jas 

disposiciones legales citadas y Ja constante jurisprudencia de esta: 
Corte (Fallos: Tomo 88, pag. 96: Tomo 109, pag. 279; Tomo 
119, pag. 56; Tomo 121. pag. 295; Tomo 123, pag. 366. entre 
otros ) 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el sefiar 

Procurador General, se declara que ef Juez competente en el ca- 

so es el de Rosario de Santa Fe, a quien en consectiencia se re- 
mitiran los autos, avisandose al de la Capital en la forma de 
estilo. 

J. Ficuerea ALCcorTA. — Rozertro 

Reretro. — R. Guipo Lavauie. 
— ANTONIO SAGARNA, — JuLxAN 

V. PERa. 

NOTAS 

Con fecha nueve de Septiembre de mil novecientos treinta 

y uno, no se hizo lugar a la queja deducida por don Antonio 

Fondevila, hijo, en jos autos “Frin, Augusto Simoén c. Sancet de 

Fondevila, Evarista”, sobre cobro de pesos, por aparecer de Ja 

propia exposicién de! recurrente, que las cuestiones debatidas 
habian sido resueltas por aplicacién e interpretacién de precep- 

tos de derecho comtin, ajenos al recurso extraordinario de acuer-
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do cou lo (}Ue dispone en la últimfl, parte el artículo 15 ele la 
ley número 48. 

�n la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu� 
cicla por don Pablo Federico Trouillet en autos con los se�ores 
Zimmermann, García y Cía., sobre indemnización por accidente 
del trabajo, por tratarse en el caso, de la interpretación ele una 
ley de carácter común, como es la ele ''Accidente ele Trabajo, 
número 9688", que ha siclo dictada por el Congreso en ejercicio 
de la faCultacl conferida por el art. 67, inciso 11 de la Cons­
titución Nacional y, como tal, su aplicación por los tribunales lo­
calé no puede dar ocasión al recurso extraordinario creado por 
el art. 14 ele la ley número 48. 

Con fecha 9 de Septiembre de 1931, fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia dictáda por la Cámara Federal de 
Apelación del Paraná, la que condenó a Juan Antonio Olivera a 
sufrir la pena de diez y ocho años de reclusión, costas y ·acce­
sorías legales, en vez ele la ele prisión perpetua que le fuera im­
puesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional de I'disiones, 
como autor del delito ele homicidio perpetrado en la persona de 
Eusebio Aquino � día 31 ele Dicinnbre de 1927, en Homplancl 
Norte, Departamento ele Itacaruaré, jurisdicción del expresado 
territorio. 

En la misma fecha se declaró improcedente la queja deduci­
da por Arturo Teissaire - habeas corpus -- -ele conformidacl 
con los fundamentos del dictamen del Procurador General, dado 
que no se había debatido en la causa derecho o privilegio alguno 
fundado en una cláusula constitucional o legal, en las condicip­
nes de habilitar a la Corte Suprema, para ·ejercer su jurisdicción 
ele apelación, dentro ele las limitaciones a que está sujeta con 

300 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

do con lo que dispone en la altima parte el articulo 15 de la 

ley nimero 48. 

En la misma fecha se declaré improcedente la queja dedu- 

cida por don Pablo Federico Trouillet en autos con los sefiores 

Zimmermann, Garcia y Cia., sobre indemnizacién por accidente 

del trabajo, por tratarse en ef caso, de la interpretacién de una 

ley de caracter comin, como es la de “Accidente de Trabajo, 
ntiimero 9688", que ha sido dictada por el Congreso en ejercicio 

de la facultad conferida por el art. 67, incisa 11 de la Cons- 
titucion Nacional y, como tal, su aplicacién por los tribunales jo- 

cales no puece dar oeasién al recurso extraordinario creado por 

el art. 14 de la ley ntimero 48. 

Con fecha 9 de Septiembre de 1931, fué confirmada por la 

Corte Suprema la sentencia dictada por la Camara Federal de 

Apelacion del Parana, la que condené a Juan Antonio Olivera a 

sufrir la pena de diez y ocho afios de reclusidn, costas y “acce- 

sorias Jegales, en vez de la de prision perpetua que le fuera im- 

ptiesta por el Juez Letrado det Territorio Nacienal de Misiones, 

como autor del delito de homicidio perpetrado en la persona de 

Eusebio Aquino @ dia 31 de Diciembre de 1927, en Bompland 
Norte, Departamento de Itacaruaré, jurisdiccion del expresado 

territorio. 

En la misma fecha se declaré improcedente la queja deduci- 

da por Arturo Teissaire — habeas corpus — de conformidad 

con los fundamentos del dictamen del Procurador General, dado 

que no se habia debatido en la causa derecho o privilegio alguno 
fundado en una clausula constitucional o legal, en las condicio- 
nes de habilitar a la Corte Suprema, para ejercer su jurisdiccién 
de apelacién, dentro de las limitaciones a que esta stijeta con
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arreglo al artículo 14 ele la ley 48; agregándose a mayor almn­

damiento_. que de las actuaciones remitidas como mejor informe, 
re5túaba que la detención del recurrente, fué ordenada como 
consecuencia de una resolución del tribunal respectivo, que re� 
vocú un auto del Juez de 1'1 Instancia, que otorgaba al procesado 
la excarcelación bajo fianza, lo que demostraba que en el "suh 
lite" se habían llenado, en lo substancial, los requisitos del ar­
tículo 18 ele -.la Constitución Nacional. 

En diez y seis del mismo no se hizo lugar a la queja dedu­
cida por don José Agüero, en autos con la Compañía de Seguros 
"La Rural", sobre indemnización por accidente cl�l trabajo, por 

no parecer de la exposición del recurrente, que se tratara de al­
guno de los casos previstos en el artículo 14 de la ley número 
48, ni hal�erse tampoco cumplido con los requisitos que deben 
llenarse a los efectos de la procedencia del recurso t·xtraonlina­
riu, <le acuerdo con lo que preceptúa el artículo 15, de la ley 

citadé-1. 

En diez y ocho del mismo y ele acuerdo con lo pedido por 

el sef10r Procurador General, se declaró improcedente la queja 
deducida por dón José De Lena, en autos con la Caja ·Nacional 
de J uhilaciones y Pensiones Bancarias, sobre jubilación, en ra­
zón de que el recurso interpucst1J lo había sido fuera del térmi­
no t'Stablecido por el artículo 231 de la ley nacional número 50. 

En la misma fecha no se hizo lugar a las quejas interpues­

tas por don Corazón Soruco, en autos con don Toribio Gayón, 
sobre reivindicación, en razón de que las resoluciones recurridas 
del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia ele Jujuy, no 

revestían el carácter de sentencias, definitivas como lo requiere 
el artículo 14 ele la ley 48. 
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arreglo al articulo 14 de la ley 48; agregandose a mayor abin- 

damiento, que de Jas actuaciones remitidas como mejor informe, 
resuitaba que ta detencién de! recurrente, fué ordenada como 

consecuencia de una resolucién del tribunal respectivo, que re- 

yocd un auto del Juez de 1" Instancia, que otorgaha al procesado 

la excarcelaciOn bajo fianza, lo que demostraba que en el “sub 
lite’ se habian Henado, en lo substancial, fos requisitos del ar- 

tictlo 18 de ‘la Constitucion Nacional. 

En diez y seis del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don José Agiiero, en autos con la Compafiia de Seguros 

“La Rural", sobre indemnizacion por accidente del trabajo, por 

no parecer de la expesiciOn del recurrente, que se tratara de al- 
guno de los casos previstos en et articulo 14 de la ley numero 

48, nt haherse tampoco cumplido con los requisitos que deben 

Nenarse a los efectos de la procedencia del recurso extraordina- 

ric, de acuerdo con lo que precepttia el articulo 15, de la ley 

citada . 

In diez y ocho del mismo y de acuerdo con lo pedido por 

el sefor Procurador General, se declard improcedente la queja 

deducida por don José De Lena, en autos con la Caja ‘Nacional 

de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, sobre jubilacion, en ra- 

zon de qte el recurso interpuesto lo habia sido fuera del térmi- 
no establecido per el articulo 231 de la ley nacional nimero 50. 

Jén la misma fecha no se hizo lugar a las quejas interpues- 
tas por don Coraz6n Soruco, en autos con don Toribio Cayén, 

sobre reivindicacion, en razon de que las resoluciones recurridas 
de} Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, no 

revestian el caracter de sentencias .definitivas como lo requiere 
el articulo 14 de la ley 48.
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.En diez y ocho del mismo ftté confirmada, igualmente, por 
la Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Citmara Fede­
ral de Apelación del Paraná, la que con firmó, a su vez, !a dicta­
da por el Juez Letrado del Territorio Nacional de .i\Jisiones. que 
condenó a Juan Robaldo y a José Piriz, a sufrir la pena de re­
clusión perpetua por los delitos de homicidio y robo rn la per­
sona y bienes de Juan Villamala, hecho ocurrido en la localidad 
"Puerto Rico'', del expresado territorio, el día 19 ele i\hril 
ele 1919. 

En la misma fecha no Sll hizo lugar a la queja deducida por 
don Luis Octav.io Carosella y otra, en los autos "Rodríguez Ta­
rric.:, Francisco. Incidente en los autos sucesorios Cirulli de Ca­
rosella, dofi.a Eugenia 1

', por desprenderse de la propia exposició11 
'del recurrente, que la resolución motivo de la queja. se limitaba 
a decidir cuestiones relativas a la procedencia o improcedencia 
de medidas de prueba, es decir, puntos de derecho común cxtra­
fi.os al recurso extraordinario ele puro derecho federal. ( Art. 
15, ley N' 48). 

Con feclm veintiuno de Septiembre ele mil novecientos trein­
ta y uno, fué confirmada por la Corte Suprema, la sentencia prn­
mmciada por la Cámara Federal de Apelación de La Plata 1 la 
cfue condenó al procesado Erasmo Saenz, a sufrir la pena de 
clier. y seis años ele prisión, accesorías legales y costas del juicin, 
(por tratarse de un delincuente primario y dada la provocación 
de la víctima), en vez de la de prisión perpetua que le fuera im­
¡mesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional del 'clrnhut, 
como autor del delito de homicidio perpetrado en la persona de 
Crescencio Fernández, en Colonia Ensanche Sarmiento, jurisdic­
·dón del expresado territorio. el día 22 de J\'Iayo de 1929.

En veintitrés del mismo y de conformidad con lo dictamina-
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En diez y ocho del mismo fué confirmada, igualmente, por 

la Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Camara Fede- 

ral de Apelacion del Parana, la que confirmd, a su vez, la dicta- 
da por el Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, que 

condend a Juan Robaldo y a José Piriz, a sufrir la pena de re- 
clusién perpetua por los delitos de homicidio y robo en la per- 

sona y bienes de Juan Villamala, hecho ocurrido en la !ocalicdad 

“Puerto Rico’, del expresado territorio, el dia 198 de Abril 

de 1919, 

En la misma fecha no sw hizo lugar a la queja deducida por 
don Luis Octavio Carosella y otra, en los autos “Rodriguez Ta- 
rric, Francisco. Incidente en Jos autos sucesorios Cirullt de Ca- 

rosella, dofia Eugenia’, por desprenderse de la propia exposicién 

‘del recurrente, que la resolucién motivo de la queja. se limitaba 

a decidir cuestiones relativas a la procedencia o improcedencia 

de medidas de prueba, es decir, puntos de derecho comtin extra- 

fios al recurso extraordinario de puro derecho federal. (Art. 

15, ley N* 48). 

Con fecha veintiuno de Septiembre de mil novecientos trein- 
ta y uno, fué confirmada por la Certe Suprema, ta sentencia pro- 

nunciada por la Camara Federal de Apelacion de La Plata, la 
que condend al procesado Erasmo Saenz, a sufrir la pena de 

diez y seis afios de prisién, accesorias legales y costas del Juicio, 
(por tratarse de un delincuente primario y dada fa provocaci6n 

de la victima), en vez de la ce prisidn perpetua que le fuera im- 
puesta por el Juez Letraco del Territorio Nacional del ‘Chubut, 

como autor del delito de homicidio perpetrado en la persona de 

Crescencio Fernandez, en Colonia Ensanche Sarmiento, jurisdic- 

‘cidn del expresado territorio. el dia 22 de Mayo de 1929. 

Ten veintitrés del mismo y de conformidad con lo dictamina-
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do por el Procurador General, se declaró improcedente la queja 
deducida por Juan Carlos Freire Señorans, en autos con Lope 
Sakedo Gótnez, por calumnias e injurias, en razón de que contra 
la sentencia definitiva dictada por la Cúmara Segunda de .Apela­
ci(mes en lo Criminal y Correccional de La Plata, no se interpu­
so recurso alguno para ante la Corte Suprema de la Nación, por 
1o que no procedía el interpuesto contra la decisión ele la Suprema
�orte Provincial, toda vez que ésta, en el orden local, no es el
tribunal 'superior a que se refiere el art. 14 de la ley 48, como
se tiene uniformemente cleclaraclo por el trihtuial.

En veintitrés del mismo no se hizo lugar a la queja dedu­
cida por don _Francisco Vélez, apelando ele una resolución ele un 
Juez en lo Civil de la Capital, en razón de no apar�cer de la ex­
po�ición del recurrente, que se hubiera planteado en el pleito al� 
gnna ele las cuestiones que pueda autorizar el recurso extraordi­
nario para ante la Corte Suprema, con arreglo a lo prescripto 
por el artículo 14 de la ley número 48. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja d.educicla por 
dofi.;:1• Virginia E. Catizano Aguirre y otro, en autos con don Ja­
vier Catizano, sobre filiación natural, por desprenderse de la pro­
pia exposición del recurrente, que las cuestiones debatidas habían 
:-ido resueltas por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Co­
mercial de Santiago del Estero, por aplicación de disposiciones de 
derecho comt'm y procesal, ajenas al recurso extraordinario. 

En la causa criminal seguida contra :Manuel Palacios e Isla
por el delito ele homicidio perpetrado en la persona de V enancio 
Qui11opán, y robo, hechos ocurridos en Esquel, Gobernación del 
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do por ef Proeturador General, se declaré tmprocedente Ja queja 

deducida por Juan Carlos Freire Sefiorans, en autos con Lope 

Salcedo Gomez, por calumnias e injurias, en razén de que contra 

la sentencia definitiva dictada por la Camara Segunda de Apela- 

ciones en Jo Criminal y Correccional de La Plata, no se interpu- 
so recurse alguno para ante la Corte Suprema de la Nacién, por 
‘o que no procedia ef interpuesto contra la decision de la Suprema 
Corte Provincial, toda vez que ésta, en el orden focal, no es el 

tribunal ‘superior a que se refiere el art. 14 de la ley 48, como 

se tiene uniformemente declarado por el tribttial. 

Ien veintitrés del mismo no se hizo }ugar a la queja dedu- 
cida por don Francisco Vélez, apelando de una resolucién de un 
Juez en Jo Civil de la Capital, en razon de no aparecer de la ex- 

posicién del recurrente, que se hubiera planteado en el pleito al- 
guna de las cuestiones que pueda autorizar el recurso extraordi- 

nario para ante la Corte Suprema, con arreglo a lo prescripto 

por el articulo 14 de la ley numero 48. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 

dofa Virginia E. Catizano Aguirre y otro, en autos con don Ja- 

vier Catizano, sobre filiacién natural, por desprenderse de fa pro- 

pia exposicion del recurrente, que las cuestiones debatidas habian 

side resueltas por la Camara de Apelaciones en lo Civil y Co- 
mercial de Santiago del Estero, por aplicacion de disposiciones cle 

derecho comtin y procesal, ajenas al recttrso extraordinario. 

En la causa criminal seguida contra Manuel Palacios e Isla 

por el delito de homicidio perpetrado en la persona de Venancio 

Quillopan, y robo, hechos ocurrides en Esquel, Gobernacién del
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Chubut, en el mes de Junio ele 1926, el Juez Letrado del ex­
presado territorio falló la' causa condenando al procesado a su­
frir la pena de diez y ocho años de reclusión, accesorías legales 
y costas del juicio, sentencia ésta que fné confirmada por la 
Cámara Federal de apelació1.1 ele La Plata

_. 
en cuanto a la 

responsahilidad del procesado, pero reduciéndose la pena a 
quince años de prisión, a mérito de tratarse de ttn delincuente 
primario. Elevados los autos a la Corte Suprema. el Tribunal, 
con Íecha 28 de �eptiembre de 1931, en razón de que, habiendo 
también sido apelada por el 1·1 inisterio Fiscal la sentencia de 
segunda instancia, solamente en lo que se refiere a la calidad y 
quantum ele la pena desde que aceptaba la aplicación del art. 79 
del Código Penal, y mantenida esa tesis por el Procurador Ge­
neral. era ju.Sto aceptarla en definitiva, ya que si no se pueck 
afirmar que el procesado mató para robar ( Art. 80, -inciso 3'1 del 
Código Penal), era indudable que robó después de matar y, en­
tonces, deben aplicarse las reglas ele los arts. 40, 41, SS, 79 y 
167 de dicho Código; reformó la sentencia recurrida, confirman­
do !a de primera instancia. 

En la veintiocho del mismo -no se' hizo lugar a la queja de­
dttci<la por ,don José Linaza en autos con don Julio Orueta y 
otros, sobre desalojamiento, por no aparecer de la exposición del 
recurrente ni ele los elementos de juicio acompañados, que en el 
pleito se hubiera planteado alguna de las cuestiones de carácter 
federal enumeradas en el artículo 14 ele la ley número 48. 

En treinta del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Lorenzo Deux ( sus herederos), en autos con don Pas­
cual Quiroga ( sus herederos), sobre reivindicación, por infe­
rirse ele los antececlenfr_s acómpañados que la cuestión planteada 
y origen de la queja, fué resuelta por la Cámara Federal de 
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Chubut, en ef mes de Junio de 1926, el Juez Letrado del ex- 
presado territorio falld la’ causa condenando al procesado a su- 

frir la pena de diez y ocho afios de reclusion, accesorias legales 

y costas del juicio, sentencia ésta que fué confirmada por la 
Camara Federal de apelacion de La Plata, en cuanto a fa 

responsahilidad del procesado, pero reduciéndose la pena a 
quince afios de prisién, a mérito de tratarse de un delincuente 

primario. Elevados los autos a la Corte Suprema. el Tribunal, 

con fecha 28 de Septiembre de 1931, en razén de que, hahiends 

también sido apelada por el Ministerio Fiscal la sentencia de 
segunda instancia, solamente en lo que se refiere a la calidad y 

quantum de la pena desde que aceptaba la aplicacion del art. 79 
del Cédigo Penal, y mantenida esa tesis por el Procurador Ge- 
neral, era justo aceptarla en definitiva, ya que si no se puede 

afirmar que el] precesado maté para robar (Art. 80, inciso 3° del 
Codigo Penal), era indudable que robé después de matar y, en- 
tonces, deben aplicarse las reglas de los arts. 40, 41, 55, 79 y 
167 de dicho Codigo, reformd la sentencia recurrida, confirman- 

do fa de primera instancia. 

En la veintiocho del mismo -no se hizo lugar a la queja de- 

ducida por don José Linaza en autos con don Julio Orueta y 

otros, sobre desalojamiento, por no aparecer de Ja exposicién del 

recurrente ni de los elementos de juicio acompafiados, que en el 
pleito se hubiera planteado alguna de las cuestiones de caracter 

federal enumeradas en el articulo 14 de la ley namero 48. 

En treinta del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Lorenzo Deux (sus herederos), en autos con don Pas- 

cual Quiroga (sus herederos), sobre reivindicacion, por infe- 

rirse de los antecedentes acompafiados que la cuestidn planteada 

y origen de la queja, fué resuelta por la Camara Federal de
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Apelación del I\osario. pnr aplicación de principios de derecho 
común, ajenos al recurso extraordinario interpuesto, .\rtínúi 
1.1, ley 48. 

En la 1111sma Ífcha y de conformirlacl con los fundamentos 
de1 dictamen del Procurador General, no se hizo lugar a la 
qnej?. deducida por don Luis Speroni Quirós, en el sumario se­
guido en su contra, por supuesta venta ele alcaloides. por des­
prenderse de los antecedentes remitidos por vía de informe, que 
la cuestión debatida ante los tribunales de la provincia de 'Tucu­
mán había siclo resuelta por aplicación de las reglas de derecho 
procesal de dicha provincia, cuya inteligencia no puede ser ma­
teriH de revisión por la Corte Suprema. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Federico Silva Carretón, en los autos seguidos por 
la l\.ftmicipalidad ele Avellaneda el. Eduardo Hunter o propie­
tario desconocido, por cobro de pesos, en razón ele que, como 
lo ha declarado reiteradamente el tribunal, para la procedencia del 
recurso extraordinario es indispensable que se determine. con 
precisión el derecho federal cuestionado y desconocido, no ha�­
tando la invocación de cláusulas constitucionales para su aclmi­

. sión •- si, como ocurría en el caso -, dichas cJáusulas no 
guardan, con las cuestiones expuestas, la relación directa e in­
mediata que determina el artículo 15 de lq. ley 48. 

En la misma fecha no se hizü lugar a la queja deducida 
por los ferrocarriles de Entre Ríos y Nord Este Argentino en 
autos con la lHunicipalidad de Concordia, sobre interdictu de 
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Apelacion del Rosario, por aplicacién de principios de derecho 
comin, ajenos al recurso extraordinario interpuesto. Articiio 

15, ley 48. 

En la nisma fecha y de conformidad con los fundamentos 
de! dictamen del Procurador General, no se hizo lugar a la 

queja deducida por don Luis Speroni @uirés, en el sumario se- 
guido en su contra, por supuesta venta de alcaloides. por des- 

prenderse de las antecedentes remitidos por via de informe, que 

la cuestidn debatida ante los tribunales de fa provincia de Tucu- 

man habia sido resuelta por aplicacion de Jas reglas de derecho 

procesal de dicha provincia, cuya inteligencia no puede ser ma- 

teria de revision por Ja Corte Suprema. 

fn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 

por don Federico Silva Garretén, en los autos seguidos por 
la Municipalidad de Avellaneda c}. Eduardo Hunter o propie- 
tario desconocido, por cobro de pesos, en razén de que, como 

lo ha dectarado reiteradamente e) tribunal, para la procedencia del 
recurso extraordinario es indispensable que se determine, con 
precision el derecho federal cuestionado y desconocido, no has- 

tando la invocacion de clausulas constitucionales para st adimi- 

‘sién — si, como ocurria en el caso —. dichas clausulas no 
guardan, con las cuestiones expuestas, Ja relacion directa e in- 

mediata que determina el articulo 15 de la ley 48. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 

por los ferrocarriles de Entre Rios y Nord Este Argentino en 
autos con la Municipalidad de Concordia, sobre interdicto de
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retener, por resultar de la relación de los antecedentes acompa-
1lada, que el juicio fué resuelto por el juez de sección y T'rilmnal 
de Alzada, aplicando principios de derecho común ajenos a aquél 
(artículo 15, ley 48); agregándose, ademús, que al decidir el 
tribunal "a quo" que la empresa recurrente, no había acreditado 
que concurriesen en su favor los extremos necesarios para la 
procedencia del interdicto, se bahía pronunciado sobre puntos 
de hecho que no pueden ser revisados en el presente recurso 
porque bastaban por sí solos para sustentar la decisión recu­
rrida. 

Don 1l1iguc/ Opollw Lutycz contra la Caja Nacional de J11bila­

cioncs de. Empleados Frrrovíarios, sobre dcvol11ción de 

aportes. 

5i'u11wrio: l'.' Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso ele interpretación ele la ley nú­
mero 10.650, cnntraria a la sustentada por la parte. 

2'' No corresponde la devolución de aportes a que alude 
el artículo 24 de la ley número 10.650; en un caso en que 
b. cesantía del obrero no se ha fundado en una decisión de
la empresa motivada por razones de economía o en ser in­
necesarios sus servicios, sino en un acto ele st1 propia vo­
luntad.

Caso: L.o explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1931. 

Vistas estas actuaciones, atento lo dictaminaclo por la Ase­
soría Legal, lo aconsejado por la Comisión ele Hacienda y de 
conformidad con lo resuelto por el Directorio en su sesión del 
24 de Febrero ppdo. 
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retener, por resultar de la relacion de los antecedentes acompa- 

Rada, que el juicio fué resuelto por el juez de seccion y Tribunal 
de Alzada, aplicando principios de derecho comun ajenos a aqucl 

(articulo 15, ley 48); agregandose, ademas, que al decidir el 

tribunal “a quo” que la empresa recurrente, no habia acreditado 
que concurriesen en su favor los extremos necesarios para la 

procedencia del interdicto, se habia pronunciado sobre puntos 
de hecho que no pueden ser revisados en el presente recurso 

porque bastaban por si solos para sustentar la decisién recu- 

rrida, 

Don Miguel Opolko Lutyes contra la Caja Nacional de Jubila- 

ciones de, Empleados Ferroviarios, sobre devalucién de 

aportes. 

Sumario: 1* Procece el recurso extraordinario del articule 1, 

ley namero 48, en un caso de interpretacion de la ley ni- 

mero 10.650, contraria a la sustentada por la parte. 

2° No corresponde ta devolucion de aportes a que alude 
el articulo 24 de la ley niimero 10,650; en un caso en que 
la cesantia del obrero no se ha fundado en una decisién de 

la empresa motivada por razones de economia 0 en ser In- 

necesarios sus servicios, sino en un acto de su propia vo- 

luntad. 

Caso: Jo explican las piezas sigtientes : 

SENTENCIA DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1981. 

Vistas estas actuaciones, atento lo dictaminado por la Ase- 
soria Legal, lo aconsejado por la Comision de Hacienda y de 
conformidad con lo resuelte por el Directorio en su sesion del 
24 de Febrero ppdo.
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1 '-' Desestímase el pedido de devolución de aportes formulado 
por el ex emp'.eado del ferrocarril Oste de Buenos Aires don 
.:.Vligud Opolko· Lutycz, en virtud ele no reunir las condiciones 
establecidas por el articulo 23 de _la ley 10.650. 

2'1 Notifíquese al interesado y archívcse. !,ucio V. Lóft::. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Junio 19 de 1931. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fojas 5) que no le es 
imputable al recurrente la causa de su cesantía y de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 11 de la ley número 9653, se re­
voca la resolución apelada de fojas 8, y se hace lugar a la 
devolución ele aportes pedida por don :i\-'liguel Opolko Lutycz. 
Devuélvase- sin más trámite. - B. A. Na:::ar A11rhorr:11a. - Jiar­
ctli110 Escalada. - José .Warcó. 

DICTAJ\IE".:\ DEL PROCCRADOR {;J�NERAL 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1D31. 

Supren-ia Corte: 

La Caja de J uhilaciones de Empleados Ferroviarios sos­
tuvo ante la J�xcelentísima Cámara Federal que no estaba obli­
gada. a devolver los aportes CÍlctua<los por doú :Miguel Opolko
Lut)·cz, conforme a lo cp1e prescriben los artículos 23 y 24 de 
h1

• ky número 10.650. La resolución de dicha Cú!l.nara que ha­
ce lugar a la devolución solicitada, es contraria a la excnc1011 
fundada en los mencionados artículos, por lo que el caso en-

DE JUSTICIA DE LA NACION 307 

1° Desestimase el pedido de devolucién de aportes formulado 

por el ex empleado det ferrocarril Oste de Buenes Aires don 

Miguel Opotko: Lutyez, en virtud de no reunir las condiciones 

establecidas por ef articulo 23 de la ley 10.650. 

2° Natifiquese al interesado y archivese. Lucio ’. Lopes. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Junio 19 de 1981. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fojas 5) que no fe es 

imputable al recurrente Ja causa cle su cesantia y de acuerdo con 

lo dispuesto en el articulo 11 de la Jey numero 9653, se re- 

voca la resolucién apelada de fojas 8, y se hace lugar a la 

devolucion de aportes pedida por don Miguel Opolko Lutyez. 

Devuélvase sin mas tramite. — B. A. Nasar Anchorena, — Mar- 

celino Escalada. — José Mares. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1981. 

Suprema Corte: 

La Caja de Juhilaciones de Empleados Ferroviarios sos- 

tuve ante la Excelentisima Camara Federal que no estaba obli- 

gada.a devolver los aportes efectuades por don Miguel Opolko 

LLutyez, conforme a Jo que prescriben los articulos 23 y 24 de 

la Jey nimero 10.650. Ta resolucién de dicha Camara que ha- 

ce lugar a la devolucién solicitada, es contraria a la exencion 
fundada en los mencionados articulos, por lo que el caso en-
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cuadra dentro de lo dispuesto por el artículo 14, inciso 1<.> de 
la 'ley 48. 

En mérito de ello, creo qtw debe declararse mal denegado 
el recurso deducido y entrar a conocer en el mismo. 

Con respecto a la cuestión de fondo considero que la sen­
tencia apdada ha prescindido ele disposicion,es expresas. de la
ley 10.650, que limitan el derecho a la devolución de los aport�s 
�i. casos dentro de los cuales no se halla comprendido el actor, 
por lo que es justificada la negativa opue-sta por la Cttja_ men­
cionada. 

Vuestra Excelencia ha establecido últimamente la doctrina 
ele que la ley número 10.650, con espíritu previsor, ha restrin­
gidc a un cierto número de causas bien definidas las que auto­
rizan un beneficio extraordinario, como lo es la devolución de 
los aportes, por lo que los juecc:::. no pueden extenderlas a 
otros casos por equidad (in ré j\farote, resolución de fecha 17 
ele julio de 1931). 

Por lo expuesto, pido a Vuestra Excelencia la revocación 
ele la resolución apelada. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO ·DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ail'es, Octubre 2 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Habiéndose fundado la Caja Nacional <le Jubilaciones y Pen­
sioms de Empleados y Obreros Ferroviarios para sostener la 
improcedencia de la devolución de los aportes en lo dispuesto 
por el artículo 24 de la ley nacional número 10.650, y siendo 
\,i. resolución pronunciada por la Cáitllara Federal de la Capital 
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cuadra dentro de lo dispuesto por el articulo 14, inciso 1° de 

la ley 48. 

En mérito de ello, creo que debe declararse mal denegado 
el recurso deducido y entrar a conocer en el mismo. 

Con respecto a la cuestidn de fondo considero que la sen- 
teneia apelada ha prescindido de disposiciones expresas. de la 

ley 16.650, que limitan el derecho a la devolucién de los aportes 

a casos dentro de los ctiales no se hatla comprendido e} actor, 

por lo que es justificada la negativa opuesta por la Caja men- 

cionada, 

Vuestra Excelencia ha establecido uiltimamente la doctrina 
de que la ley nimero 10.650, con espiritu previsor, ha restrin- 

gide a un cierto numero de causas bien definidas las que auto- 

rizau un beneficio extraordinario, como lo es la devolucién de 

los aportes, por lo que los jueces no pueden extenderlas a 

otros casos por equidad (in ré Marote, resolucién de fecha 17 
de juho de 1931), 

Por lo expuesto, pido a Vuestra Fixcelencia la revocacion 

de ta resolucion apelada. 

Horacio R, Larreta. 

FALLO-DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Hahbiéndose fundado la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de TXmpleados y Obreros Ferroviarios para sostener la 

improcedencia de la devolucién de fos aportes en lo dispuesto 
por el articulo 24 de la ley nacional numero 10.650, y siendo 

la resolucién pronunciada por fa Camara Federal de fa Capital
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contraria a aquella inteiTpretación, la procedencia del recurso 
extraordinario es visible en presencia de lo disptiesto por el ar­
tículo 14, inciso 3\' de la ley número 4? y lo reiteradamente re­
suelto por esta Corte. 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro­
curador General, así se declara. 

Y considerando eti cuanto al fondo ele la cuestión por ser 
innecesaria mayor substanciación. 

Que el artículo 24 de 1" ley número 10.650 sólo acnerda 
el derecho de pedir la devolución de los aportes a los emplea­
dos u obreros que hubiesen quedado cesante's por no requerirse 
sus servicios o por razones de economía. 

Que el peticionante en este litigio no se encuentra en la hi­
pótesis prevista por aquel artículo, desde que la cesantía, impu­
table o no al obrero, no se ha fundado en una decisión de la 
empresa motivada en razones de economía o en ser innecesarios 
los servicios, sino en un acto de su propia voluntad. 

Que esta solución es la misma a qtte ha llegado el Tribunal 
en la sentencia pronunc.iada el 17 de julio próximo pasado en 
una reclamación análoga deducida por el empleado Iviarote. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Notifíquese y en su oportunidad devuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - R. Guroo LAVALLR. 

ANTONIO SAGARNA, - JULIAK
v. PERA. 
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contraria a aquella interpretacién, la procedencia del recurso 

extraordinario es visible en presencia de lo dispuesto por el ar- 

ticulo 14, inciso 3° de la ley ntimero 48 y lo reiteradamente re- 
suelto por esta Corte. , 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por ef sefior Pro- 

curador General, ast se declara, 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestion por ser 

immecesaria mayor substanciacion, 

Que el articulo 24 de la ley n&mero 10.650 sélo acuerda 
el derecho de pedir la devolucién de los aportes a los emplea- 

dos u obreros que hubiesen quedado cesantes por no requerirse 

sls servicios o por razones de economia. 

Que el peticionante en este litigio no se encuentra en la hi- 
potesis prevista por aquel articulo, desde que la cesantia, impu- 

table o no al obrero, no se ha fundado en una decisién de la 
empresa motivada en razones de economia o en ser innecesarios 
los servicios, sino en un acto de su propia voluntad. 

Que esta solucién es la misma a que ha Hegado el Tribunal 
en la sentencia pronunciada el 17 de julio préximo pasado en 

una reclamacién analoga deducida por el empleado Marote. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
senor Procurader General, se revoca la sentencia apelada en 

la parte que ha podido ser materia del recurso, 

Notifiquese y en su oportunidad clevuélvanse. 

J. Ficugeroa Atcorta. — Rosrerro 

RepETTO. — R. Guipo LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA, — JULIAN 

V. Pera,
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Dolla Juana V. de Pocfm,a, co11tra In Caja Nacional de .fubilacia­

ncs .\' Pt'11sio11cs dr E111¡,frados Fcrrovia1rios, sobre pc11slá11. 

Recurso de hecho. 

Sum(lrio: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 

ley número 48, en un caso en que no se determinó con pre­

cisión el derecho federal cuestionado y desconocido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA"MEX DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Sef)tiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte : 

Para que proceda el recurso <le queja a que se refiere el 

artículo 229 de la ley número 50, es indispensahle que se haya 

interpuesto en forma el recurso de apelación para ante esta 

Corte Suprema, lo que no ocurre en el caso presente en que la 

recurrente omitió llenar los reqnisitOS establecidos en el artículo 
15 de la ley 48 a los efectos del recurso extraordinario de ;q1e­

lación. 

En su mérito. sol icito ele Vuestra Excelencia se sirva rr­

solYcr.que no hay lugar a la queja traída a su conocimiento. 

Horado R. La,rrcta.. 
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Doria Juana V. de Poclava, contra la Caja Nacional de fubilacio- 

nes y Pensioncs de Empleados Ferroviarios, sabre pensisn. 

Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario de} articulo 14, 

ley nttmero 48, en un caso en que no se determine con pre- 

cision el derecho federal cuestionado y desconocido. 

Caso: |.o explican Jas piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenes Aires, Septiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte: 

Para que proceda el recurso de queja a que se refiere el 

articulo 229 de la ley numero 50, es indispensable que se haya 

interpuesto en forma el recurso de apelacién para ante esta 

Corte Suprema, lo que no ocurre en el caso presente en que la 
recurrente omitiG IMenar los requisites establecidos en el articulo 

15 de la tey 48 a los efectos del recurso extraordinario de ape- 
lacion. 

En su mérito, soticito de Vuestra Excelencia se sirva re- 

solver.que no hay lugar a la queja traida a su conocimiento. 

Horacio R. Larretu.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1931.. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho entablado por doña J nana V. de Po­
clava en autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio­
nes ele Empleados Ferroviarios, contra la resolución ele la Cá­
mara Federal de esta Capital; y 

Considerando 

Que para la procedencia del recurso extraordinario, es in­
dispensable que se determine con precisión el derecho federal 
cuestionado y desconocido - artículo 15 de la ley número 48 --­
(Fallos, tomo 85, página 395 y otros), exigencia ésta que no 
aparece satisfecha en la presentación de fojas 78. 

Por ello y los fundamentos del dictamen del señor Procura­
dor General, se declara no haber lugar al recurso. Notifíquese 
y archívese, devolviéndose los autos principales con transcrip­
ción de la prese;1te. 

J. FIGUEROA ALCORTA. -- ROBERTO 

REPETTO. - R.' Gumo LAVALLE. 

ANTONIO SAGARNA. -- JuLBK 

v. PERA. 

Don Pedro Pena, apelando de mw. resolución de la Ad111inistrn­
dón General de fm.puestos Internos. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley número 48, en un caso en que la cuestión planteada nn 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho entablado por dofia Juana VY. de Fo- 
clava en autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio- 
nes de Empleados Ferroyiarios, contra la resolucién de la Ca- 

mara Federal de esta Capital; y 

Considerando 

Que para fa procedencia del recurso extraordinario, es in- 

dispensable que se determine con precision ef derecho federal 

cuestionade y desconocido — articulo 15 de Ja ley nimero 48 --- 
(Fallos, tomo 85, pagina 395 y otros), exigencia ésta que no 

aparece satisfecha en la presentacién de fojas 78. 

Por ello y los fundamentos del dictamen del sefor Procura- 
dor General, se declara no haber lugar al recurso. Netifiquese 
y archivese, clévolviéndose les autos principales con transcrip- 

cién de la presente. 

J. Froueroa Axcorra. -— Roserre 

Repetto. — R. Guipo Lavatte. 

ANT@NIO SAGARNA. —- JULIAN 
V. Pera. 

Don Pedro Pena, apelando de wia resolucion de la Aduntinistra- 

cién General de Tinpucstos Internos. 

Suinario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley nttmero 48, en un caso en que la cuestién planteada no
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asume caracteres de callsa judicial (artículo 100, C. N.), 
y en el que no aperece denegado el recurso extraordina­
rio. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Los recursos de hecho y de queja por retardo de justicia, 
entablados por don J.::>edro Pena contra una resolución del Ad-
1ninistrador de Impuestos Internos. 

Cqnsideranclo: 

Que de la relación de antecedentes presentada, no resulta 
que la cuestión planteada asuma los caracteres de la causa. ju­
dicial a que alude el artículo 100 de la Constitudón Nacional. 
ni que de existir ésta se haya denegado el recurso extraordi­
nario interpuesto, y en esas condiciones no procede admitir el 
ele hecho deducido. 

Que con res1Jccto al de queJa por retardo o· denegación de 
justicia que también se- interpone, cabe observar que los ante­
cedentes en que se funda son ajenos a las situaciones determi­
nadas en los artículos 2\ 3'1 y 4'1 de la ley número 4055. ( Ar­
tículo 5'> de la m�sma). 

Por ello y lo resuelto por esta Corte Suprema en casos anú­
logos se dec�ara no haber lugar a los recursos. 

r. FIGUEROA ALCOR.TA, - RoBEfn'O 

REPETTo. - R. Guroo LAVALLE. 

ANTONIO .SAGARNA. - JvuAN
v. PERA. 
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asume caracteres de catisa judicial (articulo 100, C. N.), 

y en ef que no aperece denegado el recurso extraordina- 
ri0. 

Cuso: Lo explica ef siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2 de 19381. 

Autos y Vistos: 

Los recursos de hecho y de queja por retardo de justicia, 
entablados por don Pedro Pena contra una resolucién del Ad- 
iinistrador de Impuestos Internos. 

Considerando ; 

Que de la relacién de antecedentes presentada, no resulta 

que la cuestion planteada asuma los caracteres de la catsa ju- 

dicial a que alude el articulo 100 de la Constitucién Nacional, 
ni que de existir ésta se haya denegado el recurso extraordi- 

nario interpuesto, y en esas condiciones no procede admitir el 

de hecho deducido. 

Que con respecto al de queya por retardo o denegacién de 

justicia que también se interpone, cabe observar que los ante- 

cedentes en que se funda son ajenos a las situaciones determi- 

nadas en los articulos 2°, 3” y 4" de la ley numero 4055, (Ar- 
ticulo 5% de la misma). 

Por ello y Jo resuelto por esta Corte Suprema en casos ani- 

logos se deciara no haber lugar a los recursos. 

J. Ficveroa Axvcorta, — Rosrxro 

Repetro. — R. Gurwoo LavaLer. 

ANTONIO .SAGARNA. — JULIAN 

V. PErRA,
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Don 1l1ario Ra:;cto co11fra el Gobierno Nacional, sobre dc·l•olu­

r-ióu de impuesto aduanero. 

Sumario: Aceptado el primer procedimiento por la Aduana, la 
que calificó y aforó la mercadería, siendo sacada ésta _de lós 
depósitos y jurisdicción aduanera, previo pago de los dere­
chos, queda cerrada la vía a toda reclamación según lo 
preceptúa el artículo 434 ele las Ordenanzas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Noviembre 22 de 1931. 

Y Vistos: 

Los prom:iviclos por iWario Razeto contra la Nación, sobre 
devolución de impuestos aduaneros; y 

Considerando 

1 '1 Que el actor expresa en su demanda de fojas 3, que 
por manifiestos 172283 año 1924 y 43338 y 186465, aíío 1925 
introdujo a plaza una cantidad de fardos ele cartón amari­
llo de paja, ordinario, comprendido en la partida 2368 de la 
Tarifa de Avalúas

_, 
sin establecer que el cartón era ordinario, 

comu ocurría en realidad y así lo despachó el Vista. 

Retirada la mercadería previo pago ele los derechos, se le 
ha formulado reparo por la diferencia entre el 15 por ciento 
pagado y el 25 pot: ciento que .corresponde a los cartones finos. 
cuya diferencia ha abonado bajo protesta de r_epetición. 

Invoca el artículo 434 de las Orde'nanzas de Aduana, sos­
tiene que no debe aplicarse el artículo 43 del decreto regla-
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Don Mario Raseio coutra el Gobierno Nacional, sobre devolu- 

cién de tupuesto aduanero, 

Sumario: Aceptado el primer procedimiento por Ja Aduana, la 

que calificd y aford la mercaderia, siendo sacada ésta de los 
depésitos y jurisdiccién aduanera, previo pago de los dere- 

chos, queda cerrada la via a toda reclamacién segtin Jo 

preceptita el articula 434 de las Ordenanzas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Noviembre 22 de 1931, 

Y Vistos: 

Los promovidos por Mario Razeto contra la Nacidén, sobre 
devolucién de inipuestos aduaneros; y 

Considerando 

1’ Que el actor expresa en su demanda de fojas 3, que 

por manifiestos 172283 afio 1924 y 43338 y 186465, afio 1925 

introdujo a plaza una cantidad de fardos de cartén amari- 

llo de paja, ordinario, comprendido en Ja partida 2368 de la 

Tarifa de Avaltos, sin establecer que el cartén era ordinario, 
coma ocurria en realidad y asi lo despacho el Vista. 

Retirada la mercaderia previo pago de los derechos, se le 
ha formulado reparo por la diferencia entre el 15 por ciento 

pagado y el 25 por ciento que corresponde a los cartones finos. 
cuya diferencia ha abonado bajo protesta de repeticidn. 

Invoca el articulo 434 de las Ordenanzas de Aduana, sos- 

tiene que no debe aplicarse el articulo 43 del decreto regla-
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mentario de la ley de Aduana y lttego ele aludir a los fallos de b 
justicia federal y disposiciones del Código Oívil, solicita se 
condene a la Kación a devolverle la cantidad de seis mil dos­
cientos cincuenta y siete pesos con sesenta centavos moneda na­
cional cobrada indebidamente por el concepto de reparos. con 
intereses y costas. 

Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a fojas 12, 
expresando que en caso de ambigüedad en la declaración, rige el 
artículo 43 del decreto reglamentario de la ley número 11.281, · 
perfectamente c�aro y aplicable al caso del actor, quien no pre­
cisó en d término de ocho días la partida a que pertenecía la 
mercadería cuya introducción al país gestionaba y en tal situa­
ción corresponde imponer el mayor aforo y ele ahí la proce­
dencia ele los reparos formulados por la Contaduría General 
de la Nación. 

Agrega que no se trata de una cuestión de aforo, smo de 
calidad, no habiendo corregido el interesado la deficiencia en 
que incurrió mediante la expresión de calidad y partida. 

En _ cuanto a la vigencia para el caso de lo dispuesto en d 
artículo 434 de las Ordenanzas de Aduana, como lo pretende 
el demandante, se ampara el señor Procurador Fiscal a lo que 
resulta de un fallo de la Cámara Feclera1 ele La Plata, del que 
se desprendería que el Fisco tiene derecho a recuperar lo co­
brado ele menos por culpa del comerciante, para cuya finalidad 
le ha concedido la ley el término de diez el ías. 

Concluye solicitando se rechace, con costas, la demanda. 

2v Que al resolver la presente cansa, observa el suscripto 
que se trata de un caso en el cual omjtió el despachante men­
cionar si la mercadería era fina u orclinal'ia, para saber con 
exactitud qué partida de la Tarifa de Avalúes debía aplicúr­
sele. 

Se desprende de autos y expedie11te administrativo agre-
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mentario de la ley de Aduana y luego de aludir a Jos fallos de la 

justicia federal y disposiciones del Cédigo Civil, solicita se 
condene a la Nacidn a devolverle la cantidad de seis mil dos- 

cientos cincuenta y siete pesos con sesenta centavos moneda na- 
cional cobrada indebidamente por el concepto de reparos. con 

intereses y costas. 

Contesta la demanda el sefior Procurador Fiscal a fojas 12, 

expresando que en caso de ambigitedad en la declaracién, rige el 

articulo 43 del decreto reglamentario de la fey namero 11.281, ° 

perfectamente claro y aplicable al case del actor, quien no pre- 

cis6 en ¢] término de ocho dias la partida a que pertenecia la 

mercaderia cuya introduccién al pais gestionaba y en tal situa- 
eion corresponde imponer el mayor aforo y de ahi la proce- 

dencia de los repares formulados por la Contaduria General 

de la Nacién. 

Agrega que no se trata de una cuesti6n de afore, sino ce 

calidad, no habiendo corregido el interesado la deficiencia en 

que imeurrid mediante la expresién de calidad y partida. 

En cuanto a la vigencia para el caso de lo dispuesto en el 
articulo 434 de las Ordenanzas de Aduana, como lo pretende 

el demandante, se ampara el sefior Procurador Fiscal a lo que 
resulta de un fallo de la Camara Federal de La Plata, del que 

se desprenderia que e! Fisco tiene derecho a recuperar lo co- 
brado de menos por culpa del comerciante, para cuya finalidad 

le ha concedido la ley el término de diez dias. 

Concluye solicitando se rechace, con costas, la demanda. 

2° Que al resolver la presente causa, observa el stuscripto 

que se trata de tn caso en el cual omitid el despachante men- 

cienar si la mercaderia era fina u ordinaria, para saber con 

exactitud qué partida de la Tarifa de Avaldos debia aplicar- 

sele. 

Se desprende de autos y expediente adiministrativo agre-
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gado que la mercadería fué despachada y aforada. previa verifi­
cación efectuada por el Vista, que el aforo se estableció antrs 
ele cumplirse los ocho clías fijados por el artículo 43 del decreto 
reglamentario ele la ley 11. 281 sin haberse exigido la ampliación 
correspondiente, y que la mercadería no se encuentra en poder 
ele la .,\duana, desapareciendo as-í el principal elemento ele prue­
ba para justificar la procedencia del reparo formulado. 

Tal cosa se expresa en el referido expediente administrativo 
agregado. 

En estas condiciones, entiende el suscripto, que el caso pre­
sentt: encuéntrase regido por el art. 434 de las Ordenanzas de 
Aiduana, cuyo pn:cepto legal tiene su concordante a contrario 
sensn en el artículo ·148 ele las mismas. 

Y al contemp!ar otro aspecto dél asunto, cabe ponerse. de 
relieve que el artículo 26 ele la ley 11. 281 no favorece la pre­
tensión del demandante, formulada posiblemente a mayor almn­
damiento a fs. 41 y 42_, _desde que debe lógicamente entenderse
que el plazo de clos años establecido en dicho artículo, se refiere 
al lapso de tiempo para formular reparos y no parc1r hacer ésto y 
cobrar <kntro ele ese término. 

Atenta la analogla de este asunto con el sentenciado por el 
suscripto y Ciunara Federal en 29 de Noviembre de 1927 y 11 
de Julio de 1929 - juicio Cermesoni v. Nación - procede tener 
en cuenta en esta oportunidad lo que se desprende ele esas sen­
tencias, para robustecer la presente. (Véase "Gaceta del Foro" 
número 3899) . 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 
b, Nación está obligada a devolver al actor ·Mario Razeto, la 
cantidad ele seis mil doscitlntos cincuenta y siete pesos con se­
senta centavos moneda nacional que se le exigió al actor y pagó 
éste bajo protesta en concepto de los tres reparos a que se re­
fiere la demanda. Con intereses estilo Banco ele la Nación a 
contar desde la notificación de la demanda. Costas por su or-
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gado que la mercaderia fué despachada y aforada, previa verifi- 

cacion efectuada por el Vista, que el aforo se establecié antes 
de cumplirse los ocho dias fijados por el articulo 43 del decreto 

reglamentario de la ley 11.281 sin haberse exigido la ampliacion 

correspondiente, y que la mercaderia no se encuentra en poder 
de Ja duana, desapareciendo asi el principal elemento de prue- 

ba para justificar la procedencia del reparo formulado. 

Tal cosa se expresa en el referido expediente administrative 

agregado. 

En estas condiciones, entiende el suscripto, que el caso pre- 

sente encuéntrase regido por el art. 434 de las Ordenanzas de 

Adttana, cuyo precepto legal tiene su concordante a contrario 

sensu en el articulo 148 de las mismas. 

Y al contemplar otro aspecto del asunto, cabe ponerse. de 

relieve que el articulo 26 de Ja ley 11.281 no favorece la pre- 

tensién del demandante, formulada posiblemente a mayor abun- 

damiento a fs. 41 y 42, desde que debe logicamente entenderse 
que el plazo de dos aftos establecido en dicho articulo, se refiere 
at Japso de tiempo para formular reparos y no para, hacer ésto y 

cobrar dentro cle ese término. 

Atenta la dnalogia de este asunto con el sentenciado por el 

suscripte y Camara Federal en 29 de Noviembre de 1927 y 11 

de Julio de 1929 ~- juicio Cermesoni v. Nacién — procede tener 
en cuenta en esta oportunidad lo que se desprende de esas sen- 

tencias, para robustecer la presente. (Véase “Gaceta del Foro” 

numero 3889). 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando que 

la Nacién esta obligada a devolver al actor Mario Razeto, la 

cantidad de seis mil doscientos cincuenta y siete pesos con se- 

senta centavos moneda nacional que se le exigid al actor y pagd 

éste bajo protesta en concepto de los tres reparos a que se re- 

fiere la demanda. Con intereses estilo Banco de la Nacion a 
contar desde la notificacion de la demanda. Costas por su or-
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den. atenta la naturaleza de la causa. Notifíquese, repóngase el 
selládo y oportunamente archívese, previa .. devolución de! ex­
pediente adjunto y documentos pertinentes, de autos, a su pro­
cedencia. - .Vaúl 111. Escobar. 

SENTENCIA DE LA cA?.-IARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Julio 24 de 1931. 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en casu ana­
lngo fallado el 11 ele Julio ele 1928 (Cermesoní v. la Nación) y 
por sus fundamentos se confirma la· sentencia, apelada de fs. 48. 
que declara que la Nacióf f está obligada a devolver al actor 
.:\tfario Razeto la cantidad de seis mil �loscientos cincuenta y sie­
te pesos moneda nacional con sesenta centavos de igual_ moneda, 
con intereses a contar desde la fecha de la notificación de la clc­
mancla, sin costas. Repónganse las fojas 'en primera instanci¡'l,--­
B. A. /lla:;ar Anc!10rc11a. - losé 11Iarcó. - ilfarceliuo Escalada.
� Nodo/fo S. Frrrcr. 

FALLO DE LA CORTR SUPREMA 

Buenos Ail'es, Octubl'e 5 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del j tticio seguido por :Mario Razeto - contra el Gobierno 
:Nacional por devolución de impuesto aduanero pagado bajo 
protesta, venido por apelación ordinaria del demandado contra el 
fallo ele la Cámara Federal de la Capital que hizo lugar a la 
demanda; y 

Considerando : 
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den, atenta la naturaleza de la causa. Notifiquese, repdngase el 
sellado y oportunamente archivese, previa. devolucién del ex- 

pediente adjunto y documentos pertinentes, de autos, a su pro- 

cedencia. — Satil M. Escobar, 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Julio 24 de 1931. 

Y Vistos: 

De acuerdo con to resuelto por este Tribunal en casu ana- 
fogo fallado el 11 de Julio de 1928 (Cermesoni v. la Nacién} y 
por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada de fs. 48, 

que declara que la Nacién’ esta obligada a devolver al actor 

Mario Razeto la cantidad de seis mil doscientos cincuenta y sie- 
te pesos moneda nacional con sesenta centavos de igual moneda, 
con intereses a contar clesde Ja fecha de la notificacion de la de- 

manda, sin costas. Reponganse las fojas’en primera instancia.—~ 

B. A. Nasar Anchorena. — José Marcé. — Marcelino Escalada, 

— Redolfo S. Ferrer. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1981. 

Y Vistos: 

Los del juicio seguido por Mario Razeto-contra el Gobierno 
Nacional por devolucién de impuesto aduanero pagado bajo 

pretesta, venido por apelacién ordinaria del demandado contra el 
fallo de la Camara Federal de la Capital que hizo lugar a la 
demanda; y 

Considerando :
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Que la corrección del primer p·rocedimiento debió ser acep­
tadél. por la Aduana cuando el señor Razeto, importador, omitiú 
precisar la calidad del carton que le venía consignado en el yapor 
"Flamlrü•.", pnes con todas las formalidades del trámite consi­
guiente, le calificaron y aforaron la mercadería, que sacó d'e los 
depósitos y jurisdicción aduanera, previo pago, cerrando así la 
vía de toda reclamación, según preceptúa el art. 434 de las Or­
cknanzas. 

En su mérito y por los fnnda::m.entos de los fallos de pri­
mera y segunda instancia, se confirma la resolución recurrida. 
Sin costas. Húgasc saber y en su oportunidad devuélvansc los 
autos. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - H.oH!mTo
REPETTO. -ANTONIO SAGARN.\.-

DoH Luis Rafael �)�icpl' (sn sucesión), contra la Caja N11cio11al 
de Jubilacio11cs :_v Pensiones de Empleados Ferrm.•iarins. 
Rcrulso de hecho, 

S1t-11wrio; No procu.le el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48, en un caso en que la cuestión planteada fué resuc'.ta 
por razones de hecho y prueha. 

Caso: I ,o explican las piezas siguientes: 

DJCT1\ ,\tEN DEL PROCURADOR GENER,\L 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte: 

l..a resolución ele la Cámara Federal, que confirma la �t:n­
tencia por la Caja Nacional de J uhilaciones y Pensiones de Em-
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Que la correccién del primer procedimiento debid ser acep- 

tada por la Aduana cuando el sefior Razeto, importador, vmitid 

precisar fa calidad del carton que Je venia consignado en el vapor 

“Flandria”, pues con todas las formalidades dei tramite consi- 

guiente, le calificaron y aforaron la mercaderia, que sacd de los 

cepdsitos y jurisdiccién aduanera, previo pago, cerrando asi la 

via de toda reclamacion, segtin preceptua el art. 434 de las Or- 

denanzas. 

En stt mérito y por jos fundamentes de los fallos de pri- 

mera y seginda instancia, se confirma la resolucién recurrida. 

Sin costas. Hagase saber y en su oportunidad devuélvanse los 

autos, 

J. Figueroa ALcorta, — Ropero 
Reretro. — ANTONIO SAGARNA.— 

Don Luis Rafael Siepe (su sucesién), contra la Caja Nacional 

de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios. 
Recurso de hecho. 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del articulo 4, 

ley 48. en un caso en que la cuestiOn planteada fué resuetta 

por razones de hecho y prueba. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte: 

La resoluci6n de la Camara Federal, que confirma la sen- 

tencia por la Caja Nacional de Juhilacienes y Pensiones de Em-
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pl.eados Ferroviarios, se funda además en consideraciones de he­
chu mediante las cuale::i se llega a la conclus-ión de que el cau­
santt:: no había alcanzado el límite requerido para que sus deudo� 
tengan derecho a pensión. 

En atención a ello, considero t1ue ti recurso extraordinario 
ckducido para ante V. E. ha siclo bien denegado, por lo que picio 
se cledarc improcedente la queja formulada. 

Horario R. J.arrl'fu. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1931. 

Autos y Vistos: 

E1 recurso de hecho por clt:'negación del extraordinario in­
terpuesto contra la reso'.ución de la Cúmara Federal de la Ca­
pital. en los autos "Siepe, Rosa Rivas de c. Caja Nacional de 
J uhilaciones v Pensiones Ferroviarias, sobre pedido de pen­
sión'': y 

Considerando 

Que si bien es cierto que en la causa se ha puesto en tela 
de .1uic10 nna ley nacional, en cuya aplicación al caso de autos 
!;_,, accionantc fundaba su derecho, las cuestiones a· este respecto, 

se han resuelto por razones de hecho y prueba. ajenas al recursn 
extraordinario, En efecto, la sentencia en recurso ha decidido 
que, en el presente caso no es de aplicación el artículo 1 1', inciso 
h) de la ley número 11,074, por no haberse probado que el cau­

sante hubiese prestado más ele diez ai'ios de servicios ferroviarios.

Que en estas condiciones no puede decirse que se ha tratado 
de una cuestión federal, derivada de la interpretación de una ley 
nacional, toda vez que se ha negado su aplicación con los hechos 
que la Cámara "a quo", ha considerado probados. 
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pleados Ferroviarios, se funda ademas en consideraciones de he- 
cho mediante Jas cuales se llega a la conclusion de que el cau- 

santé no habia aleanzado el limite requterido para que sus cetidos 

tengan derecho a pension. 

En atencién a ello, considero que el recurso extraordinario 

decducido para ante V. [. ha sido bien denegado, por lo que pido 

se declare improcedente Ja queja formulada. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegacién del extraordinario in- 

terpuesto contra la resoiucién de la Camara Federal de la Ca- 

pital. en los autos “Siepe, Rosa Rivas de c. Caja Nacional de 

Jubilacienes v Pensiones Ferroviarias, sobre pedido de pen- 

sion’: y 

Considerando 

Que si bien es cierto que en Ja causa se ha puesto en tela 

de juicio una Jey nacional, en cuya aplicacién al caso de autos 
a accionante fundaha su derecho, las cuestiones a'este respecto, 

se han resuelto por razones de hecho y prueba, ajenas al recurso 
extraordinario, En efecto, la sentencia en recurso ha cdecididy 

que, en el presente caso no es de aplicacion el articulo 1*, inciso 

hb) de la ley némero 11.074, por no haberse prohado que el cau- 

sante hubiese prestado mas cle diez afios de servicios ferroviarios. 

Que en estas condiciones no puede decirse que se ha tratado 

cde una cuestion federal, derivada de la interpretacion de una ley 

nacional, toda vez que se ha negado su aplicacién con las hecfios 

que la Camara “a quo”, ha considerado probados.
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Por ello y de acuerdo con el dictamen del señor Procurador 
General, se declara bien denegado el recurso. Notifíquese y ar­
chívese el presente y devuélvanse los autos venidos por vía de in­
forme con transcripción de esta resolución. 

J. F1GUEROA ALcORTA. � RomrnTo
REPETTO. - ANTONIO SAGARNA. 

Don Flori11do Fcrrnrio contra la Provi11cia. de Buenos .Ai1tcs. so­

bre repcticir)11 de payo. ( Ca111ú10 pavi·mcntado de La Piafa 
a Avclla11cdo) . 

.)'1111wrio: 1'! Es incoustitucional la ley número 3915 de la Pro­
vincia de Buenos ;\ireS, en, un caso en que grava especial­
mente determinados inmuebles para cubrir el costo de una 
obra que no los beneficia de un modo especial. 

2'-' No habiendo sido argüida de falsa oportunamente, 
h:1. protesta que sirvió de base a la demanda, ella hace pkna 
fe. En un caso de protesta al cobro <le impuestos determi­
nados en la ley· número 3915 ele la Provincia de Buenos ;'\i­
rcs. no es necesario que aquélla se formalice por escritura 
pública, bastando la constancia de la impugnación hecha. y 
su notificación a las autoridades encargadas de la percepción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DlCT.\:\IEN DEL PROCURADOR «ENERAL 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1930. 

Suprema Corte : 

Don F'élix lmeroni, en representación de don Florindo Fe­
rrario, vei.:ino de la ciudad de La J.::>Jata, demanda a· la Provincia 

DE JUSTICIA DE LA NACION 359 

Por ello y de acuerdo con el dictamen del sefior Procurador 

General, se declara bien denegado el recurso. Notifiquese y ar- 

chivese el presente y devitélvanse los autos venidos por via de in- 

forme con transcripcién de esta resolucion. 

J. Figueroa Avcorra, — Roserro 

REPETTO. — ANTONIO SAGARNA. 

Don Florindo Ferrario contra la Provincia de Buenas Aires, so- 

bre repeticién de pago. (Camino pavimentado de La Plata 

a Avellaneda). 

Sumario: 1? Es meonstitucional ta ley numero 3915 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, en- tn caso en que grava especial- 
mente determinados inmuebles para cubrir el costo de una 

obra que no los beneficia de un modo especial. 

2° No hahiendo sido argilida de falsa oportunamente, 

jx protesta que sirvid de base a la demanda, ella hace plena 
fe. En un caso de protesta al cobro de impuestos determi- 

nados en Ja ley numero 3915 de la Provincia de Buenos .Ai- 

res, no es necesario que aquélla se formalice por escritura 
publica, hastando la constancia de la impugnacién hecha. y 

su notificacion a las autortdades encargadas de la percepcidn. 

Caso: Lo exphican jas piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1980. 

Suprema Corte: 

Don Félix Imereni, en representacién de den Florindo Fe- 
rrario, verino de la ciudad de La Plata, demanda a’ la Provincia
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dt: Buenos Aires por repetición cl,e la cantidad ele dos 1nil seis­
cientos pesos con sesenta y cinco centavos moneda nacional y 
sw: intereses respectivos. 

Declarada de puro derecho la presente demanda, de común 
acuerdo ele partes, se confirmó un nuevo traslado por su orden, 
contestando el apoderado del actor; y en vista de lo informado 
por el señor Secretario a fs. 32 se le clió al re1)resentante ele la 
Provincia demandada por decaído el derecho para hacerlo en 
lo sucesivo. 

Pasado el expediente al �ttscriptq,'" nada tengo que observar 
al procedimiento seguido. 

En cuanto al fondo ele la cuestión debatida advierto que el 
fallo recientemente dictado por V. E. en la causa Pereyra Irao�a 
Leonardo y Tviartín, contra la misma Provincia demandada, ha 
rtsuelto que "dehe declararse la Ínconstitucionalidad de la ley 
(!P. número 3915, es decir, la discutida en autos), si ella consa­
gr.::� tma transgresión como es la que importa gravar especialmente 
cleterminádos inmuebles para cubrir el costo de una obra que no 
\ns beneficia ,de un modo especial''.

Por ello, de acuerdo con lo expLH.isto en los escritos ele fs. 
10 y de fs. 28, solicito de V. E. que se sirva declarar la inconsti­
tucinnalidad, a los efectos de este juicio, de la ley nÚlnero 3915. 

Horaci'.u R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Y Vistos: 

Los seguidos por don Florindo Ferrario contra la Provincia 
de Buenos Aires sobre repetición de pago, ele los que resulta: 
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de Buenos Aires por repeticin de la cantidad de dos mil seis- 

clentos pesos con sesenta y cinco centavos moneda nacional y 

six mtereses respectivos . 

Declarada de puro derecho la presente demanda, de comin 

acuerdo de partes, se confirméd un nuevo traslado por su orden, 

contestando el apoderado del actor; y en vista de lo informado 

por el sefior Secretario a fs. 32 se le did al representante de la 

Provineia demandada por decaido el derecho para hacerlo en 

lo sucestvo. 

Pasado el expediente al suscripto, nada tengo que observar 

al procedimiento seguido. 

En cuanto al fondo de fa cuestiédn debatida advierto que el 
fallo recientemente dictaclo por V. E, en la causa Pereyra Irao!la 

Leonardo y Martin, contra la misma Provineia demandada, ha 
resuelto yue “debe declararse la inconstitucionalidad de la Jey 

(la nimero 3915, es decir, la discutida en autos), si ella consa- 
gra una transgresién como es la que importa gravar especialmente 
determinados inmuebles para cubrir el costo de una ohra que no 
los beneficia de un modo especial”. 

Por ello, de actterdo con lo expuesto en los escritos de fs. 

16 y de fs. 28, solicito de V. E. que se sirva declarar Ja inconsti- 
tucionalidad, a los efectos de este jticio, de la ley nttmero 3915. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 19381. 

Y Vistos: 

Los seguidos por don Florindo Ferrario contra la Provincia 
de Buenos Aires sobre repeticidn de pago, de los que resulta:
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Que a fs. 10 se pre�enta don Félix Imeroni en representa­
ción del actor, manifestándo: Que su represetitado era propieta­
rio de una fracción ele terreno sita en el Partido ele Florencia 
Varela, la que vendió a don Angel Traversa en Agosto de 1928. 

Que con motivo ele esa operación se exigió al Escribano que 
intervino, por intermedio ele la Dirección General ele Rentas ele 
h1

• Provincia el pago del afirmado correspondiente al camino Ge­
neral Be!grano o camino ele Avellaneda a La Plata, condición 
indispensable para que la oficina citada expidiera los recaudos 
m.:cesanos al Escribano para otorgar la escritura de compra­
venta. 

Que en tal situación su parte se vió obligada a pagar el afir­
mado hasta la 48Q cuota inclusive, no obstante considerar que ese 
pago era indebido en razón del fallo dictado por Iá Corte Supre­
ma dec�arando inconstitucional la ley ele 30 ele Diciembre ele 
1907, considerando aSimismo que tampoco era constitucional la 
segunda (número 3915) o sea la de 17 de Febrero de 1927, 1110-

tivo por lo cual realizó el pago bajo protesta. Agrega el testi­
monio correspondiente a ésta, el recibo de la cuenta corriente 
N'.' 5572 que demuestra haberse pagado por contribución de afir­
mados por las referidas leyes la cantidad de dos 1ú1il trescientos 
veintinueve pesos moneda nacional. Iguahnente agrega otro re­
cibo, cuenta corriente N<; 23. 950 que demuestra el pago por aná­
logo concepto ele doscientos setenta y seis pesos con ochenta y 
tres centavos moneda nacional. 

Que mientras no tuvo necesidad de disponer de la propie­
dad, se rehusó a efectuar el pago, pero producida la venta del 
inmueble, se vió constreñido a pagar ese impuesto y lo hizo, na­
turalmente, bajo protesta, en razón de que el impuesto recae so­
bre determinada zona, dado que ese camino no, es ele beneficio 
local, sino que se trata ele un camino público construído en mira 
del interés general. 

Que, además
., 

el tributo fijado es excesivo en relación al 
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Que a fs. 10 se presenta don Félix Imeroni en representa- 
cién del actor, manifestando: Que su represetitado era propieta- 
rio de una fraccién de terreno sita en el Partido de Florencio 

Varela, la que vendid a don Angel Traverso en Agosto de 1928. 

Que con motivo de esa operacién se exigié al Escribano que 
intervino, por intermedio de la Direccién General de Rentas de 
ta Provincia el pago del afirmado correspondiente al camino Ge- 
neral Be'grano o camino de Avellaneda a La Plata, condicion 

indispensable para que la oficina citada expidiera los recaudos 
necesarios al Escribano para otorgar Ja escritura de compra- 

venta. 

Que en tal situacién su parte se vid obligada a pagar el afir- 
mado hasta la 48° cuota inclusive, no obstante considerar que ese 
page era indebido en razén del fallo dictado por la Corte Supre- 

ma deciarando inconstitucional la ley de 30 de Diciembre de 
1907, considerando asimismo que tampoco era constitucional la 
segunda (numero 3915) o sea la de 17 de Febrero de 1927, mo- 
tivo por lo cual realizo el pago bajo protesta. Agrega el testi- 
monio correspondiente a ésta, el recibo de la cuenta corriente 
N* 5572 que demuestra haberse pagado por contribucién de afir- 
mados por las referidas leyes la cantidad de dos mil trescientos 
veintinueve pesos moneda nacional. Igualmente agrega otro re- 
cibo, cuenta corriente N° 23,950 que demuestra el pago por ana- 
logo concepto de doscientos setenta y seis pesos con ochenta y 
tres centavos moneda nacional, 

Que mientras no tuvo necesidad de disponer de la propie- 

dad, se rehtiso a efectuar el pago, pero producida la venta del 

inmueble, se vid constrefiido a pagar ese impuesto y lo hizo, na- 

turalmente, bajo protesta, en razon de que el impuesto recae so- 
hre determinada zona, dado que ese camino no; es de beneficio 

local, sino que se trata de un camino ptblico construido en mira 

del interés general. 

Que, ademas, el tribttto fijado es excestvo en relacién al
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monto venal de1 inmueble y locativo. Por consiguiente sostiene 
que la ley NI' 3915 bajo la vigencia de la cual su parte se viera 
obligada a pagar, es inconstitucional, como en subsidio lo sería 
la N\' 4069 por cuanto gravita sobre una obra pública que no es 
de carácter local y atentar por cons.íguiente el principio de igual­
dad que consagra el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Solícita en consecuencia se condene a la Provincia deman­
dada a devolver la suma que su representante ha pagado, bajo 
protesta, los intereses y costas del juicio, declarándose inconsti­
tucional la ley N'' 3915. 

Que corrido el correspondiente traslado, lo evacúa a fs. 25 
el representante de 18. Provincia ele Buenos Aires, manifestando: 
Que reconoce 1a verdad de los hechos expuestos en la demanda 
y 1a aplicabilidad al caso de la jurisprudencia invocada; pero ob­
serva qu.e la acción por repetición no puede prosperar sino cuando 
el pago se hiciera con protesta, de acuerdo a lo que la jurispru­
dencia de la Corte Suprema tiene establecido. 

Que la protesta de que se hace mérito en lá cleí11.:mda fué 
hech2. ante Escribano por el señor lmEToni, quien se elijo apo­
derado del señor Ferrario, haciéndose constar por el referido 
Escribano en tal escritura que en su protocolo había constancia 
del mandato general anteriormente conferido por el interesado, 
lo que hubiera bastado a estar a la redacción originaria del art. 
1003 del Código Civil; pero sancionada la ley modificatoria de 
11 de Octubre de 19] 3 era también necesario que ;{se transcri­
biera. la parte pertinente'', lo que no se hizo, por 1o .cual la es­
critura es nula. Que además la mE:ncionada escritura hace re­
ferencia al pago que se efectuó en la misma fecha, o sea el 25 
de Julio de 1928, por $ 2. 329,92 ctvs. moneda nacional; pero 
no beneficia al pago efe.ctttado en Junio de ese mismo año por
$ 276,83. 

'· 

Que en el supuesto caso de que la escritura, a pesar del v1-
c10 de nulidad de que adolece, pudiera ser eficazmnlte invocada 
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monto venal del inmueble y locativo. Por consiguiente sostiene 

que la ley N* 3915 hajo la vigencia de la ctial su parte se viera 
obligada a pagar, es inconstitucional, como en subsidio lo seria 

la N* 4069 por cuanto gravita sobre una obra ptblica que no es 

de caracter local y atentar por consiguiente el principio de igual- 

dad que consagra el art. 16 de la Constitucién Nacional. 

Solicita en consecuencia se condene a la Provincia deman- 

dada a devolver la suma que su representante ha pagado, bajo 

protesta, los intereses y costas del juicio, declarandose inconsti- 

tucional la ley N® 3915. 

Que corrido el correspondiente traslado, lo evactia a fs. 25 

el representante de la Provincia de Buenos Aires, manifestando: 

Que reconoce la verdad de los hechos expuestos en la demanda 

y la aplicabilidad al caso de fa jurisprudencia invocada; pero ob- 

serva que la accion por repeticion no puede prosperar sino cuando 

el pago se hiciera con protesta, de acuerdo a lo que la jurispru- 

dencia de la Corte Suprema tiene establecido. 

Que la protesta de que se hace mérito en la demanda fué 

hecha ante Escribano por el sefior Imeroni, quien se dijo apo- 
derado del sefior Ferrario, haciéndose constar por el referida 

Escribano en tal escritura que en su protocolo habia constancia 

del mandato general anteriormente conferido por el interesado, 
lo que hubiera bastado a estar a la redaccion originaria del art. 
1003 dei Codigo Civil; pero sancionada la ley modificatoria de 
11 de Octubre de 1913 era también necesario que “se transcri- 
biera la parte pertinente”’, lo que no se hizo, por lo .cual la es- 

ctitura es nula. Que ademas Ja mencionada escritura hace re- 

ferencia al pago que se efectud en Ja misma fecha, o sea el 25 

de Julio de 1928, por $ 2.329,92 ctvs. moneda nacional; pera 

no beneficia al pago efectuado en Junio de ese mismo afio por 
$ 276,83. 

x 
Que en el supuesto caso de que la escritura, a pesar del vi- 

cio de nulidad de que adolece, pudiera ser eficazmente invocada
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para fundar la demanda de repetición del pago a que en ella se 
hace referencia, sería ·forzoso admitir la ineficacia de la misma, 
en lo que respecta al pago anteriorm�nte efectuado ( o sea e1 de 
$ 276,85 ctvs. mln), de acuerdo a los fallos del Tribunal regis­
trados en el tomo 105, págs. 273 y 285. 

En consecuencia solicita el rechazo <le la demanda. Que de­
clarada la causa como de puro derecho, sólo la parte adora eva­
cúa el nuevo traslado conferido, llamándose a fs. 35 vta., autos 
para definitiva; y 

Considerando 

Que reconocidos por la: Provincia demandada los hechos ex­
puestos en la demanda, como a§Í también la aplicabilidad al caso 
ele la jurisprudencia de esta Corte Suprema, invocada por el ac­
tor al sustentar su pedido de inconstitucionalidad del impuesto 
establecido por 1a: ley provincial 1'N\' 3915, corresponde tau sólo 
contemplar. las defensas interpuestas, sobre nulidad' de protesta 
y no retroactividad de efectos ele la misma, respecto de uno de 
los pagos efectuados. 

Que respecto de esto cabe consignar, que no habiendo sido 
argüidos ele falsos los documentos que sirven de base a esta de­
manda, ( entre ellos la protesta de fs. 4 y, el po'd'er a que se hace 
alli referencia), la sana crítica indica su aceptación como plena 
prueba. Fallos: Tomo 154. pág. 115. 

Que aún cuando, como lo expresa la demandada, pudiera 
dicha escritura pública adolecer del vicio de nulidad por no lle­
nar los requisitos que para tal clase de instrumentos exige la ley 
de 11 de Octubre de 1913, modificatoria del Código Civil, tal 
circunstancia no enervaría el derecho del actor, ya que como lo 
tiene resuelto esta Corte (Fallos: Tomo 125, pág. 333 y los allí 
citados) nada autoriza a exigir que la protesta sea hecha nec.esa­
rirunente en escritura pública, bastando la constancia de la im-
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para fundar la demanda de repeticién del pago a que en ella se 

hace referencia, seria forzoso acmitir la ineficacia de la misma, 

en lo que respecta af pago anteriormente efectuado (0 sea el de 

$ 276,85 ctvs. m|n), de acuerdo a los falios del Tribunal regis- 

trados en el tomo 105, pags. 273 y 285. 

En consectiencia solicita el rechazo de Ja demanda. Que de- 
clarada la causa como de puro derecho, sdlo la parte actora eva- 

ctia el nuevo traslado conferido, Ilamandose a fs. 35 vta., autos 

para definitiva; y 

Considerando 

Que reconocidos por la Provincia demandada los hechos ex- 
puestos en la demanda, como asi también la aplicabilidad al caso 
de la jurisprudencia de esta Corte Suprema, invocada por el ac- 
tor al sustentar su pedido de inconstitucionalidad del impuesto 

establecido por la ley provincial ‘N° 3915, corresponde tan sélo 
contemplar. las defensas interpuestas, sobre nulidad de protesta 

y no retroactividad de efectos de la misma, respecto de uno de 
los pagos efectuados. 

Que respecto de esto cabe consignar, que no habiendo sido 

argitidos de falsos los documentos que sirven de base a esta de- 

manda, (entre ellos la protesta de fs. 4 y el poder a que se hace 

alli referencia), la sana critica indica su aceptacién come plena 
prueba. Fallos: Temo 154. pag. 115. 

Que atin cuando, como lo expresa la demandada, pudiera 
dicha escritura ptiblica adolecer del vicio de nulidad por no Ile- 
nar los requisitos que para tal clase de instrumentos exige la ley 

de 11 de Octubre de 1913, modificatoria del Cédigo Civil, tal 

circunstancia no enervaria el derecho del actor, ya que como lo 
tiene resuelto esta Corte (Fallos: Tomo 125, pag. 333 y los alli 
citados) nada autoriza a exigir que la protesta sea hecha necesa- 

riamente en escritura ptiblica, bastando la constancia de la im-
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pugnación hecha al cobro y de la notificación a las autoridades 
encargadas de la percepción, para llenar los fines que justifiquen 
las exigencias de aquélla y .poder repetir lo pagado.

Que, corresponde en consecuencia, el rechazo de la defensa 
opuesta respecto de la nulidad de protesta efectuada por el apo­
derado del actor, debiendo prosperar ella sólo en lo referente a 
]a no. dvo!ución de $ 276,83 cvtvs. mln., pagados con anteriori­
dad a la protesta en razón de la irretroactividad cl'e sus efectos. 
(Fallos: Tomo 105, págs. 273 y 285, entre otros). 

Por lo tanto y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se declara que la Provincia ele Bue­
nos Aires, está obligada a devo_lver al actor, dentro del término 
<le diez días, la suma de dos mil trescientos veintinueve pesos con 
cuarenta y dos centavos moneda nacional, con los intereses com­
putados a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argenti­
na, desde la fecha de notificación de la demanda. Las costas 
por ,su orden. 

Notifíquese, repóngase el papel y en su oportunidad ar­
chívese. 

J. FIGUEROA Ar.CORTA. - R. Gurno
LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

- J ULIAN V, PERA. 

José A. Desúnoni, en la causa 'seguida. en su. contra, por homici­, 
d-io. Incidente sobre e.1:ca.rcelac,ióu y lribertad condicio11al. Re­

curso de hecho. 

S'umario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley níunero 48, en un caso en que la resolución del Tribunal 
de Alzada no es de carácter definitiva; en que aquélla se li-

324 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

pugnacién hecha al cobro y de la notificacién a las autoridades 
encargadas de la percepcién, para Henar los fines que justifiquen 
las exigencias de aquélla y poder repetir lo pagado. 

Que, corresponde en consecuencia, el rechazo de la defensa 
opuesta respecto de Ja nulidad de protesta efectuada por el apo- 

derado del actor, debiendo prosperar ella sdlo en lo referente a 

la no. dvotucion de $ 276,83 cvtvs, m|n., pagados con anteriori- 

dad a la protesta en razon de la irretroactividad cle sus efectos. 
(Fallos: Tomo 105, pags. 273 y 285, entre otros) . 

Por lo tanto y de conformidad con lo dictaminado por el 
sefior Procurador General, se declara que Ja Provincia de Bue- 
nos Aires, esta obligada a devolver al actor, dentro del término 

de diez dias, la suma de dos mil trescientos veintinueve pesos con 
cuarenta y dos centavos moneda nacional, con los intereses com- 
putados a estilo de los que cobra el Banco de la Nacion Argenti- 

na, desde la fecha de notificaci6n de la demanda. Las costas 

por su orden. 

Notifiquese, repdngase el papel y en su oportunidad ar- 
chivese. 

J. Ficueroa Arcorta. — R. Guipo 
LavaLLeE. — ANTONIO SAGARNA. 

— Jurianw V. Pera. 

José A. Destimoni, en la causa 'seguida en su contra, por honvici- 

dio. Incidente sobre excarcelacion y kbertad coudicional. Re- 
curso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraerdinario del articulo 14, 
ley nitmero 48, en un caso en que la resolucién del Tribunal 
de Alzada no es cle caracter definitiva; en que aquélla se li-
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mita a apreciar sus propias leyes en lo relativo al número 
de instancias en los p!eitos, y por otra parte, porque el be­
neficio de la libertad condicional para los , condenados, no 
está previsto en la Constitución, y en consecuencia, la apre­
ciación de su procedencia y oportunidad es extraña a la na­
turaleza del recurso. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos AireS, Septiembre 18 de 1931. 

Suprema Corte : 

La Cámara Segunda de Apelación del Departamento del 
Centro de 1a Provincia de Buenos Aires, ha resuelto la cuestión 
propuesta por la defensa deJ procesado José A. Desimoni de­
clarando· que a este último no le ampara el beneficio de la li­
bertad condicional que acuerda el artículo 13 del Código Penal 
porque esta disposición legal, a juicio del expresado tribunal, se 
refiere a los condenados por sentencia firme pasada en autori­
dad de cosa juzgada, carácter que no reviste,. por ahora, la dic­
tada contra Desimoní con fecha cinco de IVIayo ppdo., "a causa 
de los recursos extraordinarios interpuestos y concedidos, a que 
se refiere el informe de fs. 6 vta., que deben ser previamente 
considerados por la Suprema Corte de Justicia" provincial. 

Tales fundamentos, suficientes por sí solos para Sustentar 
la denegatoria pronunciada por el tribunal antes mencionado, no 
son revisibles por V. E. en el recurso extraordinario que auto­
riza el artículo 14 de la ley N' 48, toda vez que, según es doc0 

trina y constante jurisprudencia, las decisiones fundadas en el 
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mita a apreciar sus propias leyes en lo relativo al n&mero 
de instancias en los p‘eitos, y por otra parte, porque el be- 
neficio de la libertad condicional para los condenados, no 

esta previsto en Ja Constitucién, y en consecuencia, la apre- 
ciacién de su procedencia y oportunidad es extrafia a la na- 
turaleza del recurso. 

Case: Io explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1931, 

Suprema Corte: 

La Camara Segunda de Apelacién del Departamento del 

Centro de la Provincia de Buenos Aires, ha resuelto Ja cuestién 

propuesta por la defensa de} procesado José A. Desimoni de- 
clarando’ que a este ultimo no le ampara el beneficio de la 1i- 
bertad condicional que acuerda el articulo 13 del Cédigo Penal 

porque esta disposicién legal, a juicio del expresado tribunal, se 

refiere a los condenados por sentencia firme pasada en autori- 
dad de cosa juzgada, caracter que no reviste, por ahora, la dic- 
tada contra Desimoni con fecha cinco de Mayo ppdo., “a causa 

de los recursos extraordinarios interpuestos y concedidos, a que 

se refiere el informe de fs. 6 vta., que deben ser previamente 

considerados por la Suprema Corte de Justicia” provincial. 

Tales fundamentos, suficientes por si solos para sustentar 
la denegatoria pronunciada por el tribunal antes mencionado, no 
son revisibles por V. E. en el recurso extraordinario que auto- 

riza el articulo 14 de la ley N* 48, toda vez que, segtim es doc- 
trina y constante jurisprudencia, las decisiones fundadas en el
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derecho común son, con arreglo al artículo 15 de la citada ley 
número 48, ajenas al )'ecurso extraordinario interpuesto. 

La invocación de los artículos 18 y 19 de la Constitución 
Nácional hecha por la defensa de Desimoni, no es parte a mo­
dificar aquella conclusión si se advierte que la solución del ca­
so no ha dependido ni depende de la inteligencia y aplicación de 
esas cláusulas constitucionales, sino simple,mente de la de dispo­
siciones del derecho común, que no han sido impugnadas como 
c6ntrarias a la Constitución. 

Por lo tanto, soy de opinión que el recurso extraordinario 
para ante V. E., interpuesto a fs. 37 de los autos principales, ha 
sido bien denegado y que, en consecuencia, corresponde desechar 
1a presente queja. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Autos y Vistos : 

Los de la queja del defensor ele José A. Desimoni, contra 
la Cámara Segunda de Apelaciones del Departamento del Cen­
tro de la Provincia de Buenos Aires, por denegado recurso ex­
traordinario contra la resolución que denegó la libertad condi­
cional de aquel procesado; y 

Considerando : 

Que, en cuanto supedita a la resolución de un trámite proce­
s<:l el otorgamiento o denegatoria del beneficio qne se persigne, 
la resolución de la Cámara "a-quo" no es sentencia definitiva, 
como lo exige el art. 14 de la ley nacional N9 48, porque no pone 
término al pleito sobre la incidencia que se ha planteado. 
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derecho comin son, con arreglo al articulo 15 de la citada ley 
numero 48, ajenas al recurso extraordinario interpuesto. 

La invocacién de los articulos 18 y 19 de la Constitucién 

Nacional hecha por la defensa de Desimoni, no es parte a mo- 

dificar aquella conclusion si se advierte que la solucion del ca- 

so no ha dependido ni depende de la inteligencia y aplicacion de 

esas clausulas constitucionales, sino simplemente de la de dispo- 
siciones del derecho comtin, que no han sido impugnadas como 
contrarias a la Constitucion. 

Por lo tanto, soy de opinion que el recurso extraordinario 
para ante V. E-., interpuesto a fs. 37 de los autos principales, ha 

sido bien denegado y que, en consecuencia, corresponde desechar 
la presente queja. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Los de la queja del defensor de José A. Desimoni, contra 
la Camara Segunda de Apelaciones del Departamento del Cen- 
tro de la Provincia de Buenos Aires, por denegado recurso ex- 
traordinario contra fa resolucion que denegé la libertad condi- 
cional de aquel procesado; y 

Considerando : 

Que, en cuanto supedita a la resolucién de un tramite proce- 

sal el otorgamiento o denegatoria del beneficio que se persigue, 
la resolucién de la Camara “a-quo” no es sentencia definitiva, 
como lo exige el art. 14 de la ley nacional N* 48, porque no pone 

término al pleito sobre la incidencia que se ha planteado.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 327 

Que, por lo demás, la apreciación que los tribunales de 
provincia hicieren de sus propias leyes en cuanto al número de 
instancias en los pleitos y el alcance ele las mismas, es materia 
irrevisible por esta Corte en el recurso extraordinario previsto 
y bien definido en el art. 14 ele la ley N.., 48, según lo ha estable­
cido en su constante jurisprudencia. 

Que, finalmente, el beneficio de la libertad condicional para 
los condenados no está previsto en la Constitución, es una 
creación de la ley penal en.vigencia que no existía en la anterior 

y que otra posterior puede derogar; y, en consecuencia, como or­
ganismo del Código Penal común, la apreciación de su proce­
dencia y oportuniclacl, es también extrafía a la naturaleza del re­
curso extraordinario (art. 15, ley N° 48). 

En su mérito y por los fundamentos del precedetite dicta­
men del señor Procurador General, se declara bien denegado el 
recurso. Hágase saber y en su oportunidad archívese, devol­
viéndose los autos principales al tribunal de procedencia con 
transcripción de la presente resolución y del dictamen de ref e­
rencia. 

J. FrcUEROA ALCORTA. - R. Gurno 

LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

- }ULIAN V. PERA. 

Dona Ca.iidllc A. E. Buis de 111 eyer e hijos ·menores, contra el 

Ferrocarril Central Argentino, por i11denudzadón de dmios 

y pcrju:icios. 

Sumar·Í,o: l9 Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley' número 48, en un caso en que la decisión es contraria 
al derecho fundado en la Ley General de Ferrocarriles, sin 
que quepa distingo entre los casos en que ella rija directa 
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Que, por lo demas, la apreciacién que los tribunales de 
provincia hicieren de sus propias leyes en cuanto al niimero de 
instancias en los pleitos y el alcance de las mismas, es materia 
irrevisible por esta Corte en el recurso extraordinario previsto 
y bien definido en el art. 14 de la ley N* 48, segtin lo ha estable- 

cido en su constante jurisprudencia. 

Que, finalmente, el beneficio de la libertad condicional para 

los condenados no esta previsto en la Constitucién, es una 

ereaci6n de la Jey penal en.vigencia que no existia en ja anterior 

y que otra posterior ptrede derogar ; y, en consectiencia, como or- 
ganismo del Codigo Penal comin, la apreciacién de st proce- 
dencia y oportunidad, es también extrafia a la naturaleza del re- 
curso extraordinario (art. 15, ley N® 48). 

En su mérito y por los fundamentos del precedente dicta- 

men del sefior Procurador General, se declara bien denegado el 

recurso. Hagase saber y en su oportunidad archivese, devol- 

viéndose los autos principales al tribunal de procedencia con 

transcripcién de la presente resolucion y del dictamen de refe- 

rencia. 

J). Ficurroa Atcorta. — R. Guipo 

LAVALLE. — ANTONIO SAGARNA, 

— Jutian V. PERa, 

Dota Camille A. E. Buis de Meyer e hifos menores, contra el 

Ferrocarril Central Argentino, por indemnizactén de daiios 
y perjuicios. 

Sumario: k° Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley numero 48, en un caso en que la decision es contraria 
al derecho fundado en la Ley General de Ferrocarriles, sin 

que quepa distingo entre los casos en que ella rija directa
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y .expresamente y aquéllos en que su inteligencia es recla­
mada por vía de interpretación. 

2Q No habiendo ejecutado la empresa demandada en la 
época del accidente, las obras que le fueron ordenadas por 
1a Dire�ción General de FF. CC. para asegurar el tránsito 
de pasajeros entre las p:ataformas y andenes ele tina esta­
ción, surge la responsabilidad de aquélla. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Diciembre 19 de 1930. 

Y Vistos: 

Los caratulados: "Camille A. E. 13uis de lVleyer e hijos 
menores contra el .Ferrocarril Central Argientino. Indemniza­
ción ele daños y perjuicios".: y 

Considerando, que : 

P Se demanda en el escrito ele fs. 12-16 la cantidad de cien­
to setenta y nueve mil setecientos pesos nacionales en concepto 
cl'e indemnización de los daños y perjuicios sufridos por los ac­
tores, con motivo del accidente que costó la vida al señor Germán 
Rodolfo Julio Nlayer, ocurrido en la estación Rosario Norte 
de la Empresa del Ferrocarril Centr_�l Argentino, el día 29 de 
Abril del año 1929; demándose también los intereses del capital 
en que se justiprecia el daño a contar desde la fecha de 1a noti­
ficación de la demanda, todo con costas . Fundan la demanda en 
los siguientes hechos: a), en la velocidad excesiva con que pe­
netró a la referida estación el tren procedente de Tucumán, cau-
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y expresamente y aquéllos en que su inteligencia es recla- 

mada por via de interpretacion. 

2° No habiendo ejecutado la empresa demandada en la 

época del accidente, las obras que le fueron ordenadas por 
la Direccién General de FF. CC. para asegurar el transito 
de pasajeros entre las p'ataformas y andenes de tna esta- 

cién, surge la responsabilidad de aquélia. 

Caso: Lo explican las piezas sigtientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Diciembre 19 de 1980. 

Y Vistos: 

Los caratulades: “Camille A. E. Buis de Meyer e hijos 
menores contra el Ferrocarril Central Argentino. Indemniza- 

cion de dafios y perjuicios”; y 

Considerando, que: 

1? Se demanda en el escrito de fs. 12-16 la cantidad de cien- 

to setenta y nueve mil setecientos pesos nacionales en cencepto 

de indemnizacién de los dafios y perjuicios sufridos por los ac- 

tores, con motivo del accidente que costé la vida al sefior German 

Rodolfo Julio Mayer, ocurrido en la estacién Rosario Norte 

de la Empresa del Ferrocarril Central Argentino, el dia 29 de 

Abril del afio 1929; demandose también los intereses del capital 

en que se justiprecia el dafio a contar desde la fecha de la noti- 
ficacién de Ja demanda, todo con costas. Fundan fa demanda en 

los siguientes hechos: a), en la velocidad excesiva con que pe- 
netré a la referida estacién el tren procedente de Tuctuman, cau-
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sante el accidente y la ausencia del personal nec;:esario de la em­
presa, para anunciar la llegada de los trenes y cuidar que el trá­
fico de la vía se desarrolle sin peligro de accidentes; b), en la 
omisión por parte de la empresa al no haber construido los pa­
sos a bajo o alto nivel, que permitan ir ·de un andén a otro sin 
peligro para los pasajeros o público de perder la vida en el cruce 
de las vías; que la demandada ha infringido las. disposiciones con­
tenidas en el artículo 5', incisos 9 y 11 de la ley 2873 y se ha 
hecho pasible de las sanciones establecidas en los arts. 902, 903, 
904, 1109, 1113, 1068 y 1069 del Código Civil. 

2Q Se solicita en el escrito de fs. 34-36, el rechazo de la ac­
ción, basado en que el accidente que motiva el sub lite, no e& im­
putable a dolo, culpa o negligenciél ele la empresa demandada o 
su personal, y sí sólo a la imprudencia y culpa de la víctima. 
Agrega que es falso que el tren marchara a una velocidad mayor 
de la permitida por las prescripciones de los reglamentos; que 
en cuanto a la culpabilidad del personal del tren, hay cosa juz­
gada, por haberse dictado auto ele sobreseimiento definitivo. Y 
finalmente que la falta de pasos a alto o bajo ·nivel para cruzar 
de un andén a otro, no constituye una infracción legal, pues no 
existe ninguna o reglamento que obligue a estab'.ecer ese medio 
de comunicación entre los andenes. 

3"' Que en autos se halla plenamente acreditada la perso­
nería ele los actores con las partidas ele fs. 4, 7, 8 y 9 y ella tam­
poco ha siclo desconocida, como así que el accidente tuvo lugar en 
la estación Rosario Norte del ferrocarril demandado, el día 29 
de Abril a las 16. 45 horas . 

4'1 Que en el "sub-lite' se. hace, por el actor, emerger la 
responsabilidad de la empresa demandada: a) en la falta o neg1i­
gencia imputable !3-l maquinista y demás pe1·sonal del tren, al 
penetrar en la estación a velocidad excesiva, como así a la au­
sencia del personal ele la miSina; b) en la. omisión de disposi-
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sante el accidente y fa ausencia del personal necesario de la em- 
presa, para anunciar la Hegada de los trenes y cuidar que el tra- 

fico de Ja via se desarrolle sin peligro de accidentes; b), en la 
omisién por parte de la empresa al no haber construido los pa- 

sos a bajo o alto nivel, que permitan ir de un andén a otro sin 

peligro para los pasajeros o ptiblico de perder la vida en el cruce 
de las vias ; que la demandada ha infringido las. disposiciones con- 

tenidas en el articulo 5°, incisos 9 y 11 de la ley 2873 y se ha 
hecho pasible de las sanciones establecidas en los arts. 902, 903, 

904, 1109, 1113, 1068 y 1069 del Céddigo Civil. 

2° Se solicita en el escrito de fs. 34-36, el rechazo de la ac- 

cién, basado en que el accidente que motiva el sub lite, no es im- 
putable a dolo, culpa o negligencia de la empresa demandada o 

sti personal, y si sdlo a la imprudencia y culpa de la victima. 

Agrega que es falso que el tren marchara a una velocidad mayor 
de la permitida por las prescripciones de los regiamentos; que 

en cuanto a la culpabilidad del personal del tren, hay cosa juz- 
gada, por haberse dictado auto de sobreseimiento definitivo. Y 

finalmente que la falta de pasos a alto o bajo-nivel para cruzar 

de un andén a otro, no constituye una infraccién legal, pues no 

existe ninguna o reglamento que obligue a establecer ese medio 
de comunicacién entre los andenes. 

3* Que en autos se halla plenamente acreditada la perso- 
neria de los actores con las partidas de fs. 4, 7, 8 y 9 y ella tam- 

poco ha sido desconocida, como asi que el accidente tuvo lugar en 

la estacién Rosario Norte del ferrocarril demandado, el dia 29 

de Abril a las 16.45 horas. 

4" Que en el “sub-lite’ se. hace, por el actor, emerger la 
responsabilidad de la empresa demandada: a) en la falta o negli- 
gencia imputable al maquinista y demas personal del tren, al 
penetrar en la estacién a velocidad excesiva, como asi a la au- 

sencia del personal de la misma; b) en la omisién de disposi-
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c10nes de la ley de ferrocarriles, en cuanto obliga a la misma 
a tomar las m�didas de seguridad en el tráfico ele los pasa­
Jeros. 

5? Que la responsabilidad emerge ele 1a negligencia imputa­
ble a los emple!ldos conductores del Íren que \ ocasionó el acci­
dente - como a los dEmás empleados -, con el sobreseimiento 
dictado en la causa criminal, existe cosa j uzga<la; siendo por lo 
tanto improcedente el estudio de la prueba rendida a este res­
pecto. 

6" Que se encuentra plenamente justificado que entre las 
dos plataformas para embarque y desembarque de pasajeros, 
corren dos vías por las que 'circulan trenes en distinta direc­
ción, y que la empresa demandada después de la intimación 
reiterada de la Dirección General de Ferrocarriles ( fojas 117), 
construye el paso a alto nivel para facilitar al público el ac­
ceso entre la plataforma y el andén de la estación; con poste­
rioridad a la fecha· en que ocurrió el accidente causante de la 
muerte de l\!Ieyer. 

7v Que en cuanto a si la e1npresa es responsable por no 
haber tomado las medidas de seguridad para proteger a los pa­
sajeros y personas que concurren a los andenes de las esta­
ciones, conviene estqblecer que si bien es cierto que en la ley 
de ferrocarriles no existe una , disposición categórica, como la 
que se refiere a los pasos a nivel, obligación de poner barreras 
o guardaganados, ella ·surge y se infiere del contexto de la mis­
ma ley y de la propia naturaleza de la explotación que se ha­
ce, ( Artículos 5 y 11, ley 2873).

89 Que en la defensa alegada de que la víctima no era 
pasajero, no es atendible, pues si es cierto que los andenes deben 
ser ocupados por los pasajeros, es también cierto que la de­
mandada tiene permitido el accesb a las personas que concu-
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ciones de la ley de ferrocarriles, en cuanto obliga a la misma 

a tomar las medidas de seguridad en el trafico de los pasa- 

jeros. 

5° @ue la responsabilidad emerge de Ja negligencia imputa- 

ble a jos empleados conductores del tren que ‘ocasioné el acci- 
dente — como a los demas empjeados —. con el sobreseimiento 

dictado en la cattsa criminal, existe cosa juzgada; siendo por Jo 

tanto improcedente el estudio de la prueba rendida a este res- 

pecto. 

6? Que se encuentra plenamente justificado que entre las 

dos plataformas para embarque y desembarque de pasajeros, 

cerren dos vias por las que ‘cireulan trenes en distinta direc- 
cién, y que la empresa demandada después de ja intimacién 

reiterada de la Direccién General de Ferrocarriles (fojas 117), 

constriye el paso a‘alto nivel para facilitar al piblico el ac- 

ceso entre la plataforma y el andén de la estacién, con poste- 
rioridad a la fecha en que ocurrid el accidente causante de la 
muerte de Meyer, 

7* Que en cuanto a si la empresa es responsable por no 

haber tomado las medidas de seguridad para proteger a-los pa- 

sajeros y personas que concurren a los andenes de las esta- 
ciones, conviene establecer que si bien es cierto que en la ley 

de -ferrocarriles no existe una disposicién categdérica, como la 
que se refiere a los pasos a nivel, obligacién de poner barreras, 
o guardaganados, ella surge y se infiere del contexto de la mis- 

ma ley y de la propia naturaleza de la explotacién que se ha- 

sce, (Articulos 5 y 11, ley 2873). 

8" Que en la defensa alegada de que la victima no era 

pasajero, no es atendible, pues si es cierto que los andenes deben: 

ser ocupados por los pasajeros, es también cierto que la de- 

mandada tiene permitido el acceso a las personas que concu-
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rren por otros motivos que viajar, ? que ese acceso no se limita 
en ningún momento. 

99 Que dados estos antecedentes, es indudable la respon­
sabilidad de la demandada, al no haber tomado opQrtunamente 
la medida aconsejada e intimada por la Dirección General de 
Ferrocarriles para evitar todo peligro al público concurrente a 
sus andenes y plataformas. 

10 Sin embargo, de lo expuesto anteriormente cabe seña-:­
lar que por parte de la víctima hubo negligencia y falta de pru­
dencia, pues dada la circunstancia ele la entrada de dos trenes 
casi simultáneamente, le obligaba a prestar más atención, lo que 
debe tenerse presente para aminorar la responsabilidad de la 
empresa demandada. 

11. Que existen en autos elementos suficientes para que
el tribunal pueda fijar la indemnización de los daños y perjui­
cios. pues se encuentra justificado que l\tleyer percibía desde el 
a11o 1925 hasta 1928, pesos 500 mensuales de sueldo, y al fi­
nalizar este año, pesos 700, ó sea un promedio anual de pesos 
6.000 (informe de fojas 110 a 111); y la edad de 47 años, co­
mo así )os gastos de entieno, con la cuenta de fojas 39; en 
atención a estos antecedentes - la concurrencia- de culpa por 
parte de la 'víctima --, entiende el proveente qtte es equitativo 
fijar por toda indemnización por los daños y perjuicios, la mitad 
del promedio anual ele sueldos percibidos por Ivieyer en un· 
período de diez años) dada la edad de aquél y el término medio 
probable de vida de las personas. 

Por estas consideraciones, fallo: haciendo lugar a la de­
manda interpuesta por doña Camille A. E. Buis de .Meyer e hi­
jos menores, sobre indemnización de dañás y perjuicios, y' con­
deno a la empresa del ferrocarril Central Argentino a abonar 
a los actores, dentro del término de diez días, la. suma de treinta 
mil pesos moneda nacional, con costas. Insértese, hágase saber 
y repóngase. - P. lVI orcillo Suárez. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario, Junio 9 de 1931. 

Vistos en .Acuerdo : 

Los autos caratulados "�1Ieyer Camille A. E. Buis ele, e 
hijos menores el. F. C. Central Argentino s/. indemnización ele 
daños y perjuicio" (Exp. N' 41 J31 de entrada); y 

Considerando 

a) Que no puede sostenerse válidamente que constituye
acto ilícito penetrar a la estación de un ferrocarril para esperar 
a personas que llegan en los trenes; y la jurisprudencia ante­
rior de esta Cámara nada tiene en contrario, con referencia a 
ese caso particular. Dicho acceso era y sigue siendo libre al pú­
blico en la estación donde ocurrió el accidente motivo ele esta 
litis, hasta le punto de constituir una costumbre generalizada, 
sin que disposiciones reglamentarias lo prohiban o existan le­
treros restrictivos puestos al efecto. 

b) Consta en autos fojas 117
J 

que la Dirección General
de Ferocarriles ordenó con fecha 15 de septiembre de 1922 a 
la empresa demandada, proyectase las obras necesarias para 
asegurar el tránsito entre las plataformas y andenes de la es� 
tación Rosario Norte; y que esa orden no fué ctunplida, a pe­
sar de reiterársela en Febrero 6 de 1923, fijándose entonces 
como plazo improrrogable

_. 
el de treinta días. Con esto pasa 

a �egundo plano la cué:stión debatida en otros litigios, de si co­
rresponde o no a los tribunales de justicia apreciar la nece­
sidad que se adopten ciertas medidas de precaución en las in-;­
talaciones de los fer�ocarriles, puesto que en el sub jud-ice el 
poder ad�ninistrador ordenó adoptarlas varios años antes del 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Rosario, Junio 9 de 1981. 

Vistos en Acuerdo: 

Los autos caratulados “Meyer Camille A. E. Buis de, e 
hijos menores c|. F. C. Central Argentino s{. indemnizacién de 

dafios y perjuicio” (Exp. N’ 41|31 de entrada) ; y 

Considerando 

a) Que no puede sostenerse validamente que constituye 

acto ilicito penetrar a la estacidn de un ferrocarril para esperar 
a personas que Ilegan en los trenes; y la jurisprudencia ante- 

rior de esta Camara nada tiene en contrario, con referencia a 

ese caso particular. Dicho acceso era y sigue siendo libre al pt- 
blico en Ia estaci6n donde ocurrié el accidente motivo de esta 
litis, hasta le punto de constituir una costumbre generalizada, 
sin que disposiciones reglamentarias Io prohiban o existan le- 
treros restrictivos puestos al efecto, 

b) Consta en autos fojas 117, que la Direccién General 
de Ferocarriles ordenéd con fecha 15 de septiembre de 1922 a 

la empresa demandada, proyectase las obras necesarias para 

asegurar el transito entre las plataformas y andenes de la es- 
tacién Rosario Norte; y que esa orden no fué cumplida, a pe- 
sar de reiterarsela en Febrero 6 de 1923, fijandose entonces 
como plazo improrrogable, el de treinta dias. Con esto pasa 

a segundo plano la cuestién debatida en otros litigios, de si co- 
rresponde o no a los tribunales de justicia apreciar [a nece- 

sidad que se adopten ciertas medidas de precaucion en las ins- 

talaciones de los ferrocarriles, puesto que en el sub judice el 

poder adiministrador ordend adoptarlas varios afios antes del



DE JUSTICIA DE ·LA NACIÓN 333 

suceso que costara la vida a Germán Nieyer. En cuanto al cri­
terio judicial, no puede ofrecer discrepancias si se recuerda 
que 1a estación Rosario Norte, por la importancia de su trá­
fico, venía requiriendo la construcción de pasos a ba.io o alto 
nivel para el cruce ele sus vías, hallándose en condiciones evi­
dentemente inferiores respecto a otras localidades donde tales 
medidas precautorias se habían adoptado ya desde mucho tiem­
po atrás. 

e) Debe hacerse nota1: muy especialmente en este caso, por
1a influencia que tiene para determinar el monto ele la indem­
nización, la manifiesta negligencia y falta ele la más elemental 
precaución que surge del acto realizado por el señor l\1cyer, 
quien pretendió cntzar las vías en mon1ento que llegaba un tren, 
c,uya aproximación era fácilmente notable, al punto ele motivar 
el que varias personas intentaran llamarle insistentenlente la 
atención al respecto. (Véase declaraciones de Pedro N acero, fo­
jas 16, agente Camilo Rojas, fojas 9 y 77 concordantes con 
las de los conductores del ti·en y jefe ele la estación Rosario 
N'orte). 

d) Por lo que respecta al monto de la indemnización, es
razonable no aceptar como único elemento de criterio el suel­
do ele que gozaba la víctitna; aparte de que ann bajo dicha fase, 
habría de corregirse el error de concepto en que ha incurridn 
el señor juez a quo, según lo advierte la pnrte actora en su 
expresión ele agravios ( fojas 203 y 204). Además del sueldo, 
:-;e le daba casa y una bonificación sobre las ganancias del ne­
gocio (fojas 105-110 y 111), y su fallecimiento originó gas­
tos ele sepelio cuya prueba obra en autos. 

e) Debe tenerse en cuenta también los gastos personale�
qtw lVIeyer debió efectuar, las osci�aciones posibles de ia boni­
ficación a que tenía derecho, y la circunstaÍ1cia ele que el ca•• 
pital a entregar a los actores no estú sujeto a la amortización 
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por el transcurso del tiempo. En cuanto a la culpa concurrente, 
dehe ser estimada en un porcentaje mayor en contra- de la víc­
tima, que el aplicado en la sentencia de primera instancia. Esto 
sentado, y dentro del inevitable margen de incertidumbre que 
produce siempre el tener que calcular sobre un porvenir sim­
plemente probable, atentos la edad y salud de Germán l\lfeyer 
hasta el momento de su muerte, puede admitirse sin esfuerzo 
que los treinta mil pesos asignados por el juez, no constituye 
indemnización suficiente. 

Se Resuelve: 

Confirmar en lo principal la s�ntencia apelada obrante a 
fojas 181 a 183 y modificarla en lo que respecta al monto de 
la indemnización que debe pagar el demandado, la que se eleva 
a cincuenta mil pesos moneda nacional, por todo concepto ; con 
costas, Notifíquese y devuélvanse al juzgado de la causa, donde 
se repondrán los sellos. - Benigno T. �!fm1/focz. - Julio 1liarc. 
- Juan A/vare:::,

DICTA::\-LEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 18 de 1931. 

Suprema Corte: 

La empresa recurrente alegó en tiempo oportuno qtte no 
estaba obligada a satisfacer la indemnización que se le reclama­
ba, por cuanto la víctima había infringido la prohibición con­
tenida en el artículo 55 de la ley número 2873, lo que la eximía 
de toda oh'.igación por causa del accidente que se había pro­
ducido por la violación ele Jo dispuesto en dicho artículo. La 
sentencia apelada ha desechado la defensa deducida, lo que ha 
motivado el recurso extraordinario deducido para ante V ttestra 
Excelencia. 
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por el transcurso del tiempo. Jfn cuanto a la culpa concurrente, 

debe ser estimada en un porcentaje mayor en contra. de la vic- 
tima, que el aplicado en la sentencia de primera instancia. Esto 

sentadc, y dentro de! inevitable margen de incertidumbre que 

produce siempre el tener que calcular sobre un porvenir sim- 

plemente probable, atentos la edad y salud de German Meyer 

hasta el momento de su muerte, puede adinitirse sin esfuerze 

que los treinta mil pesos asignados por el juez, no constituye 
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Se Resuelve: 

Confirmar en lo principal la sentencia apelada obrante a 
fojas 181 a 183 y modificarla en lo que respecta al monto de 

la indemnizacién que debe pagar el demandado, Ja que se eleva 

a cincuenta mil pesos moneda nacional, por todo concepto; con 

costas. Notifiquese y devuélvanse al juzgado de la causa, donde 
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— Juan Alvarez. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aives, Septiembre 18 de 1931. 

Suprema Corte: 

La empresa recurrente alegd en tiempo oportuno que no 
estaba obligada a satisfacer Ja indemnizacion que se le reclama- 
ba, por cuanto la victima habia infringido la prohibicidn con- 

tenida en el articulo 55 de la ley ntiimero 2873, lo que la eximia 
de toda obtigacién por causa del accidente que se habia pro- 

cucido por la violacién de lo dispresto en dicho articulo. La 
sentencia apelada ha desechado la defensa deducida, lo que ha 
motivado el recurso extraordinario deducido para ante Vuestra 

Excelencia.
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Considero que el recurso ha sido bien acordado desde que 
h•. empresa recurrente puso en cuestión la inteligencia de una 
cláusula de una ley del Congreso y la decisión recaída es con­
traria a la validez ele la exención fundada en dicha cláusula, 
que fué materia del litigio, con lo cual se llena la exigencia 
establecida en el artículo 14 ele la ley número 48, la que se 
dictó con el fin ele reglamentqr la jurisdicción ele apelación de­
ferida a esta Corte Suprema por los artículos 100 y 101 ele 
l,;1, Constitución para el conocimiento y decisión de todas las 
causas que versen sobre puntos regidos por la misma Consti­
tución y por las leyes de la Nación, que no están comprendi­

, das ,en las que sanciona el Congreso en ejercicio ele la facultad 
atribuída en el artículo 67, inciso 11 de la Carta Fundamen­
tal. 

,J:�n cuanto al fondo de recurso en trámite, creo que es 
acertada la decisión que contiene la sente'ncia apelada. En ella 
se observá que la inteligencia que la empresa recurrente pre­
tende ciar al artícu!o 55 de la ley número 2873, implica cons­
tituir en un acto ilícito penetrar en las estaciones de ferro­
carril a efecto de esperar a las personas que llegan, lo cual 
no puede sostenerse válidamente, desde qu'e ese acceso es li­
bre al punto de ser una costumbre generalizada, sin que dis­
posiciones reglamentarias lo prohiban, Cabe agregar que lo que 
prohibe el citado ártículc es introducirse o estacionarse en el 
camine, como lo confirma el artículo 319 del reglamento de 
h1. ley número 2S73, que se refiere a la prohibición de tran­
sitar por lá vía, pero no extiende la prohibición a las esta­
ciones, con respecto a las cuales establece que debe limitan•c 
el trúnsito al lugar destinado para los pasajeros. 

·En atención a lo expuesto, solicito de V. E. se sirva con­
firmar la sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia 
del recurso deducido. 

Horacio R. Lar-reta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinario interpuesto en los autos 
seguidos por Huis de l\!Ieyer e hijos menores contra el ferro­
carril Central .. Argentino, sobre indemnización de: daños y per­
juicios, contra la sentencia dictada por la Cámara Federal del 
Rosario; y 

Considerando : 

Que la recurrente funda stt derecho en lo dispuesto por 
el artículo 55 de la ley número 2873, que a su entender la 
exime de toda responsabilidad en el accidente de que se tra­
ta, dado que la víctima del 1nismo habría penetrado a la es­
tación y pasado a las vías sin derecho, como resultaría lk la 
mencionada prescripción legal. 

Que esta cuestión fué planteada oportunamente _,_ alegatri 
de fojas 165 ---- y ha sido considerada y resuelta en las sen­
tencias ele primera y segunda instancia, denegándose en las mis­
mas la exención fundada en dicha cláusula de la ley espe­
cial, 

Q�te como lo tieue resuelto esta Corte Suprema en ca­
sos análogos "procede el recurso extraordinario; si la deci­
s10n es contraria al derecho fundado en la ley general de [e.:. 

rrocarriles sin que quepa distingo entre los casos en que ella 
rija directa y expresamente y aquellos en que su intelige11C'Ía -
es reclamada por vía ele interpretaciónJ) y por lo tanto el fa­
llo adverso de la Cámara a quo que interpreta la dictada ley 
federal y desestima la exención fundada en ella da lugar :i.l 
recurso extraordinario (Fa1los: Tomo 159, página 129). 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1934. 

Y Vistos: 

Los del recurso extraordinarie interpuesto en fos autos 

seguidos por Buis de Meyer e hijos menores contra el ferro- 
carril Central . Argentino,sobre indemnizacion de dafios y per- 
juticios, contra la sentencia dictada por la Camara Federal del 
Rosario; y 

Considerando : 

Que la recurrente funda su derecho eu lo dispuesto por 

el articulo 55 de la ley ntimero 2873, que a su entender Ja 
exime de toda responsabilidad en el accidente de que se tra- 

ta, dado que la victima del mismo habria peneirado a la es- 

tacién y pasado a las vias sin derecho, como resultaria de la 

mencionada prescripcién legal. 

Que esta cuestion fué planteada oportunamente —~ alegata 

de fojas 165 --- y ha sido considerada y resuelta en las sen- 

tencias de primera y segunda instancia, denegandose en Jas mis- 
mas la exencién fundada en dicha clausula de Ja ley espe- 
cial. 

Que como lo tiene resuelto esta Corte Suprema en ca- 

sos analogos “procede cl recurso extraordinario: si la ceci- 

sion es contraria al derecho fundado en la ley general cle fe- 
rrocarriles sin que quepa distingo entre los casos en que ella 

tija directa y expresamente y aquellos en que su inteligencia © 

es reclamada por via de interpretaciou’”’ y por Jo tanto el fa- 
Ito adverso de la Camara a gua que interpreta la dictada ley 

federal y desestima Ja exencién fundada en ella da lugar al 
recurso extraordinario (Fallos: Tomo 159, pagina 129),
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Que en lo relativo al fondo del asunto cabe observar qu� 
nü resulta de la cláusula legal citada ni de disposiciones re­
glamentarias, que fuera prohibida la entrada a la estación, en 
que el accidente ,<;e produjo. 

Que la empresa demandada no había ejecutado en la épo­
ca del mismo las obras que les fueran ordenadas por la Di­
rección General ele Ferrocarriles con mucha anterioridad para 
asegurar el tránsito eptre las plataformas y andenes de la es­
tación Rosario Norte, evitando los peligros cd.nsiguic111;-es al 
cruce ·ele !as vías. 

Que en tales condiciones la inteligencia razonable de la 
disposición legal que se invoca no puede determinar la revoca­
toria de la sentencia recurrida, 

Por estas consideraciones, los fundamentos de 1 �• y 21
� ins­

tanci�. y lo dcitaminado por el señor Procurador General, se 
confirma la sentencia recurrida en cuanto ha podido ser ma­
tcri,:i, del presente recurso extraordinariao. Notifíquese y de­
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado de ori­
gen. 

J. FrGUEROA ALCORTA. - R. Gurno
LAVALLE. - ANTONIO SAGARNA. 

JuLIAN V. PERA. 

Don Juan Jiaca/erri contra la Jliunicipalidad de Cerrillos (Pro­

'l'illcia. de. Salta), sobre tnconstitucionalidad de rcsolilcio11cs 

dictadas por la ,m/sllla. Rccwiso de hecho. 

S11111ario: Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ky número 48, en un caso en que se ha puesto en cues­
tión 18, validez constitucional de una orden emanada ele 
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Que en lo relativo al fondo del asunto cabe observar que 

no resulta de la clausula legal citada ni de disposiciones re- 
glamentarias, que fuera prohibida la entrada a la estacién, en 

que el accidente se produjo. 

Que la empresa demandada no habia ejecutado en la épo- 
ca del mismo las obras que les fueran ordenadas por fa Di- 
reccion General de Ferrocarriles con mucha anterioridad para 

asegurar el transito entre las plataformas y andenes de la es- 

tacion Rosario Norte, evitando los peligres consiguientes af 
eruce ‘de las vias. 

Que en tales condiciones la inteligencia razonable de la 

disposicion legal que se invoca no puede determinar la revoca- 

toria de la sentencia recurrida, 

Por estas consideraciones, los fundamentos de }8 y 2° ins- 
tancia y lo dcitaminado por el sefior Procurador General, se 

confirma la sentencia recurrida en cuanto ha podido ser ma- 

teria del presente recurso extraordinariao, Notifiquese y de- 

vuelvanse, dehiendo reponerse el papel en el juzgado de ori- 

gen. 

J. Ficurroa ALcorta. — R. Guino 
LAVALLE. — ANTONIO SAGARNA, 
Jutian V. Prra. 

Don Juan Aacaferrt contra la Muntcipalidad de Cerrillos (Pro- 

auicia de. Salta), sobre inconstitucionalidad de resolucioncs 

dictadas por la misma, Reewtso de hecho, 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley ntimero 48, en un caso en que se ha puesto en cues- 

tidn ta validez constituciona!l de una orden emanada de
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una autoridad ele Provincia y la decisión recaída ha sido 
fávorable a la validez de la orden de la autoridad pro­
vincial. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DJCTk\rEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1931. 

Suprtma Corte: 

De los antecedentes remitidos a Vuestra Excelencia se 
desprende lo siguiente: J)on Juan 1\!Iacaferri, que tiene estahle­
cidB en el pueblo de Cerrillos una usina eléctrica para el su­
ministro de- luz y fuerza, recibió una comunicación ele la co­
misión l\Íunicipal de la localida·d en la que se le hada saber 
que no podía continuar funcionando dicha usina, que le esta­
b?. prohibido ocupar la vía pública con postes y cables y que 
debía restituir a la l\{unic'ipali<lad los postes que le pertenecen. 
Con este motivo ocurrió ante dicha comisión solicitando se 
dejara sin efecto la orden clict�cla, sobre la que no recayó re­
solución, en vista de lo cual promovió ante la Corte SuprE:'ma 
de la proviucia de Salta demanda sobre inconstitucionalidacl ele 
las medidas decretadas por 'aquella comisión, sosteniendo que 
son contrarias a la libertad de trabajo y de inclustriá consa­
gradas en beneficio de todos los habitantes por ef artículo 24 
de la Constitución provincial y por el artículo 14 de la Cons­
titución Nacional. La sentencia dictada por el expresado tri­
bunal, rechazó la demanda instaurada en· razón ele que las ór­
denes decretadas por la J\tJunicipalidad demandada lo han si­
clo en ejercicio de atribuciones que le confiere la ley orgánica 
respectiva. Contra dicha resolución se interpuso el recurso ex-
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una autoridad de Provincia y la decision recaida ha sido 

favorable a la validez ce la orden de la autoridad pro- 
vinetal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1981. 

Suprema Corte: 

De los antecedentes remitidos a Vuestra Excelencia se 

desprende lo siguiente: Don Juan Macaferri, que tiene estable- 

cida en el pueblo de Cerrillos una usina eléctrica para el su- 

ministro de luz y fuerza, recibid una comunicacién de la co- 
misién Municipal de la localidad en la que se le hacia saber 

que no podia continuar funcionando dicha usina, que le esta- 

ba prohibido ocupar fa via publica con postes y cables y que 

debia restituir a la Municipalidad los postes que le pertenecen. 

Con este motivo ocurrid ante dicha comisién solicitando se 

dejara sin efecto la orden dictada, sobre la que no recayé re- 

solicién, en vista de lo cual promovid ante la Corte Suprema 

de la provincia de Salta demanda sobre inconstitucionalidad de 

las medidas decretadas por ‘aquella comisién, sosteniendo que 

son contrarias a la libertad de trabajo y de industria consa- 

gradas en beneficio de todos los habitantes por e! articulo 24 

de la Constitucién provincial y por el articulo 14 de la Cons- 

titucién Nacional. La sentencia dictada por el expresado tri- 

bunal, rechazé la demanda instaurada en razén de que las ér- 

denes decretadas por la Municipalidad demandada lo han si- 

do en ejercicio de atribuciones que le conftere la ley organica 

respectiva. Contra dicha resolucién se interpuso el recurso ex-
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traordinario que acnerda el artículo 14, inci.so z,., de la ley 
número 48, el que fué denegado, lo que ha motivado la queja 
traída a conocimiento de V. E. 

Lo relacionado demuestra qm.• el recurso extraordinario 
deducido se ajusta a la prescripción legal en que ha sido fun­
dadc:, desde que, además de tratarse de una sentencia de1fini­
tiva de un tribunal superior, se ha puesto en cuestión en el 
pleito la validez de una orden en�anada <le una autoridad de 
provincia bajo la pretensión de ser repugnante a la Consti­
tución Nacional, y la decisión recaída ha sido en favor de la 
validez ele la orden ele la autoridad provincial. La considera­
ción deducida al denegar dicho recurso, se basa en que la 
cuestión p:anteada en los autos se encuentra regida por la 
Constitución ele la Provincia, pero ello no impide a Vuestra 
Excelencia entrar a resolvE.r si ha siclo o no desconocida una 
garantía asegurada por la Constitución Nacional, desde que. 
la circunstancia ele que las ConstitLi>-.:-fones provinciales repi­
tan las declaraciones asentadas en la que rige la Nación, no 
es óbice para que esta Corte Suprema ejerza la atribución que 
k está deferida ele conocer ), decidir las causas que versen 
sobre puntos regidos por esta última. Si no fuera así y los 
tribunales provinciales invocaran el estatuto local para decidir 
los pleitos en que se hagan valer las garantías inclivirluales, 
�lesaparecería la jurisdicción conferida por el artículo 100 de 
lc1. Constitución Nacional a la Corte Suprema y tribunales ele 
12. Nación, la que tiene por finalidad mantener la supremacía
que dicha Constitución y las leyes -que en su consecuencia clic-

, 

te el Congreso, tienen sobre las Constituciones y leyes provin-
ciales.

Por ello creo que el recurso extraordinario ha sido mal 
denegado. y que corresponde hacer lugar a la queja inter­
puesta. 

I-Jorucio R. Larrcta. 
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traordinario que acnerda el articulo 14, inciso 2° de la ley 

numero 48, el que fué denegado, lo que ha motivado la queja 

traida a conocimiento de V. E. 

J.o relacionado demuestra que el recurso extraordinario 

deducido se ajusta a la prescripcién legal en que ha sido fun- 

dada, desde que, ademas de tratarse de una sentencia delfini- 

tiva de un tribunal superior, se ha puesto en cuestion en e!} 

pleito la validez de una orden emanada de una autoridad de 

provincia bajo la pretensién de ser repugnante a la Consti- 

tucién Nacional, y la decision recaida ha sido en favor de la 

validez de la orden de la autoridad provincial. La considera- 
cion deducida al denegar dicho rectirso, se basa en que la 
cuestién planteada en los autos se encuentra regida por la 

Constitucion de la Provincia, pero ello na impide a Vuestra 

excelencia entrar a resolver si ha sido o no desconocida una 
garantia asegurada por la Constitucién Nacional, desde que. 

la circunstancia de que las Constitueiones provinciales repi- 

tan Jas declaraciones asentaclas en la que rige la Nacién, no 
es Obice para que esta Corte Suprema ejerza la atribucién que 

le esta deferida de conocer y decidir las causas que versen 

sobre puntos regidos por esta Ultima. Si no fuera asi y los 

tribunales provinciales invocaran el estatuto local para decidir 

los pleitos en que se hagan valer las garantias individuales, 

desapareceria la jurisdiccién cenferida por el articulo 100 de 
la Constitucion Nacienal a la Corte Suprema y tribunales de 

la Nacién, la que tiene por finalidad mantener la supremacia 

que dicha Constitucion y Jas leyes que en su consecuencia dic- 
te el Congreso, tienen sobre las Constituciones y leyes provin- 

ciales. 

Por ello creo que el recurso extraordinario ha sido mal 

denegado. y qtie corresponde hacer lugar a la queja inter- 

puesta. 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREl\IA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del seííor 
Procurador General, se declara procedente el recurso deducido, 
l'n consecuencia, - Autos y a la ofirina a los efectos del ar­
tículo S9 de_ la ley número 4055, señálanse los lunes y -vierne:-; 
o el siguiente día hábil si alguno de aquéllos no lo fuere pa­
ra notificaciones en Secretaría. Vista al Procurador Cenera].
Xotifíquese y repóngase el papel,

J. FIGUEROA ALCORTA. - R. Gl'f])D 

L,\\IALLE. - AKTONIO S,-\C.-\RX.A. 

J ULIAN V. :PERA. 

Do/la Jiaríu !ri,aoyc11. J 11forlJlació11 s1111w1w. 

S1t111ario: No procede el rer:urso -del artículo 14, ley número 
48, en un caso en que el carácter local de la ley interpre­
tada, lo excluía <lel conocimiento de la Corte (Ley núme­
ro 11.110 y su Reglamento). Debe aquél desestimarse a�i­
mismo, cuando de los antecedentes no aparece que se ha­
ya violado el precepto constitucional de que ningún ha­
bitante ele la -Nación puede ser sacado ele los juttes de­
signados por la ley antes del hecho de la causa. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

“ 
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FALLO bE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del seftar 

Procurador General, se declara procedente el recturso deducido, 

en consecuencia, — Autos y a la oficina a los efectos del ar- 

ticulo 8° de. la ley ntimero 4055, sefidlanse los lunes y viernes 

® el siguiente dia habil si alguno de aquéllos no lo fuere pa- 
ra notificaciones en Secretaria. Vista al Procurador General. 

Notifiquese y repongase el papel. 

J. Ficurroa Atcorra. — R. Guio 
LAVALLE, ~~ ANTONIO SAGARNA, 

Juriaw V. Pera. 

Dota Maria trigoyen. Informacion sumarta. 

Simnario:, No procede e} recurso sdel articulo 14, ley ntimero 

48, en ut caso en que el caracter local de la ley interpre- 

tada, lo excluia del conocimiento de la Corte (Ley ntme- 
ro 11.11@ y su Reglamento). Debe aquél desestimarse asi- 

mismo, cuando de los antecedentes no aparece que se ha- 

ya violado el precepto constitucional de que ningtin ha- 

bitante de Ja ‘Nacién puede ser sacado de los jucces ce- 

signados por la ley antes del hecho de la causa. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes:
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IHCL\ :\l EN" DEL PROCl_lRADOR GEN"ERAL 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Suprema Corte : 

En la información promovida por la recurrente, a fin de 

justificar los servicios por su esposo como emplea<lo de tran­
vías, el Apoderado de la Caja de Jubilaciones de Empleaclos 

de Empresas Particulares, formuló oposición sosteniendo que, 
con arreglo al artículo 24 del reglamento de la ley número 

11.110, esas informaciones deben producirse ante la mencio­
nada Caja, lo que dió lugar a que los tribunales ordinarios de 

esta capital declarasen su incompetencia para ,entender en el jui­
cio promovido. 

Con este motivo se ha interpuesto para ante Vuestra Ex­
celencia el recurso extraordinario que autoriza el artículo 14 

de la ley número 48, que ha siclo fundado en la circunstancia 
de ser el mencionado artículo 24 contrario a la letra y es­

píritu de la ley número 11.110. y estar, ademús, en oposición 
con el artículo 18 ele la Constitución, según el cual nadie pllC­

cle ser juzgado sino por sus jueces naturales. 

Considero que ninguno cJe los motivos alegados puede fun­

dar le. procedencia del recurso extraordinario, puesto que la 
ley número 11.110, ,que se préten<le haber s.ido violada por 

e'} artículo 24 del decreto reglamentario de la misma ley, ha 
sido dictada para regir en la Capital y Territorios Naciona­
les, por lo que no puede ser materia de examen ante esta Cnr�
te ( Fallos, tomo 158, página 110), En cuanto a la invoca­
ción Pe la garantía contenida en el artículo 18 de 1a Constitu­

ción, tampoco puede fundar el recurso en trámite, desde que no 

existe en el caso una privacióri del derecl�o de ocurrir a los
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Suprema Corte: 

En la informacién promovida por la recurrente, a fin de 

justificar los servicios por stt esposo como empleado de tran- 

vias, el Apoderado de la Caja de Jubilaciones de Empleados 

de Empresas Particulares, formuld oposiciédn sosteniendo que, 
con arreglo al articulo 24 del reglamento de la ley ntimero 

11.11, esas informaciones deben producirse ante la mencio- 

nada Caja, lo que dio lugar a que los tribunales ordinarios de 

esta capital declarasen su incompetencia para entender en el jui- 

cio promovido. 

Con este motivo se ha interpuesto para ante Vuestra Ex- 
celencia el recurso extraordinario que autoriza el articulo 14 

de la ley numero 48, que ha sido fundado en Ja circunstancia 
de ser el mencionado articulo 24 contrario a la letra y es- 

piritu de la ley ntmero 11.110. y estar, ademas, en oposictén 
con el articulo 18 de la Constitucion, segtin el cual nadie pue- 

de ser juzgacdo sino por sus jueces naturales. 

Considero que ninguno de los motivos alegades puede fun- 

dar la procedencia del recurso extraordinario, puesto que ia 
ley ntimero 11.110, que se pretende haber sido violada por 

el articulo 24 del decreto reglamentario de la misma ley, ha 

sido dictada para regir en la Capital y Territorios Naciona- 
les, por lo que no puede ser materia de examen ante esta Cor- 

te (Fallos, tomo 158, pagina 110). En cuanto a la invoca- 

cién de la garantia contenida en el articulo 18 de la Constitu- 

cién, tampoco puede fundar el recurso en. tramite, desde que no 

existe en el caso una privacién del derecho de ocurrir a los
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tribunales, sino la determinación de un procedimiento especial 
que no afecta la mencionada garantía ('Fallos

1 
tomo 158, pá­

gina 241). 

En atención a dlo, solicito de Vuestra Excelencia se sir­
va resolver que no procede el recurso que se trae a su conoc1-
miento. 

�Horacio R. fAtrrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario entablado por i\:Iaría Irigoyen 
de Scqueira ( autos sohre información_) contra la resolución de 
la Cámara Primera d� Apelaciones en lo Civil de la Capi­
tal; y 

Considerando: 

Que la cuestión planteada en primer lugar, sobre- si la 
Caja Nacional de Jubilaciones de Empleados y Obreros de Em­
presas Particulares .ha procedido · dentro de las atribuciones que 
le confiere el artículo 44 de la ley número 11.110, al dictar 
d artículo 24 de su Reglamento, es. un punto ajeno al reme­
dio federal autorizado por el artículo 14. de la ley número 
48, ya que el carácter local de la citada ley la excluye del 
conocimiento ele esta Corte como lo ha declarado reiteradamen­
te. (Ver Fallos: tomo 1.58, página 110). 

En lo que respecta a la inconstitucionalidad del citado ar­
tículo 24 del Reglamento, cabe observar que el artículo 18 de 
la Constitución Nacional, al establecer que ningún hahitante 
de la Nación puede ser sacado de los jueces designados por 
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tribunales, sino la determinacién de un procedimiento especial 
que no afecta la mencionada garantia (Fallos, tomo 158, pa- 

gina 241), 

En atencién a cello, solicito de Vuestra Excelencia se sir- 

va resolver que no procede el recurso que se trae a su conoci- 

miento. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Y Vistos: 

El] recurso extraordinario entablado por Maria Irigoyen 

de Sequeira (autos sobre informacién) contra la resolucién de 

la Camara Primera de Apelaciones en lo Civil de la Capi- 
tal; y 

Considerando: 

Que Ja cuestién planteada en primer lugar, sobre si la 
Caja Nacional de Jubilaciones de Empleadas y Obreros de Em- 
presas Particulares ha procedide dentro de las atribuciones que 

le confiere el articulo 44 de la ley ntmero 11.110, al dictar 

el articulo 24 de su Reglamento, es, un punto ajeno al reme- 

dio federal autorizado por el articulo 14 de Ja ley nttmero 
48, ya qtie el caracter local de la citada ley la excluye del 

conocimiento de esta Corte como lo ha declarado reiteradamen- 
te. (Ver Fallos: tomo 158, pagina 110). 

En lo qtie respecta a la inconstitucionalidad del citado ar- 

ticule 24 del Reglamento, cabe observar que el articulo 18 de 
la Constitucién Nacional, al establecer que ningtin habitante 
de la Nacién puede ser sacado de los jueces designados por
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la ley antes del hecho ele la causa, ha entendido proscribir las 
leyes c.r post facto y los juicios por comisiones expresamente 
nombradas para el caso_, sacando al acusac�o ele la jurisdicción 
permanente ele los jueces naturales para someterlos a tribunales 
o jueces accidentales o de circunstancias; y tales garaÍ1tías no
pueden estimarse violadas cuando, como ocurre en el presen­
tl', no existe una privación del derecho de ocurrir a los tri­
bunales, sino la determinación de un procedimiento especial
para los casos de informaciones Sumarias.

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen del sc-
1lor Procurador General, se declara que no procede el recurso 
extraordinario interpuesto. Notifíquese y devuélvanse, clehien­

. do reponerse el papel en el juzgado de origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA .. - ANTONIO 

SAGARNA. - JuLIAN V. PERA. 

Co·mfa.fííu de .)�cguros l�a Continental, en aui.os con don Fran­
cisco Galíndc:::, sobre indemnización ¡,or accidente del tra­
bajo. Rccl(rso de !techo . 

. )'11mario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso de interpretación de la ley 9688, 
de . carácter común y que se halla incorporada al Código 
Civi,!. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 
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la ley antes del hecho de la causa, ha entendido proscribir las 
leyes ca: post facte y los juicios por comisiones expresamente 
nembradas para el caso, sacando al acusado de Ja jurisdiccién 
permanente de los jueces naturales para someterlos a tribunales 

o jueces accidentales o de circunstancias; y tales garantias no 
pueden estimarse violadas cuando, como ocurre en el presen- 

te, no existe una privacién del derecho de ocurrir a los tri- 
bunales, sino la determinacién de un procedimiento especial 
para los casos de informaciones sumarias. 

Por ello y de actrerdo con el precedente dictamen del se- 

for Procurador General, se declara que no procede el rectirso 

extraordinaric interptiesto. Notifiquese y devuélvanse, debien- 

.do reponerse el papel en el juzgado de origen. 

J. FieueroA AtcortTa..— ANTONIO 

SAGARNA. — JULIAN V. Pera. 

Compaiia de Seguros La Continental, en autos con don Fran- 

cisco Galindes, sobre indemnizacién por accidente del tra- 

bajo. Recurso de hecho. 

Signario: No precede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley ntimere 48, en un caso de interpretacién de la ley 9688, 

de .caracter comin y que se halla incorporada al Cédigo 

Civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes :
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DICTAMEN DEf. PlWCURADOR GENF.RAJ, 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1H31. 

Suprema Corte: 

La Compañía de Seguros "La Continental'' fué demanda­
da ante los tribunales de la Provincia ele Tucumán pn"r imlcrn­
nización de un accidente de trabajo, siendo condenada al pago 
ele la. snma en que fué justipreciado el perjuicio sufrido por 
el obrero Francisco Galincltz. Contra la sentencia dictada se 
interpuso el recurso extraordinario que acuerda el art. 14 de la 
ley 48, que se fundó en la circunstancia de que el pago a que 
fué condenada la Compañía recurrente, había sído satisfecho 
mediante el depósito efectuado en la Caja Nacional ele Jubila­
ciones y Pensiones, ele conformidad a lo dispuesto en el artículo 
9� de la ley 9. 688, de sue.rte que el desconocimiento de ese de­
pósito importaba negar validez al citarlo artículo, lo que autori­
zaba la apelación para ante V .. E.

El recurso deducido fué denegado a mérito ele ser la ley 
9688 sobre accidentes de trabajo, supletoria del Código Civil 
y como tal hallarse excluída del citado recurso, conforme a lo 
que dispone el artículo 15 de la ley 48. El fundamento en que 
se apoya di'cha denegatoria se ajusta a las constancias de los 
autos y está de acuerdo con las reglas que rigen la admisión 
de la apelación extraordinaTia que acuerda la citada ley 48. 

Lo que ha servido ele base a la decisión adoptada por los 
tribunales provinciales no es, como lo sostiene la Compafiía re­
currente, 1a prevalencia acordada a las leyes de orden local so­
bre lo que dispone la ley 9688, sino la inteliiencia ·que se ha 
atribuído a esta ley con arreglo a los antecedentes del debate 
producido en el Congreso al dictarse el proyecto respectivo y a 
la interpretación que se le ha ciado por ·los tribunales nacionales, 
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DICTAMEN DEL. PROCURADOR GENERAL, 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte: 

La Cotmpafiia de Seguros “Ia Continental” fué demanda- 

da ante los tribunales de la Provincia de Tucuman por indem- 
nizacion de un accidente de trabajo, siendo condenada al pago 

de la suma en que fué justipreciado el perjuicio sufrido por 

el obrere Francisco Galindez. Contra la sentencia dictada se 
interpuso el recurso extraordinario que acuerda el art. 14 de la 

ley 48, que se fundd en la circunstancia de que el pago a que 

fué condenada la Compafiia recurrente, habia sido satisfecho 

mediante ef depdsito efectuado en la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pensiones, de conformicad a lo dispuesto en el articulo 
9° de la ley 9.688, de suerte que el desconocimiento de ese de- 
posito importaba negar validez al citado articulo, lo que autori- 
zaba la apelacién para aute V. IE. 

El recurso deducido fué denegado a mérito de ser la ley 

9688 sobre accidentes de trabajo, supletoria del Cédigo Civil 
y como tal hallarse excluicda del citado recurso, conforme a lo 

que dispone el articulo 15 de la ley 48. El fundamento en que 

se apoya dicha denegatoria se ajusta a las constancias de los 

autos y esta de acuerdo con las reglas que rigen la admisién 

de la apelacién extraordinaria que acuerda fa citada ley 48. 

Lo que ha servido de base a la decisién adoptada por los 
tribunales provinciales no es, como to sostiene la Compaiiia re- 
currente, Ja prevalencia acordada a las leyes de orden loca! so- 

bre lo que dispone la ley 9688, sino Ja inteligencia que se ha 
atribuido a esta ley con arreglo a los antecedentes del debate 
preducido en el Congreso al dictarse el proyecto respectivo y a 
la interpretacién que se Je ha dado por los tribunales nacionales,
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de manera que la solución del litigio se ha alcanzado por la ·apli­
cación de un precepto de derecho común, lo qnc es privativo 
ck la jurisdicción provincial, conforme a la reserva contenida 
en el art. 67, inc. 11, de la Constitución, que ha sido repetida 
l'11 el art. 15 de la ley N'1 48. 

Por tanto, el recurso extraordinario 110 es procedente y r:-.­
tú justificada su denegatoria, lo que pido a V. E. se sirva de­
clarar, rechazando la queja traída a su conocimiento. 

I-l orario R. Larrcta.. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegación del extraordinario in­
terpuesto contra la resolución de la Sala en lo Oivil de la Su­
prenm Corte de Justicia de Tucumán, en los autos: "Galindez 
Francisco contra 1a Compañía ·de Seguros "La Continental·", por 
indemnización de un accidente de trafiajo''; y 

Considerando 

Que en el presente caso se t.rath ele la interpretación de 
um,, ky de carácter común como es la ele "A'ccidentes de Tra­
bajo'' N'-' 9688, que ha siclo dictada _por el Congreso en ejer­
cicio ele la facultad conferida por el art. 67, inciso 11, de }a 
Constitución Nacional, y como tal, su aplicación por los tril?tt­
irnles locales no puede dar ocasión al recursb extraordinario 
creadopor el art. 14 de la ley N\' 48. (Attkulo ]5 de la misma). 

Que tal es la doctrina consagrada por esta Corte en la �cu­
tcncia registrada en el tomo 141, púg. 254 ele su colección de 
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de manera que la solucién del litigio se ha aleanzado por la -apli- 
cacion de un precepto de derecho comtn, lo que es privativo 

de la jurisdiccién provincial, conforme # Ja reserva contenida 
en el art. 67, inc. 11, de la Constituctén, que ha sido repetida 
en el art. 15 de Ja ley N* 48. 

Por tanto, el recurso extraordinario no es procedente y es- 
ta justificada su denegatoria, lo que pido a V. E. se sirva de- 
clarar, rechazando la queja traida a su conocimiento. 

floracio R. Laryeta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por denegacién del extraordinario in- 
terpuesto contra la resolucién de la Sala en le Civil de la Su- 
prema Corte de Justicia de ‘Tucuman, en los autos: “Galindez 
Francisco contra la Compafiia de Seguros “La Centinental’’, por 
indemnizacién de un accidente de trabajo’; y 

Considerando 

Que en el presente caso sce trata de la interpretacién de 

una ley de caracter comtin como es fa de “Atccidentes de Tra- 
bajo” N° 9688, que ha sido dictada por el Congreso en ejer- 

cicio de la facultad conferida por el art. 67, inciso 11. de la 

Constitucién Nacional, y como tal, su aplicacién por los tribu- 
hales locales no puede dar ocasién al recurso extraordinario 
creado por el art. 14 dela ley N° 48. (Attienlo 15 de la misma). 

Que tal es la doctrina consagrada por esta Corte en la seu- 

tencia registrada eu el tomo 141, pag. 254 de su coleccién de
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Fallos. Y si bien en aquel caso se' hizo lugar al remedio extraor­
dinario debióse a la circunstancia de que el tribunal local orde­
nó el depósito de la suma correspondiente a la indemnización en 
la oficina provincial, dándose así prevalencia a la ley local sbbre 
la ley nacional, conflicto que no existe en el caso de estos autos. 
pues la sentencia interpretando exclusivamente el art. 99 de la 
ley N'·' 9688, ha dispuesto la entrega directa ele la indemniza� 
ción a la víctima del accidente. 

Por ello y ele acuerdo con lo dictaminado por el seííor Pro­
curacloP General, se declara bien denegado el recurso, Notífí­
quese y archívese, devolviéndose los originales remitidos por vía 
de informe con trans1cripció11 de la preseiite resolución. 

J. FIGUEROA ALCORTA. � ANTONIO 

SAGARNA. - JuLIAK V. PERA. 

Eduardo Ha111ilto11 Pfrc.'"J c11 !Ós autos ª1l1i11isterio Fi'scal contra 
Juan C. ]lf('ndo:::a, Pedro J. Lasalfr J' otros, por defrau­
dación'·'. Raurso de hecho. 

Su111ario: No apareciendo haberse interpuesto y denegado el rc­
c�trso extraordinario del artículo 14 de la ley número 48,

y causando ejecutoria las resoluciones <le la Cámara Fede­
ral de Apelación de la· Capital dictadas en materia criminal 
(artículo 4' de la ley 70.55), no procede la queja. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Falies. Y si bien en aquel caso se hizo lugar al remedio extraor- 

dinario debidse a la circunstancia de que el tribunal local orde- 
né el depdésito de la suma correspondiente a la indemnizacion en 

la oficina previncial, dandose asi prevalencia a fa ley local sobre 
la ley nacional, conflicto que no existe en el caso de estos atitos. 
pues la sentencia interpretando exclusivamente el art. 9° de la 

ley N° 9688, ha dispuesto la entrega directa de la indemniza- 
cion a la victima del accidente. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el sefior Pro- 

curadorsGeneral, se declara bien denegado el recurso. Notifi- 

quese y archivese, devolviéndose los originales remitidos por via 

de informe con transcripeién de la presente resolucién. 

J. Ficurroa Atcorta. — ANTONIO 
SAGARNA. — JULIAN V. Prra. 

Eduardo Hamilton Pérez en los autos “Ministerio Fiycal contra 

Juan C. Mendosa, Pedro J. Lasalle y otros, por defrau 

dacién’. Recursa de hecho. 

Sumario: No apareciendo haberse interpuesto y denegado el re- 

curso extraordinarie del articulo 14 de la ley ntimero 48, 

y causando ejecutoria las resoluciones de la Camara Fede- 

ral de Apelacién de la’ Capital dictadas en materia criminal 

(articulo 4° de la ley 7055), no procede la queja. 

Caso: Lo explica ef siguiente:
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Considerando: 

Que según resulta ele la propia exposición del recurrente, 
éste interpuso ante la Cámara Federal de Apelación ele la Capi­
tal y en el juicio que por defraudación sigue el l\1inisterio Fis­
cal contra Juan C. l\tiencloza, Pedro J. Lassalle, José García, J. 

i\racil Caro y otros, los rec:ursos ele apelación, de nulidad y ele 
reconsicleración, todos los que le fueron denegados. · 

Que ele a cuerdo con lo dispuesto por el art. 4Q de la ley 
N9 7055 las resoluciones de la citada Cámara causan ejecutoria 
cuando fuesen ellas dictadas en materia criminal. 

Por tanto y no apareciendo haberse interpuesto el recurso 
extraordinario que autoriza el art. 14 ele la ley ·N"' 48 y de s11 

denegatoria por el tribunal de última instancia, sólo cas�) '-llW 
autorizaría la presentación del recurrente ante esta Corte Su­

. prema; no ha lugar a la queja deducida. Notifíquese y 1;11 su 
oportunidad archívese. 

J. FrGliEROA ALCOR.TA. - ANTONIO 

SAGARNA. - JULIÁN V. PERA. 

J11111ici¡,alidad de la Capital contra do11 Joaquín LójJCZ) por co­

bro de pesos. Excepción de falsedad de título. 

5'mnario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso en que la sentencia que lo mo­
tivó fué dictada en juicio ejecutivo, y no reviste el carác­
ter de definitiva exigida por la disposición legal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Considerando : 

Que segtin resttita de la propia exposicién del recurrente, 

éste interpuso ante la Camara Federal de Apelacién de la Capi- 

tal y en el juicio que por defraudacién sigue el Ministerio Fis- 

cal contra Juan C. Mendoza, Pedro J. Lassalle, José Garcia, J. 
Aracil Care y otros, los recursos de apelacion, de nulidad y de 
reconsideracién, todos los que le fueron denegados. ° 

Que de acuerdo con lo dispueste por el art. 4° de la ley 

N* 7055 las resoluciones de la citada Camara causan ejecutoria 
cuande fuesen ellas dictadas en materia criminal. 

Por tanto y no apareciendo haberse interpuesto el rectirsy 

extraordinario que autoriza el art. 14 de ta ley ‘N*® 48 y de sn 

denegatoria por el tribunal de Ultima instancia, sdlo caso que 

autorizaria la presentacion del recurrente ante esta Corte Su- 

_prema; no ha lugar a la queja deducida. Notifiquese y en sa 
oportunidad archivese. 

J. Froveroa Atcorta. — ANTONIO 

SAGARNA, — JULIAN V. Pera. 

AMunicipalidad de la Capital contra don Joaquin. Lopez, por co- 

bro de pesos, Excepcién de falscdad de titulo, 

Sumario: No precede el recurso extracrdinario del articule 14, 
ley numero 48, en un caso en que la sentencia que lo mo- 

tivé fué dictada en juicio ejecutivo, y no reviste el carac- 
ter de definitiva exigida por Ja disposicion legal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes:
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DICTAMEN DEL PROCl_:RADOH GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Suprema Corte : 

Confor.n1e a la doctrina establecida por V. E. en reiterados 
ettsos, la sentencia de trance y remate dictada en juicio ejecuti­
vo no -se considera un pronunciamiento definitivo, desde que 
queda expedito el camino para la vía ordinaria en que el ejecu­
tado puede hacer valer sus derechos, y en mérito de ello no pue­
de dar lugm· al recurso autorizado por el art. 14 de la ley 48. 
(Fallos: Tomo 153, página 406), 

J?or c,onsigTtiente, en el caso de autos es improcedente el 
recurso extraordinario clcducido y pido a V. E. así se sirva re­
solverlo. 

floracio N. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREI\IA 

Buenos Aires, 0.ctubre 14 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto por don J. C. Ros 
Artayeta en representación ele don Joaquín López, en el juicio 
que por cobro ejecutivo de pesos le sigue la lVIunicipaliclad de 
la Capital; y 

Considerando 

Que de las constancias de autos se desprende que el pro­
nunciamiento del señor Juez de l f) Instancia en lo Civil no re-

348 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL, 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1931. 

Suprema Corte: 

Conforme a la doctrina establecida por V. E. en reiterados 

easos, la sentencia de trance y remate dictada en jutcio ejecuti- 

vo uo se considera un pronunciamiento definitivo, desde que 
queda expedito el camino para la via erdinaria en que el ejecu- 
tado puede hacer valer sus derechos, y eu mérito cde ello no pue- 
de dar lugar al recurso autorizado por el art. 14 de la ley 48, 

(Fallos: Tomo 153, pagina 406). 

Por consiguiente, en el caso de autos es improcecdente el 

recurso extraordinario deducido y pido a V. E. asi se sirva re- 

solverlo. 
Floracia BR. Larreta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpueste por don J. C. Ros 
Artayeta en representacién de don Joaquin Lopez, en el juicio 

que por cobro ejecttivo de pesos le sigue la Municipalidad de 
la Capital; y 

Considerando 

Que de las constancias de autos se desprende que el pro- 
nunciamiento del sefior Juez de 1° Instancia en le Civil no re-
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\'istc el carácter de defii1itivo que requiere para 1a procedencia 
del recurso, el art. ·1'-t de la ley 48, ya que él ha recaído en un 
juicio ejecutivo 1 y de acuerdo con el art. 500 del Código de 
[)rocedimientos, queda tanto al actor como al demandado_. su 
derecho a salvo para promover el juicio ordinario. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el sei10r 
Procurador General se declara improcedente el recttrso extraor­
dinario acordado. Hágase saber y devuélvanse los autos al juz­
gado de su procecle11C·ia. Repóngase el papel. 

J, FIGUEROA ALCORTA. --· ANTON 10 

SAGARNA. - Juu_,\N V. P1m.-\. 

/)011 Juan Carlos Cepeda co11!ra el Ferrocarril Central -<'frgcnti-

110, sobre inicrdicto dt' obra HU.f'l.lU. 

S1111wrio: No procede el recutso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso en que las cuestiones planteada:,; 
están previstas en el CódigÜ Civil, en disposiciones reite� 
radamente citadas y analizadas por las partes y los magis­
trados de 1 •� y 21J. T nstancia, no obstando a ello la circuns­
tancia de habetse invocado desde un principio la garantía 
del artículo 17 de la Constitución Nacional, porque él estú 
reglamentado en forma orgamca en el Código Civil, cuyos 
preceptos no han sido materia de controversia constitu­
cional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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viste el caracter de definitivo que requiere para ta procedencia 
del recurso, el art. 14 de la ley 48, ya que él ha recaido en un 
juicio ejecutivo, y de acuerdo con el art. 500 del Cédigo de 

Procedimientas, queda tanto a! actor como al demandaclo, su 

derecho a salyo para promover el juicio ordinario. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el sefor 

Procurador General se declara improcedente el recttrso extraor- 

dinario acordado. Hagase saber y devuélvanse los autos al juz- 

gado de su procedencia. Repongase el papel. 

]. Ficueroa Atcorta. — ANTONIO 

SAGARNA. — JuLIAn V. PERA. 

Don Juan Carlos Cepeda contra el Ferrocarril Central Argenti- 
no, sobre tnierdicte de obra nueva. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley numero 48, en un caso en que las cuestiones planteadas 

estan previstas en el Cédigo Civil, en disposiciones reite- 

radamente citadas y analizadas por las partes y los imagis- 

trados de 1" y 2% Instancia, no obstando a ello fa circuns- 

tancia de haberse invocado desde un principio la garantia 

del articulo 17 de la Constitucién Nacional, porque él esta 
reglamentado en forma organica en el Codigo Civil, ctryos 
preceptos no han sido materia de controversia constitu- 

cional. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes:
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DICT!\i\-lEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte; 

El recurso extraordinario deducido para ante V. E. se fun­
da en haberse puesto en cuestión el derecho de propiedad ase­
gurado por d art. 17 de la Constitución y ser la decisión re­
caída contraria a ese derecho, y además, en haberse sostenido 
que la autorización concedida por el Poder Ejecutivo Nacional 
a la Empresa demandada, es violatoria de 1as garantías acor­
dadas al Congreso por el art. ri7, inc. 11 y 12 de la misma Cons­
titución. 

Para justificar el alcance que se ha dado en la controver­
sia sostenida en este pleito a las cuestiones constitucionales que 
dejo mencionadas, debo recordar •que el actor, en su carácte de 
propietario y poseedor ele una isla situada en el Río Pan-1.)1;:'1. 
sintiéndose mencscabado en el uso y goce de dicho río, curno 
consecuencia ele 10s trabajos que en el mismo ejecuta la Empre­
sa del Ferrocarril Central A.rgentino, dedujo interdicto de obra 
nueva a fin de que se ordenara la suspensión de esos trabajos. 
AJ exponer los fundamentos legales en que se apoyaba la ac­
ción deducida el actor mencionó diversas disposiciones del Có­
digo Civil con arreglo a las cuales no estaba ob'igaclo a sr:frir 
las restricciones que en su dominio y posesión le imponía la obra 
que realizaba la empresa dt:inandada, sostenien�lo, además, q�tc' 
esta empresa carecía ele derecho para efectuar trabajos que reo· .. 
juclicasen a los ribereños y cJo en mérito a prohihic1c1ies c1)11-

tenidas en aquellas disposiciones l�gales. La parte demandada 
alegó en su defensa, que había siclo autorizada a cons:-n1ir la.-; 
obras que se impugnaban en este juicio, las que son de utili­
dad pública. ] ,a sentencia dictada por la Excma. Cámara _Fedc-
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DICTAMEN DEI PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1931. 

Suprema Corte: 

FE) recurso extraordinario deducido para ante V. E. se fun- 

da en haberse puesto en cuestidn el derecho de propiedad ase- 

gurado por et art. 17 de fa Constitucién y ser la decisién re- 
caida contraria a ese derecho, y ademas, en haberse sostenicto 

que la autorizacién coneedida por el Poder Ejecutivo Nacional 

a la Empresa demandada, es violatoria de las garantias acor- 

dadas al Congreso por el art. 67, inc. 11 y 12 de fa misma Cons- 

titucion. 

Para justificar el alcance que se ha dado en la controver- 

sia sostenida en este pleito a las cuestiones constitucionales que 
dejo mencionadas, debo recordar que el actor, en su caracter de 

propietario y poseedor de una isla situada en el Rio Parané, 

sintiéndose mencscabado en el uso y guce de dicho rio, come 

consecuencia de 'os trahajos que en el mismo ejecuta la Empre- 
sa del Ferrocarril Central Argentino, dedujo interdicto de obra 

nueva a fin de que se ordenara la suspension de esos trabajos. 

Al exponer los fundamentos ltegales en que se apoyaba la ac- 

cién deducida el actor menciond diversas disposiciones del Co- 

digo Civil con arreglo a las cuales no estaba ob‘igado a stifrir 

las restricciones que en su dominio y posesion le imponia la obra 

que realizaba la empresa demandada, sosteniendo, ademas, que 

esta empresa carecia de derecho para efectuar trabajos que yer 

judicasen a los riberefios y ¢:lo en mérito a prohibicrcues con- 

tenidas en aquellas disposiciones legales. La parte demandacda 

alegd en su defensa, que hahia sido autorizada a conszruir las 

obras que se impugnaban en este juicio, las que son de utili- 

dad ptiblica. J.a sentencia dictada por la Exema. Camara tede-
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ral, resolvió. que la acción instaurada no podía prosperar por 
cuanto las obras de que se queja el actor son ejecutadas con 
autorización del Poder Ejecutivo Nacional, y que esta autoriza­
ción no contraría ·lo dispuesto en los arts. 2641 y 2646 del Có­
digo Ci,;il, a �o que se agrega que la lesión que pudiera sufrir 
el intt.:rés privado es insignificante dadas 'tas constancias de au­
tos. máxime cuando el goce y uso de los bienes públicos del I�s­
tado está sujeto a las restricciones que establecen las ordenan­
zas generales y locales de la administración, de acuerdo con lo 
que prescribe el art. 2341 del Código citado. 

De lo expuesto surge que la controversia sostenida en este 
litigio ha girado en torno a disposiciones del Código Civil y que 
por aplicación ele las mismas há sido rec!1azada la acción de­
ducida. Es cierto que en la demanda se invocaron las cláusu­
las constitucionales que antes he mencionado, pero también lo es 
qm.: la vio1.ación de dichas cl_áusulas resultaba, conforme a lo 
aleg_adc, por el actor, de la falta de acatamiento poi;;, parte ele la 
empresa a lo que dispone el Código Civil en la n1ateria atin­
gente al uso ele las aguas de los ríos navegables, siendo la in­
observancia de dicho Código fo que vulneraln el dominio que 
el actor reclamaba le fuera respetado en la plenitud de su ejer­
cicio. Para patentizar que han sido cuestiones ele orden civil 
las que se han debatido en el litigio, hasta leer las exposicio­
nes en derecho ag:regaclas a los autos, en las cuales se ha dilu­
cidadu 'v. situación en que están colocados el actor y la empresa 
d�1rn111dada frente a lo que ,el Código Civil prescribe en el título 
relativo a, las rtstricciones y límites del dominio, sosteniendo el 

-actor, como síntesis de sn argumentación, que la autorización
acordada por el Poder Ejecutivo a la empresa demandada con­
trarí;:i. In dispuesto en los arts, 2641 y 2646.

De 1
0 que dejo dicho se desprende que el recurso extraordi­

nario ·deducido para ante V. E. no es procedente, y ello por 
aplicación de Jo dispuesto en el art. 15 de la ley 48, según el 
ct1al, la queja debe deducirse en forma que su fundamento tenga 
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ral, resolvid, que la accién instaurada no podia prosperar por 
cuanto las obras de que se queja el actor son ejecutadas con 

autorizacién del Poder Ejecutivo Nacional, y que esta autoriza- 

ciédn no contraria ‘lo dispuesto en los arts. 2641 y 2646 del Co- 
digo Civil, a 'o que se agrega que la lesion que pudiera sufrir 
el interés privado es insignificante dadas las constancias de au- 
tos, maxime cuando el goce y uso de los bienes publicos del Ts- 
tado esta sujeto a Jas restricciones que establecen las ordenan- 
zas generales y locales de la administracion, cde acuerdo con lo 
que prescribe el art. 2341 del Codigo citado. 

De lo expuesto surge que la controversia sostenida en este 

litigio ha girado en torno a disposiciones del Codigo Civil y que 

por aplicacién de las misimas ha sido fechazada la accién de- 
ducida. Es cierto que en la demanda se invocaron las clausu- 

las constitucionafes que antes he mencionado, pero también lo es 

que la vio'acion de dichas clausulas resultaba, conforme a lo 

alegado por el actor, de la falta de acatamiento poy parte de la 

empresa a lo que dispone el Codigo Civil en la materia atin- 

gente al uso de las aguas de los rios navegables, siendo la in- 

ohservancia de dicho Codigo to que vulneraba el dominio que 
el actor reclamahba le fuera respetado en la plenitud de su ejer- 

cicic, Para patentizar que han sido cuestiones de orden civil 

las que se han debatido en el litigio, basta leer las exposicio- 
nes en derecho agregadas a los autos, en las cuales se ha dilu- 
cidacto ’a situacién en que estan colocados el actor y la empresa 

demandada frente a lo que el Codigo Civil prescribe en el titulo 

relativo a, las restricciones y limites del dominio, sosteniendo el 
actor, como sintesis de su argumentacion, que la autorizacion 

acordada por el Poder Ejecutivo a ja empresa demandada con- 

traria. lo dispuesto en los arts. 2641 y 2646. 

De 'o que dejo dicho se desprende que el! recurso extraordi- 

nario deducido para ante V. E. no es procedente, y ello por 
aplicacién de lo dispuesto en el art. 15 de la ley 48, segtin el 
cual, la queja debe deducirse en forma que su fundamento tenga
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un;c,. relación directa t' inmediata a las cuestiones de validez de 
1m·. artículos de �a Constitución, leyes, tratados, o comisiones 
en disputa, quedando entendido que la interpretación de los 
Códigcs comunes no dará lugar al recurso. Conforme a este 
rrecepto, la jurisprudencia de V. E. ha consagrado la doctri-
112. de t1ue no es suficiente que se haya invocado una cláusula
cnnstitucional para habilitar su júrisdicción de ap"elación, si no
surge que las cuestiones debatidas por el trihmml inferior tiC'­
nen ttna relación directa e inmediata con dicha cláusula, y que_
es de la interpretación que se haga ele la miEtma que depende
la resolución ele litigio. En el caso de autos no_ exist_e esa rcb­
ción directa e inmediata entre los preceptcs constitucionales in­
vocados en la demanda y las cuestiones que constituyen la snhs­
tancüi. del pleito, estando éste librado a la inteligencia que S(' 

acuerda a las1 prescripciones del Código Civil, también invoca­
das en fo. demanda, y que no pueden ser objeto de revisión J1f1r 
parte ck esta Corte Suprema, conforme al ".trtículo antes citado.

Para que V. E. pudiese entrar a decidir las cuesticnes cons­
titucionales que el recurrente menciona a,1 interponer el recur­
sc, vale decir, si ha sido violado el ,derecho de propieclacl rlcl 
actor y si la autorización acordada a la empresa demandada es 
contraria ,:1, bs atribu::iones que corresponden al Congreso, le :�e­
rÍ2. preciso examinar las prescripciones ele! Cócligc Civil que 
se refieren a. las rc'aciones entre ribereños y ·las facnltacks que 
el mismo Código concede a las autoridades públicas con n.·�­
pect-o al curso e.le las aguas', con lo cuál extendería su jurisdic­
ción de apelación a casos que han siclo apartados ele e!:a y li­
brados exclusivamente a la decisión ele los trihnn�r'es.infc-riores." 

En su mérito, pienso que no clehe abrirse el recurso dl'­
ducido par�1 ante V. E. por no corresponderle co110·,.:cr de! mi�­
nw en atención a la naturaleza ele las cuestiones debatidas en 
h: causa. 

1-ioracio N. I.nrrcta. 
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una relacién directa e inmediata a las cuestiones de validez de 

lus articulos de 7a Constitucion, leyes, tratados, 0 comisiones 

en disputa, quedando entendido que Ja interpretacion de los 

Cédigcs comunes no dara lugar al recurso. Conforme a este 

precepto, fa jurisprucdencia de V. E. ha consagrado la doctri- 

na de que no es stficiente que se haya invocado una clausula 

constitucional para habilitar su jurisdiccién de apelacién, si no 

surge que las cuestiones debatidas por el tribunal inferior tie- 

nen una relacién directa e inmediata con dicha clausula, y que. 

es de la interpretacién que se haga de la misma que depende 

Ja resolucién de litigio. En el caso de autos no existe esa rela- 

cién directa e inmediata entre los preceptes constitucionales in- 

yocados en la demanda y las cuestiones que constitayen la subs- 

tancia, de) pleito, estando éste librado a la inteligencia que se 

acuerda a las prescripciones del Codigo Civil, también invoca- 

das en la demancda, y que no pueden ser objeto de revision par 

parte de esta Corte Suprema, conforme at articulo antes citado, 

Para que V. E. pucdiese entrar a decidir tas cuesticnes cons- 
titucionales que el recurrente menciona al interponer ef recur- 
sc, vale decir, si ha sido violado el derecho de propiedad cel 

actor y si la autorizacién acordada a la empresa demandada cs 

contraria a las atribuziones que corresponden al Congreso, le se- 

ria precise examinar Jas prescripciones del Cddige Civil que 

se refieren @ las re‘aciones entre riberefios y las facultades que 

el misme Cddigo concede a las autoridades publicas con res- 

pecte a} curso de las aguas, con lo cual extenderia su jurisdic- 

cién de apelacién a casos gue han sido apartados de cla y h- 

hrados exclusivamente a la decisién de los tribuna'es inferiores. 

len stt mérifo, pienso que no debe abrirse el recurso cde~ 

ducide para ante VW. FE. por no corresponderle conocer del mis- 

me en atencién a la naturaleza de las cuestiones dehatidas cn 

in causa, 

Horacio R. Larreta.
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FALLO DE LA CORTE SUPREi\IA 

Buenos Afres, Octub1'e 14 de 1931. 

Y Vistos: 

Los cld interdicto ele obra nueva promovido imr don Juan 
Carlos Cepeda contra la empresa del Ferrocarril Central Ar­
gentino, venidos en tercera instancia por recurso cxtraurdina­
rio que interpuso el actor contra la sentencia ele la Cámara Fe­
deral ele i-\pelación de Rosario, que desestimó ht demanda; y 

Considerando 

Qut: ('l señor Cepeda, invocando su calidad ele propictarin 
y poseedcr ele la isla Percyra_, situada en el Río Para·ná, prfr:·d­
ma al puerto y pueblo de Villa Constitución, demmció que la 
<-rnFn-·sc del Ferrocarril Central Argentino construía una esco­
lle1 a o terraplén ele cnrocamiento que iba de la isla Cafferata 
dt: su propiedad y contigtla a la Pereyra, a c.osta firme santa­
fecina, cerrando él brazo del río, navegable. por donde él se co­
mtmicab;:1. con Villa Constitución y resto de costas a·1 Sur, olili­
gándok, en el transporte de personas y productos a remonLr 
dicho brazo menor hacia el Norte y retomar el curso por la 
Vuelta de ]\fontiel, lo que alargaba la navegación tres n cua­
tro veces más de lo natural y aparte el ·cmbancmnienl() que e1 

brazo clausurado sufriría en la haca libre (N. O.) y con_siguien­
tc inutilización aún para navegado en esa dirección desde su 
isla. En esos hechos y perjuicios, que restringían arbitrariamc11-
tc sus derechos posesorios, fundó eL.interdicto ele obra nueva 
tgtc preven los arts. 337 del Código de Procedimientos Civiles 
y 2500 del Código Civil. ·Arguyendo e1 derecho aplicable, sw:­
tiene que la empresa demandada procedió sin autcrización o 
concesión de la autoridad competente -� como manda el arL 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1981, 

Y Vistos: 

Los del interdicto de obra nueva promovido por don fuan 

Carlos Cepeda contra la empresa del Ferrocarril Centra! Ar- 
gentinc, venidos en tercera instancia por recurso extraurdina- 

rio que interpuso el actor contra la sentencia de la Camara Fe- 
deral de Apelacién de Rosario, que desestimo la demanda: y 

Considerando 

Que el sefior Cepeda, invocando su calidad de propictario 
y poseeder de Ja isla Pereyra, situada en el Rio Parana, proxi- 

ma al puerto y pueblo de Villa Constitucién, denuneid que la 

empresa del Ferrocarril Central Argentino construia una esco- 
lleta o terraplén de enrocamiento que iba de Ja isla Cafferata 
de su propiedad y contigua a la Pereyra, a costa firme santa- 

fecina, cerrando el brazo del rio, navegable. por donde él se co- 

municaba con Villa Constitucién y resto de costas al Sur. obli- 

gandolc, en el transporte de personas y productos a remontsir 

dicho brazo menor hacia el Norte y retomar e] curso por Ja 

Vuelta de Montiel, lo que alargaba Ia navegacion tres o cna- 
tre veces mag de fo natural y aparte el embancamiento que ¢ 

brazo clausurado sufriria en la boca libre (N. O.) y consiguien- 

te inutilizacion atin para navegarlo en esa direccion desde su 

isla. In esos hechos y perjuicios, que restringian arbitrariamen- 
te sus derechos posesorios, fundd el_interdicta de obra nueva 

que preven los arts. 337 del Codigo de Procedimientos Civiles 

y 2500 del Codigo Civil. Arguyendo el derecho aplicable, sos- 

tiene que la empresa demandada procedid sin auterizacién 0 

concesién de la autoridad competente — como manda el art.
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2642 del Código Civil - cuya autoridad - dice � es el Poder 
Ejecutivo ele la Nación y no simplemente la Dirección General 
ele Navegación como en el caso ha . ocurrido y aún en el caso 
de concesión en forma debe ella acordarse sin perjuicio de ter­
ceros;· cita otras disposiciones del Código Civil (2644, 2645, 
2646 y concordantes) y finalmente invoca el art. 17 de la Cons­
titución Nacional en resguai-do ele sus derechos porque la "obra 

en ejecución no es simplemente una limitación ele la integridad 
del uso y goce del río sino una verdadera perturbación o prh1a­
ción que afee.ta a su derecho ele propiedad de la isla'\ pidiendo 
especial pronunciamiento sobre este punto. Al fundar la pro­
cedencia del fuero federal, dice que la acción tiet1de a conse­
guir ------:- persiguiendo la demolición de las obras observadas -
que sea amparada la libre navegación y el comercio en el aludi­
do brazo del río Paran·á, por lo que invoca los arts. 14 y 100 
ele la Constituc.ión ·Nacional ya que el Ferrocarril no pudo 
construir ·"Ja escollera s-in estar autorizado por la ley de conce­
sión, por la ley general de ferrocarriles o por ley especial. (Es­
crito de demanda, fs. 7) . 

Que en la audiencia que prevé el art. 337 de la ley N'-' 50, 
el actor, dando por reproducidos los términos de la demanda, 
agreg'ó que, aún en el caso de que el ferrocarril hubiera ob­
tenido autorización del P. E. "siempre sería la "suh-juclice" una 
cuestión entre particulares por lesión a un derecho privado re­
gicfa poi• el derecho civil o común" y el P. E. se habría excedido 
en sus atribuciones, salido de la esfera de su competencia y pro­
duddo un acto nulo por ser contrario a los arts. 2645 y 2646 del 
Código· Civil, tal como lo consagra el art. 953 del mismo Có­
digo ( fs. 84) . La demanda fué contestada sosteniendo que 
existían la ley de concesión del F. C. del Puerto de Villa Cons­
titución y obras accesorias y el decreto del P. E. autorizando 
la escollera objetada, y que ésta estaba dentro de las1 prescrip­
ciones del derecho civil común, invocadas por el actor ( fs. 85) . 

Que los fallos de primera y segunda instancia, rechazando 
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2642 del Codigo Civil — cuya atttoridad —- dice es el Poder 
ijecutivo de la Nacién y no simplemente la -Direcci6n General 
de Navegacién como en el caso ha ocurrido y attn en el caso 
de concesién en forma debe ella acordarse sin perjuicio de ter- 
ceros; cita otras disposiciones del Cédigo Civil (2644, 2645, 

2646 y concordantes) y finalmente invoca el art. 17 de la Cons- 
titucién Nacional en resguardo de sus derechos porque la “obra 
en ejecucién no es simplemente una limitacién de la integridad 

del uso y goce del rio sino ana verdadera perturbacién o priva- 

cién que afecta a su derecho de propiedad de la isla’, pidiendo 

especial pronunciamiento sobre este punto. Al fundar la pro- 

cedencia del fuero federal, dice gue la accion tiende a conse- 
guir — persiguiendo la demolicién de las obras observadas — 
que sea amparada la libre navegacién y el comercio en el aludi- 
do brazo del rio Parana, por lo que invoca los arts. 14 y 100 
de la Constitucién ‘Nacional ya que el Ferrocarril no pudo 

construir la escollera sin estar autorizado por la ley de conce- 
sidn, por la ley general de ferrecarriles o por ley especial. (Es- 
crito de demanda, fs. 7). 

  

Que en la audiencia que prevé ed art. 337 de la ley N° 50, 
el actor, dando por reproducidos los términos de la demanda, 

agregO que, atin en e] caso de que el ferrocarril hubiera ob- 
tenido autorizacion del P. E. “siempre seria la “sub-judice” una 

cuestién entre particulares por lesion a un derecho privado re- 

gida por el derecho civil o comtm” y el P. E. se habria excedido 

en sus atribuciones, salido de la esfera de su competencia y pro- 

ducido tin acto nulo por ser contrario a los arts. 2645 y 2646 del 
Cédigo: Civil, tal como lo consagra el art. 953 del mismo Cd- 
digo (fs. 84). La demanda fué contestada sosteniendo que 

existian la ley de concesién del F. C. del Puerto de Villa Cons- 

titucion y obras accesorias y el decreto del P. E. autorizando 
la escollera objetada, y que ésta estaba dentro de las’ prescrip- 

ciones del derecho civil comtin, invocadas por el actor (fs. 85). 

Que los fallos de primera y segunda instancia, rechazando
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!c. acc1011, se fundan en que el demandante no tiene la poses10n
del lecho del río y su c_auce por tratarse de un bie_n -público de
uso general, cuya reglamentación corresponde al Supremo Go-:­

hierno <le la Nación; que -la concesión otorgada al ferrocarril
para construir d terraplén como accesorio de su conces1.ión de
l� línea férrea y del puerto de Villa Coústitución, no contraría
los preceptos del Código Civil que reglamentan el derecho de
propiedad, citando los arts. 2611, 2341, 2641 y 2643 de dicho
Código, y tampoco vulnera los arts. 17 y 86, inciso 2�• de la
Constitución ( fs. 36_4 y 383) .

Que esta sintética pero fiel retp,pitulacióp de los autos 
¡::.om:: en evidencia la natura!eza es trictamente civil, de derecho 
cümún, del <:lebate y del fallo recurrido, tal como el mismo ac­
tor lo afirmaba a fs. 84, pues el nudo de la cuestión no es_ saber 
si el Poder Ejecutivo puede o no hacer concesiones de ferroca­
rriles y puertos, desde que la empresa demandada tiene las que 
le acordaron .1.eyes no discutidas; tampoco en saber si el terra­
plén o escollera que se concedió a la 1111isma es o no accesorio 
nec�sario del puerto ele :m propiedad en Villa Constitución• por­
que ello, en sí no ·está sometido a la apreciació�� de terceros, sino 
en determinar si el actor tiene posesión sobre el río o brazo de 
río indicado y si la obra nueva que ese endicamiento ha reali­
zado agravia un derecho privado emergente de .esa posesión: 
es decir, cuestiones que están previstas en el Código Civil, en 
disposiciones reiteradamente citadas y analizadas por las partes 
y los magistrados ele 1:¡ y 2:¡ instancia, como son los arts. 2341, 
2641 .. 2642, 2643, 2G45 y 2646, por lo que, de acuerdo con el 
art. 15 ele la ley N.., 48, está fuera de la jurisdicción ele esta 
Corte actuando en función del recurso extraordinario. 

Que no modifica la conclusión precedente la circunstancia 
de haberse invocado, ·desde el escrito ele demanda, el principio 
y garantía ele! art. 17 ele la Constitución Nacional porque él está 
regh11nentaclo en forma orgánica en 'el Código Civil cuyos pre­
ceptos. en lo pertim:tlte, no han siclo materia de controversfa en 
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la accion, se fundan en que el demandante no tiene la posesion 

del lecho del rio y su cauce por tratarse de un bien publico de 

uso general, cuya reglamentacién corresponde al Supremo Go- 

bierno de la Nacién; que fa concesidn otorgada al ferrocarril 

para construir el terraplén como accesorio de st concesién de 

1 linea férrea y del puerto de Villa Constitucién, no contraria 

los preceptos del Cédigo Civil que reglamentan ef derecho de 

propiedad, citando tos arts. 2@11, 2341, 2641 y 2643 de dicho 
Codigo, y tampoco vulnera los arts. 17 y 86, inciso 2° de la 
Constitucién (fs. 364 y 383). 

Que esta sintética pero fiel recapitulacion de fos autos 

pone en evidencia la naturaleza estrictamente civil, de derecho 

cemiin, del debate y del fallo recurrido, tal como el mismo ac- 

tor lo afirmaba a fs. 84, pues el nudo de la cuestién no es saber 

si el Poder Ejecutivo puede o no hacer concesiones de ferroca- 

rriles y puertos, desde que la empresa demandacla tiene las que 

le acordaron ‘eyes no disctttidas; tampoco en saber si el terra- 
plén o escollera que se concedid a la misma es o no accesorio 

necgesario del puerto de su propiedad en Villa Constituciém’ por- 

que ello, en si no’esta sometido a la apreciacion, de terceros, sino 

en determinar si el actor tiene posesién sobre el rio o brazo de 
rio indicado y si la obra nueva que ese endicamiento ha reali- 
zado agravia un derecho privado emergente de .esa_posesién ; 

es decir, cuestiones que estan previstas en el Cédigo Civil, en 

disposiciones reiteradamente citadas y analizadas por las partes 
y los magistrados de 1* y 2" instancia, como son los arts, 23-41, 
2641, 2642, 2643, 2645 y 2646, por lo que, de acuerdo con e} 

art. 15 de la ley N°’ 48, esta fuera de la jurisdiccién de esta 

Corte actuando en funcidn del recurso extraordinario. 

Que no modifica fa conclusion precedente la circunstancia 

de hahberse invocado, desde el escrito de demanda, el principio 

y garantia de! art. 17 de la Constitucion Nacional porque él esta 
reglamentado en forma organica en el Cédigo Civil cuyos pre- 

ceptos, en lo pertinertte, no han sido materia de controversia en
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lo qué se refiere a su perfecta conformidad constitucional; y 
las restricciones de que el actor se queja tienen que contemplarse 
-• y así han sido contemplados por la Cámara ' 1a-quo '' - en 
relación a las que dicha ley permite finando el pleito con la de­
cisión ele la misma, pues "emanando ele la Constitución Nacio­
nal todos los derechos civiles y comerciales susceptibles de orfi 
ginar controversias entre particulares, no habría caso regido por 

· las leyes conmnes que no diera lugar al recurso autorizado por
el art. 14 de la citada ley N'1 48, que. como todas aquellas dis­
posiciones que se refieren a la competencia de los tribunales fe­
derales, excepcionales por su natu¡·aleza, es ele estricta inter­
prttación'-'. (C. S, Fallos:' Tomo 97, página �85) .

En su mento y por los fundamentos concordantes del dk­
t�unen del señor Procurador General, se declara improcedente 
el recurso extraordinario. Hágase saber y devuélvanse para la 
reposición en el juzgado de origen. 

J. FIGUERO.A ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO, � ANTONlO SAGARNA.---

�\'ci/Orcs Vi/a y Repello. contra el Gobierno Nacional, sobre dc­
·vohtció11 de dinero .

. \'umario: Habiéndose pedido el despacho de partidas ele artícu­
los de bronce destinados a fines in<lusti-iales ( construcción 
de camas), y por consiguiente no comprendidos entre los 
artículos de esa especie gravados con derechos del 50 poi'· 
ciento ''ad va!orem", les correspon,cle abonar el 25 por 
ciento que determina el inciso S', artículo 2\ ley núme­
ro 11.281. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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lo que se refiere a su perfecta conformidad constitucional; y 
las restricciones de que el actor se queja tienen, que contemplarse 

—- y asi han sido contemplados por la Camara “a-quo"” — en 

relacién a las que dicha ley permite finando el pleito con la de- 

cision de la misma, pues “emanando de la Constitucién Nacio- 

nat todos los derechos civiles y comerciales susceptibles de orf 

ginar controversias entre particulares, no habria caso regido por 
‘las leyes comunes que no diera lugar al recurso autorizado por 

el art. 14 de la citada ley N’ 48, que. como todas aquellas clis- 

posiciones que se refieren a la competencia de los tribunales fe- 
derales, excepcionales por stu naturaleza, es de estricta inter- 
pretacién’”. (C. S$, Fallos: Tomo 97, pagina 285) . 

En su merito y por los fundamentos concordantes cel dié- 
tamen cel sefior Procurador General, se declara improcedente 

el recurso extraordinario. Hagase saber y devuélvanse para la 
reposicion en el juzgado de origen. 

J. Fraveroa Arcorta. — Roserro 
REPETTO. — ANTONIO SAGARNA.—- 

Sehores Vila y Repetto, contra el Gobierno Nacional, sobre de- 

voluciébn de dinere. 

Suanario: Habiéndose pedido el despacho de partidas de articu- 

los de bronce destinados a fines industfiales (construecién 
de camas), y por consiguiente no comprendidos entre los 

articulos de esa especie gravacdos con derechos del 50 por 

ciento “ad valorem", les corresponde abonar el 25 por 

ciento que determina el inciso ‘5°, articulo 2°, ley ntime- 
ro 11.281. 

Caso: Jo explican las piezas siguientes :
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.SENTENCI1\ DEL J l.'.EZ FEDERAL 

B't1enos Aires, Febrero 27 de 1930. 

J ,os promovidos por Vil.a y RqJCtto contra la Nación, so­
lin.' t'ohro de pesos por devolución de derechos aduaneros: y 

Considerando 

1'1 Que la actora manifiesta en su demanda de fojas 7, 
haber introclttcido al país, en las fechas, forma y modo que 
indica u1 la planilla que figura a fojas 24, vai:ias partidas 
de caños de bronce para la industria de camas, c1ue por el 
artículo 2'.'_. inciso 1\', le_v •número 11.281, debió abonar el 25 
por ciento de derechos, mientras que la Aduana de la Capi­
tal, en contra de, h ley citada, le cobró y exigió e! pagc1 del 
50 por ciento ele esos derechos, los que abonó con protesta. 

�--\grega que solicitó la devolución respectiva al Nliniste­
no de Hacienda y conlo le fuera �enegada, acttde a la jus­
ticia, invocando los artículos 426, 427, · 429 y 433 de las Or­
denanzas de Aduana, a fin de que la Nación sea condenada, 
como lo pide a devolverle los impuestos cohrados indebidamen­
te·, con intereses y costas, 

Contesta la demanda el señor Procurador Fiscal a fo­
jag 18 expresando que no correspon�le hacer lugar a la acción, 
por cuanto las mercaderías de referencia no son de las que 
trata la disposición legal citada por la actora

) 
aparte de que 

ellas no se encuentran comprendidas en el dec;reto del Po­
der Ejecutivo fecha Enero 15 de 1925 que se ocupa de ca­
llos de bronce de sección rectangular y que por lo ·demás no 
tiene efectos retroqctivos para despachos anteriores como los 
de la actora. 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1936. 

Y Vistos: 

J].os promovidos por Vila y Repetto centra la Nacidn, so- 

bre cobro de pesos por devolucién de derechos aduaneros; y 

Considerando 

1? Que Ja actora manifiesta en su demanda de fojas 7, 

haber introducido al pais, en las fechas, forma y modo que 

indica en la planilla que figura a fojas 24, varias partidas 

de cafios de bronce para la industria de camas, que por el 
articule 2°, inciso 1%, ley niimero 11.281, debid abonar el 25 

por ciento cde derechos, mientras que la Aduana de la Capi- 

tal, en contra de, la ley citada, Je cobr6é y exigid e! page del 
50 por ciento de esos derechos, los que ahond con protesta. 

Agrega que solicité la devolucion respectiva al Ministe- 
rio de Hacienda y como le fuera denegada, acude a fa jus- 
ticia, invocando los articulos 426, 427, 429 y 433 de las Or- 

denanzas de Aduana, a fin de que la Nacién sea condenada, 

como lo pide a devolverle los impuestos cobrados indebidamen- 

te, con intereses y costas, 

Contesta Ja demanda e¢} sefior Procurador Fiscal a fo- 
jas 18 expresando que no corresponde hacer lugar a fa accidn, 
por cuanto las mercaderias de referencia no son de las que 
trata la dispestcién legal citada por la actora, aparte de que 

ellas no se encuentran comprendidas en el decreto del Po- 

der Ejecutivo fecha Enero 15 de 1925 que se ocupa de ca- 
fios de bronce de seccién rectangular y que por lo demas no 

tiene efectos retroactivos para despachos anteriores como los 

de Ja actora.
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Añade que la mercadería que se encuentra en jurisdic­
ción ·aduanera, no pudiendo saberse si eran caños rectangu­
lares o no y que tratándose de cinco despachos directos, so­
bre los siete que contiene la planilla ·de la actora, el artículo 
148 de las ordenanzas de. aduana prohibe todo reclamo como 
el formulado. 

Solicita en consecuenc1a se rechace la demanda, con cos-
tas. 

2" Que al resolver esta causa observa el suscripto que la 
actora no ha probado la existencia ele la protesta, invariable­
mente exigida por la jurisprudencia uüiforme de la Corte Su­

prnna, en casos de pago y repetición de impuestos, en lo que 
se refiere al despacho número 173.109. 

Por lo tanto, de acuerdo con Jo resuelto por el suscripto, 
Cámara Federal y Corte Suprema en casos análogos, corres­
ponde desestimar de plano el reclamo relacionado con dicho 
despacho. Véase, entre otros, juicios Hasenclev,::r y Dellazop­
¡m vi. Nación, "Gaceta del Foro" números 3612, 3833, 4161, 
3846 y 4187. 

3" Oue en lo referente a los pagos con protesta, vmctt­
lados con los despachos de directo números 151.553, 85.243, 
87.954 y 118,038, observa el proveyente que tampoco puede 
prosperar la demanda en virtud de tratarse de casos de des­
pacho directo, en los que rige sin discusión lo dis1mesto por 
el artículo 148 de las Ordenanzas de Aduana, como también 
lo ha resuelto el que firma en casos semejantes con la con­
firmatoria de la Cámara Federal. (Véase entre otros los ca­
sos citados en el considerando anterior y Escasany vi. Nación, 
"Gaceta del Foro" N° 4194. 

49 Que por lo demás, corresponde señalar que d decreto 
del Poder Ejecutivo fecha enero 15 de 19,25, no rige en el
caso de la actora como ésta lo pretende, tocia vez que ese 
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Afiade que fla mercaderia que se encuentra en jurisdic- 
cidn -aduanera, no pudiendo saberse si eran cafios rectangu- 
lares o no y que tratandose de cinco cdespachos directos, so- 
bre los siete que contiene la planilla ‘de la actora, el articulo 

148 de las ordenanzas de aduana prohibe todo reclamo como 

el formulado. 

Solicita en consecuencia se rechace la demanda, con cos- 

tas. 

2° Que al resolver esta causa observa el suscripto que la 
actora no ha probado la existencia de la protesta, invariable- 

mente exigida por la jurisprudencia uhiforme de la Corte Su- 
prema, en casos de pago y repeticién de impuestos, en lo que 
se refiere al despacho numero 173.109, 

Por lo tanto, de acuerdo con lo resuelto por el suscripto, 

Camara Federal y Corte Suprema en casos analogos, corres- 
ponde desestimar de plano el reclamo relacionado con dicho 

despacho. Véase, entre otros, juicios Hasenclever y Dellazop- 
pa v|. Nacién, “Gaceta del Foro” nimeros 3612, 3833, 4161, 

3846 y 4187. 

3° Oue en lo referente a los pagos con protesta, vinet- 

lados con los despachos de directo nimeros 151.553, 85.243, 
87.954 y 118.038, observa el proveyente que tampoco puede 
prosperar la demanda en virtud de tratarse de casos de des- 

pacho directo, en los que rige sin disctusiédn lo dispuesto por 
el articulo 148 de las Ordenanzas de Aduana, como también 
lo ha resuelto el que firma en casos semejantes con la con- 
firmatoria de la Camara Federal. (Véase entre otros los ca- 
sos citados en el considerando anterior y Escasany vj. Nacion, 
“Gaceta del Foro” N® 4194. 

4° Que por lo demas, corresponde sefialar que el decreto 

dei Poder Ejecutivo fecha enero 15 de 1925, no rige en el 

caso de la actora como ésta lo pretende, toda vez que ese
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decreto se refiere a lo futuro y no a los casos acaecidos con 
anterioridad al mismo: contempla asimismo los despachos de 
caños ele bronce de sección rectangular y la actora no ha de­
mostrado en autos que se tratara de tal clase de caños• en su 

caso. 

Y por último, cabe hacer notar que ya se trate ele des­
pacho directo o a dep{isito -- como ocurre con los que llevan 

los números 78.8..t-0 y 86.677 -, lo cierto es que la actora no 
lw, demostrado tampoco en -ninguna forma, ni ante la Adua­
na, lviinisterio de Hacienda o J uzgaclo, que las mercaderías 

cuyo despacho solicitó diciendo que eran caños de bronce pa­
ra h:� industria de camas, eran en efecto mercaderías no con­
templadas en el artículo 2 ... , inciso 1" ele la ley número 11.281, 
pues es evidente qne la manifestación escueta de los pedidos 
ele despacho directo o de depósito no bastan para considerar 
a esas mercaderías fuera de semejante precepto legal. 

En esta situación, va, sin decirse que debe aplicarse en la 
presente causa las reglas jurídicas: affirwa11ti'. i11c11111bit proba­

tis y actor non Probando, rcus absolvitur. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: Rechazando 
la demanda instaurada por 1a Sociedad Vila y Repetto con­

tra la Nación, sobre cobro de pesos por devolución de dere­
chos aduaneros. Costas por stt orden atenta la naturaleza de 
la causa. 

Noti fíquese, repóngase el sellado y oportunamente archí­
vese, previa devolución del expediente administrativo agregado 
a su procedencia. - Saúl Jl1. Escobar.
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decreto se refiere a lo futuro y no a los casos acaecidos con 
anterioridad al mismo; contempla asimismo Jos despachos cle 
cafios de bronce de seccién rectangular y la actora no ha de- 

mostrado en autos que se tratara de tal clase de cafios' en su 

caso. 

Y por wultimo, cabe hacer notar que ya se trate de des- 

pacho cirecto o a depfsito -- como ocurre con los que Ilevan 
los nimeros 78.840 y 86.677 —, Jo cierto es que la actora no 
ha demostrado tampoco en ninguna forma, ni ante ta Adua- 

na, Ministerio de Hacienda o Juzgado, que las mercaderias 

cuyo despacho solicit6 diciendo que eran cafios de bronce pa- 

ra ja industria de camas, eran en efecto mercaderias no con- 

templadas en el articulo 2%, inciso 1’ de la ley ntmero 11.281, 
pues es evidente que la manifestaciOn escueta de los pedidos 

de despacho directo o de depdsito no hastan para considerar 
a esas mercaderias fuera de semejante precepto legal. 

Ien esta situacion, va, sin decirse que debe aplicarse en la 
presente causa las reglas juridicas: affirmanti inciwubit proba- 

tiy y actor non probando, reus absolvitur, 

Por las consideraciones que preceden, fallo: Rechazando 
la demanda instaurada por Ja Sociedad Vila y Repetto con- 

tra la Nacién, sobre cobro de pesos por devolucién de dere- 

chos aduaneros, Costas por su orden atenta la naturaleza de 

la causa. 

Notifiquese. repdngase el sellado y oportunamente archi- 

vese, previa devolucion del expediente administrativo agregado 
a su procedencia. — Sail MM. Escobar.
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SENTENCIA DE LA cAllTARA FEDERAL DE APELACIÓK 

Buenos Aires, Octubre 13 de 1930 .. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos expresados en el segundo consideran­
do y primera parte del cuarto, se confirma la sentencia ele fojas 

42, sin costas. 

Repónganse las fojas en primera instancia. •-- .i.llarcclino 
Escalada .. - B: A .. Na:::ar Anchorc11a. -- Rodolfo S. Fcrrcr. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE::\IA 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1931. 

Y Vistos: 

El recurso ordinario de apelación interpuesto contra srn­
tencia de la Cámara F('cleral de Apelación de la Capital, en 
los autos seguidos ¡

_
Jor la Sociedad \fila y l{epetto contra la Na­

ción, pnr repetición
, 
ele impuestos de aduana; y 

Cons-iclerando: 

Que la acción ele repetición intentada se funda e11 que los 
actores han abonado bajo protesta varias partidas de impm·s­
tos ele 50 por ciento ad 1mlorc111 por mercaderías que se di­
cen gravadas por la ley sólo con el 25 por ciento - inwicán­
dose el artículo zv , incisos 1'-' y 5'1 de la ley llÚm.ero 11.281, 

artículo z: ítem 1 <; del decreto reglamentario ele dicha ley, y 
decreto de 15 de enero de 1925. Por su parte, la representa­
ción fiscal ha sostenido la inaplicabilidad al caso del decreto 
de 1 S de enero de 1925 porque no tiene efecto retroactivo, y 
rn general, la improcedencia de la devolución demandada, por 
r:pnner:.;c a ello el artículo 148 de las Ordenanzas de /\dua-
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL PE APELACION 

Buenos Aires, Octubre 18 de 198@.. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos expresados en ef segundo consideran- 

do y primera parte del cuarto, se confirma la sentencia de fojas 

42, sin costas. 

Repénganse las fojas en primera instancia. -— Afarcelino 
Escalada, — B, A. Naser Anchorena. — Rodolfo S. Ferrer. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1981. 

Y Vistos : 

El recurso ordinario de apelacién interpuesto contra sen- 
tencia de la Camara Federal de Apelacién de la Capital, en 

los autos seguidos por la Sociedad Vila y Repetto contra la Na- 

clon, por repeticidn de impuestos de aduana; y 

Considerando ; 

Que la acciédn de repeticién intentada se funda en que Ins 

actores han abonado bajo pretesta varias partidas de impues- 

tos de 5@ por ciento ad valorem por mercaderias que se di- 

cen gravadas por la ley sdlo con el 25 por ciento — invocan- 

dose el articulo 2", incisos 1° y 5° de la ley némero 11.281, 
articulo 2° item 1° del decreto reglamentario de dicha ley, y 

decrete de 15 de enero de 1925. Por su parte, la representa- 

ction fiscal ha sostenido Ja inaplicabilidad al caso del decreto 

de 15 de enero de 1925 porque no tiene efecto retroactivo, y 

en general, la improcedencia de la devolucién demandada, por 
eponerse a cllo el articuio 148 de Jas Ordenanzas de Adua-
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na -, defensas que han prosperado en primera y segunda 
'instancia, para determinar el rechazo de la acción de repeti­
ción deducida. 

Que refiriéndose la sentencia én apelación a la -irretroac­
tividad del decreto de enero ele 1925, y a la falta ele prueba 
ele la protesta en el despacho número 173.109, procede esta­
blecer en lo re�ativo. al primer punto, que es evidente que el 
mcncíonado decreto es inaplicable al "sub-judicc" por carecer 
de efecto retroactivo, toda vez que dispone expresamente pa­
ra "lo sucesivo";, y respecto al segundo punto, no hay clncla 
posible de que dicho pago no ha sido protestado, como el mis­
mo actor lo reconoce al sostener la protesta implícita deriva­
da de las otras de la misma especie; y en el supuesto ele ser 
aplicable a esta cuestión la jurisprudencia invocada para fun­
darla, ello no modificaría el resultado, porque en tal caso ri­
ge la aplicación del artículo 148 ele las Ordenanzas· ele Acltta­
mt, y e1� consecuencia resulta inadmis'ihle el recl'amo referente 
al despacho aludido. 

Que eliminados, pues, esos dos puntos de la ;(litis", ésta 
se reduce a establecer si el impuesto aplicado a las otras par­
tidas comprendidas en la demanda y pagadas bajo protesta, es 
O& no el que corresponde según la ley, y si en todo ·caso, de 
acuerdo ·con la misma, es procedente o no la reclamación in­
tentada. 

Que la disposición legal aplicable al "sub-judice" estable­
ce que pagarán por derechos de itnportación, el 50 por cien­
to ad 1..mlore//1, entre otras mercaderías, "los artículos de bron­
ce que no 'sen11 para fines- industriales o científicos" (Ley 11.281, 
artículo 29 item 1'·'); y el decreto reglamentario de la ley es-

. pccifica dichos artículos ele bronce, pero limita la excepción a 
:r!os aparatos necesarios para el desBm}olvimiento de la -indus­

tria, o ele la ciencia'\ (Decreto de febrero 18 ele 1924, artícu­
lo 2'\ inciso 1 "), siendo esta disposición reglamentaria la que 
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na —, defensas que han prosperado en primera y segunda 

instancia, para determinar el rechazo de la accion ve repeti- 
cién deducida. 

Que refiriéndose la sentencia en apelacién a la irretroac- 

tividad del decreto de enero de 1925, y a la falta de prueba 
de la protesta en ef despacho ntimero 173.109, procede esta- 

blecer en lo relativo, al primer punto, que es evidente que el 

mencionado decreto es inaplicable al “sub-judice” por carecer 

de efecto retroactivo, toda vez que dispone expresamente pa- 
ra “Jo sucesivo”; y respecto al segundo punto, no hay duda 

posible de que dicho pago no ha sido protestado, como el mis- 

mo actor lo reconoce al sostener la protesta implicita deriva- 

da de las otras de la misma especie; y en el supuesto de ser 

aplicable a esta cuestion la jurisprudencia invocada para fun- 
darla, ello no modificaria el resultado, porque en tal caso ri- 

ge la aplicacién del articulo 148 de las Ordenanzas de Adua- 
na, y en consecuencia resulta inadmisible el reclamo referente 

al despacho aludido. 

Qte eliminados, pues, esos dos puntos de la “itis”, ésta 
se redtce a establecer si el impuesto aplicado a las otras par- 
tidas comprendidas en la demanda y pagadas bajo protesta, es 

eeno el que corresponde segtin la ley, y si en todo ‘caso, de 

acuerdo con ia misma, es procedente o no la reclamaci6n in- 

tentada. 

Que la disposicién legal aplicable al “sub-judice” estable- 
ce que pagaran por derechos de importacion, e] 50 por cien- 

to ad valorem, entre otras mercaderias, “los articulos de bron- 

ce gue no sean para fines. industriales o cientificos” (Ley 11.281, 

articulo 2° item 1°); y el decreto reglamentario de la ley es- 

. pecifica dichos articulos de bronce, pero limita la excepcien a 

“los aparatos necesarios para el desenvolvimento de la indus- 

tria a de la ciencia’, (Decreto de febrero 18 de 1924, articu- 

lo 2°, inciso 1°), siendo esta disposicién reglamentaria la que
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ha servido de base a la aplicación fiscal del impuesto ele 50 
por ciento en el caso ele autos, según se desprende de las 
coJ1stancias del expediente administrativo agregado. 

Que ni el texto transcripto de la ley, ni los antecedentes 
parlamentarios de la misma, autorizan la restricción por me­
dio de la cual se excluyen ele la exención legal del impuesto 
de 50 por cie,,lto a todos los artículos de bronce destinados a 
fines industriales que no se pres1enten en forma de aparatos

importados con ese destino. Limitar, pues, en tal forma y pro­
porciones la reducción impositiva acordada a, especificados ar­
tículos para. estimular y proteger el desarrollo de determina­
das actividades inclustría:es, es sin duda,_ alterar el espíritu de 
12. ley; por fnedio de una excepción reglamentaria, contra lo
que prescribe el inciso 29

, del artículo 86 ele la Constitución 
Nacional. 

Que en el caso de que se trata. los actores pidieron el 
despacho ele varias partidas de ca1fos d1e bronce para fa, Út- \ 
dustrfrt de ca111a.f, y esa manifestación fué aceptada por la Adua­
na s1 in observación, quedando asi establecido que se importa­
ban artículos ele bronce para fines industriales y por consi­
guiente no comprendidos entre los artículos cl'e esa especie gra­
vados con derechos del 50 por ciento ad valore111. Les corres­
pondía, pues, _com,o se ha scistenido en la demanda, abonar el 
25 por ciento que determina el inciso 5'-' del artículo 2'·' ci­
tado, para todas las mercaderías' que en la ley no figuren con 
derecho especial. 

Que en cuanto a la aplicación al '.'sub-judice" del artícu­
lo 148 ele las Ordenanzas, no es posible desconocer la eficacia 
de las observaciones formuladas en la controversia de autos 
al sostenerse la improcedencia en el caso de dicha disposición 
legal. Por ella se establece, en efecto, que después de des-� 
pachado, aforado y entregado un artículo, la Aduana no ad­
mitirá reclamo sobre aforo, calidad, etcétera de la mercade-
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ha servido de hase a la aplicacién fiscal del impuesto de 50 

por ciento en el caso de autos, segtin se desprende de las 

constancias del expediente administrativo agregado. 

Que ni el texto transcripto de la ley, ni los antecedentes 

parlamentarios de la misma, autorizan la restriccién por me- 

dio de la cual se excluyen de la exencién legal del impuesto 

de 50 por ciento a todos los articulos de brence destinados a 

fines industriales que no se presenten en forma de aparatos 

importados con ese destino. Limitar, pues, en tal forma y pro- 

porciones Ja reduccién impositiva acordada a, especificados ar- 

ticulos para. estimular y proteger el desarrollo de determina- 
das actividades industriates, es sin duda,. alterar el espiritu de 

la ley por medio de tna excepcién reglamentaria, contra Jo 

que prescribe el inciso 2°, del articulo 86 de la Constitucion 
Nacional. 

(Que en el caso de que se trata. los actores picdieron el 

despacho de varias partidas de caiios de bronce para la in- 

dustrid de camas, y esa manifestacién iué aceptada por la Adua- 

na sm observacién, quedando asi establecido que se imparta- 

ban articulos de bronce para fines industriales y por consi- 

gtiente no comprendidos entre los articulos de esa especie gra- 
vados con derechos del 50 por ciento ad valorem. Les corres- 

pondia, pues, como se ha sostenido en la demanda, abonar el 

25 por ciento que determina el inciso 5° del articulo 2° ci- 
tado, para todas las mercaderias que en la ley no figuren con 

derecho especial. 

Que en cuanto a la aplicaciédn al “‘sub-judice” del articu- 

lo 148 de tas Ordenanzas, no es posible desconocer la eficacia 

de las observactones formuladas en la controversia de autos 

al sostenerse la improcedencia en el caso de dicha disposicién 

legal. Por ella se establece, en efecto, que después cde des-, 

pachado, aforado y entregado un articulo, la Aduana no ad- 

mitiré reclamo sobre aforo, calidad, etcétera de la mercade-
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ría -· o, en otros términos, practicado el trámite correspon­
diente y ''entregado'' el artículo, no se admite reclamacióri al­
guna, porque en tal caso el objeto despachado queda fuera de 

• 1 ,,, jttrisdicción de la Aduana. En el trámite de los despachos
que dan origen a este litigio, el reclamo se ha hecho rles­
pués del despacho y del aforo, como necesariamente debía
ocurrii·, pero no después siilo antes ele "entregado" el· artícu­
lo, es decir cuando éste no bahía salido ele la jurisdicción ad­
ministrativa, como lo demuestran las escrituras de protesta pre­
sentadas al abonar el impuesto.

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada y 
se declara que el gobierno debe devolver a los actores, en el 
término de diez días, el veinticinco por ciento de las sumas 
percibidas por concepto de derechos de im,portación, corres­
pondientes a los despachos a que se refier\� el presente juicio, 
con excepción del número 173.109, abonado sin protesta. Nu­
tifíquese y devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se 
repondrá el papel. 

J. FIGUEROA ALC:ORTA. - ROBERTO 

REPETTO. -ANTONIO SAGARNA.­

JuLIAN V. PERA. 

Dcj1arfa111e1dn Nacional de Higiene contra don Rafael Ca.11iglia,. 
por 'll/fracció11 a los artículos Z' y 57 de la ley 4687. Apli­
cación de multa. 

5'1111wrio: El artículo 128 del Decreto Reglamentario de la ley 
número 4687, en cuanto exige el depósito previo de la mul­
ta impuesta, como recaudo neci:::sario para ocurrir ante el 
Superior_. no importa una resitricción inconstitucional a la 
libre defensa en juicio. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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ria — a, en otros términos, practicado el tramite correspon- 

diente y “‘entregado” el articulo, no se admite reclamacion al- 
guna, porque en tal caso el objeto despachado queda fuera de 

‘la jurisdiccibn de la Aduana. Fen el tramite de los despachos 

que dan origen a este litigio, el reclamo se ha hecho des- 

pués del despacho y del aforo, como necesariamente debia 

ocurris, pero no después sino antes de “entregado” el articu- 

tc, es decir cuando éste no habia satido de la jurisdiccién ad- 

ministrativa, como lo demuestran las escrituras de protesta pre- 

sentadas al abonar el impuesto. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada y 
se declara que el gobierno debe devolver a los actores, en el 
término de diez dias, el veinticinco por ciento de las sumas 

percibidas por concepto de derechos de importacién, corres- 

pondientes a los despachos a que se refiere el presente juicio, 

con excepcién del nimero 173.109, abonado sin protesta. Nou- 

tifiquese y devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se 

repondra el papel. 
J. Figurroa ALcorta. — Reperto 

Repetto. — ANTONIO SAGARNA.— 

JurrAn V. Pera. 

Departamento Nacional de Higtene contra don Rafael Caniglia, 

por infracctén a los articulos 2° y 57 de la ley 4687. Apli- 
cacién de auilta, 

Sumarta: El articulo 128 del Decreto Regiamentario cle la ley 
numero 4687, en cuanto exige el depdsito previo de ja mul- 

ta impuesta, como recaudo necesario para ocurrir ante el 

Superior, no importa una restriccién inconstitucional a la 
libre defensa en jiticio. 

Caso: Lo explican las piezas sigtientes:
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RESOLCCION DEL DEPAl{'L\i\lENTO .NACIONAL !JE HIGIENE 

Febrero 12 de 1931. 

Vistas estas actuaciones incoadas a raíz de la denuncia de 
fojas 1, formulada por l\Iiguel A. Antalán, ele las que resulta 
comprobado que en el negocio sito en la calle Florida número 
22 (altos), ele propiedad del señor Rafael Caniglia se expen­
de al público una especialidad que no tiene su venta autori­
zada, cuya presentación carece de toda indicación de nombre, 
uso y composición, lo que constituye infracción a los artículos 
2 y 75 de la reglamentación ele la ley 4687; y 

Considerando: 

Que se trata de una especialidad medicinal que sólo pue­
de expenderse en_ las farmacias, previo contralor y autoriz:a­
ción de venta acordada por esta repartici,ón y que el referido 
señor Caniglia no ha concurrido a hacer su exposición de des­
cargo, no obstante haber sido citado en tres :oportunicrátdes 
(cédulas de fojas 5, 7, y 10)', de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 125, 117 y 119 de la citada reglamentación. 

El. Presidente del Departamento Nacional de Higiene, 

Resuelve: 

1 '-' Decretar de oficio b rebeldía del señ_or R.afael Cani-
glia. 

2'1 Imponerle ttna multa ele trescientos pesos •1110llecla na­
cional ($ 300.C0 m!n.), por infracción a los artículos 2 y 75

de la rcg'.amentaciún ele la ley número 4687. 
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RESOLUCION PEL DEPARTAMENTO NACIONAL DE HIGIENE 

Febrero 12 de 1981. 

Vistas estas actuactones incoadas a raiz de la denuncia de 

fojas 1, formulada per Miguel A. Antalan, de las que resulta 

comprebado que en el negocio sito en la callie Florida nttmero 

22 (altos), de propiedad del] sefior Rafael Caniglia se expen- 

de al publico una especialidad que no tiene su venta autori- 

zada, cuya presentacien carece de toda indicacién de nombre, 

wso y composicién, lo que constituye infraccién a los articulos 

2 y 75 de la reglamentacién de la ley 4687; y 

Considerando : 

Que se trata de una especialidad medicinal que sdlo pue- 

de expenderse en las farmacias, previo contralor y autoriza- 

cién de venta acordada por esta repartici6n y que el referido 

sefior Caniglia no ha concurrido a hacer sti exposicién de des- 

cargo, no obstante haber sido citado en tres ‘opertunidades 

(cédulas de fojas 5, 7, y 1®), de acuerdo con Jo estabtecide 

en los articttlos 125, 117 y 119 de la citada reglamentacién, 

Te) Presidente del Departamento Nacional de Higiene, 

Resuelve: 

1" Decretar de oficio la rebeldia del sefior Rafael Cani- 

ghia. 

2° Imponerle una multa de trescientos peses -meneda na- 

cional ($ 300.00 ml{n.), por infraccién a los articulos 2 y 75 

de la regiamentacién de la ley nimero 4687.
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3'1 A.cnrclarle un plazo de cinco días después de notificado 
para que deposite el importe de la multa impuesta en la Te­
sorería General de la Nación, dehiendo hacer entrega de la 
boleta ele depósito en la 1\íesa de Entradas y Salidas ele este 
Departamento. 

4'! Prevenirle que le está ahsolutamente prohibida la venic1. 
de medicamentos. 

5'-' Pasar estas actüaciones al J uzgaclo Correccional de la 
Capital, en turno, por si considerase pertinente la aplicación ck 
las disposiciones del Código Penal. 

6'1 Notifíquese por cédula y tome conocimiento la Inspec­
ción de Farmacias. - G. Aráo::: Alfara. - T. Padilla, Secre­
tario. 

.,\GTO DEL JCEZ DEL CRI:\íEK 

Buenos Aires, Abril 8 de 1931. 

Res•ultando del expediente administrativo, remitido a e:-;te 
Juzgado por el Presidei1te del Departamento Nacional ele I -Ii­
gienc, a efecto de que se haga efectiva la multa de trescientos 
pesos impuesta al recurrente, don Rafael Caniglia_, por re�;o­
lución de fojas 12, y ele lo informa<lo a fojas 21 vuelta, la 
inexistencia de los recttrsos de apelación y nulidad interpues­
tos y su denegación, se resuelve: Declarar improcedente !.a 
queja interpttesta por don Rafael Caniglia, y pase este expe­
diente en vista al señor _·'\.gente Fiscal para que pi·�la lo qtte 
corresponda. - Gurcía Torres, - Ante mí: R. F. Si11gula11y. 
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3’ Acordarte un plazo de cinco dias después de notificado 
para que deposite el importe de la multa impuesta en la Te- 

soreria General de Ja Nacién, debiendo hacer entrega de la 
holeta de depdsito en la Mesa de Entradas y Salidas de este 
Departamento, 

4° Prevenirle que le esta absolutamente prohibida la venta 

dle medicamentos. 

5° Pasar estas actuaciones al Juzgado Correcciona! de la 

Capital, en turno, por si considerase pertinente la aplicacién de 

las disposiciones del Codigo Penal. 

6° Notifiquese por cédula y tome conocimiento la Inspec- 
cién de Farmacias. — G. Ardog Alfaro, — T. Padilla, Secre- 

tario. 

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 

Buenos Aires, Abril! 8 de 1931. 

Resultanda del expediente administrativo, remitido a este 

Juzgado por ef Presidente del Departamento Nacional de Lfi- 

giene, a efecto de que se haga efectiva la multa de trescientos 
pesos impuesta al recurrente, don Rafael Caniglia, por reso- 

lucion de fojas 12, y de lo informado a fojas 21 vuelta, la 

inexistencia de los recursos de apelacion y nulidad interpues- 
tos y sa denegacién, se resuelve: Declarar improcedente !a 

queja interpuesta por don Rafael Caniglia, y pase este expe- 

diente en vista al sefior Agente Fiscal para que pida lo que 

corresponda, — Garcia Torres, — Ante mi: R. F. Singulany.
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DICTA 1·IEN DEL PROCURADOR GENERAL 

BuE;nos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Suprema Corte : 

El recurrente fué condenado por el Departamento Nacio­
nal ele Higiene a pagar una multa de trescientos pesos por in­
fracción a la ley número 4687, y contra la- resolución respec­
tiv¿•, interpuso ante el mismo Departamento el recurso de ape­
lación que no fué tomado en cuenta por no haberse satisfe­
cho la multa impuesta, como lo determina el artículo 128 del 
decreto reglamentario ele dicha ley. En vista de ello, el recu­
rrente ocurrió al señor Juez del Crimen interponiendo recur­
so de hecho por apelación denegada, el que fué declarado im­
procedente por no constar que se hubiese deducido apelación 
y que hubiese siclo cleneg·ada. Con respecto a esta rcsolnción 
se promovió el recurso de apelación para ante Vuestra Exce­
lencia, que fué tamhiél1 ·denegado, lo que ha motivado la pre­
sente queja. 

Para emitir mi dictamen acerca ele la procedencia del re­
curso declucidc, invoco lo resueito por Vuestra Excelencia en 
un caso análogo (Fallos, tomo 155, página 96), en el cual se 
resolvió que, no obstante tratarse ele una cuestión ele procecli­
micntc:, ella era cie trascendencia por cuanto la decisión recu­
rricb implicaba coartar la defensa en los términos amp�ios au­
torizados por la ley y en su mérito, se declaró encuadrado el 
caso dentro de lo prescripio en el artículo 14, inciso 3\' de la 
ley _número 48. Por esta misma consideración, solicito se ha­
ga lugar a la queja deducicla en el presente caso. 

En cuanto al fondo del recurso debo expresar que, co­
rno lo estableció Vuestra Excelencia en el fallo que acaho de 
citar, la impugnación de la exigencia ele previo pago de la 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 30 de 1931. 

Suprema Corte; 

FE} recurrente fué condenado por ef Departamento Nacio- 

nal de Higiene a pagar una multa de trescientes pesos por in- 

fraccién a la ley numero 4687, y contra la resolucién respec- 
tiva interpuso ante el mismo Departamento el recurso de ape- 

laci6n que no fué fomado en cuenta por no haberse satisfe- 

cho la multa impuesta, como lo determina el articulo 128 del 
decreto regiamentario cle dicha ley. En vista de ello, el recu- 

rrente ocurrid al sefior Juez del Crimen interponiendo recur- 

so de hecho por apelacién denegada, el que fué declarado im- 

procedente por no constar que se hubiese deducido apelacién 

y que hubiese sido denegada. Con respecto a esta resolucién 
se promovid el recurso de apelacién para ante Vuestra Exce- 

lencia, que fué también ‘denegado, lo que ha mottvado la pre- 

sente queja. 

Para emitir mi dictamen acerca de la procedencia del re- 

curso deducide, mvoco lo resueito por Vuestra Excelencia en 

un caso analogo (Fallos, tomo 155, pagina 96), en el cual se 
resolviG que, no obstante tratarse de una cuestion de procedi- 

mientc, ella era de trascendencia por cuanto la decisién recu- 

rrida implicaba coartar la defensa en los términos amplios au- 

torizados por la ley y en su mérito, se declare encuadrado el 

caso dentro de Jo preseripto en el articulo 14, inciso 3° de la 

ley nitmero 48. Por esta misma consideracion, solicito se ha- 
ga lugar a la queja deducida en el presente caso. 

En cuanto al fondo del recurso debo expresar que, co-~ 

mo lo establecio Vuestra Excelencia en el fallo que acaho de 

citar, la impugnacion de la exigencia de previo pago de la
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multa para que haya lugar a la apelación, no es valedera, eles­
ele que la Constitución no ha preceptuado, ni en su letra ni 
en su espíritu, la forzosa doble instáncia en todos los juicios, 
y así, las restricciones parciales o total�s a los trámites pos­
teriores al primer fallo, no afectan la inviolabilidad de la de­
fensa. Tampoco puede considerarse afectada la garantía ele igual­
clacl ante la ley, desde que esa garantía consiste, según la rei­
terada jurisprudencia de Vuestra Excelencia, en que no se 
establezcan excepciones o privilegios que excluyan a lmos de lo 
que se concede a otros, en iguales circunstancias. 

Por lo expuesto. pido a Vuestra Excelencia se sirva con­
firmar la resolución recurrida, en cuanto ha siclo materia del 
recurso. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:\L\ 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1931. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho entablado por Rafael Caniglia en au­
tos con el Departamento Nacional de Higiene (infracción• a 
la ley número 4687), contra la resolución del Juez del Crimen 
ele esta Capital ; y 

Considerando : 

Que al interponer el recurrente los recursos ele nulidad y 
apelación contra la resolución dictada por el Departamento Na­
cional de Higiene a fojas 12, no fueron aquéllos tenidos en 
cuenta por las razones informadas a fojas 20 vuelta, y que 
se __ fundaban en la disposición del artículo 128 del decreto re­
glamentario de la ley número 4687, cuya validez se planteó a 
fojas 18. 
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multa para que haya lugar a la apelacién, no es valedera, des- 

de que la Constitucién no ha preceptuado, ni en su tetra m1 

en su espiritu, la forzosa doble instancia en todos los juicios, 

y asi, las restricciones parciales o totales a los tramites pos- 

teriores al primer fallo, no afectan la inviolabilidad de la de- 

fensa. Tampoco puede considerarse afectada la garantia de igual- 

dad ante la ley, desde que esa garantia consiste, segtin fa rei- 

terada jurisprudencia de Vuestra Excelencia, en que no se 

establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo 

que se concede a otros, en ignales circunstancias. 

Por lo expuesto, pido a Vuestra Excelencia se sirva con- 

firmar fla resolucién recurrida, en cuanto ha sido materia del 

recurso. 
Horacio R. Larreta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1931. 

Autos y Vistos; 

Isl recurso de hecho entablado por Rafael Caniglia en au- 
tos con el Departamento Nacional de Higiene (infraccién’ a 
la ley ntmero 4687), contra la resolucion del Juez del Crimen 
de esta Capital; y 

Considerando : 

Que al interponer el recurrente los recursos de nulidad y 
apelacion contra la resolucién dictada por el Departamento Na- 

cional de Higiene a fojas 12, no fueren aquellos tenidos en 
cuetita por las razones informadas a fojas 20 vuelta, y que 

se fundaban en la disposicién del articulo 128 del decreto re- 
glamentario de la ley nttmero 4687, cuya validez se planted a 

fojas 18.



368 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Que habiendo declarado improcedente el Juez del Crimen 
el recurso de hecho intentado a fojas 18, por resolución co­
rriente a fojas 23, se deduce el recurso extraordinario auto-
1)zaclo por la ley núniero 48, que a su vez se deniega a fo­
jas 26.

En presencia de los antecedentes mencionados, debe con­
siderarse definitiva la resolución y el procedimiento del De-

partamento Nacional de Higiene, en cuanto exige el depósito 
previo de la multa iÍnpuesta en la resolución condenatoria del 
1111S1110. 

Se trata evidentemente de una cuestión de procedimien­
to, pero de tal trascendencia, según lo entiende el recurrente, 
que le coarta la defensa en los términos amplios que las le­
yes garantizan, pues por una fórmula de trámite que no de­
pende de s'tt voluntad, sino de sus posibilidades económicas, se 
le restringen las posteriores instancias. 

En. consecuencia y ele acuerdo con el precedente dictamen 
del sefior Procurador General, se declara que el caso está en­
cuadrado en el inciso T' d�l artículo 14 de la !ey número 48 
y procedente el recurso. 

:{ resolviendo sobre el fondo del asunto : 

Que es contrario al orden general de las cosas sostener 
como lo hace el recurrente, que el depósito previo de la re­
ducida suma de la multa, como recaudo necesario para recu­
rrir ante el Superior importe restricción inconstitucional a su 
libre defensa en juicio, cuando esa sanción , pnnitoria le fué 
impuesta en su carácter de propietario de un negocio de va­
lor indudablemente superior a esa multa, 

Que el requisito del depósito previo de la multa impue.sta 
para que pueda concederse los recursos de apelación y nulidad 
a su respec.to, denegados en el caso,. no importa una restricción
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Que habiendo declarado improcedente el Juez del Crimen 

el recurso de hecho intentado a fojas 18, por resolucién co- 

triente a fojas 23, se deduce e] recurso extraordinario auto- 

rizado por la ley numero 48, que a su vez se deniega a fo- 
jas 26. 

En presencia cle los antecedentes mencionados, debe con- 

siderarse definitiva la resolucién y el procedimiento del De- 

partamento Nacional de Higiene, en cuanto exige el depdsito 
. oF os . 

previo de la multa impuesta en la resolucién condenatoria del 

N1iSino. 

Se trata evidentemente de una cuestion de procedimien- 

to, pero de tal trascendencia, segtin lo entiende el recurrente, 

que le coarta la defensa en los términos amplios que las Je- 

yes garantizan, pues por una formula de tramite que no de- 
pende de su voluntad, sino de sus posibilidades econdmicas, se 
le restringen las posteriores instancias. 

En consecuencia y de acuerdo con el precedente dictamen 

del seftor Procurador General, se declara que el caso esta en- 

cuadrado en el inciso 3° del articulo 14 de la ley numero 48 
y procedente el recurso. 

Y resolviendo sobre el fondo del asunto: 

Que es contrario al orden general de las cosas sostener 
como lo hace elf recurrente, que el depdsito previo de Ja re- 

ducida suma de la multa, como recaudo necesario para recu- 

rrir ante el Superior importe restriccién inconstitucional a su 
libre defensa en juicio, cuando esa sancidn, punitoria fe fué 

impttesta en su caracter de propietaria de un negocio de va- 
lor indudablemente superior a esa multa. 

Que el requisito del depdsito previo de la multa impuesta 
para que pueda concederse los recursos de apelacién y nulidad 

a stt respecto, denegados en el caso, no importa una restriccién
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inconstitucional a la defensa en juicio, toda vez que ésta pueda 
ejercitarse libremente nna vez cumplida tal exigencia reglamen­
taria. 

Que por lo demús la Constitución no ha preccptua<lo ni 
en su letra ni en su espíritu, la forzosa doble instancia en to­
dos lo�; juicios, y así. las restricciones parciales o totales a 
las posteriores al primer fallo - lo que ocurre en varios jui­
cim; especiales -, no afee.tan los principios fundamentales que 
aquélla ha tratado de tutelar. (Ver fallos: tomo 155

i 
página 

96 y otros). 

Por lo expuesto y ele acuerdo con el dictamen rlel señor 
Procurador General, se confirma la reso�ución recurrida en. 
cuanto h,1 podido ser materia clel recurso. Notifíquese y devuél­
vanse en sn oportuniclacl. 

] . FIGUEROA J\LCORTA. ·� ROBERTO 

REPETTO. -ANTONIOSAGARNA.­

JuLv\N V. PERA. 

Don Luis Lauriui, en la queNlla. i11coada. contra. José Blcmicli, 
su esposa. y Roso 13lanick. RccnrSo cxt'l-aordhiario . 

. 'úunario: No procede el re�urso extraordinario del artículo 
14, ley número 48, en un caso en que el pronunciamiento 
a dictarse por la Corte Suprema no comporta -la posibili­
dad ele modificar los efectos de la sentencia r_ecuniela, res­
pecto ele qnien lo ha deducido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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inconstitucional a la defensa en juicio, toda vez que ésta pueda 

ejercitarse libremente una vez cumplida tal exigencia reglamen- 

taria, 

Que por lo demas la Constitucién no ha preceptuado ni 

en su letra ni en su espiritu, la forzosa doble instancia en to- 

dos los juicios, y ast. las restricciones parciales o totales a 

las posteriores al primer fallo — lo que ocurre en varios jtti- 

cios especiales —, no afectan los principios fundamentales que 

aquélla ha tratado de tutelar, (Ver fallos: tomo 155, pdgina 
96 y otros). 

Por lo expuesto y de acuerdo con el dictamen del seftor 
Procurador General, se confirma Ja reso'ucién recurrida en. 

cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifiquese y devuél- 
yanse en st oportunidad. 

J. Frcurroa Atcorra. — RogErro 
REPETTO. — ANTONIO. SAGARNA.— 

JuLiAn V. PERa. 

Don Luis Laurini, en la querclla incoada contra José Blanick, 
si esposa » Rosa Blanich. Recurso extraordinario. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 

14, ley namero 48, en un caso en que el pronunciamiento 
a dictarse por la Corte Suprema no comporta Ja_posibili- 

dad de modifiear los efectos de la sentencia recurrida, res- 

pecto de quien lo ha deducido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes :
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DICT.1\MRN" DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 25 de 1931. 

Suprema Corte : 

El presente recurso versa sobre la invalidez ele los actos 
realizados por el señor Juez ante quien se substancia el pro­
ceso incoado en estas actuaciones, sosteniendo el recurrente que 
la intervención a {a provincia de Santa Fe ordenada por de­
creto del Poder Ejecutivo Nacional es ilegal, en virtud de ca­
recer ·dicho poder de facultades para intervenir una provincia 
sin ley del Congreso, y que siendo ilegal el nombramiento de 
interventor lo son, consecuentemente, los nombramientos ele jue­
ces efectuados por aquel funcionario y las reso!uciones ema­
nadas de magistrados designados en esas condiciones. 

La cuestión que se somete a Vuestra Excelencia implica 
deferir a sn juzgamiento los actos de carácter político realizados 
por el Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de las facultades 
que le confiere la Constitución. Decidir si el Presidente ·ele la 
República ha podido, por simple decreto, intervenir la provin� 
cia de Santa Fe o _si era .necesario para ello que el Congreso 
dictara una ley, es algo que incumbe a esos mismos poderes, a 
los cuales se les ha atribuído los medios de hacer respetar hts 
funciones que le competen y, por lo mismo, se halla fuera de 
b. competencia de esta Corte Suprema.

Vuestra Excelencia ha sentado la doctrina de que la in­
tervención nacional a las provincias, en todos !Üs casos en que 
la ·constitución la permite o prescribe, es un acto político por su 
naturaleza cuya verificación corresponde exclusivamente a los 
poderes políticos ele la Nación, según está reconocido en nume­
rosos precedentes al respecto, observándose que todos los casos 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 26 de 1981. 

Suprema Corte: 

El presente recurso versa sobre la invalidez de los actos 

realizados por el sefior Juez ante quien se substancia el pro- 
ceso incoado en estas actuaciones, sosteniendo el recurrente que 

la intervencién a la provincia de Santa Fe ordenada por de- 

creto del Poder Fjecutivo Nacional es ilegal, en virtud de ca- 
recer dicho poder de facultades para intervenir una provincia 

sin ley del Congreso, y que siendo ilegal el nombramiento de 

interventor lo son, consecuentemente, los nombramientos de jue- 

ces efectuados por aquel funcionario y las reso!uciones ema- 
nadas de magistrados designados en esas condiciones. 

La cuestidn que se somete a Vuestra Excelencia implica 
deferir a su juzgamiento los actos de caracter politico realizados 

por el Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de las facultades 

que le confiere la Constitucién. Decidir si el Presidente de la 
Republica ha podido, por simple decreto, intervenir la provin- 

cia de Santa Fe o si era .necesario para ello que e! Congreso 

dictara una ley, es algo que incumbe a esos mismos poderes, a 

los cuales se les ha atribuido los medios de hacer respetar las 

funciones que le competen y, por lo mismo, se halla fuera de 

la competencia de esta Corte Suprema. 

Vuestra Excelencia ha sentado la doctrina de que la in- 
tervencién nacional a las provincias, en todos los casos en que 

Ja Constitucion la permite o prescribe, es un acto politico por su 

naturaleza cuya verificacién corresponde exclusivamente a los 

poderes politicos de la Nacién, segtin esta reconocido en nume- 

rosos precedentes al respecto, observandose que todos los casos
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de intervención a las provincias han sido resueltos y ejecutados 
por los poderes políticos, esto es, por el Congreso y por el J?o­
der Ejecutivo, sin ninguna participación del Poder Judicial. Si 
la materia de las intervencioneS: es del resorte político y sus de­
cisiones al respecto no pueden- ser controvertidas por el depar­
tamento judicial, no puéde contestarse las f3:cultades de aquél 
para decidir tanto sobre el fondo como sobre la forma ele sus 
cleliheracioncs, por ser una reg!a elemental de nuestro derecho 
público que cada 11110 de los tres poderes que forman el Go­
bierno ele la Nación aplica e interpreta la Constitución por sí 
mismo cuando ejercita las facultades que ella les confiere res­
pectivamente. (Fallos: T. 53, pág. 420. 

Descartada así la posibilidad ele que dentro del orga111smo 
judicial se pronuncie una resolución acerca del valor ele los ac­
tos de ordeÍl político realizados por el Poder Ejecutivo, queda 
asimismo clausurada toda controversia sobre los efectos que esos 
actos produzcan en su ejecución. La actuación del interventor 
enviado a la provincia de Santa Ft escapa al control de esta 
Corte Suprema, y no es posible desconocer que en esa función 
h2. reemplazado a los poderes locales con la facultad de pro­
veer por los medios conducentes a las necesidades ele orden 
económico, social y administrativo emergentes del . desenvolvi­
miento de resortes locales1 que no se paralizan en sus funciones 
por tl hecho de encontrarse acéfalas algunas ele las autorida­
des que las provincias se dan en uso y ejercicio de sus propias 
instituciones. (Fallos: T. 127. pág. 91). 

La. impugnación que el recurrente ha hecho con respecto a 
la actuación del Juez de la causa, sosteniendo que no es el Juez 
natural del que ningún habitaqte ele la Nación puede ser sacado, 
conforme al art. 18 ele la Constitución) y ello en razón ele que su 
nombramiento proviene de una autoridad que no tenía facultad 
para hacerlo, no constituye un argumento valeclero. V. E. ha 
dicho que la cuestión ele validez o nulidad de los actos públicos 
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de intervencién a las provincias han sido resueltos y ejecutados 
por los poderes politicos, esto es, por el Congreso y por et Po- 

der Ejecutivo, sin ninguna participacion del Poder Judicial. Si 

la materia de las intervenciones es del resorte politico y sus de- 
cisiones al respecto no pueden ser controvertidas por e! depar- 

tamento judicial, no puede contestarse las facultades de aquel 

para decidir tanto sobre el fondo como sobre la forma de sus 

deliberaciones, por ser tna regia elemental de nuestro derecho 

pitblico que cada uno de los tres poderes que forman el Go- 

hierno de la Nacién aplica e interpreta la Constitucién por si 

misme cuando ejercita las facultades que ella les confiere res- 

pectivamente. (Fallos: T. 53, pag. 420, 

Descartada asi la posibilidad de que dentro del organismo 

judicial se pronuncie tna resolucién acerca del valor de Ices ac- 

tos de orden politico realizados por el Poder Ejecutivo, queda 

asimismo clausurada toda controversia sobre Jos efectos que esos 

actos produzcan en su ejecucion. La actuacién del interventor 

enviado a la provincia de Santa Fe escapa al control de esta 

Corte Suprema, y no es posible desconocer que en esa funcién 

ha reemplazado a los poderes locales con la facultad de pro- 

veer por los medios conducentes a las necesidades de orden 

econdmico, social y administrativo emergentes del desenvolvi- 

miento de resortes locales, que no se paralizan en sus funciones 

por el hecho de encontrarse acéfalas algunas de Jas attorida- 
des que,jas provincias se dan en uso y ejercicio de sus propias 

instituciones. (Fallos: T. 127, pag. 91). 

La impugnaciédn que el recurrente ha hecho con respecto a 

la actuacion del Juez de la causa, sosteniendo que no es el Juez 
natural del que ningtin habitante de fa Nacién puede ser sacaclo, 

conforme al art. 18 de la Constitucion, y ello en razén de que su 
nombramiento proviene de una autoridad que no tenia facultad 

para hacerlo, no constituye un argumente valedero. V. E. ha 

dicho que la cuestiOn de validez o nulidad de los actos ptiblicos
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y procedimientos judiciales otorgados por los funcionarios de 
. mm provincia intervenida tiene solución en la doctrina consti­
tuciona1, la que se uniforma en el sentido ele dar validez a }os 
actos de los funcionarios, cualquiera que pueda. ser el vicio o de­
ficiencia de su nombramiento o de su elección, fundándose en 
razones ele policía' y de necesidad y con el fin de mantener pro­
tegidos al público y a los individuos cuyos intereses puedan ser 
afectados, ya que no le es permitido a éstos últimos realizar in­
vestigaciones acerca de lc!'s personas que se hallan en aparente 
posesión de sus poderes y funciones. (Fallos: Tomo 148, pf1-
gina 303). 

Por otra parte, el recurrente, no ha drsconociclo que en la 
provincia ele Santa Fe existe una organización legislativa previa 
reglamentaria de la función judicial, constituída por códigos 
procesales y por leyes especiales qu�. organizan y definen la com­
petencia de los jueces en las distintas materias que aquélla com­
prende y que tales leyes mantienen su vigor dentro del territo­
rio, de suerte que, ,.como también lo ha dicho V. E,, admitido el 
derecho del Interventor ele proveer los cargos de la magistra­
tura, los nombramientos ele jueces no se diferencian en punto 
2. jurisdicción y competencia ele los que había hecho la provin­
cia si uno o_ varios o todos los Juzgados hubiesen quedado acé­
falos en el receso de su propia legislatura, y por consiguiente,
los jueces designados vienen a encontrarse investidos de una ju­
risdicción que existía, organizada antes de cometido el hecho, y
ello satisface la garantía del_art. 18 ele la Constitución. (Fallos:
Tomo 154, página 192),

Para terminar, reproduzco los conceptos expresados por 
V. E. en el fallo que acabo de citar, cuand� recordaba que el
riesgo de qtte los jueces nombrados por los interventores fede­
rales respondían en casos dados a designios extraños a los altos
fines de su investidura, constituye una contingencia muy de­
plorable, sin duda, pero qtte no afecta a los principios funda-
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mentales de que deriva la facultad de su designación y la legiti­
midad de sus funciones. Si tales transgresiones existieran no 
serían obra ele la ley, sino del concepto con que ésta se cumple 
y ejecuta y ante la evidencia ele que allí estarían radicados los 
supuestos males aducidos, el remedio. no puede consistir en ne­
gar o suprimir la facultad legal., sino en la reglamentación legis­
lativa de la misma, inspirada en móviles superiores ele elevada 
política institucional, que impida el predominio de intereses su­
balternos sobre el interés supremo de la justicia y de la ley. In­
terín se provee a tal exigencia, la situación al respecto queda li­
brada al responsable arbitrio de la acción ejecutiva, y cabe con­
fiar en que ésta armonizará cada <lía en forma máS eficiente con 
los dictados· de la razón y el adelanto progresivo de nuestras 
instituciones políticas en su honesta aplicación como factores 
esenciales de gobierno. 

Por lo expuesto, creo que corresponde confirmar la sen­
tencia apelada eil cuanto ha podido ser objeto del recurso de­
ducido. 

Hora.do R. Larrefa. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 
Y Vistos: 

El recurso e�traordinario deducido contra la resolución 
pronunciada por la Cámara de Apelaciones 21

) Circunscripción 
de Rosario <le Santa Fe en la querella incoada a solicitud de Luis 
Laurini contra José Blanic, su esposa y Rosa Blanic; y 

Considerando : 

Que la cuestión federal t;·aída al conocimiento del Tribu­
nal consiste en sostener de acuerdo con los arts. 18, 95, 105, 
1'.,, 5\ 6\' y 104 ele la Constitución Nacional que el auto de fs. 
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mentales de que deriva la facultad de su designacién y la legiti- 
midad de sus funciones. Si tales transgresiones existieran no 

serian obra de la ley, sino del concepto con que ésta se cumple 

y ejecta y ante la evidencia de que alli estarian radicados los 
supuestos males aducidos, el remedio. no puede consistir en ne- 

gar o suprimir Ja factltad legal, sino en la reglamentacion legis- 
lativa de la misma, inspirada en moviles superiores de elevada 

politica institucional, que impida el predominio de intereses su- 
halternos sobre el interés supremo de la justicia y de la ley. In- 

terin se provee a tal exigencia, la situacion al respecto queda li- 
brada al responsable arbitrio de la accién ejecutiva, y cabe con- 

fiar en que ésta armonizara cada dia en forma mas eficiente con 
los dictados de la razon y el adelanto progresivo de nuestras 

instituciones politicas en su honesta aplicaci6n como factores 
esenciales de gobierno. 

Por le expuesto, creo que corresponde confirmar la sen- 

tencia apelada en cuanto ha podido ser objeto del recurso de- 

ducido. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1981. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario deducido contra fa resolucién 
prenunciada por la Camara de Apelaciones 2° Circunscripcion 
de Rosario de Santa Fe en Ja querella incoada a solicitud de Luis 
Laurini contra José Blanic, su esposa y Rosa Blanic; y 

Considerando: 

Que la cuestion federal traida al conocimiento del Tribu- 

nal consiste en sostener de acuerdo con los arts. 18, 95, 105, 

I', 5°, 6" y 104 de la Constitucién Nacional que el auto de fs.
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39 v. dictado en la querella criminal es nulo porque la desig­
nación del Juez que lo ha autorizad.o emana del Interventor Na­
cional en la provincia ele Santa Fe

1 
t1octor Lisandro Salas, quien 

no ha podido nombrarlo sin atribuirse facultades mayores que 
1as correspondientes al Presidente de la República por, delega­
ción de quien actúa. 

Que la resolución judicial con motivo de la cual se ha plan­
teado tan grave cuestión institucional se encuentra redactada en 
los siguientes términos: "en mérito de los trabajos practicados 
por los peritos calígrafos señores J. José Torres y :María E. 
Ituarte y teniendo en cuenta la importancia del asunto regúlansc 
sus honorarios en la suma ele ciento cincuenta pesos moneda 
nacional a cada uno". 

Que en el litigio dentro del cual se ha dictado el auto trans­
cripto y prescindiendo del Ivlinisterio Público, son partes el que­
rellante Luis Laurini y los querellados José Blanic y Filomeúa 
Florence de Blanic quienes nombraron defensor al doctor An­
gel Daniel Cardoso. Tienen evidente interés actual en el decreto 
en cuestión los peritos calígrafos el valor de cuyos trahajos ha 
siclo justipreciado en él. 

()ue la causa incoada por la supuesta defraudación se en- · 
cuentra en estado ele sumar}o y no ha recaído en su substan­
ciación resolución alguna de la cual pueda inferirse la existen­
cia del _delito ni su imputabilidad. 

Que para la procedencia del recurso extraordinario no es 
bastante que se haya planteado una cuestión ele orden f_ederal 
como sería la argüida en el caso y que la decisión sea contra­
ria al derecho invocado por quien la planteó, es indispensable, 
además, que el pronunciamiento de esta Corte sobre aquélla com­
porte la posibilidad de modificar los efectos ele la sentencia res­
pecto de quien se ha prevalido del recurso. 

Que en el presente caso el recurso ha siclo deducido por el 
defensor ele los querellados y la condición mencionada en el con-
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siderando anterior se hallaría ampliamente cubierta en la hipó­
tesis de ser indudable que el pago de los honorarios regulados 
por el auto impugnado correspondiera a quien ha sostenido su 
invalidez. Si así no fuera el pronunciamiento solicita.do a la Cor­
te sería de carácter abstracto o inoficioso puesto que careciendo 
el recurrente de ·un interés pecuniario actual o siendo posible que 
no lo tenga nunca, la resolución que se dicte no llegaría a mo­
dificar los efectos ele la sentencia a su respecto. 

Que, esto último es lo que sucede en el caso ele este pro­
ceso. En efecto, de acuerdo con los arts. 29 y 30 del Código 
Penal la sentencia condenatoria Podrá ordenar entre otras cosas 
el pago ele los gastos del juicio de tal modo que la posición to­
mad2. en la causa por el recurrente presupone la declaración ju­
dicial de la culpabilidad de sus defendidos ya que sólo en tal 
hipótesis se hallarían ellos obligados al pago de los honorarios 
regulados B. los peritos. Si al contrario los querellados fuesen 
absueltos el pago de los honorarios señalados por el auto de 
fs. 39 vta., sería a cargo del querellante. Infiérese de lo dicho 
que la cuestión federal ha sido planteada por los querellados en 
un estado del proceso en que no' se sabe si ellos han cometido 
realmente el delito que se les atribuye y por consiguiente cuando 
todavía no se puede anticipar si el pago ele los gastos j udiciaks 
será o no a su propio cargo. 

Que en estas condiciones, la cuestión federal planteada sólo 
puede dar lugar a una decisión inoficiosa y puramente teórica, 
circunstancia ésta que hace in1¡proce<lente el recurso de acuer­
do con lo reiteradamente resuelto por el Tribunal. 

En su mérito y oído el señor Procurador General, se de­
clara mal concedido el recurso extraordinario. 

Notifíquese y en su oportunidad, cle"vuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORTA, - ROBERTO 

REPETTO, - ANTONIO SAGARN.A.­

JULIAN v. PERA. 
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Ar::;obispado de Buenos Aires, contra don Domh1go 1lioreno, so­

bre re-i'.vh1dicació1.i,. 

S11111ario: l9 Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48, en un caso en que ha sido objetada mia 
disposición ele la ley común, como contraria a la Consti­
tución Nacional. 

2'1 Si bien las provincias tienen la facultad constitu­
cional de darse sus propias instituciones locales y por ende 

par?. legislar sobre procedimientos; ello es sin perjuicio de 
las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso, cuan­
do considere del caso prescribir formali<lacles. especiales pa­

ra el ejercicio de determinados derechos establecidos en los 
Códigos fundamentales que le incumbe dictar, Así, tratán­
dose de la adquisición de derechos o existencia de obliga­
ciones civiles, el Código común ha creído ele conveniencia 
pública, que la prescripción pueda oponerse en cualquier 
estado del juicio. ( Artículo 3962) : 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE PRil\IER.A INSTANCIA 

Buenos- Aires, Agosto 6 de lf>26. 

Y Vistos: 

Estos autos, ele los qne· resulta: 

Que a fs. 3 se pi'esenta .don Santiago .M. Ussher en su ca­
rácter ele Fiscal Eciesiústico del Arzobispado de Buenos Aires 
iniciando demanda contra don Domingo :i\1oreno por reivindi­
cación ele la fine� ubicada en esta Capital, calle Chile 1432, fun­
dado en las s·iguicntes razones : 
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Y Vistos: 
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dado en las siguientes razones:
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Que doña Isidora _Sarrán por testamento otorgado ante el 
escribano don :Th1arcos Gorostarzu el 30 de Julio de 1897, favo­
reció a la 1nenor doña l\tfaría :Th1Ioreno con el legado ele la pro­
piedad que reivindica, con la condición de que éste quedaría sin 
efecto en el caso ele que la legataria falleciese antes de alcanzar 
la mayoridad; quedaría esa finca si ello sucediera, de propiedad 
del Convento de las l\!Ionjas Capuchinas <le esta Capital, que de­
berá recibir el legado por intermedio del Arzobispado de Bue­
nos Aires, Sin que por ninguna circunstancia pudieran preteri­
der �lerechos sobre ese bien ni sobre los demás legados a la 
preindicada m�nor, el padre ni la madrastra de ésta. 

Disponía también la testadora que la finca de referencia 
fuera administrada por los albaceas, hasta tanto llegara a la ma­
yoría de edad la legataria, transcribiendo, para mayor abunda­
miento, las cláusulas pertinentes' del testamento ele referencia. 

Expresa que los autos testamentarios de la señora de Sarrán 
tramitaron por ante el J uzgaclo Ci�ril que estuvo a cargo- del 
doctor Emilio Giménez Zapiola, secretaría del doctor Juan C. 
Dibar y de los que resulta que con fecha 27 de Diciembre de 
1908, el doctor Pedro Giraud, en su carácter de albacea y admi­
nistrador, tomó posesión de la finca legada, inscribiéndose el 
dominio de la m.isma a nombre de la menor favorecida, posible­
mente sin hacerse constar la condición bajo la cual estaba subor­
<línada la. existencia o cumplimiento del legado, y agiegando que 
el albacea nombrado,_ dejó que se instalara en la propiedad el 
padre de la menor en forma precaria y provisional, para que 
tuviera a su lacio a ésta. %. 

Que fallecida la susodicha :Th1Iaría 1\1:oreno, antes ele alcan­
zar la mayoría de edad, pues no tenía siquiera veinte años, el 
padre, aprovechando las circunstancias apuntadas, se presentó 
ante el J 112:gado Civil que estuvo a cargo del doctor J ulián V. 
Pera, secretaría Valenzuela, como único y universal heredero 
ele b. extinta, y, por lo tanto, sucesor ele ésta a los derechos sobre 
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Que dofia Isidora Sarran por testamento otorgado ante el 
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la finca de la calle Chile, obteniendo que se inscribiera el do­
minio de la misma a su nombre, ocultando al efecto los ante­
cedentes del origen del falso dominio, 

Ampara su derecho en lo dispuesto en los arts. 528, 545, 
2438 y 3771 del Código Civil, agregando que mientras la con­
dición impuesta por la testadora no se cumpliera, la legataria 
no habría acl9uiriclo ningún derecho ni podía, por lo tanto, tras­
mitirlo a su heredero gozando únicamente en su beneficio del 
usufru�to del inmueble, para gastos de subsistencia y educación 
y quedando excluíclo de todo beneficio el heredero que subrep­
ticiamente se ha apropiado del bien, en perj uiciO de la institu­
ción, a quien por no haberse cumpHdo la condición impuesta, 
debía haber pasado el legado. 

Termina solicitando que oportunamente se condene al de­
mandado a la restitución solicitada, así como de los frutos que 
hubiere percibido o que por s11 culpa hubiere dejado' de per­
cibir, con costas, anulando, en consecuencia, las inscripciones ele 
dominio existentes a favor ele doíia l\tiaría 11oreno y ele don 
Domingo Moreno. 

Corrido traslado de la acción, es evacuado a fs. 15 _por don 
Domingo :i\i!oreno. por su derecho propio, quien solicita sea 
aquélla rechazada oportunamente, con costas, fundado en los si­
guientes hechos : 

Reconoce como ciertos los- l1echos expuestos en la demanda 
en lo que refiere al .Jegado efectuado a favor de -su hija, pero 
desconoce que lo fuera bajo la condición de que quedaría sin 
efecto en caso de que la leg·ataria falleciese antes de llegar a 1� 
mayoridad, por cuanto por la cláusula 51J. del testamento al prin­
c1p10 citado, se lega la propiedad que se reivindica sin supedi­
tarla ni a esa ni a ninguna otra condición. 

Con el objeto de probar lo que afirma, transcribe las par­
tes pertinentes ele las cláusulas 51

', fr) y s�t del testamento, ha-
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a finea de la calle Chile, obteniendo que se inscribiera el de- 

minio de la misma a su nombre, ocultando al efecto los ante- 

cedentes del origen del falso dominio. 

Ampara su derecho en lo dispuesto en los arts. 528, 545, 
2438 y 3771 del Cédigo Civil, agregando que mientras fa con- 

dicién impuesta por la testadora no se cumpliera, la legataria 

no habria adquirido ningtin derecho ni podia, por to tanto, tras- 

mitirlo a su heredero gozando Gnicamente en su beneficio del 

usufructo del inmueble, para gastos de subsistencia y educacién 

y quedando excluico de todo beneficio el heredero que subrep- 
ticiamente se ha apropiado del bien, en perjuicio de fa institu- 

cin, a quien por no haberse cumplido la condicién impuesta, 

debia haber pasado el legado. 

Termina solicitando que oportunamente se condene al de- 

mandado a la restitucién solicitada, asi como de los frutos que 

hubiere percibido o que por su culpa hubiere dejado de per- 

cibir, con costas, anulando, en consectiencia, las inscripciones de 

dominio existentes a favor de dofia Maria Moreno y de don 

Domingo Moreno. 

Corrido traslado de la accién, es evacuado a fs. 15 por don 

Domingo Moreno, por su derecho propio, quien solicita sea 

aquella rechazada oportunamente, con costas, fundado en los si- 

guientes hechos: 

Reconoce como ciertos los hechos expuestos en la demanda 

en lo que refiere al legado efectuado a favor de su hija, pero 
desconoce que lo fuera bajo la condiciédn de que quedaria sin 
efecto en caso de que Ja legataria falleciese antes de llegar a la 

mayoridad, por cuanto por la clausula 5+ del testamento al prin- 

cipio citado, se lega la propiedad que se reivindica sin supedi- 
tarla ni a esa ni a ninguna otra condicién. 

Con el objeto de probar lo que afirma, transcribe las par- 
tes pertinentes de las clausulas 5°, 6? y 8* del testamento, ha-
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ciendo constar que si bien es verdad que por la octava se dis­
pone que si la menor .i\1aría lvioreno falleciese antes de llegar 
a la mayoría ele edad <les su voluntad que lo que le lega en 
ki. quinta, pase al Convento de las l\tionjas Capuchinas y que 
ni el padre ni la madrastra tengan derecho a esos bienes", es­
to no implica supeditar el legado a condición, sino simr)le­
mente dtsignar heredero al legatario, lo que es repudia.do por 
la ley. 

Que tan es cierto lo expuesto que el legado ha sido cum­
plido en todas sus partes y en forma definitiva, con10 así re­
sulta de los autos _sucesorios de la testadora, y refiere las tra­
mitaciones en el mismo seguidas para cumplir lo dispuesto, re­
conociendo como exacto que a raíz del fallecimiento de stt hi­
ja - la legataria -, tramitó su sucesión, obteniendo previos 
los trámites de ley, la inscripción de la finca ,de la calle Chi­
le 1432, a su nombré, en su carácter ele único heredero de 
aquélla. 

Niega el derecho que invoca el actor, así como los artícu­
los citados por el mismo, por cuanto para llegar a aplicarlos 
en apoyo de su pretendido derecho ha tenido que incurrir en 
falsedad y trastrueque de hechos, al afirmar que el legado ha 
sido hecho bajo una condición que no existe. 

Funda su ,derecho en lo que disponen los artículos 3723, 
3724, 3730, 3731, 3732 y 3766 del Códig·o Civil y sus con­
cordantes, y termina solicitando se resuelva como lo ha pe­
dido. 

Abierta la causa a prueba por auto ele fojas 24 vuelta, se 
produce la que informa el actuario en el certificado de fo­
jas 47 vuelta sobre cuyo mérito alegan las partes a fojas 49 
y 54, llamándose a fojas 63, autos para sentencia; y 

Considerando : 
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ciendo constar que si bien es verdad que por la ectava se dis- 

pone que si la menor Maria Moreno falleciese antes de Hegar 

a la mayoria de edad “es su voluntad que lo que le lesa en 

fa quinta, pase al Convento de las Monjas Capuchinas y que 

ni el padre ni la madrastra tengan derecho a esos bienes’’, es- 
to no implica supeditar el legado a condicién, sino simple- 

mente designar heredero al legatario, lo que es repudiado por 
la ley. 

Que tan es cierto lo expuesto que el legado ha sido cum- 

plido en todas sus partes y en forma definitiva, como asi re- 
sulta de los autos sucesorios de la testadora, y refiere las tra- 
mitaciones en el mismo sesuidas para cumplir lo dispuesto, re- 

conociendo como exacto que a raiz del fallecimiento de su hi- 
ja — la legataria —, tramit6 su sucesidn, obteniendo previos 
los tramites de ley, la inscripcién de la finca de la calle Chi- 
le 1432, a su nombre, en su caracter de tinico heredero de 

aquélla. 

Niega el derecho que invoca el actor, asi como los articu- 
los citados por el mismo, por cuanto para llegar a aplicarios 

en apoyo de su pretendido derecho ha tenido que incurrir en 

falsedad y trastrueque de hechos, al afirmar que el legado ha 

sido hecho bajo una condiciédn que no existe. 

Funda su derecho en lo que disponen los articulos 3723, 
3724, 3730, 3731, 3732 y 3766 del Cédigo Civil y sus con- 
cordantes, y termina solicitando se resuelva como lo ha _ pe- 
dido. 

Abierta la causa a prtteba por auto de fojas 24 vuelta, se 
produce la que informa el actuario en el certificado de fo- 
jas 47 vuelta sobre cuyo mérito alegan las partes a fojas 49 

y 54, Hamandose a fojas 63, autos para sentencia; y 

Considerando :
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Que dada la forma en que se ha planteado la cuestión 
,1• resolver en el "sub-lite'', ante las probanzas reunidas por 
las partes, tiene el proveyente que llegar a establecer si don 
Domingo 1\.Ioreno en su carácter de padre ele la legataria, clo­
fia i.\Jaría :Moreno, fclvorecida por doña Isidora Sarrán en el 
testamento anteriormente citado, ha podido heredar ele su hija 
hi. finca a aquélla legada, haciendo inscribir el dominio ele la 
misma a su nombre. 

Analizando la redacción de las partes pertinentes de 1as 
cláusulas 51

\ 6 1
\ 8lJ. y 91

� del rcftri�o testamento. que son las 
que tienen atingencia con la demanda, tenemos: 

Que por la primera ele ellas se -lega entre otros bienes a 
la hija del demandado, la finca de la calle Chile 1342 - testi­
monio ele fojas 43 -, instituyendo por la segunda heredero úni­
co y universal del re1,11anente ele los bienes, ·cumplidas que fue­
ren las disposiciones del testamento, al Convento de las l\{onjas 
Capuchinas de esta capital, situado en la calle Alsina entre las 
ele Piedras y Tacuarí, debiendo los· susodichos bienes ser re­
cibidos por el Arzobispado de la Capital. 

Pero tenemos que por la cláusula octava impone condición 
al legado efectuado a la menor de referencia, por la cual y 
para el caso ele no ctunplirse aquélla, queda como heredero ele 
los indicados bienes el convento antes citado en sn carácter de 
heredero instituído, estableciendo claramente ''que ni el padre 
de dicha· menor don Domingo l'.r�oreno, ni su madrastra :i\Iaría 
Concepción Ferrari de :J\1oreno tendrán ningún derecho sobre 
esos bienes", repitiendo en la novena esta indicación al s-epa­
rar por completo a las mismas personas de la administración 
de los bienes legados, la que encomienda a los albaceas hasta 
que la legataria llegara a la mayoría de edad ( cláusula dé­
cima). 

Como se desprende de lo expuesto, bien se ve que el áni­
mo de la testadora ha estado predispuesto en el sentido ele que 
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Que dada la forma en que se ha planteado la cuestion 
a resolver en el “sub-lite’, ante las probanzas rettnidas por 
las partes, tiene el proveyente que llegar a establecer si don 

Dominge Moreno en su caracter de padre de la legataria, do- 

fia Maria Moreno, favorecida por dofia Isidora Sarran en cl 

testamento anteriormente citado, ha podido heredar de su hija 
la finca a aquélla legada, haciendo inseribir el dominio de la 

misma a su nombre. 

Analizando la redaccién de las partes pertinentes de tas 
clausulas 5", 6%, 8? y 9* del referido testamento, que son las 

que tienen atingencia con la demanda, tenemos: 

Que por la primera de ellas se lega entre ctros bienes a 
la hija del demandado, la finea de la calle Chile 1342 — testi- 

monio de fojas 43 —, instituyendo por la segunda heredero uni- 
co y universal del remanente de los bienes, cumplidas que fue- 

ren las disposiciones del testamento, al Convento de fas Monjas 
Capuchinas de esta capital, situado en la calle Alsina entre las 

de Piedras y Tacuari, debiendo Jos susodichos bienes ser re- 

cibidos por el Arzohispacdo de la Capital. 

Pero tenemos que por la clausula octava impone condictén 
al legado efectuado a fa menor de referencia, por Ja cual y 
para el caso de no cumplirse aquélla, queda como heredero de 

los indicados bienes el convento antes citado en su caracter de 
heredero instituido, estableciendo claramente “que ui el padre 

de dicha: menor don Domingo Moreno, ni su madrastra Maria 
Concepcién Ferrari de Moreno tendréin ningtin derecho sobre 
esos bienes”, repitiendo en la novena esta indicacién al sepa- 
rar por completo a las mismas personas de la administracion 
de los bienes legados, la que encomienda a los albaceas hasta 

que la legataria Ilegara a la mayoria de edad (clausula dé- 
cima). 

Como se desprende de lo expuesto, bien se ve que el ani- 

mo de la testadora ha estado predispuesto en el sentido de que
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los bienes legados fueran disfrutados pura y exclusivamente 
por la menor favorecida y mientras ésta fuera incapaz de ad­
ministrarlos directamente por su minoridad, ellos lo fueran por 
lo�: albaceas designados en la cláusula décima y en las condi­
ciones fn la misma cletcrminadas, se¡rnranclo ele esta adminis­
tración espcc_ialmcntc al padre y a la madrastra de la legata­
ria. 

La condición impuesta por la c:áusub octava es perfecta­
mente permitida por nuestro código ; y es condición desde el 
momento que subordina a un hecho incierto y futuro, como 
e5 le� muerte de una persona en un momento determinado, que 
puede o no liegar, la consolidación y adquisición definitiva y 
completa de un derecho determinado ( artículo 528 dEl Código 
Civil), a fin ele que éste pueda trasmitirse a los suce.3ores del 
adquirente. 

Pendiente'., pues, esta condición, que por su carácter se cla­
sifica como suspensiva, hasta tanto el hecho futuro o incierto 
suceda o no suceda, no podía nunca el demanda.do adquirir el 
derecho a la posesión ele la finca legada, por cuanto atento a 
lo que se dispone en la cláusula 01:;tava, debían los bienes le­
gados a la hija pasar a poder del heredero instituído, esto es, 
el Convento de las 11onjas Capuchinas ( artículo 545 del có­
digo citado), y sui-ge .de otras cláusulas con claridad absoluta, 
que fué un deseo de la señora Sarrán que bajo ningún con­
cepto pasaran esos bienes al padre o a la madrastra de la me­
nor mientras ésta no llegara a la mayor edad. 

El hecho de haber la testadora hecho este legado con la con­
dición impuesta, no implica dar a la legataria un heredero, co­
mo lo ex¡wesa el demandado y expresamente lo prohibe el ar­
tículo 3731 del Código Civil, por cuanto cumplida aquélla, o 
sea, la condición impuesta para que la legataria entrara de 
lleno en posesión de los bienes y para el supuesto que ésta fa­
lleciera después de haber alcanzado su mayoría de edad, el pa-
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los bienes legados fueran disfrutados pura y exclusivamente 
por la menor favorecida y mientras ésta fuera incapaz de ad- 
ministrarlos directamente por su minoridad, ellos lo fueran por 

los albaceas designados en la clausula décima y en fas condi- 
ciones en la misma determinadas, separando de esta adminis- 

tracion especialmente al padre y a Ja madrastra de la legata- 

ra. 

La condicién impuesta por la clausula octava es perfecta- 

mente permitida por nuestro cddigo; y es condicidn desde el 
momento que subordina a un hecho incierto y futuro, como 

es la muerte de una persona en un momento determinado, que 
puede o no hegar, ja consolidacién y adqtisicion detfinitiva y 
completa de un derecho determinado (articulo 528 del Cédigo 

Civil), a fin de que éste pueda trasmitirse a los sucesores del 

adquirente. 

Pendiente, pues, esta condicién, que por su caracter se cla- 

sifica como suspensiva, hasta tanto el hecho futuro o incierto 

suceda o no suceda, no podia nunca el demandado adquirir el 
derecho a la posesién de la finca legada, por cuanto atento a 

lo que se dispone en la clausula octava, debian los hienes le- 

gados a la hija pasar a poder del heredero instituido, esta es, 

el Convento de las Monjas Capuchinas (articulo 545 del cé- 
digo citado), y surge de otras clausulas con claridad absoluta, 
que fué un deseo de la sefiora Sarran que bajo ningtin con- 
cepto pasaran esos bienes al padre o a la madrastra de la me- 

nor mientras ésta no Ilegara a la mayor edad. 

Et hecho de haber la testadora hecho este legado con la con- 

dicién impuesta, no implica dar a la legataria un heredero, co- 
mo lo expresa el demancado y expresamente lo prohibe el ar- 

ticulo 3731 del Céddigo Civil, por cuanto cumplida aquélla, o 
sea, la condicién impuesta para que la legataria entrara de 
leno en posesion de los bienes y pata el supuesto que ésta fa- 

Neciera después de haber alcanzado su mayoria de edad, el pa-
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drc en su carácter de único heredero hubiera entrado en pose­
sión de -aquéllos. 

Para que la menor hubiera adquirido la propiedad lisa y 
lla1m del legado era necesario el cumplimiento de la condición 
impuesta, o sea, llegar a la mayoría de edad, dado el carácter 
ele suspensiva de aquélla y el término incierto a que estaba su­
jeta ( artículo 3771 del Código Civil). 

Por otr,!. parte y mientras aquélla no se cumpliera, no go­
zaría la menor de otra cosa que del usufrücto, para sus gas­
tos de subsistencia y educación, y tan ha siclo éste el ánimo de 
fa testad,ora, que expresamente determina que no quiere que ni 
el padre ni la madrastra de la menor gocen de los bienes, en­
comendando la misma a los albaceas nombrados doctor Pedro 
Giraud y presbítero Escipión lvierca.ti, para que mancomuna­
dos ,den cumplimiento a sus disposiciones etc. y "administrar 
los bienes legados a la menor 1'daría .l\iJoreno, su ahijada, hasta 
su mayoría de edad'', etc. 

Ante disposiciones tan claras como las expresadas no ca­
be la menor duda sobre cuál ha sido la intención de la testadora 
doña Isidora Sarrún, respecto de los bienes legados a la hija 
del demandado: que fuera aquélla la única que disfrutara de 
ellos bajo la administración de los albaceas, durante su mino­
ría de edad y bajo la de ella directamente si alcanzara la con­
dición impuesta: la mayoría. 

Graves han de haber siclo los motivos que han inducido 
a la beneficiante para agregar en sus últimas disposiciones tma 
condición ,de esta naturaleza, como la de t1uitar al padre, al ad­
ministrador natural que la ley establece, la administración de 
los bienes de los hijos, con el agregado "que ni el padre ele 
dicha menor don Domingo l\1oreno y ni su· madrastra J\,faría 
Concepci?n Ferrari de l\1Ioreno tendrán ningún derecho sobre 
esos bienes". 

En lo que refiere a los demás antecedentes citados por el 

382 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

dre en su caracter de tinico heredero hubiera entrado en pose- 
sion de-aqueéllos, 

Para que la menor hubiera adquirido la propiedad lisa y 

Nana dei legado era necesario el cumplimiento de la condicién 

impuesta, o sea, llegar a fa mayoria de edad, dado el caracter 

de suspensiva de aquélla y el término incierto a que estaba su- 
jeta (articulo 3771 del Cédigo Civil). 

Por otra parte y mientras aquélla no se cumpliera, no go- 
zaria la menor de otra cosa que del usufrticto, para sus gas- 

tos de subsistencia y educacién, y tan ha sido éste el animo de 
la testadora, que expresamente determina que no quiere que ni 

el padre ni la madrastra de la menor gocen de los biénes, en- 

comendando la misma a los albaceas nombrados doctor Pedro 
Giraud y presbitero Escipion Mercati, para que mancomuna- 
dos den cumplimiento a sus disposiciones etc. y “administrar 
los bienes legados a la menor Maria Moreno, su ahijada. hasta 

su mayoria de edad", etc. 

Ante dtsposiciones tan claras como las expresadas no ca- 

be la menor duda sobre cual ha sido la intencién de la testadora 

dofia Isidora Sarran, respecto de los bienes legados a la hija 
del demandado: que fuera aquélla la unica que disfrutara de 

ellos bajo la administracién de los albaceas, durante su mino- 

ria de edad y bajo fa de ella directamente si alcanzara la con- 

dicién impuesta: la mayoria. 

Graves han de haber sido los motivos que han inducido 

a la beneficiante para agregar en sus ultimas disposiciones una 
condicién de esta naturaleza, como la de quitar al padre, al ad- 
ministrador natural que la ley establece, 1a administracién de 
los bienes de los hijos, con el agregado “que ni el padre de 

dicha menor don Domingo Moreno y ni su’ madrastra Maria 
Concepcién Ferrari de Moreno tendran ningtin derecho sobre 

esos bienes”, 

En lo que refiere a los demas antecedentes citados por el
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demanda,clo hasta llegar a obtener la inscripción del dominio de 
la finca de la calle Chile, a su nombre, carecen de eficacia le­
gal porque si por efecto de 1111 error· o negligencia de una re­
partición pública se ha inscripto el dominio a favor de la le­
gataria sin hacerse constar la condición a que estaba sujeto •el 
legado, para que una vez acreditado si ella se había cumplido, 
pasara el dominio a favor de quie,n legalmente tuviera dere.:.
cho 8. él, ello no acuerda beneficio al demandado ni puede por 
este medio obtener lo que no le pertenece, a pesar de que los 
autos sucesorios ele su extinta hija hayan ajustado su trami­
tación 8. las normas establecidas por la ley y las resoluciones 
en ellos recaídas hayan pasado 011 autoridad ele cosa juzgada. 

Tan ha estado convencido el demandado de que su inter­
vención en los autos testamentarios ele doña Isidora Sarrán era 
a tocias luces improcedente e innecesaria, que después de su 
presentación en los mismos, jamás interviene, quedando sm re­
solve!' la incidencia con este motivo promovida, como así re­
sul.t,1. de las constancias del testimonio de fojas 29134. 

Además, ha quedado acreditado con los testimonios ele fo­
jas 1 y 2, el he.cho fehaciente y completamente indispensable 
para la solución del "sub-lite", ele conformidad con las dispo­
siciones ele la testadora, o sea, que la beneficiada falleció cuan­
do aun no había cumplido veinte años, y, por lo tanto.., de 
conformidad con la disposición del artículo 3802 del Código 
Civil, · faltando la condición suspensiva a que estaba subordi­
nado el legado hecho, éste ha caducado, estando de acuerdo 
con esta tesis, la nota puesta por el codificador al citado ar­
tículo. 

Por estas consideraciÜnes y disposiciones legales citadas, 
fallo : condenando a don Domingo lVIoreno a restituir, dentro 
del término ·ele diez días, al Convento de las lVIonjas Capu­
chinas, quien la recibirá por intermedio del Arzobispado de 
Buenos Aires, la propiedad de la calle Chile 1432 con los fru-
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demandado hasta Iegar a obtener la inscripcion del dominio de 

la finca de la calle Chile, a stu nombre, carecen de eficacia le- 

gal porque si por efecto de wn error o negligencia de una re- 

particién publica se ha inscripto el dominio a favor de la le- 

gataria sin hacerse constar la condicién a que estaba sujeto -el 

legado, para que una vez acreditado si ella se habia cumplido, 
pasara el dominio a favor de quien legalmente tuviera dere 

cho a él, ello no actierda beneficio al demandado ni puede por 

este medio obtener Jo que no le pertenece, a pesar de que los 

autos sucesorios de su extinta hija hayan ajustado su trami- 

tacion a las normas establecidas por fa ley y las resoluciones 
en ellos recaidas hayan pasado en autoridad de cosa juzgada. 

Tan ha estado convencido el demandacdo de que su inter- 

vencion en los autos testamentarios de dofia Isidora Sarran era 

a todas luces improcedente e innecesaria, que después de su 

presentacién en los mismos, Jamas interviene, quédando sin re- 

solver la incidencia con este motivo promovida, como asi re- 

sulta de las constancias cel testimonio de fojas 29/34. 

Ademas, ha quedado acreditado con los testimonios de fo- 

jas ly 2, el hecho fehaciente y completamente indispensable 
para la solucioén del “swhb-lite”’, de conformidad con las dispo- 
siciones cle la testadora, o sea, que la beneficiada falleciéd cuan- 

do aun no habia cumplido veinte afios, y, por lo tanto, de 

conformidad con la disposicion del articulo 3802 del Cédigo 
Civil, faltando la condicién suspensiva a que estaba subordi- 

nado et fegado hecho, éste ha caducado, estando de acuerdo 

con esta tesis, la nota puesta por el codificador al citado ar- 

ticulo, 

Por estas consideraciones y disposiciones legales citadas, 

fallo: condenando a don Domingo Moreno a restittuir, dentro 

del término de diez dias, al Convento de las Monjas Capu- 
chinas, quien la recibira por intermedio del Arzobispado de 

Buenos Aires, la propiedad de la calle Chile 1432 con los fru-
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tos que huhit:re percibido y los que por su culpa se hubieren 
dejado de percibir ( artículo 2438 del Código Civil), con costas 
( artículo 221 del Código de Procedimientos)'-, a cuyo efecto 
regulo en la suma de un mil quinientos pesos 1110necla nacional 
los. honorarios del doctor Anzoátegui y en la de setecientos pe­
sos de igual moneda los del fiscal eclesiástico presbítero Ussher. 
Líbrense oficios �l Registro de la Propiedad para que anule 
las in�cripciones ele dominio a favor de doña .María :Moreno 
y de don Domingo lvloreno, debiendo anotarlo a nombre del 
convento ante,riorrnentc citado. - Carlos A .. Varangot - Ante 
mí: P. F. Punes.

AClJERl.lD DE LA CA?IIARA CIVIL 2�• 

En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a ocho 
de Junio de mil novecientos treinta y uno, reunidos los señores 
Vocales de la Excma. Cámara 2ll- de Apelaciones en lo Civil, 
en su Sala -de Acuerdos, para conocer del recurso interpuesto 
en· los autos caratu:ados: "Arzobispado de Buenos Aires, contra 
i\tiorenc, don Domingo, si. reivindicación", respecto ele la senten­
cia de fs. 64, el Tribunal planteó las siguientes cuestiones: 

1 ll- ¿ Se ha operado la prescripción liberatoria del art. 4030 
del Código Civil, alegada por la parte demandada? 

2ll- En caso negativo, ¿ es arreglada a derecho la seti.tencia 
ape�acla? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener lu­
gar en el orden siguiente: Coronado, Tezanos Pinto, Salvat y 
Lagos. 

Sobre la lll- cuestión el señor Vocal doctor Coronado, dijo: 

Que la actora hace mérito de las diversas cláusulas del testa­
mento otorgado por doña Isidora Sarrán ante el escribano don 
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tos que hubiere percibido y los que por su culpa se hubieren 
dejado de percibir (articulo 2438 del Codigo Civil), con costas 

(articula 221 del Codigo de Procedimientos), a cuyo efecto 
regulo en la suma de un mil quinientos pesos moneda nacional 

los honoraries def doctor Anzoategui y en ja de setecientos pe- 

sos de igual moneda los del fiscal eclesiastico presbitero Ussher. 

Librense oficios al Registro de la Propiedad para que anule 

las inscripciones de dominio a favor de dofia Maria Moreno 

y de den Dominge Moreno, debiendo anotarlo a nombre del 
convento anteriormente citado. — Carlos A. Varangot — Ante 
mi: P. F. Funes, 

ACUERDO DE LA CAMARA CIVIL 2° 

En Buenos Aires, Capital de la Republica Argentina, a ocho 

de Junio de mil novecientos treinta y uno, rewhidos Jos sefores 
Vocales de la Excma. Camara 2% de Apelaciones en lo Civil, 
en su Sala de Acuerdos, para conocer de! recurso interpuesto 

en los autos caratu’ados: “Arzobispado de Buenos Aires, contra 

Morene, don Domingo, s}. reivindicacion", respecto de la senten- 

cia de fs. 64, el Tribunal planted las siguientes cuestiones: 

18 gSe ha operado ta prescripcién liberatoria del art. 403@ 

del Cédigo Civil, alegada por la parte demandada? 

2" En caso negativo, jes arreglada a derecho fa setitencia 
apetada? 

Practicado el sorteo resulté que la votacién debia tener lu- 
gar en el orden siguiente: Coronado, Tezanas Pinto, Salvat y 
Lagos. 

Sobre la 1* cuestién el sefior Vocal doctor Coronado, dijo: 

Que la actora hace merito de las diversas clausulas del testa- 
mento otorgado por dofia Isidora Sarran ante el escribano don
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l\Tarcns Gorostarztt con fecha 30 ele Ju1io ele 1897, y manifiesta 
que la testadora favoreció a la menor doña Ivfaría Ivloreno con 
el legado de la casa calle Chile 1432, estableciéndose en la cláusu­
�2. 8 1

-'· que· "en caso de que la menor nombrada falleciese antes de 
llegar a la mayor edad, es· su voluntad que lo que lega en la 
c.1.áusula s�1 (la mencionada finca) pase al Convento de las l\1011-
jas Capuchinas". 'I'ranscribe después el resto de la mencionada 
cláusu!a - y se refiere a las· actuaciones de los autos testamen­
tarios de las cuales resulta que el albacea tomó posesión de la 
finca y la hizo inscribir a nombre de 1a menor en el Registro de 
la. Propiedad, en 6 ele Febrero de 1909. 

Agrega que, fallecida la menor, cuando no tenía ni siquiera 
veinte años, aprovechándose el señor :Moreno, dolosamente, de
las circunstancias· que ha enunciado ( esto es, inscripción del do­
minio sin constancia de la condición a la cual estaba subordinada 
la existencia del legado)'. se presentó iniciando el juicio su�esorio 
ele su hija María l\ioreno, y diciéndose su único y universal he­
redero, obtuvo que a su nombre, se inscribiera el dominio del 
inmtKble, ocultando al efecto los antecedentes relativos a ese 
falso dominio. Invoca las constancias del expediente sucesorio 
de doña :María l\iforeno. 

Termina citando los arts. 3771, 528, 545, 548 y 2438 del 
Código Civil, y solicita se condene a ,don Domingo JVIoreno a 
fa restitución de la finca de la calle Chile 1432, con sus frutoS. 

Contestada 1a demanda, y producidas las pruebas respecti­
vas se dicta la sentencia de fs. 64, la que es apelada por el de­
mandado. 

En el escrito de agravios (fs. 125 vta.) se opone por el re­
currentr, fo. prescripción liberatoria que autoriza el art. 4030 del 
Código Civil, la que se funda en que, ,desde las fecha_s de la ins­
cripción del dominio a favor ele la legataria primero, y después 
a su nombre, ha corrido un té11111ino mayor que el que establece 
12. disposición legal citada. Se hace mérito de diversos anteceden-
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Marcos Gorostarzt con fecha 30 de Julio de 1897, y manifiesta 
que la testadora favoreciO a ta menor dofia Maria Moreno can 
el legado de Ja casa calle Chile 1432, estableciéndose en la clatsu- 
ta & que “en caso de que Ja menor nombrada falleciese antes de 
llegar a la mayor edad, es su voluntad que lo que fega en la 

clausula 5* (la mencionada finca) pase al Convente de Jas Mon- 
jas Capuchinas”. Transcribe después el resto de la mencionada 

clausu'a — y se refiere a las actuaciones de los autos testamen- 

tarios de las cuales resulta que el albacea toméd posesién de la 

finca y la hizo inscribir a nombre de la menor en el Registro de 
la Propiedad, en 6 de Febrero de 1909. 

Agrega que, fallecida la menor, cuando no tenia ni siquiera 
veinte afios, aprovechandose el sefior Moreno, dolosamente, de 

las circunstancias: que ha enunciado (esto es, inscripcién del do- 
minie sin constancia de la condicion a la cual estaba subordinada 

la existencia dél legado), se presentd iniciando el juicio sucesorio 

de su hija Maria Moreno, y diciéndose su tinico y universal he- 

redero, obtuvo que a su nombre, se inscribiera el dominio del 

inmueble, ocultando al efecto los antecedentes relativos a ese 

falsc dominio. Invoca las constancias del expediente sucesorio 

de dofa Maria Moreno. 

Termina citando los arts, 3771, 528, 545, 548 y 2438 del 

Cédigo Civil, y solicita se condene a don Domingo Moreno a 
la restitucion de la finca de la calle Chile 1432, con sus frutos. 

Contestada !a demanda, y producidas las pruebas respecti- 

vas se dicta la sentencia de fs. 64, la que es apelada por el de- 
mandado, 

En el escrito de agravios (fs. 125 vta.) se opone por el re- 

currente, la prescripcién liberatoria que autoriza el art. 4030 del 
Cédigo Civil, la que se funda en que, desde las fechas de la ins- 

cripcién del dominio a favor de la legataria primero, y después 

a su nombre, ha corrido un término mayor que el que establece 
fe disposicién legal citada. Se hace mérito de diversos anteceden-
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tes, de los cuales, sostiene, resulta el conocimiento qut: de las 
causales de error o falsa causa tuvo la actora. 

En el escrito de responde ( fs. 130), se dice, con respecto al 
punto de la pl"escripción de que me ocupo, que si bien el art. 
3962 del Código Civil citado, autoriza a oponerla en cualquier 
estado del juicio, siempre que la sentencia no tenga la autoridad 
de la cosa juzgada, tal disposición no puede invocarse en la es­
pecie "sub judice", porque está en oposición con los arts. 99, 
108, 109, 214, 216, 267 del Cód. de Procedimientos y que en el 
conflicto entre ambas leyes deben prevalecer las de forma. Y en 
cuanto al término de la prescripción expone que: "el art. 4030, 
se refiere a los actos jurídicos, y no a los actos de procedimientos 
judicialt:s •-· cuya anulación ha reclamado en el juicio - y que 
además dicho artículo hace correr la prescripción desde el día en 
que los hechos determinantes ele la nulidad fueran conocidos, y 
que ele ninguna de las pruebas producid�s en primera instancia, 
resulta que tuviera noticia de tales hechos antes de los dos años 
de proni.ovicla la demanda, lo que debió acreditar s11 contendor". 

Advirtiendo que, en mi concepto, esta defensa ele prescrip­
ción procede ser estudiada en primer término, por su propia na­
turaleza y efectos legales que ,produce, analizaré las diversas 
c�testiones que plantea el dem,andado. En lo que se refiere a la 
aplicabilidad del art. 3962 del Código Civil, entiendo que es el 
que rige el caso. El precepto es terminante, y debe prevalecer 
sobre el ele las leyes procesales, las que por lo demás no contienen 
disposiciones precisas sobre el particular. Obedeciendo la ins­
titución nombrada a consideraciones de interés público ·y tratán­
dose ele un medio extintivo de las obligaciones pertenece al de­
recho y al Código Civil. Por eso, dice Troplong, citado por ele 
le. Colina ( tomo 2', N' 581), "el legislador no puede dejar de 
considerar la prescripción como que ataca perentoriamente al 
fondo del litigio, autorizando en consecuencia a proponcr'.a en 
cualquier estado del juicio". 

Esta defensa, ha resuelto la Suprema Corte ele Justicia Na-
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tes, de los cuales, sostiene, resulta el conocimiento que de las 

causales de error o fafsa causa tuvo la actora. 

En el escrito de responde (fs. 130), se dice, con respecto al 

punto de la prescripcion de que me ocupo, que si bien el art. 
3962 del Codigo Civil citado, autoriza a oponerla en cualquier 
estado del juicio, siempre que la sentencia no tenga la autoridad 
de la cosa juzgada, tal disposici6n no puede invocarse en la es- 
pecie “sub judice”, porque esta en oposicion con los arts. 99, 
108, 109, 214, 216, 267 del Cad. de Procedimientos y que en el 

cenflicto entre ambas leyes deben prevalecer las de forma. Y en 

cuanto al término de la prescripcién expone que: “el art. 4030, 

se refiere a Jos actos juridicos, y no a los actos de procedimientos 
judiciales —- cuya amulacién ha reclamado en el juicio — y que 

ademas dicho articulo hace correr la preseripcion desde e] dia en 
que los hechos determinantes de la nulidad fueran conocidos, y 
que de ninguna de las pruebas producidas en primera instancia, 

resulta que tuviera noticia de tales hechos antes de los dos afios 

de promiovida fa demanda, lo que dehio acreditar su contendor’’. 

Advirtiendo que, en mi concepto, esta defensa de prescrip- 

cioén procede ser esttdiada en primer término, por sti propia ina- 

turaleza y efectos legales que produce, analizaré las diversas 

cuestiones que plantea el demandado. En lo que se refiere a la 

aplicabilidad del art. 3962 del Codigo Civil, entiendo que es el 
que rige el caso. El precepto es terminante, y debe prevalecer 

sebre el de las leyes procesales, las que por lo demas no contienen 

disposiciones precisas sobre el particular. Obedeciendo la ins- 

titucion nombrada a consideraciones de interés piblico y tratan- 
dese de un medio extintivo de las obligaciones pertenece al de- 
recho y al Cédigo Civil. Por eso, dice Troplong, citado por de 
la Colina (tomo 2', N® 581), “el legislador no puede dejar de 
considerar la prescripciOn como que ataca perentoriamente al 
fondo del litigio, autorizando en consecuencia a proponeria en 
cualquier estado del juicio”. 

Esta defensa, ha resuelto la Suprema Corte de Justicia Na-
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cional, puede ser opuesta en segunda instancia, y debe ser admi­
tida, resultando justificada (FaJlos: Tomo 62, pág. 184). En 
el mismo sentido la Cámara de lo Civil ( tomos 75, pág. 68 y 95, 
pág. 367) . Agregaré solamente ya que se trata de una cuestión 
que ha si,do objeto de una reiterada jurisprudencia, que este Tri­
bunal ha dado siempre curso a la prescripción que analizo, entre 
otras causas, en la N9 16 .112, fecha Febrero 26 ele 1923. 

En cuanto a que el art. 4030, se refiere a los actos jurídicos, 
y no a los judiciales, cabe observar que la acción promovida, fin­
cc. en lo que establece la cláusula g,i del testamento, según la cual 
la testadora dispone que en caso de que la legataria :María :More­
no falleci"ese antes de llegar a su mayor edad los bienes legados 
pasen al Convento de las :Monjas Capuchinas, hacie1ido allí mis­
mo constar C1ue al hacerle el legado a dicha menor ha sido con 
el fin de que personalmente lo disfrute y dejando tanlhién esta­
blecido que -tanto el padre de la menor don Domingo l\!Ioreno, 
como la segunda esposa de éste, no tendrán derecho alguno sobre 
dichos bienes ( fs. 3 vta.) . 

Es este el acto jurídico, del cual se hace emanar el derecho 
del actor, siendo los procedimientos de inscripción del dominio 
a nombre de la legataria y ,del demandado, cuya nulidad se so­
licita, une, consecuencia según la demanda, de la violación de esa 
disposición testamentaria. 

No es el caso entonces de entrar en disquisiciones respecto 
2, fo. diferencia entre actos jurídicos y judiciales sino que la si­
tuación debe contemplarse dentro de la realidad de los funda­
mentos ele hecho y de derecho invocados en la demanda. 

Esto sentado, y para juzgar con acierto de la procedencia 
o improcedencia de la prescripción alegada, he de recordar una
vez más, que la acción deducida reconoce como fundamento los
procedimientos dolosos que se atribuyen al demandado para con­
seguir que a su nombre se inscribiera el dominio del innmehle,
cas2. Chile 1432, ocultando ·al efecto los antecedentes relativos al
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cional, puede ser opuesta en segunda instancia, y debe ser admi- 
tida, resultando justificada (Fallos: Tomo 62, pag. 184). En 

el mismo sentido la Camara de lo Civil (tomos 75, pag. 68 y 95, 
pag. 367). Agregaré solamente ya que se trata de una cuestion 
que ha sido objeto de una reiterada jurisprudencia, que este Tri- 

bunal ha dado siempre curso a la prescripciOn que analizo, entre 

otras causas, en la N* 16.112, fecha Febrero 26 de 1923. 

En cuanto a que el art. 4030, se refiere a los actos juridicos, 
y no a los judiciales, cabe observar que la accién promevida, fin- 

ca ent lo que establece la clausula 8! del testamento, segtin la cual 

la testadora dispone que en caso de que la legataria Maria More- 

no falleciese antes de llegar a su mayor edad los bienes legados 

pasen al Convento de las Monjas Capuchinas, haciendo aili mis- 

mo constar que al hacerle el legado a dicha menor ha sido con 

el fin de que personalmente lo disfrute y dejando también esta- 

blecido que tanto el padre de la menor don Domingo Moreno, 

como la segunda esposa de éste, no tendran derecho alguno sobre 

dichos bienes (fs. 3 vta.). 

Es este el acto juridico, del cual se hace emanar el derecho 

del actor, siendo los procedimientos de inscripcién del dominio 
a nombre de la legataria y del demandado, cuya nulidad se so- 
licita, une consecuencia segtin la demanda. de la violacion de esa 
disposicién testamentaria. 

No es el caso entonces de entrar en disquisiciones respecto 

ala diferencia entre actos juridicos y judiciales sino que la si- 
tuacion debe contemplarse dentro de fa realidad de los funda- 
mentos de hecho y de derecho invocados en la demanda. 

Este sentado, y para juzgar con acierto de la procedencia 

0 improcedencia de la prescripcién alegada, he de recordar una 
vez mas, que la accion deducida reconoce como fundamento los 

procedimientos dolosos que se atribuyen al demandado para con- 

seguir que a su nombre se inscribiera el dominio del inmueble, 

case Chile 1432, ocultando al efecto fos antecedentes relativos al
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origen de ese falso dominio ( fs. 4) . Y esos antecedentes se re­

fieren a las cláusulas 51
-

l y 81) del testamento a que alude el cer­
tificado de fs, 9. La inscripción a favor del demandado tuvo lu­
gar el 9 ele Junio de 1911. 

Estos son los motivos básicos de la demanda, y éste el as­
pcctc, bajo el cual se la ,debe considerar, ele acuerdo con lo ma­
nifestado por la misma actora, la qne en el escrito ele fs. 130, 
sostiene que no resulta de autos que ele los hechos determinan­
tes ele la nulidad tuviera noticia antes ·de los dos años de promo­
vida.!,, acción (fs. 131 vta.). 

Corresponde examinar las constancias ele autos para pro­
nunciarse sobre la cuestión planteada. 

El escrito de fs. 5, fué presentado según el cargo de fs. 5

vta., el 23 de noviembre de 1925, y los hechos dolosos que acabo 
ck: citar, inscripción a nombre de la legataria y del. demandado, 
tienen fechas 6 de_ Febrero de 1909 y 9 ele Junio de 1911, res­
pectivamente (fs. 5). De manera que ''prima facie" la acción 
se ha promovido vencidos los dos años q ne establece el art. 4030. 

En estas condiciones ¿ a quién correponcle la prueba de la 
fecha en que se htvo conocimiento de los hechos dolosos, cuan­
do como ocurre aquí, la demanda se promueve después de los 
dos años que establece el precepto legal del art. 4030? 

Pienso que el que opone la nulidad o se funda en l a  misma, 
tíem.: a su cargo esa comprobación. Así lo ha resuelto la Cámara 
de lo Civil en el tomo 60, pág. 349, y así lo enseña Segovia co­
mentando el ·art. 4030, tomo 2\ pág. 743, nota 26 "in fine". En 
el mismo sentido se ha pronunciado este Tribunal, en la causa 
que- se encuentra p ublicada en J urisp. Arg., tomo 3.,,, p. 835 en la 
cual el señor Vocal que votó en primer término acepta la opinión 
de :.M.achado, según la cual "si se dedujera la demanda después 
ele vencidos los ,dos años y el demandado se excepcionara con la 
prescripción, el demandante deberá demostrar, además del dolo, 
o falsa causa, que el tiempo para la prescripción no ha corrido,
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origen cle ese falso dominio (fs. 4). Y esos antecedentes se re- 
fieren a las clausulas 5" y 8° del testamento a que alude el cer- 

tificado de fs, 9. La inscripcién a favor del demandade tuvo lu- 

gar el 9 de Junio de 1911. 

Estos son los motivos basicos de la demanda. y éste el as- 

pecte bajo el cual se la debe considerar, de acuerdo con lo ma- 

nifestade por la misma actora, la que en el escrito de fs. 130, 

sostiene que no resulta de autos que de fos hechos determinan- 

tes de la nulidad tuviera noticia antes de los dos afios de promo- 

vida la accion (fs. 131 vta.). 

Corresponde examinar las constancias de autos para pro- 
nunciarse sobre la cuestion planteada. 

E! escrito de fs, 5, fué presentado segtin el cargo de fs. 5 
yta., el 23 de noviembre de 1925, y los hechos dolosos que acabo 
de citar, inseripcidn a nombre de la legataria y del. demandado, 

tienen fechas 6 de Febrero de 1909 y 9 de Junio de 1911, res- 

pectivamente (fs. 5). De manera que “prima facie’? la accién 

se ha promovido vencidos los dos afios que establece el art. 4030. 

In estas condiciones ¢a quién correponde la prueba de la 

fecha en que se tuvo conocimiento de los hechos dolosos, cuan- 

do como ocurre aqui, la demanda se promueve después de los 

dos afies que establece el precepto legal del art. 4030? 

Pienso que el que opone la nulidad o se funda en la misma, 

tiene a sti cargo esa comprobacion. Asi lo ha resuelte la Camara 

de lo Civil en el tomo 60, pag. 349, y asi fo ensefia Segovia co- 

mentando el-art, 4030, tomo 2", pag. 743, nota 26 “in fine’. En 
el mismo sentido se ha pronunciado este Tribunal, en la causa 

que: se encuentra publicada en Jurisp. Arg., tomo 3°, p, 835 en la 
cual el sefior Vocal que votd en primer término acepta la opinion 

de Machado, segtin la cual “si se dedujera la demanda después 
de vencidos los dos afios y el demandado se excepcionara con la 
prescripcion, el demandante debera demostrar, ademas del dolo, 

o falsa cattsa, que el tiempo para la prescripcién no ha corrido,
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porque recién llega a su conocimiento, y por consiguiente, que 
b prescripción recién comienza'' (tomo 12, pág. 305). No pa­
rece dudoso, decía el doctor Repétto (Jurisp. Arg., tomo VII, 
pág. 357) que "es a la parte que hace valer la nulidad a quien 
corresponde probar que su conocimiento del error o del dolo no  
remonta a un plazo mayor de dos años en el momento de  de­
ducirla como acción o de invocarla como excepción. La doctrina 
ele los autores franceses con relación al precepto del art. 1304, es 
elocuentemente uniforme en ese sentido·. Demolomhe, tomo 29, 
N'! 146, dice acerca del punto "es de toda evidencia, no obstante 
el disentimiento aislado ele Charclon, que es aquel que pretenda 
que la prescripción no ha podido comenzar el día de la conven­
ción por consecuencia ele violencia -quien debe probar su afirma­
ción, es decir, que la vi�)len�ia 110 ha cesado o que el error o el 
dolo 110 han sido descubiertos sino antes de los diez años. El autor 
que vengo transcribiendo dice diez años, porque ese es el término 
en derecho francés, el mismo que el Código Ai-gentino ha recltt­
ciclo a dos". 

Est;:1, misma doctrina ha sido establecida recientemente por 
este Tribunal en la causa 4683 en· estos términos: "Que es en­
tonces evidente que el e_iecutante ha debido probar el momento 
en que la falsa causa o el dolo le fué conocido, para con esa l.>ase
poder computar el término ele arranque de la prescripción de 
dos años del art, 4032 del Código Civil, lo que en el caso no ha 
hecho lo que hace qtle el tiempo deba contarse desde la fecha 
en q11e el docmnento fué extendido''. 

' El actor, como resulta de su exposición de fs. 131 vta., 
entitndt: que no le incumbe fraer prueba alguna al respecto, lo 
que es un error, como acahü" de demostrarlo. 

Pero aún en el caso contrario, es decir, suponiendo que el 
demandado tuviera que probar cual ha sidQ el momento inicial de 
la presc{·ipción, o sea la fecha en que el demandante conoció los 
hechos dolosos que invoca, considero que la justificación que ha 
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porque recién Hlega a su conocimiento, y por consiguiente, que 

Ja prescripcién recién comienza” (tomo 12, pag. 305). No pa- 

rece dudoso, decia el doctor Repetto (Jurisp. Arg., tomo VII, 

pag. 357) que “es a la parte que hace valer la nulidad a quien 

corresponde probar que su conocimiento del error o del dolo no 

remonta a un plazo mayor de cos afios en ef momento de de- 

ducirla como accién o de invocarla como excepcién. La doctrina 

de los autores franceses con relacién al precepto del art. 1304, es 
elocuentemente uniforme en ese sentido. Demolombe, tomo 29, 

N’ 146, dice acerca del punto “es de toda evidencia, no obstante 

el disentimiento aislade de Chardon, que es aquel que pretenda 

que la prescripcion no ha podido comenzar el dia de la conyen- 
cién por consecuencia de violencia quien debe probar su afirma- 

cidn, es decir, que la violencia no ha cesado o que el error o el 

dolo no han sido descubiertos sino antes de Jos diez afios. E] autor 

que vengo transcribiendo dice diez aiios, porque ese es el término 
en derecho francés, el mismo que el Codigo Argentino ha redu- 

cido a dos”. 

Esta misma doctrina ha sido establecida recientemente por 
este Tribunal en Ja causa 4683 en’ estos términos: “Que es en- 

tonces evidente que el ejectitante ha debido probar el momento 

en que la falsa causa o el dolo le fué conocido, para con esa base 
poder computar el término de arranque de Ja prescripcion de 

dos afios del art, 4032 del Cédigo Civil, lo que en el caso no ha 

hecho to que hace que el tiempo deba contarse desde la fecha 

en que e] documento fué extendido”. 

‘Jet actor, como resulta de su exposicion de fs. 131 vta., 

entiende que no le incumbe traer prueba alguna al respecto, Jo 

que es un error, como acabo: de demostrarlo. 

Pero atin en el caso contrario, es decir. suponiendo que el 

demandado tuviera que probar cual ha sidg el momento inicial de 

la prescripcion, o sea la fecha en que el demandante conocid fos 

hechos dolosos que invoca, considero que la justificacién que ha
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rendido, es suficiente para establecer que la prescripción se ha 
operado. 

l\le fundo para llegar a esta conclusión, en los siguientes 
antecedentes: a), del certificado de fs. 43, (fs. 44), resulta que 
el representa.nte -del señor Arzobispo y síndico del Convento de 
las Ivfonjas Capuchinas, expresa que "está conforme en que la 
casa de la calle Chile 1432, sea entregada al representante ele 
la legataria doña 1\1aría :Moreno y en que la finca se inscriba a 
nombre de ésta en el Registro de la Propiedad"; b), en que el 
mismo representante dice: "que habiendo sido inscripto en el Re­
gistro de la Propiedad el título de la finca correspondiente a la 
menor 1'/Iaría l\1oreno, no hay objeto de que permanezca en los 
autos" (fs. 33); c), que en la sucesión de doña l\1aría l\'foreno 
(fs. 14 vta.) se hicieron las pub1icaciones de edictos, llamando 
a los que se consideren con derecho a los bienes dejados por la 
causante. 

Y bien; estos hechos, revelan en mi concepto, que el actor 
ha tenido noticia de los actos que califica de dolosos. Su inter­
vención en la sucesión de doña Isidora Sarrán - los escritos en 
la misma, manifestando su asentimiento con la inscripción del do­
minio a nombre de la legataria - el conocimiento de la forma en 
que se verificó la inscripción, la publicidad de edictos· con rela­
ción a los herederos ele doña l\!Iaría l\1oreno, son actos ostensi­
bles, públicos, que es inverosímil no los haya conocido; por todo 
lo que es lógico concluir que ha cordelo con exceso el término de 
l;:,. prescripción del art. 4030, siendo además de notar, en apoyo 
de esta afirmación, que los actos enumerados, significan de. par� 
te: del demandado, su propósito de atribuirse el dominio del bien 
de que se trata, los que en consecuencia no debieron ser consen­
tidos por la actora. 

A mérito de lo expuesto, voto por la negativa. Las costas 
de ambas instancias en el orden causado, atenta la naturaleza de 
la defensa que prospera . 
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El seíior Vocal doctor T'ezanos Pinto, se adhíi-ió al yoto 
que precede. 

Sobre la misma cuestión el señor Vocal doctor Salvat, dijo: 

I. Estoy conforn,1e con los sellares Vocales preopinantes en
qut de acuerdo con lo dispuesto en el art. 3962 del Código Ci­
vil, la defensa d� prescripción puede ser opuesta en esta instan­
cia, por tratarse de 1111 ·punto, que siendo concerniente al mo­
mento ·hasta el cual puede ser invocada una defensa, ha podido 
ser reglamentado en dicho código, sin invadir la esfera ele legis­
lación exclusivamente reservada a las provincias en el art. 67,

inc. 11 de la Constitución ele la Nación. Es ésta, por lo dcmús. 
12. jurisprudencia coniagracla, como se indica en el voto que an­
tecede.

Il. Pero si bien creo que la .clcfonsa de prcscripc10n puede 
ser opuesta en esta instancia, pienso por ·111¡ parte que la alega­
da en el escrito de agravios es inaplicable al caso "sub juclice'' y 
debe en consecuencia ser desestimada. En el presente juicio, en 
efecto, se trata ele una acción de reivindicación, en la cual el ac­
tor sostiene que la finca reivindicada es de su propiedad y no 
del demandado. Contra esta acción la única prescripción que el 
clemanc\aclo puede invocar es la adquisitiva, sea la clecena1, con 
justo título y buena fe, sea la treintañal, si' estos requisitos nn 
concurren. 

Ahora bien; no es esta la prescripc1on que se opone en el 
escrito de agravios sino la del art. 4030 del Código Civil, que se 
refiere a la prescripción liberatoria, de la acció11 de nulidad ele 
los actos jurídicos por los vicios de ei-ror, dolo, violencia o falsa 
causa. Para ello, el demandado invoca el antecedente ele que el 
actor sostiene que aquel obró dolosamente al hacer inscribir en 
el Registro ele la _Prqpieclad la declaratoria de ser el heredero 
ele su hija, con relación a la finca reivindicada (fs. 125 vta.). 

En mi opinión, el art. 4030 es inaplicable al caso, por do� 
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motivos: 1 \' porque. la acción deducida en el presente juicio no 
tiende a la anulación ele acto jurídico alguno viciado de nulidad, 
sino a la restitución de una finca que se dice indebidamente po­
seída por el demandado, contra cuya:acción sólo cabe, como an­
tes he clicho

1 
la prescripción ·adquisitiva del demandado

! 
que pu­

diera haber conducido a la extinción indirecta de ta acción ele 
reivindicación_; 2'-' porque los actos ele inscripción de la clecla­
ratoric1. de herederos antes aludida en el Registro ele la Propie­
dad, no han siclo la causa ele la trasmisión del dominio ele la hija 
al demandado, sino sólo el cumplimiento de formalidades de ca­
rácter externo; la causa de la trasmisión del dominio de la hija 
al padre está en la muerte de aquélla, que clió lugar al nacimiento 
del derecho hereditario a favor ele este último. 

A mérito ele estos fundamentos, voto negativamente en la 
cuestión propuesta. 

Sohre la misma cuestión el señor Vocal doctor Lagos, dijo: 

Que adhería a los votos de los sefiores Vocales doctores Co­
ronado y Tezanos Pinto, tanto más que el demandado hal>ía 
opuesto también la prescripción a que alude el art. 3999 del Có­
digo Civil, invocando una posesión ele buena fe, desde el mo­
mento que las autoridades judiciale_s habían declarado su dere­
cho a la finca en cuestión. 

Atento el resultado obtenido al votarse la primera cuestión 
propuesta, el Tribunal resolvió no ocuparse de la segunda. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
sentencia: Lagos. - Coronado. - Teza.nos P.i11to. - Sal-vat. -­
Ante mí: Carlos F. D_cg11eef. 

Es copia fiel del acuerdo que obra en la pagma 191 a 199 
del Libro ele Acuerdos N9 47 de la Excma. Cámara 21J. de Ape­
laciones en lo Civil. - Degreef. 
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SENTENCIA 

Buenos Aires, Junio 8 de 1931. 

Y Vistos: 

Por. el rllérito que ofrece la votación de que instruye el 
acuerdo que precede, se declara procedente la prescripción libe­
ratoria alcgada

1 
y se revoca la sentencia de fs. 64, rechazándose 

b demanda ele fs. 3. Las costas de ambas instancias en el orden 
cansarlo. Dev. rep. los sellos. � J. Lagos, - E. Coro11ado. -­
César de Te:m11os Pinto. � R. Jl1. Salva!. - Ante mí: Carlos

F. Drgrcef.

DICTAMEN° DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 26 de 1931. 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario deducido contra la sentencia dic­
tada por la Excma. Cámara Segunda en lo Civil de esta Ca­
pital }i'ecleral, se fundó en haberse cuestionado en el pleito la va­
lidez del artículo 3962 del Código Civil por ser repugnante a los 
artículos 6í', inciso 11 y 104 de la CÜ11stitución

1 
toda vez que la 

ap'.icación de aquel precepto <le la ley de fondo menos�aba las 
facultades acordadas a las provincias para dictar las leyes ele for-
111<1, que deben ser ¡wevalentes en Casos como el de autos. El fun­

, clamento expresado encuadra el recurso dentro ele lo dispuesto 
en d artículo 14, inciso 3'·' de la ley N" 48, por lo que considero 
qué cle.l:_ió ser acordado y en su mérito, solicito se ·haga lugar a la 
queja deducida. 

En cuanto al fondo del recurso debo mencionar la doctrina 
sentada por V. E. estableciendo que_, si bien las provincias tienen 
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facultad constitucional para darse sus propias instituciones y, por 
ende, para legislar sobre procedimientos, ello es sin perjuicio 
de las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso cuando 
considere del caso prescribir formalidades especiales para el ejer­
cicio de determinados derechos establecidos en los Códigos · fpn­
damentales que le incumbe dictar, porque si así no fuera, el Con­
greso tampoco habría podido limitar las excepciones que pueden 
oponerse contra la acción ejecutiva de las letras ele cambio (Có­
digo de Comercio 676), ni señalar el procedimiento sumario en 
la acción de alimentos (Código Civil, artículo 375), ni determi­
nar las acciones que corresponde seguir en las causas poseso­
rias y en el orden en que deben ejercitarse. (Arts. 2482 y 2484, 
Código Civil). (Fallos: Tomo 137, página 307; Tomo 138, 
página 159).. 

Las consideraciones precedentes demuestran que no es fun­
dada la impugnación que se hace del artículo 3962 del Código Ci­
vil, que ha sido dictado por el Congreso en uso de las atribu­
ciones que le están conferidas en matcr.ia de legislación común. 
las que son prevalentes sobre las que pue<le_n invocar las provin­
cias, y en razón de ello creo que V. E. debe confirmar la sen­
tencia apc�ada en cuanto ha podido ser materia del recurso. 

Horado R. Larreta., 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:MA 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Los de 9ueja del Arzobispado ele Buenos Aires contra la 
Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de esta Capital por 
recurso extraordinario denegado, en el juicio que por reivin­
dicación sigue contra don Domingo l\1oreno ; y 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
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Autos y Vistos: 
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Considerando : 

E11 cuanto a fa. procedencia de fa. queja.: 

Que recién en segúnda instancia
1 

expresando agravios con­
tra la sentencia condenatoria, el demandado :i\1oreno, entre otras 
defensas, opuso la excepción perentoria ele prescripción fundada 
en el artículo 3962 y concorclantes del Código Civil; y, en con­
secuencia, recién nació para el actor la oportunidad ele observar 
le. inconstitucionaliclacl del citado artículo, pues según su modo 
de ver, ella transgrede la última parte del inciso 11 del artículo 
67 y artículo 104 ele nuestra Carta Fundamental, porque la 
"oportunidad y forma ele interponer defensas en juicio es del re­
sorte del Código ele Procedimientos y, por lo tanto, facultad 
de las provincias o, en el caso, del Gongreso corno legislatura 
local ele acuerdo con el inciso 27 del artículo 67 de la Consti­
tución, el que, efectivamente, ha prefijado en los artículos 99, 
108, 215, 216 y 267 del aludido Código Procesal las formas y 
oportunidades en 'C(;mtraclicción con el attículo 3962 del Có­
digo Civil. 

Que de lo expuesto se deduce que el recurso extraordina­
rio es procedente porque, habiéndose objetado una ley como 
�ontraria. a la Constitución Nacional, la sentencia ele la· Cá­
mara a-qua se ha pronunciado por la validez ele dicha ley, caso 
previsto claramente en el inciso l 9 del artículo 14 de la ley 
número 48. 

Poi· ello y lo dictaminado por el señor Procurador Gene­
ral, así se declara. 

En cuanto a la apelación en sí : 

Que la jurisprudencia ele esta Corte Supren�a - Fa1los: 
Tomo 138, pág. 157; Tomo 141, pág. 254 � ha establecido 
"Que si bien las provincias tienen la facultad constitucional de 
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darse sus propias instituciones locales y, por ende, para legishtr 
sobre procedimientos, ello es sin perjuicio de las disposiciones 

, reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere de1 ca­
so prescribir formalidades especiales para el ejercicio ele cletel'­
minados derechos establee.idos en los códigos fundamentales que 

le incumbe dictar". Y así, tratándose ele la adquisición de dere­
chos o 'ele la exti11ció11 ele obligaciones· civiles, el Código común 
ha creído de conveniencia pública qüe la prescripción pueda opo­
nerse en cualquier estado del juicio (art. 3962). 

Por lo expuesto y lo clictarnina<lo por el señor Procurador 
General, se confirma la resolución apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso, es decir, que el art. 3962 del Código Ci­

vil no es contrario al inciso 11 del art. 67 de la Constitución 
Nacional. Hágase saber y .devuélvanse los autos, debiendo re­
ponerse el papel en el juzgado de origen. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA. 

JULIAN V. PERA. 

Don Santiago Bria11, (su sucesión), contra In Caja Nacional dr 

Jubilaciones y Pensiones de Empleados Frrrovia.rios, sobre 

pensión.. 

Snmario: La viuda pensionista, debe aportar como contribución 
única de amürtización, el 10 % de la mitad de la suma que 
hubiera podido adjudicarse a su esposo jubilado. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : 
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darse sus propias instituciones locales y, por ende, para legislar 

sobre procedimientos, ello es sin perjuicio de las disposiciones 

reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere de! ca- 
so prescribir formalidades especiales para el ejercicio de ceter- 

minados derechos establecidos en los codigos fundamentales que 

le incumbe dictar”. Y asi, tratandose de la adquisicion de dere- 
chos o de ta extincién de obligaciones civiles, el Codigo comin 
ha creido de conveniencia publica que la prescripcién pueda opo- 
nerse en cualquier estado del juicio (art. 3962). 

Por lo expucsto y lo dictaminado por el sehor Precurador 

General. se confirma la resolucion apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso, es decir, que el art. 3962 del Cddigo Ci- 

vil no es contrario al inciso 11 de! art. 67 de Ja Constitucién 
Nacional. Hagase saber y devuélvanse los autos, debiendo re- 
ponerse el papel en el juzgado de origen. 

J. Frcuzroa Atcorta. — Roserto 

Repetto. — ANTONIO SAGARNA. 

JuLian V. Pera, 

Don Santiago Brian, (su sucesiébn), contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones » Pensiones de Eimpleados Ferroviarios, sobre 

pension. 

Sumario: La viuda pensionista, debe aportar como contribucién 
tinica de amortizacién, e] 10 % de ja mitad de la suma que 

hubiera podido adjudicarse a su espdso jubilado. 

Cuso: Lo explican fas piezas siguientes :



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 397 

RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Agosto 14 de 1930. 

Visto: 

La sentencia dictada por la Excma. Cámara Federal de Ape­
lación de la Capital, corriente a fs. 55-56, y el fallo ele la Corte 
Suprema ele Justicia de la Natíón de fs. 71-72, por los que sl'. 
han acordado los beneficio::; de la pensión a doña l\Iaría Gómez 
ele Brian; atento el cómputo practicado pm; Contaduría a fs. 
23-24 y de conformidad con lo dispuesto por el Directorio en
Sll sesión del 13 del corriente;

Se resuelve: 

1'·' Declarar que el haber mensual que corresponde en con­
cepto ele pensión a doña Lviaría Gómez de Brian, viuda del ex­
empleado del Ferrocarril Oeste ele Buenos Aires, don Santiago 
Brían, es el de trescientos treinta y cinco pesos con veinticinco 
centavos moneda nacional ($ 335.25 111)11.), hasta el diez y seis 
de Enero de 1924_; y a partir ck esta fecha, trescientos treinta 
y nueve pesos con treinta centavos moneda nacional ($ 339. 30 
mln.), ele cuyos importes deberá .deducirse el 10 % hasta la to­
tal concurrencia del cargo formulado en virtud del artículo 48 
de la ley N' 10.650. 

2Q Pagar la ·presente pensión desde la fecha del fallecimien­
to del causante.

3 9 Notifíquese, pase a Contaduría, a sus efectos, y atente 
lo solicitado a fs. 108, del expediente agregado sin acumular 
Letra C., N'I 671, año 1927, pase a Comisión de Hacienda. -­
L. Ba,rd. 
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RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Agosto 14 de 1930. 

Visto: 

La sentencia dictada por la Exema. Camara Federal de Ape- 

lacién de la Capital, corriente a fs. 55-56, y el fallo de la Corte 

Suprema de Justicia de la Navion de fs. 71-72, por los que se 

han acordado los beneficios de la pensién a dofia Maria Gomez 

de Brian; atento el cOmputo practicado por Contaduria a fs. 

23-24 y de conformidad con lo dispuesto por el Directorio en 

su sesién del 13 del corriente ; 

Se resuelve: 

1° Declarar que el haber mensual que corresponde en com- 

cepto de pensién a dofia Maria Gomez de Brian, viuda del ex- 

empleado del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, don Santiago 

Brian, es el de trescientos treinta y cinco pesos con veinticinco 

centavos moneda nacional ($ 335.25 m|n.), hasta el diez y seis 

de Enero de 1924; vy a partir de esta fecha, trescientos treinta 

y nueve pesos con treinta centavos moneda nacional ($ 339.30 

mn.), de cuyos importes debera deducirse el 10 % hasta la to- 

tal concurrencia del carga formulado en virtud del articulo 48 

de la ley N* 10.650. 

2° Pagar la:‘presente pension desde la fecha del fallecimien- 

to del causante. 

3° Notifiquese, pase a Contaduria, a sus efectos, vy atentc 

lo solicitado a fs. 108, del expediente agregado sin acumular 

Letra C., N* 671, afie 1927, pase a Comisién de Hacienda. — 

L. Bard.
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SENTENCIA DE LA CA1.fARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Julio 17 de 1931. 

Vistos y Considerando: 

No procede practicar el descuento que establece el artículo 
"49 de la ley N1.1 10,650 por cuanto se refiere a los casos en que 
los empleados u obreros hubiesen sido destituíclos, y don Santiago 
Brian renunció voluntariamente a su cargo. Además, el falleci­
miento del causante fué posterior a la promulgación ele- la ley 
N'' 10.650. 

Por ello y de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en 
el caso de Enriqueta F'agani de Bischoff fallado el 18 de Febre­
ro de 1926, se declara que no procede practicar en el "sub ju­
dice" el descuento del art. 49 citado, quedando así revocada la 
resolución de fs. 77 en la parte que ha siclo materia del recurso. 

Devuél.vanse sin más trámite. - B. A. Nazar A11cl10rcna.--

111arceli110 Escalada. - José 1l1arcó. - Rodal.fo S. Fcrra. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto para ante V. E. por la Caja Nacio­
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios se 
funda el haber sido desconocido el derecho que a la mencionada 
Caja acuerda el art. 49 de la ley 10. 650, con respecto al des­
cuento del 10 % en el importe de la pensión acordada. E11 aten­
ción a ello, considero procedente el recurso en trámite. 

, 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Julio 17 de 1981. 

Vistos y Considerando: 

No procede practicar el descuento que establece el articulo 

‘49 de la ley N° 10.650 por cuanto se refiere a los casos en que 

los empleados u obreros hubiesen sido destituidos, y don Santiago 

Brian renuncié voluntariamente a stu cargo. Ademas, el falleci- 

miento del causante fué posterier a la promulgacién de la ley 
N? 10.650. 

Por ello y de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en 

el caso de Enriqueta Pagani de Bischoff fatlado el 18 de Febre- 

ro de 1926, se declara que no precede practicar en el “sub ju- 

dice’ el descuento del art. 49 citado, quedando asi revocada la 

resolucion de fs. 77 en la parte que ha sido materia del recurso. 

Devuélvanse sin mas tramite. — B. 4. Negar Anchorena-— 

Marcelino Escalada. — José Marcé. — Rodolfo S. Ferrer, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 23 de 1981. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto para ante V. E. por la Caja Nacio- 

nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios se 

funda ef haber sido desconocido el derecho que a la mencionada 

Caja acuerda el art. 49 de la ley 10.650, con respecto al des- 
cuento del 10 % en el importe de la pension acordada. En ateu- 
cién a ello, considero procedente el recurso en tramite. 

’
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Con respecto al fondo del recurso, pienso que la resolución 
de la Excma. Cámara Federal de fs. 10g, aplica acertadamente 
la disposición legal citada que se refiere a los empleados u obre­
ros que hubiesen sido clestituídos, por lo que no puede ser· ex­
tendida al caso de un empleado que, como el señor Brian, renun­
ció voluntariamente a su cai-go. 

Por ello, pido a V. E. la confirmación de la sentencia apelada. 

llotac-io R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE Sl)PREi\IA 

Buenos Aires, Octµbre 19 de 1931. 

Y Vistos: 

Los del juicio de la señora :María Gómez de Brian, viuda 
de don Santiago Brian contra la "Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios" por pen­
sión

1 
venidos por recurso extraordinario contra el fallo ele la 

Cámara Federal ele Apelación de la Capital, que. declara inapli­
cable el art. 49 de la Ley N" 10. 650; y 

Considerando : 

Declarada la procedencia de la pensión de la señora Gómcz 
de Brian, por sentencia de esta Corte ele Julio 2 de 1930 - fs. 
71 -• la Caja Ferroviaria -declaró, en Agosto 14 del· mismo año 

fs. 77 - que el importe de la pensión mensual reconocida 
era "ele$ 335.25 m)legal hasta el 16 de Enero de 1924.: y a par­
tir de esta fecha, la suma de trescientos treinta y nueve pesos con 
treinta centavos ($ 339. 30 moneda nacional), de cuyos importes 
debed. deducirse el 10 % hasta la total concurrencia del cargo 
formulados en virtud del art. 48 de la ley N' 10. 650"; pero. co-
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Con respecto al fondo del recurso, pienso que la resolucién 
de la Exema. Camara Federal de fs. 108, aplica acertadamente 
la disposicidn legal citada que se refiere a los empleades u obre- 

ros que hubiesen sido destituidos, por lo qtte no puede ser ex- 

tendida al caso de un empleado que, como el sefior Brian, renun- 

ci0 voluntariamente a su cargo. 

Por ello, pido a V. E. la confirmacion de la sentencia apelada. 

Horacio R. Larrete. 

FALLO DF LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 19 de 19381. 

Y Vistos: 

Los de! juicio de la senora Maria Gomez de Brian, viuda 

de don Santiago Brian contra Ja “Caja Nacional de Jubilaciones 

y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarics” por pen- 

sion, venidos por recurso extraordinario contra el fallo de la 

Camara Federal de Apelacion de Ja Capital, que declara inapli- 

cable el art. 49 de la Ley N* 10.650; y 

Considerando : 

Declarada la procedencia de la pensién de la sefiora Gomez 

de Brian, por sentencia de esta Corte de Julio 2 de 1930 — fs. 

71 — ja Caja Ferroviaria declar6é, en Agosto 14 del mismo afio 

fs. 77 —- que el importe de la pensién mensual reconocida 

era “de $ 335.25 mllegal hasta el 16 de Enero de 1924; y a par- 

tir de esta fecha, la suma de trescientos treinta y nueve pesos con 

treinta centavos ($ 339.30 moneda nacional), de cuyos importes 

debera deducirse el 10 % hasta la total concurrencia del cargo 

formulados en virtud del art. 48 de la ley N* 10.650”; pero, co-
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mo para fijar esas sumas, se había procedido, en las liquidaciones 
de fs, 22 a 24, a descontar del monto del haber jubilatorio del 
sellar Brian, el ] O % del art. 49 de la aludida ley, reduciéndolo 
de 745 pesos mensuales a 670.50 de la misma moneda, resulta 
que a la pensionista se le cargaba, en realidad, un descuento del 
20 % , sumando los de los dos artículos premencionaclos. Contra 
�sa' acumulación apeló la interesada y, la Cámara "a-quo" cle­
c1.lra justo su disenso (fs. 108)'. 

El principio mutualista de la contribución forzosa de los 
beneficiarios -- aparte otros contribuyentes - es el que informa 
y sustenta la ley de jubilaciones y pensiones ferroviarias según 
surge claro de su letra, de sus· antecedentes parlamentarios y ele 
lo declarado por esta Corte en el caso registrado en el tomo 
160, pág. 222. Cuando, por cualquier causa, el obrero o emplea­
do, no hizo en la oportuni<la<l del art. el aporte pre-Visto, lo hará 
en forma de reintegración con un descuento doble del .que di­
cho artículo prevé hasta extinguir su deuda ( arts. 48 yl 49) pero 
nunca el descuento excederá, coactivo por lo menos, del 10 % 
que se ha estimado como suficiente para conciliar el justo equi­
librio financiero de la Caja y la equitativa previsión de las nece­
sidades- del jubilado o pensionado. 

Los arts. 48 y 49 ele ia ley· N'-/ 10.650 contemplan situa­
ciones distintas e incompatibles, pues el primero se. refiere a em­
pleado� u obreros actuales que prestaron servicios anteriores a 
las leyes 9653 y 1 O. 650, cuyo cómputo pretenden a los efectos 
de su jubilación pero que no hubieren hecho los aportes perti­
nentes; y el segundo concordante con el art. 2°, inciso 2'1, alude 
a obreros o empleados cesantes con anterioridad a la fecha de 
la ley N9 10.650 ¡jero que tenían derecho adquirido a jubilación 
por haber llenado los extremos necesarios. En ambos casos hay 
para los deudos del art. 38, el derecho pensión con la carga co� 
rrelativa, derecho y carga iguales pero no acumulables. Si el se­
ñor Brian se hubiera jubilado después de Abril 30 de 1919, co­
mo tenía derecho, su haber habría sido de $ 745 conforme a la 
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mo para fijar esas sumas, se habia procedido, en las liquidaciones 

de fs. 22 a 24, a descontar del monto del haber jubilatorio del 

sefior Brian, e! 10 % del art. 49 de fa aludida ley, reduciéndolo 

de 745 pesos mensuales a 670.50 de la misma moneda, resulta 

que a la pensionista se le cargaba, en realidad, un descuento del 
2@ %, sumando los de los dos articulos premencionados. Contra 
esa acumulacién apelé la interesada y la Camara “‘a-quo” de- 

c'ara justo su disenso (fs. 108)’. 

El principio mutualista de la contribucién forzosa de los 
beneficiarios —- aparte otros contribuyentes — es el que informa 
y sustenta la ley de jubilacienes y pensiones ferroviarias segtin 

surge claro de su letra, de sus antecedentes parlamentarios y de 

lo declarado por esta Corte en el caso registrado en el tomo 

160, pag. 222. Cuando, por cualquier causa, el obrero o emplea- 

cdo, no hizo en la oportunidad del art. el aporte previsto, lo hara 
en forma de reintegracion con un descuento doble del que di- 

cho articulo prevé hasta extinguir su deuda (arts. 48 y; 49) pero 

nunca el descuento excedera, coactivo por lo menos, del 10 % 

que se ha estimado como suficiente para conciliar el justo equi- 

librio financiero de la Caja y la equitativa previsién de jas nece- 
sidades del jubilado o pensionado. 

Los arts. 48 y 49 de ta ley N* 10.650 contemplan situa- 

ciones distintas e incompatibles, pues el primero se. refiere a em- 

pleados u obreros actuales que prestaron servicies anteriores a 
las leyes 9653 y 10,650, cuyo cOmputo pretenden a los efectos 

de su jubilacien pero que no hubieren hecho los aportes perti- 

nentes; y el segundo concordante con el art. 29, inciso 2°, alude 

a obreros o empleados cesantes con anterioridad a la fecha de 
la ley N° 10.650 pero que tenian derecho adquirido a jubilacién 
por haber Ienado fos extremos necesarios. En ambos casos hay 
para los deudos del art. 38, el derecho pensién con la carga ce 

trelativa, derecho y carga iguales pero no acumulables. Si el se- 

fior Brian se hubiera jubilado después de Abril 30 de 1919, co- 
mo tenia derecho, sti haber habria sido de $ 745 conforme a !a
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liquidación de fs, 22 y de ese haber se le debió descontar el 
10 'l· del art. 49, porque no era empleado actual al entrar en 
vigencia la ley, sino empleado cesante y, en c,onsecuencia, su es­
posa debió percibir el 50 % del haber j ubilatorio - $ 7 45 -
continuando con el descuento del 10 % sobre su porción propia 
hasta extinguir el cargo o deuda; pero como el señor Brian no 
se jubiló, carece de razón legal y de equidad que su viuda soporte 
el ·descuento Snhre una suma que no fué percibida por nadie. 

Tal conclusión está de acuerdo con la sentencia de esta 
Corte de fs. 71, pues equipara al renunciante con el exonerado 
anteriores a la ley 10.650, cuando dice: "Sobre todo, surge como 
<le justida elemental, no rectificada· por .ninguna consideración 
respetable, que ese derecho de pensión se reconozca tratándose 
ele un empleado que llenó con exceso los términos y condiciones 
legales para su retiro y que, por causa que no es posible ni inte­
re�ante averiguar, no solicitó el beneficio que a los eliminados 
con servicios suficientes se les reconoce". Y este último es el 
caso del art. 49 concordante con el inciso z� del art. 2 9 de la ley 
:-;·• 1 O. 650, y con el art. 3,, de la N' 9653. La viuda pensionista 
dehe, pues, aportar como contribución única de amortización el 
10 �,!¡ de la mitad de la suma que hubiera podido adjudicarse a 
:su esposo jubilado. 

En su mérito y con la consiguiente rectificación del artículo 
aplicable - 49 y _no 48 �, de conformidad con lo solicitado por 
el señor Procurador General, se confirma la resolu�ión apelada 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Hágase saber y 
devuélvanse. 
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liquidacion de fs. 22 y de ese haber se le debi6d descontar el 
10 % del art. 49, porque mo era empleado actual al entrar en 

vigencia la ley, sino empleado cesante y, en consecuencia, su es- 
posa debio percibir el 50 % del haber jubilatorio — $ 745 — 
continuando con el descuento del 10 % sobre su porcién propia 

hasta extinguir el cargo o deuda; pero como el sefior Brian no 

se jubilo, carece de razon legal y de equidad que st viuda soporte 

el descuento sobre una suma que no fué percibida por nadie. 

Tal cenclusion esta de acuerdo con la sentencia de esta 

Corte de fs. 71, pues equipara al renunciante con el exonerado 

anteriores a la ley 10.650, cuando dice: “Sobre todo, surge como 
de justicia elemental, no rectificada por ninguna consideracion 
respetable, que ese derecho de pensidn se reconozca tratandose 

de un empleado que llenéd con exceso los términos y condiciones 
leyales para su retiro y que, por causa que no es posible ni inte- 

resante averiguar, no solicitO el beneficio que a los eliminados 

con servicios stficientes se les reconoce”’. Y este ultimo es el 

caso del art. 49 concordante con el inciso 2“ del art. 2° de la ley 
N* 10.650, y con el art. 3* de la N*® 9653. La viuda pensionista 

dehe, pues, aportar como contribucién nica de amortizacion el 

10 % de la mitad de la suma que hubiera podido adjudicarse a 

sa esposo jubilado, 

En sti mérito y con la consigtiente rectificacién del articulo 

aplicable — 49 y no 48 —, de conformidad con lo solicitado por 

el sefior Procurador General, se confirma la resolucién apelada 
en cuanto ha pedido ser materia del recurso. Hagase saber y 
devuélvanse.
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Do;-w Leoutúw Lucero contra la Caja. Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones lfc Empleados Ferroviarios, sobre d:'1.•ol11ció1J 
de aporus. 

Sumario: 1 '-' Procede el recurso extraorclin�rio del artículo 14, 
ley N" 48, en un C(lSo en que la Caja Ferroviaria se ha fun­
dado en lo dispuesto en el artículo. 24, ley 10.650, para sós­
tencr la improcedencia de la devolución ele aportes recla­
mado, y la resolución recaída es contraria a dicha interpre­
tación. 

2'1 El empleado u obrero que por la forma irregular en 
que prestaba los ·servicios, fué declarado cesante, no tiene 
derecho a la devolución de aportes a que alude ei' artículo 
24 de la ley N'! 10.650. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RliS0LUCIÓN DE T,A CAJA FERROV�ARL\ 

Buenos Aires, Mayo 28 de 1931. 

Visto: 

Que la ex-empleada de los Ferrocarriles del Estado. dofi.a 
Leontina Lucero, reclama la devolución ele los aportes efectuados 
par�i. el fondo ele la ley 10. 650 y considerando que el artículo 24 
ele dicha ley, que rige el caso, sólo acuerda el derecho a la denJ­
lución de los descuentos para los empleados u obreros que fue­
sen declarados cesantes por no requerirse sus servicios o por ra­
zones de economía, situación en que no se encuentra la peticio­
nantc por cuanto su separación del empleo no fué, motiYada por 
ninguna de las causas mencionadas; atento lo dictaminado por, 
J;,, .:\sesoría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Hacienda 
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Dora Leontine Lucero contra la Caja Nacional de Jubilaciones 

y Pensiones de E mpleados Ferroviartos, sobre devolucion 

de aportes. 

Samario: 1° Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 

ley N* 48, en um caso en que la Caja Ferroviaria se ha fun- 

dado en fo dispuesto en el articulo. 24, ley 10.650, para sas- 

tener Ja improcedencia de la devolucién de aportes recla- 

mado, y la resolucién recaida es contraria a dicha interpre- 

tacion, 

2° El empleado u obrero que por la forma irregular en 

que prestaba los ‘servicios, fue declarado cesante, no tiene 

derecho a la devolucién de aportes a que alude el articulo 

24 de ta ley N!# 10,650. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes ; 

RESOLUCIGN DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Mayo 28 de 19381. 

Visto: 

Que la ex-empleada de los Ferrocarriles del Estado. dofia 

Leontina Lucero, reclama la devolucién de los aportes efectuados 

para el fondo de la ley 10.650 y considerando que el articulo 24 

de dicha ley, que rige el caso, sdlo acuerda el derecho a la devo- 

luci6n de los descuentos para los empleados u obreros que fue- 

sen declarados cesantes por no requerirse sus servicios 0 por ra- 
zones de economia, situacién en que no se encuentra la peticio- 

nante per cuanto su separacién del empleo no fué motivada por 

ninguna de las causas mencionadas; atento lo dictaminado por. 

ta. Asesoria Legal, lo aconsejado por la Comisién de Hacienda
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y ele' conformidad con lo resuelto por el Directorio en su sesión 
del 26 del actual : 

1' Déniégase el pedido de devolución de a¡)oi·tes for'nrnlado 
por la ex-empleada de los Ferrocarriles del Estado, doña Leon­
tina Lucero. 

2\' .Notifíqucse y archívese, - Lucio V. Lápe::;,

SENTENCIA DE LA CA°MARA FEDERAL DE APELAci:ÓN 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1931. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fs. 22) que no le es im­
putable a la recurrente la éausa de su cesantía, y de acuerdo con 
lo dispuesto en el art. 11 de la ley 9653, se revoca la resolución 
apelada de fs, 24 y se hace lugar a la devolución ele aportes pe­
dida por Leontina Lucero. Devuélvanse sin más trámite. -
B. A, Na::;ar Anchorcna. - Jl,[arccliuo Escalada:. - José Jl!arcú.

·DTCTA-:\iEN DEL PROCCRADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1031. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido en estos autos es proce­
dente por haber sostenido la, Caja recurrente hallarse exenta de 
la devolución de los aportes,. ele conformidad al art. 24 de la ley 
N\' 10. GSO, y por ser la decisión recaída contraria al derecho 
f tmdado en este precepto legal. 

En cuanto al fondo del recurso, considero ele aplicación la 

DE JUSTICIA DE LA NACION 403 

y de‘confermidad con fo resuelto por el Directorio en su sesion 

det 26 del actual : 

1t Deniégase el pedido de devolucién de apertes formulado 
por la ex-empleada de los Ferrocarriles del Estado, dofia Leon- 

tina Lucero. 

2" Notifiquese y archivese. — Lucio V. Lépes. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Agosto 21 de 19381. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fs. 22) que no le es im- 
putable a la recurrente la catisa de su cesantia, y de acuerdo con 

lo dispuesto en el art. 11 de la ley 9653, se revoca la resolucien 
apelada de fs. 24 y se hace lugar a la devolucién de aportes pe- 

dida por Leontina Lucero. Devuélvanse sin mas tramite. — 
B. al. Nasar Auchorena, — Marcelino Escalada, — José Aarcé, 

“DICTAMEN DEL PROCURADOR CENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1981. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido en estos autos es prace- 

dente por haber sostenido la Caja recurrente hallarse exenta de 
la devolucion de los aportes, de conformidad al art. 24 de la ley 

N* 10.650, y por ser la decision recaida contraria al derecho 
fundado en este precepto legal. 

En cuanto al fondo del recurso, considero de aplicacién la
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doctrina sentada por V. E.· en casos análogos ( solicitudes de 
Delio Marote, fecha 17 de Julio y Miguel Opolko Lutycz, fecha 
2. de Octubre), en los que se estableció que la ley 10.650 ]Ja res­
tringido á un ci�rto número d� causas bien definidas las que au­
torizan el beneficio extraordinario de la devolución, ele los apor­
tes, por lo que no es posible extenderlas a otras situaciones que,
como la ele cesantía- por razones de salud q'ue se plantea en estas
actuaciones, no están comprendidas en las enumeradas en el art.
24 de la citada ley.

En su mérito, pido _a V. E. la revocación de fa sentencia 
apelada. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:M.A 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 

Autos y Vistos : 

Habiéndose fundado la Caja de J uhilaciones y Pensiones ele 
Empleados y Obreros Ferroviarios para sostener la improceden­
cic1. de la devolución de los aportes en ló dispuesto por el art. 24 
ele la ley N 1

' .l O. 650 y siendo la resolución pronunciada por la 
Cámara -Federal de Apelación de la Capital contraria a aquella 
interpretación, la procedencia del recurso extraordinario es visi­
ble en presencia de lo dispuesto por el artículo 14, inciso 3,, de 
la ley número 48 y lo reiteradamente resuelto por esta Corte 
Suprema. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el seiíor Pro­
curador General, se declara procedente el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo ele la cuestión por ser 
innecesaria mayor substanciación: 
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doctrina sentada por V. E.’ en casos analogos (solicitudes de 
Delio Marote, fecha 17 de Julio y Miguel Opolko Lutycz, fecha 
2 de @ctubre), en los que se establecié que la ley 10.650 ha res- 

tringido a un cierto numero de causas bien definidas las que au- 

torizan el beneficio extraordinario de la devolucién de los apor- 

tes, por lo que no es posible extenderlas a otras sitnaciones que, 

como la de cesantia- por razones de salud que se plantea en estas 

actuaciones, no estan comprendidas en las enumeradas en el art. 

24 de la citada ley. 

In su mérito, pido .a V. E. la revocacion de la sentencia 

apelada. 

Horacio R. Larreta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Habiéndose fundacdo la Caja de Jubilaciones y Pensiones cle 
Empieados y Obreros Ferroviarios para sostener la improceden- 

cia de ja devolucton de los aportes en 16 dispuesto por el art. 24 

de la ley N* 10.650 y siendo fa resolttci6n pronunciada por la 
Camara Federal de Apelacion de la Capital contraria a aquella 

interpretacién, la procedencia del recurso extraordinario es visi- 
ble en presencia de lo dispuesto por el articulo 14, inciso 3° de 

la ley nttmero 48 y lo reiteradamente resuelto por esta Corte 
Suprema. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el sefior Pro- 
curador General, se declara procedente ef recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestidn por ser 

imnecesaria mayor substanciacion:
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Que el art. 24 de la ley 10.650 sólo· acuerda el derecho de 
pedir 1a devolución de los aportes a los empleados u obreros que 
hubiesen quedado cesantes por no requerirse sus servicios o por 
razones de economía. 

Que la peticionante en este litigio no se encuentra en la hi­
pótesis prevista por aquel artículo desde que la cesantía, impt1-
table o no al obrero, no se ha fundado en una decisión de la em­
presa motivada en razones ele economía o por ser innecesarios los 
servicios, sino en la situación ci-eacla por la forma irregular en 
que estos últimos se prestaban. 

Que esta resolución es la misma a que ha llegado el tribu­
nal en la sentencia pronunciada el 17 de Julio próximo pasado, 
en una reclamación análoga deducida· por el empleado :Marote. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador 'General, se revoca la sentencia apelada en la 
parte que ha podido ser matcda del recurso. Notifíquese y en 
su oporttrnidad devuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORTA. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA. 

Jliari110 (:annclo Podcstá contra la Caja Nacional de Ju1;ilacio­
ucs y Pc11sion.cs de E111plcados Fcrróviai.-ios, sobre drvolu­
ción de aportes; 

Sumario: 1'' Procede el recurso cxtraordinarjo del artículo 14, 
ley ·N" 48, en un caso ele interpretación judicial de una ley 
nacional (artículo 24, ley 10.650) contraria al derecho que 
en la misma fundaba el interesado. 

2'
1 No procede la devolución de aportes a que alude el 
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Que el art. 24 de la ley 10.650 sdlo acuerda el derecho de 
pedir la devolucién de Jos aportes a los empleados u obreros que 

hubiesen quedado cesantes por no requerirse sus servicios @ por 

razones de economia. 

Que la peticionante en este litigio no se encuentra en Ja hi- 

potesis prevista por aquel articulo desde que la cesantia, impu- 

table o no al obrero, no se ha fundado en una decisién de fa em- 

presa motivada en razones de economia o por ser innecesarios los 

servicios, sino en fa situacién creada por la forma irregular en 

que estos uiltimos se prestaban. 

Que esta resolucién es Ja misma a que ha llegado el tribu- 
nal en fa sentencia pronunciada el 17 de Julio préximo pasado, 
en una reclamacion anajoga deducida: por el empleado Marote. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 

sefiot Procurador General, se revoca la sentencia apelada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Notifiquese y en 
su oportunidad devuélvanse. 

J. Ficurroa ALcorta. — RoseErto 

Repetto, -—- ANTONIO SAGARNA, 

Marino Carinclo Podesté contra la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes " Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre devolt- 
cion de aportes. 

Sumario: 1" Procede el recurso extraordinarjo del articulo 14, 

ley N° 48, en un caso de interpretacién judicial de una iey 
nacional (articulo 24, ley 10.650) contraria ai derecho que 

en la misma fundaha el interesado. 

2’ No procede la devolucién de aportes a que alude el
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artículo 24, ley 10. 650, en un caso en que el empleado fué 
declarado cesante por la forma irregular en que prestal:>..1. 
sus servicios. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Junio 6 de 1931. 

Visto: 

Que don J\-farino Carmelo Podestá, ex-empleado de la Direc­
ción General de Navegación y Puertos, reclama la devolución 
de los aportes efectuados para el fondo ele la ley N' 10.650, y 
considerando que el art. 24 de dicha ley, que_ rige el caso. sólo 
acuerda el derecho a la devohJción de los descuentos para los em­
pleados tt obreros que fuesen declarados cesantes por no reque­
rirse sus servicios o por razones de economía, situación en que 
se encüentra el peticionante por cuanto su separación del empleo 
no fué motivada por 1linguna de las causas mencionadas; atento 
lo dictaminado por la Asesoría Legal, lo aconsejado por la Co­
misión de .Hacienda y ele conformidad con lq resuelto por el Di­
rectorio en su sesión del 2 del corriente : 

1 Q Deniégase el pedido de devolución de aportes fbrmulado 
por el ex-empleado de la Dirección General de Navegación y 
·Puertos, don l\'1arino Carmelo Poclestá.

2Q Noti,fíquese y archívese. - Lucio ,-,,�. Lópe:;, 
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articulo 24, ley 10.650, en un caso en que el empleado fué 

declarado cesante por fa forma irregular en que prestaba 

sus servicios, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Junio 6 de 1931. 

Visto: 

Que don Marino Carmelo Podesta, ex-empleado de Ja Direc- 

cion General de Navegacién y Puertos, reclama la devolucién 

de los aportes efectutados para el fondo de la ley N* 10.650, y 
considerando que el art. 24 de dicha Jey, que. rige el caso, sdlo 

acuerda el derecho a la devolucion de los descuentos para los em- 
pleados tu obreros que fuesen declarados cesantes por no reque- 

rirse sus servicios o por razones de economia, situacién en que 

se encuentra el peticionante por cuanto su separacion del empleo 

no fué motivada por ninguna de las causas mencionadas ; atento 

lo dictaminado por la Asesoria Legal, lo aconsejado por ja Co- 

misién de Hacienda y de conformidad con lo resttelto por el Di- 

rectorio en su sesién del 2 del corriente : 

1* Deniégase el pedido de devolucion de aportes formulado 

por el ex-empleade de la Direccién General de Navegaciin y 

Puertos, don Marino Carmelo Podesta. 

2° Notifiquese y archivese. -- Lucio ”. Lépes.
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELAClON 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1931. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fs. 8) que no le es i111pu­
talile al recurreí1te la causa· ele su é'esantía y de acuerdo con lo 
dispuesto en el art". 11 de la ley 9653, se revoca la resolución 
apelada ele 'Ís. 14')' Se hace ·lugar a la devolución de aportes pe­
dida por 1Harino Carmelo Podestá. Devuélvanse sin más trámite. 
B. ,-!. Na:::ar Anrhorcna. - José 1l1arcó. - lliarccf.ino Escalada.

DICl'A).[EX DEL PRÜClJRADtlR GEXERAL 

Buenos Aires, Octubre H dé 1931. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido en estos autos es pi-oct'­
dentt por haher sostenido la Caja recurrente hallarse exenta ele 
la devolución ele los aportes, ele cónformiclad al art. 24 de la ley 
]:\'! 10.650, y ser la decisión recaída contraria al derecho 'fun­
dado en este precepto legal. 

En cuanto al fondo del recurso, considero de aplicació�1 la 
doctrina sentada por V. E. en casos análogos (solicitudes ele 
Delio 11arote, fecha 17 de Julio, y Miguel Opolko Lutyoz. de 
fecha 2 de Octulmú én los que se estableció que la ley 10. 656' 
ha restringido a un cierto nt'.unero de 'causas bien· definidas, las 
que autorizan el beneficio extraordinario de la devolución de 1o� 
aportes, por lo que no es posible extenderlas a otras situaciones 
que, como la ele cesantía por razones de salud que se plantea, C\i\ 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Agosto 28 de 19381. 

Y Vistos: 

Resultando de autos (informe de fs. 8) que no le es impu- 
table al recurrente Ja causa de su cesantia y de acuerdo con lo 

cispuesto en el art. 11 de Ja ley 9653, se revoca la resolucion 
apelada cle ‘fs. 14’y se hace lugar a fa devolucion de aportes pe- 
dida por Marino Carmelo Podesta. Devuélvanse sin mas tramite. 

B. ct, Nasar Anchorena. — José Marcé. — Marcelino Escalada., 

DICYAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 dé 1931. 

Suprema Corte: 

E! recurso extraordinario deducido en estos autos es proce- 

dente por haber sostenido la Caja recurrente hallarse exenta de 

la devolucién de los aportes, de conformicdad al art. 24 de la ley 

N* 10.650, y ser Ja decision recaida contraria al derecho ‘fun- 

dado en este precepto legal. 

En cuanto al fondo del recurso, considero de aplicacién la 

doctrina sentada por V. E. en casos analogos (solicitudes de 

Delio Marote, fecha 17 de Julio, y Miguel Opolko Lutyoz. de 

fecha 2 de Octubre) én los que se establecié que la ley 10.650 

ha restringido a un cierto nitmero de causas bien’ deéfinidas, las 

que autorizan el heneficio extraordinario de la deyoltcién de los 

aportes, por lo que no es posible extenderlas a otras situaciones 

que, como la de cesantia por razones de salud que se planter en



408 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

estas actuaciones, no están comprendidas en las enumeradas en 
el art. 24 de la citada ley. 

En su mérito, pido a V. E. la revocación de la sentencia 
apelada. 

Horado R. Larrctn. 

FALLO DE LA CORTE SUPRE:.'\IA 

_ Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Habiéndose fundado la Caja Nacional de J uhilacione:- y' 
Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios para sostener 
1a improcedencia de la devolución. de los aportes en lo dispuesto 
por el artículo 24 de la ley nacional número 10.650 y siendo 
la resolución pronunciada por la Cámara Federal de la Capi­
tal contraria a aquella interpretación, la improcedencia del re­
citrso extraordinari� es visible en presencia de lo dispuesto pnr 
el artículo 14, inciso 39 de la ley número 48 y lo reiteradamente 
resuelto por esta Corte Supr'ema. 

Por ello y de acuerdo con lo dictan)inado por el señor · Pro­
curador General, se declara procedente el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestión por ser 
innecesaria mayor substanciación: 

Que el artículo 24 de la ley número 10.650 sólo acuerda 
el derecho de pedir la devolución de los aportes a lo� ern-
1/eados u obreros .que hubiesen quedado cesantes por no re­
querirse sus servicios o por razones de economía. 

Que el ,peticionante en esté litigio no se encuentra en la 
hipótesis prevista por aquel artículo, ·desde que la cesa'ntia, 
i1J1putable o no al obrero, no se ha fundado en una cleci�iún 
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estas actuaciones, no estan comprendidas en las enumeradas en 

el art. 24 de la citada ley. 

En su mérito, pido a V. E. la revocacién de la sentencia 

apelada. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

_ Buenos Aires, Octubre 19 de 1931. 

Autos y Vistos: 

Hahiéndose fundado la Caja Nacional de Juhilaciones y 
Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios para sostener 
Ja improcedencia de la devolucién.de los aportes en lo dispuesto 

por el articulo 24 de la ley nacional numero 10.650 y siendo 

la resolucién pronunciada por la Camara Federal de la Capi- 

tal contraria a aquella interpretacion, la improcedencia del re- 
curso extraordinario es visible en presencia de lo dispuesta par 
el articulo 14, inciso 3° de la ley ntmero 48 y lo reiteradamente 

résuelto por esta Corte Suprema. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el sefior ’Pro- 

curador General, se declara procedente el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo de la cuestiédn por ser 

innecesaria mayor substanciacion : 

Que el articulo 24 de la ley nt&imero 10.650 solo acuerda 
el derecho de pedir la devoluci6én de los aportes a los eim- 

p:eados u obreros que hubiesen quedado cesantes por no re- 

querirse suis servicios © por razones de economia, 

Que el -peticionante en este litigio no se encuentra en la 

hipotesis prevista por aque) articulo, desde que la cesantia, 

imputable o no al obrero, no se ha fundado en una decisidn
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de la empresa n1otivada en razones de economía o en ser iu­
necesarios los servicios, sino,- en la" situación creada por la for­
ma irregular en que estos últimos se prestaban, 

Qqc esta solución es la misma a que ha 11,cgado el Tribu­
nal en la sentencia J)rommciada el 17 de julio prox11110 pa�a­
do en una reclamación a,náloga deducida por el empleado f\J a­
rate. 

En su mérito y ele conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada en 
Iii parte que ·ha podido ser materia del recurso. 

Notifíqucse y en su oportunidad devuélvanse. 

J. FIGUEROA ALCORT ¡\. - ROBERTO 

REPETTO. - ANTONIO SAGARNA.--

E11riq11r Pfrc::: Co/111a11_, s11111ano incoado c11 su co11tra, por df­

fra,udadón a la rc11la de alrOl10lcs.: opone la c.rccpt'ión de falta 

de furisd.jcción. 

Sn111ario: No es necesario el previo Jt11c10 político para ·1a ini� 

dación de un proceso pot; delitos comunes de,que se incul­

¡m a un ex l\Iinistro del Poder -,Ejecutivo, siendo por lo 

tanto en el caso competente el Juez F�cl,eral de la ('a­

pita!. 

Caso: Lo .explican las piezas siguientes: 
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de la empresa motivada en razones de economia o en ser in- 

necesarios los servicios, sino-en la situacién creada por la for- 

ma irregular en que estos ultimos se prestaban. 

Que esta solucién es la misma a que ha Negado el Tribu- 

nal en ja sentencia pronunciada el 17 de julio proximo pasa- 

do en una reclamacién analoga deducida por el empleado Ma- 
rote. 

En su meérito y de conformidad con lo dictaminado por 

el sefior Procurador General, se revoca Ja sentencia apelada en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Notifiquese y en su oportunidad devuélvanse. 

J. Freurroa ALcorta, — Roperto 

REPETTO. — ANTONIO SAGARNA.— 

Enrique Péres Coliman, suinarto incoado en su coutra, por de- 

fraudacién ala renta de alcoholes; opone la exrcepeidn de falta 

de jurisdiccion, 

Sumario: No es necesario el previo jucto politico para la ini- 

ciacié6n de un proceso por delitos comunes de.que se incul- 

pa aun ex Ministro del Poder -Ejecutivo, siendo por Jo 

tanto en ef caso competente el Juez Federal de la Ca- 

pital. 

Caso: Lo.explican las piezas siguientes:
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VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

La cuesdó1l que en carúcter �le previa ha planteado el 
doctor Enrique Pérez Colman, según instruye el escrito prcce­
dent{', fué ya con anterioridad ·en· esta í'11is1l.1a causa dilucida­
cl;i' y con respecto a la cual, recayó sentencia definitiva de la 
Excma. Cámara a fa. 175. 

El1 consecuencia, y mediando los nnsmos fundamentos de 
orden legal, reproduzco lo exr),uesto a fojas 168, por lo que a 
L. S. pido se ·sirva desestimar por improcedentes las excepcio­
nes_opuestas. - Junio 19!931. - E. L. Gon::ále:::,

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Junio 19 de 1931. 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que no _se trata en el caso ele autos de una cuestión de Ju­
risdicción administrativa, como se ha resuelto a fojas 172 .con­
firmado a fojas 175 del princip�l por la Excelentísima Cámara 
Federal. 

Que en cuanto al carácter fle ex mini_stro del Poder Ejecuti­
vo depuesto., que se invoca para negar jurisdicción al juzgado 
para procesarle et� la causa, debe estarse á la· doctrina sentada en 
los incidentes promovidos pqr don Hipólito lrigoyen y· sus otros 
ex ministros, en los rgte se ha establecido que no es necesario 
el previo juicio po1ítiCo para la iniciación de proceso por ac­
tos indebidos, que, máxime en el presente caso, tienen el carác­
ter ele delitos comunes, como se ha eStab1ecido más arriha, y 
en d que sólo falta, respecto de Enrique Pérez Colman, de­
tcrmi_nar la responsabilidad que en el mismo le alcanza.

410 FAGT.OS DE: LA CORTE SUPREMA 

VISTA FISCAL 

Sefior Juez: 

La cuestion que en caracter de previa ha planteado el 

doctor Enrique Pérez Colman, segtin instruye el escrito prece- 

dente, fué ya con anterioridad ‘en esta mista causa dilucida- 
da y con respecto a la cual, recayéd sentencia definitiva de la 
Exema, Camara a f$. 175. 

In consecuencia, y mediando los imsmos fundatnentos de 

orden legal, reproduzco lo expuesto a fojas 168, por lo que a 

U.S. pido se -sirva desestimar por improcedentes las excepcio- 
nes opuestas. — Junio 191931. — E. L. Gonsdles, 

AUTO DEE JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Junio 19 de 1931. 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que no se trata en el caso de autos de una cuestion de ju- 

risdicci6n administrativa, como se ha resuelto a fojas 172 con- 

firmado a fojas 175 del principal por la Excelentisima Camara 
Federal. 

Que en cuanto al caracter de ex ministro del Poder Ejecuti- 
vo depuesto, que se invoca para negar jurisdiccién al juzgado 

pata procesarle en fa causa, debe estarse a la‘ doctrina sentada en 
los incidentes promovidos por don Hipdlito Lrigoyen y ‘sus otros 

ex ministros, en los que se ha establecido que no es necesario 
el previo juicie politico para la iniciacién de procese por ac- 
tos indebidos, que, maxime en el presente caso, tienen el carac- 

ter de delitos comunes, como se ha establecido mas arriba, y 

en ef que sélo falta, respecto de Enrique Perez Colman, de- 

terminar la responsabilidad que en el mismo te alcanza.
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Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
pot el señor Procurador Fiscal, resüelvo: no hacer lugar a las 
exct.'pciones opuestas por Enrique Pérez Colmall., con costas. 

Proveyendo al pedido ele acumulación de causas, oportuna­
mente, téngase .presente. _kfig uel L. Jautus. 

VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

Buenos Aires, Julio 14 de 1931. 

Excma. Cámara : 

Se procesa por delito común; ya lo he manifestado en el 
juicio principal y Vuestra. Excelencia así lo ha declarado, si 
bien haciendo referencia al mismo ticmi)o a la ley 3761 ( fojas 
159 y 160). 

_�\l señor Pérez Colman se le cree complicado en ese pro­
ceso; si existieran indicios que establec'iesen esa responsabili­
dad. como se trata de delito común, por lo que dictaminé, en 
el proceso seguido al señor Hipólito lrigoye1r y por lo resuelto 
por Vuestt:a Excelencia en ·el mismo, en .cli¡:: ie111bre 31 de 1930., 
nada obsta al progreso de la acción. 

Pido a Vuestra Excelencia confirme por sus fundamentos 
el auto apelado. -· ]u{ián Pa::.:. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Agosto 14 de 1931. 

V fatos y Considerando: 

En cuanto al recurso de nulidad : 

El auto de fojas 6 no ha siclo pronunciado con violación de 
las formas substanciales ni con omisión ele formas esenciales 
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Por estos fundamentos y de acuerdo con to dictaminado 

pot el sefor. Procurador Fiscal, restielvo: no hacer lugar a las 

excepciones opuestas por Enrique Pérez Colman, con costas. 

Proveyendo al pedido de acumulacién de causas, oportuna- 

nente, téngase presente. AZiguel L. Jantus. 

VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

Buenos Aires, Julio 14 de 1931. 

Exema. Camara: 

Se procesa por delito comtin; ya Jo he manifestado en el 

jtticio principal y Vuestra, Excelencia asi lo ha declarado, si 

bien haciendo refcrencia al mssmo tiempo a la ley 3761 (fojas 

159 y 160), 

-\l sefior Pérez Colman se te cree complicado en ese pro- 

ceso; si existieran indicios que estableciesen esa responsabili- 
dad, como se trata de delito comtin, por lo que dictaminé, en 

el proceso seguido al sefior Hipdlito Irigoyen y por lo resuelto 
por Vi uestra Excelencia en el mismo, en diciembre 31 de 1930, 

nada obsta al progrese de !a accion. 

Pido a Vuestra Excelencia confirme por sus fundamentos 
el auto apelado. —’ Sutin Pas, 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Agosto 14 de 1981, 

Vistos y Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad: 

El auto de fojas 6 no ha sido pronunciado con violacién de 
las formas substanciales ni con omision de formas esencialés
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del procedimiento; ni éste contiene defectos ele los que· por cx:­
presa disposición del derecho, anulen laS actuaciones ( Artículo 
509, Código-de· Procediniientos en lo Criminal).. 

Por ello, se lo rechaza. 

En cuanto al recurso de apelación: Siendo arfrglacla a 
derecho y de conformidad con lo pedido por el sellar Procu­
rador Fiscal de Cámara, se confirm� .. la .resolución apelada de 
fojas 6 que no hace lugar a las excepciones opuestas por En­
rique Pérez Colman,·con costas. Devuélvanse. - B . .  A. Na::ar

A11chore11a, - .1.l1c1rccli110 Escalada. - I osé 111 arcó, - Rodo!fo 

S. Fcrrer.

DICTAMEN · DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Supr'ema· Corte : 

En el sumario abierto ante el señor Juez Federal de -e�ta 
Capital sobre <lefráudadón- a la l'enta de alcoholes, el señor En­
rique Pérez Colman, invocando el haber· ejercido la ·función ·pú­
blica c�e. :Ministro ele Estado en el Departamento de ·Hacienda, 
opuso la excepción ele incompetencia de jurisdicción fundada 
én que los actos del Poder Ejecutivo no · están sometidos al 
juzgamiento de los tribunales ordinarios o federales, en atención 
a la división el� poderes establecida por la �onstitución _·Nacio­
nal, por lo que no puede enjuiciarse al Poder Ejecutivo o al 
J?oder Legislativo o a. las personas .que lo ejerzan o lo hayan 
ejercido, por actos ·inherentes al desempeño ele las funciones ele 
que están o han estado investidas. Esta defensa ha sÍdo re­
chazada por los tribunales inferiores, siendo la cuestión plan­
teada con este motivo la única que ha podido motivar el pre­
sente recurso de apelación extraordinario para ante esta· Corte 
Suprema. 
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del procedimiento; ni éste contiene defectos de los que’ per cx- 
presa disposicién del derecho, anulen fas actuaciones (Articulo 
509, Cédigo-de Procediniientos en lo Criminal). 

Por ello, se lo rechaza. 

En cuanto al recurso de apelacién: Siendo arreglada a 

derecho y de conformidad con lo pedido por el sefior Procu- 

rador Fiscal de Camara, se confirma la resolucién apelada de 
fojas 6 que no hace lugar a las excepciones opuestas por [in- 

rique Pérez Colman,:con costas. Devuélvanse. — 8. 4. Nazar 
Anchorend, — Marcelino Escalada. — José Marcé. — Rodolfo 

S. Ferrer. 

DICTAMEN ' DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1931. 

Suprema’ Corte: 

En el sumario abierto ante el sefior Juez Federal de esta 

Capital sobre defraudacién. a la renta de alcoholes, el sefior En- 

rique Pérez Colman, invoeando el haber’ ejercido la ‘funcién -pi- 

blica de Ministro de Estado en el Departamento de Hacienia, 
opuso la excepcién de incompetencia de jurisdiccién fundada 
en que los actos del Poder Ejecutivo no estan sometidos al 

juzgamiento de los tribunales ordinarios o federales, en atencién 

a la division de poderes establecida por la Constitucion ‘Nacio- 

nal, por lo que no puede enjuiciarse al Poder Ejecutivo o al 

Poder Legislativo o a las personas que lo ejerzan o lo hayan 

ejercide, por actos -inherentes al desempefio de las funciones de 

que estan o han estado investidas. Esta defensa ha sido re- 
chazada por los tribunales inferiores, siendo la cuestién plan- 

teada con este motivo la tinica que ha podido motivar el pre- 
sente recurso de apelacién extraordinario para ante esta Corte 

Suprema.
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L,a cuestión propuesta ha, sido resuelta por Vuestra-, Ex­
celencia en la causa seguida· contra el señor Hipólito Irigoyen, 
recordando la doctl'.ina constituci�nal y administrativ� que pre­
coniza como necesaria lq. d_iscriminación entre el. delito. rome­
tido por el funcionario en el ejercicio de sus funci011-es y .el 
acto de gobierno que, sin revestir los caracteres ele tal, ha te­
nido por resultado causar un perjuicio de carácter pecuniario 
al patrimonio de la Nación, pues sólo en el último supuesto se 
requiere como condición previa al ejercicio <l_e la acción ele· res­
ponsabilidad civil el pronunciamiento sobre las cuentas ele in­
versión, siencl9 la explicación de est¿¡, diferencia que cuando 
,estú únicamente comprot'netida la responsabilidad civil del fun­
cionario, el Congreso tiene amplia libertad para ratificar el ac-
to administrativo o financiero clefoctudsü otot"gándole 'un bill 
dt. indemnidad, y en cambio, care�e qe ella en ·1a hipótesis del de­
lito, pues la misma ley que el CÜngreso ha dictado d�hclo _a un.' 
hecho carácter penal, lo obliga como acuaÍquier particular )' la 
ratificación sería imposible sin violar sus propios estatutos. Con 
esta solución se concilian y armonízah, atribuyéndoles su ver­
dadero valor, las disposiciones constitucionales de aplicación, qne 
son: a)

1 
el artículo 52 que ·pone en manos ele la ju;;ticia el juz­

gai�1icnto conforme a las leyes de los delitos cometidos por los 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones; b) el 
artículo 67, _inciso 11 que autoriza al Congreso dictar el Código 
Penal y, por consiguiente, a incluir en

1 

él a todos aquellos de­
litos que la doctrina o la experiencia aconseja c01110 contrarios 
al mejor . orden de ht sociedad y de la administración pública; 
e) lH cláusula del artículo 67, inciso 71

' en cuya virtud se _otorga
al Congreso la facultad de aprobar o desechar -la cuenta de in­
versión. 

Conforme a estadoctrina, no hay lugar a la excepción de 
incompetencia deducida, desde qué se. imputa al señor Pérez 
Colman el delito de encubrimiento de una defraudación a la 
renta ch.: alcoholes,. que es un delito cuyo conocimiento está de-
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La cuestién propuesta ha: sido resuelta por Vuestra., Ex- 

celencia en Ja causa seguida contra el sefior Hipdlito Irigoyen, 

recordando la doctrina constitucional y administrativa que pre- 
coniza como necesaria Ja. discriminacién entre el, delito come- 

tido por el funcionario en el ejercicio de sus funciones y .el 
acta de gobierno que, sin revestir los caracteres de tal, ha te- 

nidu por resultado causar un perjuicio de caracter pecuniario 
a! patrimonio de la Nacion, pues sdlo en el ultimo supuesto se 

reqtiere como condicién previa al ejercicio de la accién de’ res- 
ponsabilidad civil el pronunciamiento sobre Jas cuentas de in- 

version, siendo la explicacién de esta diferencia que cuando 

esta tinicamente comprometida Ja responsabilidad civil def fun- 

cionario, el Congreso tiene amplia libertad para ratificar el ac- 

to administrativo o financiero deféctuoso otorgandole un Dill 

de indemnidad, y en cambio, carece de ella en Ja hipétesis del de- 
lito, pues la misma ley que el Congreso ha dictado daiido a un, 

hecho caracter penal, lo obliga como acualquier particular y la 
rafificacién seria imposible sin violar sus propios éstatutos. Con 

esta solucién se concilian y armonizah, atribuyéndoles su ver- 
dadero valor, las disposiciones constitucionales de aplicaciOn, que 

son: a), el articulo 52 que pone en manos de la justicia el juz- 
gamiento conforme a las leyes de los delitos cometidos por los 

funcionarios ptblicos en el ejercicio de sus funciones; b) el 
articulo 67, inciso 11 que autoriza al Congreso dictar el Cédigo 

Penal y, por consiguiente, a incluir en él a todos aquellos de- 

litos que la doctrina o la experiencia aconseja como contrarios 

al mejor orden de la sociedad y de la administraci6n pdblica; 
c) Ja clausula del articulo 67, inciso 7‘ en ctrya virtud se otorga 

al Congreso la facultad de aprobar o desechar la cuenta de in- 
version. 

Conforme a estadoctrina, no hay jugar a Ja excepcién de 

incompetencia deducida, desde qué se. imputa al sefior Pérez 

Colman el delito de encubrimiento de una defraudacién a la 

renta de alcoholes,-que es un delito cuyo conocimiento esta de-
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ferido a la justicia federal
) 

por lo qt,te- es procedente la competen­
c1a que se ha· atribuído el señor Juez inferior. 

En su mérito, í)Í<lo a Vuestra Excelencia se sirva confir­
mar la resolución recurrida, en cuanto ha podido ser materia 
de la apelación en trámite. 

l-Ioracio R. Larrcta. 

F,\LLO DE LA CORTE SUPRE�JA 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1931. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de la sentencia dictada por esta Corte 
Suprema con fecha 14 del mes próxímo pasado, en la querella 
instaurada contra el señor Hipólito Irigoyen, y de conformidad 

· con los del precedente dictamen del señor Procurador Gene­
ral, se confirma la resolución apelada de fojas 13. Notifíquese
y devuélvanse.

J. FrGUEROA ALcORTA. - Ron.ERTO 

REPETTO. - JcLI1\N V. PER.\. 

Sociedad Anóni11ta "'Galería General Giie11tes"· contra "Ja ;liuuici­
palidad de /a, Capital, por devolución de sumas de di11rro ¡1a­
yadas por conapto de ii11.puesto de afo11tbrado, barrido v li11t­
¡)i'.e::a. 

�)�u,1wrio: 1•.o Siendo la ley urgúnica municipal de la Capital de 
carácter local y hallándose organizada en lo judicial como 
un gobierno propio e incfependiente, con jurisdicción amplia 
en todo lo que es de régimen local, su interpretación y apli­
cación corresponde a los tribunales de ese orden, sin que 
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ferido a la justicia feceral, por lo que. es procedente la competen- 

cla que se ha-atribuido el sefior Juez inferior. 

En su mérito, pido a Vuestra Excelencia se sirva confir- 

mar la resolucién recurrida, en cuanto ha podido ser materia 

de la apelacion en trammite. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1981. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de la sentencia dictada por esta Corte 

Suprema con fecha 14 det mes proximo pasado, en la querella 
instatrada contra el sefior Hipdlito Irigoyen, y de conformidad 

“con los del precedente dictamen del sefior Procurador Gene- 

ral, se confirma la resolucién apelada de fojas 13, Notifiquese 

y devuélvanse, 

J. Ficueroa Atcorta. — Rererto 

Reprrro, — JULIAN V. PERa. 

Sociedad Anénima “Galeria General Giiemes” contra la Munici- 

patidad de lu Capital, por devolucién de sumas de dinero pa- 

gadas por concepto de impuesto de alianbrado, barrido v lim- 

piesa. 

Sumario: 1" Siendo la ley orgénica municipal de la Capital de 

caracter local y hballandose organizada en lo judicial como 
un gobierno propio e independiente, con jurisdiccién amplia 

en todo to que es de régimen local, su interpretacion y apli- 
cacion corresponde a los tribunales de ese orden, sin que
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pueda motivar e1 recurso extraordinario del artículo 14, ley 
N? 48, en tanto no haya siclo impugnada como violatoria de 
la Constitución Nacional. 

Tampoco procede el remedio federal en el caso, porque 
la cuestión planteada fué resuelta por razones de hecho. esto 
es, por no haberse cle111ostraclo la exorbitancia y la despro­
porción del impuesto. 

2'1 La norma· constitucional, según la cual, la igualdad 
es la base del impuesto y de las cargas públicas ) no excluye 
la facultad de la l\ümicipalidad para esta,blecer grupos o 
distincione� o formar categorías de contribuyentes, siempre 
que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias 
o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad
entre determinadas clases y personas.

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Buenos, Aires, ,Tulio 28 de 1925. 
Sell.or Juez: 

La sociedad anónima Galería General Güemcs demanda, a 
la i\Iunicipalidacl por repetición de la suma de'86.000 $ que ést;1 
le ha cobrado, a slt juicio, inclehidamente, tanto porque .el im­
p11esto ele alumhrado, harrido y limpieza a que. responde esas 
sumas

) 
es i'egal. cuanto pon1uc es contrario a la Consütuciún 

?:\" acion¡iJ, 

L;:,. ?dm�icipaliclad contestando la demanda sostiene que exis­
te en el fondo una cuestión de clasificación de impuestos que no 
e: dado plantear en la vía ordinaria y que sí el gravamen resulta 
elevado por haberse aplicado mal la 'ordenanza. ello constituye 
mm cuestió11 contencioso-aclministrativa que ha clehiclo plantearse 
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pueda motivar el recurso extraordinario del articulo 14. ley 
N?’ 48, en tanto no haya sido impugnada como violateria de 

la Constitucién Nacional. 

Tampoco procede el remedio federal en el caso, porque 

la cuestién planteada fué resuelta por razones de hecho, esto 

es, por no haberse demostrado la exorbitancia y la despro- 

porcion del impuesto, 

2° La norma’ constitucional, segtin la cual, la iguatdad 

es la base del impuesto y de las cargas piblicas, no excluye 

la facultad de la Municipalidad para establecer grupos o 

distinciones o formar categorias de contribuyentes, siempre 
que tales clasificaciones no revistan el caracter de arbitrarias 
o estén inspiradas en un propdsito manifiesto de hestilidad 

entre determinadas clases y personas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

VISTA DEL AGENTE FISCAL 

Buenos. Aires, Julio 28 de 1925. 

Senior Juez: 

Ia sociedad anénima Galeria General Giiemes demanda a 

la Municipalidad por repeticién de Ja suma de86.000 $ que ésta 

le ha cobrado, a st juicio, indebidamente, tanto porque el im- 
puesto de alumbrado, barrido y limpieza a que. responde esas 

sumas, es i'egal, cuanto porque es contrario a la Constitucion 

Nactonal. 

La Munictpatidad contestando la demanda sostiene que ex1s- 

te en el fondo una cuestion de clasificacién de impuestos que no 

es dado plantear en la via ordinaria y que si el gravamen resulta 

elevado por haberse aplicado mal la ordenanza, ello constituye 
una cuestidn contencioso-administrativa que ha cdebido plantearse
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ante lá l\'1tmicipalidacl 111is111a con los recursos y por la vía que 
la ley crea y prevé. 

Pienso que la :Municipali�lacl incurre en error. Lo que se 
cuestiona es la devolución de una suma pagada por impuestos y 
,1 ese efecto se plantea una cuestión sobre iticonstitucionaliclacl de 
la ordenanza reSpectiva, cuestión sobre la qtie 1á l\ilunicipa1idad 
no puede pronunciarse y C]_ue está reservada pdr su propia índole 
y exclusivan?ente a los tribunales de justicia. 

Excusando' otra consideración - 1:al1.· claro me parece el ca­

. so -- y adhiriendo a las que se formulan en el escrito ele fs. 34,
pienso que debe V: S. dar·curso al juicio. - Roberto Basa11ilbaso.

SEi\TENCIA. DE 1 i;i INSTANCIA 

Buenos Aires, Julio 31 de 1928. 

Y Vistos; 

Estos autos, de los que resu)ta: 

A fs. 18, se presenta· el doctor Angel :i\1. Ovejero
., 

con po­
der de la sociedad anónima Galería General Güemes ., entablando 
demanda contra la l\iunicipalidacl de la Capital, por repetición 
ele la suma de $-86. 100. que abonara su representada, en concepto 
ele retribución de servicios de alumbrado, barrido y limpieza por 
los años 1923 y 1924, por el inmueble Florida 159-171 y San 
1Iartí1.1 170-176, conocido con el nombre de la sociedad cuyo 
poder ejercita. 

Expresa q�1e agotados los medios conciliatorios, sin haber 
obtenido en el transcurso ele mús de un año, un pronunciamiento 
respecto a sus peticiones, se ve en la necesidad de deducir esta 
demanda, para obtenerlo por la vía judicial; que al proceder los 
propietarios de la Galería Güemes a realiz�.r construcción tan 
custosa, no pudieron creer que ella habría de tornarse en. un ob­
jeto de cargas comunales, pero que de todos esos gravámenes 
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ante la Mumnicipalidad misma con los recursos y por la via que 

la ley crea y prevé. 

Pienso que la Municipalidad incurre en error. Lo que se 
ctestiona es la devolucién de una suma pagada por impuestos y 
a ese efecto se plantea una cuestién sobre iticonstitucionalidad de 
la ordenanza respectiva, cuestién sobre la qtie Ja Municipalidad 

no puede pronunciarse y que esta reservada por su propia indole 
y exclusivamente a los tribunales de justicia, 

Excusando otra consideracién — taiy claro me parece el ca- 

so —— y adhiriendo a las que se formulan en el escrito de fs. 34, 

pienso que debe V. S. dar'curso al juicio. — Roberto Basavilbuso, 

SENTENCIA DE 1* INSTANCIA 

Buenos Aires, Julio 31 de 1928. 

Y Vistos: 

Estos autos, de los que resulta: 

A fs. 18, se presenta-el doctor Angel M. Ovejero, con po- 
der de la sociedad anénima Galeria General Gitemes, entablando 

demanda contra la Municipalidad de la Capital, por repeticién 

de la suma de $-86.100. que abonara su representada, en concepto 

de retribucién de servicios de alumbrado, barrido y limpieza por 

los afios 1923 y 1924, por el inmueble Florida 159-171 y San 

Martin 176-176, conocido con el nombre de la sociedad ctyo 

poder ejercita. 

Expresa que agotados los medios conciliatorios, sin haber 

ebtenido en el transcurso de mas de wn afio, un pronunciamiento 

respecto a sus peticiones, se ve en la necesidad de deducir esta 
demanda, para obtenerlo por la via judicial; que at proceder los 
propietarios de la Galeria Giiemes a realizar construccién tan 
costosa, no pudieron creer que ella habria de tornarse en .un ob- 
jeto de cargas comunales, pero que de todos esos gravamenes
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fi:,rales, el que ha llegado a transformarse (kcidiclame.nte ele una 
tasa en una exacción, es aquel que motiva este pleito, pues consi­
cler;:,. no sólo contraria· a su ley su cobro, sino también porque 
estima vulnera los principios constitucionales . 

. -\ñacle que dicho impuesto, constituye un avance sobre las 
facultades que son privatjvas del Congreso por mandato ele '.a 
Constitución, según el art. 67 inciso 21

', ele nuestra Carta y que 
si hien el Congreso, como legislatura local sancionara la ley 4058. 
estithleciendo \)s ramos ele rentas ele la comuna y entre ellos 
se l'ncuentran los impuestos de alumhraclo, barrido y limpieza 
(incisos 5'! y fr.'), aunque la ley hable ele impuestos son venlade­
ras rasas retributivas de tales servicios, como resulta del texto 
del inciso 5 1

' y que lejos la JVIunicipali<lacl de obedecer a ta!es 
principios, ha hecho en el caso, una aplicación ilegal. Seña�a .. los 
distintos gravámenes que ha cobrado la demandada por los edi­
ficios que antes se levantaran en dicho terreno y hace notar có­
mo dCspués ele inaugurada la moderna construcción monumental. 
con su pasaje que implica un verdadero progreso, no obstante que 
los servicios no aumentaran sino que fueron menores, desde que 
el pasaje se ilumina por cuenta de los propietários, se queman 
en un horno especial los residuos y la tarea comunal se reduce 
a r(.'tirar diariamente unos cuantos restos de ceniza, sin embargo 
los impuestos se aumentaron fabulosamente. y los $ 2. 820 anuales 
ele las construcciones anteriores se elevan al inaugurarse las nue­
va, a$ 10.848.15, a$ 35.000 en 1921 y a 42.000 en 1923, ad­
virtiendo que en esos $ 42. 000, no están comprendidos los gra­
vámenes que por ignal concepto se cobran a los negocios de la 
Galerki. GüemeS y que ascienden a $ 9. 182, ni lo que abona el 
Banco Supervielle, por no pertenecer a la sociedad que represen� 
ta, que sólo tiene el dominio de dos terceras partes aproximada­
mente de las construcciones totales; que éstas dan margen a 
otros impuéstos, como ser los ya mencionados correspondientes 
;� los negocios, los que se cobran por letreros luminosos, vitrinas 
y patentes; que con la suma que la l\1unicipalidad cobra a su rc­
pr<".scntada por barrido, alumbrado y limpieza, se ha establecido 
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fiscales, el que ha llegado a transformarse decididamente de una 

tasa en una exaccidn, es aquel que motiva este pleito, pues consi- 
dera no solo contraria’a su ley su cobro, sino también porque 

estima vulnera los principios constitucionales . 

-\fiade que dicho impuesto, constituye un avance sobre fas 

facultades que son privativas del Congreso por mandato de ‘a 
Constitucién, segtin el art. 67 inciso 2°, de nuestra Carta y que 
si bien el Congreso, como legislatura local sancionara la ley 4058, 
estallecienclo ‘as ramos de rentas de la comuna y entre ellos 

sé encuentran los impuestos de alumbrado, barrido y limpieza 

(incisos 5" y 6"), aunque la ley hable de impuestos son verdade- 
ras tasas retributivas de tales servicios, como resulta de! texto 

dei inciso 5" y que lejos la Municipalidad de obedecer a tales 
principios, ha hecho en el caso, una aplicacién ilegal. Sefia‘a.los 

distintos gravamenes que ha cobrado la demandada por los edi- 

ficios que antes se levantaran en dicho terreno y hace notar cdé- 
mo después de inaugurada fa moderna construccién monumental. 

con su pasaje que implica un verdadero progreso, no obstante que 

los servicios no aumentaran sino que fueron menores, desde que 
el pasaje se ilumina por cuenta de los propietarios, se queman 

en un horno especial los residuos y Ja tarea comunal se reduce 
a retirar diariamente unos cuantos restos de ceniza, sin embargo 

los impuestos se aumentaron fabulosamente. y lus $ 2.820 anuales 
de las construcciones anteriores se elevan al inaugurarse las nue- 

vas a $ 10.848.15, a $ 35.000 en 1921 y a 42.000 en 1923, ad- 

virtiendo que en esos $ 42.000, no estan comprendicos los gra- 
vamenes que por igual concepto se cobran a los negocios de la 

Galeria Gtiemes y que ascienden a $ 9.182, ni lo que abona cl 

Banco Supervielle, por no pertenecer a la sociedad que represen- 

ta, que sdlo tiene el dominio de dos terceras partes aproximada- 

mente de las construcciones totales; que éstas dan margen a 
otros impuéstos, como ser les ya mencionados correspondientes 
a les negocios, los que se cobrau por letreros Iuminosos, vitrinas 

y patentes; que con la suma que la Municipalidad cobra a su re- 

presentada por barrido, alumbrado y limpieza, se ha establecido
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une. verdadera cnntribttción exorbitante e incompatible con la te­
rritorial, de la que ya el municipio percibe un veinte por ciento, 
según lo dispone la ley 4058; que ese doble gravamen es ilegal 
y que es contrario a la Constitución, no sólo porque la co111w1a 
h�'. ejercitado con ello una facultad del Congreso, sino porque 
aun admitiendo a base de una simple hipótesis, que pudiese esta­
blecerlo, habría violado las reglas referentes a la equidad, ignal­
clacl y proporcionalclacl que imponen los arts. 4� 1(5 y 67, incis.n 2'·' 
de la Constitución. Por todo. e1lo, invocando además los arts. 
792, 794 y concordantes del C. Civil, jurisprudencia sentada en 
los casos que cita y reservandá para el supuesto de un pronuncia­
miento adverso, el recurso extraordinario ante la Suprema Corte, 
pide se haga lugar a la repetición que solicita con costas, 

A fs. 31, don Prudencia Fernández, por la l\iiunicipalidad 
de la Capital evacúa el traslaclO ele la clemahcla, pidiendo su re­
chazo, Expre.sa que lo resuelto por la Excma. •Cámara 21

J -en el 
caso Díaz Vélez, no es aplicable al de autos, porque allí se trataba 
de un baldío y en este pleito de una colmena humana; que el ar­
gumento de la actora, es el el� que como al Congreso incumbe 
el imponer contribuciones directas, la tasa lo ha sido en virtud 
de una ordenanza ilegal; que no es posible plantear la cuestión 
en tal forma; que la comuna se halla facultada en virtud de las 
leyes 1260 art. 65, y 4058 -inciso. 10, para percibir el importe de 
la retribución de los servicios de alumbrado, -limpieza y barrido, 
que es a lo que se denomina "tasa general''; que la actora pre­
tende que el impuesto se ha desnaturalizado y que se trata de 
unc. contrilmción, pero que en el caso se ha respetado el criterio 
predominante en el pleito Díaz Vélez, porque ell el Pasaje Güe­
mes el cálculo de su' renta, ha sido la base que se tuvo presente 
al imponer los gravámenes y que como la adora no expresa que 
ese criterio sea ilegal, su argumentación debe desestimarse; que 
en cuanto al reparo de inconstitllcionaliclacl, él tanibién resulta 
infundacio; qtle se expresa por la adora que el gravamen no es 
equitativo; proporcional, ni igual, pero no se articula concreta­
mente por qué razón de hecho o de derecho. 
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une verdadera contribucién exorbitante e incompatible con la te- 

rritorial, de la que ya el municipio percibe un veinte por ciento, 

segtin le dispone la Jey 4058; que ese doble gravamen es ilegal 
y que es contrario a la Constitucién, no sdlo porque la comuna 

ha ejercitado con ello una facultad del Congreso, sino porque 
aun admitiendo a base de una simple hipdtesis, que pudiese esta- 

blecerlo, habria violado tas reglas referentes a Ja equidad, igtial- 
dad y proporcionaldad que imponen los arts. 4° 16 y 67, inciso 2" 

de la Constitucién. Por todo. ello, invocando ademas los arts. 

792, 794 y concordantes del C. Civil, jurisprudencia sentada en 

los casos que cita y reservando para el suptiesto de un pronuncia- 

miento adverso, el recurso extraordinario ante la Suprema Corte, 

pide se haga lugar a Ia repeticidn que solicita con costas. 

A fs. 31, don Prudencio Fernandez, por la Municipalidad 
de la Capital evactia el traslado de la demanda, picdiendo su re- 

chazo. Expresa que Jo resuelto por la Excma. Camara 2*-en el 
caso Diaz Vélez, no es aplicable al de autos, porque allt se trataba 

de un baldio y en este pleito de una colmena humana; que el ar- 

gumento de la actora, es el de que como al Congreso incumbe 

el imponer contribuciones directas, la tasa lo ha sido en virtud 

de una ordenanza ilegal; que no es posible plantear la cuestidn 

en tal forma; que la comuna se halla facultada en virtuc de Jas 

leyes 1260 art. 65, y 4058 inciso. 10, para percibir el importe de 

la retribuciOn de los servicios de alumbrado, limpieza y barrido, 
que es a lo que se clenomina “tasa general’; que Ja actora pre- 
tende que el impuesto se ha desnaturalizado y que se trata de 
una contribucién, pero que en el caso se ha respetado el] criterio 

predominante en e} pleito Diaz Vélez, porque en el Pasaje Giie- 

mes el calctilo de su’ renta, ha sido la base que se tuvo presente 
al imponer los gravamenes y que como la actora no expresa que 

ese criterio sea ilegal, su argumentacion debe desestimarse; que 

en cuanto al reparo de inconstititcionalidad, él tambien resulta 
infundado; que se expresa por la actora que el gravamen no es 
equitativo, proporcional, ni igual, pero no se articula concreta- 

mente por qué razon de hecho o de derecho,
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_ \fiade que excluyendo la cuestión de validez de la ordcnan­
z<�. existe en el fondo como mira primordial de la demanda, una 
cla�ificación de impuesto:-; que no es dado plantear por la vía or­
dinaria: que si el gravamen resulta elevado por mala aplicación 
de la ordenanza, ello entraría en lo contencioso-administrativo, 
cuyo trámite es el reclamo ante la misma :Municipalidad, con los
recursos que la ley crea y prevé; que es principio además fijado 
por la jurisprudencia, que tramitándose los reclamos administra­
tivos, es prenJatura la intervención de la justicia ordinaria, por 
todo lo que pide se rechace la demanda con costas. 

Oído el señor Agente Fiscal respecto a las observaciones 
relativas a la incompetencia, abriósc la causa a prueha a fojas 36 . 

.-\ fs. 58, don :iVIanuel R. Ceballos, se presenta con poder de 
la actora� amplial'ldo la demanda por repetición de las sumas abo­
nada.-; por iguales conceptos en los años 1925 y 1926 y a fs. 61, 
el apoderado municipal accede a la ampliación solicitada, ha­
biéndose pedido lo propio a fs. 67, respecto al pago correspon­
dienie al primer semestre de 1927 ($ 21. 000), la comuna accede 
B ello a fs. 68, lo que ocurre luego con el segundo semestre (gs. 
72y73). 

Producida la prueba por amhas partes, previos los alegatos 
re::rcctiyos, huné autos para definitiva a fs.; y 

Considerando: 

1. La l\.Iunicipalidacl en su escrito ele responde, fuudándosc
en que púa ella este p!eito involucra la clasificación ele impues­
tos. objetó el que se hubiera planteado demanda por la vía or­
dinaria, siendo así que la ·conceptuabá perteneciente a lo conten­
cíc�n-administrati vo. l\1as el señor Juez doctor ele V celia y lviitre

_, 

a ndz del dictamen del ex Fiscal doctor Basavilbaso, favorable 
;:1, la competencia del Juzgado, pronun'Ció la declaración a que se 
refiere el art. 87 de la ley procesal, en el auto de fs. 36. 

A pesar de ello, la comuna en su alegato insiste en que los 
jutces por la vía ordinaria sólo pu(;'den conocer en las contesta-
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-\fiade que excluyendo Ja cuesti6n de validez de la ordenan- 

za, existe en el fonde como mira primordial de la demanda, una 

clasificacién de impuestos que no es dado plantear por la via or- 

dinaria; que si el gravamen resulta elevado por mala aplicacién 
de la ordenanza, ello entraria en lo contencioso-administrativo, 

cuyo tramite es el reclamo ante la misma Municipalidad, con los 

recursos que la ley crea y prevé; que es principio ademas fijado 
por la jurisprudencia, que tramitandose los reclamos administra- 
tivos, es prematura Ja intervencién de Ja justicia ordinaria, por 

todo lo que pide se rechace la demanda con costas. 

Oido el sefior Agente Fiscal respecto a las observaciones 

relativas a la incompetencia, abriédse la causa a prueba a fojas 36. 

A fs. 58, don Manuel R. Ceballos, se presenta con poder ce 

la actora, ampliando la demanéa por repeticién de las sumas abo- 
nadas por iguales conceptos en los afios 1925 y 1926 y a fs. 61, 
el apoderado municipal accede a la ampliacién solicitada, ha- 

biéndose pedido lo propio a fs. 67, respecto al pago correspon- 

diente al primer semestre de 1927 ($ 21.000), la comuna accede 

@ ello a fs. 68, lo que ocurre luego con el segundo semestre (gs. 

72 73). 

Producida la prueba por ambas partes, previos los alegatos 

respectivos, famé autos para definitiva a fs.; y 

Considerando : 

I. La Municipalidad en su eserito de responde, fundandose 
en que para ella este pleito involucra Ja clasificacion de impues- 
tos, objeté el que se hubiera planteado demanda por Ja via or- 

dinaria, siendo asi que la ‘conceptuaba perteneciente a lo conten- 

cicso-administrativo. Mas el sefior Juez doctor de Vedia y Mitre, 

a raiz del cdictamen del ex Fiscal doctar Basavilbaso, favorable 

a la competencia del Juzgado, pronuncid la declaracién a que se 

refiere el art. 87 ce la ley procesal, en el auto de fs. 36. 

A pesar de ello, la comtuna en su alegato insiste en que los 

jueces por Ja via ordinaria sdlo pueden conocer én las contesta-
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nones rc!ativas a la legalidad o inconstitucionalidad ele la::- or­
denarn:as y leyes, mas no entrar a clasificar los. objetos imponi­
bles y de ello, deduce que no es precisamente una. incompeteh­
cia la que inte1ltó hacer valer en su escrito de responde, sino una 
inhabilitación que estima diferente. No obstante ese distingfJ y 
:as citas de jurisprudencia en que se ampara, considero que la 
doctri11a más exacta, es la qué en el caso reconoce a. los jueces 
sn derecho a intervenir, porque como lo expresaba en reciente 
sentencia, recaída en los autos ¡'Rodríguez Ortega Paulino y 
otro contra lviunicipalidacl de la Capital'' (Junio. 19 ele 192R). 
e1�tiendo que en Casos como el de autos, los Juzgados de P Ins­
tancia pueden intervenir por vía ordinaria, porque el art. 52 de 
la ley 1260, al estab1eccr que no se admitirá acción alguna para 
in�peclir el cumplimiento de las resoluciones que la Ivinnicipali­
<lacl dicte en uso de las facultades que la misma ley le -confiere, 
se limita a preceptuar que tal norm<J, rige, cuando se trata de me­
didas referentes a las seccione:c¡ ele seguridad, higiene y morali­
dad pública, en cuyo supuesto permite a los particulares que se 
estimen damnificados, ejercer su derecho en juiéio contencioso'... 

administrativo, con apelación ante el Tribunal que la ley de pro­
cedimientos designe, esto es, la Cámara Civil ( art. 80, inciso 
3'', de la ley 1893 .1 • 

Ahora bien, la ley orgánica nmnicipal a que vengo refirié11-
dome, al ocuparse en su capítulo TI de las autoridades nmnicipa­
les y dentro ele él, el Concejo Deliherante, establece en su art. 
43, que "corresponde al Concejo dictar todas, las medidas, onk­
nanzas y disposiciones cuyo objeto seai la dirección y admini�tra­
ción de las propiedades e intereses locales del municipio", agre­
gando el texto que esas facultades se· refieren a tres secciones, 
la primera la de hacienda, la segunda de obras públicas y la ter­
cera la de seguridad, higiene, beneficencia y moralidad pública. 

Ahora bien, como este régimen se ha mantenido en las dis­
tintas reformas efectt,adas a dicha ley, es indudable que quelan 
excluíclas del procedimiento contencioso-administrativo, con la 
alzada a la Cái11ai�a Civil, to�las aquellas ordenanzas referente·..; a 
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ciones relativas a la legalidad o inconstitucionalidad de las or- 

denanzas y leyes, mas no entrar a clasificar los, objetos imponi- 
bles y de ello, deduce que no es precitsamente una .incompeteh- 

cia la que intentdé hacer valer en su escrito de responde, sino una 

inhabilitacion que estima diferente. No obstante ese distingo y 
‘as citas de jurisprudencia en que se ampara, considero que fa 

doctrina mas exacta, es la qué en ef caso reconoce a los jueces 

su derecho a intervenir, porque como lo expresaba en reciente 

sentencia, recaida en los autos “Rodriguez Ortega Paulino y 
otro contra Municipalidad de la Capital’ (Junio. 19 de 1928), 

entiendo que en casos como el de autos, los Juzgados de 1* Ins- 
tancia pueden intervenir por via ordinaria, porque el art. 52 de 

la ley 1260, al establecer que no se admitira accién alguna para 
impedir el cumplimiento de las resoluciones gue Ja Municipali- 

dad dicte en uso de las facultades que la misma ley le confiere, 
se limita a preceptuar que tal norma rige, cuando se trata de me- 

didas referentes a las secciones de seguridad, higiene y morali- 
dad publica, en cuyo supuesto permite a los particulares que se 

estimen dammnificados, ejercer su derecho en juicio contencioso- 

administrativo, con apelacién ante el Tribunal que la ley de pro- 

cedimientos designe, esto es, fla Camara Civil (art. 80, inciso 

3", de la ley 1893}. 

Ahora hien, la ley organica municipal a que vengo refirién- 

dome, al ocuparse en su capitulo TZ de las autoridades municipa- 

les y dentro de él, el Concejo Deliberante, establece en su art. 
43, que “corresponde al Concejo dictar todas las medidas, orde- 
nanzas y disposiciones cuyo objeto sea fa direccion y administra- 

cidn de las propiedades e intereses locales del municipio’, agre- 
gando el texte que esas facultades se refieren a tres secciones, 

la primera la de hacienda, la segunda de obras publicas y la ter- 

cera la de seguridad, higiene, heneficencia y moralidad publica. 

Ahora bien, como este régimen se ha mantenido en las <lis- 

tintas reformas efectuadas a dicha ley, es indudable que quelan 
excluidas del procedimiento contencioso-administrativo, con Ja 
alzada a la Camara Civil, todas aquellas ordenanzas referentes a
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laS otras dos secciones. El que pertenezcan a .la de hacienda, la:,; 
ordenanzas relativas a impuestos, tasas o ramos de renta, es tan 
evidente c01ho claro· el precepto a que antes me he referido. De 
ahí, pues, que distintos fallos no hayan hecho más que recono­
cerlo, (Confrontar resoluciones de la Cámara Civi11 1

} en los au­
tos "Sabaté Santiago contra 1\!Iunicipalida<l", "Gaceta del Foro'', 
1.9 de Julio de·l919, pág. 6

1 
y de la Cámara 21

) en los autos ''La 
Prensa''· contra :Municipalidad", "Gaceta del Foro", del 1" de
Agosto del mismo año, pág. 201). 

Fuera de estas consideraciones, estimo qu� media otra razón 
más, para que pleitos ele la naturaleza del presente, puedan ser 
traídos a juicio por la vía ordinaria y es la de que como lo ex­
presaba el Camarista doctor Lagos en los autos "Díaz Vélez 
Eugenio contra ldunicipalidacl de la Capital", "Gaceta del Foro". 
del 2 de Octubre ele 1927, pág. 240, "las resoluciones municipales 
que fijan tasas no son actos finales, irremediables o definitivos. 
Los contribuyentes están legalmente capacitados pafa impugnar­
las por 1as vías legales. Se ti-ata ele principios ele derecho público 
que no admiten réplica alguna". 

II. Se plantea una vez más en este juicio, la cuestión de si
el cobro que la IVIunicipali<lacl efectúa por los servicios de alum­
brado, barrido y limpieza, deben o no· ser proporcionados al costo 
que ellos importan. 

Antes de pasar adelante quiero dejar constancia, que para 
mí no existe duela de que el cobro de dichos servicios importa 
una tasa y no un impuesto, y si me detengo sobre ello, es porque 
en una de las últimas sentencias y en la que precisamente la I\f u­
nicipaliclad intenta ampararse, se contiene una doctrina en l !J. Ins·­
tancia, en la que pareciera el señor Juez doctor ele Veclia Mitre, 
sostener la inteligencia de que se trata de un impuesto y no de 
una tasa retributiva. Bien es cierto que en dicho fallo, el doctor 
de Vedia y .l\1:itre no se propone un análisis ele la naturaleza ele 
ese gravamen, ni se detiene en un estudio doctrinario sobre la 
distinción, cierto es, elemental ele! impuesto y la tasa, porque la 

DE JUSTYICIA DE LA NACION 421 

las otras dos secciones. It que pertenezcan a.la de hacienda, las 

ordenanzas relativas a impuestos, tasas o ramos de renta, es tan 

evidente como claro el precepto a que antes me he referido. De 

ahi, pues, que distintos fallos no hayan hecho mas que recono- 

cerlc, (Confrontar resoluciones de la Camara Civil 1" en los au- 

tos “Sabaté Santiago contra Municipalidad”’, “Gaceta de} Foro”, 

1° de Julio de 1919, pag. 6, y de la Camara 2" en los autos “La 

Prensa”. contra Municipalidad”, “Gaceta del Foro”, del 1° de 
Agosto del mismo afio, pag. 201). 

Fuera de estas consideraciones, estimo que media otra razon 

mas, para que pleitos de la naturaleza del presente, puedan ser 

traidos a juicio por la via ordinaria y es la de que como lo ex- 
presaba el Camarista doctor Tagos en los autos “Diaz Vélez 
Eugenio contra Municipalidad de ta Capital”, “Gaceta del Foro”. 
del 2 de Octubre de 1927, pag. 240, “las resoluciones municipales 

que fijan tasas no son actos finales, irremediables o definitives. 
Los contribuyentes estan legalmente capacitados pata impugnar- 
las por fas vias legales. Se trata de principios de derecho publico 

que no admiten réplica alguna”, 

Il. Se plantea una vez mas en este juicio, la cuestidn de si 
el cobro que la Municipalidad efectta por los servicios de alum- 

brado, barrido y limpieza, deben o nd’ ser proporcionados al costo 
que ellos importan. 

Antes de pasar adelante quiero dejar constancia, que para 
mi no existe duda de que el cabro de dichos servicios importa 
una tasa y flo tn impuesto, y si me detengo sobre ello, es porque 

en una de las ultimas sentencias y en la que precisamente Ja Mu- 
nicipalidad intenta ampararse, se contiene una doctrina en 1* Ins- 

tancia, en la que pareciera el seftor Juez doctor de Vedia Mitre, 

sostener la inteligencia de que se trata de un impuesto y no de 
una tasa retributiva. Bien es cierto que en dicho fallo, el doctor 

de Vedia y.Mitre no se propone un analisis de la naturaleza de 

ese gravamen, ni se detiene en un estudio doctrinario sobre Ja 

distincién, cierto es, elemental del impuesto y fa tasa, porque la
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forma en que se planteara la "litis" no se lo exigía; pero aun así. 
en su tercer considerando, no obstante -haberle denominado tasas 
en el primero y reconocer que no puede llamarse a la ordenanza 
impugnada un gravamen a l.a renta, porque está de por medio 
un servicio prestado, después de referirse a que el actor no jus­
tificara ni intentase prueba respecto a que la retribución de los 
servicios que se le prestaron, excedi<;:se a la extensión e impor­
tancia de los mismos, añade que el púnto no es de orden pura­
mente doctrinario y no debe resolverse atendiendo sólo a lo que 
se entiende. por tasa. "La naturaleza del impuesto en· cuestión -­
aií.acle - hay que buscarla en la ley, y es la número 4058, en su 
art. l '·', inciso S'", la que dá la norma interpretativa, Esta ley 1,10 

habla de f•tasas'' sino de "impuestos". Permite retener el exceso 
y aún gastarlo. No hay_, pues, una equivalencia entre el costo del 
servicio y su retribución. Y si la :Municipalidad puede. legalmente 
disponer del excedente

_. 
cahe afirmar que no proceden las accio-. 

nes de repetición''. 
De lo relacionado, no conceptúo sin embargo que deba con­

cluirse que le doctor de Vedia y l\'Iitre sostuviera que_ las it:asas 
del gravamen que nos ocupa, no sean tales_, sino impuestos, pero 
de todos modos conviene advertir, que en las opinioi1es vertidas 
en 2� Instancia, ninguno de los votos se aparta del criterio de que 
se trate de tasas

) 
rualquiera que sean los distingos que se emm­

cien y que condujeran a confirmar la sentencia del doctor de Ve­
cha y lVIitre, siendo de anotar que tanto en segunda instancia, co­
mo en primera, existió la opinión unánime de que el señor Díaz 
V élez, había omitido toda prueba respecto a que el cobro retri­
lmtivo de los servicios prestados, excediese a la extensión e im­
portancia de los mismos y en cuanto al punto que nos ocupa, re­
cuerdo que el señor Camarista doctor Loza, :insistió al emitir su 
voto

) 
manteniendo sus ideas sentadas en casos análogos, sobre 

la diferencia entre impuesto y tasa, expresando que: "la atribu­
ción conferida a h :Municipalidad por la ley. 4058 en el inciso S<:> 
de su art. P, de ingresar a rentas generales el exceso de produ­
cido del impuesto de alumbrado, no puede interpretarse en sen-
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forma en que se planteara la “litis’’ no se lo exigia:; pero aun asi, 
en sti tercer considerando, no obstante haberle denominado tasas 

en el primero y reconocer que no puede Hamarse a la ordenanza 

impugnada un gravamen a la renta, porque esta de por medio 

un servicio prestado, después de referirse a que el actor no jus- 

tificara ni intentase prueba respecto a que Ja retribucién de los 

servicios que se le prestaron, excedigse a la extensidn e impor- 

tancia de los mismos, afiade que el pinta no es de orden pura- 

mente doctrinario y no debe resolverse atendiendo sdélo a lo que 

se entiende por tasa. “La naturaleza del impuesto en’ cuestidn -— 

afiade — hay que buscarla en la ley, y es la ntmero 4058, en su 

art. 1", inciso 5%, la que da la nerma interpretativa. Esta ley no 
habla de “tasas” sino de “impuestos”. Permite retener el exceso 

y atin gastarlo. No hay, pues, una equivalencia entre el costo del 

servicio y su retribuciOn. Y si la Municipalidad puede, legalmente 
disponer del excedente, cabe afirmar que no proceden las accio-, 

nes de repeticién”. 

De lo relacionado, no conceptto sin embargo que deba con- 

cluirse que je doctor de Vedia y Mitre sostuviera que las tasas 
del gravamen que nos ocupa, no sean tales, sino impuestos, pero 
de todos modos conviene advertir, que en las opiniones vertidas 
en 2° Instancia, ninguno de los votos se aparta del criterio de que 
sé trate de tasas, cualquiera que sean los distingos que se enun- 

cien y que condujeran a confirmar Ja sentencia del doctor de Ve- 

dia y Mitre, siendo de anotar que tanto en segunda instancia, co- 
mo en primera, existid la opinién unanime de que el sefor Diaz 

Vélez, habia omitido toda prueba respecto a que el cobro retri- 
hutivo de los servicios prestados, excediese a la extensién e im- 

portancia de los mismos y en cuanto al punto que nos octpa, re- 

cuerdo que el sefior Camarista doctor Loza, insistio al emitir su 

voto, manteniendo sus ideas sentadas en casos analogos, sobre 

ja diferencia entre impttesto y tasa, expresando que: “la atribu- 
cién conferida a la Municipalidad por la ley. 4058 en el inciso 5° 
de st art. 1°, de ingresar a rentas generales el exceso de produ- 

cide del impuesto de alumbrado, no puede interpretarse en sen-
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ticlo absoluto, ele tal manera que viniera a quebrantar- el principio 
de que la carga debe estar en relación con el servicio a qne res­
ponde, en materia impositiva municipal". 

Expuesto lo que antecede, por lo que hace a la controversia 
referente a si debe o 'no ser proporcionado el servicio con im tasa 
retributiva, recuerdo que en  pronunciamiento reciente, acabo de 
sentar cuál es mi opinión al respecto ( autos "lviunicipalidad de 
la Capital contra García Cúneo y Cía."., Junio 19 de 1928). En 
síntesis, exponía en esos autos que considero que tanto se aparta 
de un criterio comprensivo de las situaciones que deben contem­
plarse en casos análogos, el pretender que exista una equiva1en­
ci2 exacta en el cobro, como el dejar librado al puro arbitrio de 
la autoridad que las efectúa, su apreciación a punto de r¡ue no 
tenga límite para fijar su monto. Lo primero porque en mate­
ria de servicios municipales 'es bien complejo para que pueda 
pretenderse esa equivalencia exacta; lo segundo porque no exis­
ten ni pueden existir poderes discrecionales en nuestro régimen 
de gobierno

., 
ya que la sana doctrina de la Constitución, no per­

mite ni facu,ltades arbitrarias en el Congreso, ni en los ejecutores 
de las leyes, ya que como bien lo ha expresado la Suprema Corte 
en el fallo que acaba ele dictar en los autos "Quinto :i\'1iche1e con­
�rg el Fisco Nacional'', ni habría Congreso que pudiere conferir 
facultades extraordinarias, ni Ejecutivo capaz de aceptarlas. 

Por lo que hace a la posibilidad ele la equivalencia exacta ma­
terial del servicio con su tasa, tal doctrina debe desestimarse por­
que el b�rrido y limpieza y aún mismo el alumbrado, se imponen 
por un propósito superior, el velar por la salud pública, y siendo 
ello así, no sólo debe abonarse lo que cueste estrictamente la ma­
terialidad ele tales servicios, sino que es menester también que 
esas tasas retribuyan la posibilidad que la comuna representa, 
para poder prestarlos todas las veces que sean necesarios, tenien­
do al efecto montado un organismo que permita acudir pronta­
mente a cumi)lirlos, 

Además, como no se trata de impuestos sino de verdaderas... 
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ta�as retributivas, ellas deben calcularse en razón de l�ts ventajas 
que los servicios procuran a los habitantes. No a otra finalidad 
respondep los distintos métodos indiciarios con que se pretende 
hacerlos incidir sohre los habitantes, ya se tome el valor de la 
tierra, ya el locativo de las fincas, ya el de los gravámenes so­
bre los negocios. 

Pienso que sería un error el que se pretendiese que la retri­
bución del servicio sólo habría ele comprender el sueldo y gas­
tos de los obreros, las herramientas y materiales con que la co­
muna efectúa los servicios de alumbrado, barrido y limpieza, 
puesto que existen también �orno elementos necesarios para con­
siderar en el caso, los sueldos ele aquellos que los dirigen., ya 
directamente como los capataces, ya los de los empleados supe­
riores, que en las direcciones o talleres contribuyen a mantener 
el servicio; de manera entonces, que con este criterio no escapa­
ría '.a parte proporcional de los 1niembros de la rama deliberante 
y ejecutiva. 

III. Entrando al fondo del asunto, la sociedad anónima
Pasaje General Güemes, pretende que la elevación del impuesto 
en las proporciones que señala, ha dejado de convertirse en un 
cúlculo prudencial del servicio_. para transformarse en una ver­
dadera exacción, toda vez que tratándose de un inmueble que 
estuvo totalmente edificado ·antes ele la fábrica del nuevo edifi­
cio, el aumento ele los $ 2. 820 que se cobraban entonces, a los 
diez mil y pico de 1915 y sobre todo el fijarlos en $ 42.000 
en 1923, con el puente que señala la cuota de$ 33.000 en 1921, 
ha pasado todo límite, máxime cuando se les cobra los mismos 
impuestos a todos los negocios de la Galería Güemes, y cuando 
esos 42. 000 pesos sólo imputable a la parte de la construcción 
que J?Crtenecc a dicha sociedad, toda vez que el Banco Supervie­
lle es propietario de una tercera parte del pasaje. 

Es a base ele la elevación que señalo, que se pretende que el 
impuesto que se le cobra es ilegal y constituye un avance sobre 
las, facultades privativas que la Constitución otorga al Congreso. 
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�o hay duda ql1e para cxa1ninar este argumento es necesario an­
te todo analizar si media en autos alguna justificación ele i:1ue no 
exista eqttivalenda entre el costo del servicio y lo que por él 
se paga. Lf� actora ha allegado pruebas con este fin, más ad­
vierto que ellas he ele encararlas teniendo en cuenta que desecho 
el criterio de la equivalencia material, que por lo demás justo es 
decirlo, tampoco lo sostiene el doctor Ovejero, cuando en el es­
crito de demanda reconoce que dehe calcularse prudencialmente, 
sin que sea posible pretenderse una equivalencia exacta o mate� 
mática, ya que basta una apreciación aproximada. 

La actora ha traído la prueba ele. que ella realiza por su cuen­
ta todo el alumbrado del pasaje, como también que por la exis-:­
tcncia de un horno crematorio en sus sótanos, la tarea de la fd u­
nicipalidad se reduce a retirar diariamente unos et.tantos kilos de 
cenizas., Todo ello consta del informe ele fs. 83 de la Compañía 
Italo A�·gentina de Electricidad, corrohoi-ado por el ampliatorio 
de fs. 90 y en cuanto a la cremación ele las basuras, la efectividad 
del hecho he podido constatarlo en la inspección ocltlar que he, 
realizado. Por su parte, la J\1funicipaliclad no ha traído prueba al­
guna de que la iluminación que la compañía del Pasaje General 
Güemcs realiée en el mismo. sea ampliatoria de la c¡ne ella pres­
ta, ni que con motivo ele la construcción ele es� edificio, haya 
ampliado la iluminación ele la calle Florida o ele la calle San fvlar­
tín, ya que el alumbrado en ambas arterias es el mismo en la 
cuadra en que se e�ncuentran los frent�s del edificio y que si de­
lante ele la entrada del pasaje sobre Florida, existe una lámpara 
de 1. 500 bujías y sobre la de San lvlartín una de 1. (X)(), es por­
que corresponde la galería al centro ele la manzana, en cuyo· lu­
gar es donde se ubican comúnmente los focos de las calles pú­
blicas (ver plano de fs. 113). 

Pero de todo ello ¿ habrá de concluirse que no existiendo 
alumbrado público en el pasaje y no siendo necesaria la elimina­
ción de las basuras, que la :Municipalidad debe eximir del im­
puesto ele alumbrado, barrido y litvpieza a dicho inmueble? 
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Advierto que la sociedad actora no lo pretende así y que tal 
supuesto sería inaceptable, porque como ya lo he sentado en nli 
pronunciamiento eti los autos: "Soc. Buenos Aires Town contra 
la l\Iunicipálídacl'-', el que se dejen de usar total o parcialn1ente 
los servicios, no puede dar base a los particulares para que pre­
tendan eximirse del pago, porque el hecho de que éstos efectúen 
por sí mi�mo� los sei:vicios que la autoridad comunal debe pres­
tarles, no enerva el derecho ele ésta para cobrarlos, ya que de no 
ser así, faltaría la regularidad tan indispensable en materia im­
positiva y porque la falta de interés del contribuyente en recibir 
el servicio, no puede prevalecer sobre el interés público que sir­
ve la Th1nnicipalidad al prestarlos. En el caso de autos, ·110 se ha 
denÍostra<lo · que la demandada se hal1ase imposibilitada ·para 
prestar esos servicios y si no retira ·más que cenizas en lugar de 
l�Js residuos corrientes, no es p'orque no tenga su persoúal y ele­
mentos destinados al efecto, sino. porque la actora por su como­
didad no los usa. 

En este' orden ele ideas, lo que corresponde ento11ces, es exa­
minar si realmente los $ 42. 000 que cobra por afio ·la comuna 
por tales servicios, pasa del límite prudencial que permite la jus­
ta retribución. 

Observo qu'e aun en la sentencia del c�?ctor de Vedia y j\'fi­
tre. en que tanto se ampara la l\1unicipalidad, no ohstant� que pu­
diera presumirse una tencl�ncia en el Juez a considerar al grava­
men como un impuesto más bien que una tasa, dicho magistrado 
no desconoc·e que lo sea, cuando entrando a considerar el proce­
dinúento implantado por la ordenanza discutida, que gradúa el 
impuesto teniendo en vista el valor locativo atribuído a los in-
11mebles, añade que lo estima justo y equitativo, por lo que se 
decide por su legalidad. Ahora bien, en e� caso de autos, ¿ puede 
decirse que sea justo y equitativo cobrar$ 42.000 en 1923 por 
los mismos �e1yicios que en 1921 se pagaron $ 33,000 y en 1915 
$ 10,000? 
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Conceptúo que la elevación realmente exorbitante está de­
mostrando que la última cifra sobrepasa los límites ele lo tolera­
ble y que ya entra el gravainen a funcionar no como una tasa 
retrihutiva, sino como un impuesto. 

No se me ?Cttlta que el, presupqesto municip�l ha ido am­
pliándose a tal punto, que los 40 millones de 1918, se han eleva­
do a 68. 900 en 1928; pero aun así, considero que la cantidad es 
siempre tan alta, que 110 existe la equivalencia que exige la equi­
dad del caso. 

Es cierto que el aumento del gravamen que señalo, se al­
canza con el nuevo régimen establecido a partir de la mudanza 
en el criterio que debió efectuarse a raíz de los pronunciamien­
tos ele la justicia en el primer caso Díaz Vélez contra lWunicipa­
lidad, sustituyéndose el de la anterior que se fundara sbbre el 
valor de la tierra por el del valor locativo atribuído a las pro­
piedades según el padrón de 1918 y de acuerdo a la escala del 
art. 6'. Cierto es también que la actora no objeta el criterio im­
positivo sino su resultado, pero 110 conceptúo que esta circuns­
tancia sea bastante para desechar de plano la clemancla, porque 
va sí;1 decirlo que 110 es menester referirse a la ilegalidad del 
procedimiento si la ilegalidad del resultado es lo que se ataCa. 
toda vez. que éste deriva de aquél. Por lo demás, observo qnc 
no existe ninguna disposición en la ley orgánica, q'ue indique 
a 1a :;\funícipalidad el modo con que debe establecer sus gravá­
menes y siendo ello así, no juzgo que pueda argumentarse por 
el hecho ele que la Excma. Cámara Civil 21

', confirmare el pro­
nunciamiento del doctor de \.T edia y l\1itre y que el impuesto en 
él, se cobrara de acuerdo al cánon del valor locativo, para co,n­
duir que este fallo que se dictó con la declaración bien expresa 
en 1;) y 2'1 Instancia ele que el demandante había descuidado 
las reglas de la prueba que le imponían justificar sus afirma­
ciones_. pueda considerarse como la prueba de la intangibilidad 
ele la ordenanza y que aun en el caso de sancionar tp1a exorbi­
tancia para el supuesto de autos, deba en este caso soportarlo 
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la actora, encuadrándose su situación en aquella teoría ele Von 
Ihering, del fin no querido por la ley. 

Co1110 antes lo expreso, el fundamento de la ilegalidad que 
se ataca en el caso, finca en que habiendo elevado la l\.Iunicipa­
lidad el cobro del servicio a un punto en que ya sobrepasa la re­
tribución del mismo, con ello se ha" venido a establecer un v<.:r­
dadero impuesto, siendo así que no hallándose facultado en la 
ley 4058, correspondería el im¡)lantarlo al Congreso. 

Juzgo que asiste derecho a la actora para atacar de ilega­
lidad al cánon fijado por la comuna. La cfrcunstancia ele q·ue 
b ley orgánica califique de impuesto al que nos ocupa, no le 
quita comO antes lo expreso, el carácter de una tasa retributiva. 
Ahora bien, cuanto sobrepase ele. la retribución, aun con la la­
titml amplia con que antes. lo entendiera, debe considerarse im­
puesto y es indudable que .]a :i\titmicipalicJ.acl no se halla atüori­
za(fo. para imponer contribuciones, porque es ello facultad que 
corresponde exclusivamente al Congreso (art. 67, inciso 29:) 1

• 

IV. La parte actora observa además de la ilegalidad, el que
el gravamen resulta repugnante a la Constitución, porque viola 
los preceptos ele los arts. 4'', 16 y 67 inciso z�, Al 1wimero por­
que dicho texto se refiere a las contribuciones que equitativa y 
proporcionalmente a la población imponga el Congreso; al se­
gumlo, porque la igmlkiacl es la base del impuesto y de. las ca1·­
ga') pública·s y al tercei-o, porque fija como norma al Congreso, 
que las contribuciones directas se establezcan proporcionalmen­
te iguales en todo el territoi·io ele la Nación. 

Una jurisprudencin reiterada ele la Suprema Corte, ,,ha es­
tablecido cuál es el concepto con que debe entenderse .. c:l cri­
terio de igualdad en materia impositiva, resolviendo que no se 
vulnera, cuando en situaciones idénticas se aplica el mismo cri­
terio

., 
en forma que ella se establezca por igual en las distin­

tas categorías que puedan contemplar las leyes impositivas. 
En este punto no considero que asista derecho a. la adora 

para pedir la inconstitudonalidad a base ele que no se aplique la 
reg1a a que vengo refiriéndome. La ordenanza impugnada esta w 
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la actora, encuadrandose su situacion en aquella teoria de Von 
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los preceptos de los arts. 4°, 16 y 67 inciso 2", Al primero por- 

que dicho texto se refiere a las contribuciones que equitativa y 

proporcionalmente a la poblacién imponga el Congreso; al se- 

eunde, perque Ja igualdad es la base del impuesto y de. las car- > 
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que las contribuciones directas se establezcan proporcionalmen- 
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hlece un regnnen con distintas categorías y a todas ellas aplica 
normas iguales, El hecho ele que el inmueble de Gath y Cha ves, 
situado en frente, no obstante su mayor extensión, abone pe­
sos 25. 000 al año, por concepto de impuesto a la propiedad y 
$ 10. 800 por 'el correspondiente al negocio, a pesar de que sea 
mucho más ex.tenso el frente de este innmeble, como es notorio, 
no puede dar hase a la impngnación en este punto, ya que el prin­
cipio que la ordenanza tie1w en cuenta (prescindiendo de que su 
resultado para.el ele autos sea o no legal), es el valor locativo y 
es evidente q11e el edificio del Pasaje Güemes, con mayor inver­
sión de capital, traducido en la altttra del mismo y sus comodida­
des locatiyas, representa la posibilidad ele réditos mucho mayores 
que los que pueda dar el edificio del frente o el de la casa Ha­
rrods, ya que a esos ejemplos se ha referido la actora. En cuanto 
<'. la equidad y proporcionalidad, conceptúo que puede la actora 
in\'ocar el desconocimiento ele estas normas. 

Lo que antes consignara al ocuparme de la ilegalidad, de-
1.m1e:-trc.1. que al llnponcr. la comtm:cl un gravamen tan excesiva­
mente desproporcionado con el servicio, no ha res.petado la pro­
porcionalidad ni la eétniclad, q11e sabiamente los constituyentes
quisie1:on establecer como bases inclispensablcs para el régimen
ele las ccntrilmcionc-3, El fin de nuestra organización no pudo
ser otro ·que d bien público y este concepto al traducirse en las
distintas reglas que a los impuestos se refieren, imponiendo el
criterio ele la ·equidad, la proporcionalidad y la igualdad, no ha
hecho más que exteriorizar e11 cada caso, aquel anhelo tan ge­
neroso que ya consignara su preámbulo

) 
cuando indica _entre los

objetos de la Constitución del Congreso Constituyente, el pro­
mover el bienestar. general. Considero pues, que bajo este as­
pecto, también es atacable el cobro que la lVIunicipalidad ha ve­
nido efectuando a partir de 1923 y así lo declaro.

Poi· estos fundamentos y principios legales citados, fallo 
esta causa: haciendo lugar a la demanda y condenando a la 
l\.Itmicipalidacl de la Capital a devolver a la sociedad Pasaje 
General Güernes, las sumas percibidas a partir de 1923 hasta 
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el semestre abonado de 1928, a razón de cuarenta y dos mil pe­
sos anuales por conceptuarla ilegal e inconstitucional. Con cos­
tas, regu1.ando el honorario del d(?ctor Ovejero en cinco mil pesos 
moneda nacional y en mil quinientos pesos de la misma moneda 
el del sefior Cehallos_. � Gastón Fcdr.1:ico Toblit -- � -\nte mí: 
Enwsto G. Rom.

ACUERDO DE L\ CAl\IARA 2',l DE APELACIÓN EÑ LO CIVIL 

En Buenos Aires. Capital de la República Argentina. a 
veinticuatro ele Abril- ·de mil novecientos treinta y uno, reuni­
dos los señores Vocales de la Excma. Cámara 211 de .. Apelacio­
nes en lo Civil en su Sala de /\.cuerdos, para conocer del re­
curso interpuesto en los autos caratulados: "Sociedad .-\nóni-
111� "Galería Güemes'' contra la lV[nnicipali<la<l, sobre repetición 
de pesos"; respecto ele la sentencia de fs. 109, el Tribunal plan-
teó 1a· siguiente cuestión: 

¿ Es arreglada a derecho la sentencia a pelada? 
Practicado el sorteo resultó que la votación debía tener 

lugar en el orden sigtti(�nte: señores V ocales, doctores l .agos, 
Salva t. Tezanos Pinto y Barraquero. 

El señor Vocal doctor Lagos, dijo: 
La presente acción tiene por finali�lad recuperar las canti­

dade�; pagadas bajo el imperio de las ordenanzas municipales vi­
gente para l9s años de 1921. 1922. 1923, 1924, 1925. 1926. 1927. 
1928, 1929 y 1930. 

Se alega que siendo tan exagerada la tontrihución no es ya 
!;:,. retribución de un servicio sino un impue�to para lo cual no 
estaría facultada la comuna y luego su inconstitucionalidad. la 
que derivaría ele la carencia de potestad para dictar ordenan­
zas impositivas y ele su falta de equidad, igualdad y propor­
cionaliclacl. 

Desde luego, la comuna puede imponer contribuciones para 
hacer frente a los servicios ele aluni.brado, limpieza y barrido. 
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Creo que sobre este punto no cabe discusión- ,desde que su con­
cesión es expresa. 1Ie remito sobre este particular a lo que ten­
go manifestado en la causa "Pérez Julio c. JVIunicipaliclacl de 
la Capital'', cuya sentencia se encuentra en "Gaceta del Foro'' 
del 26 de Marzo de 1926. 

La ley que acuerda esta facultad a la autoridad municipal 
no le indica ninguna pauta a seguff. Es un asunto delegado a 
su buen juicio y discreción. 

Acerca de las condiciones que revestirán estas contribu­
ciones he recordado que serán razonables, es decir, que deben 
guardar relación con el servicio recibido. Es ya axiomático la 
interdicción de establecer tarifas que excedan los límites ele lo 
racional. 

Se trata ele un beneficio común al que cada uno tiene de­
recho bajo razonables condiciones. 

La atribución municipal a este respecto debe ejercitarse 
con justicia para que las contribuciones del público sean razo­
nables. En este orden de consideraciones juzgo apoyado en los 
principios que informan esta clase de asuntos, que el derecho 
de los particulares no se encuentra limitado por los contratos, 
arreglos o concesiones de la autoridad pública si las· prestaciones 
exigidas al público son desproporcionadas y que en estos su­
puestos los consumidores están facultados para impugnarlos por 
las vías legales. Dillón, t. 3, parág. 1318; Capital Oty v. Dcs­
moincs, 72 Fed. Rep. 829; Wagner v. Rock, 146 Ill, 139; Gri­
fin v. Water Co. 122, N. Car. 206. 

l\ü1chos sün los faCtores que concurren a la determina­
ción de lo que es razonable. El asunto es de suyo complejo. Ca­
da situación se resuelve por sus propias modalidades. No se 
podría extraer ele uná deci�ión una regla ele aplicación general. 
Por esto la jurisprudencia americana resuelve que cada caso se 
decide por sus peculiares circunstancias (Dillón

_. 
''l\'Iunicipal 

Corporation", par 1330; Covington v. Sa,;dfor, 134, U. S. 568; 
Broonswich v. l\Jaine, 99, l\:[e, 371). 
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Son dos intereses en cierto modo diversos y en gran par­
té opuestos; e] ele la ·comtma o empresas conceswn�nas y el de 
!ns consumidores.

Una tarifa razonable para una <le. las partes, podría no ser 
para la otra. El público tiene indiscutibles derechos a razona­
bles tasas, pero no hay que olvidar que las compañías los tienen 
igualmente para exigir justas compensaciones. 

Un maestro en este linaje de asuntos expone: ';los prmci­
pios prevalentes pueden sumarse así, de un lado el derechu de 
las compañías a �percibir justos ingresos basados en el valor 
de sus propiedades al tiempo que se las utiliza para el_ púhlicu 
teniendo en cuenta el costo de mantenimiento y depreciación y 
los gastos corrientes de administración; de otro lado el derecho 
del público el cual no está obligado a pagar más de lo que ,·ale 
el servicio", \i\Tigman, "Puhlic Services''. 

Es oportuno recordar aquí las apreciaciones del J ustice 
Harlan en uno ele los tantos interesantes casos en que se deba­
tió el derecho del público y el de las corporaciones: "No b, ad­
misible que la compañía haya jamás supuesto que adquiere o se 
entendió por concedido el derecho de explotar el servicio púh!ico 
en su beneficio único y sin consideración ele los derecho:- del 
público. Pero es igualmente cierto que las compaííías tienen 
derechos que no pueden ser deséonocidos por la autoridad públi­
ca con detrimento de las garantías fundamentales ele protección 
a la propiedad''. Smith Y. Ames 424

1 
U. s.·L. ed. 849. 

Estos conceptos se repiten en el caso "San Diego Larn\'' 
en que se discute la razonabilidad de una tarifa para S(Tv1c1u 
de agua establecida por el "Board of Supervisurs de Natimla1 
City'' -- Estado de California - /{Es evidente que el poder de 
reglamentar la propiedad no puede ejercitarse arbitrariamente 
sin referirlo a lo que es justo y razonable tanto para el público 
co111(1 para 'las compañías, ¡'mes el Estado no está facultado por 
ninguna de ·sus agenl·ias, legislativa, ejecutiva o judicial para 
negar al dueño de la propiedad justas compensaciones. Lo que 
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la compama puede reclamar en orden a tener una recta cum­
pensación es una apropiada u'tiliclad sobre el justo valor de la 
propiedad al tiempo que se la aplica en beneficio ele la comuni­
tlad", San Diego v. National City, 43, U. S. (L. ed.) 1155. 

No es legal dictar reg·lamentaciones que no sean razona­
bles para el público y para el que presta el servicio, sea de la 
clase que fuere. Chicago v. lVIinncsotta, 134, U. S. 418: San 
Diego v. National City, 174, U. S. 739. 

En este orden de apreciaciones la Suprema Corte .t\meri­
cana ha declarado muchas veces qlle una compensación es razo­
nable cuando es justa para ambas partes. Smith v. Ame:- 42, 
U. S. (L. ed.) 849; Cooting v. Godanl, 46, U. S. (L. ed.) 92. 

En principio los derechos que fija la autoridad pública se 
presumen razonables. :i\ifiniapolis v. :iVIinnesotta, 46, U. S. (L. 
ed.) 115; Chicago v. Tarnpkins, 44, U. S. (L. ed.) 417. Esto 
es así no porque las tarifas estén revestidas, de cierta santidad 
sino porque. a ellas les t.ohija la presunción de legalidad que 
arrojan los actos del. poder público. Pensilvania v. Philadcl­
phia, IS. L. R. A (N. _S.) 108.

De acuerdo con esta regla, el que sostiene que una tasa uo 
es razonab'.e tiene sobre sí el peso ele su prueha. J:-1:11 este sen­
tido se ha pronunciado uniformen1ente el 'fribunal más alto de 
Justicia de los Estados Unidos. :i.\rfinniapolis v. i\iiinnesotta. 46. 
U. S. (L. ed.J 1151: Chicago v. Tarnpkins. 44. ü. S. (L. ed.) 
47: Exparte Yonng, 52. U. S. (L. ed.) 52. 

Cuando la invalidez reside en cuestiones ele hecho, la inva­
lidez ele éstos debe ser probada a satisfacción del Tribunal. 
Knoxville v. Knoxville \1Vatcr Company, 53, U. S. (L. ed.) 378. 

En el caso Chicago v. \Velman - se ventilaba una tarifa 
de: ferrocarriles -·- se dijo: "que _en tanto la Corte no fuera in­
formada suficientemente rt'specto de la falta ele razonabilidad de 
la�; tarifas correspondía mantener el estatuto, con lu que :-(:' 
afirmó el principio de que el peso de prueba incumbe a los que 
sostienen la ilegalidad del tributo'' 143, U. S. 339. 
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las tarifas correspondia mantener el estatuto, con lo que sé 

afirmé el principio de que el peso de prueba incumbe a los que 
sostienen la ilegalidad del tributo” 143, U.S. 339.
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No basta alegar entonces que una escala de derechos es 
exorbitante para pronunciar su ilegalidad. La demostración a 
este respecto debe ser concluyente. Es necesario justificar r1ue 
l;:i. compensación exigida ultrapasa los límites ele lo racional, que 
siendo tan exagerada y desproporcionada con el servicio que rec!­
be el contribuyente se ha convertido en una extorsión. 

La justicia no puede proceder en estos asuntos sino a hase 
d� hechos constatados, de pruebas directas del costo de la obra 
pública y de los gastos que a la comuna l'e imponen su explotación 
y mantenimiento en buen estado de conservación para que el ser­
vicio sea eficiente como lo exigen las necesidades públicas. 

Sobre este particular o sea lo que atañe a los hechos que 
corresponde probar, antecedentes que es necesario Suministrar 
al Tribunal para demostrar el conculcamiento del principio ele 
compensación debo traer a título informativo algunas decisio­
nts americanas de un valor didáctico indiscutible por la minu­
ciosidad y criterio justo con que fueron· tratadas ·las diversas 
cuestiones. En "Smith (:ase", que a menudo se cita como un 
antecedente digno de ser considerado, la Corte hizo las siguien­
tes declaraciones : "las bases de todo cálculo con respecto a la 
razonabi!idad deben ser el justo valor de la propiedad utiliza­
da para comodidad y provecho del público. Para establecer ese 
valor, el costo original de construcción, el monto aplicado en 
mejoras permanentes, el valor corri,ente de las acciones y bo­
nos, el valor actual comparado con el costo originario

., 
la pro­

bable capacidad productiva de la propiedad y lo necesario para 
la explotación, toc}o ello ha de tenerse en cuenta, Las compa­
ñías tienen derecho a reclamar un justo provecho sobre el va­
lor d_e lo que ellas emplean en beneficio del público. Por otro la­
do el público puede reclamar que no se le exija por el servicio 
sino lo que razonablemente vale'"., Smith v. Ames, 42 U. S. 
(L. e<l.) 110. 

Corresponde examinar con esC.rupulosidad las cuestiones en 
que se discute la ilegalidad de las ordenanzas. Juzgo que sólo 
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procede esta declaración cuando es manifiesta la conculcación 
de las reglas y pnnc1p1os a que debe someterse toda contrilm­
ción o tasa. Basta considerar para justificar este criterio el des­
tino que reciben las contribuciones exigidas a los propietarios. 
Ellas están afectadas a atcnci_ones impostergables como lo ::son 
para toda sociedad civiiizada los servicios públicos ele limpieza 
y alumhrado. 

Por lo que hace al ;'sub lite" corresponde observar que los 
aumentos experimentados por el tributo constituyen desde lue­
go un antecederite de información q\te deberá entrar en la apre­
ciación de conjunto, pero como se comprende ello por sí �olo 
no demuestra la violación del "principio ele compensación" q uc 
como ha dicho tantas veces es norma directriz en este linaje 
ele materias. 

Es pertinente recordar aquí los certeros juicios del Asociate 
Justice Brewer: ;'Naturalmente podría ocurrir que el monto del 
provecho recogido constituyera un antecedente para considerar 
el punto de la razonabilidad de la tasa, pero éste es sólo 1111 factor

y no es el único en definitiva para resolver la cuestión'', Cotting 
v. Goelard, '46, U. S. (L. ecl.) 505.

No se trata en el "suh judice•J de servicios simples que la
administración municipal presta sin mayores exigencias para 
e1 la. Está en juego un vasto organismo que comprende no só­
lo las usinas que proveen de luz .al municipio cuyo capital y 
gastos de.: administración deben pesarse sino también una com­
pleja administración como es la que requiere el servicio de 
limpieza, cuyo vaior corresponde tenerlo en cuenta para poder 
resolver si el tributo es o· no proporcionado a la comodidad 
(1uc reciben los contribuyentes. A mi juicio estos c'.ementn:-; 
de.: información son imprescindibles. Sin ellos los tribuna le:-; no 
están habilitados para dar un fallo justo. 

Como el apelado ha creído encontrar en los informes pasa­
dos por la l\1 unicipalidad con respecto a los derechos pagados 
por algunas casas ele ·'comercio" un buen argumento para sus-
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tener quebrantado el principio de igualdad, considero necesa­
rio insistir sobre algunos conceptos del derecho público ilus­
trando su aplicación con las enseñanzas que nos facilitan los 
grandes juristas y la experiencia extraña. 

El poder del Estado para cHferenciar, selecc'ionar y clasi­
ficar '.os 'objetos rlel impuesto fataltpente reconoce un amplio 
margen <le discreción. Es indudable que las clasificaciones se­
rún razonables pero corresponde advertir que no se conoce nin­
guna exacta. aplicación del principio de razonabilidad. 

En ningtina clasificación se podrá encontrar una completa 
exclusión o inclusión de personas o cosas. Por esto se dice 
qnC:' este concepto no corre parejo con las matemáticas. 

La perfecta ignaldad de tratamiento es una mera, concep­
ciún ideológica. No existe un impuesto ab'solutamentc jusfo. Es­
ta perfección es irrealizable. "Es un bien inobtenible mientras 
la:c: leyes, el gobierno y los hombres sean imperfectos''. Apre­
ciaciones del Justice Sharsvrnod en Green v. Scout, 57, Pa. 433. 

Es sin eluda por e'stas razones que los juristas america­
nos declaran "que todo lo que se puede obtener a este respecto 
es una aproximación". Justice Bigelow en Common \1V calth v. 
Saving Barik, 5, Allen, 428; Cooley "Taxation"; Justicie Red­
fidd en Allcn v. Drew, 44, Vt. 174; Lowen v. Oliver, 8 
Allen, 247.

Si la perfecta igualclacl )' uniformidad - se repite en algtt­
na:,-; decisiones - fuera necesaria, no habría impuesto, pues una 
inclusión completa es impracticable. 

El hecho ele que las casas destinadas a thabitación ., est(m 
sujetas a un derecho y los. ¡¡negocios" a otro distinto no supone 
un desconocimiento del principio de igualdad ele tratamiento. 

El mandato constitucional no impone al Poder Administra­
dor una regla de hiena - "iron rule" --'. como lo recuerda el 
maestro en materia de impuesto. 

El principio constitucional no restringe el c;ernoo 'llonnal 
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del Poder Legislativo. No es· inconstitucional la ley que al apli­
cars.e deja vet· alguna designaldad. Lnisville v. Melton, 218, 
U. S. 36", 54, (L. ed.) 921. 

El concepto de clasificación -- se recuerda en una sentencia 
contiene el ele desigualdad, de manera que va sin deciL· que 

la desigualdad no determina el punto de la constitucionalidad. 
Atkinson v. Mathews, 43, (L. ecl.} U. S . .909. 

"Lá selección repugnante al 1Jrincipio de igualdad es la' arbi­
traria, no meramente posible, sino actual y fraúca". Bachtel ,,:_ 
Wilson, U. S. 51, (L. ed.) 357. 

"La regla de igualdad tole'ra muchas cleSigualclaclesn . :Ma­
goun v. Illinois, U. S., 42, (L. ecl.)1037. 

Los problemas del gobierno son ele. c�rácter práctico y pue­
den justificarse· diferencias ilógicas y anticientíficas. No siem­
pre se discierne lo gue es mejor; el acierto .de una selección pue­
de ser discutida y aún censurada. Los meros errores de criterio 
no están sujetos al ,control judicial. I'datropolis v. Chicago, U. 
S. 57 (L. ce!.) 730.

Según Cooley, la enmienda 14 de la Constitución A(ineríca..: 

•na no impide clasificar ·1a propiedad con fines impositivos es­
tablq:iéndose diferentes tasas según sus clases porque el poder
del Estado a este respecto reconoce Un amplio margen de· apre­
ciación. "Taxation '', capítulo Naturaleza de la Potestad del Es­
tado, tomo I.

Las contribuciones que gravitan sobre el pueblo deben amol­
darse por irúperio ele la ley fundamental a ciertas reglas razona­
bles para 'que ellas se dividan '.con cierta relativa, justicia.) ya que
l.i. perfecta igualdad y proporcionalidad es irrealizable ,como se
recordó por la Suprema Corte de los Estados U nidos en el �aso
Taylor v. Secare!, 92, U. S. 601.

El principio ele igualdad se cumple si las cargas públicas 
recaen impai'cialmente sobre to.das las cosas sujetas �t ellas. Si 
al aplicarse no resulta que unos bienes son inás fuertemente gra-
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del Poder Legislativo. No es: inconstitucional Ja ley que al apli- 
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den justificarse diferencias ilogicas y anticientificas. No siem- 
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del Estado a este respecto reconoce tin amplio margen de apre- 
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bles para que ellas se dividan ‘con cierta relativa justicia, ya que 
la perfecta igualdad y preporcionalidad es irrealizalle como se 
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recaetl imparcialmente sobre todas las cosas sujetas a ellas. Si 

al aplicarse no resulta que unos bienes son mas fuertemente gra-
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vados que otros ele la misma clase no hay por qué consiclt:rar 
infringido el precepto básico . 

• Las altas Cortes <le J ustícia A:mericanas han decidido que
no corresponde la invalidez de una ley salvo que fuera ma11ift'.csta 
su falta de adaptación al mandado constitucional o que su ejecu­
ción es ta.n. ·injusta que evidencia el completo olvido del requeri­
miento constitucional. Chamherlain v. \i\Talter, 10 Fed. 778; 
Dunde v. Couti School, 19. Fed. case, 359; Genet v. Brooklin, 
99, N. Y. 29G. 

Un jurista de notoria autoridad nos dice: "La oportunidad. 
del impuesto, la determinación de las personas o cosas sobre las 
cuales recae, las reglas aplicables para su avalúo y el sistema que 
se adopte para su recolección es una atribución legislativa. La 
legislatura puede detenúinar con libertad qué ocupaciones o gé­
neros de propiedad o clase de personas quedan sujetas al im­
puesto, pero no podría escoger .ele la masa general de bienes o 
del conjunto de ciudadanos señaladas partes de bienes o cletenni­
na<los individuos para someterlos al impuesto. Cuando se esta­
blece un tributo sobre cierta clase ele bienes a de personas la cla­
sificación debe descansar en una base razonable. Esto significa, 
lltte necesariamente existirá alguna razón para que las unidades, 
s�·an ele bienes o ele personas, sean tratadas corno grupos distin­
tos'', \Villoughhy, ''Constitution of the Unites States''. 

El precepto de igual protección no implica que todos, abso­
inta-mcntc todos, ser�n igualmente considerados. El aforismo 
constitucional se cumple y respeta si el amparo comprende a los 
l!Ue se hallan en análogas condiciones. Nada obsta -- si cxi:;te 
un motivo racional -- para que las j)ersonas o las cosas sean agru­
padas en,, categorías y sujetas a especiales obligaciones. Lo lple 
se prohibe es que dentro de la misma clase haya persona� mús 
favorecidas. 

Considero conveniente iterar aquí lo que tengo dicho "in 
eaclem causa", ya que se ventilan los mismos principios. 

El apotegma de igualdad requiere que todas las personas 
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nados individuos para someterlos al impuesto. Cuando se esta- 

hlece un tributo sobre cierta clase de bienes o de personas la cla- 
sificacion debe descansar en una base razonable. Esto signitica, 

que necesariamente existira alguna razdn para que las unidades, 

sean de hienes o de personas, sean tratadas como grupos distin- 
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sean consideradas, del mismo modo en iguales circunstancias tan­
to en los privilegios como en las responsabilidades y cargas que 
se les impongan. _No es admisible constitucionalmente hablando_, 
que a un individuo o clase de individuos se le negara la protec­
ción de que disfrutan otras personas a categorías de personas en 
iguales condiciones con respecto a su vida, 'propiedad y libertad. 

"U na ley - enseña el eminente constitucionalista Cooley -
que �eleccionara individuos de una clase o localidad sujetándolas 
a _reglas peculiares o les impusiera especiales obligaciones de que 
otros de la misma clase o localidad están exentos, no sería cons­
titucional". ''Constitutional Limitations". 

En este orden de apreciaciones se ha resuelto ''que una re­
glamentación es apropiada si comprende todo lo que 11aturaln1e11-
te pertenece a: un orden o clase de personas; que a ningtmo que 
no pertenezca a la misma categoría corresponde que se le in­
cluya, pero los que se hallen en situación análoga a la de los in­
dividuos sometidos a la ley, indistinguible con los miembros de 
hI categoría, deben sujetarse a ella y ser tratados en la misma 
forma que los miembros de la clase", Janes v. Brin, 4, U. S. 
(L. ed.)' 677; Mutual Loan v. Martell, 46, U. S. (L. ed.) 575. 

"Las clasificaciones expuestas a recibir objeciones son aque­
llas que sujetan a los individuos que se dedican al mismo nego­
cio a distintas restricciones o que le reconocen diversos privile­
giqs bajo las mismas circunstancias". Soon v. Crowley 28, U. S. 
(L. ed.) 1145; Minneapolis v. Beckwith, 32, U. T. (L. ed.) 385. 

Estos principios informativos son aplicables en materia de 
atribuciones municipales. Toda ordenanza que establezca dife­
rencias entre los de la misma clase es ilegal. :i\1c Quillin ';:Mu­
nicipal corporation)) ; Dillón, "1'vlunicipal Ordinances''; Ipocane 
v. Mack, vVáshington, 322; First Bank v. Sorlls, 129, Ind. 201;
Simball v. Covington, 90, Ky. 444.

Las leyes que reglamentan laS personas o cosas como una 
categoría y no las personas o cosas dentro de- la• misma catego-
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sean consideradas: del mismo modo en iguales circunstancias tan- 
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dividuos sometidos a la ley, indistinguible con los miembros de 
la categoria, deben sujetarse a ella y ser tratados en la misma 
forma que los miembros de la clase’, Jones v. Brin, 4, U. S. 

(L. ed.) 677; Mutual Loan v. Martell, 46, U.S. (L. ed.) 575. 

“Las clasificaciones expuestas a recibir objeciones son aque- 
llas que sujetan a los individuos que se dedican al mismo nego- 
cio a distintas restricciones o que le reconocen diversos privile- 
gios bajo las mismas circunstancias’”’. Soon v. Crowley 28, U. 5. 

(L. ed.) 1145; Minneapolis v. Beckwith, 32, U. T. (L. ed.) 385. 

Estos principios informativos son aplicables en materia de 

atribuciones municipales. Toda ordenanza que establezca dife- 
rencias entre los de la misma clase es ilegal. Mc Quillin “Mu- 
nicipal corporation”; Dillén, “Municipal Ordinances”; Ipocane 
y. Mack, Washington, 322; First Bank v. Sortls, 129, Ind. 201; 

Simball v. Covington, 90, Ky. 444. 

Las leyes que reglamentan las personas o cosas como una 

categoria y no las personas o cosas dentro de la: misma catego-
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ría ::;cm comúnmente mantenidas. State v. Bishop, 128, l\1i5:nuri
) 

373; Saint Louis v. \Veber, 44, 1Vlisouri, 547.

Es un principio aceptado que corresponde sostener la vali­
dez <le tina ley que se aplica igualmente a todos los sujetos de 
la clase reglamentada, Hick v. Hochins, 30, U. S. (L. ecl.) 220; 
Randolf v. Hood, 49, N, Y. 85, 

Son oportunos aquí los juicios del gran J nstice :Marshall 
que rezan así: ¡¡El saber si una ley es nula por rep11gna;1te· a la 
Constitución, es siempre 1111 asunto muy delicado que rara vez 
- '

1seklon in ever'' - se resolverá afirmativ,uüente si hubiera 
chHla. La oposición entre lo dispuesto por ia· Constitución y la 
ley discutida debe ser tal que inspire al Juez la convicción pro­
f umla de ·que existe incompatilJiliclad entre ellas", Fletcher 1v. 
Peck, 6, Cranch, 87; Cooley, (/Constitutional Limit�ítions'', cap. 7'1 

Es el mismo concepto del Chicf J ustice Bishop "la ley debe 
mantenerse• a menos que su inconstitucionalidacl sea evidente". 

El J ustice \Váshington da la razón de esta regla interpretati­
v::i. aplicada en numerosas decisiones - "in his vcrbis'' -. ''es 
por el merecido respeto debido a la sabiduría, integridad y pa­
triotismo del cuerpo legislativo que corresponde presnmir la 
validez del acto hasta tanto no se pruebe fuera de toda razonable 
eluda su violación a la Constituciónn Ogclen v. Sauhert, 12, \Vhe­
ton, 213, Cooley, obra citada, cap. J'!.

Tienen su valor ilustrativo las apreciaciones ele Cooley ar� 
mónicas con las anteriores: ;'la tarea de declarar nn acto incon­
sistente es delicada y debe hacerse con cautela, pues se trata de 
rever el acto ele un poder coordinado. Es serio declarar que el 
conjunto de personas a quienes el pueblo delegó la soberana atri­
bución ele dictar leyes. ha prescindido ele las limitaciones qtte a 
su autoridad se impusieron, usurpando poder·es que el ¡mehlo 
cuidadosamente retuvo", Op. cit., cap. 7'·'. 

Estas son las mismas proposiciones que siempre sustentó d 
eminentísimo .Marshall "living voice", de la Constitución Ameri-
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ria son conninmente mantenidas. State v. Bishop, 128, Misauri, 

373; Saint Louis v. Weber, 44, Misouri, 547, 

Es un principio aceptado que corresponde sostener la vali- 

dez de una ley que se aplica igualmente a todos los sujetos de 
la clase reglamentada. Hick v. Hochins, 30, U. S. (L. ed.) 220; 

Randolf v. Hood, 49, N. Y. 85. 

Son oportunos aqui los juicios del gran Justice Marshall 

que rezan asi: “El saber si una ley es nula por repugnante-a a 

Constitucién, es siempre un asunto muy deticado que rara vez 

— “seldon in ever” — se resolvera afirmativamiente si hubiera 
duda. La oposicién entre lo dispuesto por la Constitucion y Ia 
ley discutida dehe ser tal que inspire al Juez la conviccion pro- 

funda de que existe incompatibilidad entre ellas”, Fletcher .v. 

Peck, 6, Cranch, 87: Cooley, “Constitutional Limitations”, cap. 7° 

fs el mismo concepto del Chief Justice Bishop ‘la ley debe 
mantenerse-a menos que st inconstitucionalidad sea evidenie”. 

Et Justice Washington da la razén de esta regla interpretati- 
va aplicada en numerosas decisiones — “in his verbis" —, “es 

por el merecido respeto debido a la sabiduria, integridad y pa- 

triotismo del cuerpo legislativo que corresponde presumir fa 

validez del acto hasta tanto no se pruebe fuera de toda razonable 

duda su violacién a Ja Constituctén” Ogden v. Saubert, 12, Whe- 

ton, 213, Cooley, obra citada, cap. 7°. 

Tienen su valor ilustrativo las apreciaciones de Cooley ar- 
monicas con las anteriores: “la tarea de declarar un acto incon- 

sistente es delicada y dehe hacerse cen cautela, pues se trata de 

rever el acto de un poder coordinado. Es serio declarar que el 

conjunto de personas a quienes el pueblo delegd Ja soberana atri- 

bucioén de dictar leyes, ha prescindido de las limitaciones que a 
su autoridad se impusieron, usurpando poderes que el pueblo 

cuidadosamente retuvo", Op. cit., cap. 7°. 

Estas son las mismas proposiciones que siempre sustent6 el 
eminentisimo Marshall “living voice’, de la Constitucién Ameri-
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cana durante 34 años: "Es preciso que exista una palpable des­
viación del principio de igualdad en el impuesto o que sea noto.1·io 
que las personas o los bienes se afectan a tributos en .beneficio 
de otros o para propósitos en los que ellos no tienen interés y 
que por lo tanto no están legalmente obligados a contribuir''. 
Este pronunciamiento corresponde en el caso en que de plano -
''at first blush" - existe un apoderamiento dé la propiedad sin 
compensación algnna, en que es evidente que el tributo se impuso 
sin consideración al i111:erés individual en los objetos perseguidos. 

En el "sub judice'' no cotTesponcle tachar la ordenanza por 
defectos de_ uniformidad, pues· se aplica por ig ual a lodos los pro­
pietarios según el valor locativo ele las fintas sujetas al' tributo. 
No sería lo mismo si se escogieran determinados individuos ele 
la das.e reglamentada sujetándolos a graYámenes de que estún 
exentos los c\emús de la misma categotía. 

La Suprema Corte Americana ha expres,ado reiteradas ye­
ces "el mero hecho de que una ley hiciéra una clasificación y se 
aplicara a ciertas personas y no a otras no afecta su validez si to­
das las personas que están sujetas a ella son tratadas por igual" ,. 

H.ichmons v. Ric.hmons, 25, U. S. (L. ecl.) 734; ·\iVest v. Ho­
glancl, 29, U. S. (L. ed.) 229; \i\íaleston v. Nevin, 32, U. S. 
(L. ecl.) 544; Janes v. Brin, 41, U. S. (L. ed.) 677. 

En síntesis, estimo que la apreciación de estas cuestiones 
clehe hacerse con suma cautela y circunspección, con un sentido 
justo ele la propia responsabilidad y del respeto debido al poder 
legislador. 

l�or estas razones, lo que tengo manifestado en casos análo­
gos y no habiéndose suministrado las pruebas cie las que debie­
ron resultar adveradas las proposiciones de la demanda, voto 
por la negativa, sin costas a los vencidos dada la índole del 
asunto. 

El señor Vocal doctor Salvat, dijo: 
· I. El impuesto o tasa g·eneral, bajo cuya designación se co­

noce el de alumbrado, banido o limpieza, lo encontramos en las 

DE JUSTICIA DE LA NACION 441 

cana durante 34 aiios: “Es preciso que exista una palpable des- 

viacion del principio de igualdad en el impuesto 0 que sea notorio 

que las personas o los bienes se afectan a tributos en .beneficio 

de otros o para propdsitos en los que ellos no tienen interés y 

que por lo tanto no estan fegalmente obligados a contribuir’’. 
Este pronunciamiento corresponde en ef caso en que de plano — 
“at first blush” — existe un apoderamiento dé la propiedad sin 

compensacion alguna, en que es evidente que el tributo se impuso 

sin consideracién al interés individual en Jos objetos perseguidos. 

En el “sub judice” no corresponde tachar Ja ordenanza por 

defectos de. uniformidad, pues se aplica por igual a todos los pro- 

pietarios segim el valor focativo de las fincas sujetas al tributo. 
No seria lo mismo si se escogieran determinados individuos de 
la clase reglamentada sujetandolos a gravamenes de que estan 

exentos los demas de la misma categoria. 

La Suprema Corte Americana ha expresado reiteradas ve- 

ces “el mero hecho de que una ley hiciera una clasificacion y se 

aplicara a ciertas personas y no a otras no afecta su validez si to- 

das las personas que estan sujetas a ella son tratadas por igua!”, 
Richmons v. Richmons, 25, U, S. (L. ed.) 734; West v. Ho- 

gland, 29, U.S. (L. ed.} 229; Waleston v. Nevin, 32, U. S. 

(1. ed.) 544; Jones v. Brin, 44, U. S. (1. ed.) 677. 

In sintesis, estimo que la apreciacién de estas cuestiones 
dehe hacerse con stuma cautela y circunspeccién, con un sentido 
justo de la propia responsabilidad y del respeto debido al poder 
legislador. 

Por estas razones, lo que tengo manifestado en casos analo- 
gos y no habiéndose suministrado las pruebas de las que dehie- 
ron resultar adveradas las proposiciones de ia demanda, voto 
por la negativa, sin costas a los vencidos dada la indole del 
asunto. 

El sefior Vocal doctor Salvat, dijo: 

‘I. El impuesto o tasa general, bajo cuya designacién se co- 

noce el de alumbrado, barrido o limpieza, lo encontramos en fas
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ordenanzas municipales de esta Capital, en cuanto concierne a la 
forma o bases de cálculo para su imposición, en tres formas di� 
ferentes: primera, hasta 1922 se tomaba como base la renta o 
valor atribuído a las propiedades o negocios en los respectivos 
padrones; segunda, en la ordenanza para el afio 1923 se estable­
ció q't1e el impuesto. o tasa se calcularía sobre el valor atribuído 
a la tierra; tercer·a, desde 1924 en ad,elant½, se establece de acuer­
do con el valor locativo atribuído a las propiedades, IVIe remito 
al texto de las respectivas ordenanzas ami.ales, las cuales he con­
sultado y considero innecesario citar o transcribir en detalle. 

Ahora bien : en la ordenanza para. el año 1922, al lado de la 
regla general, se consagraba una regla especial para los irnnuc­
bJes cuya extensión lil;re excedía del doble de la parte edificada, 
disponiéndose que ellos serían tasados en su valor y pagarían 
el impuesto ele acuerdo con la escala ( art. 8\l ). Esta disposición 
dió lugar al célebre caso Díaz Vélez c. la 1\llunicipalidad, resuelto 
por este Tribunal con fecha 10 de Octubre de 192.l ("Jurisp. 
Argentina", tomo 11, página 777), en el cual, dejando a un lado 
la disidencia relativa a la necesidad de la protesta como con<li­
ci.ón ele: la repetición, todos los magistrados que entonces inter­
vinimos coincidimos en que en la. forma en que el artículo citado 
lo consagraba, el impuesto o tasa de alumbrado, barrido o lim­
picz2 era inconstitucional,. porqne en el fondo, lo que se ,estable­
cía era una verdadera contribución directa disfrazada, lo cual 
no entraba en las facultades ele la_ f\.1nnicipalidad. El Tribunal 
distinguió con toda claridad que en la ordenanza de ese año 
(1922), en el artícnlo 20 del impuesto se calculaba sobre la ren­
ta, en tanto que-en el artículo 8 1

' lo era sobre el valor ele la tierra, 
como por mi parte lo expuse ampliamelite en el voto emitido en 
esa oportunidad. 

En el caso </sub juclice", están en controversia las ordenan­
za�: sancionadas desde 1924 en adelante, en las cuales el impues­
to se determina tomando como base el valor locativo. Estas pa­
labras significan 1a renta que las fincas producen y en consecuen­
cia, me basta dar por reproducidos los fundamentos expuestos 
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ordenanzas municipales de esta Capital, em cuanto concierne a la 

forma o bases de calculo para su imposicién, en tres formas di- 

ferentes: primera, hasta 1922 se tomaba como hbase la renta o 

valor atribuido a las propiedades o negocios en los respectivos 

padrones; segunda, en la ordenanza para el afio 1923 se estable- 

cid que el impuesto.o tasa se calcularia sobre el valor atribuido 
a la tierra; tercera, desde 1924 en adelante, se establece de acuer- 

do con el valor locativo atribuido a las propiedades. Me remito 

al texto de las respectivas ordenanzas antiales, las cuales he con- 

sultado y considero innecesario citar o transcribir en detalle. 

Ahora bien: en la ordenanza para el afio 1922, al lado de la 

regla general, se consagraba una regla especial para los inmuc- 

bles cuya extension libre excedia def doble de la parte edificada, 
disponiéndose que ellos serian tasados en su valor y pagarian 

el impuesto de acuerdo con fa escala (art. 8°). Esta disposicion 

dié lugar al célebre caso Diaz Vélez c. la Municipalidad, resuelto 
por este Tribunal con fecha 10 de Octubre de 1923 (“Jurisp. 
Argentina”, tomo 11, pagina 777), en el cual, dejando a un lado 
la disidencia relativa a la necesidad de la protesta come condi- 

cion de la repeticion, todos los magistrados que entonces inter- 

vinimos coincidimos en que en la. forma en que el articulo citado 

lo consagraba, el impuesto o tasa de alumbrado, barrido o lim- 

pieza era inconstitucional, porque en el fondo, lo que se estabie- 

cla era una verdadera contribucion directa disfrazada. lo cual 

no entraba en las facultades de la Municipalidad. El Tribunal 
distinguid con toda claridad que en fa ordenanza de ese afio 

(1922), en el articttlo 20 del impuesto se calculaba sobre la ren- 

ta, en tanto que-en el artictlo 8" lo era sebre el valor de la tierra, 

como por mi parte lo expuse ampliamente en el voto emitido en 

esa oportunidad. 

En el caso “sub judice”’, estan en controversia las ordenan- 

zas. sancionadas desde 1924 en adelante, en las cuales e) impues- 
to se determina tomando como base el valor locativo, Estas pa- 
labras significan la renta que las fincas producen y en consecuen- 

cia, me basta dar por reproducidos los fundamentos expuestos
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en el: fallo antes recordado sobre la naturaleza, origen legal y 
caracteres del impuesto o tasa de la referencia, para dejar esta­
hl_ocido. en mi concepto, que considerada en sí mismo y en tanto 
elln no se Convierta en .una contrihu'ción directa disfrazada, esa 
tas;:,, es perfectamente constitucional y legal. Agregaré aun que 
así lo resolvió- este mismo Tribunal en nn segundo caso prom�­
vído por el mismo Díaz Vélez c. la 1\1unicipalidad, fallado con 
fecha 19 de Agosto de 1927, publicado en "Jurisp. Arg.", to­
mo 25, página 973. 

II. En el caso "sub judice'' se argumenta eSpecialmente
por la parte actora_ y se ha insistido largamente sobre este puÍ1to 
desdt: el origen del juicio, sobre la desproporción entre el costo 
del servicio y el monto de la tasa cobrada. En principio

1 
la� con­

sideraciones emitidas por el señor Vocal doctor Lagos en el fallo 
que acabo ele recordar del 19 <le Agosto de 1927, al cual adherí 
entonces, concordantes con las que el mismo señor Vocal emite 
en el voto que antecede, demuestran acahaclamente que el actor 
hH debido traer a los autos una prueba plena y cQmpléta de esa 
desproporción, cosa que en mi concepto no ha hecho

1 
lo cual ha­

ce imposible el éxito ele su demanda. 

Pero es necesario, sobre este punto, hacer üna aclaración, 
porque la parte actora entenderá quizás que la prueba de la re­
ferencia existe, desde el momento que ella ha,acreditado los s1-
guientes hechos: a), que el. alumbrado de la Galería GH,en1es es 
pagado por la sociedad _demandante (informes ele fs . .82 y 90); 
b )., c1ue las basuras se incineran en hornos especiales del mismo 
edificio (inspección ocular ele fs. 138), de suerte que la lviuni­
cipaliclad se concreta, por medio de su servicio ele barrido y litn­
pieza, a retirar unos cuantos kilos de residuos; c), que ni el alum­
brado de la Galería Güemes, ni eL: barrido y limpieza de la misma, 
exigen de la :Municipalidad servicios especiales (informe ele fs. 
111, 111 vta. y 113). Todo esto lo único que podría probar es 
que la ,lvittnicipa'.lidacl no ha tomado suficientemente en cuenta 
l;:1, situación particular de la actora, a los efectos ele acordarle 
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en el; fallo antes recordado sobre la naturaleza, origen legal y 

caracteres del impuesto o tasa de la referencia, para dejar esta- 
blecide, en mi concepto, que considerada en si mismo y en tanto 

ella no se convierta en .una contribucién directa disfrazada, esa 

tase es perfectamente constitucional y legal. Agregaré aun que 

asi Io resolvid. este mismo Tribunal en un segundo caso promo- 
vide por el mismo Diaz Vélez c. la Municipalidad, fallado con 

fecha 19 de Agosto de 1927, publicado en “‘Jurisp. Arg.”. to- 

mo 25, pagina 973. 

II. En el caso “sub judice’” se argumenta especialmente 
por la parte actora.y se ha insistido largamente sobre este punto 

desde el origen del juicio, sobre la desproporcién entre el costo 

del servicio y el monto de la tasa cobrada. En principio, las con- 

sideraciones emitidas por el sefior Vocal doctor Lagos en ei fallo 
que acabo de recordar del 19 de Agosto de 1927, al cual adheri 
entonces, concordantes con las que el mismo sefior Vocal emite 

en el voto que antecede, demuestran acahadamente que el actor 

ha debido traer a los autos una prueba plena y completa de esa 

desproporcion, cosa que en mi concepto no ha hecho, lo cual ha- 

ce imposible ef éxito de su demanda. 

Pero es necesario, sobre este punto, hacer tina aclaracion, 

porque la parte actora entendera quizas que la prueba de la re- 

ferencia existe, desde el momento que ella ha.acreditado los si- 
guientes hechos: a), que el. alumbrado de la Galeria Gitemes es 

pagado por ta sociedad demandante (informes de fs. 82 y 90); 

lb}. que Jas basuras se incineran en fornos especiales del mismo 

edificio (inspeccion ocular de fs. 138), de suerte que la Muni- 

cipalidad se concreta, por medio de su servicio de barrido y lim- 
pieza, a retirar unos cuantos kilos de residttos; c), que ni el alum- 

brado de la Galeria Giiemes, ni el, barrido y limpieza de la misma, 

exigen de la Municipalidad servicios especiales (informe de fs. 

111, 111 vta. y 113). Todo esto lo unico que podria probar es 
que la Municipalidad no ha tomado suficientemente en cuenta 
la situacién particular de la actora, a los efectos de acordarle
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concesiones especiales, pero con ello no se demuestra que tomado 
en su conjunto el rendimiento del impuesto o tasa general de 
alumbradc, barrido y limpieza, éste se enq1entre en despropor­
ción y sea excesivo con relación al costo total del s'ervicio. Es 
ésto lo que la adora debió demostrar para poder tener éxito en 
su demanda,. p'orque no es posible dejar de considerar que servi� 
cios de esta clase se organizan en la medida y con las· exigencias 
del interés general de la ciudad y no en la medida y con las exi­
gencias del interés particular ele cada propietario : si cada uno de 
éstos pudiese organizar su propio servicio y si la lVIunicipalidad 
debiese tomar en ctienta para cada caso individual la disminución 
del respectivo costo del servicio, ni habría la· posibilidad de un 
cálculo justo del servicio general, ni sería posible lograr una 
buena organizacióit del mismo. 

Se dirá que ello es contrario a la regla de la pr9porc.ión e11-
tfe el costo del servicio prestado y el monto de la tasa_, inherente 
a tocia clase de tasas, como lo he sostenido en los ,votos arriba 
mencionados y en muchos otros. Pero repito : no es la propor­
cionalidad individual ·para cada propietario, la que se considera, 
sinE? la proporción de conjunto entre el costo íntegro del se1;vicio 
y el rendimiento total de la tasa lo que debe tenerse en cuenta' 
Y para calcular este último a los efectos de una distribución equi­
tativa entre los propietarios, la base que se toma y se aplica es 
fa renta o valor locativo de cada finca, porque es lógico pensar, 
como he recordado en diversos votos, que esta renta o valor io­
cativo se calcule, entre otros factores, en consideración a los ser­
vicios públicos de que disfruta. 

Por estos fundamentos y los concorclantes del voto que an­
tecede, doy también el mío en igual sentido·. 

Los señores Vocales doctqres Coronado, Tezanos Pinto y 
Barraquero, se adhirieron a los" votos que precedc.n. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la sig·uientc 
sentencia: Lar;os. � Snlvat. - Coronado. � -Tczano�f Pinto. -
Barraquero. - Ante mí: C. F. Degref.f. 
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concesiones especiales, pero con ello no se demuestra que tomada 

en su conjunto el rendimiento del impuesto o tasa general cde 
alumbrade, barrido y limpieza, éste se encyentre en desproper- 

cién y sea excesivo con relacién al costo total del servicio. Es 
ésto lo que la actora debid demostrar para poder tener éxito en 
su demanda,. porque no es posible dejar de considerar que servi- 

cios de esta clase se organizan en la medida y con las exigencias 
del interés general de la ciudad y no en la medida y con las exi- 
gencias del interés particular de cada propietario: si cada uno de 

éstos ptdiese organizar su propio servicio y si la Municipalidad 

debiese tomar en ctienta para cada caso individual la disminucidn 

del respectivo costo del servicio, ni habria la’ posibilidad de un 

calculo justo del servicio general, ui seria posible lograr una 

buena organizaciési del mismo. 

Se dira que ello es contrario a Ja regla de la preporcién en- 
tre el costo del servicio prestado y el monto de la tasa, inherente 

a toda clase de tasas, como lo he sostenido en los votos arriba 

mencionados y en muchos otros. Pero repito: no es la propar- 
cionalidad individual para cada propietario, la que se considera, 

sino la proporcién de conjunto entre el costo integro del servicio 

y el rendimiento total de la tasa lo que debe tenerse en cuenta’ 

Y para calcular este tiltimo a los efectos de una distribucién equi- 

tativa entre Jos propietarios, la base que se toma y se aplica es 

la renta o valor locativo de cada finca, porque es légico pensar, 
como he recordado en diversos votos, que esta renta o valor fo- 

cativo se calctle, entre otros factores, en consideracién a jos ser- 

vicios pttblicos de que disfruta. 

Por estos fundamentos y los concorcantes del voto que an- 

tecede, doy también ef mio en igual sentido. 

Los seftores Vocales doctores Coronado, Tezanos Pinto y 
3arraquero, se adhirieron a los votos que preceden. 

Con lo que termind el acto, quedando acordada la siguiente 

sentencia: Lagos. —— Salvat. — Coronado. —-Tesanos Pinto. — 

Barraquero, — Ante mi: C. F, Degreff.
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Es copia fiel del acuerClo que obra en las ptl.gí11as 1+3 a 1()1 
del L.ibro 47 ele Acuerdos de la Excma. Cá11lara 21

� de Apela'­
ciones en lo Civil. � C. F. Dcql'cff. 

SENTENCIA 

Buenos Aires, ,Ahril 24 de 1931. 

Y Vistos: 

Por el mérito que ufrece la votación de que instrttp.' el 
acuerdo que precede, se revoca la sentencia apelada, y en conse­
cuencia se rechaza la acción instaurada, debiendo las costas de 
ambas instancias pagai·se en el orden causado. Dev. Rep. los 
stllos. - J. Lagos. -- R. J.W. S�évat. - E. Coru11ado. - ()sur 
de Tc:;a11os Pi11to. - Arqcn!Íno Rarrnq11cro. - Ante mí: C. 
F. Deqrcff.

DICTA).lEN DEL PROCURADOR <;ENERAL 

Buenos Aires, Agosto 6 de 1931. 

Suprema Corte : 

Esta causa ha sido elevada a V. E. con motivo del n:cursn 
extraordinario de apelación interpuesto contra la sentencia dic­
tada por la Excma. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil, 
que rechazó la demanda instaurncla por la Sociedad Anónima 
"Gal_ería General Güemcs" contra la l\1unicipaliclacl_ de la Capital, 
por Clevolución de sumas pagadas en concepto del impuesto de 
alumbrado, barrido y limpieza. 

La S�ciedacl actora considera que la sentencia dictada agra• 
vm sus intereses y haciendo va1er la reserva formulada en el es­
crito de demanda, para el caso de que el pronunciamiento judi­
cial que se dicte le sea adverso, dedujo contra dicha sentencia 
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Es copia fiel del acuerdo que obra en las paginas 143 a 161 
de! Libro 47 de Acuerdos de la Excma. Camara 2° de Apela- 

ciones en lo Civil. — C. F. Degreff. 

SENTENCIA 

Buenos Aires, Abril 24 de 1931. 

Y Vistos: 

Por el mérito que ofrece la votacién de que instrnye el 

acuerdo que precede, se revoca la sentencia apelada, y én conse- 

cnencia se rechaza la accién instaurada, debiendo las costas de 

ambas mstancias pagarse en el orden causado. Dev. Rep. fos 

sellos. — J. Lagos. -~ Rh. M. Salvat. — E. Corenado. — Césur 
de Tesanos Pinto. — Argentino Barraguero, — Ante mi: C. 
F. Degreff. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 6 de 1981. 

Suprema Corte: 

Esta causa ha sido elevada a V. E. con motivo del recurso 

extraordinario de apelacién interpuesto contra la sentencia dic- 

tada por la Exema. Camara Segunda de Apelaciones en lo Civil, 

que rechazé la demanda instanrada por la Sociedad Anonima 

“Galeria General Giiemes” contra la Municipalidad de la Capital, 
por devolucién de sumas pagadas en concepto <del impuesto de 
alumbrado, harrido y limpieza. 

La Sociedad actora considera que la sentencia dictada agra- 
via suis intereses y haciendo valer la reserva formulada en el es- 

erito de demanda, para ef caso de que el pronunciamiento judi- 

cial que se dicte le sea adverso, dedujo contra dicha senteucia
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el recurso para ante esta Corte Suprema que acuerdan los arts. 
14 de la ley N'' 48 y 6'• de la ley N' 4055. 

Lo expuesto en el escrito de fs. 245 en apoyo del recurso 
extraordinario no es bastante para fundarlo, por haberse omi­
tick- cumplir con el requisito exigido por el art. 15 de la ley N'1 

48, según el cual, cuando se entable apelación en los casos que 
autiJriza el art. 14 de la misma ley, deberá deducirse la queja 
dt tal modo que su fundamento aparezca de los autos y tenga 
nn;:1

• relación directa e inmediata a fas cuestiones de validez de 
lo�-. artículos de la Constitución. leyes, tratados o comisiones cu 
disputa. El recurrente no ha llenado esta formalidad, limitándo­
se ;,_ interponer apelación contra la sentencia que agravia sus in­
tere�es, como si se ttatara ele un recurso ordinario para ante un 
trihunal·de alzada.-Este no es el carácter ele la jurisdicción de 
apelación ele V. E. con arreglo a las disposiciones legales cita­
da::. y- a la aplicación que de ellas ha hecho invariablemente esta 
Corte Suprema sosteniendo que es indispcnsahle fundar la pro­
cedencic1, del recurso extraordinario· e indicar cuál es el clerechb

1 

privilegio o exención fundado en una cláusula constitucional o 
legal. que ha siclo vulnerado por la sentencia recurrida, de ma­
nera que la facultad de revisar los fallos de los trilmnales supe­
riores. se ejerza dentro del poder que le está deferido para man­
tener el imperio ele la Coi1stitución y ele las leyes que dicta e! 
Cnngreso, que son la ley suprema de la Nación. 

En el caso de autos era indispensable la demostración de la 
procedencia del recurso extraordinario, pues ella no surge de la 
controversia sostenida en primera y segunda instancia. T �a de­
manda entablada persigue la d,evolución del impuesto de alum­
brado, barrido y limpieza abonado a' partir del año 192.3, alegan­
do que se trata de .una contribución inconstitucional, no sólo por­
que al crearla la tdunicipalidad ha ejercido una fttnci�n que in­
cmnbe al Congreso, sino porque en s11 aplicación se violan los 
principios de equidad, igualdad y proporcinalidacl que los arts. 
4., 16 y 67

) 
inciso 2" de la Constitución establecen como condi­

ción indispensable de todo sistema impositivo. La impugnación 
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el recurso para ante esta Corte Suprema que acuerdan los arts. 

14 de la ley N* 48 y 6° de fa ley N° 4055. 

Lo expuesto en el escrito de fs. 245 en apoyo del recursy 

extraordinario no es bastante para fundarlo, por haberse oni- 

tide cumplir con el requisito exigido por el art. 15 de la ley N° 
48, segtin el cual, cuando se éntable apelacién en los casos que 

autoriza el art. 14 de la misma ley, debera deducirse la queja 

de tal modo que su fundamento aparezea de los autos y tenga 

una. relacién directa e inmediata a Jas cuestiones de validez de 

los articulos de la Constitucion, leyes, tratados o comisiones cn 

disputa. El recurrente no ha lenado esta formalidad, fimitando- 

s¢ 2 interponer apelacién contra la sentencia que agravia sus in- 
tereses, como si se tratara de un recurso ordinario para ante un 
tribunal-de alzada.-Este no es el caracter de la jurisdiccion de 

apelacion de V. E. con arreglo a las disposiciones legales cita- 

das ya ta aplicacion que de ellas ha hecho invariablemente esta 

Corte Suprema sosteniendo que es indispensable fundar la pro- 
cedencia del recurso extraordinario e indicar cual es el derecho, 

privilegio o exencién fundado en una clausula constitucional o 

legal, que ha sido vulnerado por la sentencia recurrida, de ma- 

nera que la facultad de revisar los fallos de los tribunales supe- 

riores. se ejerza dentro del poder que le esta deferido para man- 
tener el imperio de Ja Constitucién y de las leyes que dicta el 

Cengreso, que son Ja ley suprema de la Nacion. 

En el caso de autos era indispensable la demostracién de la 

procedencia del recurso extraordinario, pues ella no surge de la 

controversia sostenida en primera y segunda instancia. La de- 

manda entablada persigue la devolucion del impuesto de alum- 
brado, barrido y limpieza abonado a partir del afio 1923, alegan- 

do que se trata de una contribucion inconstitucional, no sdlo por- 
que al crearla fa Municipalidad ha ejercido una funcién que in- 

cumbe al Congreso, sino porque en su aplicacién se violan los 
principios de equidad, igualdad y proporeinalidad que Ios arts. 

4, 16 y 67, inciso 2? de Ja Constitucién establecen como condi- 

cién indispensable de todo sistema impositivo. La impugnacion
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que se formula contra el impuesto exigido a la sociedad actura. 
st dirige en realidad contra la exorbitancia que representa dicho 
impuesto y la invocación que se hace de diversos preceptos cons­
titucionales se vincula con la aplicacióli que ha hecho la 1'1unici­
palidad de las facultades que les. está acordadas, pues no se le 
niega atribución para establecer imr)uestos sino para hacerlos 
llegar a las cantidades que se mencionan y, de la misma manera, 
la argumentación tendiente a demosh:ar la falta de igualdad y 
proporcionalidad., atañe al monto del impuesto. Estas ohj ecio­
nes han sido refutadas por la demandada sosteniendo que la tasa 

� del impuesto se fija: de acuerdo con la ordenanza respectiva, cnn 
arreglo al valor locativo de la propie(�ad, y el cual es fijado por 
la lviunicipali<lad y puesto en conocimiento rle los interesados, 
quienes pueden interponer 'reclamos sohrc las avaluaciones que 
se practiquen, lo que no se ha hecho en el caso de autos, por lo 
que la sociedad adora carece ele derecho para impugnar un im­
puesto que es el resultado de una avaluación -que ella misma ha 
consentido. La sentencia recurrida llega a la conclusión de que 
no se han traído -a los autos pruebas suficientes para demostrar 
la exorbitancia que se in,voca en la demanda, por lo que nn se 
hace lugar a ésta. 

Planteada la controversia en estos términos, no hay propia­
mente en esta causa una cuestión de orden constitucional que 
esté a1 alcance de V. E. desde que no puede serlo la apreciación 
de los hechos que han servido de hase a la l\1Iunicipalidad para 
fijar el valor locativo dc1 inmueble de la sociedad actora. ni el 
examen ele las pruebas traídas a los autos, para demostrar que 
no existe equivalencia entre la contribución que la IVIunicipali­
dad exige y el servicio que presta, por tratarse de puntos aje­
nos a la jurisdicción de apelación de V. E. 

Debo agregar que no es fundada la invocación del art. l (í 
ele la-: Constitución para sostener que el impuesto que se cobra .a 
la Sociedad actora, vulnera el principio de igualdad que sanc.iona 
dicho artículo, lo que se deriva de otros edificios de igual o ma­
yor superficie que el de la mencionada sociedad actora ahonan 
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que se formula contra el impuesto exigido a la sociedad actora. 

se dirige en realidad contra ta exorbitancia que representa clicho 
impuesto y la invocacién que se hace de diversos preceptos cons- 

titucionales se vincula con la aplicacién que ha hecho la Munici- 

palidad de las facultades que les, esta acordadas, pues no se le 

niega atribucién para establecer impuestos sino para hacerlos 

llegar a las cantidades que se mencionan y, de la misma manera, 
Ja argumentacién tendiente a demostrar la falta de igualdad y 

proporcionalidad, atafie al monto del impuesto. Estas objecio- 
_hes han sido refutadas por la demandada sosteniendo que la tasa 
det impuesto se fija, de acuerdo con Ja ordenanza respectiva, con 

arreglo al valor locativo de la propiedad, y el cual es fijade por 
Ja Municipalidad y puesto en conocimiento de los interesados, 

qienes pueden interponer reclamos sobre Jas avaluaciones que 

sé practiquen, lo que no se ha hecho en e} caso de autos, por lo 

que la sociedad actora carece de derecho para impugnar wn in- 

puesto que es el resultado de una avaluacion ‘que ella misma ha 

consentido. La sentencia recurrida llega a la conelusién de que 

no se han traido a los autos pruebas suficientes para demostrar 

la exorbitancia que se invoca en la demanda, por lo que nn se 

hace lugar a ésta. 

Planteada la controversia en estos términos, no hay praupia- 
mente en esta causa una cuestion de orden constitucional que 

esté al alcance de V. E. desde que no puede serlo la apreciacién 

de los hechos que han servido de base a ta Municipalidad para 

fijar el valor locativo de! inmueble de la sociedad actora. ni el 

examen de las pruebas traidas a los atitos, para demostrar que 

no existe equivalencia entre la contribucién que la Municipali- 

dad exige y el servicio que presta, por tratarse de puntos aje- 

nos a Ja jurisdiccién de apelacién de V. E. 

Bebo agregar que no es fundada la invocacién del art. 16 

de la: Constitucion para sostener que el impuesto que se cobra a 

la Sociedad actora, vulnera el principio de igualdad que sanciona 
dicho articulo, lo que se deriva de otros edificios de igual o ma- 

yor superficie que el de la menctonada sociedad actora abonan
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mEnor impuestc>
¡ 

desde que no se ha -comprobado qtte la cletermi-
11ación del valor locativo ele unos y otros edificios, que es la ha­
se: que se adopta para fijar el motUo del impuesto, se halle en 
contni. ele las reglas de apreciación de ese valor. Como ha dicho 
V. E. la doctrina y la jurisprudencia reconocen que la igualdad
ah:-;nlut� es imposible. y es bastante para satisfacer la exigencia
con:-titucioi1al que los impuestos estén sujetos a ciertos princi­
pio:-; emergentes ele la cxtens•ión del poder para crearlos y �iue
se cump'e, entre otros requisitos, el ele clistrihuirlos �on justicia.
(Fallos: Tomo 115, pág. 11: Tomo 137, pág. 212).

En mérito de lo expuesto, creo que no corresponde que V. E. 
entre a conocer en el recurso deducido. 

Floracio R. Larretá. 

FALLO DE L,\ CORTE SlíPRE \1.-\ 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1931. 

Y Vistos: 

El presente recurso extraordinario deducido por el actor c11 

d expediente caratulado ''Sociedad Anónima "Galería Gener.:11 
Güemes'' contra la r.iümicipaliclad ele Buenos ,'\ires"

_. 
por repe­

tición_: y 

Considerando ; 

Que la demanda ele devolución de lo pagaslo a la l\!Iunicipa-_ 
lidacl de Buenos ;\ires en concepto ele alumbrado, harriclo y litn­
pieza se furnia: a), en que bajo la denominación ele retribución 
de servicios se ha establecido un verdadero impuesto exorbitan­
te, inadmisible y más considerable que el ele Contribución �te­
rritorial, impuesto _que implica el ejeréicio ele facultades que co­
rresponden al Congreso de la Nación; b), en que aun admitien­
do por hipótesis que la comuna hubiera podido establecerlo, vio-
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menor impuesto, desde que no se ha-comprobado que la determi- 

nacion del valor locativo de tmos y otros edificios, que es la ba- 
sc que se adopta para fijar el morito del impuesto, se halle en 
contra de las reglas de apreciacién de ese valor. Como ha dicho 
V. E. la doctrina y la jurisprudencia reconocen que la igualdad 

absolute es imposible, y es bastante para satisfacer la exigencia 
constituctonal que los impuestos estén sujetos a ciertos princi- 

plos emergentes de la extensidn del poder para crearlos y que 

se cump'e, entre otros requisitos, el de distribuirlos con justicia. 

(Fullos: Tomo 115, pag. 11; Tomo 137, pag. 212). 

Eu mérito de lo expuesto, creo que no corresponde que V. E. 

entre a conocer en el recurso deducido. 

Horacio R. Larreta, 

¥YALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1931. 

Y¥ Vistos ; 

El presente recurso extraordinario deducido por el actor en 

cl expediente caratulado ‘Sociedad Anénima “Galeria General 

Gtiemes” contra la Municipalidad de Buenos Aires, por repe- 
ticién: y 

Considerando: 

Que la demanda de devolucién de lo pagado a la Municipa- 

lidad de Buenos Aires en concepto de alumbrado, barrido y lim- 
pieza se funda: a), en que bajo la denominacién de retribucién 

de servicios se ha establecido un verdadero impuesto exorbitan- 
te, inadmisible y mds considerable que el de Contribucién ‘Te- 
rritorial, inmypuesto que implica el ejercicio de facultades que co- 

rresponden al Congreso de fa Nacién; b), en que atin admitien- 

do por hipotesis que la comuna hubiera podido establecerlo, vio-
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laríc. en su aplicación lus principios de equidad, igualdad y pro­
porcionalidad que los arts. 4, 16 y 67, inciso 2Q de la Constitu­
ción establecen como con<lición indispensable de todo �istema im­
positivo, 

Que la sentencia ele la Cámara 21
' de Apelaciones en lo Ci­

vil de la Capital ha revocado la <le l 1J- Instancia declarando· que 
l;:1• sociedad actora no obstante haber insistido desde el principio 
del juicio sobre la falta de proporción entre el costo del servicio 
y e1 monto de la tasa cobrada, no ha traído a los autos la prueba 
plenc, ·y comp!eta ele aquella desproporción, lo cual hace imposi­
ble el progreso ele su demanda. Y puntualizando tal omisión, 
agrega, el mismo pronunciamiento, que "nn es la proporcionali­
dad individual para cada propietario la que se considera sino la 
proporción de conjunto entre el costo íntegro del servicio y el 
rendimiento total de la tasa, lo que debe tenerse en cuenta·''. 

Que siendo la Ley Orgánica 1viunicipal de carácter local y 
hallándose organizada la de esta Capital en lo judicial como ttn 
gobierno propio e independiente con jurisdicción amplia en todo 
lo que es de régimen local, su interpretación y ap'.icación corres­
ponde a los tribunales de ese orden sin que puedan motivar el 
recurso extraordinario para ante esta Corte Suprema en tanto 
no haya siclo impugnada como violatoria de la Constitución Na­
cio1nl. (Fallos: Tomo 48, pág. 71; Tomo 56, pág-. 312; Tomo 
LN. pál(. 91,. 

Que es cierto, como queda expresado, que el recurrente ha 
invocado en esta causa los arts. 4, 16 y 67 inciso 2'1 de la Cons­
titución Nacional pero las ga1·antías o principios en ellos asegu­
rados no lo han sido por sí mismos, sino en concepto de que la 
violación constitucional nace de la exorbitancia o excesivo monto 
de las contt·ibuciones cobradas. O, en otros términos, la aplica­
bilidad al caso de los preceptos constitucionales en que el recu­
rrente: funda la invalidez del cobro, no tienen como antecedent<.' 
directo las prescripciones ele la Ordenanza l\tlunicipal ·con arreglu 
;:i, la cual se le ha exigido el pago del impuesto de alumbrado, 
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laria en su aplicacién los principios de equidad, igualdad y pro- 

porcionalidad que los arts. 4, 16 y 67, inciso 2° de la Constitu- 
cién establecen como condicién indispensable de todo sistema im- 
positive. 

Que la sentencia de la Camara 2" de Apelaciones en lo Ci- 

vil de la Capital ha revocado la de 1* Instancia declarando ‘que 
ta sociedad actora no obstante haber insistido desde el principio 
del juicio sobre la falta de proporcién entre el costo del servicio 

y e! mento de la tasa cobrada, no ha traido a los autos la prueba 
plena y compteta de aquella desproporcién, lo cual hace imposi- 

ble el progreso de su demanda. Y puntualizando tal omision, 
agrega, el mismo pronunciamiento, que “no es la proporcionali- 

dad individual para cada propictario la que se considera sino Ja 

proporciédn de conjunto entre el costo integro del servicio y el 

rendimiento total de la tasa, lo que dehe tenerse en cuenta’. 

Que siendo la Ley Organica Municipal de caracter local y 

hallandose organizada la de esta Capital en lo judicial como un 
gobierno propio e independiente con jurisdiccién amplia en todo 
lo que es de régimen local, su interpretacién y apticacién corres- 
ponde a fos tribunales de ese orden sin que puedan motivar el 

recurso extraordinario para ante esta Corte Suprema en tanto 

no haya sido impugnada como violatoria de la Constitucién Na- 

cial. (Fallos: Tomo 48, pag. 71; Tomo 56, pag. 312; Tomo 

130) pag. 91). 

Que es cierto, como queda expresado, que el recurrente ha 

invacado en esta causa los arts. 4, 16 y G7 inciso 2’ de la Cons- 

titucién Nacional pero las garantias o principios en ellos asegu- 
rados no lo tian sido por si mismos, sino en concepto de que la 

violacién censtitucional nace de la exorbitancia o excesivo monto 
de las contribuciones cobradas. O, en otros términos, la aplica- 

bilidad al caso de las preceptos constitucionales en que el recu- 
rrente funda la invalidez del cobro, no tienen como antecedente 

directo las prescripciones cde la Ordenanza Municipal ‘con arregiv 

a ta cual se le ha exigido el pago del impuesto de alumbrado,
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barrido y limpieza sino en cuanto <le su interpretación se llega 
a. cantidades de gran exageración en ·su importe. El" propio re­
currente lo declara a fs. 147 expresando lo siguiente: "hago notar
que mi manda11tc no aduce que las Ordenanzas Iviunicipales res­
pectivas sean en general contrarias a la ley sino que así resulta
de su aplicación en el caso especi�l 'som�tido a la decisión judicial
en el que el procedimiento de graduar el impuesto teniendo en
vista el valor locativo atribuído al inmueble llevaría a sancionar
un gravamen monstruoso y absurdo".

Que tal manifestación y la declaración formulada por la 
Cámara "a-qua" respecto de la legalidad del impuesto fundada 
Lll el hecho de no haberse demostrado su exorbitancia ni la falta 
de proporcionalidad entre lo pagado en concepto de aquél y la 
importancia del servicio edilicio, punto de hecho sobre cuya com­
probación previa se ha basado la argumentación de inconstitu­
cionalidad desarrollada por ]a actora, excluyen todo pronuncia­
miento ele esta Corte en el recurso extraordinario, acerca de la 
invocación de los arts. 4 y 67, inciso 2" ele la Carta Fundamental, 
y así se declara (arts. 14 y 15 de la ley N' 48). 

Que respecto de la garantía de igualdad en materia imposi­
tiva consagrado por la última parte del art. 16 de 1a Constitu­
ciún y cuyo desconocimiento en el caso se hace derivar de la cir­
cunstancia de que otros edificios en la misma s�cción dentro de 
!;:\ cual se encuentra ubicado el Pasaje Güemes y de mayores di­
mensiones abonan un tributo menor, no constituye por sí solo 
un antecedente susceptible de comprometer e1 citado principio. 
Este. en efecto, no �e propone sancionar en materia impositiva 
un sistema determinado en una reg:a férrea por la cual todos los 
habitantes o propietarios del Estado deban contribuir con una 
cuot<� igual al sostenimiento del Gobierno, sino, solamente, esta­
blecer, como lo ha dicho repetidamente esta Corte, que en con­
diciones análogas se impongan gravámenes iguales a los cont-ri­
lmyentes. (Fallos: Tomo 147, pág. 402 y los allí citados). 

(hw, por consiguiente, la norma constitucional citada no ex-
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barrido y limpieza sino en cuanto de su interpretacién se llega 
a.cantidades de gran exageracién en ‘su importe. El propio re- 
currente lo declara a fs. 147 expresando lo siguiente: “hago notar 
que mi mandatite no aduce que las Ordenanzas Municipales res- 

pectivas sean en general contrarias a la ley sino que asi resulta 
de su aplicacion en el caso especial ‘sometido a la decision judicial 

en el que el procedimiento de graduar el impuesto teniendo en 
vista el valor locativo atribuido al inmueble llevaria a sancionar 
un gravamen monstruoso y absurdo”. 

Que tal manifestacién y la declaracién formulada por fa 

Camara “a-quo™ respecto de fa legalidad del impuesto fundada 
tn el hecho de no haberse demostrado su exorbitancia ni la falta 

de proporcionalidad entre lo pagado en concepto de aquél y la 
importancia del servicio edilicio, punto de hecho sobre ctya com- 
probacion previa se ha basado la argumentacién de inconstitu- 

cionalidad desarrollada por Ja actora, excluyen todo pronuncia- 

miento de esta Corte en el rectirso extraordinario, acerca de la 

invocacién de los arts. 4 y 67, inciso 2’ de la Carta Fundamental, 

y asi se declara (arts. 14 y 15 de la ley N* 48). 

Que respecto de la garantia de igualdad en materia imposi- 

tiva consagrado por la ultima parte del art. 16 de la Constitu- 
cidn y cuyo desconocimiento en el caso se hace derivar de la cir- 
cunstancia de que otros edificies en la misma seccién dentro de 

la cual se encuentra ubicado el Pasaje Giiemes y de mayores di- 

mensiones abonan un tributo menor, no constituye por si solo 
un antecedente susceptible de comprometer el citado principio. 

Este. en efecto, no se propone sancionar en materia impositiva 

unt sistema determinado en una regia férrea por la cual todos los 

hahitantes o proptetarios del Estado deban contribuir con tna 

cuote igual at sostenimienta del Gobierno, sino, solamente, esta~ 

hlecer, como lo ha dicho repetidamente esta Corte, que en con- 

diciones analogas se impongan gravamenes iguales a los contri- 

Inyentes. (Fallos: Tomo 147, pag. 402 y los alli citados). 

Ouc, por consiguiente, la norma constitucional citada no ex-
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cluye la facultad de la :Municipalidad para establecer grupos o 
distinciones o formar categorías ele contribuyentes siempre que 
tales c�asificaciones no revistan el cai·ácter de arbitrarias o estén 
inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad entre deter­
minadas clases o personas. En el caso ele at1tos la desigualdad 
que se hace valer entre lo pagado por el Pasaje Güetnes y los 
otros edificios que se toman como término ele comparación puede 
responder y responde sin duda a las particularidades de la clasi­
ficación adoptada desde que se reconoce que el monto del gra­
vamen tiene como punto de partida uniforme en el mecanismo 
ele la Ordenanza impugnada el valor locativo ele los edificios ú 
propiedades sujetas a aquél

1 
fijado por las autoridades mtmici­

pales con conocimiento de los interesados. 

Que la posibilidad ele que el tributo impugnado, como lo ha 
dicho esta Corte en un caso similar, envuelva un error econú­
mico, o conspire contra edificaciones que constituyen por su im­
portancia y valor estético un verdadero progreso de ornato pa­
ra el municipio, no constituye un óbice constitucional. Tal"es 
cuestiones que atañen solamente a la conveniencia o a la j nsticia 
del tributo son <le la competencia <le! poder encargado de su 
sanción, hallándose suhorclinaclas a su discreción y acierto. ( Fa­
llo citado) . 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General. se confirma la sentencia apelada en 
12 parte que ha podido ser materia del recurso, 

Notifíquese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juz­
gado de origen. 

J. FrcuEROA ALcoRTA. - RoBERT(j 

Iü.:PETTO, - ANTONIO SAGARNA.­

JULIAN V. PERA. 
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elecidentes del trabajo. (Véase indemnizacion). 

Cumpetencia, - El extranjero demandado, que ha.aceptado en 

el juicio principal ta jurisdiccién ordinaria, no puede invocar 

en su favor el fuero federal, en un accidente de aquél. Pa- 
gma 104. 

Cunpetencia, (Véase jurisdicctén origmaria de la Corte Suprenc) 

Competencia. - Fes juez competente pata conocer en .un pleito 
en que se efercitan acciones personales, con preferencia al 

del domicilio del demandado, el del lugar convenido. explici- 

ta 9 implicitamente por Jas partes para el cumplimiento del 

contrato, cualesquiera que sean fas prestaciones que se de- 

manden, principales @ accesorias. (Fallos: Lomo 125, pa- 
gina 206; tomo 136, pag. 403; tomo 137, pags. 378 y 412; 
tome 148, pags. 25 v 58; tomo 149, pags. 133 y 316; tomo 

159, pag. 172). Pagina 252. 
Competencia, — Es juez competente para conocer en una causa 

por defraudacién, el del lugar en que los heclios incrimi- 
nados se han producido.. Pagina 282. 

Competeucia. —— Es juez competente para conocer en una causa



466 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

por defraudación, el del lugar en que los hechos incriminados 
se han producido. Púgina 291 . 

Co111/1etc11cia.. - No es necesario el previo .juicio polític(J para 
la iniciación de un prüceso por cl¡;litos c,onmnes de que se 
inculpa a un ex lviinistro del Poder Ejecutivo, siendo por lo 
tanto en el caso competente el Juez Federal de la Capital. 
Página 409. 

Contestación a la. dcmawla.. - La manifestación del' representan­
h.:' del demandado,. de que por carecer de información cierta 
sobre los hechos y autenticidad de firmas invocados, se abs­
tiene de afirmarlos o negarlos, subordinándolos a la prueba, 
es inadmisible, y de acuerdo con las prescripciones de los 
artículos 85 y 86 de la ley número 50 debe estimarse tal' 
contestación como una confesión de los hechos en que se fun­
da la demanda, cnanclo éstos se ajustan a la documentación 
oficial invocada o acompañada por el actor, (Tomo 155, 
pág. 194), Página 127. 

Corrección disciplinm{Ía. - Acusando la instancia del sumario, 
deficiencias -elementales por parte del Juez instructor, insu­
ficiencias que el Tribunal ha comprobado en otra oportuni­
dad, debe reiterársele la sanción disciplinaria. Púgina 63. 

Costas. (En juicio de expropiación'.).� L.os honorarios del abo­
gado y procurador del expropiado, no son a cargo del\ ex­
propiantc .- Página 10. 

Cnmplim.i�nto de contrato. - No es admisible la observación for­
mulada por la demandada en un caso de incumplimiento de 
contrato, de que nd se ha acompañado a lós autos el contra­
to de licitación y la prueba de. su cmnplimicnlo, s1 de los' 
mismos resulta que aquélla suscribió el contrato y recibió 
los efectos licitados. Página 6. 

Cumpffmic11to dr contrato. - Justificado en un caso, que el con­
cesionario era poblador del territorio desde cuatro o cinco 
años antes de la concesión; que comenzó a explotar en for­
ma pl'rsonal la tierra, en la que residía; que los capitales in­
troducidos por él en el campo, cubren los exigidos por la ley; 
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por defraudacion, el del lugar en que los hechos incriminados 
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Competencia, — No es necesario el previo juicio politico para 

la iniciacién de un proceso por delitos comumes de que se 

inculpa a un ex Ministro del Poder [jecutivo, siende por lo 
tanto en el caso competente el Juez Federal ce la Capital. 

Pagina 409. 
Contestacién @ la demanda. — La manifestacién del representan- 

te del demandado, de que por carecer de informacion cierta 
sobre los hechos y autenticidad de firmas invocados, se alhs- 
tiene de afirmarlos o negarlos, subordinandolos a la prueba, 

es inadmisibic, y de acuerdo con las prescripciones de jos 

articulos 85 y 86 de Ja ley numero 50 debe estimarse taf 
contestaci6n como una confesidn de los hechos en que se fun- 

da la demanda, cuando éstos se ajustan a la documentacién 

oficial invocada o acompafiada por el actor. (Tomo 155, 
pag. 194). Pagina 127, 

Correccion disciplinaria, --- Acusando la instancia del sutmario, 

deficiencias elementales por parte del Juez instructor, insu- 
ficiencias que el Tribunal ha comprobado en otra oportuni- 

dad, debe reiterarsele la sancion disciplinaria. Pagina 63. 
Costas, (En juicio de expropiaciém). — Ios honorarios del abo- 

gado y procurador del expropiado, no son a cargo dell ex- 

propiante. Pagina 10. 

Cuntplimiento de contrato, — No es admisible la observacion for- 

mulada por Ja demandada en un caso de incumplimiento de 

contrato, de qtte nd se ha acompaiiado a los autos el contra- 
to de licitacién y la prueba de su cumplimiento, si de los! 
mismos resulta que aqueélla suscribid el contrato y recibid 

los efectos licitados. Pagina 6. 

Crunplimiento de contrata. — Justificado en un caso, que el con- 

cesionario era poblador del territorio desde cuatro o cinco 

afios antes de la concesién; que comenzd a explotar en for- 

ma personal Ja tierra, en la que residia; que los capitales in- 

troducidos por é} en el campo, cubren los exigidos por la fey:
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que falleció en Europa antes de vencer el contrato por acc1-
- dente de guerra, y que el derecho invocado por la actora,
su madre y única heredera, emana del que aquél adquirió,
correspond� transmitirle sus <l'erechos. Página 264.

D 

Defraudación adua.,1.cra. - No justificado que el saldo faltante 
de mercaderías introducidas libres de derechos condicional­
mente, se perdiera por roturas o inutilizaciones, y no ha­
biéndose probado tampoco que aquéllas se vendieran al mar­
gen del artículo 13 del decreto reglamentario de la ley nú­
mero 11.281, procede calificar el hecho sólo de contraven­
ción aduanera, por no astunir los caracteres del contrabando 
o de la defraudación de aquel carácter.

La falta de presentación del balance anual a que alude 
el artículo 15 del decreto reglamentario ele la ley númt:ro 
11. 281, no está penada como infracción aduanera, pero e!.
pedido de despacho de importación con pago de derechos,
que importa la rectificación de un balance presentado an­
teriormente, efectuado antes de que el contenido de éste se
hubiera principiado a vierificar, está previsto en los artículos
934 y 981 de las Ordenanzas de Aduana y penado con do­
bles derechos, aplicables c·onforme al artículo 14 del de­
creto. Página 191.

E 

Ejecución de sentencia. - No siendo posible 1el cumplimiento de 
la sentencia que condena a la entrega de un inmueble, co'­

rresponde aprobar la tasación realizada, a los fines del pro­
cedimiento indicado por el artículo 556 del Código de Pro­
cedimientos Civiles ele la Capital. Página 183. 

Embargo de fondos púMícos prYJvh,ciaJes (su hnprocedencia). -
Siendo las provincias personas jurídicas de existencia nece­
saria (artículo 23 del Código Civil), no puede trabárseles su 
desenvolvimiento político y económico, con un embargo de 
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dente de guerra, y que el derecho invocado por Ja actora, 
stt madre y ttnica heredera, emana del que aquél adquirid, 

cerresponde transmitirle sus derechos. Pagina 264. 
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Defraudaciou aduanera, — No justificado que el saldo faitante 
de mercaderias introducidas libres de derechos condicional- 
mente, se perdiera por roturas o inutilizaciones, y no ha- 

biéndese probado tampoco que aquellas se vendieran al mar- 
gen del articulo 13 det decreto reglamentario de la ley nu- 

metro 11.281, procede calificar el hecho sé!o de contraven- 

cién aduanera, por no asumir los caracteres del contrabando 

o de la defraudacién de aquel caracter. 

La falta de presentacién del balance anual a que alude 

el articulo {5 del decreto reglamentario de la ley numero 
11.281, no esta penada como infraccién aduanera, pero ct 

pedido de despacho de importacién con pago de derechos, 
que importa la rectificacién de un balance presentado an- 

teriormente, efectuado antes de que el contenido de éste se 
hubiera principiado a verificar, esté previsto en los articulos 

934 y 981 de las Ordenanzas de Aduana y penado con do- 
bles derechos, aplicables conforme al articulo 14 del de- 
creto. Pagina 191. 

E 
Ejecucién de sentencia. — No siendo posible ‘el cumplimiento cle 

la sentencia que condena a la entrega de un inmueble, cot 
rresponde aprobar la tasacién realizada, a los fines del pro- 

cedimiento incdicado por el articulo 556 del Cédigo de Pro- 
cedimientos Civiles de Ja Capital. Pagina 183. 

Embargo de fondos piblicos provinciales (su improcedencia). — 

Siendo las provincias personas juridicas de existdéucia nece- 
saria (articulo 23 del Codigo Civil), no puede trabarseles su 
desenvolvimiento politico y econédmico, con un embargo de
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fondos solicitado por un perito a quien se le rtgularon h(nlri­

' rarios .en una causa en que una de aquéllas era parte. l 1ú­
gina 99. 

l"!.'.rhorlo. ( Sn di!iyc11cia111ic11fo). �- Conteniendo el exhortu di­
rigido por un J ttez de Instrucción, los requisitos exigidos pur 
el artículo 675, inciso P' del Código de Procedimientos y por 
h:1. Acordada de la Corte Suprema del 21 de Febrero ele 1905 
( sello en tinta), debe ser cumplido por el J uc;:.: oficiado. 
Página 258. 

nxpropiación. �· Para fijar el precio del innmehle a expropiar. 
debe tenerse en cuenta en un· caso, ::,;u ubicación privile.�·ütda 
por sn proximidad a un puerto ); lindar con importantes YÍas 
de acceso, su orientación, superficie, valor del relknamient(), 
edificio e instalacionC's, y no las ganancias hipotéticas cal­
culadas. Púgina 10. 

Expropfociá11. - La garantía constitucional que exig,:- la califi­
cación por ley para que haya lngar a la expropiación, no im­
porta h1. obligación del Congreso, de dictar una ley especial 
pare. cada una de las propiedades que sea afectada por la 
ohr�: pública a realizar, pues basta la autorización general 
parn t'Xpropiar q11e haga la ley nacional respectiva. Púgi­
na 46. 

F 
Falta de jurisdicciún (excepción de). - .(\Téasc competencia¡.

H 
Jlo111icidio. - ConYictn y confeso el reo <le haber da<lo mut'l'te 

<l su abuelo inerme en su propia casa, hiriéndolo por la c�­
palcla y requisando lns bolsillos y cinto de la víctima, lo que
p1·ucha ht intenciún del robo; procede confirmar la sentencia
qne lo condenó a veinte all.ós de prisión_, ya que por nn ha­
her apelación acusatoria, no pn<lo aumentarse la pena. Pá­
gina 63,

!lo11orarios tic perito. (Véase embargo de ·fondos públicos pro­
vinciales). 
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E.whorto. (Si diligenctaitiento), —~ Contenienda ¢} exhorto di- 

rigido por un Juez cle Instruccidn, los requisitos exigidos pur 
ct articulo 675, inciso 1° del Codigo de Procedimientos y por 
la Acordada de la Corte Suprema del 21 de Febrero de 1905 

(sello en tinta}, debe ser cumplido por el Juez oficiade. 
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fixvpropiacién, — Para ftjar el precio del inmueble a expropiar. 

debe tenerse en cuenta en un-caso, su ubicacién privilegiada 

por su proximidad a un puerto y lindar con importantes vias 

de acceso, su orientacion, superficie, valor del rellenamiento, 

edificio e instalaciones, y no las ganancias hipotéticas cal- 

culadas. Pagina 10. 

E.wpropiacidn. — La garantia constitucional que exige Ja califi- 

cacién por ley para que haya Ingar a la expropiacion, no im- 
porta Ja obligacién del Congreso, de dictar tna ley especial 
para cada una de las propiedades que sea afectada por la 

obra publica a realizar, pues basta la autorizacién general 
para expropiar que haga la ley nacional respectiva. Pagi- 

na 46. 

Falta de jurisdiccién Cexcepcién de). — {(Véase competencia }. 

Homicidio, — Convietoa y confeso el reo de haber dado muerte 

a sti abuclo inerme en su propia casa. hiriéndolo por la es- 

palda y reqttisanda los bolsillos y cinto de la victima, lo que 

prucha la intencién del roho, procede confirmar Ja sentencia 

que fo condend a veinte afios de prisién, ya que por no ha- 
her apelacién acusatoria, no pudo aumentarse la pena. Pa- 

gina 63, 

flonorarios de perito, (Véase embargo de ‘fondos ptblicos pro- 

vinerales ).
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I 

!nco11stit11cioua.fidad. (La del art. 128 del Dccreto'Reglamentario
ele la ley 4687. - El artículo 128 del' Decreto Reglamenta­
rio ele la ley númern 4687, ,en cuanto exige el depósito Jffe­
vio de la multa impuesta, como recaudo necesario para ocu­
rrir ante el Superior, no importa una restricción inconstitu­
cional a la libre defensa en juicio. Página 363.

! 11conslit 11rio1wlidad de ley. (Ver J,ey N'-' 3915 de la Provincia
de Buenos Aires) .

l 11co11stitucioualidad de ley. (La de la. Provine-in de Jlfcndo:::a X'.'
854

1 
arts. 10 y 11). - Los artículos 10 y 11 de la ley nú­

mero 854 de la Provincia de )dendoza, sobre creación y sos­
tenimiento de la �aja Obrera de Pensiones a la ·vejez e In­
validez, vulneran los principios de igualdad y de uniformi­
dad prescriptos por d artícu�o 16 de la Constitución Xacio­
nal ( sea que se trate ele la prima ele un seguro, sea que se·
trate de un impuesto) . S. C., N. -Fallos: Tomo 157, pá­
gina 359. Página 240.

I11co11stit11cio1ialidad de lry, (,/lrt. 3962 dcli Có¡ligo Ch--'il). --- Si
bien las proyincias tienen la facultad constitucional ele darse
sus propias instituciones locales y por ende para legislar :-,o­
bre procedimientos, C:'llo es sin perjuicio de las dis1;o�icio;1cs
n.·glament;:ú·ias que dicte el Congreso, cuando considere del
caso prescribir formalidades especiales para el ejercicio (k
clttcrminaclos derechos estableci<los en los Códigds funda­
mentales que le irn::mnbe dictar. Así. tratándose de la ad­
quisición de derechos o existencia de obligaciones civiles. el
Código común ha creído de conYet1iencia pública. que.• la
prescripción ¡meda oponerse en cufl,lquier estado ckl juici< 1. 

( Artículo 3962) . Púgina 376.
I11roJ1stitu,cio11alidad de ley. (lmpucsto 111111,icipa/. de alu111brudo,

barrido y !i111Jtic:::_a). -- La norma constitucional, según la
nrnl. la igualdad es la base del im_puesto y de las cargas pú­
blicas. no Cxclt1yc la facultad ele la ?dnnicipalidacl para esta-
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/neoustitucionalidad, (1a del art. 128 del Decreto’ Reglamentario 
de Ja ley 4687. — EI articulo 128 del Decreto Reglamenta- 

rio de la Jey numero 4687, en ctianto exige el depdsito pre- 
vio de la multa impuesta, como recaude necesario para ocu- 

rrir ante el Superior, no importa una restriecién inconstitu- 

cional a la fibre defensa en juicio. Pagina 363, 
Inconstitucionalidad de lev. (Ver ley Ne 3915 de la Provincia 

de Buenos Aires). 
fneonstitucionalidad de ley, (La de la Provincia de Mendosu N* 

854, arts. 10 y 11). — Los articulos 10 y 11 de la ley ni- 

mero 85-t de la Provincia de Mendoza, sobre creacién y sos- 

tenimiento cde la Caja Obrera de Pensiones a la Vejez ¢ In- 

validez, vulneran los principios de igualdad y de uniformi- 

dad preseriptos por ef artictilo 16 de la Constitucién Nacio- 

nal (sea que se trate de la prima de un seguro, sea que se 

trate de un impuesto). S. C.,N.-Fallos: Tomo 157, pa- 
gina 359, Pagina 240. 

Inconstitucionalidad de lex, (Art. 3962 dek Cédiga Civil). — Si 
bien las provincias tienen la facultad constitucional cde darse 
sus propias instituciones locales y por ende para legis!ar so- 

bre procedimientos, ello es sin perjuicio de las clispoSiciones 

reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere del 
caso prescribir formalidacdes especiales para el ejercicio de 

determinados derechos establecidos en los Cédigds funda- 
mentales que le inctmbe dictar. Asi, tratandose de la ad- 
quisicion de derechos o existencia de obligaciones civiles, el 

Codigo comtn ha creida de conveniencia ptiblica, que la 

preseripci6n pueda oponerse en cualquier estado del juicic. 

(Articulo 3962). Pagina 376, 
Ineonstttucionatidad de ley. (linpuesto municipal de aluinbrade, 

barrido » limpiesa). —- La norma constitucional, segtin la 

cual, la igualdad es la base cel impuesto y de las eargas pi- 

blicas, no éxeluye la facultad de Ja Municipalidad para esta-
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hlecer grupos o distinciones o formar categorías de cmHri­
lmyentes, siempre (jtte tales c1asificaciones no revistan el ca­
ráct'er de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito ma­
nifiesto de hostilidad entre determinadas clases y personas. 
Página 415. 

I,ufrlllnización, a1·cidcutc del trabajo. --- La indemnización deter­
minada por el artículo 9t• de la ley número 9688 clltbe ser de­
positada en la Caja de Pensiones )1 Jubilaciones Civiles, sec­
ción Accidentes, para su inversión en títul'os de crédito y pa­
go de la renta mensual al accidentado. Página 100. 

l11dc111ni:::aciá11 de daiíos y perjuicios. - No habiendo ejecutado 
la empresa demandada en la época del accidente, las obras 
!llte le fueron ordenadas por la Dirección General de FF.
CC. para asegttrar el tránsito de pasajeros entre las platafor­
mas y andu�es ele una estación, surge la responsabilidad de
aquélla. Página 328.

I11for//larión- sumaria. (Véase "Recurso extraordinario"). 
l11sln1111-into público. - Las· lelras de Tesorería de la Provincia 

ele :i\{endoza_; en cuyo_ otorgamiento no se ha infringido la 
Constitución o las leyes locales, revisten el carácter de ins­
trumentos públicos comprobatorios de la obligación ele pa­
gar sumas ele dinero. Página 128. 

l11tn<·scs. - No habiéndose cobrado intereses a la Nación en un 
caso en que ésta convino el pago ele una suma adeudada, en 
forma espontánea e inmediata - lo que no efectuó-, la me­
ra interpelación extrajudicial surte los efectos del artículo 
509 del Código Civil para determinar la mora. Página '93. 

l11tcrcscs. - No conteniendo el laudo arbitral condenación por 
concepto de interese;c; y habiéndose hecho líquida la cantidad 
que la provincia debe abonar a los demandantes, recién des­
de el momento de la aprobación de la tasación, es sólo desde 
esta fecha que proceden aquéllos. Página 183. 
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blecer grupos o cistinciones o formar categorias de contri- 

buyentes, sienipre que tales clasificaciones no revistan el ca~ 

racter de arbitrarias o estén inspiradas en tn propdésito ma- 

nifiesto de hostilidact entre determinadas clases y personas. 

Pagina 415. 

Indemnizacién, accidente del trabajo. -~ La indemmnizacion deter- 
minada por el articule 9° de la ley nimero 9688 dehe ser de- 
positada en Ja Caja de Pensiones y Jubilaciones Civiles, sec- 

cion Accidentes, para su inversion en titulos de crédito y pa- 

go de la renta mensual al accidentado. Pagina 100. 

Indemnisacion de daiios y perjuicios. — No habiendo ejectitada 

la empresa demandada en la época del aceidente, las obras 

que le fueron ordenadas per la Direccidn General de FF. 

CC. para asegurar el transito de pasajeros entre las platafor- 

mas y andenes de una estaciOn, surge la responsabilidad de 

aquélla. Pagina 328. 

Informacién sumaria, (Véase “Recurso extraordinario”) . 

Tusirumenta piblico, — Las letras de Tesoreria de la Provincia 

de Mendoza, en cuyo otorgamiento no se ha infringide la 

Constitucién o las leyes locales, revisten el caracter de ins- 
trumentos publicos comprobatorios de la obligacién de pa- 
gar sumas de dinero. Pagina 128. 

Intereses. — No habiéndose cobrado intereses a la Nacién en un 

caso en que ésta convino el pago cde una suma adeudada, en 

forma espontanea e inmediata — fo que no efectud —, Ja me- 

ra interpelaciédn extrajudicial surte los efectes del articulo 

509 del Cédigo Civil para determinar la mora. Pagina 93. 

  

Tntereses. — No conteniendo el laudo arbitral condenacién per 
concepto de intereses y habiéndose hecho liquida la cantidad 

que la provincia debe abonar a los demandantes, recién des- 
de el momento de la aprobacién de la tasacidn, es sdlo desde 
esta fecha que proceden aquéllos. Pagina 183.
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J 

Jubilaci,�ncs·ha11carias. (Véase Ley N'·' 11.575). 
J lfÍrio j)o/ítico prc·uio. -- El Presidente de la República, depuesto 

por una revolución triunfante y que carece de la investidura 
inherente a su cargo por la renuncia ffUe de éste' efectuó ante 
las autoridades militares que representaban a, aquélla, puede 
ser juzgado por 1a justicia federal, sin necesidacl del juicio 
político previo,. que no tiene más finalidad que la determi­
nada por fl artk11lo 52 de la Constitución Nacional. Pi!­
gina 133. 

Juicio político previo. (Véas(' ''competencia") . 
.T1trisd-icció11 originaria de la Corte Supl'cllla. -- No corresponde 

a la jurisdicción originaria_ de la Corte Suprema, d conoci­
miento de las causas o negocios particulares de un Cónsul ex­
tranjero. (Tomos 12. pág. 437; 122, pág. 129: 137. pág. 23_). 
Página 5. 

L 

Letra,\· de Tcsorffía de la Pro·vi11cia de Jic11do::a. (\lé�1se "Ins­
tnunento público"). 

lA':V número 9688. Accidente del t,•abajo. (Véase indemnización). 
Le-'' 1V" 4687. Artículo 128 de su Dccrrto Rc{flamcntorio. (Véase 

' , 

''Inconstihtcionalidad''). 
Lc-y,1 Nv 3915 de la. Pro·vincia dt B11e11os I'Íircs. (5'11 i11co11stit11cio­

nolidod). - Es inconstitucional la ley número 3915 de la 
Provincia de Buenos Aires, en un caso. en que grava es¡w­
cialmentC; determinados inmuebles para cubrir el costo de una 
obre'. que no los beneficia de un modo especial. Página 319. 

f;cy ;\T<.' 4167. (Colo11i:::oció11). -- Véase' "Cumplimiento de con­
trato") 

Lc.v 11/Í-mcro 10.650. (Arlíc11lo 46). -- Procede acordar lo� be­
neficios institnídos por el artículo 46 ele la ley 10.650 a los 
herederos del causante, en nn caso en que, si bien aquél no 
formaba parte del personal ferroviario de una empresa, en 
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J 

Jubilaciones bancarias. (Véase Ley N® 11.575). 

Juicio politico previo. —— El Presidente de la Republica, depuesto 
por una revolucién triunfante y que carece de la investidura 
inherente a su cargo por la renuncia que de éste efectud ante 

las autoridades militares que representaban a, aquélla, puede 

ser juzgado por la justicia federal, sin necesidad de! jaicio 

politico previo, que no tiene mas finalidad que la determi- 
nada por ¢t articulo 52 de la Constitucion Nacional. Pa- 

gina 133. 

Juicio politico previo, (Véase “competencia’’) . 

Jurisdiccibn originaria de la Corte Suprema, -— No corresponde 
a la jurisdiccién originaria de la Corte Suprema, et conoci- 

miento de las causas o negocios particulares de un Cansul ex- 
tranjero. (Tomos 12, pag. 437; 122, pag. 129; 137, pag. 23). 
Pagina 3. 

L 

Letras de Tesoreria de le Provineia de Mendosa. (Véase “Ins- 

trumento ptiblico”). 
Ley nitmero 9688. Accidente del trabajo, (Véase indemnizacion ). 

Ley N° 4687. Articulo 128 de su Decrete Reglamentario. (Véase 

““Tnconstitucionalidad”) . 
Ley N* 3915 de la Provincia de Buenos Aires. (Su inconstitucio- 

natidad). — Es inconstitucional Ja ley nimero 3915 de la 
Provincia de Buenos Aires, en un caso en que grava espe- 

cialmente determinados inmuebles para cubrir el costo de una 

obra que no los beneficia de tm modo especial. Pagina 319. 
Ley N* 4167. (Colonisacién). -- Véase “Cumplimiento de con- 

trato”’) 

Ley ninnero 10.650, (drticulo 46). -— Procede acordar los be- 

neficios instituidos por el articulo 46 de la ley 10.650 a Jos 

herederos de! causante, en tn caso en que, si bien aquél no 

formaba parte del personal ferroviario de ana empresa, en
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el momento del deceso, había sido separado con anterioridad, 
por razones ajenas a su voluntad. Página 21. 

L, y 111í111ao 10.GS0. (Artículo 24). � 'rfo procede la devolu­
ción ele los aportes a que alude el artículo 24 de la ley nú­
mero 10.650, en un caso en que el actor fué despedido por 
la empresa en que prestaba servicios por no ''levantar embar­
go ele sueldo", ya que aquél restringe dicho beneficio a un 
determinado número ele circunstancias. Página 37.

L(y número 10.650. (Artículo 9'-', -inciso 69 ). - Una tmpresa 
-ferroviaria a la que e1 cargador demanda pdr devolución ele 
lo que ha cobrado de más, está facultada para alegar la pres­
cripción de un año (artículo 99

., 
inciso 69, ley número 10.650_), · 

desde que ck·spués ele ese plazo, ya no es el cargador quien 
puede exigir su devo�ución, sino la Caja ele Jubilaciones y 
Pensiones Ferroviarias. Página 27. 

L,'_\' n/Í.111ero 10.650, art. 20, i11c. P - No·pueclen acogerse a lo:-· 
hendicios -ele la jubilación establecida por el artículo 20, in­
ciso l '1 de la ley número 10. 650 y sus modificaciones, los que 
ne,, son empleados u obreros dependientes de los ferrocarri­
les, sino ele terceros que con ellos se vinculan como contra­
tistas para la ejecución de ciertos trabajos. Página 235. 

Ley número 10.650,· (art. 24). - No corresponde la el.evolución 
de aportes a que alude el artículo 24 de la ley número 10.650. 
en un caso en que la cesantía del obrero no se ha fundado 
en una decisión de la emp�·esa motivad� por razones de eco­
nomía o en ser innecesarios sus servicios, sino en un acto de 
su propia voluútacl. Página 306. 

Ley N�• 10.650. -·· La viuda pen�ionista, debe aportar como 
contríhución única ·ele amortización, el 10 % de la mitad de 
la suma que hubiera podido adjudicarse a su e.sposo jubi­
lado. Página 396. 

Ley número 10.650, (art. 24). - El empl·eado u obrero que por 
la forma ?rregular en que prestaba· los servicios, fué declara­
do cesante, no tiene derecho a la devolución de aportes a 
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el momento del deceso, habia sido separado con anterioridad, 

por razones ajenas a su voluntad. Pagina 21. 

miinero 10.650. (Artieulo 24). — No procede la devolu- 

cion de los aportes a que afude el articulo 24 de la ley nt- 

mero 10.650, en un caso en que el actor fué despedido por 

la empresa en que prestaha servicios per no “levantar embar- 

go de sueldo”’, ya que aquél restringe dicho beneficio a un 

determinado nimero de circunstancias. Pagina 37. 

niunero 10,650. (Articulo 9°, inciso 6’). — Una empresa 
ferroviaria a la que el cargador demanda por devolucién de 

le que ha cobrado de mas, esta facultada para alegar la pres- 
cripcién de un aijio (articulo 9°, inciso 6’, ley niimero 10.659), - 
desde que después de ese plazo, ya no es el cargador quien 

puede exigir su devolucidn, sino la Caja de Jubilaciones + 

Pensiones Ferroviarias. Pagina 27. 

wutimera 10.650, art. 20, inc. 12 — No: pueden acogerse a los 

beneficios de la jubilacién establecida por ei articulo 20, in- 
ciso 1° de la ley ntimero 10.650 y sus modificaciones, los que 

ne son empleados u obreros dependientes de los ferrocarri- 

les, sino de terceros que con ellos se vinculan como contra- 

tistas para la ejecucién de ciertos trabajos. Pagina 235. 

nitmero 10.650, (art. 24). — No corresponde la devolucién 

de aportes a que alude e! articulo 24 de la ley ntimero 10.650. 

en tn case en que ta cesantia del obrero no se ha fundado 

en una decisién de la empresa motivada por razones dé eco- 

nomia o en ser innecesarios sus servicios, sino en un acto de 

su propia voluntad. Pagina 306. 

Ne 10.650. —- La viuda pensionista, debe aportar como 

contrihucién tnica de amortizacion, el 10 % de la mitad de 

la suma que hubiera podido adjudicarse a su esposo jubi- 
lado. Pagina 396. . 
nitmero 10.650, (art. 24). —- El empleado u obrero que por 

la forma frreguiar en que prestaba-los servicios, fué declara- 

do cesante, no tiene derecho a la devolucién de aportes a
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que alude el artículo 24 de la ley número 10,650. Púg-i­
na 402. 

L!"_\' u·úmcro 10.650, (art. 24). - No procede la devolución de 
aportes a que alude el _artículo 24, ley 10.650, en un caso en 
que el empleado fué <leclaraclo cesatüe por la forma irregu­
lar en que prestaba sus servicios. Página 405. 

Ley número 11.281, (artículo z·, i11c�sos lg y 5v). --· Habiéndo­
se pedido el despacho de partidas de artículos de bronce des­
tinados a fines industriales ( construcción ele camas), y por 
consiguiente no comprendidos entre los artículos ele esa es­
pecie gravados con derechos del 50 por ciento "ad valorem". 
les corresponde abonar el 25 por ciento que determina el 
inciso 5 1

•', artículo 2'-', ley número 11.281. Página 356. 
Lty número 854 de la Provi11cia de 1.lfendoza. Caja Obrera de 

Pensión a la Veje::: e Invalide:::. (Véase "Inconstitucionali­
dad de ley") . 

Ley número 2873, (art. 55). Ferrocarriles .Nacio-na.lcs. (Véase 
''Indemnización -de daños y perjuidos''). 

L,cy 11ú111-ero 1.1. 575. (Jubilaciones ba11carias). - No procede 
acordar el beneficio establecido por el artículo 52 de la ley 
número 11. 575 solicitado por la .hija del emp!eado fallecido. 
en un caso en que si bien éste tenía más de di�z años ele 
servicios, no dejó derechos a-pensión. Página 54. 

Ley 11.1ímcro 9644. (Véase "Prenda agraria"). 

M 

11Jal·versa.ció11 de caudales públicos. - Depuesto et Presidente de 
la República por una- revolución triunfante, y acusándosele 
de haber cometido en su gestión financiera, actos que re­
visten los caracteres del delito previsto y penado por el ar­
tículo 260 del Código Penal, la competencia �le la juSticia fe­
deral surge sin el requisito previo del rechazo· de la cuenta 
de inversión por el Congreso. Página -133. 

;\Jalversa.ción de caudales pltbl-icos. - Acusándose a un funcio­
nario público la comisión de d�litos calificados, que ·se ha-

Ley 

LL ey 
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que alude ef articulo 24 de la ley nimero 10.650. Pagi- 
na 402. 
inianero 10.650, (art. 24). — No procede la devolucién de 

aportes a que alude el articulo 24, ley 10.650, en un caso en 
que el empleado fué declarado cesante por la forma irregu- 

lar en que prestaba sus servicios. Pagina 405. 

mienero 11.281, (articulo 2°, incisos 1° y 5%), -—- Habiéndo- 
se pedido el despacho de partidas de articulos de bronce des- 
tinados a fines industriales (construccién de camas), y por 
consiguiente no comprendidos entre los articttlos de esa es- 

pecie gravados con derechos del 50 por ciento “ad valorem”, 
les corresponde abonar el 25 por ciento que determina el 

inciso 5", articulo 2°, ley nimero 11.281. Pagina 356. 
atanere 854 de la Provincia de Mendoza, Caja Obrera de 
Ponsién a la Fejes e Invalides. (Véase “Inconstitucionali- 

dad de ley’). 
wttmero 2873, (art. 55). Ferrocarriles Nacionales. (Véase 

“Indemnizacién -de dafios y perjuicios”’) . 
ntanera 11.575. (Jubilaciones bancarias). — No procede 
acordar el beneficio establecido por el articulo 52 de la ley 

nimero 11.575 solicitado por la hija del emp!eado fallecido. 
el un caso en que si bien éste tenia mas de diez afios de 

servicios, no clej6 derechos a-pensién. Pagina 54. 
Ley ntimero 9644. (Véase “Prenda agraria”). 

M 

Muatversacion de caudales piblicos. — Depuesto el Presidente de 

la Republica por una. revolucién triunfante, y acusandosele 

de haber cometido en su gestidn financiera, actos que re- 
visten los caracteres del delito previsto y penado por el ar- 

ticulo 260 del Codigo Penal, la competencia de la justicia fe- 
deral surge sin el requisito previo del rechiazo de la cuenta 

de inversién por el Congreso. Pagina 133. 

Malversacion de caudales piblicos. — Acusdndose a un funcio- 
nario publico la comisién de delitos calificacdos, que se ha-
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llan por su naturaleza, fuera del contralor fiscal anual de la 
Contaduría General de la Nación, la competencia de la jus­
ticia federal surge, sin el requisito previo del rechazo de la 
cuenta de inversión por el Congreso. Página 179.

111 a.11dato. - Habiendo obrado el apoderado de 1{11a provincia en 
reprdentación de ésta y además en su propio interés per­
sonal, desde que aquélla le reconoció un porcentaje a perci­
bir del importe total del hien que hiciera ingresar al Fisco, 
y establecido por otra parte que los gastos que ocasionaren 
las gestiones aludidas, serían a cargo del denunciante, el le­
trado que lo patrocinó carece <le título para exigir de la 
provincia el pago de sus honorarios. Página 246, 

Jiulta. ---·-· (Véase "Inconstitucionaliclad"). 

o 

Ordl'1Ulll:füS de Aduana. (,Ar�tículo 998). - No es ck aplicación 
la sanción del artículo 998 de las Ordenanzas ele Aduana, en 
un caso en ctue ele la prueba rendida surgen antecedentes ele 
que la firma cargadora no intentó cometer fraude alguno en 
perjuicio del Fisco, y que los embarques realizados no pue­
den calificarse ele subrepticios, cuando la· actitud posterior 
ele aquélla hace suponer lo contrario. Página 72.

Ord,·11a11ws de Ad11a11a, (Arl/c11!os 1025, 1026 y 1037). - No 
existe error punible que pueda encuadrar en los artículos 
1025 y 1037 ele las Ordenanzas de Aduana, cuando ele losan­
tecedentes del caso aquél no ha afectado la r:enta fiscal y apa­
rece rectificado con posteriorídad ante la misma Aduana. 
Página 32, 

Orde11a.11.:;as de Adua,lla,, (art. 434). - i\ceptado el primer pro­
cedimiento por la Aclnana, la que calificó y aforó la 1nerca­
dería, siendo sacada ésta ele los depósitos y jurisdicción 
aduanera, previo pago ele los derechos, qdeda cerrada la vía 
a toda reclamación según lo preceptúa el artículo 434 de las 
Ordenanzas. Página 313. 
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lan por su naturaleza, fuera del contralor fiscal anual de la 

Contaduria General de la Nacién, la competencia de la jus- 

ticia federal surge, sin el requisito previo del rechazo de la 
cuenta de inversién por el Congreso. Pagina 179. 

Afandato, — Habiende obrado ef apoderado de una provincia en 
representacién de ésta y ademas en su propio interés per- 
sonal, desde que aquélla le reconocid un porcentaje a perci- 

bir del importe total del bien que hiciera ingresar al Fisco, 

y establecido por otra parte que los gastos que ocasionaren 
las gestiones aludidas, serian a cargo del denunciante, el le- 

trado que lo patrocind carece de titulo para exigir de la 
provincia el pago de sus honorarios. Pagina 246, 

Afulte, -- (VYéase “Tneonstitucionalidad”’) . 

Ordenansas de Aduana. (Articulo 998). — No es de apheacion 

la sancién del articulo 998 de las Ordenanzas de Aduana, en 
un caso en que de la prueba rendida surgen antecedentes de 
que la firma cargadora no intentéd cometer fraude alguna en 
perjuicio del Fisco, y qtie los embarques realizados no pue- 

den calificarse de subrepticios, cuando la‘ actitud posterior 
de aquélla hace suponer Jo contrario. Pagina 72. 

Ordenangzas de Aduana, (Articutos 1025, 1026 y 1037). — No 
existe error puntble que ptleda encuadrar en los articulos 

1025 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana, cuando de los an- 

tecedentes del caso aquél no ha afectado la renta fiscal y apa- 
rece rectificado con posterioridad ante la misma Aduana. 

Pagina 32. 

Ordenausas de Aduanua, (art. 434), — Aceptado el primer pro- 

cedimiento por la Aduana, la que calificé y aforéd la mrerca- 

deria, siendo sacada ésta de los depdsitos y jurisdiecién 

aduanera, previo pago de los derechos, queda cerrada la via 

a toda reclamacién segin lo precepttia el articulo 434 de las 

Ordenanzas. Pagina 313.
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p 

Prn1da agraria. (Ley N'1 9644). - R.adicado el juicio de eJe­
cución de prenda agraria, no puede snspendérsele por quie� 
bra, muerte o incapacidad del deudor, ni por otra causa que 
no sea orden escrita de un juez com,petente, dictada pre-\ 
via consignación del valor del certificado, sus intereses y 
costa;, calculadas ( artículo 22, ley 9644). Ello no importa 
desconocer el privilegio que pueda gozar el crédito por al­
quileres amparado por el artículo 3883 del Código Civil y 
por la misma ley número 9644, artículos 6 y 19, el que d1ehe 
hacerse valer ante el juez ele la ejecución pr�ndaria. Pá­
gina 171. 

Prcscri'.pcióu. (La del artícu\'o 847 del Código de Comercio). -
Tratándose de una deuda justificada por cuenta. de venta 
aceptada, la prescripción correspondiente es la del ar.t:íc.ulo 
847, inciso P del Código de Comercio. Página 128. 

Protc:sta. - No habiendo sido argüída de falsa oportunamente, 
la protesta q ne sirvió de base a la demanda, elld hace plena 
fe. En un caso ele protesta al cobro de impuestos cletenni­
naclos en la ley número 3915 de la provincia de Buenos 
Aires, no ·es· necesario que aquéHa se formalice por escri­
tnra pública, bastando la constancia de la impugnación hecha 
y su notificación a las autoridades encargadas ele la per­
cepción. Página 319. 

Pn{,(?ba (111cdúlas de). - No procede admitir medidas ele prue­
ba, en un caso en que ell'as fueron propuestas vencido el 
término probatorio. Pág·itia 9. 

R 

Recurso de a¡,clacióu. c11 tercera. Ú1shmcia. - La apelación en 
tercera instancia ante la Corte Suprema procede no sólo 
cuando la Nq.ción es parte adora (inciso 29, artículo 3'\ ley 
4055), sino también cuando lo es cotno demandada. Y pues­
to que la sentencia pronunciada en_ esta hipótesis no se 
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Prenda agrarta. (Ley N" 9644). — Radicado el juicio de eye- 
cucién de prenda agraria, no puede suspendeérsele por quie- 

bra, muerte o incapacidad del deudor, ni por otra causa que 

no sea orden escrita de un juez competente, dictada pre-. 

via consignacién del valor del certificado, sus intereses y 
costas calculadas (articulo 22, ley 9644). Ello no importa 
dlesconocer e! privilegio que pueda gozar el crédito por al- 

quileres amparado por el articulo 3883 del Codigo Civil y 
por la misma ley niimero 9644, articulos 6 y 19, el que dehe 
hacerse valer ante el juez de la ejecucién prendaria. Pa- 

gina 171. 
Prescripeién, (La del articulo 847 del Codigo de Comercio). — 

Tratandose de una deuda justificada por cuenta de venta 
aceptada, la prescripcién correspondiente es !a del articulo 

847, inciso 1° del Cédigo de Comercio. Pagina 128. 

Protesta. — No hahiendo sido argitida de falsa oportunamente, 

la protesta que sirvid de base a la demanda, ella hace plena 

te. En un caso de protesta al cobro de impuestos determi- 
nados en la ley numero 3915 de la provincia de Buenos 
Aires, no ‘es’ necesario que aquéila se formalice por escri- 
tura publica, bastando la constancia de la impugnacion hecha 

y su notificacién a las autoridades encargadas de la per- 

cepcién. Pagina 319. 
Prueba (Medidas de). — No procede admitir medidas de prue- 

ba, en un caso en que ellas fueron propuestas vencido el 

termina probatorio. Pagina 9, 

R 
Recurso de apelacién en tercera instancie. — La apelacién en 

tercera, instancia ante la Corte Suprema procede no solo 

cuando la Nacidn es parte actora (inciso 2°, articulo 3°, ley 
4055), sino también cuando lo es como demandada. Y pues- 
to que Ja sentencia pronunciada en esta hipdtesis no se
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hace definitiva sino en tercera instancia (artículos ,-r y 17. 
ley 4055, y 5", ley 3952) el recu.rso puede ser interpuesto por 
amhos litigantes. 

De que la Corte Suprema conoce en tercera instancia 
de las causas en que la Nación es parte adora o demanda­
da, se infiere también que tiene la mísma jurisdicción pa­
re. decidir aquellas causas en que sea demandada _por !ns 
particulares con autorización legislativa, 

La limitación contenida en la últ,ima parte del inci�o 
2'-', artículo 3t', ley 4055, según la cual la apelación en tercera 
instancia sólo procede cuando el valor disputado excediese 
de cinco mil pesos referido en aquélla el casO de que e1 
Fisco sea parte adora, se aplica también y por similitud 
de motivos a la hipótesis de que la Nación sea parte ele-­
mandada como persona jurídica o como poder público. Pú­
gina 80. 

Recurso de apelación y nulid{l(f. - No proceden los recursos 
ordinarios de nulidad y apelación en un caso en que la :-.u­
rna cuestionada es inferior al mínimum determinado por 
el artículo 3 9 , inciso 1\' de l'a ley nún1iero 4055. Página 100. 

Recurso de aj)c[ació11 y nulidad. � Las resoluciones de la Cá­
mara .Federal de la Capital en materia criminal causan eje­
cutoria de acuerdo· con lo que dispone el artículo 4'1 de la 
ley número 7055, no siendo óbice para esa soh.1eión la cir­
cunstancia de que la sentencia sólo haya sido suscripta {JOr 
tres de sus miembros, ni tampoco la ele que uno ele ellos 
se encuentre jubilado. Página 224. 

Rffurso de 1111lidad. - No procede el recurso de nuliclacl cnntra 
fallos o resoluciones de la C:órte Suprema. Página 179. 

Ncotrso cxtraordhwrio. - Procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, inciso 1 1

' de la ley número 48, en un caso l..'11 

que se decide y aplica el artículo 24 de la ley número 10.650. 
en coutra del alcance qnc le atribuye la .dt1111andada. Pá­
gina 37. 

Recurso c.rlraordíuario. - No procede el recurso extraordinario 
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hace definitiva sino en tercera instancia (articulos 3° y 17, 
ley 4055, y 5°, ley 3952) el recurso puede ser interpuesto por 

ambos litigantes. 

De que ja Corte Suprema conoce en tercera instancia 

de tas causas en que Ja Nacion es parte actora o demanda-~ 

da, se infiere también que tiene la misma jurisdiceién pa- 

ra decidir aquellas causas en que sea demandada por Jos 
particulares con auterizacion legislativa, 

La limitacion contenida en la ultima parte del inciso 
2°, articulo 3°, Jey 4055, segiin Ja cual la apelacion en tercera 

instancia sdlo procede cuando el valor disputado excediese 
de cinco mil pesos referido en aquélla el caso de que el 

Fisco sea parte actora, se aplica también y por similitud 
de motivos a la hipotesis de que la Nacion sea parte de- 
mandada como persona juridica o como poder putiblico. Pa- 

gina 80. 

Recurso de apelacién y aididad. — No proceden los recursos 

ordinartos de nulidad y apelacién en un caso en que la su- 

ma cuestionada es inferior al minimum determinado por 

el articulo 3°, inciso 1° de la ley nimero 4055. Pagina 108. 

Reeurso de apelacién y nitlidad, — Las resoluciones de la Ca- 

mara Federal de la Capital en materia criminal causan eje- 

cutoria de acuerdo: con lo que dispone el articulo 4" de la 
ley nimero 7055, no siendo ébice para esa soluciém la cir- 

cunstancia de que la sentencia solo haya sido suseripta por 

tres de sus miembros, ni tampoco fa de que uno de ellos 
se encttentre jubilado, Pagina 224. 

Recurso de nutidad, — No procede el recurso de nulidad contra 
fallos o resoluciones cle la Corte Suprema. Pagina 179. 

Reeurso cctraordinario, — Procede el recurso extraordinario cel 

artictlo L4, inciso 1" de la ley ntimero 48, en un caso en 
que se decide y aplica el articulo 24 de la ley ntimero 10.650, 

en contra del alcance que le atribuye la demandada. Pa- 
gina 37. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordinario
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del artículo 14 de la ley número 48, en un cáso en que ]a::; 
cuestiones sus.citadas se han resuelto por razones de hecho 

y prueba . .Página 42. 
Recurso extraordinario. •-- En el concepto legal. se reputan tri­

bunales superiores a los efectos del recui-so extraordinario 
del artíc11ln 14, ley número 48. los llamados a pronunciarsr 
tn última instancia ·y sin recurso alguna para ante ótro tri­
bunal loca!. La Suprema Corte <le la provincia de Buenns 
..:·\ires, que denegó los recursos de inconstitucionalidacl e in­
aplicahíliclad de Jey, no e.S el tribunal ele última instancia a 
que se refiere el artículo 14 ele la le.y número 48, pt1es ca­
rece de jurisdicción para reso!vei- las cuestiones referentes 
:! la Constitución y leyes nacionales. Ell' el caso, lo es h 
Cámara del Crimen, quien se pronunció en última instancia 
sobre el delito imputado. Página 44. 

N¡'(//rso extraordinario. - No procede el recurso extraordinario 
del' artículo 14, ley número 48, en un casq d'e interpreta­
ción de la ley de accidentes del trabajo .número 9688, por 
·Jiaher sido dictada por d Congreso en ejercicio ele la fa­
cultad del artículo 67, inciso 11 de la Constitución :N"a­
cional. Página 79.

N,Y11rso extraordinario.•···- Procede el recurso extrnonlinario del 
• artículo 14, ley número 48, en un caso en que se han dis­

entido disposiciones c\'e la ley nacional número 428� y la
interpretación .atrihuída a las mismas en las resoluciones
dictadas, ha siclo contraria a las pretensiones del apelante.
Página 179.

Rcotrso c:rlraordi11ario. -- No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14

1 
ley número-48, en un· caso· en qüe las 

cuestiones que lo motivaron, se han resnelto por razones df 
hecho y prueba, ajenas a aquél_. Página 1'87. 

Rcclfr'.ro exlraordi11ario. - No procede el recurso extraordina­
rio del. artículo 14 de la: ley número 48, en un caSo en que 
si bien se ha puesto en tela de juicio una clis¡josición del 
Reglam�nto General de Ferrocarriles, las cuestiones· susci-
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del articulo 14 de Ja ley nimero 48, en un caso en que las 

cuestiones suscitadas se han resuelto por razones de hecho 
y prueba. Pagina 42. 

Reenrso extraordinario. -- Jen el concepto legal, se reputan tri- 

hunales superiores a los efectos del recurso extraordinario 

el artictlo 14, ley nimero 48, los !lamados a pronuuciarse 

en ultima instancia y sin recurso alguna para ante otro tri- 
bunal local. La Suprema Corte de Ja provincia de Buenos 

Aires, que denego los recursos de inconstitucionalidad e in- 
aplicahilidad cle ley, no es el tribunal de titima instancia a 

que se refiere el articulo 14 de la ley nttmera 48, pues ca- 

rece de jurisdiccion para resolver las cuestiones referentes 

# la Constitucién y leyes nacionales. En el caso, lo es la 
Camara del Crimen, quien se pronunciéd en ultima instancia 

sobre el delito imputado. Pagina 44. 
Reeurso extraordinario, — No procede el recurso extraordinario 

del articula 14, ley ntimero 48, en un caso de interpreta- 

cién de la ley de accidentes del trabajo numero 9688, por 

haber sido dictada por el Congreso en ejercicio de la fa- 
cultad del articulo 67, inciso 1d de la Constitucién Na- 
cional. Pagina 79. 

Reeurso extraordinario, ~— Procede el recurso extraordinario del 

-articulo 14, Jey nttmero 48, en un caso en que se han dis- 

cutido disposiciones de la ley nacional niamero 428, y le 
interpretacién .atribuida a las mismas en las resoluciones 

dictadas, ha sido contraria a las pretensiones del apelante. 

Pagina 179, 
Reeurso extraordinario. -— No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley némero-48, en un caso’ en que las 
cuestiones que Jo motivaron, se han resuelto por razones de 

hecho y prueba, ajenas a aquél. Pagina 187. 

Recurso extraordinario, — No pracede el recurso extraordina- 
rio del.articulo 14 de Ja ley ntimero 48, en un caso en que 
si bien se ha puesto en tela de juicio una disposicién del 

Reglamento General de Ferrocarriles, las cuestiones’ susci-



478 FALLOS DE LA CORTE SUPRJ!M_'\ 

taclas se han resuelto por razones de h'echo y prueha ex­
clusivamente. Página J 89. 

Recurso c.rtraordinario. � Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley número 48, en un caso en que las re­
soluciones dictadas acordando los beneficios de la pensión 
tan sólo desde la fecha en que las interesadas obtuvieron 
del Poder Ejecutivo permiso para residir en el extranjero, 
desconocen un pretendido derecho amparado por el artícu­
lo 39 de la ley número 10.650. Página 218. 

Recurso extra.ordinario. -- No procede el' 11ecurso extraordina­
rio del artículo 14, le)' número 48, en un caso en que la 
queja deducida ante la Corte, fué presentada fuera. del tér­
mino establecido por el artículo 231 d1e la ley número 50. 
Página 220. 

Recurso extraordinario. --� No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
las cuestioi:ies que lo motivaron, se resolvieron por razones 
de hecho y prueba ajenas. a aquél. Página 222. 

Recurso estraordiuario. - No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
si bien se resuelve la aplicación de una ley local, cuya vali­
dez se ha planteado, las cuestiones a ese respecto se deci­
den por razones ele hecho y prueba ajenas a aquél. Pági­
na 226. 

Rcc11-rso cxtraordúwrio. -- No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
el caso federal fué planteado extemporáneamente y en el 
que la resolución que lo motiva no asume caracteres de sen­
tencia definitiva. Página 229. 

Rccu.rso cxtraordúwrio. - Procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
se ha puesto en cuestión la validez de tlna ley provincial 
como repugnante a las prescripciones del Código Civil, y 
1a sentencia recaída es favorable a la validez de la ley 
impugnada. Página 232. 
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tadas se han resuelto por razones de hecho y prueba ex- 
clusivamente. Pagina 189, 

Reenrso cxtraordinario, — Procede el recurso extraordinario 

det articulo 14, ley namero 48, en un caso en que las re- 
soluciones dictadas acerdando los beneficios de la pensién 

tan sdlo desde la fecha en que las interesadas obtuvieron 
del Poder Ejecutivo permiso para residir en el extranjero, 

desconocen un pretendido derecho ampatado por el articu- 

lo 39 de la ley nimero 10.650. Pagina 218. 

Recurso extraordinario. —- No procede ef recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley ntimero 48, en un caso en que la 
queja deducida ante la Corte, fué presentada fuera del tér- 
mino establecido por ef articulo 231 de ta ley nimero 50. 

Pagina 220, 
Recurso extraordinario. —- No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 

las cuestiones que Jo motivaron, se resolvieron por razones 

de hecho y prueba ajenas a aquél. Pagina 222. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rie del articulo 14, ley niimero 48, en um caso en que 
si bien se resuelve la aplicacién de una ley local, cuya vali- 

dez se ha planteado, las cuestiones a ese respecto se deci- 

den por razones de hecho y prueba ajenas a aquél. Pagi- 
na 226, 

Recurso extraordinario. —- No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 

el caso federal fué planteado extemporadneamente y en el 

que la resolucién que lo motiva no asume caracteres de sen- 
tencia definitiva. Pagina 229. 

Reeurso extraordinavio. — Procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley numero 48, en un caso en que 
se ha puesto en cuestiédn la validez de tna ley provincial 

como repugnante a las prescripciones del Cédigo Civil, y 

la sentencia recaida es favorable a la validez de la ley 
impugnada. Pagina 232,
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Rcntrso c.rf-raordinario. -· No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en 1111 caso en que 
no se determinó con precisión el derecho federal cuestio­
nado y desconocido. (Artículo 15, ley número 48. Pág·i­
na. 244. 

Recurso exlraordi11ario. -- No procede el recurso extraordina­
rio del artículD" 14, ley número 48, en un caso en que 
hi, decisión recaída, no ha sido contraria sino favorable a 
1�. prt:tensión ele la inconstitncionaliclad alegada. (Ver ía­
llos: Tomo, 114, página 214: tomo 120, página 198; tomo 
121, página 188, y otros)i. Página 248. 

Nc¡-nrso extraordinario. - No procede el recurso extraordina­
rio en un caso de aplicación de la ley númreo 11.110, que 
es ele carácter local, y cuya constitucionalidad no ha s,iclo 
puesta en tela de juicio. Página 279.

Rt'rlf.rso r.rlraordiuario. - No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
lt'. resolución que lo motiva, no asume caracteres de sen­
tencia definitiva, y en el cual por otra parte las cláusulas 
constitucionales que se pretenden desconocidas no guardan 
relación directa e inmediata con las cuestiones planteadas. 
Página 281. 

Rcrm;so extraordinario. Procede el recurso extraordina:.. 

rio del artículo 14, ley número 48, en un cas.o de inter­
pretación cfo la ley número 10.650, contraria a la sustentada 
por la parte. Página 306. 

Recurso extraordüiario. - No procede el recurso extraordina­
rio del artículo J 4, ley número 48,. en .un caso én que 
no se determinó con precisión el derecho federal cuestio­
nado y desconocido. Página 310. 

Recurso e.1.:traordinario. - No procede el recurso extraordiúa­
rio. del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
la cuestión planteada no asume c�racteres de causa j uclicial 
artícnlo 100 C. N. )', y eti el que no aparece denegado el 
recurso extraordinario. Página 311. 

Recurso extraordinario. - No procede él recurso extraordina-
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Reeurse extraordinario, — No precede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 

no se determind con precisiébn el derecho federal cuestio- 

nado y desconocide. (Articulo 15, ley nimero 48. Pagi- 

na 244, 
Recurso extraordinario. -— No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo i4, ley nimero 48, en un caso en que 
la decisidn recaida, no ba sido contraria sino favorable a 

la pretensién de la inconstitucionalidad alegada. (Ver fa- 
los: Lomo, 114, pagina 214: tomo 120, pagina 198; tomo 
121, pagina 188, y otros). Pagina 248. 

Reeurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rio en un caso de aplicacién de la ley nttmreo 11.110, que 

es de caracter local, y curya constitucionalidad no ha sido 

puesta en tela de juicio, Pagina 279. 

Recurso exlraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 

la resolucion que lo motiva, no asume caracteres de sen- 

tencia definitiva, y en el cual por otra parte las clausulas 
constitucionales que se pretenden desconocidas no guardan 

relacién directa e inmediata con las cuestiones planteadas. 

Pagina 281, 

Recurso extraordinario . Procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley ntimero 48, en un caso de inter- 

pretacion de la ley niimero 10.650, contraria a la sustentada 
por la parte. Pagina 306. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina~ 

rio del articulo 14, ley nimero 48,. en un caso én que 

no se determinéd con precisién el derecho federal cuestio- 

nado y desconocido. Pagina 310. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rio. del articulo 14, ley numero 48, en un caso en que 

la cuestién planteada no asume caracteres de causa judicial 

articulo 100 C. N.) y en el que no aparece clenegado el 
recurso extraordinario, Pagina 311, 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina-
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rio del <.trtícnlo 14, ley número 48, en un caso en que 
la cuestión planteada fué resuelta por razones de hecho y 
prurba .. Página 317. 

Recurso extraordinario. - No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un cáso en que 
la resolución del Tribunal de Alzada no es ele carácter de­
finitiva; en que_ aqnélla se limita a apreciar sus propias le­
yes en lo relativo al número d'e ins.tancias en los pleitos, ·y 
por otra parte, porque ·el beneficio de la libertad conditic ,­
nal para los condenados, no está previsto en la Constitución, 
y en consecuencia, la apreciación ele su procedencia y opnr­
tunidac.l es extraña a la naturaleza del recurso. Página 
324. 

Recurso c.rtraordúwrio. - Procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
la decisión es contraria al derecho fundadb en la ley gene­
ral de J.?errocarriles, sin que r1uepa distingo entre los casos 
en que ella rija directa y expresamente y aquéllos en que 
su inteligencia es reclamada por vía de interpretación. Pú­
gina 327. 

Nccurso c.rtraordi11ario. --- Procede el recurso extraordina­
rio del artículo 1.4, ley número 48, en un caso en que 
se, ha ptresto en cuestión la validez constitucional de una 
orden emanada de .una autorid'acl de provincia y la decisión 
recaída ha siclo favorable a la validez ele la orden de· !a 
autoridad provincial. Página 337. 

Rccm:so extraordinario. -- No procede .el recurso extraordina­
rio del artículo .14, ley número 48, en un caso en que 
el carácter local de la .ley inter:pretacla, lo excluía del co­
nocimiento de la Corte (Ley número 11.110 y su Reg\a­
m�nto). Debe aquél ,desestimarse asimismo, cuando de los 
antecedentes no aparece que se haya violacro d precepto 
constitucional .de que ningún habitantre ele la Nación puede 
_ser sacado ele los jue.ces de�;igna<los por la ley antes rle1 he­
cho de la causa. Página 340. 
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rio del articulo 14, ley nitmero 48, en un caso en que 
la cuestion planteada fué resuelta por razones de hecho ¥ 
prueba, Pagina 317, 

Reewrso extraordinario, —- No procede el recurso extraordina~ 

rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 
la resolucion del Tribunal de Alzada no es cle caracter de- 

finitiva; en que. aquélla se limita a apreciar sus propias le- 

yes en lo relativo al numero de instancias en fos pleitos, y 
por otra parte, porque el beneficio de la libertad condici«- 

nal para Ios condenados. no esta previsto en Ja Constitucion, 

y en consecuencia, la apreciacién de su procedencia y opor- 
tunidad es extrafia a la naturaleza del recurso. Pagina 

324, 
Reewrse ertraordinario, — Procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley ntimero 48, en un caso en que 

la decisien es contraria al derecho fundado en fa ley gene- 
ral de Ferrocarriles, sin que quepa distingo entre los casos 
en que ella rija directa y expresamente y. aquéllos en que 

su. inteligencia es reclamada por via de interpretacion. Pa- 

gina 327, 

Receurso extraordinario. -—~ Procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley ntmero 48, en tun caso en que 
se, ha puesto en cuestién ja validez constitucional de una 

orden emanada de una autoridad de provincia y la decisién 
recaida ha sido favorable a la validez de la orden de la 
autoridad provincial. Pagina 337. 

Reew'so extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 
el caracter local de la ley interpretada, lo excluia cel co- 
nocimiento de la Corte (Ley numero 11.110 y su Regla- 
inente). Debe aquél .desestimarse asimismo, cuando de fos 

antecedentes no aparece que se haya vieladu el precepto 
constitucional de que ningtin habitante de la Nacién puede 

ser sacado de los jueces designados por la ley antes del he- 
cho de la causa. Pagina 340.
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Rccnrso c.rtraordi11ario. -- N-o procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso de interpre­
tación de la ley número 9688, de carácter común y que :-e 
halJa incorporada al Código Civil. Página 343. 

Recurso cxtrnordi11ario. - No apareciendo haberse inte.rpue:-tn 
y denegado el recurso extraordinario del artículo 14 de la 
ley número 48, y callsando ejecutoria las iiesolucinnes de la 
Cámara Federal de ,.\pelación ele la Capital .dictadas en ma­
teria criminal ( artículo 4'' de la ley número 7055), no pn 1-
cecle .la queja. .Págfoa 346.

Rccnrso rxtraordinario. - No procede el recurso extraordina­
rio del a1·tículo 14, ley número 48, en un caso en que 
la sentencia que lo motivó fué dictada en juicio ejecutin>. 
y no reviste el carácter de definitiva exigida por la dispo­
sición legal. Página &47. 

Rc'curso cxfraordi11ario. - No procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
las cuestiones plante·adas eStán previstas eti el Código Ci­
vil, en disposiciones reiteradamente citadas y analizadas pnr 
las partes y los magistrados de 1 t�· y 2'1 instancia, no obstan­
do a ello la .circunstancia ele haberse invocado desde un prin­
cipio la garantía del artículo 17 de la Constitución N'acional, 
porque él está reglaiúentado en forma· orgánica en el Có­
cligo Civil. cuyos p1ieceptos no han sido materia de contro­
vcrsi2, cÜnstitucional. Página 349. 

Rff11rso c.rlraordhwrio. -· No procede el recur:-;o extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso en que 
el pronunciamiento a dictarse por la Corte Suprenla no cnrn­
port". la posibilidad de modificar los efectos de la sentencia 
recurrida, respecto de quien lo ha deducido. Página 369. 

Recurso c.r!raonlí1wrio. - Procede el rect11'$0 extraordina- · 
rio del artículo ] 4, ley número 48, en _un caso. en que 
ha siclo objetada una disposición <le. la_ ley _común, como ct,n­
trariá a la Constitución Nacional. Página 376. 
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Recurso extraordinario. —- No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley ndmero 48, en un caso de interpre- 

tacioén de la ley nimero 9688, de caracter comtin y que se 

halla incorporada al Codigo Civil, Pagina 343, 

Reeurso extraordinario. — No apareciendo haberse interpuesto 
y denegado el recurso extraordinario dei articulo 14 de la 

ley ntimero 48, y causando ejecutoria las resoluciones de la 

Camara Federal de Apelacién de la Capital dictadas en ma- 
teria criminal (articulo 4° de la ley nimero 7055), no pro- 

cede Ja queja. Pagina 346. 

Recursa extraordinario, — No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, ley niimero 48, en un caso en que 

la sentencia que lo motivé fué dictada en juicio ejecutive. 
y no reviste el caracter de definitiva exigida por la disy:o- 
sicion legal. Pagina 347, 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo 14, Jey numero 48, en un caso en que 
las cuestiones planteadas estan previstas en el Codigo Ci- 

vil, en disposiciones reiteradamente citadas y analizadas por 
lag partes y los magistrados de 1* y 2? instancia, no obstan- 
do a ello la -circunstancia de haberse invocado desde un prin- 

cipio la garantia del articulo 17 de la Constitucién Nacional, 

porque él esta reglamentado en forma:organica en el Cé- 
digo Civil. cuyos preceptos no han sido materia de contro- 

versia constitucional, Pagina 349, 

Reeurso extraordinario. —- No procede el recurso extraordina- 

rio del articulo i4, ley nimero 48, en un caso en que 
el prontunciamiento a dictarse por la Corte Suprema no com- 

porta la posibilidad de modificar los efectos de la sentencia 

recurrida, respecto de quien lo ha deducido. Pagina 369. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordina-— 

rio del articulo 14, ley ntitmero 48, en un caso. en que 

ha sido ohjetada una disposicion de.la ley comun, como etn- 

traria a la Constitucién Nacional. Pagina 376.
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Ncotrso c.rtra.ordi11ario. -- Procede el recurso extraordina­
rin del artículo 14. ley número 48, en un cas.o en que 
b Caja Ferroviaria se ha fundado en lo dispuesto en el ar­
tículo 24, ley número 10.650, para sostener la improcc­
dtncia ele la devolución de aportes reclamado, y la resolu­
ción recaída es contraria a dicha interpretación. Página 402. 

Rcotrso c.rtra,ordi11ario. - Procede el recurso extraordina­
rio del artículo 14, ley número 48, en un caso ele inter­
pn:taciún judicial ele 1111a ley nacional ( artículo 24, ley nú­
mero 10,650) contraria al derecho que en la misn�a fundaba 
l l interesado. Página 405.

Rco1rso cxtraordi11ario. --- Siendo la ley orgúnica municipal de 
1.:t Capital de carácter local y hállánclos·e organizada en lo 
judicial como un gobierno propio e independiente, con ju­
risdicción amplia en tocio lo que es clerégimen local 1 stt 111-

terpretación y aplicación corre�pondc a los tribunales de ese 
crden, sin que pueda motivar el recurso extraordinario del 
artículo 14, lty número 48, en tanto no ha.ya siclo nnpug­
nada como violatoda de la Constitución Nacional. 

Tampoco procede el remedio federal' en el caso, porque 
la cuestión planteada fué resuelta por razones de hechó, es­
to es, por no haberse demostrado la exorhitaiicia y la despro­
porción del impuesto. Página 415. 

Rescisión d:] ro11trato. ( Construcción de obras). - No puede 
prosperar la acción por· rescisión de contrato •intentada por 
una sociedad constructora contra una provincia, y que se 
funda en la falta de entrega <le los planos re·spectivos por 
parte de esta última, cuando de la pn1'eha rendida resulta 
que la paral'ización de las obras respondió a· las dificultades 
financieras ele la sociedad, y .qu1:: la acción que correspondía 
era la del cumplimiento del contrato. ( Artículo 1204, Código 
Civil). Página 115. 

Retardo en el transporte. 
(Véase transporte internacional por ferrocarril). 
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Receurso extraordinario. ~—- Procede el recurso extraordina- 

rio del artieulo 14, ley nimero 48, en un caso en que 

la Caja Ferroviaria se ha fundado en lo dispuesto en el ar- 

ticulo 24, ley ntimero 10.650, para sostener la improce- 

dencia de la devolucién de aportes reclamado, y la resolu- 

cién recaida es contraria a dicha interpretacion. Pagina 402. 
Reeurso cxtraordinario. — Procede el recurso extraordina- 

tio del articulo 14, ley niimero 48, en un caso de inter- 

pretacion judicial de una ley nacional (articulo 24, ley nu- 

mero 1€.650) contraria al derecho que en la misma fundaba 

cl interesado, Pagina 405. . 
Reeurse extraordinario, —- Siendo ta ley organica municipal de 

la Capital de caracter lecal y hallandose organizada en lo 

judicial como un gobierno propio ¢ independiente, con ju- 
risdiccién amplia en todo lo que es derégimen local, su m- 
terpretacion y aplicacién corresponde a los tribunales de ese 

orden, sin que pueda motivar el recurso extraordinario del 
articulo 14, ley ntmero 48, en tanto no haya sido impug- 
nada como violateria de la Constitucién Nacional. 

Tampoco procede el remedio federal en el caso, porque 
la cuestion planteada fué resuelta por razones de hecho, es- 

to es, por ne haberse demostrado la exorhitancia y la despro- 

porcién del impueste. Pagina 415. 

Rescisién dz contrate, (Consiruccién de obras), — No puede 

prosperar la accton por rescisién de contrato -intentada por 

una sociedad constructora contra una provincia, y que se 

funda en la falta de entrega de los planos respectivos por 

parte de esta ultima, cuando de Ja prueba rendida resulta 

que Ja parafizacién de las obras respondié a las dificultades 

financieras de la sociedad, y .que la accién que correspondia 
era la del cumplimiento def contrato. (Articulo 1204, Codigo 

Civil). Pagina 115. 
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Tra11sfortc_ i11tcr11acio11n/ por ferrocarril. ( Nctardo). . \ los

dectos de computar el retardo sufrido en un transporte 

por ferrocarril realizado entre h Repúhlira del Parag·üay 

y nuestro país, deben aplicarse ambas legislaciones, de acuer­

do con la regla ele] derecho comercial establecida en el �u-­

tículo 3v del Tratado ele JVIontevidleo. Página 262. 
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T 

Transporte internacional por ferrocarril, (Retardo}). A los 

cfeetos de computar ef retardo sufrido en un transporte 

por ferrocarri! realizado entre la) Republica del Paraguay 

y nuestro pais, dehen aplicarse ambas legislaciones, de acuer- 

do con la regla de] derecho comercial estabiecida en el ar- 

ticulo 3° del Tratado de Montevideo. Pagina 262.




